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MATERIAS CONTENIDAS EN EL VOLUMEN CXLIII 



A 

Mentes del trabaja, ley sobre, número — La ley 9688 
subre accidente* del trabajo, es por su naturaleza com- 
plementaria del Cuelgo Civil, y ha sido dictada por el 
Congreso en ejercicio de la facultad conferida por el 
artículo 67. inciso 11 de la Constitución, y por consi- 
guiente, reviste el carácter de ley general de la Nación, 
con ía sola salvedad de las disposiciones contenidas en 
sus artículos 15 y 21. que rigen únicamente en la Ca- 
pital y Territorios Nacionales; salvedad excepcional 
que no puede hacerse extensiva a los artículos <>* y 
lo" en la parte que ha sido materia de discusión, que 
i'stableccn expresamente, que los depósitos por concepto 
de indemnización deben efectuarse en la Caja Nacional 
de jubilaciones y Pensiones. 

Al determinar el Congreso el establecimiento en que 
deberán depositarse las indemnizaciones, no ha excedido 
sus poderes constitucionales, aún en e! supuesto de que 
se tratare de tina disposición de forma o simplemente 
reglamentaria, dndo que si bien las provincias tienen fa- 
cultad para fiarse sus propias instituciones locales, y 
por ende, para legislar, sobre procedimientos, ello es 
sin perjuicio de las disposiciones reglamentarías que 
dicte el Congreso cuando considere del caso prescribir 
formalidades especiales para el ejercicio de determina- 
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iius derechos establecidos en los Códigos t linda mentales 
que le incumbe dictar. En consecuencia, el depósito de 
lo adeudado por concepto de indemnización déla- efec- 
tuarse en la Caja Nacional de Jnhilaciones v Pensio- 
nes, 

T,a analogía i|iic establece el fallo i¿8, página [[4. 
entre la solución darla por c] citado artículo to y lo que 
dispone el Código Civil, acerca de las sucesiones va- 
cantes, no tuvo más objeto que poner en evidencia la 
facultad del Congreso para disponer del destino que 
debía dar.se a las indemnizaciones en caso de no exis- 
tir derecho-habientes, sin tjne ello importara, por cicr- 
m. establecer la aplicahifidad a dichas situaciones, de 
las normas comunes fijadas para aquellas sucesiones, 
ni reconocer. (>or consiguiente, la propiedad del Fisco 
Nacional ni del Fisco Provincial sobre la* indemniza- 
ciones vacantes. I'ág. -'04, 

áceidéittto ii t -i tnthajo. — Véase "Daños y perjuicio, en ca- 
sos de acidentes del trabajo, su indemnización". 

Arbitros. — Aceptado el cargo de arbitro o arbitrador. ta pu- 
sorta investida de ese carácter (pícela sometida a las le- 
yes que organizan y reglamenlan las responsabilidades 
y derechos inherentes a su desempeño. Pág. ior. 

B 

BmtCo Hipotecario Nacional, — Kl líanco Hipotecario Naciu- 
nal sólo puede usar de la prerrogativa conferida por el 
articulo 71. inciso 3/ de la ley 817-'. cuando el deudor 
hipotecario se encuentra en mora de más de noventa 
dias respecto al pago de los servicios del préstamo con- 
venido en el contrato respectivo- ( Es esa mora h que 
autoriza al acreedor a disponer por si la venta de la 
propiedad afectada, en remate público y sin forma de 
juicio (ArticuVs 45 y 4S de ta ley orgánica > . 

Subsistiendo la hipoteca y habiendo mora, ya sea de 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



155 



partir del deudor originario del préstamo o de cualquie- 
ra de los sucesivos adquirentes del inmueble, sobre- 
viene la situación de venta de la propiedad, aún cuan- 
do el Banco ya hubiese ejercitado el derecho de vender, 
y renace por consiguiente, la facultad del acreedor pa- 
ra demandar :i los det untadores de la cosa gravada. 

Ka facultad de -convenir la rescisión de los contratos 
de venta cuando hubiere imposibilidad de efectuar la 
tradición del inmueble vendido, se encuentra involucra- 
da en los poderes que para vender en caso de mora, las 
propiedades hipotecadas, y para celebrar transaciones, 
confieren al Raneo Hipotecario los artículos 58 y 71. 
inciso 3° de su ley Orgánica. 

Atento lo dispuesto en el articulo 80 de la ley S17J 
no es dudosa la aplicación al caso de autos, de las dis- 
|josiciones de la misma, aún cuándo se trató de ün pres- 
umió hipotecario acordado con anterioridad a la fecha 
de dicha sanción legislativa. l'ág. 303. 
Hamo fl¡toífi(tr¡í) Nacional. — La facultad acordada al Han- 
cu Hipotecario Nacional por el articulo í>4 de su ley 
orgánica, sólo tiene aplicación en el caso de míe el otor- 
gamiento de la escritura nú se haya verificado por cul- 
pa del comprador. ( Ésa excepcional prerrogativa no 
es compatible con el derecho o acción que reciproca- 
mente puede hacer valer el eoinpr:idor a fin de obte- 
ner la rescisión del contrato de venta, sin responsabili- 
dad para é!. cuando el cumplimiento de la obligación se 
haya hecho imposible por causas que no le son impu 
tables. y, en general, en todos aquellos casos en que las 
leves comunes la autorizan a reclamar esa solución). 

Un la ley especial del Banco Hipotecario Nacional, 
número 8172, no existe disposición formal alguna, que 
* i.i declare exento de las responsabilidades emergentes de 
las acciones rescisorias precedentemente mencionadas. 
(Se trataba de la acción de evicción y saneamiento y 
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demora i-n h escrituración, extrañas a las limitaciones 
ite la rcsjMftsabilitlací del linnco establecidas por la dis- 
posición invocada de la referida ley br|^tiíc%). Pá- 
gina 405. 

C 

Coso contencioso. — No constituye caso contencioso o litigio 
judicial en que proceda un pronunciamiento, | Artículo 
-\ ley 27 i aquel, en e] que, como él de autos, sólo cons- 
tan la demanda. Ia> sentencias de primera y segunda 
instancia y las respectivas apelaciones, ordinaria y ex- 
traordinaria, sin que en ninguna circunstancia aparez- 
ca notificado el demandado ni (pie se haya hecho parte 
én l^ima forma. Pág. 379. 

Comf'CtüMtaí --- Véase "jurisdicción**. 

Omiimites especiíailes (gaáttiía constitucional ríe no >er jnz- 
jgiido por, -le no ser sacados de sus jueces naturales 1 . 

1.a garantía de no >cr juzgado pi> r comisiones es- 
pcciales o Sacado de I»* jueces designados por la ley an- 
tes «leí hecho ele !;i calina, no se refiere ;i los tribunales 
que, como la Suprema Corté provincial, forman pane 
di- una organización judicial permanente, creada con 
mucha anterioridad a la época de la promoción del plei- 
to. Pág. 253, 

Cotnpra~V(tutí¡ (De la cosa vendida 1, - I.,-is reglas de dere- 
cho qttC góhiefiiaii el coriífato de compraventa y espe- 
i'ialuienie las convenidas en los artículos i¿44 y si- 
guientes del Código Civil, acerca ríe !as diversas mane- 
ras en que puede ser hecha la venta de un inmueble y 
de la garantía del contenido di- éste, se aplican tanto a 
las enajenaciones libremente consentidas por los pani- 
cu lares como a las que se realicen en virtud de una eje- 
cución forzada y en este ultimo caso, sin distinción 
alguna entre e! I-'t-.n y las personas privadas. 

De acuerdo con ¡o dispuesto en el artículo 1345 del 
Códtgt) Crvtl. toda diferencia en más en menos, por 
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insignificante que sea, entre el precio y di contenido 
del inmueble objeto del contrato de compra- venta da 
tugar a una nindi f tención correlativa en él precio. 

I, as soluciones légales previstas por el articulo 1345 
del Código Civil, son excluyen tes por su naturaleza, de 
■ni derecho <le dominio qué el vendedor conserva en su 
patrimonio para hacerlo valer, respecto de 1n deman- 
da, una vez descubierto el error en el área; y la maní- 
testación de voluntad del comprador es la única que 
puede rescindir eJ contrato citando la diferencia excedía 
de Uii vigésimo. Pág. 'f). 

"i 'onCésiohcj?* o 'licencias", en derecho administrativo, sohrc 
propiedades somfiHdtís ai derecho común. — Kn i'cre- 
elio administrativo no se conocen las "concesiones" o 
las "licencias" sobre propiedades sometidas al derecho 
Común, corno seria el raso de la tierra pública, cuan- 
do leyes generales y permanentes han autorizado su 
enajenación poniéndolas dentro del comercio. Las "li- 
cencias y 1:;s "concesiones" sólo se concillen respeto de 
los bienes del dominio público del Estado, Pág. 90. 

CtmfUctoi entre jitrees de distinta jurisdicción. — Cor-respon- 
de a la Corte Suprema dirimir un con f líelo entre jueces 
de distinta jurisdicción, respecto a las formalidades que 
debe llenar un exhorto librado i*>r uno de ellos. (Vi- 
gilia 187 . 

<"<>nt¡cndt¡s de étilHpefcut'iti. — Tratándose de contiendas de 
competencia, el legislador ha establecido trámites es- 
peciales para dirimirlas, distintos de los del recurso ex- 
traurdinario aludido; y los autos en ipie los jueces in- 
feriores denegaren el requerimiento de inhibición, so- 
lí 1 son recurribles para ante el superior inmediato. (Ar- 
ticulo ley 40551. I'ág. 152. 

Cantietrda de competencia. Véase "Kecnrso de apelación". 

CmtüS. — Modificada la obligación del demandante es im- 
procedente la imposición de costas al vencido. Pág, K4. 
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Cuestiones Je competencia. — L,as cuestione* de competencia 
só\> pueden referirse a juicios fundientes y no eorres- 
pottden a los ya fenecidos, cuyo conocimiento no debe 
ser materia de una cuestión de esa índole, I'ág. 149. 

Cuestiones sometidas a los faltos, 1 Cómo tlehen ser decididos í. 
— Las ¡cuestiones sometidas al fallo deben ser decidi- 
das n« por el nombre que los litigantes hayan dado a 
ta acción, sino por el que corresponde según derecho a 
los hechos presentados como fundamento de ella y al 
fin perseguido. Pág. iv¡ 

É 

0años y perjuicios. Kn el reconocimiento de ios daños e in- 
tereses sólo .sr comprenderán, los que fueron conse- 
cuencia inmediata y necesaria de la falta de cumpli- 
miento de ];l obligación , I.us danos y perjuicios sólo 
pueden referirse a los experimentados en U cosa mis- 
ma que ha sido objeto de la obligación, y rio a aque- 
jo s que l.i inejecución de ésta le ha causado d acree- 
dor en mis otros bienes, i I\n el caso, se rcclamal):i por 
la privación de ganancias que se hubieran obtenido du- 
rante el tiempo que f ¡litaba para terminar la concesión^. 
Pág. <xk 

Hafios y perjuicios cu casi>$ tic accidente del trabajo; su irnlciu- 
msación, Reconocida en principio dicha obligación 
y tratándose de un caso de incapacidad permanente y 
absoluta para el trabajo, el "quantum" de la ¡nderani- 
zación depende solamente de la importancia del sala- 
rio, siempre que 110 exceda de la cantidad total de seis 
mil pesos (articulo incisos a) y b) de la ley nú- 
«¡eró u'»SS; no siendo, por lo tanto, susceptible de au- 
mento o disminución en virtud de las circunstancias 
parí ¡cilla íes del caso. Pág. 84. 

t\tüfís y perjuicios l indemnización en casos de accidente del 
trabajo). - Procede la confirmación de una sentencia 
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pronunciada en un juicio sobre indemnización por acci- 
dente del trabajo, que, dando por comprobado ese he- 
cho, resuelve íá cuestión con arreglo a derecho, en lo 
que se refiere a la naturaleza y extensión de la inca- 
pacidad producida por el accidente, por aplicación de 
las disposiciones legales pertinentes (Artículos 6o y 8.". 
inciso c) de la ley <>íi88> ; sentencia que, además, quedó 
firme en esa parte, parn el actor, por no haber sido ape- 
lada por éste. Pág. i 14. 
l)añt>S v perjuicios por accidente ferroviario. — La disposi- 
ción del inciso 8." del artículo 5. de la ley 2873, sobre 
T-T. CC. Nacionales se refiere a "Barreras" o "guarda 
¡-anados", y los ferrocarriles están obligados a emplear 
los medios indicados de protección, con arreglo a las ne- 
cesidades del tráfico; en consecuencia, corresponde el 
rechazo de una demanda contra una empresa ferrovia- 
ria, por daños y perjuicios, en un casi) en que, si bien 
ct accidente se produjo en un lugar en que no existian 
barretas, ellos no eran necesarias, debido a las condi- 
ciones topográficas del terreno, según la afirmación de 
En Dirección de Ferrocarriles 110 contradicha en autos 
por prueba alguna tendiente a demostrar que ta fre- 
cuencia del tráfico reclamaba la instalación de barre- 
rnis. i Véase los sumarios de los fallos citados). Pá- 
gina 389. 

limos y perjuicios por desalojamiento de tierra pública, — 
IVo habiéndose demostrado por ta demandada la exis- 
tencia de ninguna de las dos situaciones que autoriza- 
rían la caducidad de la concesión, otorgada a' actor para 
ocupar precariamente la tierra pública de referencia, 
y el consiguiente desahucio, el concesionario tiene de- 
recho a reclamar de aquélla daños y perjuicios, aunque 
el desalojamiento haya sido ordenado pnr la justicia, en 
razón de habérsele dado en ocupación precaria un bien 
que estaba en litigio. Artículos 1527 y 1531 del Có- 
digo Civil. Pág. cjo. 
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Ifnws y perjuicios; su apreciación, — Admitida explicitamen- * 
te en principio, ¡ a responsabilidad de la provincia por 
los liedlos alegados, la circunstancia dé tfue éstos fue- 
ron determinados por una situación apremiante y con 
el evidente propósito de salvaguardar intereses públi- 
cos, pueden atenuar esa responsabilidad, pero no la ex- 
cusan; por lo que es forzoso establecer que los desper- 
fectos ocasionados a los terrenos de que se trata vul- 
neran el derecho de propiedad, inviolable por expresas 
disposiciones de nuestra legislación fundamental, f Cons- 
titución, articulo 17: Código Civil, articulo 2511 y co- 
rrelativos.) . 

Siendo dciicicntc* jos factores de prueba para deter- 
minar con exactitud la extensión y monto de los daños 
y perjuicios, corresponde mi apreciación al oficio pru- 
dencial del juez, fijándose en tal caso h cantidad dentro 
de la cual deba prestarse por los damnificados el jura- 
mento de su estimación. (Articulo 220 de! Código de 
Procedimientos de la Capital, supletorio en ¡o federa! 1. 
J'ág. 331. 

Defraudación a Ui renta de Aduana. — Demostrado que en el 
día en que fueron abonados los derechos de exporta- 
ción, la suciedad demandada por defraudación n h rPn \, y 
aduanera, tenia almacenados en los depósitos fiscales 
de la Aduana una cantidad mayor de cereales que .iqui- 
lla por la que alionó ¡os referidos derechos. Correspon- 
de la absolución de culpa y cargo, de la dem ¡miada, por 
110 haber incurrido en ninguna falta de requisito ni fal- 
sa declaración que la haga pasible de las acciona esta- 
blecidas por la O. O. de Aduana. (Artículos ó." de la 
ley 10349 .V IU--5 y m.-ó de las O. 0. 1 . Pág. .i-''*- 

t\jrmtdaeUh, de ta renta de Aduana ( Kxjmrtaeión de orq amo- 
nedado t. Xo pueden juzgarse como infracciones a 
la prohibición conferida al l'oder Ejecutivo por la ley 
número 9483, las exportaciones de om amonedado rea- 
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1 izadas después de haber cesado la causa determinante 
de aquélla, o sea el estado de guerra entre las poten- 
cias de que se trata. 

La ley número 9507, cuyo articulo 6.", faculta al Po- 
der Ejecutivo, para determinar cuáles son los países 
en guerra en moratoria, tiene un earácter y una fi- 
nalidad particulares, extraña a la exportación tle mo- 
neda metálica, con lo que queda demostrado su inapli- 
cabilidad a los casos especialmente regidos por la ley 
número 9483. cuando se trata de imponer sanciones 
punitivas. 

La disposición del artículo 7." de la ley 10.349 s e %& 
íiere a artículos tle producción nacional o importados, 
entre los cuales no puede razonablemente comprender 
la moneda metálica. J'ág, 219. 

Defraudación de la renta de Aduana i Exportación de oro amo- 
nedado). — La ley 10.349 es extraña a los propósitos 
de la ley 9483 que estaba en vigencia cuando aquélla 
se dictó, y no es una ley que autoriza a prohibir la ex- 
portación del oro en metálico, sino una ley de impuesto 
a la exportación, y que pueda decirse (pie lia sustituido 
en sus efectos a esta última. Pág. 233. 

Desalojamiento. — Acreditadas la eaüdad de inquilino atri- 
buida al demandado y la falin de pago por parte de éste, 
de más de dos periodos consecutivos de alquiler, pro- 
cede la acción de desalojamiento deducida; no siendo 
óbice para clin la circunstancia de lialier realizado me- 
joras el demandado, toda vez que el derecho de reten- 
ción consiguiente al de cobrarlos, no existe en la hipó- 
tesis de que la locación se resuelva por culpa del inqui- 
lino, f Artículos 1550. 1552 y 1543 del Código Civil > . 
FYig. 46. 

E 

Hjeaiáón de sentencia. (Excepción no autorizada), — La sus- 
pesión de los trámites de una ejecución de una senten- 
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cía pronunciada contra una provincia intervenida, has- 
ta tnnti> se normalicen, terminada la intervención, las 
instituciones locales, y los órganos de gobierno encar- 
dados de representarla y de disponer de sus recursos, 
estén en funcionamiento, no es tina exección de las 
que las leyes procesales autorizan a oponer en e! juicio 
de ejecución de sentencia. Artículos 270, ley 50 y 2" 
ley 398" 

I.as .redi das meramente conservativas ejercitadas con 
un criterio ilimitado, n o están en pugna con la misión 
que el Poder Federal ejerce por intermedio de los in- 
terventores cuando éstos se circunscriben a represen- 
lar a la provincia en el caso ríe ser demandada por he- 
chos producidos por los representantes legitimo* de las 
mismas o cuando, como en el caso, se trata de ejecutar 
en liienes de la provincia la sentencia dictada por un 
tribunal competente; por tanto, y atento lo dispuesto 
por los artículos 36 y 42 del Código Civil, la circunstan- 
cia de que la provincia de Mendoza carezca de fondos 
se encuentre en la imposibilidad de encontrarlos no 
autoriza la suspensión temporaria de los procedimien- 
tos en el juicio. Pág. 1 1 . 
Empréstito exterior de Iti Provtueia de Tiimmán. — La cláu- 
sula corí tettida en los títulos emitidos en virtud de ¡a 
autorización conferida por la ley de la Provincia de 
Tucumán, de 6 de julio de 1906, respecto al lugar y 
moneda de pagp de fns intereses, establece una obliga- 
ción alternativa, tnw tanto los términos del contrato 
respectivo como la naturaleza de ¡a operación realizada 
pnr la expresada provincia y los mismos antecedentes 
de la operación, demuestran el propósito inequívoco de 
acordar n los tenedores de los títulos la elección del lu- 
jar del pago, y, por lo tanto, de la moneda correspon- 
diente. 

I.a conclusión de que él derecho de opción estable- 
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eído en el bono general del empréstito exterior, de cin- 
co millones de pesos oro o veintiocho millones de fran- 
cos, de la provincia de Tucumán, autorizado por ley de 
la misma, de 2 de julio de 1909, no tuvo más objeto que 
facilitar la colocación de dicho empréstito, autorizando 
a suscribir tos títulos en diversos lugares y en distintas 
monedas, pero quedando cí suscriptor vinculada desde 
entonces pur la elección efectuada, no sólo es incom- 
patible con el testo claro y categórico del bono general 
que cstahlccc la opción a los efectos del pago de los cu- 
pones y títulos sin subordinarla a ningún antecedente 
relativo al lugar y a !a moneda en (pie fué hecha la sus- 
cripción, sino que es incompatible con la doctrina gene- 
ral de la ley, según la cual ni aún la opción hecha res- 
pecto de una prestación parcial o periódica de una obli- 
gación, vincula a las partes respecto a las otras presta- 
ciones (Artículo Ó40, Código Civil). 

V.\ hecho de haberse producido en los últimos tiem- 
pos alternativas sensibles en el valor cambiarlo de al- 
gunas de las monedas designadas para el pagó, no mn 
dific;i la obligación de la provincia emisora, ni priva, 
por lo tanto. ;il tenedor del derecho 1 de opción eme le 
ha sido acordado al emitirse los títulos del empréstito 
Pág. 175. 

sUtHittji*, derecho dr: fa la roca asfáltica). — L,a roca asfál- 
tica se halla comprendida entre las mercaderías que se 
gún la tarifa de vahíos deben pagar el eslingaje con re- 
lación al peso; y si bien el artículo 5.* de! decreto de 
20 de marzo de 1918 dispone que los nrticul"S que pue- 
dan ser descargados directamente de! buque a carros o 
vagones, sin pasar por almacenes, abonarán el eslingaje 
con arreglo a su valor, tal disposición equitativa y con- 
veniente o no. seria, cu casos como el que se exami- 
nan, evidentemente opuesta a la disposición expresa y 
correlativa de la ley. y carecería por ese concepto de to-' 
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do valor y t ftcaciji kgaj. lisc articulo de! citado de- 
creto, no puede, pues, entenderse aplicable sino en los 
casos eri que la lev nada resuelve o resuelve lo contra 
rio, fiada la consideración elemental de que las leyes 
tío pueden ser alteradas por su regí a mentación. Pa- 
gina tg. 

listado, — El Estado cuando explota sus ferrocarriles, es una 
L-mpres , y obra cal su carácter de person:t juridica. Pá- 
gina 28*1. 

iivHiióu y Wwmtentoí Véase 'Maneo Hipotecario Xaciouar, 
i'.xcndón de impuestos, — |,a exención de impuestos acorda- 
da por la ley número 5.115 no comprende las tasas co- 
rrespondientes a servicios niúrjicippíes, como son los de 
aluminado y limpieza. 

1.a ley número 10.657 DO es Nérpi^tatiVa de la nú- 
mero 5 .115. 

ley O.onj sobre fusión de los FF. Central Argen- 
tino y linenos Mtés y Rosario no lia modificado la si- 
tuación de las < mpresas en materia de exención de im- 
puestos creada por la lev 5.315. JVig 5-44." 
lixhiírtm; SUS requisitos, — Para que un exhorto dirigido por 
autoridades nacionales a autoridades de provincia o na- 
cionales fuera de su jurisdicción pueda dmgeneiarse, 110 
Se requiere más requisito que la firma del juez y el sello 
<M invado respectivo. Pág. 187. 
/>.'/'< rriVíu. - \'„ habiéndose opuesto por las parles ohser- 
cióii ítígitrea que indique la procedencia de su modifi- 
cación, corresponde la ^probador! de espadones peri- 
ciales derivadas de consideraciones y antecedentes de- 
bidamente fundados y aceptados en sus dos términos tic 
precio c indemnización en las dos instancia.», del juicio. 
Pág. 102. 

Ilrprnpk'eum. Corresponde la confirmación de una senten- 
cia <n!ire expropiación que fija una indemnización acep- 
tada cotilo justa por las demandadas y que 110 excede a 
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la determinada por los peritos propuestos por una y 
otra parte. Pág. 432. 

r 

Ferrocarriles del Estado. — No es posible inferir de las dis- 
posiciones de la ley 6757 el propósito de desvincular di- 
chos ferrocarriles del patrimonio de la Nación, sino so- 
lamente acordarles un relativa autonomía, indispensable 
l>ara el ejercicio por el Estado de la industria de los 
transportes. 

Los Ferrocarriles del Estado constituyen una orga- 
nización creada por la ley < special del Congreso, con 
fines de vialidad interprovmcial, de seguridad y de pro- 
greso general y se hallan por tales causas sujetos a la 
jurisdicción de los tribunales nacionales con arreglo al 
art. 100 de la Constitución ,y al art. 2. , inc. 1 de la ley 
número 48. Pág. 29. 

Ferrocarriles: su explotación. Véase "Estado''. 

Ferrocarriles; barreras en los. Véase "Daños y perjuicios por 
accidente ferroviario". 

Ferrocarriles. Véase "Exención de impuestos". 

Fuero parlamentario; su violación. (En qué consiste el acto 
punible de arresto de un diputado nacional). — Tra- 
tándose del arresto de un diputado nacional, el atri- 
buto esencial del acto punible no consiste en la omisión 
de orden escrita de autoridad competente (Constitu- 
ción, artículo 18) sino en la prescindencia del requisito 
previo del desafuero, cuando no medía la circunstan 
cía del flagrante ddho < Constitución, articulo 61). 
Pág. 118. 

Fuerza ejecutiva. — Los pagarés otorgados por las autorida- 
des de una provincia, bajo el imperio de una ley na- 
cional que la declaró intervenida a los efectos de la re- 
organización de sus líderes, carecen de fuerza ejecu- 
tiva. Pág. 38. 
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Garantios fwtstititi «oitétit f \Y; t *< "Inviolabilidad *lt- la deím 
sa en jni< i't". "RctrttactivklrtíJ", Comisiones esjxícia 
les", "Jueces: naturales", "Igualdad ante la ley". 

I 

ffftutídafi »tntt la tey. l& igualdad exigida |H>r el articulo 
f. di- ht Constitunún no puede «lecirse vio'ada ]nir íaa 
leyes (ocales <i¡t« establecen una nr-itriluirión igual para 
todos los contribuyentes que ■-. halle en ¡'líniica- '"n- 
itfeiónes-, Páy. .í7v 

tncanstitucíottdiUiaii di ti, ■!■■ !■• del Poder BfetHtrvo. ¡ La «le 
los de fecha 28 ile marzo y 3 «le junio i|e ¡*)J$. regía 
mentando la- facultades «leí Presidente «it* la» Caja- <b 
Previsión Soria!, creadas por la lev 11.289). — La ju 
ríadiedón d<- que la ¡cy n na investido al Direc- 
torio de Iaa Cajas <l«- Previsión Social, al facultarle pa 
r;i imponer proa* pecuniaria* a lo* ¡nfranores d<- >ti- 
disposiciones no puede emanar sino de tina decisión del 
legislador, articulo i* de la Constitución; ¡>*tr lo nm- el 

Poder Eje utiyo no h;i p^bdo acordar la jurisdicción 

éséncta!ntente requerida para imponer la-, multas de míe 
trata, ni transferirla a pi-r-onas di -tintas «Ir las devg 
nadav por !a ley, sin ultrap^ar «■! poder de reglamcu 
loción acordado en él artículo íV>. inciso 2," de la € 
tilín -ión. Pág, 271 , 

fncoHilUurioMúlídod <l> \mpm$tó. — (El establecido j»oi la 
autorizando la construcción del camino de iVvcüa- 
neda a La fíala». - Véase el sumario rl<] fallo pnhü 
cado en Fa pagina túi «iel tonto i$H y el de ta pagina 
l/o del torno s \j. I'ág Hi . t , 

l neoitstitueionalidud d¡ Im puestos. ' Ll establecido 

de l.i J'rov ríe lí Aire*, sobre i*l camino pavimentado 
ile Avellaneda a La Plata), Para la validez de la 
contríbucj n o tasa de mejoras (focal asscfsment o es.- 
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peciál assessmcnt) debflí» concurrir los elementos esen- 
ciales de que !a obra pública a qt|C se deslina, se;» de 
beneficio local y de que esc beneficio un sea stlbstan- 
dalmenle excedido ¡mr la contribución; fallando los 
cuales el impuesto especial w> puede sostenerse ni como 
una contribución fie mejoras, ni tampoco corno un im- 
puesto común, que supone condiciones de igualdad y d« 
uniformidad «le mte aquél carece. 

La oljra para cuya construccapu lia sitio establecida 
la contribución crearla por la ley de la Provincia de 
Buenos Aires, fie ,\o de diciembre de 1007. o sea, el ca- 
mino pavimentado entre las ciudades de La Plata -y 
Avellaneda, hasta el limite eon la Capital Federal, no 
reviste, por su propia naturdeza, los caracteres de una 
mejora loca! o destinada á* beneficiar especialmente un 
sitio región determinada; es una obra de evidente y 
casi exclusivo interés general. Además, el impuesto es- 

tÉb'ccído ¡jara la construcción de dicha obra, nbsnrvc l¡i 
mayor ¡arte del valor de la (ierra del demandante afec- 
tada por el grava rcri o en su caso, casi toda la renta 
que podría producir esa tierra durante treinta y seis 
afios, si el impuesto fuera ¡virado en cuotas, en tanto 
que [a propiedad -ó!o ha sido beneficiada por el cami- 
no con un aumento de valor que no excede del doce por 
cíenlo. Por todo lo cual, la contribución cobrada en 
especie sub lite va virtud de la expresado ley provincial, 
es contraria al artículo 17 de la Constitución. BÜg, 247 
incofíslitticiontdlátíd de sentencia. 1.a interpretación dada 
por una Cámara b'ederal al articulu 71 del Código Pe- 
na! en el sentido de t¡ue éste no autoriza al querellan - 
le particular a participar en una .-aii-a por lnnnicidio. un 
es contraria al artículo 07, inciso N dé la Constitución, 
en cuanto por ella se invade el campo de las leyes de 
procedimiento.- rc-ervada- expresamente a !ns yobiern. 1.» 
focales (Tanto el Código de Procedimientos (til Iq Gri- 
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mirial como ¿1 Código IVii.il. luí nsido sancionados l*'f 
el Congreso de la Náeiólt, y por lo Unto, no hay en é| 
caso, confíelo de orden ciuistítiicitiTial ) . Pág; 8. 

¡ncnustititcioiiuHdatl ¿e Wgwtfa (Aplicación |b (os atts. 9." 
y la" de la ley 9688). Xo afecta a la garantía 
lailva al deipeeho de propiedad que consagra el articu- 
lo i.| do la Coiistmiauni ni es violaloria de (articulo 17 
de ta misma, tUia résolüctñn fundada en los artículos 
r>." v 10. de la ley rfiS*. mi haciendo htj?ar a la entrega 
de «na indemnÍKidón depositada en la Caja Racional 
de Jubilaciones y Pensiones. Pógitta (94. 

(uémMUüetot0¡tf<ift & seHtemi& 1 Aplicación del art. ine. 
K." del C. Penal). X" puigna con el articulo 07, in 
cfóo 11 tic ta eonstitiipíoñ Nacional una sentericíá de lo 
justicia ordinaria do la Capital míe aplica el artículo (n, 
inciso 7. de! Código Penal, l Kl Congreso ejerce le- 
gislación exclusiva dentro de la Capital Federal [*>r im 
|HTÍo coiwimrtitnal (articulo Oj, inciso y se ha 

¡la facultad", por consiguiente, para estatuir sobre fal 
las y c< mi t aveneiones ) . I Yig. 415. 

Interdictos, Los iuierdiclos tienen pur principal finalidad 
impedir que fes per-ouas se hagan justicia por sí 
ina», lo qtte ea aplicahíe tanto a los particulares cuino a 

las personas de dettecho liúblíeo. Sí asi no. fuere, las 
jMtMiuías o institucionales, que constituyen otras tan- 
ta- limitaciones impuestas a la acción de los gobiernos, 
resudarían ilusorias. Pág. J.Vf. 
[ittrrtlictQ </(• rfttmr la púsmén. kas dis|Misiciones del Có- 
digo Kura: de la Provincia demandarla o de otras leyes 
del mismo carácter local, no pueden justificar lus actos 
do turbación O de do-pojo de la posesión que ejerzan 
los particulares ni imjjonCr a éstos la obligación de ex- 
hibir producir ante autoridades administrativa* -u> 
titulo- de propiedad respectivos, cuino requisito para 
poder mantenerse en el ejercicio de dicha posesión. 
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l Encontrándose reunidos en l'I caso todos los elemen- 
tos indispensables para el ejercicio de la acción enta- 
blada, procede e! interdicto de retener la posesión. Pá- 
gina 339. 

intervención nacional <•» ios provincias. — Li intervención na- 
cional efi las provincias, eri todos los casos en que la 
Constitución ta péttiijte o prescribe, es un neto político 
poí su naturaleza, cuya verificación corresponde exclu- 
siva [tiente a tos poderes pílíiicos de la Nación. Pág, 

iniere$$$ monitorios en demmdas por accidentes del trabajo. 
— Para míe proceda la obligación de satisfacer intere- 
ses monitorios desde la notificación de una demanda so- 
bre indemnización por accidente del trabajo, es necesa- 
rio qtte en ese un miento baya deuda cierta, es decir, 
indiscutible en cuanto a su existencia, aunque no lo fue- 
se en cuanto al monto. Pag. 84. 

inviolabilidad de la de f eitsa éñ fumó. — líl principio de la in- 
violabilidad de la defensa en juicio destinado a pro- 
teger a los procesados contra enjuiciamientos arbitra- 
rios, ninguna vinculación tiene, y consiguientemente, no 
protege a quien dentro del litigiu asume o pretende asu- 
mir el rol de querellante y no el de acusado. 

Cuando la Corte Suprema, precisando lo que debe en- 
tenderse por procedimientos judiciales a los efectos del 
articulo 18 de la Constitución ha dicho que son formas 
substanciales en materia criminal la acusación, defensa, 
prueba y sentencia, no ha entendido pronunciarse res- 
pecto de las formas de la primera en el sentido de que 
en el ejercicio de las acciones lia de darse necesaria- 
mente intervención al acusado particular o de que ella 
ha de concurrir con la del Ministerio Fiscal. 

La facultad reconocida por la ley a los particulares 
de hacerse parte querellante en bis delitos de acción pú- 
blica no es un derecho de propiedad en el sentido de la 
ley civil, sino una mera concesión de la ley. susceplilile 
de suprimirse cu todo tiempo. Pág. 5 
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inviolabilidad de 1$ defensa en juicio. — No se halla com- 
prometido el principio dr la inviolabilidad de la defen- 
sa, en un caso en i¡uc el recurrente fué oído y ejercí" 
sus derechos en JlÜcid, na sóíb al entablar la qucre'da 
sino también en oeasion de substanciarse la excepción 
relativa a la prescripción de la umita, cuya declaración, 
basada en preceptos del Código Penal, compromete, a 
[«icio del recurrente. esá gstrafitiá constitiieiOnal . Pa- 
gina 4 J 5 

Inviolabilidad tfé h fjtótféiáé #9 imperta el desebiioci- 
mit'níti de! derecho ile prbpietJad garantizado pp-r el 
artículo 17 de la Constitución Nacional, la declaración 
de hallarse proscripta h acción para instaurar una míe- 
relia. Pág* M5- 

J 

'¿«tees naturales, ta riminslanda de <iuc el litigio haya si- 
lfo resuello por un juez de otra jurisdicción ü,úé H seis- 
tenida por una de las partes, no importa sacar a ésta 
de sus jueces nal u rales y, por lo tanto, no viniera la 
respectiva garantía del articulo 18 tle la Constitución. 
Pág. 20$. 

Jurisdicción. — No corresponde a la justicia federal el cono- 
cimiento de una casa por reivindicación deducida por 
una provincia contra un vecino de la misma. (Artículo 
1. de la ley 48 y 100 de la Constitución). Pág. 14. 

Jurisdicción, -— Curre-])" mde a la justicia federal el conoci- 
miento de un proceso por luirto de electos pertenecien- 
tes a los Ferrocarriles de! Estado, cometido por un em- 
pleado de los mismos. (Siendo dichos ferrocarriles de 
propiedad de la Nación, ¡o son también las cosas Imi - 
tadas l . 

A la justicia nacional te incumbe resguardar lu* de- 
rechos e interesen de la Nación y si los crímenes que 
"tiendan a la defraudación de sus retiras u obstruyan 1.1 
cor rompan el buen servicio de .-ns empleados", deben 
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.ser Juzgados por éTa, es lógico que lo sean igualmente 
los cjtip tienden ;i la de fraudación de sus demás bienes 
o corrompan el buen servicio de sus empleados con Ja 
ap'npi;tJÍ!iu ilegilima de lo que lia sido confiado a su 
custodia. Pág. 29. 

Jurisdicción . — Demostrado que til cansante tenía su domici- 
lio en está Capitel, calle Independencia nú. ñero 1637. es 
evidente que con forme a lo dispuesto pr>r los artículos 
«jo, inciso 7. y ,U'&4 del Código Civil, corresponde a 
'.os jueces de la Capital el conocimiento del juicio suce- 
sorio- íl,a pritebá resultaba por el amuchamiento por 
el de tnjus, de su casa habitación en esta Capital ; de su 
propia manifestación de escrituras públicas, de tener 
en ella su domicilio; de haberse iniciado y concluido en 
la misma, e] juicio sucesorio de sn esposa, en el que 
intervino un apoderado con poder otorgado por el can- 
sante; de hallarse enrolado en la Capita! y haber vola- 
do basta el año Yn2$: etc. etc."). Pág. 40. 

Jurisdicción. (Caso de renuncia del fuero federal). — La cláu- 
sula establecida en un contrato de arrendamiento según 
la rnal "I.as dificultades a míe mera origen este con- 
trato serán resueltas en esta Capital Federal, correspon- 
diendo por lo tanto a sus tribunales intervenir en caso 
que fuera necesario", interpretada por !as mismas par- 
tes en juicio anterior, admitiendo para éste, sin obser- 
vación, la competencia de la justieja l<>ca!. importa pa- 
ra el recurrente renuncia formal del fuero federal esta- 
blecido en su fawdr en los artículos 100 y tot tic la 
Constitución y articulo 2.", inciso 2." de ln ley ^8, re- 
nuncia que ha podido estipularse válidamente. Página 
1 14. 

'itrisdifciót!. (Caso de violación de fuero parlamentario). — 
Corresponde a la justicia federa] el coi. tciiuiento de un 
proceso instaurado por el delito atribuido a fes encausa- 
dos, de violación «y! privi'cgio parlamentario d?term¡- 
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natío por el arresto tic mi diputado nacional en infrac- 
ción de la garantía que consagra el articulo 61 de la 
Constitución, esto es, con omisión de los requisito? o 
formalidades previas exigidas al efecto. Pág. 118. 

Jurisdicción. — Corresponde, a ta justicia federa] el juzgamien- 
to de las cuestiones que surjan entre las partes sobre el 
alcance de las estipulaciones celebradas en un contrato 
de derecho civil en que el Estado interviene como per- 
sona jurídica, p sobre falta de cumplimiento de esas 
estipulaciones, por alguna de aquéllas. Pa?,'. 154. 

Jurisdicción f Regulación de honorarios de arbitros o de nr- 
bitradores) — I.a regulación de los honorarios de los 
arbitros o de los nrhitradnres es un incidente del juicio 
arbitral, que con arreglo a lo dispuesto por los artículos 
780. 807 y 80x1 del Código de Procedimientos de la Ca- 
pital, supletorio en lo Federal, corresponde al Juez que 
debió conocer en la causa, a no mediar el compromiso, 
o sea, en el caso, el Juez Federa!. (Articulo 2*. inciso 
6.", ley 48) , Pág. 101. 

Jurisdicción. I Fn caso de reivindicación!, — El juicio de rei- 
vindicación, por ser real la acción (pie en él se ejercita, 
no está comprendido en la universalidad del juicio de 
partición de herencia, ni por consiguiente, en lo pros- 
cripto en el inciso 1." del artículo 1." de la ley y ar- 
ticulo 1." de la ley ij-í"; en consecuencia, su conoci- 
miento corresponde al Juez Federal del lugar en donde 
está situado el bien que se reivindica si la causa versa 
entre personas de distinta nacionalidad, como en el de 
autos. Pág:, Jii. 
Jurisdicción. ( Acción personan. - Fs juez compéleme para 
conocer de 1<>s pleitos en que se ejercitan acciones ]*■]*- 
-1 males, con preferencia al de 1 doinictlio del demanda- 
do, el del lugar designado explícita o implícitamente por 
las partes para el cumplimiento del contrato, cualesquie- 
ra que sean las prestaciones que se demanden, principa- 
les o accesorias. Pág. 215. 
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Jitrhdkción. — La cláusula establecida en un contrato de arren- 
damiento según la cual "las dificultades a que diera ori- 
gen este contrato serán resueltas en esta Capital Federal 
correspondiendo por lo tanto a sus tribunales interve- 
nir en caso que fuera necesario', interpretada por las 
mismas panes en un juicio anterior, admitíanlo para 
éste, sin observación, la cómpeienda de Ta justicia local, 
ini|M>rta para el recurrente renuncia formal del fuera 
federal establecido en su favor por los artículos 100 y 
ioí de !a Constitución y articulo 2.", inciso 2.° do ia lev 
4S. renuncia que ha podido estipularse válidamente. 

rá ff . 265. 

JurinficaVni. {Competencia de la justicia federal ratimir huí- 
teria). — Ks de jurisprudencia y de doctrina que la 
competencia de la justicia federal ratiom- materia de- 
pende de los elementos constitutivos del pleito y no de 
las leyes rjuc se invoquen por las parles, 

Xo corresponde a la justicia federal el conocimiento 
de un juicio contra un ferrocarril nacional cu que los 
actores ¿jerc.tan una acción \*\r cobro del valor de tra- 
bajos que -¿e dicen ejecutados por ellos e indemnización 
de daños y pe 1 juicios, derivando sus derechos de un con- 
trato de locaciói y fundándolos en disj)osicioncs de Jos 
Códigos Civil y Comercia), y en que el ferrocarril ha 
reconocido el carácter comercial del convenio, ampa- 
rándose a va vez, en prescripciones expresas del dere- 
cho común, sin que ninguna de las partes se haya re- 
ferido al estiduto de excepción de alguna ley especial, 
Pág. 281. 

Jurisdicción. (Ce^ació<i de condominio j . — La demanda por 
cesación de condominio, corresponde al juez del lugar 
que, a la vez de ser aquel en que fué celebrado el con- 
trato por el que se constituyó el condominio, es el do- 
micilio de los comandados y el punto donde se halla el 
inmueble cohmtt. Pág. 419. 
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Jurisdicción originaria* — No corresponde a la justicia origi- 
naria ílc la Coi te Suprema el CQttOCiiftiéhtG de una de- 
manda contra una provincia por devolución de sumas 
de dinero ¿obladas en concepto de impuestos, fundada 
en que la. ley «juc estableció él impuesto era nula por iv> 
Haber estado uVidn mente constituida la Cámara de Di- 
putados al celebrar la sesión en que dicha ley se san- 
cionó, atribuyéndose la invalidez legal de la Constitución 
ríe la Cám ira, t actos de violencia con que se afirma, se 
obligó a un »s t" ; put:ulos a formar quiWum y se impi- 
dió a otros que concurrieran a la reunión en que* san- 
ción ó la. ley imin. grada; nn poniéndose, por lo demás, 
reparo alguna en la demanda, al impuesto en si mismo,, 
a su nnturiUza o caracteres esenciales, ni a la facul- 
tad constitucional de los poderes locales para crearlo 
y percibirlo. 

Las provincias llenen derecho a regirse por sus pro. 
pías instituciones, conservan todo el poder no delegado, 
esto e*, su sobtrania absoluta, y constituyen sus auto- 
ridades gub' rii.it ivas sin intervención del Gobierno Fe- 
deral . 

Debiendo juzgarse c! pleito simultáneamente, bajo los 
dos aspectos prepuestos en la demanda, el de ta viola - 
ció» de las disposiciones de la Constitución Nacional. 
¡»or haberse cobrado un impuesto sin titulo legal, es de- 
cir, en virtud de una ley que se califica de inexistente 
por ser nuh su sanción, y el de la aplicación de una 
clausula de l.i Constitución provincial, la procedencia 
de ¡a jnrisdia ón local se ajusta a los principios de go- 
bierno que rigen la República; sin perjuicio, en su ca- 
so, de la jmi&úicción de última instancia de la Corte 
Suprema, si s" interpusiera y correspondiese el recur- 
vi autorizado por el articulo 14 de la ley 4^. Pag- i.v* 
InrMiccUil ttrigwúttá. — 1.a L'onqieieticia origii.«ria de ta 
Corte Suprema ha sido taxativamente determinada pm 
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el articulo 101 "ir la O institución, y no puede ser am- 
pliada ni real! ¡agida j»*»r las" parte* ni por la ley. a di- 
ferencia de la jurisdicción de apelación que será ejercida 
"según ¡as reg'ns y excepciones que prescriba el Con- 
greso'*. iVig. i*H . 

Jurisdirrióu orujiitumi, (Cansa civil entre nna provincia y un 
vecino du otra -. — lis indiscutible la competencia ori- 
ginaria de !a Curte Suprema para conocer de una causa 
civil entre Utei piovincia y un vecino de otra, sobre ac 
ción posesoria, fundada en disposiciones de leyes civi- 
les de la Nación. La circunstancia de que !a provincia 
demandada baya procedido a ejecutar los actos de- 
nunciados como de turbación, en cumplimiento de dis- 
posiciones de leyes lócate*, como lo sería el Código Ru- 
ral. no altera esa norma jurisdiccional Pág, 239. 

JurisákCíén orhiuutria. — No corresponde a la Corte Supre- 
ma, ni entra en los términos del articulo 14 de la ley 
de jurisdicción y competencia N." 48, el examen de las 
facultades que las leyes provinciales lian acordado a la 
Suprema Corle de la Provincia de Buenos Aires; y el 
recurso que importé someterle tal cuestión, asi como la 
referente a fa defectuosa constitución del tribunal a 
<¡tto, es improcedente. Pág. 253. 

jurisdicción orUjimma : {'rórrrxja de ¡a. — De los pleitos suje- 
tos al fuero originario de la Corte Suprema, hay que 
exceptuar, entre otros, los casos en que voluntariamen- 
te se prorroga la jurisdicción provincial o en que se ha 
esiablccido por pacto expreso una jurisdicción especial, 
t En el caso habla un contrato entre las *>artcs. cuyo ar- 
tículo 13 establece: "Cualquier cuestión que pueda sus* 
citarse, acerca de la interpretación tic este contrato será 
sometida a la decisión exclusiva de arbitros arbitrado- 
res elegidos de común acuerdo unu por cada parte, los 
que en caso de discordia designarán un tercero que la 
dirima en definitiva" ), 
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I^a jurisdicción Originaría y exclusiva que le está 
atribuida a la Corte Suprema por el articuló 101 de la 
Constitución Nacional, en las causas entre una provin- 
cia y vecinos fie otra, si bien es improrrogable a los tri- 
bunales inferiores de la Nación, en el urden federal, no 
exeluye la jurisdicción provincial o arbitral, si por e!la 
i optaron las partes expresa o tácitamente * 

La circunstancia de haberse conferido en el caso, tras- 
lado de la demanda, no inijMirta decidir con carácter de- 
finitivo sobre la competencia, admitida sólo en cuanto 
hubiera lugar jxtr derecho. Pág. 357, 
Justina feéetaf, I Declaración de competencia en su favor!. — 
La declaración de competencia de la justicia federal no 
puede constituir agravio para el recurrente, dado que la 
justicia nacional ofrece iguales garantías de imparcia- 
lidad y acierto a todos tos litigantes. Pág. 112. 

L 

Leyes, su iuterpretaeinH. - T*t interpretación de las leyes de- 
\k hacerse siempre evitando darles un sentido que pon- 
jia en pugna sus disposiciones, destruyendo las unas por 
la* otras, y adoptando como verdadero el que las con- 
cibe y deje a todas enn valor y efecto. Pág. 118. 

Libertad de trabajar. (Garantía constitucional). — La cláusu- 
la del articulo 14 de la Constitución sobre libertad del 
trabajo, se refiere a la libertad de trabajar y ejercer in- 
dustrias o profesiones sin otras limitaciones que las «pie 
fijan las leyes que reglamentan su ejercicio, y no, al 
embargo «le bienes que puedan ser instrumentos de tra- 
bajo, según los califica el apelante, Pág. 263. 

Litigio judicial. Véase "Caso contencioso". 

M 

Miuuhiti*; regias del. — Las disposiciones del Código Civil re- 
lativas al mandato sólo son aplicables a las procurado» 
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nes judiciales en todo lu que no se oponga ;i las del Có- 
digo de procedimientos. (Articulo 1S70. inciso &* del 
Código Civil). Pág. 388. 

o 

Obligaciones alternativas. (Véase los números i." y 2." del su- 
niario del fa'Io publicado en el tomo 138. jvigina 40.il . 

Véase el de la causa registrada en el tomo pa- 
gina 402 de la colección de Fallos, que le es aplicable a 
la presente en los puntos ¡." y .?.". con excepción del ¿". 
1% 70. 

Obligaciones alternativas. Véase 'Kmpn-suto exterior de la 
Provincia de Tueumán". 

P 

Pagares otorgados por autoridades de provincias intervenidas. 
V<ía$e " ' Fuerza" ej eco tor ia " . 

Personas jurídicas; eficacia de los actos de sus representantes. 
— I,as personas jurídicas, como !as de existencia visi- 
ble que obran por medio de mandatarios, están habtlita- 
das y son, en general, ¡as que están llamadas a serlo, pa- 
inl negar eficacia a los netos de sus representantes cuan- 
do éstos #c hubieran extralimitado al ejercitar sus líde- 
res. Artículos 33. ,^>, 1870 y 1931 y correlativos del 
Cikljgn Civil. (El actor desconocía la facultad de la 
provincia para dictar 1111 decreto mediante el cual se anu- 
laba y se dejaba sin efecto un contrato de arrendamiento 
celebrado con el Director de la Rambla de Mar del Pla- 
ta). Pág. 4->$. 

Poseedor, — Con arreglo al articulo 2363 del Código Civil, el 
poseedor no está obligado a exhibir los títulos de pro- 
piedad para que su posesión surta todos los efectos le- 
gales. Pág. 239. 

Posesión; su turbación, — La intimación del Gobierno hecha 
por conducto de la Policía, á los arrendatarios tlel actor 
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para que ?n>; didieran todo Trabajo de explotación di- 
tos bosquies de las ¡ierras en cuestión, y pata que no 
extrajeran las maderas ya cortadas, prohibición esta Úl- 
tiiria que tuvo ejecución en el hecho del embargo de al- 
mina- partid.!- (le leñ;¡. constituyen lo que la ley civil 
califica de íurbación de la posesión i Código Civil, ar- 
ticulo j-jo/t», desde inte fueron realizadas contra la vo- 
luntad del jioscedor, lo fueron con ánimo de poseer por 
haber sido ordenados a titulo de tluefto y no dieron por 
resultado la exclusión absoluta de aquel. Pág. J,V). 
Postñén, Véase ''jPreséñpción y su iriterrupciuií;'. 
l'n curio. - El precario según su acepción doctrinal es un 
acto fie simple tolerancia revocable a voluntad del que 
ha concedido ta cosa, sin que pueda dar derecho algu- 
no al poseedor. Pátí. oo. 
Prescripción ( de la acción personal del vendedor t. — Ka du- 
ración de la acción acordada por* la ley a los compra- 
dores contra los vendedores en ca-o de falla de supe?- 
ficie cíe l"s inmuebles, enajenados, está regida por el 
principio general que establece e! articulo 401; del Có- 
digo Civil: \ habiendo transcurrido más de veinte año- 
sin que se hubiese formulado reclamo judicial algum 
contra los adqui rentes, para reclamar el pago del pre- 
cia correspondiente al exceso de área. la acción pcr-<> 
nal del vendedor da provincia» se halla preseripía. Fa- 
gina 99. 

/ '' 1 1 > ipdóii c/c I» acción pt-rsoml. — Transcurrido el plazo 
señalado por el articulo 4023 del Código Civil para e! 
caso de ausencia, o sea. e! más favorable para él acree- 
dor, sin que se haya invocado ni probado la existencia 
de un hecho ocurrido en tos últitlWS veinte años anterio- 
res a la demanda que hubiera interrumpido legalmente 
el curso de la prescripción, ni alegado causal alguna de 
suspensión, corresponde declarar proscripta la acción 
personal por cobro de pesos deducida en el caso. Pá- 
gina 33$ 
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l'rcseriptwii v su iuicrnt frión. — La acción subsidiaria con- 
sagrada por c! W#®£$ 2y-¡i) del Código Civil, se pres 
Cribje en el mrsro tiempo y dé igual manera que la rei- 
vindicatoria entura el actual poseedor. 

Se presume que el poseedor actual, que presente en 
íqióyú de su ¡posesión un til ido traslativo de propiedad, 
lia poseído desde ta fecha del título, si no .se probare 
lo contrarío. 

lil laudo pronunciado por la Corte Suprema el año 
rKHj, colocó las tierras sobre las que versa el litigio bajo 
el dominio eminente de la primera, la cual lia podido 
ejercer su jurisdicción aún antes de trazada sobre el te- 
rreno la línea separativa por las comisiones designadas 
¡d efecto. 

La jurisprudencia de la Corte Suprema lia declarado 
reiierad; mente, interpretando ios artículos $0 y si- 
guientes del Código Civil, que las gestiones de carácter 
administrativo no interrumpen la prescripción. 

\i\ reconocimiento de los derechos de los actores prac- 
ticado por el l'oder Ejecutivo '!<-• Provincia de Santa 
Fe cuando se hallaban prescriptos esos derechos, violan- 
do lo dispuesto por el artículo 5." de la ley de esa pro- 
viuda, de 18 de febrero de 1889. que impone al Poder 
Ejecutivo en his casos en que se soliciten indemnizacio- 
nes de tierras, la obligación de oponer la prescripción de 
acuerdo con las disposiciones de! Código Civil, no es 
¡nteiTiiptivo de la prescripción en los términos señala- 
dos por el articulo 3089, en razón de (pie ese Poder Kje- 
ctttivo carecía de la capacidad necesaria para produ- 
cirlo. 

Transcurridos los términos fijados por el articulo 
4023 del Código Civi!. procede la excepción de prescrip- 
ción opuesta a la acción subsidiaria acordada por el ar- 
ticulo ¿770 del mismo Código, Pág. 59. 
I'yvscri frión de mufln.t. — Ni la ley 37Ó4 ni la número 10.359 
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eonitroen precepto alguno cecial y propio relativn al 
tiempo en que se opera la prescripción de lab inultas 
imputóla-, a sus ínf raetori-.. l'ag- 507, 

/V. urifii'hi fir maltn < - .Vi la le,. 3704, !: * 'V-47 f * contie- 
nen precepto alguno especia! y propio relativo al ti ero 
pi t en que wí opera la preKripciéíi de las umitas im- 
puesta a «tt, infracmn-s. I'ág, %(*). 

Pt ■ :rtf»ión de multas U lej número «Al, n« contiene 
precepto alguno especial y propio feíativo al tiempo 
en que te '.pera la prescripción de impuestas a sus 
infractores. R§jf. 3* 1 

i'riHiiraciütici judiciales. Véase "Mandatos; regla, de!" 

Provincia* amia personas jurídicas. - IM provincias como 
personas jurídicas, solamente pueden ser obligadas j>or 
sui representantes legales denim de las facultades con- 
feridas a éütns p<ir los estatutos, las leyes o la Coniti- 
nuión. Pag, 3X. 

Pf4« < - í( intervenida, *ú entidad painuumitU, entidad 
patrimonial de una pn-vimia no desaparece ni queda 
cltstniiiutda el hecho de hallarse intervenida. Pá- 
gina 1 1 . 

Ptieriú del Rosario. fatervencUn del Peder fíjecutívo <u ■*» 
,,:fht»cifht. J. i facttltad de intervenir en la expióla- 
eióii del Puerto del Rosario y la de ejercer la necesaria 
vigilancia íi*cal que acuerda al Poder sjecutivb el ar- 
tículo ii de la ley 3W3, tienen p«r objeto dar a ést* Ion 
medios necesaríoi para poder defender los inten ses de 
l;i Nación como copartícipe en las utilidades de la em- 
presa concesionaria y para impedir la defraudación '!<■ 
rentas en las curaciones de importación " eítpur 
tación que se realicen por él mcndpiiado puerto» sin que 
tK/r ello imparte conferirle jurisdicción contenciosa re- 
pecio de dicha empresa en sus relaciones con el publi- 
co- l'ág ro, 
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Recurso de apelación. — La disposición del articulo 54 tic la ley 
50 se refiere al caso de una contienda de competencia 
negativa; por lo tjue es improcedente el recurso ele u[>e- 
(ación, cuando no apárete que se haya trabado dicha 
contienda, conio ocurre en el sub Ule, Pág. 200, 

Recurso de queja; término para interponer!**. — Kl recurso de 
qiieja por apelación denegada debe ser presentado den- 
tro del término de tres días fijado ]x»r el articulo 32 r 
de la ley 50- Pag. 3W- 

Recurso extraordinario. No tiene carácter de definitiva a 
los fines del recurso extraordinario del articulo 14. ley 
4», una resolución de la Cámara de Apelaciones en lo 
Criminal y Correccional de la Capital <iue declara, in- 
terpretando tos artículos 14 >' 17' <M Código de Proce- 
dimientos Penales "que el derecho a querellarse por de- 
litos que d;in lugar a la acdófl pública está reservado a 
las persona- particulares ofendidas o damnificadas, en 
cuyas condiciones no se encuentra el recurrente. Pág. 5. 

Recurso extraordinaria. - No tiene carácter de definitiva a 
los fines del recurso extraordinario del articulo 14. ley 
4H y ley 4O5S, una resolución de una Cámara Federal 
en la míe se declara, interpretando él articulo j\ del 
Coligo Penal "que en la nomenclatura de ios artículos 
í>i y siguientes del Código Penal palpita el espíritu de 
concluir con semejantes doctrinas revelado en una cla- 
ra e iiilergiversable letra, excluyenle de la acción pri- 
vada en casos como el de autos*'. Pág. 8. 

Recurso extraordinaria, — Procede el recurso extraordinario 
del artículo 14, ley 48 y O." de la ley 4055- contra una 
semencia fie última instancia ordinaria adversa al de- 
recho fundado por los recurrentes en leyes y decretos 
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irle carácter federal i Ley 10.357, sobre derechos y tas;:-; 
¡mri na rías y decreto de 20 de marzo de J918L 

La determinación (le s¡ el servicio de eslingaje su efec- 
tuó o no c<m h>s ibones de la empresa, es una cuestión 
de hecho y de prueba, extraña a la que la Curte Supre- 
ma pueda dilucidar en ta Instancia extraordinaria. I Vi 
gtna 19;, 

h', i tirso i rtmortfiiwriü. — La razón de que el actor en la fe 
cha de su presentación, había prestado más de treinta 
afms de servicios; aducidla como fundamento para arri- 
bar a la conclusión de que la jubilación de aquél debía 
regirse en cuanto a su monto* ]>or las disposiciones de la 
ley 7497- jupona una cuestión de hecho, extraña por 
lo tanto, al recurso extraordinario del articulo 15, ley 
48. 

K! principio de {pie !as leyes nuevas no pueden apli- 
carse a los hechos anteriores cuando destruyen o eam- 
liian derecho* adquiridos, involucra una cuestión que, 
cuando no se halle en juego el derecho penal, ni la ley 
aplicada fija normas especiales en cuanto a SU retroné- 
tividnd. es por su naturaleza de derecho común (Ar- 
tículos 3» y 4044, Código Civil), y en consecuencia, ex- 
cluida del mismo recurso. I'ág. 33. 

AVi tirso CA'trtiortthuirio. — Las decisiones sobre puntos regido* 
y resuello* por aplicación de disposiciones de derecho 
común y qtie ninguna relación tienen con tina cuestión 
de carácter federal, no son revisibles en la instancia ex- 
traordinaria que instituye el artículo 14 de la ley 4H y 
6." de la 4055. 

A los fines de la procedencia del recurso extraordi- 
nario nn es fundamento admisible el del quebrantamien- 
to de la garantía de! artículo 18 de ía Constitución, re 
Sativo a la defensa en juicio, en una causa tramitada 
y resuella en dos instancia* con el comparendo del re 



ni; JUSTICIA DK LA NACIÓ» ^ 

cúrrente y en bs que, por 1" tanto, ha JÉIo oído y luí 
pp$do hacer valer su defeíiho por los medios legalés 
pertinentes, Pag, ,*5- 

A'. V »r.v ( r iXlroortiwmi». Ño procede rl r^CÚíSd extraordi- 
narin dtí articulo 14. ley 4*. contra una sentencia fun- 
dada en ta apreciación de los antecedentes de hecho, de- 
ducida del anafe e interpretación de la prueba de au- 
tos; v resuelva el caso jmr aplicación de preceptos de 
derecho común, antecedentes legales j (le hechn (pie 
bastan por si mismos para sustentar el pronunciamien- 
1,. traído* ante fc Corte Suprema erí apelación extraor- 
din;iria. 

Para (pie proceda el recurso extraordinario nú hasta 
ijue se haya invocado en el pleito una ley federa", y la 
decisión sea contraria al derecho fundado cu dicha ley. 
sino míe es también necesario que la resol lición que ha- 
ya de dictarse por la Corle Suprema sobre la cuestión 
federal, tenga eficacia en sus efectos pitia mbdifíeaf 
la sentencia recurrida. Pág. 73. 

Recurso extranrdUmrw. — Procede el recurso extraordinario 
de! articulo 14 de la ley 4* contra H-nteiiciíi dictada cu 
instancia única en juicio contencioso-administrativo, 
contraria al derecho fundado en las leyes nacionales, 
números 2X7 53*5 >' 47»5 tor J- 

lícersn txiraonlUiurw. No procede el recurso extraordi- 
nario del articulo 14. ley 4». «mira una resolución que 
declara la procedencia del fuero federal invocado. Pa- 
gina í'fcSÉ. 

Kccursn extraardimmo. I Denegación del fuero federal). 

U denegatoria de] fuero federal importa el descolo- 
rimiento del derecho fundado en el inciso del articu- 
lo 2 " de la ley 4* pP* t" «» e P*oc«k d rccurso cxlrn " 
ordinario autorizad,, por el articwio 14 ^ ' a ««fcma ,e > 
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contra una resolución denegatoria de dicho fuero Pá- 
gina lt4- 

h'cn$rs t t extraordinario, — Para que sea admisible el recur- 
so extraordinario del artículo 14 de la ley 48 y 6." de la 
lev 4055. es necesario ijue haya juicio pendiente ante los 
tribunales ele cuyas resoluciones se recurre o descono 
cimiento, en su caso, del fuero federal. Pág. 152. 

Recurso extniordimv'm. «Término para su interposición). — 
Kl término que establece el articulo 208 de la ley na- 
cional de procedimientos y dentro del cual debe inter- 
ponerse el recurso extraordinario que autorizan los ar- 
tículos 14 y 15 de la ley número 48, corre desde que se 
notifica la resjK'etiva sentencia definitiva y no se sus- 
pende por los recursos que se entablen ante otros tri- 
bunales locales sin competencia para admitirlos y subs- 
tanciados, según la inteligencia que éstos dan a sus le- 
yes procesales. 

N'o habiéndose planteado conflicto entre las dispo- 
siciones de vina ley nacional con otra u otras ele carác- 
ter local, no autoriza el recurso extraordinario del ar- 
tículo 14. ley 48. Pág. 301. 

Recurso extraordinario. \ En caso de defecto de procedimien- 
to en el fallo apelado). — Importando la omisión de Ja 
cita de la ley )jenal aplicada, que se imputa al pronun- 
ciamiento recurrido, un mero defecto de procedimien- 
to, reparable dentro de las etapas ordinarias del jui- 
cio, no procede el recurso extraordinario del articulo 
14, ley 48 y (>.", ley 4055. Pág. J04. 

Recurso extraordinario, 1 Denegación del fuero federal funda- 
da en hechos y disposiciones de derecho común), — 
Fío procede el recurso extraordinario del articulo 14, 
ley 48. contra una resolución denegatoria del fuero fe- 
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deral, fundada en la apreciación de hechos y pruebas 
acerca del domicilio de las parte?, y en disposiciones de 
derecho común. Póg. 206. 

Recurso extraordinaria. (Derecho común y oposición del re- 
currente al fuero federal J. — No procede el recurso 
extraordinario del articulo 14. ley 48, cuando el caso 
ha sido resuelto ¡xir interpretación y aplicación de di*- 
posiciones de derecho común, que no aparecen argüi- 
das de invalidez constitucional 

No es cuestión de carácter federal la de determinar 
si hay la misma relación de derecho en un juicio por 
desahijo y otro por cumplimiento de contrato sobre un 
campo arrendado. 

No puede acogerse 1 a un recurso creado precisamen- 
te para garantir la supremacía de las instituciones fe- 
derales, como es el autorizado por el artículo 14 de la 
ley 48. af|tiel míe no sólo no reclama ni le lia sido de- 
negado el fuero federal, sino que por el contrario, se 
opone a la procedencia de dicho fuero. (El privilegio 
no consiste en el derecho de litigar ante la jurisdicción 
común sino ante el fuero de excepción de la justicia 
nacional ) . Púr. 208. 

Recursa extraordinario. (Sobre el hecho de la cesación efec- 
tiva del estado de guerra). — F,l pronunciamiento del 
tribunal a yiio acerca del hecho de la cesación efectiva 
del estado de guerra entre dichas naciones no puede ser 
revisado por la Corte Suprema en el recurso extraordi- 
nariü que sólo es autorizado respecto de cuestiones de 
puro derecho federal, según se refiere de lo dispuesto 
¿0 el artículo 14 de la ley número 48. l'átf. 2 i y. 

licurso extraordinario. (Sobre el lucho de la cesación efecti- 
va del estado de guerra). — 1 vi reconocimiento de la 
cesación del estado de guerra en 10 de agosto de 1920, 
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a tos rícelos de la autorización conferida al Poder Kje- 
cuUvú ¡jur la ley 9483, derivada de I» apreciación tic la 
prueba producida en autos, es una cuestión de heeliu y 
dé ¡trucha ajena al recurso extraordinario autorizado 
por el articulo 14 fie la ley 48- Pag. 233. 

A", curso extraordinario. — I,as cuestionen de derecho común 
y las resoluciones fundadas en disposiciones de los Có- 
digos Civil y de Procedimientos, son ajenas al recurso 
extraordinario del articulo 14, ley 48, 110 bastando para 
la procedencia del mismo la simple invocación de ctáu- 
>ulas constitucionales,, sí no inedia una relación directa 
entre las cláusulas que se dicen desconocidas y las cues- 
tiones planteadas en la causa, 

ta resolución judicial que ordena el embargo de bie- 
nes no reviste el carácter de sentencia definitiva indis- 
pensable para la procedencia del recurso extraordinario 
del artículo 14 de la ley 48. IVig. 263. 

ftecttrso extraordinario. (Denegatoria del fuero federal». — 
J«a denegatoria del fuero federal importa el desconoci- 
miento del derecho fundado en el inciso 2." del articulo 
a." de ¡a ley 48, por lo que procede el recurso extra 
ordinario autorizado por el articulo 14 de la misma ley 
contra una resolución denegatoria de dicho fuero, pá- 
gina 265. 

lit curso extraordinario. — La cuestión de haberse declarado 
competente para entender cu una apelación deducid;) 
contra la resolución del Presidente de las Cajas de Pre- 
visión Social en que se impone una mulla pur infrac- 
ción a las disposiciones de la ley U.289, un juez Fede- 
ral que no ->e halla investido de la jurisdicción crimi- 
nal, no es susceptible de ser sometida a conocimiento 
de la Corte Suprema por vía del recurso autorizado por 
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d artículo 14 de la ley 48, (no hay desconocimiento de 
ningún derecho, privilegio o excepción fundado en la 
Constitución o leyes fedérales) ; Siéndolo; si, la de ha- 
her resuelto el ni i amo funcionario judicial que el Pre- 
sidente de las Cajas creadas por la expresada ley, ca- 
rece de facultades para imponer las multas que éstó 
establece en sus artículos 13 y 25 contrariamente a 1«» 
que se dispone en los decretos del Poder Ejecutivo de 
marzo 28 y junio 3 de 1924. < Se cuestionó la validez de 
decretos de! Poder Ejecutivo como repugnantes al ar- 
tículo 86, inciso 2.* de m Constitución, siendo contra- 
ria a su validez la decisión final). 

La ley 11,289 á diferencia de las Ordenanzas de 
Aduana, de la de Impuestos Internos, número 37Ó4, de 
la de Marcas de Fábrica, número 3975 y otras leyes na- 
cionales que sólo autorizan al particular para ocurrir a 
la Justicio Nacional, promoviendo un juicio contencioso 
para hacer cesar los efectos de procedimientos y reso- 
luciones adoptarlas por la autoridad administrativa, 
acuerda el derecho de apelar de la resolución del di- 
rectorio de las Cajas para ante determinado funciona- 
rio judicial, en el caso, el Juez Federal, constituyendo, 
el procedi miento ante éste, una mera instancia, que por 
ser de alzada, pone fin a la cuestión; por lo que, el 
fallo recurrido, reviste los caracteres de definitivo a lo> 
fines del recurso extraordinario. Pág. 271. 

RecujtSQ extraordinario. — No procede el recurso extraordi- 
nario del articulo 14, ley 48, contra una resolución que 
desestima la excepción de incompetencia de jurisdicción, 
basada en haber sido opuesta esa excepción, inoportuna 
y extemporáneamente. íLa Corte Suprema tiene es- 
tablecido en reiterados casos análogos, que en tales con- 
diciones no le eslá permitido revisar en dicho recur- 
so la aplicación {pie los tribunales locales hayan hecho 
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. Je sus propias leyes cu cuanto a la forma y oportuni- 
dad de oponer excepciones, pues dichas leves sólo pue- 
<len autorizar la tercera instancia extraordinaria cuan- 
do son impugnadas como contrarias a lina garantía con- 
-agrada por la Constitución, tratado o ley especial del 
Congreso ) . Pág. 281 . 

Rwimo extraordinario. — Xo basta para la procedencia del 
recurso extraordinario, que se haya invocado en el plei- 
to una ley federal y la decisión sea contraria al derecho 
fundado en dicha ley. sino rpte es también, necesario 
que la resolución que haya de dictarse por la Corte 
Suprema, sobre la cuestión federal, tenga eficacia en 
sus efectos para modificar la sentencia recurrida . 1 Tin 
el caso, ley nacional de ferrocarril, articulo 10, inciso 
5.". Ka decisión tenia por base principal la apreciación 
de hechos y pruebas y aplicación de los artículos 1100, 
¿13 y 5 Í4 del Código Civih . Pág. 2()l . 

Kt'iurso extraordinario. — Impugnada la validez de un de- 
creto provincial por ser incompatible con una lev nacio- 
nal y siendo la decisión fina: favorable a la validez del 
decreto, procede el recurso extraordinario autorizado 
por el inciso 2." del articulo 14 de la ley 48. Pág. 294. 

Recurso extraordinario. — p,s improcedente el recurso extra- 
ordinario del articuln 14, ley 48, contra una resolución 
dé una Cámara Federal que declara proscripta una mul- 
ta impuesta por la Administración de impuestos in- 
ternos aplicando disposiciones del Código Penal, funda- 
do en haberse aplicado este Código en lugar del Códi- 
go Civil. 

Las referencias a una ley federal en términos ge- 
nerales o las invocaciones explícitas o implícitas a dis- 
posiciones de la misma, no bastan para autorizar el re- 
curso extraordinario, el que detie ser fundado citando 
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él ¡pícalo ft* de la ley 5.í 1 5. 3." de la ley íkw>¿ ■, dis- 
¡mii^i'nic, de la ntiincr.i i".''57 Pág. ¿44. 

Recurso extraordinario, — procesé el recurso extraordinaria 
de! artículo 14. ley 48. contra «na decisión ck' última 
instancia dctiegat uria de un derecho invocado como con 
ferído ]Mir la ley orgánica del Banco Hipotecario Na- 
cional r. Articulo 71, inciso 3.* de la ley 8172». Pág. 3%, 

Recurso extraordinario. - Ks improcedente el recurso extra- 
ordinaria del articulo 14. ley 48. contra una resolución 
ck- una Cámara Federal que declara prescripta una ac- 
ción penal emergente del hecho de halarse vendido lo> 
efectos prendados, iiuidadn en haberse aplicadn el Có- 
digo Penal en lügaí fiel Código Civil. 

Las referencias a una ley federal en términos gene- 
ia!cs i) las invucaeinne.-. explícitas o implícitas a dispo- 
siciones de la misma, no haslnn para autorizar K \ recui ■ 
su extraordinario, el que dehe ser fundado eitandu pre- 
ceptos expresos de la ley con aplicación al caso con- 
trovertido, Pág, 381 . 

Recurso extraordinario. — Xn procede el recurso extraordi- 
nario de! artículo 14, ley 48, en Un caso en que, en nin- 
fíinin de N>- fundamentos de la sentencia recurrida, es- 
tá comprendida cuestión alguna de carácter federal, y 
■se refieren a puntos de hecho y de pníeba ofrecidos y 
resuellos por interpretación y aplicación de preceptos 
de derecho común. Pág. ¿8¿. 

Recurso extraordinario, - Xo procede el recurso extraordi- 
nario del articulo 14, ley 48, en un caso en que el re- 
cürrenlé no fundo su derecho en disposiciones de las 
leyes especiales, números 81 74 y IOÓ76 que rigen al 
Banco Rijwteeariq Xacional. sino en !as del Código Ci 
vil relativas al derecho rea! de hipoteca, y la decisión tic 
Última instancia fué contraria a ese derecho apoyad- 1 
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en preceptos de derecho común y favorable, por lo tan- 
to, ;i los privilegios que c! mencionado líaucn hizo va 
1er en mérito de lo dispuesto en las leyes de carácter 
federa! que reglamentan su organización y sus opera- 
ciones . Pág. 

Recurso extraordinario, — La apelación extraordinaria que 
autoriza e! articulo 14 ríe la ley 48, procede contra una 
sentencia denegatoria de! privilegio invocado durante 
el pleito por el Banco Hipotecario Nacional, apoyado 
en el articulo 64 de su ley orgánica número 8172. Pá- 
gina 405. 

RfCarfo ordinario de apelación. — Para que proceda el re- 
curso ordinario dé apelación autorizado por el inris*» 
■i," del artículo 3," de la ley 4055, es indispensable que 
el valor disputado en el litigio, exceda de cinco mil pe- 
sos Pág. 33. 

Reivindicación. — No encontrándose reunidos los extremos 
requeridos por el articulo 2758 del Código Civil, no pro- 
cede ta acción de reivindicación. Pág. 99. 

Reivindicación. Véase "Líanco Hipotecario Nacional". 

Renuncia de derechos (intención),. — La intención de renun 
ciar 110 se presume y la interpretación de los actos que 
induzcan a probarla, debe ser restrictiva ( Articulo 874. 
GVdigo Civil). Pág. 109. 

Renuncia de derechos i IntencVui 1, — La intención del acree- 
dor de renunciar a su derecho no se presume, según el 
articulo 868 del Código Civil. Pág, 28Ó. 

Rescisión de contratos de ventas. Véase "Banco Hipotecario 
Nacional". 

kesoiitcwncs administrativas. — Las resoluciones administra 
tí vas recaídas en los reclamos for. rulados ante él Po- 
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der Kjeoitivo, no pueden invocarse como fuente de un 
detecho, por rio revestir loa caracteres de la cosa juz- 
gada, dudo que aquél no se encuentra investido de fa- 
cultades judiciales ni itá sido autorizado por la ley pa- 
ra decidir las controversias que se susciten entre la so- 
ciedad concesionaria del Puerto del Rosario y los par- 
ticulares con niutivu dé !a explotación de dScba conefi- 
sión. Pág. t% 

Retención, derecha de. Véase "Desalojamiento". 

l\'i'troaclnmiiid. — La reiroaelividad que prohibe el articulo 
18 de la Constitución es solamente la que podría resul- 
tar de la aplicación de las leyes penales, según se in- 
fiere claramente tle los términos de la respectiva cláu- 
sula fundamental. Pág. mi. 

s 

Sentencias- en demandas contra la Nación. — De confonni 
dad a la disposición del artículo 7." de la ley 3952* sobre 
demandas contra la Nación, bs decisiones deben limi- 
tarse a hacer una declaración sobre el derecho discutido, 
o sea. sobre ¡a obligación del fínbicriio Nacional de pa- 
gar indemnización por accidente del trabajo. Pág. 84. 

Suspensión de procedimientos. Véase "Ejecución de sentencia, 
(Kxccpción no autorizada » . 

T 

Tarifas especiales. Véase "Transportes oficiales"- 

Tierras públicas, escrituración, — Los fines económicos de la 
colonización se alcanzan dentro del espíritu de la ley 
de tierras ila número 4167) con la dedicación personal 
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del colimo a la explotación agrícola, no siendo nenia- 
ría la residencia continua del propietario. 

El cumplimiento de los requisitos exigidos por el ar- 
ticulo 3.* de la ley 4167, 16 del decreto reglamentario 
de la misma y 1 1 del boleto provisorio, hace adquirle 
írrevocabtementc el derecho a la escrituración, sin que 
pueda ser óbice pata ello la circunstancia, en que fun- 
da el demandado para oponerse a ta demanda, de ha- 
berse encontrado abandonada ¡a tierra en cuestión. Pá- 
gina 311. 

Tima fiscal: otoryatttktüo de iitttlo definitivo, -— La mora en 
el pago de la última letra firmada, por el precio de un 
campo de tierra fiscal adquirido en remate con la es- 
tipulación consignada en el boleto provisorio respecti- 
vo, de que "si a la terminación del segundo año contado 
desde la fecha de la posesión, el interesado no hubiese 
cumplido con las obligaciones de población, incurrirá 
en una multa equivalente al duplo de la contribución te- 
rritorial, durante el termino que transcurriera sin cum- 
plirse* 1 ; no autoriza la rescisión del contrato, 

Con arreglo a lo dispuesto por el articulo 55 del de- 
creto reglamentario de la ley número 41ÍÍ7 no procede 
el otorgamiento del titulo definitivo por parle de la 
Nación, mientras no se hayan cumplido totalmente las 
obligaciones del contrato, por la de! comprador de la 
tierra. 

La disposición del artículo 3." de ta referida ley 4if>7 
según la cual el Poder Ejecutivo puede disponer que se 
otorgue c] título definitivo una vez pagado al contado 
la sexta parte del precio, es autorítaliva, lo que le per- 
mite aplazar la escrituración definitiva hasta que se ha- 
ya cumplido totalmente la obligación del contrato, dis- 
posición que aunque hubiera sido imperativa, no sería 



aplical/lr al ea-,o tuh lite, por no haberse llenado dicha 
condición. f'áií, 154 

Títulos de la deuda púMhu, de ta Prov. tk Tttám&n. Véase 
"Empréstito exterior de l;i l'rov. d<- Tiitmnán' , 

Triinf portes oficialcf, Al dr ir el artículo 104 de la I*y de 
Ferrocarril de I;i Provincia de Hueno* Aires, de 24 de 
febrero de 1M80 "materiales de Gobierno" en 1a especi- 
ficación de b que la* autoridades nacionales o orovín- 
riates pueden hacer transportar pagando ta mitad de ta 
tarifa, ha rjinT; lo referirse a aquellos que son necesa- 
rios para atender o mejorar fo* servicios público-., y nn 
.i- lo- i|uc utiliza en !a explotación de una industria ni 
su carácter de persona jurídica, romo cj la de una li- 
nca férrea, i En el <:j-o, [a del Ferrocarril a Meridía 
no V.). Pag. 2&>. 
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Don Luis Vázquez, solicitando ser tenido por parte querella 
en fa causa crimina!, seguida contra José Abcijón y otros, 
por homicidio. 

Sumario : i ." No tiene carácter de definitiva a Jos fines del 
recurso extraordinario del artículo 14, ley 48, una reso- 
lución de la Cámara de Apelaciones en lo Criminal y Co- 
rreccional de la Capital que declara» interpretando los ar- 
tículos 14 y 171 del Código de Procedimientos Penales 
"que el derecho a querellarse por delitos que dan lugar a 
la acción pública está reservado a las perlinas particu- 
larmente ofendidas o damnificadas en cuyas condiciones 
no se encuentra el recurren»-. 

2,' El principio de la inviolabilidad de la defensa en 
juicio destinado a proteger a los procesados contra enjui- 
ciamientos arbitrarios, ninguna vinculación tiene, y con- 
siguientemente, no protege a quien dentro del litigio asu- 
me o pretende asumir el rol de querellante y no el de acu- 
sado. 

3. Cuando la Corte Suprema, precisando lo que debe 
entenderse por procedimientos judiciales a los efectos del 
artículo 18 de la Constitución ha dicho que son formas 
substanciales en materia criminal la acusación, defensa, 
prueba y sentencia, no ha entendido pronunciarse respec- 
to de las formas de la primera en el sentido de que en el 
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e-jcrcici.. de ta-* acciones lia de darse necesariamente in- 
tervención al acusado particular o de que ella tía de eott- 
citrrir cori la del Ministerio Público. 

4." La facultad reconocida por la ley a tos particulares 
de hacerse parte querellante en los delitos de acción pú- 
blica no es un derecho de propiedad en e¡ sentido de la 
ley civil, sino una mera concesión de la ley. susceptible de 
suprimirse en todo tiempo. 

Caso; Lo explican las piezas siguientes: 
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Buenos Aire*, Mino I de «85 

Y Vistos: Considerando: 

Que la támara de Ablaciones en lo Criminal y Correc- 
cional" de la Capital, lia declarado interpretando los artículos 
i 4 y 171 del Código de Procedimientos Penales "que el dere- 
cho a querellarse por delitos que dan lugar a la acción pública 
está reservado a las personas particularmente ofendidas o 
damnificadas en cuyas condiciones no se encuentra el recu- 
rrente". 

Que esta resolución no es definitiva dentro del pleito co- 
mo lo requieren el articulo 14 de la ley X." 4H y la ley N.* 4053, 
Kn efecto, acerca del rol de acusador o querellante eme de- 
niega a los herederos de la victima a los fines de la represión 
del delito, si lo hubiera, porque el litigio se mantiene en pie y 
seguirá su curso por la acción del Ministerio Público ha^ta 
litener la sentencia que definitivamente lo termine; en cuan- 
to a la eventual indemnización de tos daños y perjuicios ci- 
viles emergente:, del delito, porque la resolución de la Cámara 
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Criminal ha dejado expresamente a salvo a su respecto el de- 
recho de reclamarlos ante la jurisdicción competente . 

Que aún siendo definitiva la resolución, no llenaría el re- 
quisito señalado por el artículo 15 tle la ley 48 para la proce- 
dencia det recurso extraordinario faltaría, en efecto, la rela- 
ción directa e inmediata entre la garantía del artículo 18 de la 
Constitución que se pretende desconocida y el punto contro- 
vertido de falta de acción, pues el principio tle la inviolabili- 
dad de la defensa en juicio destinado a proteger a los proce- 
sados contra enjuiciamientos arbitrarios, ninguna vinculación 
tiene y consiguientemente, no protege a quien dentro del li- 
tigio asume o pretende asumir el rol de querellante y no el de 
acusada. 

Que cuando esta Corte, precisando lo que debe entender- 
se por procedimientos judiciales a los efectos del artículo 18 
de la Constitución ha dicho que son formas substanciales en 
materia criminal la acusación, defensa, prueba y sentencia no 
ha entendido pronunciarse respecto de las formas de la pri- 
mera en el sentido de que en el ejercicio de las acciones lia de 
darse necesariamente intervención a) acusador particular o de 
que ella ha de de concurrir con la del Ministerio Público, pue> 
cada una de estas situaciones legales y las demás que puedan 
concebirse, son en absoluto extrañas a la garantía del artículo 
iS de la Constitución que sólo requiere para subsistir la exis- 
tencia de una acusación respecto del procesado sin atender 
para nadn al carácter público d particular de quien la formu- 
la y la prosigue. 

Que esa falta de relación entre el objeto del litigio y las 
garantías invocadas, es más evidente aún si cabe, por lo qtu.- 
respecta a los arts. 14, 17, 19, 28, 29, 33, 67, inciso 1 1 y 100 
de la Constitución, pues la facultad reconocida por la ley a 
los particulares de hacerse parte querellante en los delitos de 
acción pública no es un derecho de propiedad en el sentido 
de la ley civil, sino una mera concesión de la ley susceptible 
de suprimirse en torio tiempo. 
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Qjoe MWíS*ko puede sostener que la inte rpreiai ion atri- 
buida por la Cámara del Crimen a los artículos 14 y 171 del 
Código (le procedimientos para la Capital se halle en posición 
con alguno de los preceptos del Código Penal ya t|ue en lo 
relativo al articulo jy, inciso 1 " la acción civil lia sido expre- 
samente dejada a salvo en el auto y porque, en cuanto a la 
acción penal propiamente tal. el artículo 71 evidentemente 
autoriza con su redacción, l;i interpretación alcanzada. 

Bit Huritn de estas consideraciones. oido el señor Pro- 
curador GeneráK se declara improcedente la queja deducida. 
Notiíiqucsc y repuesto el papel archívese, devolviéndose lo 
autos principa les con testimonio de la présenle resolución. 

A. Bl'KMI'JO — J, FlCL-EROA Al- 

cokta. — Raníóx Méndez. 
Roberto Kkpetto — Wi fcüfiir 

KHNCEXA. 



Pon Litis /»'. Maraca, en la emúa criminal seguido contra 
Vktorimw Vidcan y otros, por homicidio, solicita ser 
tenido coma parte querellante. 

Sumario; i* N"o tiene carácter de definitiva a los fines del 
recurso extraordinario del articulo 14. ley 48 y ley 4055, 
una resolución de una Cániaru Federal en la que. se decla- 
ra, interpretando el artículo 71 del Código Penal "que 
en la nomenclatura de los artículos setenta y uno y si- 
guientes del Código Penal palpita el espíritu de concluir 
con semejantes doctrinas revelado en una clara e inter- 
KÍversaltte letra, excluyeme de la acción privada en casos 
como el «le autos". 

j," Véase el número ¿" de la causa que precede. 
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3. " Véase el número tlol mismo sumario. 

4. "' 1.a interpretación dada por una Cámara Federal al 
articulo 71 del Código Penal en el sentido de que éste nr> 
autoriza al querellante particular a participar en una cau- 
sa por homicidio, no es contraria al artículo <>-. inciso tr 
de la Constitución, en cuanto por ella se invade el campo 
de las leyes de procedimientos reservadas expresamente 
a los gobiernos locales. (Tanto el Código de Procedimien- 
tos en lo Criminal, como el Código Penal, lian sido san- 
cionados por el Congreso de la Nación y por lo tanto, no 
hay en el caso, conflicto de orden constitucional). 

Caso: Lo explica, el siguiente: 
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Bucnoi Aifet, MifzO 9 de 102.'. 
Y Vistos, Considerando : 

Que la Cámara Federal de La Plata, ha declarado inter- 
pretando el artículo 71 del Código Penal "que en la nomen- 
clatura de los artículos 71 y siguientes del Código Penal pal- 
pita el espíritu de concluir con semejantes doctrinas revelado 
en una clara e intergiversable letra, excluyeme de la acción 
privada en casos como el de autos". 

Que aún cuando esta resolución sea definitiva en el inci- 
dente» no lo es dentro del pleito como !o requieren el artículo 
14 de la ley número 48 y la lev número 4055. En efecto, acer- 
ca del rol de querellante que deniega a los parientes de la víc- 
tima a los efectos de la represión del delito, porque el litigio 
se mantiene en pié y seguirá su curso por la acción del Minis- 
terio Público hasta obtener la sentencia que definitivamente 



lil 
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lo termine: ni cuanto a lá eventual indemnización de tos daño-, 
v perjuicio-, civiles emeígentcs del delito, porque la resolución 
de Ja Cámara Federal le ha dejado al recurrente expresamen- 
te a salvo el derecho de ejercitar las acciones que mejor lia- 
ban ,i svi derecho. 

( )uc aun en la hipótesis de sur definitiva la resolución en 
cuestión. iKr llenar ia el requisito señalado por el artículo 15 de 
la ley número 48 para la procedencia del recurso extraordi- 
nario. Faltaría, en efecto, la relación directa e inmediata en- 
;re la garantía del articulo 18 de la Constitución que se dice 
desconocida y el punto controvertido de falla de acción, pues 
el principio de la inviolabilidad de la defensa en juicio desti- 
tiadu a proteger a los procesados contra enjuiciamientos ar- 
1iitr;ir¡i>s ninguna vinculación tiene y consiguientemente uo 
protege a quien dentro del litigio asume ñ pretende asumir el 
rol de querellante y no el de acusado. 

Oue. cuando esta Corte, precisando el concepto de Ib que 
dehe entenderse por procedimientos judiciales a los efectos del 
articulo 18 de ¡a Constitución, ha dicho que son formas subs- 
lancialcs cu materia criminal la acusación, defensa, prueha y 
sentencia, ni» lia entendido pronunciarse respecto de las for- 
mas de la primera en el sentido de que en el ejercicio de las ac- 
ciones ha de «lar se necesariamente intervención al acusador 
] articular o di- que ella ha de concurrir con la del Ministerio 
Publico, pues cada una de estas creaciones legales y las demás 
que puedan ouierhirse. son en ¡disoluto extrañas a la garan- 
tía del artículo 18 citado, que sólo mjtiicre para subsistir, la 
existencia de una acusación respecto del procesado sin aten- 
der para nada el carácter público o particular de quien la for- 
mula v la prosigue. 

Que, además, y n mayor abundamiento, no puede soste- 
nerse que la interpretación dada por la Cámara Federal at ar- 
ticulo 71 del Código Penal, sea contraria al artículo f>7, iñci- 
sn u ib- la Constitución en cuantn por ella se invade el campo 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



de las leyes de procedimientos reservadas expresamente a lo> 
gobiernos locales, porque, t:itito el Código de Froeed ¡mientan 
Criminales qué gobierna la substanciación de los juicios ante 
la Justicia Federal, como el Código Penal, lian sido sanciona- 
dos ¡xir el Congreso tfc la Xación. El conflicto de orden cons- 
titucional entre la legislación de forma y de fondo, entre la 
ley sustantiva y adjetiva, entre una ley nacional y una de ca- 
rácter local, no ha podido pues surgir en el caso particular de 
estos autos. 

Kn nitrito de estas consideraciones, oído el señor Procu- 
rador General, se declara mal concedido el recurso. Notifí- 
cese y devuélvanse debiendo reponerse el papel en el juzga- 
do de origen . 

A. Bermejo — J. Figueroa Al- 
corta, — Ramón* Méndez. — 
RoniíRTo Rkpktto. — M, Laü- 

RENCENA. 



Laborde Hermanos contra la Provincia de Mendoza por co- 
bro de pesos. Infidente sobre suspensión de los trámites 
de ejeciti tón de sentencia. 

Sumario : [.* La suspensión de los trámites de una ejecución 
de una sentencia pronunciada contra una provincia inter- 
venida, hasta tanto se normalicen, terminada la interven- 
ción, las instituciones locales, y los órganos, de gobierno 
encargados de representarla y de disponer de sus recur- 
sos, estén en funcionamiento, no es una excepción de las 
que las leyes procesales autorizan a oponer en el juicio 
de ejecución de sentencia. Artículos 270, ley 50 y 2.", 
ley 3981 . 
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2. " La entidad patrimonial de una provincia no desapa- 
rece ni queda disminuida ¡mr el heclio de hallarse ínter- 
venida . 

3. " I^as medidas meramente conservativas ejercitadas 
con un criterio limitado, no están en pugna con la misión 
que el Poder Federal ejerce por intermedio de los inter- 
ventores cuando éstos se circunscriben a representar a ia 
provincia en el caso de ser demandada por hechos produ- 
cidos por los representantes legítimos de las mismas o 
cuando, como en el caso, se trata de ejecutar en bienes de 
la provincia la sentencia dictada por un tribunal compe- 
tente; por tanto, y atento lo dispuesto por los artículos 
3$ y 42 del Código Civil, la circunstancia de que la Pro- 
vincia de Mendoza carezca de fondos o se enenentre en 
la imposibilidad de encontrarlos no autoriza la suspensión 
temporaria de los procedimientos en el juicio. 

Cuso : l,o explka el siguiente : 
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Butnoi Aire», Mtri« u d« m:- 

Y Vistos : 

\jh incidencia promovida |«»r el representante de la Pro- 
vincia de Mendoza a ís. 273 pidiendo se suspendan los trámi- 
tes de la presente ejecución de sentencia hasta tanto se norma- 
licen, terminada la intervención, las instituciones locales, y los 
órganos de gobierno encargados de representarla y de dispo- 
ner de Mi* recursos, estén en funcionamiento. 

Y Considerando • 



Qué. desde htegn. l:i excepción en cuestión no se enclicu- 
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tra autorizada entre h-.> que según las leyes procésale* puedan 
oponerse en el juicio de ejecución de sentencia. Artículos 270 
de la ley número 50 y 2" de la ley número 3981 . 

Que siendo las provincias personas jurídicas de existencia 
necesaria de acueido con la enumeración contenida en el ar- 
tículo 33 del Código Civil, su entidad patrimonial ni desapa- 
rece ni queda disminuida por el hecho de hallarse intervenida. 

Que esta Corte ha declarado en ese sentido que el hecho 
de que los interventores no sean funcionarios legales de las 
provincias en cuanto su designación emana del Gobierno Na- 
cional y sus atribuciones como sus responsabilidades se rela- 
cionan con el poder que representan y no con tos poderes lo- 
cales, só!o implica que la función de dichos agentes federales 
no puede extenderse más allá de los limites que les asigna la 
Constitución y la ley ; pero ello 110 obsta al ejercicio de sus fun- 
ciones de representantes necesarios del Estado intervenido 
mientras se organizan los poderes locales. Tomo 127, pág. 9f. 

Que esta representación necesaria emerge además de la 
propia economía de la Constitución; las provincias al delegar 
en la Nación las facultades requeridas para hacer efectivas las 
garantías que ella consagra lian delegado implícitamente en el 
Poder Federal, sí bien por excepción los atributos inherentes 
a su soberanía con el objeto de restablecer el funcionamiento 
regular de las instituciones locales. 

Las medidas meramente conservativas ejercidas con un 
criterio limitado, no están pues en pugna con la misión que el 
Poder Federal ejerce por intermedio de los interventores cuan- 
do éstos se circunscriben a representar a la provincia en el ca- 
so de ser demandada por hechos producidos ]x>r los represen- 
tantes legítimos de las mismas o cuando, como en el caso, se 
trata de ejecutar en bienes de la provincia la sentencia dictada 
por un Tribunal competente. 

Que siendo ello así y atento lo dispuesto por los artículos 
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36 y 42 ck'l Código Civil, la circunstanéia de que la Provincia 
<lr Mendoza carezca «le fondos o se encuentre en la imposibi- 
lidad de arbitrarlos no aul driza la suspensión temporaria de 
los procedimientos en el presente juicio. 

En SU mérito así se declara, debiendo proceder se a la rea- 
lización del remate suspendido ; por el martiliero y en las con- 
diciones establecidas por la providencia de fojas 27$ vta. Sin 
costas, atenta la naturaleza de la cuestión debatida. llágase 
.sdK*r y repóngase el papel. 

A. Bermejo. — J. Figueroa Al- 
corta. — Ramóx Méxdez. — 
Roiierto Rf.1'i;tto. — M. L,au- 

RENCENA. 

En la misma fecha se dictó igual resolución en la causa 
Manilla por los señores (írosso y Aníonclli, Francisco Passe- 
ra y Rópolo y Cía., contra la misma provincia, por idéntica 
cansa. 



Don José Macfarquhur contra Don Frawcisco Caballero, por 
rcii'imihaión; sobre cÓfflfifmcM. 

Sumario: Xo corresponde a la justicia federal e! conocimien- 
to de una causa jx>r reivindicación deducida por una pro- 
vincia contra un vecino de la misma. (Artículo í* de la 
ley 48 y too de la Constitución). 

Caso; Lo explican las piezas siguientes: 
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SENTENCIA DK LA i'ÁMAkA SEGUNDA DE APELACIÓN 

Panná. Diciembre 38 de 1923 

Vistos y Considerando: 

Que según resulla tic .'tutus, la parte actora cu el presente 
juicio es la Provincia de Corrientes, en cuya representación e 
invocando el poder especial de fs. i se presenta don Jorge Mac- 
farquhar deduciendo la acción reivindicatoría de que se tra- 
ta; y la demandada la sucesión de don Francisco Caballero, 
representada por doña Dolores Caballero o Dolores Rosa de 
Caballero, en su calidad de deposita ria y administradora de 
Iris bienes de dieba sucesión. 

Que se invoca la competencia de la justicia federal en el 
presente juicio en razón de la calidad de extranjera de doña 
Dolores R. de Caballero, lo que en efecto se halla justificado 
con la información de testigos producida de fs. 6 vta. a 8, 

Que en el supuesto de que la demandada sea Dolores R. 
Caballero, el conocimiento de la presente causa corresponde- 
ría originariamente a la Corte Suprema de Justicia Nacional 
en virtud de los preceptuado en los artículos ioo y ioi de la 
Constitución, inciso i« de la ley federal número 48, desde que 
se trataría de una demanda de una provincia contra un sñb- 
dito extranjero. 

Que en la hipótesis de que la demandada sea la sucesión 
de Caballero, como en realidad se deduce de los términos del 
escrito de demanda, resultaría que el fuero federal por razón 
de la nacionalidad de la parte demandada ha sido insuficien- 
temente acreditado, desde que la información de testigos an- 
tes citada sólo se refiere a doña Dolores Rosa Caballero, hó 
a los demás herederos de la sucesión, lo que era indispensable 
dada la disposición del art. 10 de la ley número 48, 

Que en consecuencia, y resultando que en uno y otro ca- 
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so no correspondía el conocimiento de la presente causa al 
Juez Federal de Cnrrientes, debe asi declararse, no obstante el 
estado de ia misma, desde que la jurisdicción de la justicia 
federal es restrictiva por su naturaleza y ta incompetencia de- 
be declararse aún de oficio en cualquier estado de la causa en 
ntie aparezca, por no ser prorrogable conforme lo tiene re- 
Hielto reiteradamente la Corte Suprema de Justicia Nacional . 

Por estos fundamentos, declárase incompetente al Juz- 
gado Federa! de Corrientes para conocer en la presente cau- 
sa y sin efecto todo lo actuado desde fojas 8 en adelante. Pa- 
gúense las costas en el orden causado; hágase saber y devuél- 
vanse, debiendo reponerse los sellos ante el inferior. — F. 
Úfes tic Citvr. — Fortunato Calderón, — Cesar B. Pérez Col- 
ma». 



DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Bueui Aire* , Junio 4 de \*¿i 

Suprema Corte: 

Kn la presente causa seguida por don Jorge Macfarquhar 
en representación de la provincia de Corrientes, contra la su- 
cesión de don Francisco Caballero por reivindicación de una 
íraecum de campo. Ja Cámara Federal de Apelación del Para- 
ná, ha denegado el fuero federal por entender que en realidad 
en dicha causa no se ha acreditado suficientemente la proce- 
dencia de dicho fuero, ya que no se ha justificado la nacio- 
nalidad de los herederos de la sucesión demandada. 

Ajelada dicha resolución para ante V. E. en el concepto 
de que ella planteaba una cuestión de competencia, ha sido con- 
cedido el recurso solamente como apelación extraordinaria, 
justificada por la denegación del fuero federa! que la senten- 
cia contiene, en los términos del articulo 14 de la lev 4S. 
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Pero la Cámara no ha advertido al acordar la apelación, 
íjiie el fuero federal lo lia denegado, no por razones de derecho 
federal, sinó de hechos, como son las relativas a la falta de 
prueba de la nacionalidad a que antes me he referido. 

La invocación, pues, del articulo 14 citado para acordar 
la apelación que el mismo legisla es improcedente, por lo que 
pido a V. E. se sirva declararla mal concedida. 

Horacio /?. Larreta. 
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Buenoi Aírti. Mano II de I1K& 

Vistos y Considerando: 

Que la Provincia de Corrientes entabló demanda de rei- 
vindicación de un campo contra la sucesión de don Francis- 
co Caballero, ante el Juez Federal, pidiendo que se le notifi- 
case a doña Dolores Caballero, hermana del causante y admi- 
nistradora de los bienes de la sucesión e invocando la proce- 
dencia del fuero federal por ser ésta extranjera. 

Que justificada la nacionalidad extranjera de doña Do- 
lores, se dio curso a la demanda y después de los trámites de 
ley falló el juez condenando a la demandada a devolver el cam- 
po en cuestión, con las costas del juicio. 

Que apelada esta sentencia la Cámara Federal declaró 
incompetente al Juez Federal para entender en este juicio, y 
anuló todo lo actuado desde fojas 8, esto es, desde que se dtó 
curso a la demanda, fundándose: en que sí la demandada fue- 
ra doña Dolores Caballero debía entender originariamente esta 
Corte Suprema en el juicio por ser actora la provincia de Co- 
rrientes, y si lo fuera la sucesión de don Francisco Caballero, 
"como en realidad se deduce de los términos de la demanda"» 
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ti* i habiéndose justificado la calidad de extranjeros de todos 
los herederos, "lo que era indispensable dada l.i disposición 
del articulo 10 de ley número 48" procedía el fuero común. 

(Jnc apelada esta resolución por ambas partes, la Cámara 
Federal concedió el recurso fundándose en lo dispuesto por el 
artículo h.° de la ley NV 4055, su correlativo el 14, inciso 3. 
<Jé la X," 48 y lo resuelto en casos semejantes por este Tribu- 
nal, (Fallos, tomo ni), página t6y y tomo 112, página 2031. 

Ouc si bien el sub lite 110 cae bajo la sanción del artículo 
ÍO de la ley número 48, en que se funda la Cámara Federal 
para declarar la procedencia del fuero común, y anular el jui- 
cio por la incompetencia del juez que entendió en él, por no 
haber sido demandados los herederos de don Francisco Caba- 
llero sino su sucesión que es una entidad moral, procede sin 
embargo dicho fuero, por estar aquélla radicada en la provin- 
cia, debiendo considerarse como vecina de la misma y some- 
tida, por lo tanto, a la jurisdicción provincial de acuerdo con 
lo dispuesto por el articulo 1". inciso 1* de la lev número 48 
y 100 fie la Constitución, como lo tiene resuelto esta Suprema 
Corte en el juicio seguido por doña Francisca Rccaldc de Se- 
«ovia, como administradora de los bienes de la sucesión de 
don Aníbal Felipe Segó vía — 28 de septiembre de 1914 — to- 
mo 12$. página 105, 

Por ello, oído el Señor Procurador (ieneral se confirma la 
sentencia apelada que declara improcedente en el caso el fue- 
ro federal. Xotifiqucse y repuesto el papel devuélvanse. 

A. Bermejo — J. Figueroa Al- 
corta. — Ramón Méndez. 

M. Latjrencena, 
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Compañía Nacional de Pavimentación y Construcciones con- 
tra la Sociedad Puerto de Rosario, por cobro de pesos. 

Sumario; i* Procede el recurso extraordinario del artículo 14, 
ley 48 y 6." de la ley 4055, contra una sentencia de última 
instancia ordinaria adversa al derecho fundado por los 
recurrentes en leyes y decretos de carácter federal {Ley 
'0. 357. s « l,rc derechos y tasas portuarias y decreto de 20 
de marzo de 1918) . 

2. " Iva roca asfáltica se halla comprendida entre las 
mercaderías (me según la tarifa de vahíos deben pagar 
el- eslingaje con relación al peso; y si bien el articulo 5.° 
del decreto de 20 de marzo de 1918 dispone que los ar- 
tículos que puedan ser descargados directamente del bu- 
que a carros o vagones, sin pasar por almacenes, abona- 
rán el eslingaje con arreglo a su valor, ial disposición equi- 
tativa y conveniente o no T seria, en casos como los que 
se examinan, evidentemente opuesta a la disposición ex- 
presa y correlativa (le la ley, y carecería por ese concepto 
de todo valor y eficacia legal. Ese artículo del citado de- 
creto, no puede , pues, entenderse aplicable sino en los 
casos en que la ley nada resuelve o resuelve lo contrario, 
dada la consideración elemental de que las leyes no pueden 
ser alteradas por su reglamentación, 

3. " t,as resoluciones administrativas recaídas en los re- 
clamos formulados ante el Poder Ejecutivo, no pueden 
invocarse como fuente de un derecho, por no revestir los 
caracteres de la cosa juzgada, dado que aquél no se en- 
cuentra investido de facultades judiciales ni ha sido auto- 
rizado por la ley para decidir las controversias que se 
susciten entre la sociedad concesionaria del Puerto del 

' Rosario y los particulares con motivo de la explotación de 
dicha concesión. 



•JO 
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4* La facultad de intervenir en la explotación del Ptter- 
10 del Rosario y la de ejercer la necesaria vigilancia fis- 
cal que acuerda al Poder Ejecutivo el artículo 1 1 de la le > 
J885, tienen por objeto dar a éste los medios necesarios 
para poder defender los intereses de la Nación como co- 
partícipe en las utilidades de la empresa concesionaria y 
I*ara impedir la defraudación de sus rentas en las opera- 
ciones de importación o exportación que se realicen por 
el mencionado puerto, sin que por ello importe conferir- 
le jurisdicción contenciosa respecto de dicha empresa en 
-us relaciones con el público. 

5." La determinación de si el servicio de eslingaje se 
efectuó o no con los peones de la empresa, es una cues- 
tión de hecho y de prueba, extraña a la que la Corte Su- 
prema pueda elucidar en la instancia extraordinaria. 

Caso Lo explican las piezas siguientes: 



Vistos 



SENTENCIA DEL SEÑOR JUIÍZ PEDERA), 

Romiío, julio 2s de i«S 



Estos autos .seguidos por la Compañía Nacional de Pavi- 
mentación y Construcciones contra ta Sociedad Puerto del Ro- 
sario sobre tobro de pesos; resulta: 

En octubre de 1921, la parte adora recibió un cargamen- 
to de roca asfáltica, traído por el vapor Libertad que fue pe- 
dido a despacho directo para descargarse del buque a carros. 
Sostiene la actora que en tales condiciones y con arreglo al 
decreto de jo de marzo de 1918» reglamentario de la ley 10.357. 
el eslingaje debió liquidarse sobre el valor de la mercancía, 
y no al peso, puesto que no se utilizaron las peones de la So- 
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c i edad Puerto del Rosario; no obstante lo cual la parte hoy de- 
mandada, insistió en cobrar el eslingaje sobre el peso. En con- 
secuencia, la actora pagó, bajo protesta, y en febrero de 1922, 
entabló un recurso administrativo ante el Ministerio de Ha- 
cienda de la Nación, obteniendo allí se declarase (pie había lu- 
gar a devolución de lo pagado. Empero, como la Sociedad 
Tuerto del Rosario no acatara esa resolución la adora acude 
a la justicia pidiendo se condene a la demandada a devolver- 
le tos siete mt] novecientos treinta y cinco pesos con cincuenta 
y dos centavos oro pagados de más, coi: intereses y costas ífs. 
9 a 11). 

La Sociedad Puerto del Rosario pide el rechazo con cos- 
tas de la acción ( fs. 10 a 19) * Sostiene que la resolución del 
Ministerio de Hacienda no importó, ni podia importar una 
condena; que el cobro del eslingaje fué hecho con arreglo al 
contrato que rige para las tarifas del puerto del Rosario; y 
por fin, niega que la descarga se efectuara con los peones de la 
actora, pues, sostiene haberla hecho con los propios. 

Abierto el juicio a prueba (fs. 20). se aportaron los ele- 
mentos de criterio obrantes de fs. 24 a 39 y previos los in- 
formes de práctica quedó listo para sentencia con fecha 17 del 
corriente mes y año. 

Y Considerando que: 

Primero: La ley 4928, estableció en su art. y que las mer- 
cancías pagarían el eslingaje por peso o por valor, con arre- 
glo a lo establecido en la tarifa de avalúos ; y ésta en su par- 
tida 96, clasifica a la roca asfáltica natural entre los artícu- 
los que pagan eslingaje al peso. 

Segundo: Posteriormente, la ley 10.226 previno que, has- 
ta el $1 de diciembre de 1917. seria el valor y no el peso, la 
base para el cobro del eslingaje, cuando se tratara de las mer- 
cancías enumeradas en el art. 269 de las ordenanzas de Adua- 
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na ( t-turc las que »e halla virtttalmcnlc comprendida la roca a* 
fáJtica), siempre que no entraran ellas a depósito, y la dc$- 
i;\rg;¡ se efectuase ¡«ir cuciHa de los interesados. 

Tercero: Vencido el 31 de diciembre de kjij, la nueva 
ley de eslingaje 1 X." 10.3571, en vez de reproducir las dis- 
posiciones de la 10.220, aplicó para 1918 el sistema anterior, 
de la 4»mK, en lo pertinente al caso sub jüdtéü; y esc misino 
fis tema lia cnmímiadn rigiendo para m>2o ( lev ii.dji), y pa- 
ra t*>_'t l ley J l . 178;. 

Cuarto: Kti consecuencia, la Sociedad Puerto del Rosa- 
rio tuvo el derecho de col ira r al peso y no al valor, el eslin- 
gaje de la roca asfáltica traída por el vapor Libertad, cu oc- 
t id H e de lltJtiÉi . 

íjuinlo: Ks exacto une. en marzo de 1918 el 1\ K. regla- 
mentando la ley 10.357 t Moleiín Oficial X. 7248,abril i.° de 
1918)1 declaró que los artículos susceptibles de ser descarga- 
dos directamente del buque a carros, sin pasar por almacenes, 
alionarían el eslingaje con arreglo al valor y no al peso (ar- 
ticulo $*}; pero este decreto del P, E., no puede contrariar 
el texto expreso de la ley, o crear excepciones no autorizadas 
por ella, so color de reglamentarla. La tarifa de avalúos es 
ley de la Nación; y ios derechos del P. E. a sti respecto se 
reducen a someter al Congreso, dentro del primer mes de 
sesiones de cada año, las planillas de reformas que conceptúe 
convenientes í'art. 14, ley 4933). 

Sexto: Además, la Sociedad Puerto del Rosario ha teni- 
do el delHT de efectuar la descarga con sus peones (art. 5,", 
ley 4928 y jurisprudencia de la Cámara Federal del Rosario, 
sentencia de febrero 15 de 1921. confirmada por ta Suprema 
Corte Xacional, en agosto 12 del mismo año, juicio "F. C. 
Central Argentino v. Sociedad Puerto del Rosario, cobro de 
pe<os**) , 

Séptimo: Negado por la demandada que la descarga se 
hiciese con peones de la actora, corresponde a ésta la prue- 
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lia dé] hfechí»; fál prueba no se lia producido en autos. Lejos 
de ello, en ta protesta de fs. 24-25. hecha et día siguiente de en- 
trado al puerto el vapor Libertad (octubre 26 de 1921). tos 
despachantes Me la carga señores Huero linos., aseguran que la 
Sociedad Puerto del Rosario les obliga a aceptar sus peones, 
aún cuando no los necesitan, por disponer de elementos y per- 
sonal propio; y en febrero de 1922 (fs. 261. la Compañía Na- 
eional de Pavimentación y Construcciones, manifiesta al Mi- 
nistro de Hacienda (pie la Sociedad Tuerto del Rnsario, no 
admitió que se hiciera uso de los peones y elementos de aque- 
lla e impuso el de Ins propios a objeto de cobrar el eslingaje 
al peso. El informe del Resguardo local, a fs, 29 vta., expre- 
sa simplemente 'que no eran necesarios los jicunes de la Em- 
presa del Tuerto", lo que no significa que dejara de usárseles. 

Octavo: La cuestión tratada en los alegatos, de si delien 
o no aplicarse en el puerto del Rosario tarifas o convenios de- 
rivados de actos o resoluciones del P. E. t queda virtualmen- 
te resuelta con lo dicho antes, acerca de cual es la ley que rige 
el punto. Kl eslingaje es un impuesto, y como tal no puede 
cobrársele sinó con arreglo a lo que anualmente legisle el 
Congreso, según lo prescrita la Constitución Nacional ; y no 
calie invocar contra las leyes del Congreso, la existencia de 
contratos o concesiones hechas a particulares, pues como se ha 
dicho, nada hay en la Nación superior a la Nación misma, y 
ésta no puede delegar en empresas comerciales, el derecho de 
legislar, inseparable de la soberanía. 

Noveno: El hecho de fundarse la actitud de la paite ac- 
tora ert un decreto del P. E. y en una resolución ministerial 
favorable a sus pretensiones (fs. 34), excluye en este caso la 
condenación en costas; fallo rechazando totalmente la deman- 
da, sin especial condenación en costas, lnsi-rtese, hágase sa- 
ber v repóngase . 

Juna Ahan'z. 
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SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL 

Rotarlo, NOvliabre 19 de 1W3 

Víalos : 

Kn acuerdo los autos acumulados caratulados " Compañía 
Nacional de Pavimentación y Construcciones *'versus f ' Socie- 
dad Puerto del Rosario sobre cobro de jwíos: exp. X.° 235 1 2,1 
(Ñ* 1321 de origen), y Luis ltozzini e Hijo "versos" Empre- 
sa del Puerto sobre cobro de pesos exp. 227)23 (No. 209, le- 
tra B. de origen). Por los fundamentos de ki sentencia de fs. 
r, Jl a 65 del expediente N.° 1321 ; y 

Considerando además : 

Que si bien la ley X," 10. 220 modificó ¡a 4928 disponien- 
do en el art, 3* míe: "Para las mercaderías enumeradas en el 
art. 269 de las ordenanzas de Aduana, la base del eslingaje 
será el valor, cuando no entren a depósito y la descarga se 
efectúe por cuenta de los interesados", al establecer en el ar- 
tículo i." que hasta el 31 de dicíemhre de 1917 continuaría en 
vigencia la ley N." 4928. con Tas modificaciones a que ella se re- 
fiere, es indudable que para que continuara rigiendo en los 
años siguientes, era necesario que las nuevas leyes de eslinga- 
je correspondientes a esos años hubieran comprendido o mnu- 
tenido esas disposiciones. 

Que la ley correspondiente al año 1918, o sea la 10.357. 
no reproduce las disposiciones de la 10.22^, y se refiere en lo 
pertinente a los casos en cuestión a la ley 4928. Lo mismo ocu- 
rre con la lev 1 1 . OJ 1 . correspondiente al año 1920 y con la 
11,178 que rigió durante el año 192 1. año en que se produ- 
jeron los liedlos que tnoii varón estos juicios. 

Que, por consiguiente, la lev que corresponde aplicar a los 
rasos sub jad ice es ta número 4928, con arreglo a la cual el 
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pago del eslingaje cor rescinde hacerse a base de! peso y no 
de! valor de la mercadería. 

Que las disposiciones de una ley que lia caducado como 
la 10.22ÍÍ, no pueden ser puestas nuevamente en vigencia por 
medio «e un decreto, sitió por medio de otra ley. 

Que según se desprende de las escrituras de protesta que 
corren a fs. 24 del expediente N.* r 321 y a fs. 17 del expedien- 
te N ° 209. la descarga de las mercaderías se ha hecho con ibo- 
nes de la sociedad demandada. 

Se confirma la sentencia de fs. Ó3 a 65 del señor Juez 
Federal doctor Juan Alvarez, cx.oediente X." 1321, y se re- 
voca la dictada por el señor juez Federal doctor Manuel Ca- 
rrillo de fs. 64 □ 6y, ex]»edientfc número 209, declarando en 
uno y otro juicios improcedente la demanda, sin costas. 

Molifiqúese y devuélvanse al Juzgado a cargo del doctor 
Juan Alvarez, donde se repondrá el sellado que se adeude, — 
José del Barco. — Parfas M. Avila. — Jtum Luis Fcrrarotti: 
en disidencia. 

FALLO D£ LA CORTE SUPREMA 

Sumios Airei. Mirzo II de IMS 

Y Vistos: 

El recurso extraordinario interpuesto y concedido contra 
sentencia de la Cámara Federal de Apelación del Rosario, re- 
caída en los autos acumulados seguidos |>or la Compañía Na- 
cional de Pavimentación y Construcciones y por Luis Bozzini 
e Hijo, contra la Jvr presa del Puerto del Rosario, sobre co- 
bro de pesos. 

Y considerando : 

(Jue los actores han recamado en ]n>s juicios dé referen- 
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cia la devolución de simias de dinero que pagaron a la I\m- 
presa del Puerto del Rosario en concepto de derechos de es- 
língaje, y la sentencia recaída en la última instancia ordinaria 
de ambos pleitos es adversa al derecho qué los recurrentes fun- 
daron ett leyes y decretos de carácter federal, lo que determi- 
na la procedencia de) recurso extraordinario interpuesto, que 
autoriza el artículo 14 de la ley 48, y 6." dé la ley 4055 . 

Quv reducida n su expresión concreta, la cuestión fede- 
ral del caso, y por cimsiguiente. la que esta Corte deltc resolver 
en ejercicio de la jurisdicción que 1c confiere el recurso ex- 
traordinario intentado, consiste en establecer si el articulo 5»" 
del decreto de 20 de marzo de 1918. reglamentario de la ley de 
derechos y tosas portuarias, número 10.357, cSt;i *' c acuerdo 
y en armonía con las disposiciones pertinente de dicha ley, o 
si al contrario, las afecta o vulnera por algún concepto al ejer- 
citarse por el Poder Kjectitivo la facultad constitucional de re- 
glamentarla-; . 

(¿ue asi definido ei punto Imsico de la controversia a que 
pone término la sentencia recurrida, se observa, desde luego, 
que ésta se ha dictado, como las que la preceden en autos, pre- 
via confrontación de las pertinentes dis|>osic¡ones legales y ad- 
ministrativas aludidas, relativas al régimen y aplicación del 
impuesto, y en todo caso, de la tasa remunerativa de que se 
trata, debiendo determinarse en esta instancia si la interpre- 
tación clel pronunciamiento recurrido es o no ta que legalmen- 
te corresponde. 

Que sin reproducir por innecesario el análisis de las mo- 
dificaciones establecidas por sanciones diversas a las leyes im- 
positivas <pie examinan detalladamente tant" la sentencia ape- 
lada como la que ésta confirma, es lo cierto (pie la ley núme- 
ro 10.357, de aplicación en el caso, prescribe en lo pertinente, 
que durante el año 191 8 los derechos de eslingaje se cobrarán 
con sujeción a las tarifas que se establecen en la ley 4928, au- 
mentadas en un veinte y cinco por ciento para los buques de 
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cabotaje nacional y cu un cincuenta por ciento para los bu- 
ques dé ultramar: <juc esta última ley fija el monto del gra- 
vamen como equivalente a <los meses de almacenaje para las 
mercaderías que se extraigan de depósitos, y a tres cuartas 
partes de su equivalencia para las de despacho directo, decla- 
rando que e] eslingaje es un impuesto que se cobrará llágase n 
no uso de peones fiscales, esté o «o exonerada de derechos la 
mercamleria por cualquier concepto, y en lo más directamen- 
te alusivo al caso, preceptúa ('artículo 3." i, que los artículos 
que delwn abonar por |x-so, volumen, litraje o valor, serán los 
t|iie determine la tarifa de avalúos, y ésta, como lo observa la 
sentencia de fojas 68, comprende a las mercaderías en cues- 
tión, entre las que deben pagar el eslingaje con relación al 
peso. 

Que atenta la claridad y precisión de los antecedentes le- 
gales enunciados, bastará mantenerse dentro de los mismos 
para concluir que los casos de autos no son susceptibles de otra 
interpretación que aquella en cuya virtud se Ha resuelto que 
la roca asfáltica lia pagarlo el impuesto que le correspondía, 
pues si bien el artículo 5." del decreto de 20 de marzo de 19» 8. 
dispone que los artículos que puetlen ser descargados directa- 
mente del buque a carros o vagones, sin pasar por almacenes, 
abonarán el eslingaje con arreglo a su valor, tal disposición, 
equitativa y conveniente o no, serta en casos como los que se 
examinan, evidentemente opuesta a la disposición expresa y 
correlativa de la ley. y carecería por ese concepto de todo va- 
lor y eficacia legal. KJ articulo $° del decreto de 20 de mar- 
zo citado, no puede, pues, entenderse aplicable sinó en los 
casos en que la ley nada resuelve o no resuelve lo contrario, 
dada la consideración elemental de que las leyés no pueden 
ser alteradas por su reglamentación. 

Que invocado ]»or los actores el decreto del 2 de mayo de 
11)18, sobre uniformidad de tarifas para los puertos de la Ca- 
pital y del Rosario, y establecido que en el primero se perci- 
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be el impuesto en cuestión en las condiciones que ellos prv- 
i tixlcn. mientras en el segundo la exigencia es distinta, to que 
importa que en el hecho no existe la uniformidad de tarifas 
decretada; corres|)onde observar, como lo ha hecho la defen- 
sa de la parte demandada, que el decreto citado ha dispuesto 
(artículo que en el puerto de Rosario regirán las mis- 

mas tarifas que determinan las leyes respectivas para e! de 
la Capital, en lo que se refiere, entre otros impuestos, al de 
eslingaje, y ya queda establecido en el precedente consideran- 
do que el cobro hecho de los impuestos cuestionados en estos 
.Hitos, es ajustado a la ley, y por consiguiente, no se aparta 
de la disposición del artículo i." del referido decreto sobre 
uniformidad de tarifas portuarias. 

íjne supuesta la procedencia de la clasificación diferen- 
cia i, que no hace la ley entre eslingaje- impuesto y eslingaje- 
servicio, según la cual el primero habria de cobrarse siempre 
y el segundo sólo en los casos en que el sen-icio se presta me- 
diante la intervención de los peones del puerto en la opera- 
ción de eslingaje, tal distinción no constituye en el sub jodier, 
y en esta instancia, el factor de solución que se busca, porque 
aquí no se discute el gravamen en si mismo, sinó en sus pun- 
tos de referencia (valor o |wso de la mercadería.!, y porque la 
determinación de si el servicio se lia prestado o no en la 
forma aludida, es tina cuestión de hecho y de prueba, extraña 
a las que pueden elucidarse por este Tribunal en la instancia de 
apelación extraordinaria intentada. 

Qúe en cuanto a las resoluciones administrativas recaí- 
das en Jos (talamos formulados por los actores ante el Poder 
Ejecutivo, esta Corte tiene establecido en un caso que guar- 
da analogía con los de autos, que dichas resoluciones no pueden 
invocarse como fuente de un derecho por no revestir los ca- 
racteres de la cosa juzgada, pues el Poder Ejecutivo no se en- 
cuentra investido de facultades judiciales ni ha sido autoriza- 
do por lev para decidir las controversias que se susciten en- 
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tre la sociedad concesionaria del puerto del Rosario y \m par- 
ticulares con motivo de la explotacsión de dicha concesión. La 
facultad de intervenir en esa explotación y ta de ejercer la ne- 
cesaria vigilancia fiscal que le acuerda el articulo 1 1 de la ley 
3885, tienen por objeto dar al Poder Ejecutivo los medios pa- 
ra poder defender los intereses de la Nación, como copartiei- 
|ie en las utilidades de la empresa y para impedir la defrau- 
dación de sus rentas en las operaciones de importación y ex- 
jwrtaeión que se realicen por el mencionado puerto, sin que 
dio importe conferirle jurisdicción contenciosa respecto de la 
sociedad concesionaria en sus relaciones con el público (Fallos, 
tomo 134, página 413). 

Por estos fundamentos, se confirma In sentencia apelada cu 
cuanto ha podido ser materia del recurso. Notifíqucse y de- 
vuélvase a? Juzgado de su procedencia, donde se repondrá el 
papel . 

A. Bebuejo — J. FfcuEROA Al- 
corta. — Ramón Méndez — 
M. Laurencena, 



Toribio Erasmo Placa, criminal, contra, por lutria de efec- 
tos pertcnccicntfs a los Ferrocarriles del Estado; sobre 
competencia. 

Sumario : ti Corresponde a la justicia federal el conocimien- 
to de un proceso -por hurto de efectos pertenecientes a los 
Ferrocarriles del Estado, cometido por un empleado de 
los mismos. (Siendo dichos ferrocarriles de propiedad de 
la Nación, lo son también, las cosas hurtadas) . 

2" A la justicia nacional le incumbe resguardar los de- 
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rcchtw e intereses de la Nación y si los crímenes que "tien- 
dan a ía defraudación de sus rentas ti obstruyan o co- 
rrompan el buen servicio de sus empleados", deben ser 
juzgados por ella, es lógico que lo sean igualmente los 
(jiie tiendan ;i la defraudación de sus demás bienes o co- 
rrompan el buen servicio de sus empleados con la apro- 
piación ilegítima de lo que ha sido confiado a su custodia. 

3" No es ¡xisiblf inferir de las disposiciones de la ley 
( >757 ^ propósito de desvincular diclios ferrocarriles del 
liatriiiiouio de la Nación, sino solamente acordarles una 
relativa autonomía indispensable para el ejercicio por el 
Estado de la industria de los transportes. 

4» Los Ferrocarriles del listado constituyen una orga- 
nización creada por la ley especial del Congreso, con fi- 
nes de vialidad interpruvincial, de seguridad y de progre- 
so general y se hallan por tales causas sujetos a la juris- 
dicción de los tribunales nacionales con arreglo al articulo 
ioo de la Constitución y al artículo 2." inciso i." de la ley 
número 48. 

Caso: Lo explica el siguiente: 
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Butflti Airei. Muzo 20 de IB25 

Vistos y Considerando: 

Que en la presente causa se ¡nípula al procesado el del ¡tu 
•le hurto de efectos pertenecientes a los Ferrocarriles del lis- 
tado, de cuya repartición aquél era empleado. 

yue siendo dicho.- ferrocarriles de propiedad de la Na- 
ción, también tos son las cosas hurtadas, y, en consecuencia. 
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aun cuando se trate ile un delito de derecho común, el cono- 
cimiento de esta causa corresponde a ta justicia federal con 
arreglo al artículo 3.", inciso 3" de la ley número 48 y al ar- 
ticulo 23, inciso 3." del Código de Procedimientos Criminales. 

Que a la justicia nacional le incumbe resguardar fon dere- 
chos e intereses de la Nación y si los crimencs que "tiendan 
a la defraudación de sus rentas u obstruyan o corrompan el 
buen servicio de sus empleados" deben ser juzgados por ella» 
es lógico que lo sean igualmente los que tiendan a la defrau- 
dación de sus demás bienes o corrompan el buen servicio de 
sus empleados con la apropiación ilegitima de In que ha sitio 
confiado a su custodia. 

Que no se opone a la conclusión apuntada la circunstan- 
cia de que la administración de los Ferrocarriles del listad- - 
110 se realice directa e inmediatamente por el Poder Ejecutivo, 
sino por los funcionarios creados por la ley número 6757, des- 
de que ella se ejerce bajo la dependencia del Ministerio de 
Obras Públicas (Artículo y toda ver que no es j>osible 
inferir de las disposiciones de la recordada ley orgánica el pro- 
pósito de desvincular dichos ferrocarriles del patrimonio de 
la Nación, sino solamente acordarles una relativa autonomía 
indispensable para el ejercicio por el Estado de la industria 
de los transportes. 

One tampoco constituye un óbice al reconocimiento de la 
jurisdicción federal lo dispuesto en el artículo 50 de la ley nú- 
mero 2873, según el cual las empresas de Ferrocarriles Na- 
cionales se hallan sujetas a las disposiciones del Código de Co- 
mercio en cuanto a las responsabilidades emergentes de retar- 
do, pérdida o avería, desde que ello 110 implica imponer ni ex- 
cluir una jurisdicción determinada, sino establecer las norma* 
substantivas por las cuales deben regirse las relaciones de las 
empresas con los cargadores, siendo de toda evidencia que tales 
normas pueden ser aplicadas indistintamente en los tribunales 
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locales y en tos de (a Nación, según sea el fuero que corrcs- 
jKjmh a las personas interesadas en los respectivos litigios. 

Que, por lo demás, constituyendo los Ferrocarriles del 
Kstado un organismo creado por ley especial del Congreso, 
con fines de vialidad interprovincial, de seguridad y de pro- 
greso general, y por lo tanto, en virtud de indiscutibles pode- 
res constitucionales (Articulo 67, incisos 13 y 16 Constitu- 
ción Nacional), se hallan por tales causas sujetos a la juris- 
dicción de los tribunales nacionales con arreglo al articulo 100 
dt la Constitución y al artículo 2*. inciso i." de la ley númc* 
ro 48, a mérito de la doctrina reiteradamente sustentada poi- 
esta Corte y por la fie los Estados Unidos en casos análogos. 
(Fallos, tomo ¡8, página 162 y tomo 49, página 174 ™*re 
«.tros; OsboniL- v. The Bank of The Unites States, 9 Whea- 
ton 73S) . 

Por ello, y de acuerdo cun los fundamentos consignados 
en el voto en disidencia recaído en la causa seguida por don 
Conrado Alcona contra el Ferrocarril Central Norte, (Fallos 
tomo 108, página yo. a la página 97). oído el Señor Procu- 
rador General, se revoca la sentencia de fojas 105 vta., de- 
clarándose que el conocimiento de esta causa corresponde al 
hu-z de Sección de Tncumáti. Noiifíuuese y devuélvanse. 

A. Bermejo. — Ramón Méx. 

DEZ. — RoilERTu REPETTO — 
M. l.U'RKXCKX.V. 
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Pon Alejandro A. Casado contra el Gobierno de la X ación, so- 
bre jubilación. 

Sumario : i." Para que proceda el recurso ordinario de apela- 
ción autorizado por el inciso 2. a del articulo 3." de la ley 
4055, es indispensable que el valor disputado en el litigio, 
exceda fie cinco mil pesos, 

2," La razón de que el actor en la fecha de su presen- 
tación, Iiabía prestado más de treinta años de servicios, 
aducida como fundamento para arribar a la conclusión 
de que la jubilación de aquél debía regirse en cuanto a su 
monto, por las disposiciones de la ley 7407, importa una 
cuestión de hecho, extraña por lo tanto, al recurso extra- 
ordinario del articulo 14, ley 48. 

3 * El principio de que las leyes nuevas no pueden apli- 
carse a los hechos anteriores cuando destruyen o cam- 
bian derechos adquiridos, involucra una cuestión que, 
cuando no se halle en juego el derecho penal, ni la ley apli- 
cada fija normas especiales en cuanto a su retroactivi- 
dad, es por su naturaleza de derecho común ( Artículos 
3." y 4044, Código Givil), y en consecuencia, excluida riel 
mismo recurso. 

Caso : Lo explica el siguiente: 
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Bueno» Aire*. Mino 20 de J92ft 

Y Vistos: 

Considerando en cuanto al recurso ordinario: Que de 
acuerdo con lo prevenido por el inciso 2." del artículo 3.* de ja 
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ley 4055 liara que la sentencia pronunciaría por la Cámara Fe- 
deral de esta Capital, confirmatoria de la de primera instan- 
tía, fuese susceptible de apelación para ante esta Corte. »eria 
indispensable que el valor disputado en el litigio excediera de 
ciñen mil peso.s. 

Oue entretanto, el examen de las constancias de autos li- 
mite afirmar <¡ue cu el momento de entablarse la demanda, en 
fl i[e interponerse el recurso ordinario y aún en esta misma 
fecha, el valor de lo que la sentencia ordena pagar al actor en 
concepto de diferencias y de intereses, no excede de la suma 
mencionada de cinco mil pesos. 

Considerando en cuanto al recurso extraordinario (Jue 
la sentencia poniendo fin al litigio para arribar a la conclusión 
i!e que "la jubilación del actor dehe regirse en cuanto a su 
monto por las disposiciones de la ley 7407. debiéndosele abo- 
nar las stímas que por la diferencia de cómputo baya dejado 
tic percibir y los intereses sobre las mismas", se ha fundado en 
las dos razones siguientes: i." Que en la fecha de sil presen- 
tación, é| actor había prestado más de treinta años de servi- 
cios; 2." que el monto de la jubilación debe regirse por la ley 
74«>7 que estaba en vigor cuando el actor adquirió su derecho 
y no por la ley 10. 027 sancionada después. 

Que ambos puntos son extraños al recurso extraordina- 
rio: el primero, porque las cuestiones de hecho, como reitera- 
damente lo ha declarado esta Corte, no están comprendidas en 
el recurso autorizado por el articulo t4 de la ley número 48; 
t i segundo, porque el principio adoptado por la sentencia de 
que las ley e> nuevas no ¡meden aplicarse a los hechos anterio- 
res cuando destruyen o cambian derechos adquiridos, involu- 
cra una cuestión que, cuando no se halle en juego el derecho 
penal ni !a ley aplicada íija normas especiales en cuanto a mi 
ret inactividad, es por su naturaleza de derecho común (articu- 
lo y 4044 del Código Civil l. y se halla por consiguiente 
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excluida del recurso extraordinario con forme a lo dispuesto 
por el articulo 15 última parte de la ley número 48. 

K11 su mérito se declaran improcedentes los recursos con- 
cedidos a fojas 42. Notifiquen y devuélvanse. 

* 

A. Bermejo — J. Figueroa Al- 
corta. — Ramó.v Méndez. — 
Rouerto Repetto. — M. Lau- 

REN'CENA. 



Don José Tolosit en ios autos seguidos por Don limtlio G arde y 
contra Don. Antonio Etcheyoyen, por cubra de pesos; so- 
bre tercería de dominio. Recurso de hecho. 

Su nutrió: 1" ],as decisiones sobre puntos regidos y resuelto:; 
por aplicación de disposiciones de derecho común y que 
ninguna relación tienen con una cuestión dé carácter fe- 
deral, no son revisihles en la instancia extraordinaria que 
instituye el artículo 14 de la ley 48 y 6." de la 4055. 

2." A los f ines de la procedencia del recurso extraordi- 
nario no es fundamento admisible el del quebrantamiento 
de la garantía del artículo 18 de la Constitución, relativo 
a la defensa en juicio, en una causa tramitada y resuelta 
en dos instancias con el comparando del recurrente y en 
las que. por lo tanto, ha sido oído y ha podido hacer va- 
ler su derecho por los medios legales pertinentes. 

Cijo : Le explica el siguiente: 
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Bu«ot Aire*, Mana 23 de IW 

Vistos en el Acuerdo y Considerando : 

Que según resulta de los antecedentes de que hace méri- 
to la exposición que precede, en e! juicio ejecutivo seguido por 
Emilio Gardey contra Antonio Etchegoyen, por cobro de ]ie- 
-ns. dedujo tercería el recurrente José Tolosa a titulo de ad- 
qui rente de los bienes embargados al deudor, y rechazada la 
tercería en primera instancia por considerarse^ simulada y titi- 
la la transferencia de bienes en que afianzó el tercerista su de- 
recho, la Cámara respectiva confirmó aquel pronunciamiento 
cu todas sus partes, desestimando asimismo el recurso extra- 
ordinario para ante esta Corle, fundado eu que las decisiones 
de referencia son violatorias de las garantías que consagran 
los artículos 17 y 18 de la Constitución. 

Que la relación misma del caso demuestra desde luego, 
íjiie las cuestiones debatidas y resueltas en él, han versado so- 
bre puntos regidos jK>r disposiciones de derecho civil y proce- 
sal, tales como los de determinar si los bienes cuestionados fue- 
ron adquiridos legítimamente en propiedad |>or el apelante, o 
sí siendo nula la transferencia, permanecieron en el dominio 
del deudor ejecutado; si la oposición del acreedor a las prc- 
u- tisiones del recurrente importaron el ejercicio de una acción, 
y si en tal caso se tramitó la incidencia de acuerdo con deter- 
minados procedimientos sobre traslados y diligencias probato- 
rias; y en fin, si son de pertinente aplicación al sub jitdice, o 
si por el contrario no tienen ninguna relación con las cuestio- 
nes que forman el objeto de la filis los artículos 3383 a 3385 
del Código Civil. 
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Que asi definitivamente especificados los punios sobre 
los cuales ha recaído la sentencia de que se apela, resulta evi- 
dente la procedencia del auto denegatorio del recurso extraor- 
dinario intentado, pues es de ley expresa y de constante juris- 
prudencia que Jas decisiones sobre puntos regidos y resueltos 
por aplicación de disposiciones de derecho común y que nin- 
guna relación tienen con una cuestión de carácter federal, no 
son re visibles en la instancia extraordinaria que instituye el 
articulo 14 de la ley 48 y 6." de la ley 4055, 

Que en cuanto a la invocación de los artículos 17 y t8 
ríe la Constitución, aparte de nue los constitutivos de la causa 
ito guardan con tos preceptos constitucionales invocados la re- 
lación directa e inmediata legalmente requerida (articulo 15. 
ley número 48», de t:d manera que la decisión dependa de la 
interpretación (|Ue se asigne a tales garantías en relación al 
caso, procede asimismo observar que la violación del artículo 
17 se atribuye a la circunstancia de que la sentencia no ha si- 
da fundada en 4 'ley pertinente" a juicio del apelante, funda- 
mento desvirtuado por el propio imperio del fallo recurrido, y 
que en consecuencia, no es en manera alguna admisible, como 
no lo es el quebrantamiento de la garantía del articulo 18, re- 
lativo a la defensa en juicio, en una causa tramitada y resuel- 
ta en dos instancias con el comparendo del recurrente y en las 
que, por lo tanto ha sido oído y ha podido hacer valer su dere- 
cho |K>r los medios legales pertinentes. 

Por estas consideraciones no se hace lugar a la queja de- 
ducida. Notifiquese y repuesto el papel archívese. 

A. Bermejo — J. Ficuehoa Al- 
corta. — Ramón Méndez. — 
Roijerto Rkpetto. — M, Lau- 

RENCENA. 
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Solicitad W'm. //. Mülicr y CUt. contra la Provincia tic Metí- 
dote, por cobro de pesos. 

Sumario: i." Las provincias como personas jurídicas, solamen- 
te pueden ser obligadas por sus representantes legales den- 
tro de las facultades poní cridas a estos por los estatuios, 
las leyes o la Constiiución. 

2," Los jKigarés otorgados por las autoridades de una 
provincia, bajo el imperio de una ley nacional que la de- 
"ctarú intervenida a Sos efectos de la reorganización de sus 
poderes, carecen de tuerza ejecutiva. 

Cliso : Lo explica el siguiente: 
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Buena* Aire», M«zo S6 de 1025 

Autos y Vist s: 

Teniendn por acreditada la jurisdicción originaria de esta 
Corle a mérito de la información producida, de estas actuacio- 
nes resulta : 

@iie don Francisco Juan kovedatti en representación de 
la Sociedad YYm. II. Miíller y Cia, (La Hayal, promueve ac- 
ción ejecutiva contra la provincia de Memloía por la cantidad 
de cuarenta mil pesos moneda nacional, que amplia posterior- 
mente a ciento siete mil ochocientos nueve pesos con setenta y 
11 nevé centavos moneda nacional con intereses y costas por los 
«pie se pide que el tribunal despache mandamiento de ejecu- 
ción y embargo. 

Que para fundar la acción ejecutiva se acompañan cinco 
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pagaras a Ja orden de Wm, H. Mütler y Cía. tLa Haya > por 
siiniintetrd de materiales, fechados tollos en Mendoza a 9 de 
octubre de I924, y con vencimientos al 1." de noviembre y I.° 
de diciembre de 1924 y i> de enero, I." de febrero y 5 de 
marzo de 1925. Se acompañan también lo* testimonios de las 
escrituras de protesto de cada uno de esos pagarés, verificados 
todos anle la Municipalidad de Mendoza i»or no haber encon- 
u ;ido en la casa de Gobierno, según se expresa, ninguna per- 
sona hábil con quien entenderse. 

Y Considerando: 

íjue la présenle acción ejecutiva no es dirigida contra los 
turnante ele los pagarés que la motivaron, sino contra la pro- 
vincia de Mendoza que, como persona jurídica solamente pue- 
de ser obligada por sus representantes legales dentro de las fa- 
cultades conferidas a éstos por los estatutos, las leyes o la 
Constitución, pues que, "se reputan actos de las personas jurí- 
dicas los de sus representantes legales, siempre que no excedan 
Tos límites de su ministerio, Kn lo que excedieren, agrega el 
Codificador, sólo producirán efectos respecto de los mandata- 
rios" (articulo 36 del Código Civil). Consta en ios mismos 
llagares ipte ellos fueron otorgados el 9 de octubre de 1924. o 
sea. bajo el imperio de la ley nacional número 11.313 promul- 
gada el l* del mismo mes y año por la que se declaró inter- 
venida la provincia de Mendoza a tos efectos de la reorgani- 
zación de sus poderes. 

Que en esas condiciones, no es tan evidente e incuestio- 
nable que esos títulos de obligaciones emanen de los represen- 
tantes legales de la Provincia, autorizados para expedirlos, co- 
mí* para poner al acreedor en situación de privar a ésta <ic la 
amplitud de sus medios de defensa en el juicio ordinario co- 
rrespondiente, sometiéndola a los procedimientos angustiosos 
de la vía ejecutiva. 

Por ello, no se hace lugar a la acción ejecutiva entablada, 
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sin perjuicio de que el actor pueda hacer valer sus derechos en 
la forma que corresponda. Notifíquese y repuesto el pape', 
archívese, devolviéndose los documentos acompañados. 

A. Bermejo. — Ramóx MÉK- 
atz, - Roberto Repkttó. — 

Sí, L.SCHENCKXA. 



Don Gregorio Esteban Zuasnabar (su sucesión). Contienda 
de competencia. 

Sumario \ Demostrado qjtte el causante tenía su domicilio en eí- 
ta Capital, calle Independencia número 1637, es evidente 
que conforme a lo dispuesto por los artículos 90. inciso 
y 3284 del Código Civil. -corresponde a los jueces de la 
Capital el conocimiento del juicio sucesorio . ( L*i prueba 
resultaba ]*>r el amucMaimento por el de cujns, de su ca- 
sa habitación en esta Capital; de su propia manifestación 
en escrituras públicas, de tener en ella su domicilio; de 
haberse iniciado y concluido en la misma, el juicin suce- 
sorio de su esposa, en el que intervino un apoderado con 
poder otorgado por el causante; de hallarse enrolado en 
la Capital y haber votado hasta e! año T923: etc. etc.). 

Caso: Lo explican las siguientes piezas: 
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Bu«n«i Aire*. Mano i? <tt nw. 

Suprema Corte; 

Kl r 1 de majo de 1024 falleció en la Capital de la Nación, 
fu la casa Independencia 1Ó37, don Gregorio ftsteban Zúas- 
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nabar, <le estado viudo; dejando una cuantiosa fortuna según 
denuncias formuladas en su oportunidad. 

Al día siguiente fué denunciada como vacante dicha he- 
rencia por don José Ltimbcrti y don Atilio Lezona Alma- 
gro ante el Juzgado de i." Instancia en lo Civil y Comercial de 
La Plata. 

Dichos Señores, en su escrito de iniciación del juicio su- 
cesorio, ofrecieron acreditar la competencia del Juzgado en 
atención a) lugar del fallecimiento de! causante. 1 * fuera de la 
jurisdicción del mismo. 

A ese escrito el Señor Juez proveyó designando de oficia 
un curador provisorio de ta herencia a quien le mandó dar |k>- 
sesión de todos los bienes de la misma . 

Posteriormente dicho curador requirió del Juez trabara 
cuestión de competencia por inhibitoria con el Juez de t." Ins- 
tancia en lo Civil de la Capital de la Nación para que se abs- 
tuviera de seguir conociendo en el juicio de sucesión del ex- 
presado Ziiastiabar, el que» según sus informes, había sido ini- 
ciado ante dicho magistrado. 

En efecto, el juicio había quedado abierto el 16 del mis- 
mo mes a requir ¡miento del Consejo Nacional de Educación de 
la Capital Federal quien denunció la vacancia de la sucesión 
aludida. 

La cuestión de competencia promovida por el Juez de La 
P'ata atribuyéndose jurisdicción para conocer en la causa por 
considerar que Zuasnabar tuvo su domicilio en el Partido de 
Brandsen (Provincia de Buenos Aires), tuvo resultado nega- 
tivo. El Juez de la Capital no hizo lugar a la requisitoria por 
entender que el último domicilio fué su casa Independencia 
1Ó37, donde falleció. 

Para acreditar cual fué este último domicilio se ha pro- 
ducido ante Tas dos jurisdicciones la ahuma prueba contenida 
en los diversos expedientes que han sido elevados a esta Corte 
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Suprema con el fin de que sea dirimida la contienda de coíh- 
petencia trabada. 

1**1 análisis de usa prueba lleva a la conclusión termi min- 
ie de que dicho domicilio fué en ta Capital de la Nación . 

Hn electo, el caúsame era un rico hacendado, dueño <k 
varios importantes establecimientos rurales situados en el te- 
rritorio de la República 1<»s que visitaba y atendía personal- 
mente, p*»r cuya razón aparece en varios de ellos con casa pues- 
ta en condiciones que hace presumir sus frecuentes estadías en 
los mismos \ Inventarios de fs, 84, 103 vta, y 124 confirmado?* 
por la tasación de fs. 229. autos de La Plata). 

Kilo explica porque a alguno de dichos establecimientos 
se le dirigían correspondencia y periódicos y porque figuraba 
su nombre en las Comisiones MÚnteipales Vecinales y en los 
Registros de Estadística Ganadera ífs. 55 y siguientes e in- 
í firme de fs. 58, Incidente de competencia tramitado en La 
Plata k 

Pero su verdadero domicilio real, el asiento principal de 
sus negocios y su residencia permanente la tuvo en la Capital 
dé la Nación en la casa de su propiedad (titulo de fs. 670 ex- 
pediente de la Capital 1. calle Independencia 1637 donde vivía 
desde muchos años atrás y donde falleció. 

Tal se infiere de las constancias que arrojan los numeró- 
os títulos de propiedad agregados de fs. 29 a fs. 591 en los 
que e! causante, desde el año 1890 i fs. 291. hasta el 21 de sep- 
tiembre de 19.20 ( fs. 363);, denuncia estar domiciliado en la 
Capital Federal; especificando en la mayor parte de las ve- 
ces, entre otras las aludidas de 1899 y 1920, la casa de la calle 
Independencia. 

Al practicarse el inventario de fs. 592 en dicha casa se 
ha encontrado en la caja de hierro del causante los expresados 
timins. numerosos papeles, documentos, dinero efectivo, mue- 
b'es ajuar de la casa habitación y su escritorio particular. 

Su cuenta corriente laucaría estaba radicada en la casa 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



48 



matriz tic esta Capital del Ilaneo Español del Rio de la Hala, 
íojas 725. 

Kl informe policial de fs. 668 y la prueba testimonial ren- 
dida corroboran la afirmación de encontrarse domiciliado cu 
esta Capital el expresado Zuasnabar. 

Asimismo, la constancia obtenida de la Junta Electoral de 
la Capital (fojas 691 vta.), confirma la inscripción del cau- 
sante en los padrones electorales del ano de su fallecimiento, 

A mayor abundamiento se ba acompañado la libreta de en- 
rolamiento (fs. 22\ de Zuasnabar, documento público que bace 
fe. en al cual aparece enrolado en 1911 en la Capital de la Na- 
ción con domicilio denunciarlo por él en la calle Independen- 
cia 1637 y mantenido sin anotación alguna de cambio; existien- 
do constancia ele haber cumplido sus deberes electorales en los 
comicios desde el año 1912 al 4 de febrero de 1923. 

Tuda esta abundante, documentada y cnncbtyentc justifica- 
ción del último domicilio de Zuasnahar no la encuentro contra- 
dicha con la menos numerosa e importante (en gran parte de 
testigos) rendida ante el Juez de La Plata. , 

Atento lo expuesto y lo que disponen los artículos 89, 90, 
inc. 7 ", 92. 93, 98 y 99 det Código Civil, opino que don Grego- 
rio Esteban Zuasnabar tuvo su último domicilio en la Capital 
de la X ación, 

Y, de acuerdo con la regla adoptada l»or el artículo 3284 
del citado Código, es juez competente para conocer en la su- 
cesión del misino, el de su último domicilio. 

En este sentido opino (pie corresponde dirimir la presente 
contienda de competencia. 

Manuel B. de Anchor cna. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Alies, Mmft S¡? de u<2.\ 

Autos y Vistos: 

La cuestión de com]>etencia i rabada enire el Jucí (le lo Ci- 
vil de esta Capital, doctor César A. Cam|>os y el de ta misma 
naturaleza de la ciudad de La Plata, para conocer en el jui- 
cio sucesorio de don Gregorio E. Zuashabar. 

Y Considerando; 

Que don Gregorio E. Zuasnahar falleció en esta Capital 
el ii de mayo de 10,24, en la casa caite Independencia núme- 
ro 1637. 

Que esta casa de propiedad del causante, (testimonio de 
fojas 6701 se hallaba dotada y provista por él con muebles de 
sala, antesala, dormitorio, comedor, vajilla, despensa, alhajas, 
libros, objetos de arte, etc., y se lian encontrado además, en 
ella, fuera de las ropas de uso personal, documentos, títulos de 
propiedad y otros papeles relacionados con los distintos bie- 
nes i|ue forman el patrimonio sucesorio, t Véase inventario de 
fojas 599), 

Que á la presunción de habitación permanente y habitual 
del de t ujns en esc inmueble, deducida de estas circunstancias, 
se agrega el hecho positivo de que en ocasión de otorgarse por 
él cuando fué casado o después de viudo, diversas escrituras 
de compra, ha decláralo "jarres ""■ trtc EfaadjB gj ajto 
ta MJ20, epte sti domicilio era en esta Capital calle Independen 7 " 
da número 1637. Véase títulos de fojas 20, 40, 47, 59, 62 
y 82. 

Que la sucesión de doña Teresa Ce ferina Luisa Gandu- 
gtia, esposa de! causante, fallecida en esta Capital el 8 de oc- 
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tubre de 1918 fué iniciada y concluida ante el Juzgdo en lo Ci- 
vil de esta Capital a cargo del doctor Mcléndez, (véase testi- 
monio de fojas 17$) y el poder otorgado a tal efecto por Zuas- 
nabar a don Tomás A. Pinero, da iomo domicilio el de la ca- 
lle Independencia número 1637, fojas 342. Este hecho demues- 
tra que no es exacto que el Señor Zuasnabar viviera siempre 
en Brandsen, soltero, casado y después de viudo, como se afir- 
ma por los denunciantes en el juicio deducido en La Plata. 

Que si a la prueba que arrojan estos antecedentes, se agre- 
ga la que resulta del hecho de hallarse el causante enrolado 
desde 191 1 en esta Capital con domicilio denunciado en la ca- 
sa de la calle Independencia 1637 habiendo ejercitado su de- 
recho de votar en aquélla hasta el año 1923. no puede existir 
duda alguna de que don Gregorio E. Zuasnabar tuvo su do- 
micilio en esta Ciudad calle Independencia 1637 — Artículos 
89, 92, 90, Código Civil. 

Que las declaraciones prestadas en La Plata, la asevera- 
ción contenida en algunas escrituras de que Zuasnabar hallá- 
base domiciliado en Brandsen, y las constancias del censo ga- 
nadero, quedan como hechos sin valor probatorio en presen- 
cia de los antecedentes examinados. Ni la prueba testifical, en 
efecto, puede prevalecer sobre afirmaciones repetidas del cau- 
sante acerca de su propio domicilio, ni el contenido de docu- 
mentos aislados cuyo valor probatorio desaparece en virtud de 
manifestaciones posteriores en Sentid" contraria (así la afir- 
mación de que el causante se hallaba domiciliado en Brandsen 
que se lee en la escritura de 10 de mayo de 1920, fojas 53. es 
contradicha |K>r otra escritura otorgada nueve días después, 
fojas 82), puede servir de pauta para declarar que el domi- 
cilio del causante fué en la Provincia de Buenos Aires. 

I 1 1 n pin nllimn e j oficio de fojas 726, demuestra que el 
31 de enero de 1924, j 11 E'i mili su tmiprte. el cau- 
sante en ocasión de dar poder para intervenireñTriPÍUÍe«-S£t. 
bre petición de herencia deducido contra él ante los jueces de 
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esta Capital, fie la raba tener su domicilio en la casa donde ta- 
lleció. 

(Jik demostrado, pues que el causante tenía su domicilio 
cu esta Capital calle Independencia número 1637, es evidente 
que conforme a Jo dispuesto por los artículos 90, inciso 7." y 
,\2Ü4 fiel Código Civil, corresponde a los jueces de la Capital 
el conocimiento del juicio sucesorio de don Gregorio E. Zuas- 
nahar, 

Kn su mérito y de conformidad con lo dictaminado por 
el Señor Procurador General, se declara (pie el juez compe- 
tí nte en é! caso t es el de lo Civil de esta Capital a Sjuíen se le 
remitirán los autos, avisándose al de ta ciudad de La Plata en 
la fomia de estilo. Repóngase el papel. 

A. Bermejo. — Ramón Mén- 
hfíz, — Roberto kki'Ktt». — 



X unció .-J/vj/íÍ/íVít contra Don Martín Pene, sobre desaloja- 
miento. 

Sumario: Acreditadas la calidad de inquilino atribuida al de- 
mandado y a falla de ]\igo por parte de este, de más de 
dos periodos consecutivos de alquiler, procede la acción 
de desalojamiento deducida; no siendo óbice para ello la 
circunstancia de haber realizado mejoras el demandado, to- 
da vez que el de recluí de retención consiguiente al de co- 
lira ríos, no existe en la hipótesis de que la locación se re- 
suelva por culpa del inquilino, {Artículos 1550. 1552 y 
1543 de! Código Civil) . 

Caso-. Lo explican las piezas siguientes: 
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DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENEtAL 

Bucnte Airee, Septiembre -'S da XWA 

Suprema Corte: 

El Nuncio Apostólico acreditado ante esta República in- 
vocando su carácter de represe ritan te de la entidad ínter nacio- 
nal (pie le es inherente, se^in lo manifiesta a fs. 5, deduce an- 
te V, E. demanda por desalojo contra don Martin Pérez in- 
ijiiilino de la casa Chaeabuco 629. 

La cansa que se inicia es, pues, concerniente al diplomáti- 
co referido y su conocimiento corresponde a esta Corte Su- 
prema, en instancia originaria de acuerdo con lo dispuesto pol- 
los arts. 101 de la Constitución Nacional y i.", trie. í" de la 
ley N.° 48 sobre jurisdicción y competencia de los Tribunales 
Federales . 

Tai es ni! dictamen. 

Horacio R. Lamia. 
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Bueno» Aires. Muzo '.'V de UüB 

Y Vistos: 

El juicio de desalojamiento seguido por el señor Nuncio 
Apostólico contra don Martin Pérez del cual resulta : 

Que a fojas 4 comparece don Ernesto Laspiur en su ca- 
lidad de apoderado de la Nunciatura Apostólica de Buenos Ai- 
res deduciendo demanda de desalojamiento contra don Mar- 
tín Pérez que ocupa la casa de la calle Chaeabuco número Ó2y. 

Que éste entró a habitar como inquilino la finca señala- 
da el 21 de mayo de 1924 debiendo abonar un alquiler mensual 
de setecientos pesos adelantados- 
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Que. entretanto, prescindiendo de los días correspondien- 
tes al mes de mayo, que fueron abonados por Pérez se en- 
cuentran pendientes de pago los meses de junio, julio y agos- 
to. Solicita, en consecuencia, se condene al inquilino al desahu- 
cio de la finca, con costas. 

Que formulada por el actor la manifestación de que la de- 
manda era instaurada jior el Nuncio Apostólico en su carácter 
fie representante de la entidad internacional que le es inheren- 
te, fué señalada audiencia para el juicio verbal en el cual el 
demandado expuso : 

Que no reconocía a ta Nunciatura como dueña de la casa 
puesto que ella le fué alquilada j*or el señor Ayerza como tú 
probará con documentos que obran en su poder; que hace 
presente «pie las reparaciones de la casa le significan un costo 
de tres mil quinientos pesos; que sólo tenía contrato verbal con 
el señor Aycrza a quien efectivamente ha abonado únicamen- 
te veinte días más o menos del mes de mayo. 

Que a fojas 20 abrióse el incidente a prueba por cinco 
días, produciéndose por el demandado la que corre en el expe- 
diente y después de llamados autos ( fojas 265), decretóse ]»- 
rí, mejor proveer la diligencia a que se refiere la providencia 
de fojas 25 vuelta. 

Y Considerando: 

Que la calidad de inquilino de ta casa calle Chacabuco nú- 
mero O29 (pie el actor atribuye af demandado, ha sido expresa- 
mente reconocida por éste en el juicio verbal al admitir la exis- 
tencia en relación a aquélla de un contrato verbal de locación 
celebrado con el señor Ayerza. 

Que la falla de i>ago de más de dos periodos consecutivos 
de alquiler resulta, asimismo, comprobado por confestón del 
locatario, pues, reconoce adeudar los meses comprendidos en- 
tre junio y diciembre de [924. 
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Que, Si bien c! demandad., ha flésronocitfb a la Nuncia- 
tura el (Ie (ilIcña (lc 1;i f¡nca arrcn(Ja{|a afirmando 

que le alquilo al señor Ayer/a y no a aquélla desconocimiento 
que motivo la apertura a prueba de la causa, tal defensa debe 
ser desestimada. 

Que, en efecto, con el testimonio corriente a fojas 28 in- 
corporado a ios autos como resultado de Ea medida para me- 
jor proveer ordenada a fojas 25 vuelta, ha quedado demostra- 
do que el inmueble de la calle Chaeabuco número 629 fué le- 
gado a Su Santidad el Papa por doña Encarnación Urdaquiola 
de Debenedetti. cuya posesión judicial le fuera entregada at 
Nuncio monseñor doctor Alberto Vasallo di Torregrossa el n 
de jumo de 1921. en el expediente testamentario de aquella' 
i en presencia de lo dispuesto por el artículo í 7 66 del Código 
Civil esa^ comprobación es bastante por si sola para justificar 
eí derecho del demandante. 

Que en presencia de este antecedente y de la omisión del 
demandado en producir prueha para demostrar su aserto el 
recibo por d acompañado extendido por los señores Ayerza 
Cullen y Seoane debe interpretarse como un acto de gestión 
" mandato realisado |K>r éstos en nombre del actor. 

Que la circunstancia invocada por el demandado de haber 
realizado mejoras en la casa alquilada no es óbice ¡«ira el de- 
sahucio ya que el derecho de retención consiguiente al dere- 
cho de cobrarse, n» existe en la hipótesi* de que Ja locación se 

del^ c£Í>* m Ímm0 (artkt,1 ° S T55 °' 1553 ' 

Por estos fundamentos y de conformidad con lo dispuesto 
|K.r los artículos 591 y 589 del Código .le Procedimientos pa- 
ra la Capital, supletorio en lo federal, se hace lugar a la ac- 
ción de desalojamiento deducida, fijándose a tal efecto el pla- 
zo de diez días. Notifíqitese. repóngase el papel y archívese. 

A. Bermejo — J. Figuekoa Al- 
corta. — Ramóx Méndez. — 
Roberto Repetto. — M. L.\u- 
REXCEKA. 
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NOTAS 

Con fecha dos <le marzo de 1935 Fué confirmada por la 
Corle Suprema, la sentencia pronunciada i*>r la Cámara Fe- 
deral ríe Apelación del Paraná que contieno a Teodoro Accve- 
do, a sufrir la pena ríe doce años de reclusión, accesorias lega- 
les y costas del juicio, en vez de la diez y siete años de la mis- 
ma pena (pie Ir: fuera impuesta por ei Juez Letrado del Terri- 
torio Nacional del Chaco, como autor del delito de homicidio 
perpetrado en la persona de Apolinario A!l*>rnoz, el rila 22 de 
abril de 1922, en jurisdicción de dicho territorio. 



En la misma fecha fué confirmada, igualmente, por la 
Corte Suprema la sentencia pronunciada por la Cámara Fede- 
ral de Anegación de La Plata, que condenó « /osé Guardia. .1 
sufrir la pena de quince años de reclusión, en vez de la de do- 
ce años tic prisión, que le fué impuesta por el Juez Letrado 
del Territorio Nacional de la Pampa CentiVii, como autor de! 
delito de homicidio simple perpetrado en la persona de Elva 
Rodríguez» el día 17 de junio de 1923. en Urrburu, jurisdic- 
ción de dicho territorio. 



Kn la misma fecha ta Corte declaró procedente el recurso 
ríe revisión interpuesto por Aurora González de Cabrera, de 
conformidad a lo dispuesto en el articulo 551, inciso 4." del 
Código de Procedimientos en lo Criminal, contra sentencia 
pronunciada por la misma en razón de que los delitos que mo- 
tivaron la contiena de la recurrente n veinte años de peniten- 
ciaría, fueron tos de tentativa de homicidio en la persona de 
su cónyuge Martín Cabrera y de homicidio por imprudencia en 
Ja de su hija menor de edad IWa Cabrera» y en atención a que 
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SÍ bien la pena sancionada jror la nueva ley penal para el pri- 
mero de Jos dcJtos enunciados no es más benigna que la que 
establecía la ley aplicada en la sentencia, esa circunstancia con- 
curre sin embargo respecto del delito menor, o sea el homici- 
dio por imprudencia, que se hallaba reprimido en el Código 
anterior (articulo 18), con prisión de uno a tros años, y que 
el Código actual castiga con prisión de seis meses a dos años 
(artículo 14), y debiendo por la nueva ley acumularse las pe- 
nas (artículo 55), la sanción pertinente habría sido algo me- 
nor si la recurrente, hubiese sido juzgada de acuerdo a sus 
disposiciones, por Jo que resolvió substituir la pena de veinte 
años de penitenciará, accesorias legales y costas, que le fué 
aplicada, por la de diez y nueve años de reclusión, con los efec- 
tos determinados en los artículos 8." y 12 del Código Penal. 



En la causa criminal seguida contra Sixto Torres, Pru- 
dencio Romero y Nicolás Montenegro, condenados por sen- 
tencia pronunciada por la Cámara Federal de Apelación del 
Paraná, a sufrir la pena de reclusión perpetua, como autores 
de los delitos de robo, hurto de ganado, rapto y violación, de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 80 del actual Código Pe- 
nal, la Corte Suprema, con fecha 2 de marzo de 1925, en razón 
de resultar más lxmigna la sanción prevista por h ley vigente 
en la época de la comisión de los delitos, desde que no pudien- 
tío aplicarse la pena de muerte a mérito de concurrir las cir- 
cunstancia prevista en el art. 83, inciso 8/ del Código anterior, 
procedía imponer la inmediata inferior, y en atención a lo dis- 
puesto en los artículos 2. a y 305 del Código Penal en vigor, 
confirmó en lo principal la sentencia apelada, reformándola en 
cuanto a la pena impuesta al recurrente, la que fijó en vein- 
ticinco años de reclusión, accesorias legales y las costas del 
juicio. 



t 
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Kn la ttnsfíta fecha no se hizo lugar a la queja deducida 
por don Ernesto Car man, en los autos de su concurso civil, 
pOf resultar de la exposición del recurrente que. denegada por 
los tribunales respectivos la declaratoria de concurso civil so- 
licitada por el mismo, no había podido éste quedar compren- 
dido, como 1" intentaba, en los beneficios de la ley H077, que 
equipara a los concursados civiles con los concursados comer- 
ciantes; de donde resullalia que el caso había sido resuelto por 
interpretación y aplicación de disposiciones de derecho común, 
sin referencia alguna a determinarla cuestión federal, carácter 
que no inviste la invocada ley X." 1 1077 expresamente incor- 
pnrada — artículo 2. ü — al Código Civil, y en tales condicio- 
nes no es procedente el recurro extraordinario que instituye el 
articulo 14 'le la ley 4S y ¿* de la ley número -J055- 



En la misma techa no se hizn lugar, igual mente, a la que- 
ja deducida por doña Inocencia Ganora de Miantonio y otra, 
en los autos sucesorios de doña Teresa Minaglia de Caballe- 
ra, por resultar ele la exposición del recurrente y recaudos 
acompañados, que la providencia determinante de la interpo- 
sición del recurso extraordinario, resolvió: 1." Que la senten- 
cia de declaratoria de herederos a que se referia, fué notifi- 

^P^r^^^Íú.£pnsentJda : y 2." que los interesados que se han 

hecho parte después de 'aquella sentencia, no tienen por la ley 
el derecho tic pretender que se vuelva en el juicio sobre tal 
resolución que no fué afielada ni era susceptible de reposición: 
puntos que se refieren a cuestiones de hecho y de derecho civil 
y procesal, resueltas por aplicación de principios de legisla- 
ción común sin relación conexa con alguna cuestión de carác- 
ter federal, y en tales condiciones, el recurso extraordinario 
es improcedente de acuerdo con la disposición legal respeti- 
va (articulo 15, ley 48) y la constante jurisprudencia del tri- 
bunal. 
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Kn ¡a misma fecha no se hizo lugar a ik queja deducida jwr 
don Eduardo López, en autos con don Juan ílurrat, sobre co- 
bro de pesos, por resultar de los recaudo* que se acompañaban, 
ipie la cuestión planteada y resucita cu el caso, híibía consisti- 
do en que el demandado sostuvo la aplicación de un artículo 
del Código Civil, mientras el actor invocó una disposición £l 
Código de Comercio, invocación que prosiieró en la sentencia, 
lo que implicaba que ésta se había dictado aplicando disposicio- 
nes de derecho común, ajenas al recurso extraordinario, según 
es de ley y constante jurisprudencia. í Artículo 15, k-v núme- 
1048). ' 



En cuatro del misino no se hizo lugar a la qttéjjá deducida 
por don Emilio Castro en el concurso civil de los señores 
Maisonnavc y Larraburu, jror resultar de la propia exposición 
del apelante, que el pronunciamiento materia de la queja, se 
había dictado en el curso de un juicio ejecutivo motivado por 
una prenda agraria (Ley X," 9644). de lo que se infería que 
no revestía el carácter de sentencia definitiva, indispensable 
para la procedencia del recurso extraordinario (Artículo 278, 
I,ey número 50) ; a Jo que se agregaba, que dicho pronuncia- 
miento no ponía siquiera fin al juicio ejecutivo, y el tribuna! 
1/ qno se había limitado a interpretar y aplicar disposiciones de 
derecho común y procesal, que no pueden ser revisadas \iov la 
Corte «Suprema en dicho recurso. 



Kn seis del mismo fué modificada por la Corte Suprema 
la sentencia pronunciada por la Cámara Federal de Apelación 
del ÍAaraná, Ja que confirmó, a su vez. la dictada por el Juez 
Letrado del Territorio Nacional de Misiones que condenó a Se- 
rafín Ferreyra. a sufrir h pena de diez y ocho años de re- 
clusión, como autor del delito de homicidio perpetrado en la 
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persona de Isidro Tomás González, el día 15 de julio de 1922, 
en la Capital del expresado territorio, en razón de tratarse de 
un delincuente iKasíonal que no registraba otros antecedentes 
policiales ni judiciales, que actuó sin duda, y por lo menos, ba- 
ja la influencia de la ebriedad parcial, a que se refería el in- 
cii!|tai!u y los testigos del proceso, antecedentes que atenúan 
en cierto grado las circunstancias en que se cometió el delito. 
|xjt lo que se resolvió aplicar al procesado la pena de diez y 
-eis años y seis meses de reclusión, accesorias legales y costas 
del juicio. 



Con fecha diez y ocbo no se hizo lugar a la queja deduci- 
rla i**! don Juan 1*. Donato en autos con don José Pío Gatti, 
-olire c r bro de pesos, por resultar de la propia exposición del 
recurrente, (pie en el juicio había recaído pronunciamiento ju- 
dicial en primera instancia, que fué confirmado por la Cáma- 
ra respectiva, antecedentes que demuestran que la causa se ha- 
bía substanciado con la comparencia del apelante y éste, por 
consiguiente, fué oído y había podido hacer valer sus derechos; 
en consecuencia, 110 aparecía infringida en el caso, la garantía 
que se invocaba del artículo 18 de la Constitución, el que, por 
lo demás, no fija las audiencias ni determina las condiciones 
y formalidades de las sentencias judiciales. 



ftn la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida 
por don Lorenzo de Acta, en el juicio seguido en su contra 
por ejercicio üegal de la odontología, por no resultar que la 
cláusula iR de la Constitución tenga relación directa e inme- 
ditata con las cuestiones debatidas en el pleito, desde que no 
aparecía ipte el fallo m; hubiese dictado sin oir al procesado o 
sin permitirle producir pruelias en la forma establecida por la 
ley procesal ; a lo que se agrega, que las apreciaciones que bu- 
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Ini-ia formulado el tribunal a qtu> al pronunciar senteiiclii »u 
hre la fuerza probatoria de las declaraciones de loa testigo* \¡\\v 
hayan dejmcsto en la cansa, esto es, sobre cuestionen de hecho 
o de derecho común, no pueden ser revisada,-* en el redimo do 
puro derecho federal autorizado por el artículo 14 de I11 ley 
número 48. 



En la misma fecha se declaró improcedente la ijueja de- 
ducida por don José Uzaidro, en autos con el Banco Popular 
de Quilines» sobre cobro de pesos, f>or no resultar de la expu* 
¡óción del recurrente, que éste hubiera interpuesto el reñir 10 
extraordinario ante la Cámara Federal de Apelación do U\ 
Plata, cuya denegación daría lugar al de queja autorizado por 
el articulo 229 de la ley número 50; y además, porque no hu- 
iría mediado desconocimiento de ningún derecho fundado 011 
una ley nacional, pues en lo relativo at fuero de la cansa se Imlti.i 
iniciado y proseguido ante la justicia federal y no se habían llv- 
nado Tas condiciones previstas en el art, 15 de h ley número 
48. pues, de ta mencionada exposición del recurrente, 110 w 
desprendía, tampoco que se hubiese planteado en la oportunidad 
lega), ninguna de las cuestiones federales legisladas en el nr- 
lículo 14 de la citada ley 48. 



lín la misma fecha, no se Jiizo lugar a la queja deducida 
por don Francisco Síartari y otra, en autos con doña Carmen 
Atvear Amello Finaldi, sobre desalojamiento» en ratón de 110 
aparecer de la propia exposición de los recurrentes, que hubie- 
ran interpuesto recurso alguno para ante la Corte Suprema 
ipie les hubiese sido denegado. 



En veinte del mismo se declaró improcedente h queja 
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deducida por la Jewish Colonization As social ton en autos con 
ívasakovicli Roris. sobre rescisión de contrato y cobro de |H'- 
sos, dado que el recurrente fundaba la procedencia del recur- 
so extraordinario un el hecho de que la Cámara Federal de La 
Plata al resolver el litigio con fecha $í de diciembre del año 
próximo pasado, no tomó en cuenta un documento presentado 
por él dos dias antes y con el cual se demostraba la realidad 
«le! contrato cuya existencia desconocía la sentencia, y en la 
circunstancia de haber omitido el tribunal proveer respecto de 
ta presentación del contrato; y tal omisión, falta de resolu- 
ción judicial al resjjecto. que el recurrente confiesa, constituirla 
por si solo antecedente suficiente para denegar el recurso, y 
aún en la hipótesis de haberse dictado tal resolución, no seria 
ella definitiva como lo requiere el articulo 14 de la ley 48 o 
versaría sobre la aplicación e interpretación de un precepto ilc 
derecho procesal extraño también al remedio autorizado |n>r 
el citado articulo 14; agregándose, además, que cu cuanto a la 
sentencia dictada en el pleito el recurso extraordinario no le es 
aplicable, pues 110 resultaba que se hubiera planteado antes de 
pronunciada, cuestión alguna de orden federal de las com- 
prendidas en los incisos del artículo 14 de la ley número 48, ni 
menos que la decisión hubiera sido contraria al titulo, privile- 
gio exención así invocado. 



En la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida 
por don Esteban Kanzzarini y otro, en autos con don Fran- 
cisco Ferrari, sobre defraudación, en razón de que la senten- 
cia pronunciada por la Suprema Corte tic Justicia de la Pro- 
vincia de Buenos Aires, se había limitado a declarar bien dene- 
gado el recurso llevado ante la misma, aplicando el artículo 80 
del Código de Procedimientos Penal, declaración ajena al re- 
curso extraordinario interpuesto, según el articulo 15 de la 
ley 48. 
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En la misma fecha se declaró improcedente la queja de- 
ducida por don Bartolomé Luis Ginochio y otros, en autos con 
el Consejo de Educación de la Provincia de Ssn Luís, por co- 
bro de impuesto a las herencias, en razón de que parí la pro- 
cedencia del recurso extraordinario legislado por la ley de 14 
de septiembre de 1863. es requisito indispensable que alguna 
de las cuestiones federales enunciadas en el articulo 14 de 7a 
citada ley 48, haya sido planteada e n el pleito, o sea, en cir- 
cunstancias tales que el tribunal lucal de última instancia ha- 
ya podido pronunciarse sobre ella, y, en el caso, no había sido 
planteada ni en la contestación de la demanda, ni en e! ale- 
gato, ni en ningún otro momento anterior a la sentencia defi- 
nitiva» la cuestión federal basada en el artículo 7." de la Cons- 
titución; agregámlose, además, que la reserva del derecho pa- 
ra demandar la inconstitucionalidad de la ley provincial de 20 
de octubre de 1898, na da tenia de común con la cuestión plan- 
teada recién al interponer el recurso extraordinario. 



En veintitrés del mismo se declaró, igualmente, improce- 
dente, la queja deducida por don J. Luís Rébori y otros, en 
autos con doña Adela Forgues de Lacroix, sobre nulidad de 
escrituración, por resultar de la propia exposición del recu- 
rrente, que la cuestión federal había sido planteada con poste- 
rioridad al fallo de última instancia dentro de la justicia local, 
o sea, extemporáneamente ci los fines del recurso extraordi- 
nario; a lo que se agregaba, que la garantía tic no ser sacado de 
los jueces designados por la ley antes del hecho de la ctfusa, 
consagrada por el artículo 18 de la Constitución, no tenía apli- 
cación en casos como el presente, en que el litigio había sido 
fallado por un tribunal que forma parte de una organización 
judicial permanente, creada con anterioridad de muchos años 
a la fecha del pronunciamiento apelado. 
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En la misma focha no se hizo lugar a la queja deducida por 
el jienado Luis Minoli líonco, solicitando libertad condicional, 
por inferirse de la propia exposición del recurrente que el re- 
curso extraordinario autorizado por el artículo 14 de la ley 
número 48, era improcedente, (todo que, no solo no se había 
interpuesto ante la Cámara de Apelaciones en 'o Criminal de 
la Capital, recurso alguno que le hubiese sido denegado, sin» 
también que esa resolución versaría sobre la interpretación y 
aleación del recurso extraordinario en la última parte del ar- 
tículo 15 de la ley número 48. 



Con fecha veinticinco se declaró improcedente la queja de- 
ducida por don Francisco Nieves en la causa seguida en su 
contra, por homicidio, en razón de que para ¡a procedencia del 
recurso extraordinario legislado por la ley de 14 de septiem- 
bre de 1863, es requisito indispensable que alguna de las cues- 
tiones federales enumeradas en el articulo 14 de la citada ley 
48, haya sido planteada en el pleito, o sea, en circunstancias ta- 
les que el tribunal local dé última instancia, haya podido pro- 
nunciarse sobre ella ; y de la relación del propio recurrente, no 
resultaba que la cuestión hubiera sido planteada dentro del 
juicio, ya que la invocación de la garantía del articulo 18 de la 
Constitución, había sido planteada reciente después de dictar- 
se la sentencia definitiva. 



Kn la misma fecha se declaró improcedente la queja de- 
ducida por bernardo Reina y Alberto Cozzani. en la causa que 
se les sigue i>or infracción a la lev 401)7. sobre juegos prohibi- 
rlos, en razón de cjue el recurso extraordinario denegado por la 
Cámara dé Apelaciones en lo Criminal y Correccional» se ha- 
bía fundado en "que el juego llamado de "quinielas", no es- 
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taba previsto ni penado por la ley número 4097"» y porque la 
decisión del punto cuestionado no dependía de la interpreta- 
ción de ios artículos 18 y 19 de la Constitución que se invoca- 
ban, sino de la del articulo 1» de la ley 4097 que declaró "jue- 
gos prohibidos los juegos de azar en la Capital de la Repúbli- 
ca y Territorios Nacionales" ; y siendo esa ley de carácter local 
su interpretación y aplicación es ajena a! recurso extraordi- 
nario, con arreglo a lo dispuesto en la última parte del artículo 
15 de la ley número 48, y a lo reiteradamente resuelto 



Don Pedro Casado y otros contra ta Provincia de Santa Pe por 
daños v perjuicios. 

Suntario: 1/ La acción subsidiaria consagrada por el articule. 
2779 del Código Civil, se prescribe en el mismo tiempo y 
de igual manera que la reivindicatoría contra c¡l actual 
poseedor. 

2. a Se presume que el poseedor actual, que presente en 
apoyo de su posesión un título traslativo de propiedad lia 
poseído desde la fecha del titulo, si no se probare lo con- 
trario. 

3. ' El laudo pronunciado por la Corte Suprema el año 
1882. colocó las tierras sobre las que versa el litigio bajo 
e! dominio eminente de la primera, la cual ha podido ejer- 
cer su jurisdicción aún antes de trazada sobre el terreno 
la línea separativa por las comisiones designadas al efecto. 

4-" La jurisprudencia de la Corte Suprema ha declara- 
do reiteradamente, interpretando los artículos 3986 y si- 
guientes del Código Civil, que las gestiones de carácter ad- 
ministrativo no interrumpen h prescripción. 

5." El reconocimiento de los derechos de los actores prae- 
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- ticado por el Poder Ejecutivo de la Provincia de Santa 
Fe cuando se hallaban preso ripios esos derechos, violan- 
do lo dispuesto por el artículo 5." de la ley de esa provin- 
cia, de r8 de febrero de 1887. (|uc impone al Poder Eje- 
cutivo en los casos en <|uc se soliciten indemnizaciones <le 
tierras, la obligación de oponer la prescripción de acuer- 
do con las disposiciones del Código Civil, no es interrup- 
tivo de la prescripción en lus términos señalados por el 
artícilIjQ en razón de que ese Poder Ejecutivo care- 

cía de la capacidad necesaria para producirlo. 

6/ Transcurridos los términos fijados j>or el articulo 
4033 del Cddigp Civil, procede la excepción de prescrip- 
ción opuesta a la acción subsidiaria acordada por el ar- 
ticulo ¿y~\i del mismo Código. 

Casfi; Lo explica el siguiente: 
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Bueno* KUtt. Alio! i' de itó 

Y Vistos: 

L¿0$ seguidos por el doctor Pedm Casado y oíros contra 
la provincia de Sania Fe por danos y perjuicios, de los que 
resulta : 

Que a fojas 3 y con los documentos precedentemente agre- 
gados, di mi Pedro Casado, doña Ramona Sastre de Casado, 
doña Casilda Casado de Coñi, don Carlos M. Casado, don .fo- 
sé Casado, doña lía mona Casado de llarrto .Massieu. don Al- 
berto Casado, doña Margarita Casado de* del Corral, ¿fon 
Eduardo Casado y el doctor Alejandro Rnvees como sindico 
del concurso de doña (Ignara Casado de Mañane, promueve 
demanda por daños y perjuicios contra la provincia de San- 
ta Fe. 
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Que como antecedentes de la acción deducida, hacen cons~ 
tar que por escritura pública otorgada en mayo 22 de 1869 
por ante el escribano de hacienda don Carlos M. Valladares, 
la provincia de Córdoba trasmitió a don Mariano Fragueíro 
el dominio de una frección de tierra compuesta de siete le- 
guas ciento cuarenta y una cuadras y cato! ce mil seiscientas 
veinte varas cuadradas equivalentes a diecinueve mil ciento 
ochenta y dos hectáreas, trece áreas, cincuenta cent ¡áreas que 
formaban el lote cincuenta y parte del cincuenta y uno serie 
A del departamento Unión, pedania Cruz .Vita. 

Que fallecido don Mariano Fragueíro, e.sta tierra pasó 
a ser propiedad de su hijo Martín Fragueíro a mérito de los 
antecedentes que se relacionan en la escritura de división y 
adjudicación de bienes otorgada en la ciudad de Córdoba an- 
te el escribano don Juan del Campillo en julio 31 de 1872, y 
don Martín pragueiro la vendió a su hermano Rafael en oc- 
tubre 24 del mismo año según escritura protocolizada en agos- 
te 20 de 1880 en el Registro del escribano de Córdoba señor 
Donaciano del Campillo. 

Que don Rafael Fragueiro enajenó el inmueble a Maná 
y Cía. en Montevideo y luego dejó sin efecto esa enajenación 
]K>r escrituras de noviembre 24 de 1874 y mayo 17 de 1880; 
en junio de 1881 por escritura protocolizada en Córdoba en 
agosto 24 del mismo año, vendió el bien de referencia a don 
Carlos Casado, quien lo vendió a don Carlos Colossio por es- 
critura pasada por ante el escribano de !a ciudad de Rosario 
don Javier Mnnuce en noviembre 7 de 1881. y como no pu- 
diera hacer a este tradición de la totalidad de' lo vendido por 
mediar oposición de terceros jíosecdores, se suscitó un litigio 
en el que se dictó sentencia dejando rescindida la operación y 
el señor Casado recuperó su derecho de propiedad conforme 
lo consignan las escrituras de marzo 27 y abril 30 de 1888 
-ntc el citado escribano Mumiuce! 

Que don Carlos Casado falleció el año i*>j sueediéndo- 
le en sus derechos sus hijos legítimos y herederos testamenta- 
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rios doña Casilda, doña Cenara, don Carlos, don José, don 
Pedro, doña Ramona, don Alberto, dona Margarita y don 
Kduardo Casado, sin perjuicio de los derechos correspondien- 
tes a doña Ramona Sastre de Casado, como cónyuge supérs- 
tite. según consta en el juicio correspondiente tramitado ante 
los Tribunales de Rosario. 

Que cuando !a provincia de Córdoba enajenó las tierras 
a Fraguciro, de acuerdo con la mensura y amojonamiento ad- 
ministrativo, tenía la posesión y ejercía jurisdicción en la zo- 
na en (|tte se encuentran esas tierras, esto es, en "Melincué 
afuera", o sea la situada al Sur del ángulo formado por la 
Cañada de Jaime o de los Mojarras, y el río Carca raña rumbo 
a San José de la Ksqttina y Cruz Alta. 

(¿lie como las provincias de Santa Fe y Córdoba cuestio- 
naron su jurisdicción en aquel punto, se sometió la controver- 
sia a esta Corte Suprema y del laudo correspondiente resul- 
tó que la tierra de referencia quedó incorporada al dominio 
eminente de Santa Fe, sin perjuicio de! dominio civi! nacido 
ilc títulos otorgados por Córdoba, que con arreglo al artículo 
*>.* del laudo, debía ser respetado. 

Que la rescisión de la venta hecha a Colossio por Casado, 
c^síó a este alrededor de doscientos mil pesos, l^is juicios 
respectivos tramitados en los años 1885 y 1888 ante los Tri- 
bunales de Rosario y una vez finalizado el de 1885, el señor 
Casado inició juicio reivindicatorío contra den Archibaldo Bell 
que detentaba site m!l quinientas noventa y tres hectáreas, se- 
tcnta y tres áreas, quince centiáreas en el lote cincuenta. Ks- 
te juicio también tramitó «inte los Tribunales de Rosario y se 
inició en el -año 1887. 

Que el señor Archibaldo Bell fundó su defensa en títulos 
de propiedad emanados de la provincia de Santa Fe y en pre- 
sencia de tal hecho el señor .Casado aceptó la propuesta que le 
hiciera el señor Bell y compró a éste sus derechos y acciones 
sobre la tierra litigada, en la suma de pesos oro, cuarenta y 
un mi] quinientos treinta y tres, otorgáiidnsc h cor raspón- 
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diente escritura en marzo 22 de 1893, por la que el señor Bell 
vendía al scíior Casado un campo de diez mil setecientas no- 
venta y nueve hectáreas, catorce áreas, diez centiáreas, de las 
cuales siete mil (|uinicntas noventa y tres hectáreas, setenta y 
ires áreas, quince centiáreas estaban superpuestas a las ena- 
jenadas por Córdoba. 

<Jne en virtud dé los hechos expuestos y en razón de otras 
sii|>erposk-iones sobrevenidas, el señor Casado trató de es- 
tablecer ion precisión la ubicación de las tierras de sus títulos, 
a cuyo efecto en el año 1895 hizo practicar una mensura ju- 
dicial por el agrimensor U*slie O. Baroett, c informada fa- 
vorablemente por el Departamento Topográfico, fué aprobada 
algunos años después por resolución del juzgado de 3* No- 
minación del Rosario a cargo del doctor Unza Castellí. se- 
cretaría de don Artemio Sánchez. 

Que la mensura demostró que las tierras del señor Ca- 
nuto estaban poseídas \mr varias jiersorras que habían tomado 
|K>sesión de eüas entre los años 1886 y 1890, mientras el señor 
Casado hallábase en Europa, e invocaban el dominio fun- 
darlas en enajenaciones hechas por la provincia de Santa Fe 
después del año 1869. De esta circunstancia tuvo conocimien- 
to el señur Casado entre los años 1895 y 1897, esto es, cuantío 
ya había quedado establecido por reiterados fallos de este 
Tribunal que con arreglo al articulo *»." del laudo arbitral» en 
caso de con f líete» de títulos otorgados por las provincias de 
Córdoba y Santa Fe, se daría preferencia a los de fecha más 
antigua, sin que fuera óbice para ello el hecho de que, por 
razón del laudo, se tratar:» de tierras situadas fuera de los lí- 
mites jurisdiccionales de la provincia que las enajenó primero. 

Que en razón del antecedente de jurisprudencia citado el 
causa-habiente de los actores creyó que en ve/, de promo- 
ver un litigio contra cada poseedor en los que ta provincia de 
Santa Fe habría sido citada fie cviccíón. era preferible rec'.a- 
inar directamente a ésta la indemnización correspondiente; y 
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al efecto, en 24 de septiembre de 1807 formuló la reclamación 
administran va kl caso. 

(Jue en de noviembre del afín 1807 el Dcnartamfeofp 
de Ingenieros informó favorablemente la gestión y el Fiscal de 
Estado se expresó en igual sentido quince días después. Casi 
un año después se requirió un nuevo informe y el Departa- 
niento de Ingenieros ratificó el anterior; pero el Fiscal de Ks- 
tado observó — faltaba la prueba de que e! primitivo aduui- 
rente, señor Fragueiro, o sus sucesores, hubiesen tenido po- 
sesión de la tierra en cuestión, y en caso de rpie esto se de- 
mostrara, opinó en el sentido de (pie la provincia sólo estaría 
(Migada a devolver el precio percibido. De este dictamen se 
dió vista al reclamante y rebatido por éste dicho dictamen, el 
expediente quedó paralizado varios años. 

í>ue después de di versas gestiones y diel amenes sucesivos 
y contradictorios, en marzo 2 de 10,16 el P. E, dictó un de- 
creto reconociendo a bis sucesores del actor el derecbo a ser 
indemnizado* por la provincia, y limitó la indemnización a !a 
suma de un millón seiscientos mil pesos a abonarse en títulos 
de renta de la deuda interna del cinco ]>or ciento (pie se enl re- 
garían a los interesados tan pronto como la Legislatura auto- 
rizara la erisión. La Legislatura no ha autorizado la emi- 
sión y el pago no se ha efectuado. 

Que en noviembre de 1917 promovieron la demanda de 
que instruye el fallo del tomo 131, página 327 con el resulta- 
do que allí consta, y al promover esta nueva acción los ac- 
tores no creen atacar la cosa juzgada, pues, no pretenden (pie 
se condene a la provincia a ejecutar la decisión administrati- 
va .mtes citada; fundados en los hechos relacionados ejerci- 
tan el derecho que como propietarios desposeídos les acuer- 
dan los artículos 2j?o y concordantes del Código Civil y hacen 
mérito de esa resolución administrativa en cuanto la conside- 
ran c emento comprobatorio de una transacción y reconoci- 
miento de sus derechos, cuya cíicacia debe jugzarsc a la luz 
de las leyes provinciales de octubre 28 de 1884, septiembre 



TiK JUSTICIA 1>K ua XAC1ÓN 



66 



7 de 1889 y agosto 4 tic 19a*. El reconocimiento aludido inde- 
pendien temen te de la promesa de pago que hizo al propio 
tiempo y de la que hacen caso omiso los actores por no tener 
la aprobación legislativa, debe considerarse un acto de ta pro- 
vincia con arreglo a lo que dispone el articulo 36 del Código 
Civil y lo invocan co;no elemento coadyuvante de la acción que 
les da la ley común. 

Que los daños y perjuicios que deben indemnizarles, por 
Íiís conceptos que mencionan, exceden de un millón seiscien- 
tos mil pesos; pero haciendo honor a lo convenido con el Po- 
der Ejecutivo de la provincia, los limitarían a esa suma y sus 
intereses desde marzo 2 de 1916 (fecha del convenio), siem- 
pre que la demandada estuviese dispuesta a respetar esa reso- 
lución en cuanto reconoce los derechos de los actores y fija el 
monto de la indemnización. 

Que en consecuencia, piden se condene a la provincia de 
Santa F« al pago de las sumas adeudadas, fijan lo el m mío 
de estas de acuerdo cor. lo expresado en el acápite décítütt de 
la demanda, sin costas. 

Que acreditado el fuero originario de esti Corte y co- 
rrido traslado de la demanda (fojas 16), la provincia la con- 
testa a fojas 29, y pidiendo su rechazo con costa.-;, expone; 

Que niega todos los hechos articulados que no hubieran 
sido expresamente reconocidos y opone la excepción de pres- 
cripción en virtud de haber transcurrido con evidente exceso 
el término dentro del cual los actores habrían podido ejer- 
citar los derechos que hubieran podido tener, pues, los actos 
realizados en nada perjudican la prcscrqK-ión que alega por 
no ser actos interruptivos o porque la prescripción se había ya 
operado; y en cuanto a esta demanda, ha sido entabla la con 
muchísima posterioridad a la fecha en que dicha prescripción 
se había cumplido. 

Que según se ha establecido por la jurisprudencia de es- 
te Tribunal, la acción subsidiaria ejercida por los señores Ca- 
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sado (Código Civil, artículo 2779), tiene de duración d mis- 
ino tiempo que la ley lia fijado para entibiar la acción reivin- 
dicatoría, y el largo tiempo transcurrido hace viable :ualquicr 
otra clase de prescripción, no pudicndo los demandantes ejer- 
citar recién acciones que han 1 ardido por su voluntad o ne- 
gligencia. 

Que según ha de demostrarse oportunamente las últimos 
titulo* expedidos por Santa Te sobre las tierras que se dicen 
superpuestas, datan de 1882 y |>or tanto el menor plazo corri- 
do seria de cerca de cuarenta años, lo que importa que la ac- 
ción que pudieran tener los actores estarla prescripta, pues, ni 
las gestiones administrativas, ni los informes técnicos y dic- 
támenes fiscales pueden detener la prescripción que no se in- 
terrumpe sinó por demanda según la ley y ta jurisprudencia; 
y en cuanto a la resolución del Gobernador Mcnchaca no ticnr 
valor legal no sólo porque le falta autorización legislativa, si- 
jió porque es vioiatoria del artículo 5." de la ley de 18 de oc- 
tubre de 1889 que impone al l'oder Ejecutivo la obligación, 
cuando se trata de indemnizaciones de tierra, de oponer la 
prescripción. 

Que aún prescindiendo de la defensa de prescripción, la 
acción entablada no puede prosperar porque la subsidiaria so- 
lo puede intentarse por quien tenga el ejercicio de la princi- 
pa!, y ésta, que es la reivindicatoria. supone que el reivindi- 
cante ha perdido la posesión del inmueble reivindicado, lo epie 
no puede haber ocurrido en el caso, porque los actores nunca 
tuvieron la posesión ni lo podrán demostrar: consideraciones 
en cuyo mérito se pide el rechazo de la demanda en la forma 
solicitada. 

Que conferido traslado de la exoqjeiun de prescripciuu 
opuesta fué evacuado por los actores (fojas 34 vuelta y 351, 
y recibida la causa a prueba (fojas 37 vuelta), se produjo la 
que acredita e] certificado de fojas 170, se presentaron los ale- 
gatos ile fojas 176 y 183 y se llamó autos para sentencia 'fo- 
jas 
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Y Considerando; 

■ 

Que como se infiere de la precedente relación de la causa 
los actores han instaurado contra la provincia de Santa Fe, 
la acción subsidiaria que autoriza el articulo 2779 del Có- 
digo Civil en los casos que corresponda la acción {le reivindi- 
cación contra los actuales poseedores, para poder reclamar del 
vendedor de éstos o de sus herederos la indemnización de los 
daños causados por la enajenación. 

Que los actores en calidad de cónyuge supérstite y de su- 
cesores de don Carlos Casado, considerándose con derecho al 
dominio de las diez y nueve mil ciento ochenta y dos hectáreas 
adquiridas por su causante a don Rafael Fragueiro el año 
1881, las mismas que fueron enajenadas por la provincia de 
Santa Fe a diversos compradores, limitan la indemnización que 
reclaman por el valor de esas tierras y otros perjuicios a la su- 
ma de un millón seiscientos mi] pesos y sus intereses fijada en 
la resolución dictada por el Poder Ejecutivo el 2 de marzo de 
1916. 

Que habiéndose opuesto por la provincia demandada la 
defensa de prescripción corresponde examinarla en primer tér- 
mino porque si acaso ella procediera seria innecesario el estu- 
dio de las cuestiones vinculadas al fondo del asunto. 

Que la aludida excepción de prescripción ha sido funda- 
da tanto en lo dispuesto por los artículos 3949, 4017 y 4023 
del Código Civil, cuanto en la jurisprudencia de esta Corte (to- 
mo 98. página 5 ; tomo 108, página 344) declarando que la ac- 
ción subsidiaria consegrada por el artículo 2779 del Código Ci- 
vil se prescribe en el mismo tiempo y de igual manera que la 
rei vindicatoria contra el actual poseedor. 

Que dé las diversas diligencias de prueba incorporadas a 
los autos aparece demostrado: a) Que don Rafael Fraguciro, 
con un titulo otorgado por la provincia de Córdoba el año 
18Ó9, vendió a don Carlos Casado el 18 de junio del año 1881 
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una fracción de campo compuesta de diez y nueve mil ciento 
ochenta y dos hectáreas, trece áreas, cincuenta cent iá reas que 
formaba el [ote 50 y parte del 51, serie A, departamento Unión, 
pedanía Cruz Alta (véase expediente sobre mensura agrega- 
do); b) Que tres mpses después (f noviembre del año 1881). 
don Cirios Casado vendió a don Carlos Colossio las mencio- 
nadas tierras pero la operación quedó sin efecto por argüir Co- 
lossio que no había sido posible hacerle tradición de la totali- 
dad de lo vendido a causa ele la oposición de terceros (véase 
escrito de demanda I : c) Que el iaudo pronunciado por la Su- 
prema Corte el año 1882 vino a colocar bajo el dominio emi- 
nente de la provincia de Santa Fe la mayor parte de las tie- 
rras compradas jmr Casado con título de la provincia de Cór- 
doba; d) Que estas tierras fueron enajenados por la provincia 
fie Santa Fe a José F. Fernández (4 de junio de 1881 y 24 
de abril de 1882, fojas 227, expediente de mensura y recono- 
cimiento de los actores parágrafo IV de la demanda ; super- 
ficie superpuesta a la de Bell 1 ; a Ramón Esquí vel, José A . 
Fernández y a Kegino Román, los años 1862 y 18Ó8 las cua- 
las cuales fueron enajenadas en 1881 y 1882 por éstos a Alonso 
Hall que es uno de los poseedores en el momento de realizar- 
se la mensura de ftarnctt < expediente agregado, fs. ioí> y el de 
mensura, fojas 22 ñ . 

Que contra la defensa de prescripción aducida por la pro- 
víncia demandada han opuesto los actores, como acto interrup- 
íivo, la gestión administrativa deducida p" r ^u causante el año 
1897 y el reconocimiento del derecho contenido en la resotu- 
<-ii'»n dictada por el Poder Ivjecutivo el dos de manto de lyi f>. 

Que tanto para el estudio de la prese ripción ordinaria 
como de la extraordinaria opuesta por la demandada, es indis- 
pensable, desde luego, dejar establecido el momento en quu una 
y otra han comenzado a correr. 

Que si bien los actores admiten y dan por reeonucido que, 
ello delw ser a partir del primero de enero de 1887 por enten- 
der que recién entonces los compradores con titulo de San- 
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ta Fe tuvieron la posibilidad de realizar actos posesorios, la 
mis:ra prueba producida por ellos demuestra i|ue el año 
aquella posesión existía y se ejercía de hecho en lm inmue- 
ble . 

Que esto último resulta: a) de que la venta del inmueble 
adquirido por Casado con titulo de Córdoba becha <i don 
Carlos Colossio el año 1881 no alcanzó a trasmitir el dominio 
a causa tle que terceras personas se opusieron a su entrega, lo 
cual motivó un pleito entre comprador y vendedor iniciado el 
año 1884 (fojas 92), y fallado en noviembre del año 1885 orde- 
nando el cumplimiento del contrato. Y eso demuestra que en 
los afín 1882, 1884 y 1885 ya existían poseedores en los inmue- 
bles; b) de que la |*>sesión de los ocupantes actuales o de sus 
antecesores ha sido expresamente reconocida |»r los actores 
con relación a una fecha anterior al año i88f>. Kn el testimo- 
nio de fojas no don Daniel Infante, como representante de 
los herederos de don Carlos Casado manifestó lo siguiente: "to- 
dos los que tenían títulos emanados de Santa Fe sobre las tie- 
rras de las cuales tiene la sucesión Casado títulos emanados de 
(a provincia de Córdoba, entraron en ixiscsión de los mismos y 
de tal suerte que habiendo el señor Casado vendido a un señor 
Colossio las tierras que le pertenecían según sus títulos el com- 
prador no pudo tomar posesión de ellas porque estaban ocu- 
ltados por los compradores de Santa Fe. . .". Y como el ante- 
cedente invocado de la venta a Colossio tuvo lugar el 7 de no- 
viembre del año 1881 se impone declarar f|ue el año 188a tal 
ocupación existía: o de que, los informes de fojas 212 y 227 
del expediente de mensura presentado como prueba |xjr los ac- 
tores y fojas 106 del juicio anterior, demuestran que las últi- 
mas enajenaciones verificadas por la provincia de Santa Fe de 
las tierras en cuestión corresponden al año 1882. En virtud de 
la disposición contenida en el artículo 400,1 del Código Civil, los 
poseedores actuales y por ende la provincia de Santa Fe a los 
efectos de la acción subsidiaria, tienen para sí la presunción de 
que han poseído desde la fecha del título salvo Ta pruelia en 
contrario. 
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Que a la apuntada conclusión, derivada de reconocimientos 
expresos y de hechos y presunciones corroborantes no se opo- 
ne ni la existencia de ja cuestión de límites entre Santa Fe y 
Córdoba desde que. el laudo pronunciado por esta Corte el año 
1882, colocó las tierras sobre que versa el litigio bajo el domi- 
nio eminente de !a primera la cual ha podido ejercer su juris- 
dicción aún antes de trazada sobre el terreno la línea separa- 
tiva por las comisiones designadas a! efecto, ni las declaracio- 
nes de fojas 68 vuella y fojas 70, que aún descartando su ine- 
ficacia para demostrar la posesión de Casado antes del año 
iH86, no pueden prevalecer sobre el reconocimiento referido. 

Que lomando, pues, como punto de partida el año 1882 y 
>¿j se tient^ en cuenta la fecha de interposición de la presente 
demanda y aún de la anterior fallada por esta Corte, habrían 
transcurido treinta y nueve y treinta y cinco años, respectiva- 
mente, entre los dos momentos, tiempo más que suficiente jm- 
ra declarar producida la prescripción extraordinaria de acuer- 
do con los artículos 4015 y 40(6 del Código Civil. 

Que, como se ha dicho, los actores han sostenido que el 
rurso de la prescripción ha sido interrumpido por la gestión 
administrativa iniciada ante el Gobierno de la provincia de San- 
ta Fe el año 1897 en razón de que el reconocimiento practica- 
do por el Poder Ejecutivo el 2 de marzo de 1916 tiene efecto 
retroactivo al momento de la iniciación del reclamo. 

Que. desde luego, la jurisprudencia de esta Corte ha de- 
clarado reiteradamente interpretando !os artículos >' s '" 
guíenles de! Código Civil que las gestiones de carácter admi- 
nistrativo no interrumpen la prescripción, como así lo admiten 
los propios demandantes (tomo u8, pagina 175. tomo 123, pá- 
gina 224 y otros) . 

Que en cuanto al reconocimiento realizado por el Poder 
Ejecutivo de la provincia de Santa Fe en marzo del año 1916 
y por el cual se declara: "el derecho de los sucesores de don 
Carlos Casado a ser indemnizados por la provincia dentro del 
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área que indica el informe de la Dirección General de Obras 
Públicas y Geodesia y con las limitaciones que establecen las 
declaraciones de los fiscales de Estado que obran a fojas 176 
y fojas 184", ha sido impugnado por la provincia demandada 
fundándose en que aquél ha sido hecho con violación del ar- 
itculo .s. rt de la ley de 18 de octubre de 1889 que impone al Po- 
der Ejecutivo en los casos en que se soliciten indemnizaciones 
de tierras la obligación de oponer la prescripción de acuerdo 
con fas disposiciones del Código Civil. 

©ttó los actores si bien reconocen la existencia de la obli- 
gación impuesta por la ley del año 1S89, afirman en descar- 
go, que ésta sólo rige cuando realmente se ha operado la pres- 
cripción pero no cuando, como en la hipótesis, aún no ha ven- 
cido el plazo necesario jrara la misma. Según esto, la cuestión 
queda circunscripta a determinar si en la fecha del reconoci- 
miento se hallaba o no prescripto el derecho. 

y«e, desde luego, entre el año 1882, época en que según lo 
• licito los actuales ocupantes o sus antecesores tenían la po- 
sesión material de las tierras y el mño tyiC» en que se produjo 
el reconocimiento había transcurrido un tiemj»o mayor al nece- 
sario por la ley para cubrir la prescripción extraordinaria. En 
cuanto a la prescripción ordinaria teniendo los poseedores titu- 
le t otorgado por el Gobierno de Santa Fe y debiendo presumir- 
le su buena- fe de conformidad con lo dispuesto jwr el artículo 
4008 del Código Civil, presunción robustecida en el caso por la 
circunstancia de ser el vendedor una provincia que a partir del 
año 1882 ejercía legalmente jurisdicción dentro del territorio 
en que se encuentran los inmuebles enajenados por ella, y aún 
dado jior admitido que don Carlos Casado hubiera estado au- 
sente de la misma, tal prescripción se hubiera cumplido ca tor- 
ce años antes de la fecha cu que tuvo lugar el reconocimiento. 

(Jue, hallándose prescripto el derecho de los demandantes 
cu. el momento del reconocimiento. es evidente que éste 110 es 
iiiii'iTuptivn de la prescripción en los términos .señalados por el 
articulo 30!$ del Código Civil en razón de que a mérito de 



I \UOS W \,\ 0>KTI¡ SUPREMA 



lo dispuesto por el articulo 5. de la ley <íel año t,S&> el Poder 
Ejecutivo carecía de (a capacidad necesaria para producir). 1 1 ar- 
tículo 36 del Código Civil). 

<Juc, por lu <k-iiü;is, 110 existía disparidad b contradicción 
alguna entre la ley del año i*S8y y las de los años [899 y i-*>4 
de (¡ue hacen mérito los actores. La primera establece el prin- 
cipio general limitando la capacidad del Poder Ejecutivo l'a™ 
reconocer obligaciones o créditos acerca de los cuates se haya 
operado la prescripción con arreglo al Código Civil; las otras 
facultan al Poder Ejecutivo a formular arreglos y aún a ha- 
cer reconocí mif utos siempre que 110 se trate de obligaciones ya 
extinguidas ¡wr prescripción. KI contenido de la ley prohibi- 
tiva y é] de las leyes autoritativas se conciba perfectamente den- 
tro de esta interpretación. Ks también la solución del Código 
Civil, pues se requieren poderes especiales para renunciar a 
prescripciones adquiridas ( artículos 1 HKt . inciso 3." y 1870 in- 
ciso 1."). 

<J ue habiendo carecido de rapacidad el Poder Ejecutivo de 
Santa Fe para practicar el reconocimiento, la cuestión propues- 
ta por los actores acerca de su efecto retroactivo al día de la 
míe ración de la gestión administrativa, debe ser desestimada, 
pues, por ser esa una consecuencia del reconocimiento presupo- 
ne la validez del misino. 

(¿ue aún admitiendo que la indeterminada referencia con- 
tenida en el informe de fojas 47 encerrara la prueba de que efec- 
tivamente 'a provincia de Santa Ke fué citada de evicción \m\ 
don Archibaldo Bel i en el juicio de reivindicación que le si- 
guió don Carlos Casado, la suerte de la demanda tendría que 
ser igualmente adversa a los actores: r.° porque aquella cita- 
rión de evicción en el supuesto (le importar un acto Ínter rup- 
tivo de prescripción sólo se api icaria a las siete mil quinientas 
noventa y tres hectáreas, setenta y tres arcas, quince centiá- 
reas. que fueron materia de la transacción con Bell y no a las 
demás que constituyen el objeto de la presente demanda; 2." 
porque, no se ha traido a los autos ¡a prueba de la fecha exacta 
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en tjuc se produjo la citación de cvicción. Todo lo que puede 
inferirse es que día fué anterior al 22 de marzo de, 1893 (mo- 
mento en que tuvo lugar la escrituración de la transacción). 
Y aún así, la acción en lo que se refiere a las tierras adquiri- 
das de Hell, acción jwsonal por reintegración de las sumas a 
él pagadas se encontraría prescripta de acuerdo con lo dicho y 
lo dispuesto por los artículos 3998 y 4023 del Código Civil, 
pues, desde el año 1893 hasta la fecha del reconocimiento del 
derecho por la provincia de Santa Fe en 1916 o hasta la de- 
ducción de la presente demanda habrían transcurrido veinte y 
tres y veinte y ocho años, respectivamente. 

lin su mérito, se declara la procedencia de la excejxiíón «le 
prescripción, desestimándose, consiguientemente, la demanda, 
sin costas, en atención a la naturaleza de la defensa que pros- 
pera. Notifiquese y repuesto el pape! archívese. 

A. Bermejo — J, Figuekoa Al- 
corta . — Ramón Méndez, 
Roberto Repetto — M, Lau- 
cena. 



Doña Adela Ferrari eontm la ti*n presa del Ferrocarril del Smi, 
sobre indemnización de daños y. perjuicios. 

Sumario: i." No procede el recurso extraordinario del artículo 
14, ley 48, contra una sentencia fundada en la apreciación 
de los antecedentes de hecho, deducida del análisis e inter- 
pretación de la prueba de autos, y resuelve el caso por apli- 
cación de preceptos de derecho común, antecedentes lega- 
les y de hecho que bastan por sí mismos para sustentar el 
pronunciamiento traído ante la Corte SupTeina en apelación 
extraordinaria . 
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2* Para que proceda el recurso extraordinario nu basta 
que se haya invocado en el pleito una ley federal y la deci- 
sión sea contraria al derecho fundado en dicha ley, sino 
que es también necesario que la resolución que haya de 
dictarse por la Corte Suprema sobre ia cuestión federal 
tenga eficacia en sus efectos para modificar la sentencia 
recurrida . 

Caso : Lo explica el siguiente : 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bhmoi Aires, Abril l<> d« Jfl«> 

Y Vistos: 

El recurso extraordinario interpuesto y concedido euiitra 
sentencia de la Cámara Federal de La Plata en el juicio seguí- 
do por doña Adela Ferrari de Guallazzini contra la Empresa 
del Ferrocarril de! Süd, sobre indemnización de daños y perjui- 
cios . 

Y Considerando: 

Que la procedencia del recurao interpuesto se hace deri- 
var de que la actora invocó en defensa de su derecho determi- 
nadas disposiciones de !a ley especial del Congreso número 2873. 
y el fallo de que se apela atribuye a (ales disposiciones una in- 
terpretación contraria a la validez del derecho que fundado en 
las cláusulas legales aludidas ba sido materia del litigio. 

Que el examen de la sentencia recurrida, demuestra, en- 
tretanto, en términos bien explícitos, la inconsistencia de la ar- 
gumentación con que se sostiene la procedencia del recurso, pues 
dicha decisión se funda, extensa y minuciosamente, en la apre- 
ciación de los antecedentes de hecho, deducida del análisis e in- 
terpretación de la prueba de autos, y resuelve e! caso por api i- 
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catión de preceptos de derecho común, antecedentes legales y de 
hecho que bastan por sí mismos para sustentar el pronuncia- 
miento traído ante esta Corte en apelación extraordinaria. 

Que sí bien en los considerandos de la sentencia se apre- 
cian y analizan las constancias de autos del punto de vista <Je la 
aplicación al sub judie? del artículo 5.", incisos 4,°, 5.* y 8.* 
de ía Ley General de Ferrocarriles número 2873, es sólo para 
establecer qtie los hechos alegados y probados en el juicio de- 
muestran, — contrariamente a lo que sostiene la actora, — que 
fas exigencias de la ley en los incisos citados aparecen debida- 
mente- cumplidas (fojas 236 vuelta), para terminar declaran- 
do que el caso se encuentra regido por el artículo 11 11 del Có- 
digo Civil, (y nó 1109 y m 13; ni 91 y 65 de la ley 2873), ar- 
ticulo 11 11 según el cual, el hecho que no cause daño a la per- 
sona que los sufre, sino por una falta imputable a ella, no im- 
jx>ne responsabilidad alguna (fojas 240 vía.)» siendo, asimis- 
mo, de observar respecto al artículo 65 citado, que de esa dis- 
posición legal se hace mención precedentemente ( fojas 227), 
para referirse al texto de la misma, sin aplicación ulterior con- 
creta al caso de autos. 

(Jue por lo demás, y como se ha resuelto siempre por esta 
Corte, para que proceda el recurso extraordinario, no hasta que 
se haya invocado en el pleito una ley federal y la decisión sea 
contraria at derecho fundado en dicha ley, sino que ea también 
necesario que la resolución que haya de dictarse por la Corte 
sobre la cuestión federa!, tenga eficacia en sus efectos para mo- 
flí ficar la sentencia recurrida; y así, una decisión, aunque trai- 
ga a juicio una ley del Congreso, si tiene \>or base principal, 
como en ta presente causa, la apreciación de hechos y pruebas 
y la aplicación de los Códigos comunes, y tales fundamentos son 
lustanic para que subsista el fallo, éste no puede ser revisado 
en el recurso extraordinario (Fallos tomo 104, página 293; to- 
mo 108, página 213; tomo 115, página 406, entre otros), sien- 
do, asimismo, de jurisprudencia constante y reiterada, que las 
sentencias que deciden puntos de hecho (Fallos tomo 114, pá- 
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K>na 423; tonm i K>. pagina 1741 ; auno aquellos que se limitan 
a la interpretación y aplicación del derecho común (Fallos, to- 
mo 118 página 319; tomo 120, página ayo: tomo 121, página 
etc. k no son susceptibles de revisión ñor vía del recurso 
qué instruye d articulo 14 de la ley 48 y 6.° de la ley 4056. 

P&r estos fundamentos s*> declara mal concedido el recur- 
>u cxtrniirdinanu interpuesto. Notitiquese y repuesto el papel, 
devuélvase al tribunal tle su procedencia. 

A. BERMEJO. — J. FlCUEROA Al.- 
CORTA. — RaMÓX MÉ-VDRZ. — 

Roberto Repetto. — M. Lau- 

RENCEN'A. 



Señores rtctncmtto y Compañia. contra la Provincia tic Men- 
doza, por cobro tic pfsos. 

Sumario: Véase el de la cansa registrada en el lomo 138, pági- 
na 402 de la colección de Fallos, <|ue le es aplicable a la 
presente en lt>* puntos I." y 2.", con excepción del 3,', 

Caso: T,o explica el siguiente: 

T\U,Ü DE l.A CORTE SUPREMA (t) 

Bucnot Aire», Atril V* de itoa 
Vistos estos autos de los que resulta : 

Oue don Francisco Estevarena con poder de la razón social 
Kenvenuto y Cia., se presentó ante e&£ Corte Suprema el fu 
ríe mayo de 1924 y expuso: 

(I) Con techa veiittllrf* de Mano úliiato. u Cor»* Suprema tt prenuncio en igual 
acnlLdo en la cama seguida por don Rafael Alberto Palomeque contra la misma 
Provincia át Mcndou, por idéntica cauta. 
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ijue venía a demandar a la provincia de Mendoza por cu- 
li ro de nueve mil ochocientos setenta y ocho pesos con sesenta 
y cinco centavos oro sellado, o sti equivalente en moneda ua- 
i-innal de curso legal, a! tipo de 227.27, importe de los cupo- 
nes vencidos desde el r.° de agosto de 1920 al i." de noviembre 
ile del empréstito provincial exterior, valor de sets 111 ilío- 

nes de pesos oro sellado, o sea treinta millones de francos, con 
el cinco ]K*r ciento anual de interés, autorizado por ley del 
de agosto de ujc*). cuyos cupones especificados en las plani- 
llas de fojas 5 a fojas 17, fueron presentados por separado y 
depositados en el mismo acto en caja de hierro sellada y la- 
crada. Presentó también con la demanda, el titulo de deuda va- 
lor de cien pesos oro sellado, equivalente a quinientos flancos 
que obra a fojas 1, y en el que aparecen transcriptas la ley 
mencionada y el bono u obligación general suscripto por don 
Krnesto Bosch. Ministro Plenipotenciario de la República ante 
el Gobierno francés, notnhradn por el Gobierno de la Provin- 
cia de Mendoza para firmarla, así comu los demás documen- 
tus que fueran necesarios para la emisión del empréstito. 

Que este fué financiado por el Banco Kspafiol del Kio de 
la Plata y la casa Luis Dreyfus y Cía., de conformidad a Jas 
condiciones convenidas entre las que figuraba que las obligacio- 
nes serian al portador y se pagarían en francos, en París, en la 
Caja del Banco Kspafiol del Río de la Plata ; de los señores Luis 
Dreyfus y Cía. y de los señores Bonard y Jarilowsky. o en pe- 
sos oro sellado en Buenos Aires en la Caja que el Gobierno de- 
signase, que fué el mismo Banco Kspaiinl. 

Que funda su demanda en que no obsta ule balwr satisfe- 
cho la provincia en otras oportunidades en pesos oro o su equi- 
valente en moneda nacional de curso legal al tipo de 227.27, los 
cupones que fueron presentados para su cobro, se ha negade 
a efectuar en la misma forma el pago de los que lia presenta- 
do en estos autos, pretendiendo entregar el equivalente en mo- 
neda nacional, al cambio det día, o en una letra banca ría sobre 
Paris, y que no habiendo modificado el deudor su criterio a 
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pesar de la resolución condenatoria recaída en el juicio segui- 
do por don A maído Luchinetti contra la misma provincia, se 
vé obligado a deducir la acción instaurada a fin de que esta 
Suprema Corte declare ijue está obligada a pagar dichos cupo- 
nes en la forma solicitada. 

Quk su derecho para exigir esto es indiscutible, porque si 
bien la obligación es alternativa, y por regla general, .según I» 
dispuesto por el articulo 637 del Código Civil, el!a se supone 
establecida en favor del acreedor, en este caso no ocurre así. 
porque dados los términos de la ley, del convenio celebrado con 
los banqueros y de "la expresión clara y precisa contenida en la 
inscripción de los propios títulos", es innegable el derecho de 
opción del acreedor. 

- 

(Jue. si de la expresión del título pudiera aún alegarse álr 
gima duda, ahí están los términos expresos del contrato cele- 
brado con los 1 ampie ros que tomaron el empréstito al firme di- 
vo testimonio se halla agregado a los autos seguidos por don 
Arnaldo Luchinetti, que en su artículo 8.° establece: "Los cu- 
pones vencidos y los títulos sorteados se pagarán por su valor 
notniua! respectivamente, a la elección del portador, en Buenos 
\ires en él Banco Español del Río de la Plata, en Mendoza en 
el Banco dé la Provincia y en Kuropa en el Banco Español del 
K'ir) de la l'laia y los señores Luis Dreyfus y Cía.". 

<Jue por otra parte esta Suprema Corte ha declarado ya 
«n el referid» juicio seguido por don Arnaldo Luchinetti 
rotura la misma provincia, que la elección ele la prestación co- 
rresponde al acreedor |>or no ser de aplicación en el suh ütr la 
disposición del articulo 637 del Código Civil 

Llenados tos trámites para justificar la competencia ori- 
ginaria de esta Corte Suprema, se corrió traslado al demanda- 
do, evacuándolo su representante a fojas 43. manifestando que 
tío liabia recibido instrucciones de su mandante, y que no tenia 
tampoco defensa legal que oponer al cobro que se gestiona, por 
cuanto este tribunal ha establecido en sentencia anterior que la 
Provincia de Mendoza está obligada a efectuar el pago en ¡as 
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tundiciones exigidas por el actor; con io que quedó el juicio 
para sentencia ; y 

Considerando ¡ 

1. " Que el demandado no ha desconocido la autenticidad 
del titulo de deuda y de los cupones presentados por el actor 
liara justificar el origen y legitimidad de su crédito, ni ha ne- 
gado la exactitud de su monto, expresado en la demanda. 

2. ' Que igualmente debe deducirse de su manifestación de 
"que no tiene defensa de orden legal que oponer al cobro que se 
gestiona'*, en virtud de lu resuelto anteriormente pnr esta Su- 
prema Corte, que ha aceptado como establecida en favor del 
acreedor, según éste lo sostiene, la alternativa consignada en ta 
cláusula 3," de la obligación general, sobre el pago de los cu- 
pones vencidos, en francos o en pesos oro sellado o su equiva- 
lente en moneda nacional de curso legal, al tipo de 227.27, se- 
gún el lugar donde debe hacerse efectivo, 

3. ° Que, demás, en la sentencia a que se refieren el actor y 
el demandado, dictada por esta Suprema Corte en el juicio se- 
guido por don Arnaldo Luchinetti contra la misma Provincia 
de Mendoza, por cobro de una obligación que reconoce idénti- 
co origen — Tomo 138, página 402 — quedó establecido, que 
en casos como el sub lite, no es de aplicación el artículo 637 del 
Código Civil que reconoce la opción de una obligación alterna- 
tiva al deudor, y asi es efectivamente» porque en realidad. la al- 
ternativa de referencia, que figura en la citada cláusula 3a. del 
ltono general, versa sobre el lugar donde debe hacerse el pago, 
puesto que allí está determinada la forma* precisa que corres- 
)>onde a cada uno, sin que ella pueda alterarse por voluntad de 
una de las partes; y no es dudoso que la elección del lugar co- 
rres|x>nde al acreedor, porque ninguna cláusula de dicho bono 
general o del contrato, se opone a ello, ni eso se explicaría, te- 
niendo en cuenta, como lo hizo notar esta Suprema Corte cu 
el fallo ciladíi. que la alternativa en este caso, tiende a dar nía- 
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yares facilidades, tanlo i>ara la adquisición fie lns títulos, ot- 
mq para el cobro de los intereses. 

4." (Jue por otra parte, esta cuestión se halla resuelta en 
ese sentido por el contrato celebrado entre el Gobierno y l»» 
banqueros que tomaron el empréstito al firme, cuyo testimonio 
obra en los autos de Luchinettí, el cual en su articulo 8." --- 
dd que también hace mérito aquel tallo — declara expresa ;iieti- 
te que corresponde al portador de ía obligación la elección de) 
lugar donde debe efectuarse el pago, e implícitamente. p«r lo 
tanto, de la forma en que delw hacerse. 

Pór estos fundamentos y los demás del fallo citado, que 
se dan por reproducidos, se hace lugar a la demanda de acuer- 
do con lo di-, -Testo por los artículos 619, 747 y 1197 del 
Código Civil y en consecuencia se declara que la provincia de 
Mendoza está obligada a pagar a la Sociedad líenvenuto y Cia., 
en el término de diez días, la cantidad de nueve mil ochocien- 
tos setenta y ocho jiesos oro sellado con setenta y cinco centa- 
vos, o su equivalente en moneda nacional de curso legal al li 
po de 9 227.27, importe de los cupones presentados, con tos 
intereses desde el día de la demanda, l^s costas en el orden 
causado, en vista de no haberse opuesto el demandado a lo .so- 
licitad!) por el actor. Notifiquesc, repóngase el papel y archí- 
vese. 



A. Bermejo — J. Figueroa Al- 
corta. — Ramón- Méndez. — 
Roberto Repetto, — M. h\u- 

REVCEN'A. 



m: .irsnciA nr La nación 



¡hnt Felipe Xt-ifro v *tf esposa Doña Fariunutn Maúhm - de 
tftyra contra la Provincia de Hítenos .lires, por devolu- 
ción ilc simias ile dinero percibióos, en concepto de im- 
puesto. 

Sumario: Víase rl del fallo iml*1ica*l. . en ía ] -¡"iiíiitt iM del m- 
111» l.l-S y el tK' la página un del tOfltO 14-'- 

Caso: Lo explican las piteas siguientes: 

DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERA!, 

Bueno» Aires. Noviembre 21 4c 1^24 

Kxcma. Cámara: 

Don Felipe Wgrn y Porltmata Martina A. fle Xcgro de- 
mandaron a la prnvincia líe Bíicñító Aires por devolución de 
la suma ¿Je pesos mil veintiettíCG con treinta centavos moneda 
nacional y sus intenses pagada indehidamenie. según los acto- 
res eri concepto (íé impuesto especial de 'afirmados del camino 
público de 1.a Plata a Avellaneda, en ejecución de un¡i ley pro- 
vincial de ,íí> di- dieienihrc de HJ07 . 

La provincia no contestó la demanda, no prudujn prncha 
ni alegó en su defensa . 

La cuestión de dereelío plairtjeada en la presenté demanda 
mi difiere de la resuelta por esia Curte Suprema con fecha 22 
de junio de n >.3,1 en la causa seguida contra la misma provincia 
de Buenos Aires por dott Martin I'ereyra Irania. V. fe, de- 
claró i n el'a la incnnstiiucionalidad del impuesto aplicado. 

De acuérdO con está sentencia y no habiendo la provincia 
demandada inln «Incido modificación alguna de liedlo o de de- 
recho en esa litis s*iy de opinión f|lle corresponde mantener la 
doctrina de V. K. haciendo lugar, por sus fundamentos, a esta 
demanda. 

Horacio A\ Larreta. 
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FALLO DK LA CORTí SUPREMA (i) 

t 

... Buenos Atre*. Abril 1S de 18» 

^ Vistos: 

El procurador don Beiiiabe B. I 'eraba, ¡mr Ins r^nyitges 
don Felipe Xegr.. y Fortúnala Manina AvePaneda. -¡cmaiH la a 
la provincia dé tíllenos Aires por répetícióii de la suma de nü! 
veiruk-irhu pem* con treima centavos moneda legal que sus ins- 
tituyentes han satisfecho, bajo protesta, en concepto de cuo- 
tas del impuesto creado por la ley de dicha provincia de diciem- 
bre 30 de i<¡:>7. destinado a allegar los recursos necesarios pa- 
rí» la apa-tura y pavimentación de un camino entre l,a I'lain y 
Ave!!; neda. 

Funda su acetan en qné eí impuesto rjnc sus poderdantes 
han -ido obligados a pagar ha sido declarado inconstitucional 
P'»r sentencia de esta Corte de 12 de junio de 1923 dictada en 
la causa que se sigiiia contra la minina provincia de Buenos 
Aire?. 

Manifiesta «pie >us poderdantes se enciimtran en análogas 
condiciones que el señor: Martin l'ereyra Iraola con relación 
al impuesto de que *e traía y que. en consecuencia, les asiste 
también el derecho de reclamar la devolución de lo pagado in- 
debídameme, con intereses y costas, derecho Qüe .-'«licitan les 
sea reconocido oporttinamente. 

No bal »tend«i Milu evacuado en tiempo el traslado de la de- 
manda, se diñ por contestada esta en rebeldía. Ku seguida se 
recibió la causa a prueba y producida la que se expresa en el 
Certificado de foja* j<» y agregado el alegato de la parte ado- 
ra, quedó la causa eti estado de sentencia: y 

Considerando: 

ib En la ttiíama lecli.i ln LVrlr Suprtma diclA ¡uunl rrnolucii'irt ta la» caula* st- 
cuijis pof |«,# ücnorc» Cirio» Juan Shaw. fmf y Manuel IriiMe, Andií* p.olt" 
y reniloro W«ia, contra la mima provinda do Bucncj Afrtu, por liHntlca caula 
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0ué (os demanda rites Han comprobado con las libretas agre- 
gatlas a (os autos y con las escrituras, haber satisfecho, bajo 
protesta, diversas amias del impuesto establecido por ta ley pro- 
vincial de 30 de diciembre de 1907 creado con e! objeto de 
costear, la apertura y pavimentación de mi camino entre las 
ciudades de La Plata y Avellaneda. K11 conjunto, las cuotas 
pagadas ascienden a la suma reclamada en la demanda, es de- 
cir a mil yemticinco pesos con treinta centavos moneda lega!. 

<Jue en reiteradas decisiones de esta Corte se ha declara- 
do (pe el referido impuesto no reúne los requisitos esencia- 
les para la validez de toda contribución de mejoras o ' local 
íi-sissen-cnl". a saber -pie ta obra a cuyo pago esté destinada 
sea ante todn de beneficio íocaj y que el sacrificio impuesto a los 
dueños de las propiedades afectadas no exceda substaneiaimen- 
te al beneficio que obtiene por razón de dicha obra pública ( Fa- 
llos, tonto página ítíi : y sentencia de *J de octubre del 
año m )-4 en la causa Masnrei Kils "versus" Ptovirtcia de Une- 
nos Aires y otras) . 

Qtie en las decisiones citadas se ha dejado claramente es- 
tablecido que la contribución impuesta a unos pucos propicía- 
nos con el propósito de construir una obra de casi exclusivo 
interés general j como es el camino de que se trata y mediante 
la cual se ahsnrlie una parte considerable del valor de las pro- 
piedades afectadas, sin conferir en cambio un beneficio emi i vá- 
leme o aproximado, es inconciliable con la igualdad en cuanto 
ni impuesto y con la inviolabilidad de la propiedad consagrada 
por los artículos 16 y 17 de la Constitución. 

(Jue ni- habiéndose invocado en el caso alguna circunstan- 
cia especial capas- de influir ca la melificación de las conclu- 
siones alcanzadas en los mencionados fallos y concurriendo, por 
tu 1 lemas, todas las condiciones que determinaron a esta Corte 
a pronunciarlos corres] minie dar a este litigio mía solución aná- 
loga. 

En su mérito, reproduciendo los fundamentos invocados en 
las recordadas sentencias de esta Corte y de acuerdo con lo 
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dictaminado pOr él señor Procurador Ceneral. >e declara que el 
:m¡ tn-Mo establecido ]Kir la ley de la provincia «le Hílenos Ai- 
res, di" 30 ele diciembre de i*jo~ ts contrario a los artículos r<> 
y 17 de la Constitución y t|tu\ t- 'i conM'ciicueia. «Helia provin- 
cia está obligada a devolver a los demandantes «Icntro del tér- 
mino ilt- diez «lia- la cantidad «le mi] veinticinco pesos con trein- 
t:¡ centavos, con mis intereses, a eslito de tos [pie cobra el Báít- 
v< > de la Xaci-Jii «h>«le la írdia de la tioti íicaeii'm de la (leman- 
ita. Om et^tas, Xnti f iquesf. remugase el papel y archívese. 

A. Bermejo — J. Ficueroa Al- 
corta. — Ramón. Mk\di:z — 

Rolll-HTo A'lifKTTO. 



f*i'ií Mim Som contra el Qotfferna <(Y h Nación, sobre tn- 
fitinitc tfcl trabajo. 

$üuturh : i." I>e e< m fórmidad a la dí>pn>ición del articulo 7." 
de la ley 3952, sobre demandas contra la Xacioti, la^ dc- 
c¡-¡..i,« s deben líiniíarsé n hacer una dWáratíón sobre el 
derecho discutido, o sea. sobre la oliU^acípn del ('<• ti tierno 
Nifóibml «le pagar indemnización p-»r accidente del tra~ 
bajo. 

_v Reconocida en principio dicha ubHgaCion¿ y tratan- 
«li«-e de un caso de incapacidad per. vanen te y alise ihi ta pa- 
ra él trabajo, el "«piantmn" de la indemnización «tepende 
sitlai lien le de la importancia del salario, siempre <|uc lio 
exceda de la cantidad tcital «le seis mil pesos ^ articulo 8". 
incisos ai y h) de la ley número «ií»SS: no siendo. por lo 
tantp., susceptible efe aimtento o disminución en virtud de 
las circunstancias pa 1 1 tenia re s del caso. 
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f Para t|iic proceda la oUli^ációti tic satisfacer intcrc- 
Sés moratorias desde la notificación de una demanda só>re 
indemnización por aéchente del trabajo, es necesario míe 
ni ese rapmenito baya deuda cierta, es deefo indiscutible 
en éüaMo a su existencia, aunque no lo fuese en Cuanto 
;il monto. 

4:* Modificada la obligación del demandado es impro- 
eied^Ote la imposición de costas al vencido. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA DIX SIÍÑOR JUKZ FEDERA!. 

Buenos Aires, Mayo 31 de 11/24 

Y Vistos; 

Kste juicio seguido por don Juan II. Sosa contra el Go- 
bierno cíe la Nación sobre accidente del trabajo del que resulta : 

Primen»: Que a fs. don Tomás Masotta en represen- 
tación del actor" demanda al Gobierno de la Nación por cobro 
de la suma de seis mil pesos m|n.. sus intereses y las costas. 
Manifiesta que su representado trabajó bajo la dirección del 
Ministerio de Obras Públicas en la grúa NV t situada en el 
Kiacbuelo ganando $ 9,80 P«»r día. Qué el 8 o 9 de septiem- 
bre de t'j-'i se encontraba dentro de la grúa calafateándola y 
debido al calor sofocante saltó a la superficie sufriendo un, ata- 
que (fué le impidió seguir trabajando y le originó una liemiple- 
feía t|Ué es verdadero acídenle del trabajo; que obtuvo resul- 
tado negativo en la reclamación administrativa, invoca los arts, 
j." de la lev v 7." inciso 14 del decreto reglamentario, agre- 
gando c|üé la incapacidad sufrida por su mandante es absolu- 
ta y permanente por lo que tiene derecbo a una indemnización 
equivalente a mil jornales diarios pero nunca superior a seis 
mil pesos. 
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Segundo: Qué a 1$, 5 el señor l'menradíir Fiscal en re- 
presentación del (hibierno Nacional pide, vi rechazo de la de- 
tnanda, con costas, y expresa : (Jue nu corresponde en derecho 
!a reclamación ¡nterpuest^ pirque la responsabilidad estable- 
cida ai el art. l," de la ley o id enunciado general, cxi.s- 
tiendn el art. 4. inciso a \ que prescribe que el patrón está exen- 
to de responsabilidad cuando l*a haliido culpa grave de parte 
la víctima que es lo qiw? tía »ieiimdo en el o: so del actor, — 
segtin -e desprende de su propia declaración, — pues sin que 
sus funciones le obligaran pasó bruscamente del calor del in- 
terior de la jíiúa al medio atnbiénté freso > y húmedo del rio, 
lo (pie imjNirta un descuido o culpa grave evidente que no pue- 
<:c -cr contenencia Iónica de sn ocupación. 

Tercero; (Jue abierto él juicio a prueba se prudujo la íplt 
Certifica el actuario a ís, 32 vtn. más el informe médico y el 
exjK-dirnte mandado ae.ree.ar a fs, ¿5 vta y vía., respecti- 
vamente, quedando estos autos en estado de dictar sentencia . 

Y Considerando ; 

i;." Oue la parle demandada acepta ípie lo.s hechos invoca- 
dos en la de r anda sean (al cual resulten de la prueba que pro- 
duzca el acior. pero sostiene (pie eslá exenta de responsabili- 
dad en rl accidente ocurrido al mismo por cuanto sucedió por 
Culpa grave de Sosa, e invoca el art. 4,". inciso ;u de la ley 
número >88 , 

2." Que con las eonstancias del ex jadíente administrativo 
agregado sin acumular y las declaraciones de testigos corrieiw 
te a te. 24* 25 y 26 ha quedado comprobado que el ac- 

ior el dia X o o de septiembre de io~'i se enconlialfa dentro de 
tina «rúa del Ministerio de Obras Públicas calafateándola y 
que debii lo al calor salió a la superficie, sn friendo luego un 
ataque qiie 'e impidió volver al trabajo habiliuil. 

.í Qtlé el medico del Departattieítto Nacional de Higiene 
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;t fs. 8 del expeliente agregailQ manifiesta que Juan H. Si»a 
padece de una hetuiplegia izquierda sobrevenida días después 
de haber ex ¡ier ¡mentado un malestar durante las luirás del tra- 
bajo. Ib (|ue se halla corroí Mirado por lps certificad*»* médicos 
de h. i4, 15. y i'» aunque éstos tengan mi valor probatorio 
muv relativo por «0 haber sido reconocidos durante ta secue- 
la del juicio. 

4. " Que el medico de lus Tribunales designada a f>. 2^ 
vuelta por el Juzgado, míor.ra .1 fs. 35 tp* lia examinado en el 
hospital Ramos Mejia a Juan I!. Sosa. (Jue ha comprobado 
padece de una parálisis de Bírtbos miembros del lada i/quicr- 
do culi rigideces y atrofia musculares, presentando en el mi- 
mo lado de la cara una ligera parexia de los músculos iner- 
vados jjor el facial. Agrega que no siendo aleoholista ni espe- 
cifico se puede afirmar qué el accidente sufrido lo fué como 
consecuencia de las diferencias de presión de la atmósfera en 
que se encontraba y que posteriormente le trajo la parálisis 
completa del lado izquierdo del cuerpo* que considera definiti- 
va y que incapacita a Sosa permanentemente para el trabajo. 

5. " Oue teniendo en cuenta lo expuesto en los párrafos 
anteriores y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 2.". in- 
ciso 2: de la ley o/>8K y artículo y\ inciso 14 del decreto rc- 
glamcntarin de la misma es evidente que el padecimiento que 
sufre el actor ha sido originado en el accidente del traliaju a 
que se refiere este juicio. 

6. " (¿lie acreditada la existencia del accidente de trabajo 
es necesario considerar si la pai te demandada lia probado la 
culpa grave aiHbttidá al ador en la producción del accidente. 
La culpa grave alegada, siendo una de las excepciones al prin- 
cipio general de responsabilidad establecido en la ley qoHS. dé- 
te ser probada en forma tan concluyeme que no deje en el áni- 
mo del Juez ni la más mínima duda qué la victima deseó y oca- 
sionó voluntariamente el hecho que le perjudicó. La parte de- 
mandada no ha producido ninguna prueha tendiente a esc 
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fin y por To tanto, no habiendo acreditad" la culpa gran- éá\ 
ador, ella es la r^rwhsatfte did accidente o.mrrido a fiian l!. 

Sosa ile conformidad con lo preseripio en el ru t. 5." de la men- 
cioriada ley y art. 3.* de sti reglamentación. 

7-" Que lía quedado estálilecído que la incapacidad para 
el trabajo que padece el actor es perrnanente y ábsolútá -H.r lo 
ijue di- acuerdo con el an. M.\ inciso ln de la ley 9688 | c eo- 
rresponile mía ihdémíiiíacióil ígWal al salario total de las úl- 
timos mil días de trabajo, pero nunca mayor de seis mil pc<us 
moneda nacionaL siendo e^ia última Minia !:i ijne deherá alio- 
nar la parte demandada en razón de que el salario diario ¡pie 
ganaba Sosa era de S <j,So según ha ipicdado justificado con 
la- referidas declaraciones de f*. jj. jl _>4, 23 v ji,, no habien- 
do sido, por otra pane desconocido expresamente al contestar 
la demanda. 

Pór ello fallo: condenando al Gobierno de la Nación pa- 
Sm :i! <« ' 1,,r la «W* de sei- mil pesi-s niouedá nacional, sus in- 
tereses y las COStas. Notifique-* y opurimninente archívese. 

Cfodpiuirú Ziffltiíia, 



SeSTeXCÍA DI* |..\ CÁMARA ri'DE'.HAI. 

Btienct Airei, Septiembre 10 Je lir.M 

I Vistos: 

IW >u> funda nu-ni..-. se con firma, con costar la sentén» 
era apelada düe fs. 40. declarándose, en consecuencia, ijiié el i\u- 
Inemo cíe la Nación debe l&gitr al actor, don Juan lí. Sosa, 
Ta -nina de seis mil pesos moneda nacional y sus intereses, que 
se depositara en ta Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones 
Civiles a los efe .tos de lo dispuesto en el art, 0- Í¡i fim de la 
ley 9t>8& V. JnW- - Makefíttü ¡Ucoiada. B. J. X„:ar 
MtMréim, - /. /'. hmm. 
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Bueno* AUtt, Abril 16 de Iftfo 

Vistos y Considerando: 

Que la sentencia apelada se ajusta a las condiciones esta- 
blecidas en él articulo 7/ de la ley X," 3052. desde míe se li- 
lülta a hacer una declaración sobre el derecho discutido o sea 
ralle ln obli^acidñ del Gobierno Éífléíóhal de pagar indemni- 
íaieiori por accidente del trabajo. 

Que reconocida en principio dicha pollg^cípní según re- 
sidía del memorial de fs. 56 y tratándose de un caso de inca- 
pacidad permanente y absoluta ¡tara e] trabajo, el "quantum" 
de la indemnización depende solamente de la importancia del 
salario, siempre que no exceda de la cantidad total de seis mil 
pesos (art. &;\ incisos a) y b) de la ley X." c)n88l ; 110 siendo, 
por la tanto. susceptible de alimento disminución en virtud 
de la* circunstancias particulares del caso. 

Que no procede imjioner a ta demandada en el snh file la 
■ Ideación de satisfacer intereses monitorios desde la notifica- 
ción de la demanda porque para ello habría sido necesario que 
en ese momento hubiese una deuda cierta, es decir, indiscuti- 
ble en cuanto a su existencia aunque no lo fuese en cuanto a! 
1 nnnto. Ksc reí |U i sito no estaba llenado al iniciarse la acción, 
desde tute no se había cónVprpfetdo (jue la incapacidail física del 
obrero hubiese sido ocasionada pnr un accidente del trabajo» 
liécho '|uc ha sido acreditado solamente en el cursi, del pn lu- 
dimiento judicial iLanrcnt, tomo XVI, X." 32$; Dcmoloinhe. 
XXIV. N.* 667). 

Qué en cuanto a las costas, la consideración apuntida 
precedentemente res|iecto a los intereses y la circunstancias de 
mollificarse en esta instancia la obligación del demandado ha- 
cen improcedente la imposición al vencido. 
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l'ur tilo se confirma en la i>nucí]>a] la sentencia recurri- 
da. 5 se la revoca en cuanto ,1 los intereses y las costas, de- 
biendo pagarse ísn el orden causado jas causadas en todas las 
instancias del juicio. N'otifhptese y déVttéíVaítse. 

A. Bermejo — J. Fecueroa Al- 
coRTa. — RAMÓN MÉNDEZ. 

Roberto Repetto — M. Lau- 
r excena. 



Don José /'. MmitiifUi amtra fa Právinciü dé Buenos Aires, 
sobre cobro fie pesos. 

Suttuirin: i " En derecho ad pinisíralivo no se conocen las "con- 
cesiones" u las "licencias" -¿obre propiedades sometida?- 
;il dereehn emún. como seria e.! caso de la tierra publica, 
cuando leyes generales y permanentes lian autorizado su 
enajenación poniéndolas dentro de! CQllieitío, Las "licen- 
cias" y las "concesiones'' sólo Se concillen respecto de los 
bienes del dominio público del Estado.. 

_\" Kl precario según su acepción doctrinal es un acto 
de simple tolerancia revocable a voluntad del <|ue ha con- 
cedido la cosa, .sin (pie ¡«teda «lar derecho alguno al po- 
SCedor. 

Xo habiéndose demostrado por !a demandada |Su 
existencia de ninguna de las dos situaciones (pie autoriza- 
lian la caducidad de la concesión otorgada ,-il áctpr pava 
ocupar precaria nente la tierra pública ele referencia, v el 
consiguiente desahucio, el concesionario (¡ene derecho ;t 
reclamar de aquél ta daños y perju icios, aunque el desalo- 
jamiento haya sitio ordenado por la justicia, en razón de 
halársele dado en ih'upacíón precaria un bien que estaba en 
litigio; Artículos 1527 y 1 53 1 del Código Civil. 
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4," Kn el reconocimiento de ios daños e interesen sólg 
se comprenderán (ps t|ue fueron consecuencia ¡rtmedtatá V 
necesaria de la falla de cumplimiento de ta obligación, 
I.us daños y perjuicios sólo inieden referirse a los experi- 
mentados en la cosa misma que ha sido objeto de la obliga- 
ción, y no a aquéllos míe la inejecución de é*ta le ha cau- 
sado al acreedor en sus otros bienes. ( Kn el caso, se re- 
clamaba por ta privación de ganancias que se hubieran ob- 
tenido durante el tiempo que faltaba para terminar ta 
concesión) . 

Caso: Lo explica el siguiente: 



FALLO 1>E LA CORTE SUPREMA 

Buiaos Aires. Abril IT de lft¡5 

Y Vistos : 

Kt presente juicio seguid» por don José V. Modarelli emi- 
tra la provincia de Mutuos Aires sobre cobro de pesos del cual 
resulta : 

One a fojas S compare-e el nombrado Motlarclli espil- 
lando que con reserva de los derechos que le corresponden pa- 
ra cobrarle a la provincia de Buenos Aires el importe de tas 
mejoras incorporadas por él a los campos que le dió en arrien- 
do, demanda a la cttáclá provincia para que se la condene al 
pago de la suma de Ó4.577 (sesenta y cuatro mil quinientos se- 
tenta y siete pesos moneda nacional), co.ro importe de los 
perjuicios que le ha ocasionado, arrendándole un campo ni el 
cual estableció una industria ganadera y del cual fué desaloja- 
do repentinamente íw un tercero que pleiteaba con la provin- 
cia demandada: pide intereses y costas, 

(Jue era arrendatario del C.obierno de la provincia de ¡Sue- 
ltos Aires desde e: 1- de marzo de rgvg y tenia pagado el 
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arriendo hasta d _»i de marzo de 1921, pon derecho por eí 
termino ilc siete años a ios lotes <>_•, 1^ y 65 de la sección pri- 
iftetá ilc las islas del Delta de] ['araná. 

<Juc el día jS di- abril de itjjo >e presento a su casa et 
Oficia] de Justicia tlcl Juzgada de ra* de San Fernando acom- 
pañado de nu satgentó dé policía a sacarlo del campo y entre- 
garlo a don Rafael Gavígliá y no obstante *u oposición í lin- 
dada en el hecho de ser arrendatario del Gobierno y ( Ie la Nece- 
sidad de seguirle un juicio. ÍMo que cargar >us muebles y 
arrear su.* animales, dejando abandonados en el lugar un co- 
checito, guarniciones, ameses, berramiemas, útiles, ele, que 
no tenia donde llevar. l\l desalojamiento >e o itisntitó en eurii- 
pli miento de una resolución de esta Suprema Corte. 

(Jue el desahucio se produjo después de 1111 año de- traba- 
jo i 1 ice sanie y cuando babia hecho el campo apto para ía cria 
del cerdo c«ni prados de ¡tasto con raices bulhosas y plantías 
ile tubérculos y construido una casa <le tres habiiaciones. las 
instalaciones que requiere la industria porcina. chiqueros, te- 
rraplenes de sal va ta je, alambrados, potreros de sembrados, ca- 
npñOSj puentes, etc., inviniendo todp su Capital (JUC ascendía 
a diez y seis mil pesos. 

(Jne 1<>s trabajos incorporados a! c;uii¡ni en concepto de 
mejoiaa los ha reclamado de dpn Rafael Caviglia quien !os apro- 
vechó a! tomar posesión de aipiél, estimándolos en nueve mil 
cuatrocientos treinta pesos moneda nacional. 

Que el criadero de su propiedad con las instalaciones he- 
chas, un plantel de noventa cerdos y el término de dos anos 
que añn le quedaban de arrendamiento, h a debido producirle 
una utilidad de sesenta mil cuatrocientos cincuenta pesos mo- 
neda nacional conforme a la liquidación que al respecto for- 
mula y cu; a Mima representa el impone de las ganancias que 
ha dejado de jwrcihir. como comecuencia de la privación del 
campo. 

Que, para completar la totalidad de tos daños redamados. 
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agrega a aquella cantidad la di* seiseÍenio> sesenta pesos im- 
porte de once cerdas extraviadas cotí ocasión del desalojamien- 
to y la de tres mil cuatrocientos sesenta y siete pesos monto di- 
l:i diferencia entre el precio real de setenta y nueve cerdas ma- 
dres que se vió obligado a vender por iki tener donde condiv- 
c i rías y el obtenido en esas condiciones, 

Que fundando su derecho invoca los ariiculos i =¡27. l$$U 
505 ini\ 3*, ttfjfci 1204, 6ti. fu?. [4J0 y 1520 del Códi- 
go Civil. 

(Jiie acreditada la juriisdiccSón otfg^naria dé esta Supre- 
ma Corte, corrióse a fojas jí> traslado de la demanda, el cual 
fué evacúa di 1 a fojas 35 por el representante de la provincia 
de Buenos Aires solicitando el rechazo de aquel!» con cosías 
y expresando. 

One niega que el actor sea arrendatario de la provincia 
de Unenos Aires, como también que haya introducido el ca- 
pital y mejoras mencionados en su novelesca exposición y que 
se haya causado perjuicio alguno. 

Que el demandante solicitó y obtuvo del Gobierno de la 
provincia ta tierra a qué se refiere ta demanda, jnrro nó en 
arrendamiento sinó en "ocupación precaria". Y por los decre- 
tos que rigen a éste, los concesionarios no tendrán derecho a 
indemnización t»or las mejoras introducidas y cuando más po- 
drán solicitar !a devolución de lo pagado en proporción al tiem- 
po que falte para terminar la anualidad. 

Que nn es posible concebir como con una simple "ocupa- 
ción precaria" que tú expone a ser desaliñado sin indemniza- 
ción alguna por venta o arrendamiento a oiro de ta tierra se- 
gún el decreto de concesión, haya podido el ador aventurare 
n invertir un capital tan crecido y a emprender lan vasta ex- 
plotación. 

fjue no es la provincia quien ha desalojado a Modarelli : 
aquélla perdió el interdicto que lia fací Caviglia le dedujo y co- 
mo consecuencia la Corle ordenó se íe pusiera en posesión y 
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parece que el Qyficta] «le Justicia ¡>or ignorancia o influenciado 
por alguien Ir. ti itera prootliílo al lanzamiento ile íog ocupantes, 
cuantío la orden de la Corte era simplemente en el sentido de 
jiKiier a Cavijjiin en posesión. 

(Jue la provincia no lia intervenido para nada en esos trá- 
mite - habiéndose reiducído a acatar la resolución de la Corte 
tu lo que se refiere a devolver la posesión, sin autorizar des- 
ahucios ni ntenos lanzamientos. 

Que recibida ta causa a prueba sfc produjo la que expresa 
el, certificado de fojas 175. alegando ambas parles sobre mi 
mérito fs. 177 y K 203 \ llamándose aillos a fs. jc/i, 

Y considerando : 

Que el demandante funda su tléfeerib ¡iara responsabili- 
zar a la provincia de Buenos Aires \»>r los daños y perjuicios 
< | iif 1** reclama: ai en el decreto administrativo de marzo de 
i'ílo, concediéndole por el plazo de tres años la ocupación de 
los lotes minien 1 U¿, (Í3 y 1 tte la primera sección de idas det 
(Vta del río l'ar.íná: bi en Jo dispuesto por tos artículos 1 5.7 
y 15.il del Código Civil y o en la circunstancia de baber -ítln 
violentamente desalojado por e] * fficial de Justicia del Juzga* 
do de l*az de San Fernando et din ¿8 de abril de [920 co.no 
resultado del interdicto deducido p«>r don Rafael Cavigíin con- 
tra la provincia de Buenos Aires. 

<Jne no es dudoso que en la Hipótesis de Iiaberse realmen- 
te pactado entre Mi ida reí IÍ y la Provincia de Buenos Aires 
un contrato ele arrendamiento en las condiciones genérale* se- 
ñaladas por el titulo VI libro 11 sección del Código Civil 
por vi 11 ud del cual la última entregara a ai piel el uso y goce 
de hs ciento catorce bect áreas ¡mr el plazo de (res años, la 
demandada, colocada en la si litación jurídica de cualquier par> 
lieular. serta pasible de los daños y perjuicios experimenta* 
dos por el act.tr por la privación de aquel uso y goce, con 
arregló a lo dispuesto en el articulo 1531 del Código Civil. 
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Oue. entretanto, los términos del decreta de fecha U» de 
marzo de i'.m) hiriente a fojas 4 del excediente agregado 
como prueba y el texto de los decretos de techas 30 y 20 de di- 
ciembre de MJ14 y 5 respectivamente, reglamentando los 
disposiciones del articulo 25 de la ley de presupuesto de la 
provincia de Buenos Aires, solo aluden a una concesión cu ocu- 
pación precaria de las ciento catorce hectáreas e imponen por 
consiguiente un examen previo He la relación jurídica pacta- 
da a fin de dejar establecido si el mencionado articulo 1531 del 
C «digo Civil es de aplicación al caso. 

Qué r uno reza el decreto de 1" «le marzo citado la Pro? 
viñeta ile Rueños Aires concedió y Mndarelli aceptó en "ocupar 
éión precaria j>or tres años, ciento catorce hectáreas, cuarenta y 
nueve áreas, nueve centiáreas al precio ofrecido de un peso 
anual moneda nacional, por hectárea. Fueron adenás condi- 
ciones de la concesión las de míe "durante esc término los 
concesionarios rio podrán ser subrogados por otros ni desaloja- 
dos 5a' vo el caso de que los terrenos se saquen a subasta de 
venta o arrendamiento se apliquen a su destino. Los conce- 
sionarios no tendrán derecho a indemnización por las mejoras 
introducidas en los mismos y en caso de venta o arrendamiento 
solo podrán solicitar la devolución de lo pagado en proporción 
al tiempo que falte para terminar la anualidad". 

ÍJue. en derecho administrativo no se conocen las "con- 
cesiones" o las "licencias" sobre propiedades sometidas al de- 
recho común, como sería el caso de la tierra pública, cuando 
leves generales y permanentes han autorizado su enajenación 
poniéndolas dentro del comercio. Las "licencias" y tas "con- 
cesiones" solo se conciben respecto de los bienes del dominio 
pftb%á del estado. [latinen, páginas <kSS y 0K4 — Mayer pá- 
gina 247. 

Que. tratándose en el caso de este juicio, de tierras perte- 
necientes al dorinio privado de la provincia de Unenos Aires, 
articulo _»34_* inciso í* Código Civil, la circunstancia de que 
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el decreto de ir de ircatfco 'íeonceq'a éú ocupación precaria'' 
los h^es señalados en él Mfi^ no es óbice vara cons%r$r 
las relaciones de derecho constituidas entre ella v Modaredi 
Como de derecho privado, y. dentro ¿e éste, coiíío un eontráto 
inn< «minado regido cu primer término, mi cuánto a su» con- 
seeBéncias y efectos por su propio contenido y suhsi.Iiariamen- 
«i- por !a> disposiei mes ild contrato cltí locación que es e! que 
mavores anafbgíaji guarda con L 't pactado, artículo 1143 Códi- 
go Civil. 

gítte. aunque fl precario según su acepción doctrinal sea 
un acto de simple tolerancia revoeahie a voluntad del que ha 
concedido la cosa sin que pueda dar derecho alguno al i>osee- 
dor, Ja naturaleza y carácter de la ocupación pwaria cohvetii- 
,,íl l 1 " 1 * ;itt, n' con' la provincia de Hítenos Aires se dcicrmiui 
tío por aquél criterio Iradieional sin<5 jior el contenido de los 
deéretbá tíe jo y ,ío de diciembre de 1914 y r^tg rejríatnénta- 
rios del artículo 33 de la ley de presupuesto . , 

Qué, en efecto. aMéulos J." y 17 del decreto de jo de 
diefeíntire fie 0.(4, ^ojó C(»nfieren a la provincia de línenos 
Aires el derecho ele subrogar o desalojar a los ocupantes duran- 
te e! termino concedido a) cuando los terrenos se saquen a 
subasta ih- venta .» arreudámiénjo o se apliquen a su destino v 
b) cuando los concesionarios fáltcri al cn.npliiniento de las 
oliligaciunes (pie el decreto les impone. 

Que en el ai-, .le este juicio no se ha demostrad., jwr la 
provincia la existencia dé ninguna de esas dos situaciones que 
autorizarían la Caducidad de la concesión y el consiguiente de- 
sahucio. 

Qü& a! contrario; el desalojamiento del ocupante ocurrido 
dOs años antes de vencido el termino señalado al contrato se 
ha producido, por mandato judicial en et juicio .te interdicto 
-egnido por don Rafael Caviglia contra la provincia de Bue- 
nos Aires ivéase testimonio en fojas 146 y fojas 1471 esto 
es, a mérito de una situación no prevista en et recordado de- 
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creto y como restirado de halarse concedido al actor la ocu- 
pación precaria de un inmueble objeto en ese momento de una 
aerión posesoria y cuya propiedad era discutida. La provincia 
de Buenos Aires se hizo parte en el interdicto el 18 de diciem- 
bre de 1918 y concedió "a ocupación a Modarelli el 1" de mar- 
zo de )()tí>, 

Que en tales condiciones aunque el desalojamiento baya 
sido ordenado por la justicia, ello ha sido el resultado de un 
pleito dentro del cual la provincia fué vencida y el concesio- 
nario tiene derecho a reclamarle daños y perjuicios por ha- 
lársele dado en ocupación precaria i*ir tres años un bien que 
estaba en litigio. Es exactamente el caso de la turbación de 
derecho en el contrato de locación previsto por los artículos 
1527 y 1531 del Código Civil. 

yue los daños e intereses apreciados poi el actor primero 
en sesenta y cuatro mil quinientos setenta y siete jwsos moneda 
nacional y reducidos en el alegato a treinta y cinco mil nove- 
cientos cincuenta y siete pesos moneda nacional se vinculan 
a la explotación de un criadero de cerdos con nóvenla madres 
y tres padres que en el momento del desalojamiento se en- 
contraba en el primer año fie producción . Tales daños se agru- 
pan v aprecian en tres capítulos distintos a> seiscientos se- 
senta pesos valor de once cerdas extraviadas en el desaloja- 
miento y traslado de la hacienda, a sesenta pesos cada una; 
b) tres mil cuatrocientos sesenta y siete pesos moneda nacio- 
nal importe de la di referencia entre el precio de venta de se- 
tenta y nueve cerdas y su valor real y ct treinta y üfi mil 
ochocientos treinta pesos utilidad calculada a un criadero con 
plantel de noventa cerdas en el término de dos años. 

Que la prueba de los hechos que sustentan los dos prime- 
ros capítulos es en sumo grado deficiente. K11 cuanto a los 
Cérdbs extraviados el único interrogatorio que contenia alusión 
al pumo es el de fojas 04 y el testigo Plugcr a quién corres- 
pnnde dice ignorar las formas en (pie se verificó el desahucio 
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asi como N detalles; Burariaru a] cual se aplica é\ interroga- 
torio de fs. .>s n.p ha prestado d$jtogSto. u pérdida de los 
once cerdos n<. tiene pues más antecédeme en los autos que 
la simple afini^Ón de] actor. Acerca «le la venia de setenta 
3 nueve animales a un precio inferior del verdadero, si bien 
se ha demostrado mediante prueba testifical y con los recibos 
de fojas 43 , fojas io.í y fojas ioi que pocos <Has después de! 
iesatlflció fueron vendidos sesenta j ciñen cerdas preñadas a 
riumce, veinte y diez y ocho p t -so> ño ha aífc Aprobado que 
ese previo no fuera el míe correspondía a la verdadera eahdad 
di- ta hacienda. Además la. declaraciones de los testigo* „o 
se tmifonnan acerca de la clase que a la misma se atribuye. 

One respecto de] tercer puní O. las constancias del acta ju- 
dicial labrada en el momento del desahucio, las declaraciones 
de los lestes Vidiri fs. 71 vía.. Cámara fs ; 4 . Kraneavilla 
f>- 76 vtai, Sánchez fs. vta.. Étoger í>. -h y las afirmación 
nes de los iH-riins fs 14.Í. autorizan desde luego a declarar jus- 
tiftcada la existencia del mismo con un plantel de noventa cer- 
das y tres ladrillos. 

Qfíé. elt.> no obstante, la demanda del* ser desestimada 
también en esta parte, 1% I articulo 5J0 del Código Civil previe- 
ne que en el reconociintento de los daños e intereses solo se 
compre aderan l"> -me iuer en consecuencia inmediata y nece- 
saria de la falta de cumplimiento de Ta obligación. Y es eviden- 
te que la privación de las ganancia?, de dos años no constituyen 
una consecuencia inmediata y necesaria del desalojamiento del 
inmuchle. Los daños y perjuicios solo pueden referirse como 
dice l'othier t llaudry Lacantineric y Üardc tomo XII número 

Y *:guic;iies> a los experimentados en la cosa misma que 
ha -tdo objeto de la obligación y no a aquéllos que ta inejecu- 
ción de ésta le ha causado a! acreedor en >ns otros bienes. 
V asi serian consecuencias inmediatas y nece-arias del desahu- 
cio producido tucra de tiempo, los gastos de traslación, la dife- 
rencia cutre el precio de lo arrendamientos de! campo obje- 
to -leí eomr.no incumplido y el de! nuevamente arrendado. la 
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\enta a vil precio o la muerte, o ta pérdida como resultado del 
incumplimiento, de lo* animales. Pero las utilidades de que se 
hace capitulo especial de daño* son alea lorias ya que su rea- 
lización depende de infinita» contingencias im previsibles de an- 
temano. V si fuere. e-*a perdida uní consecuencia inmediata, 
articulo **oi Código Civil, que no lo es. por cuanto :a provin- 
cia de Buenos Aires no dió el campo ¡vara un destino especia', 
cuino es el de criadero de cerdos faltaría la condición de ser 
■"necesaria" desde que el ocupante pudo evitar la pérdida de la 
ganancia que descuenta arrendando un buen campo. Véase 
Goyena articulo toió. 

Por esto* fundamentos m- se hace lugar a la demanda, de- 
clarándose las cosías en el orden causado por ser verosímil el 
derecho del actor ¡>ara litigar. Xotifiquese. repóngase el pa- 
peí j archívese. 

A. Bermejo. — Rasión" Mén. 
i>ez. — RoiiERTt Repetto — 

M. I. VI RKNCKNA. 



Pwvjmeia de Córdoba contra Úon ifonuei Araya, safare rcfeí«* 
dkorión. 

Sumarien i." Las reglas de derecho que gobiernan el contrato 
de compra- venta y es¡w.vj.-d rente la> contenidas en K«s 
artículos 1.144 >" siguientes del Código Civil, acerca de las 
di versas maneras en que puede ser hecha la venta de un 
inmueble determinado y de la garantía de! contenido de 
éste, se aplican tanto a las enajenaciones libremente eun- 
sentidas por los particulares como a tas que se realicen 
en virtud de una ejecución forzada y en este último caso, 
sin distinción alguna entre el Fisco y las personas pri- 
vadas. 
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j." De acuerdo con lo dispuesto en el articulo 1345 del 
Código Civil, toda diferencia en más o en menos, por in- 
*.gu i ficante que sea. entre el precio y el contenido del in- 
mueble objeto del contrato de compra-venta., da lugar a 
una modificación correlativa en e! precio. 

Las soluciones legales previstas por el articulo 1,145 
del Código Civil, son e.vehtyentes por su naturaleza, de un 
derecho de dominio que el vendedor conserva en su pa- 
trimoiüo para hacerlo valer, respecto de la demasía, una 
vez descubierto e¡ error en el área; y la manifestación de 
vi tilintad del comprador es la única que puede rescindir e r 
contrato cuando la diferencia exceda de nn vigésimo. 

4, ' \"o encontrándose reunidos los extremos requeridos 
por el articulo 2758 del Código Civil, no procede la acción 
de reivindicación . 

5. " I*as cuestiones sometidas al fallu deben ser decidi- 
das no poÉ el nombre que los litigantes hayan dado a la 
acción, sino jior el que corresponde según derecho a 1o> 
hechos presentados como fundamento de ella al fin per- 
seguido . 

". 1 La duración de la acción acordada por la ley a los 
compradores contra los vendedores en caso de falta de 
superficie de inmuebles enajenados, está regida por el 
principio general que establece el articulo 4017 del Código 
Civil: y habiendo transcurrido más de veinte años sin 
que se hubiese formulado reclamo judicial alguno contra 
los adqütrentcSí para reclamar el pago del precio corres* 
pondíente al exceso de área, la acción personal del vende- 
dor ila provincia) se halla pféscripta. 



Cuso: Lt ixplica el siguiente: 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Mtfl, Abril 17 d f 181" 

Y Vistos: 

1*1] presente juicio deducido por la provincia de Córdoba, 
representada por don Xazario Casas en calidad de denuncian- 
te de tic iras fiscales, contra don Manuel A ra ya sobre rcivin- 
di^tciófi del cual resulta: 

(¿tic en siete de noviembre de K>2-' comparece el nombra- 
do Casas, por apodera di», instan ra nd« acción reivindicatoría 
contra don Manuel Araya a efecto de <juc se le condene a res- 
tituir a la provincia de Córdoba la superficie aproximada de 
mil doscientas setenta y tres hectáreas de campo o la mayor 
qué resulte dentro de los limites generales del título de adquisi- 
ción sobre la que compró, ilegítima mente poseída por él, con 
más ios frutos y las costas. 

Que en e! año i8*j el Gobierno de Córdota encomendó 
al agrimensor Vivauco la medición de un lote de terreno fis- 
cal situado en la pedania Colonias del departamento Marcos 
Juárez de dicha provincia. í'*l agrimensor nombrado ni* pudo 
por el hecho de hallarse la Cañada San Antonio cubierta de 
;>.gua casi permanenlc neiUe. determinar con precisión el verda- 
dero límite ínterprovincial con Santa Fe y trazó el perímetro 
general del campo midiéndolo sólo por tres de sus costados ha- 
ciéndolo imaginariamente por lo que respecta al lado Este que 
era el anegado y lindero con Santa Fe. 

Que la linea imaginaria no llegó o no coincidió con la co- 
rrespondiente al verdadero ?ínv¡te ínterprovincial. resultando 
asi t|ue el lote medido por Vi vaneo acusa una superficie infe- 
rior a la qtie debía tener si se hubiera tomado jx)r su limite 
Esté la linea divisoria con la provincia de Santa Fe la cual es- 
taba ya marcada por mojones o columnas inconfundibles. 



Que el nño tScj©, en l a ejecución >cguida ante la Corte 
contm la provincia de CYmlid* por ik> n Antonio Carian f«é 
vendida en lámate público una extensión fie 7.085 hectárea 
6367 metros cüáilrados r,ue adquirió la señora Teresa Super- 
vielle r| e Zaborde Hoy y (¡tic constituía |>arte del campo fis- 
cal medido por Vi vaneo. 

One el año hjoj la señora de Laborde Hoy vendió a su 
vez al demandado la misma fracción üüe tila comprara; otor- 
gándose la respetiva escritura por ante el escribano Clodomiro 
Corvaían con la misma : ui>erfic¡e y ubicación contenidas en el 
titulo de ¡lijuétla. 

Que el sefu ir A raya, desaparecida la causa que motivaba 
la inundación permanente de la Cañada de San Antonio cons- 
truyó sus cercos actuales encerrando asi tina extensión mavor 
de campa < t ue la asignada cn e I titulo con tme había comprado 
a la señora de I. aborde Hoy, 

Qite el exceso fie superficie objeto de la demanda es de- 
tentado por A raya sin justo título y hasta de mala fe desde ha- 
ce varios af„.s. habiéndose negado a devolverlo a la provincia. 

Que realizadas las gestiones administrativas necesarias an- 
te el -ohierno de Córdoba, don Xazario Casas fué autorizado 
para iniciar en su representación este juicio en carácter de de- 
¡í laudante. 

íjne enetienlra el dcre.ho aplicable en los artículos >r^S 
-M55- -M.U. -+4-\ -'44.Í. -'4-14 y concordantes del Código 

Civil. 

<>ue acreditada la jurisdicción originaria de ta Suprema 
Corte, corrióse ( fs. 16), traslado .le l a demanda el cual fué 
evacuado a fojas fe pidiendo sil rechazo, con costas, a mérito 
de las slgUteates razones de hecho y de derecho. 

Hite é! liste de terreno situado en el deparlamento .Marcos 
Juárez, pedan ia Colunias Kspinillos, aunque se remató con la 
designación de lote número 1 (boy ri y tí); atribuvéndosele 
eom<. extensión 7J85 hectáreas, o áreas y 277 metros euadra- 
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dos n razón tic 4 pesos la hectárea, en realidad se vendió" sin 
haberse pr^ctfÉáab «na mensura perfecta, pues como la mis- 
ma parte actora manifiesto, el agrimensor Vi vaneo comisio- 
nad» para la mensura por la provincia de Córdoba, determi- 
nó su extensión midiendo tres de sus costados y el cuarto que 
liada solire ia Cuñada de San Antonio lo fijó por cálculo ma- 
temático por estar la parte de esa superficie casi permanente- 
mente cubierta de agua. 

Que a la fracción comprada por la srñona de Labnrde 
Boy se le establecieron los linderos de un modo terminante de- 
clarándose qtlt '-taba comprendida dentro de los siguiente-; li- 
mites : al Norte con tierras de Santiago Diaz. al Sud con Trias 
v Arias, hoy Colonia Olmos y con Anchorena, al Este con la 
provincia de Santa Fe y al Oeste con terrenos perteneciente* 
a la testamentaria de d»n Santiago Mendoza. 

Que ignora la existencia del sobrante a favor de la pro- 
vincia de Córdoba y como 110 se acompaña documentación ni 
mensura administrativa o judicial que lo acredite, niega su 
ubicación y existencia. 

Que suponiendo que existiera tal sobrante la parte actor a 
no tendría derecho par a ejercitar una acción real y sólo cuan- 
do más una acción personal tendiente a perciliir el precio en 
que esas hectáreas de tierras fueron rematadas con relación 
al número de hectáreas que resultaren existir orno excedente 
dentro de los limites del lote vendido. 

Que en el en so de haberse ejercitado tal acción personal 
estar ia prescripta por el transcurso del tiempo como lo demues- 
tra la fecha del remate, la escritura de venta y el artículo $m 
del Código Civil. 

Que. niega las afirmaciones de la actora en cuanto a la 
falladle justo titulo y a la mala fe en la posesión, pues, tnnto 
su representad" como la antecesora en el dominio entraron a 
Ocupar el campo con junto titulo y buena fe. 

Que la provincia de Córdoba carece de título de dominio 
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pura entelar la acción desde f|tie comiérteó por reconocer que 
las tierras están casi permanentemente inundadas y por con- 
siguiente regida* por el artículo 2575 del Código Civil. 

Que habiéndose enajenado el inmueble con indicación de 
la superficie y fijándose el precio por ln medida rige el ar- 
ticulo 1345 de! Código Civil y só!o seria procedente en su me- 
tilo una ación jKrsonal y ésta se prescril* a los diez años. 

(¿tic. en resil l en, opone a la demanda en cuanto se refiere 
n la acción real la falta tic derecho para deducirla, y como 
defensa subsidaria la prescripción autorizada por el articulo 
,109*) del Código Civil, y en cnanto a la |>crsonal. aunque no 
ha sido deducida, opone también la prescripción de diez años. 
• reservándose el derecho que Je concede el artículo 1345 del 
Código Civil de optar por la compra del remanente fie tierra 
que se dice existir al precio en que fuera vendido a la señora 
de I.almrde líoy. 

(Jue abierto la causa a prueba (fojas 72 vuelta!, se pro- 
dujo la que expresa el certificado de fojas 170, alegando sobre 
su mérito ambas partes, fojas 172 y fojas 178, llamándose au- 
tos a fojas nj<). 

Y Considerando: 

Que el año 180Ó dofu Teresa Superviellc de Laliorde Boy 
adquirió judicialmente en el juicio seguido por don Antonio 
Cari* mi contra la provincia de Córdoba ante esta Suprema 
Corte, 1111 cani|Hj situado en la tu ¡111:1. tleparimneiiio .Mía reos 
Juárez, |>edaiiia Colonias, compuesto de 7865 hectáreas, 6267 
metros cuadrados, lindando por el Norte con tierras de San- 
tiago Díaz; por el Suri con lo s señores Funes y Arias y con 
Aiicltorena; por el Kste con la provincia de Santa Fe v por 
el Oeste con terrenos pertenecientes a la testamentaría dé don 
Feíifo Mendoza "véase testimonios corrientes a fojas jó y si- 
guientes>. 



Olí Jt'STICIA m L.V NACIÓN 



<Jue e! año 1902, el demandado dqn Manuel Ara>a, m i:- 
pró ese mismo campo a la mencionada señora de Laborde Hoy, 
ton la extensión y linden* expresados ñor ante el escribano 
de Mareos Juárez don Clodomiro Corvalán. según se demues- 
ir;i con las constancias agregadas a fojas 42 y fojas 53. 

One de la pericia practicada por el ingeniero Galo Ca- 
li ícra enrientc a fojas 140 resulta que don Manuel A raya se 
encuentm en posesión de 8.904 hectáreas. 2748 metros cua tira- 
rlos cuando lo que correspondí? según su título son 78ÍÍ5 hectá- 
reas. 6267 metros cuadrados, es decir, ocupa una demasía de 
uiS hectáreas, 6481 metros cuadrados. 

Que toda la cuestión consiste en decidir, si la provincia 
de Córdoba tiene el derecho de reivindicar ese sobrante y cu 
su caso si la acción se halla prescripta. 

<Jue. desde luego, y conforme a lo dispnesta en el articulo 
1324, inciso 4." del Código Civil, las reglas de derecho que 
gobiernan el contrato de compra venta y es]>ecialmcntc fes con- 
tenidas en los artículos 1344 y siguientes del Código Civil, acer- 
ca de las diversas maneras en qnc puede ser hecha la venta de 
un inmueble determinado y de fe garantía del contenido de és- 
te, se aplican tanto a las enajenaciones libremente consentida* 
por los jia rt ¡culares como a las que se realicen en virtud de 
una ejecución forzada y en este último oaso sin distinción al- 
guna cutre e; Fisco y las personas privadas (Aubry Rau, IV 
parágrafo 354. nota 31, página 367; Baudry Lacantinerie "De 
la venta", página 341 parágrafo 345) . 

Que la venta hecha por la provincia de Córdoba a doña 
Teresa Sui>crviclle de Labordc Boy, como consecuencia de la 
ejecución seguida contra ella, lo fué de un inmueble determi- 
' nado, señalado entre limites precisos, con indicación del área 
(7865 hectáreas, Ó207 metros cuadrados), y por el precio de 
cuatro pesos por cada unidad de medida ( testimonio de fojas 

30 v 35 I • 

Que la relación así establecida por la forma de la con- 
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vención entre e) precio y el contenitío del inmueble hace que el 
caso caiga dentro de lo legislado y previsto en ios artículos 
i.U4. foefep 4.' y i|45 «Id Código Civil, De acuerdo C on lo 
dispuesto en el ultimó de esos artículos toda diferencia en más 
>> 1-,] ntfriiH, por insignifieinte que sea, da lugar a una inotli- 
ficaeión correlativa en el precio. Kl r|tie haya sido establecido 
en (a éscrifura queda sujeto por ministerio de la propia ley a 
ser atoiii-mado o disminuido una vez descubierto e* error en el 
contenido y en la pro(>orción en que aquel existe. Además, ta 
t u'i'prok-iaón del error puede llegar a afectar según la última 
pane del articulo, la existencia misma del contrato cuando la 
diferencia ni más o en menos exceda de un vigésimo del 
área tOtal>tfe| imrmeUc y él empradnr solicite su rescisión. 

Que estas soluciones legales son excluyeme* por su natu- 
raleza de tm derecho de dominio que el vendedor conserva en 
su patrimonio ¡jara hacerlo valer, respecto de la demasía una 
vez descubierto el error en el área. Kn efecto: cuando el exce- 
sn no llega al vigésimo la trasmisión del dominio operada por 
la escritura seguida de tradición produce el efecto de trans- 
ferir la propiedad sin dependencia de ninguna manifestación 
previa del comprador: y cuando escoda Si el comprador no 
usa del derecho de dejar sin efecto la venta, su obligación co- 
mo en el caso anterior se reduce a integrar el precio. Los de- 
rechos del vendedor son correlativos de las obligaciones im- 
puestas al comprador y presii|Minicndo éstas la adquisición del 
! nimio n (> punle caber ninguna duda de que el vendedor se 
fia desprendido de él por ministerio de la ley . 

Reconocerle al vendedor el derecho para reivindicar la de- 
masía sería poner en >us mam» la solución m ic la ley ha co- 
Wado en las del comprador, ¡mes, como se ha dicho es la n]a> * 
nífesíación di- voluntad de este último la única cjue puede res- 
cindir el COntíaíó cuando la diferencia exceda de un vigési 1:0, 

Que esta solitcíón tan cn presamente consagrada por el 
articulo 1^45 del Código Civil, es la admitida uniformemente 



DÜ JUSTICIA ni: I.A XAC1ÚX 



107 



en la doctrina. Hn cfectn; "la circunstancia de que un immie- 
lile (dice líaudrv LacaiW inerte, "De la venia", página 331, pá- 
rrafo 331 K haya sitio vendido con indicación dei contenido y 
a razón de tanto la medida rio impide que la venta sea perf ce- 
ta inmediatamente l desde la tradición en derecho nacional), 
lantn bajo el punto de vista de la transferencia de la propie- 
dail como bajo el inulto de vista de los riesgos. El precio, es 
verdad puede sufrir ciertas modificaciones si se demuestra 
rige la indicación del contenido es inexacta: pero, esta evenlua- 
lid ¡d no impide que é precio sea cierto o susceptible de scr- 
1.,: y como por otra parte la cosa vendida es perfectamente de- 
terminada, resultaría que se encuentran reunidos todos los 
elementos necesarios para la perfección de la veiuu, consenti- 
miento, cosa y precio. Kt artículo 1622 que habla de la res- 
cisión del contrato, confirma (como el 1345 del Código Civil 
Argentino >. esta solución, puesto que sólo se rescinde nn con- 
trato perfecto". Kn el mismo sentido Mereadé. articulo 1617 

m 3. 

yue en estas condiciones es de toda evidencia la falta de 
derecho de la parte nclora para deducir la presente deman- 
da de reivindicación, ya que, careciendo del dominio del so- 
brante, no se encontrarían reunidos los extremos requerido* 
jH.r el artículo 2758 del Código Civil (Fallos, tomo 140. pági- 
na 267 ) . 

Que aún en el supuesto de considerarse la acción dedu- 
cida, como el ejercicio por parte del vendedor del derecho de 
reclamar el pago del precio correspondiente al exceso de área, 
con arreglo al criterio reiteradamente adoptado por esta Cor- 
le, y según el cual lo cuestión delie ser deducida no por el nom- 
bre que los litigantes hayan dado a la acción, sino por el que 
corresponde según derecho a los hechos presentados como fun- 
damento de ella y al fin perseguido, la demanda debe igual- 
mente ser desechada. 

Que el demandado colocándose dentro de ese supuesto ha 
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breado en su favor la prescri^ión autorizada por el aritculr» 
-jo-y y es de toda evidencia que ella se encuentra producida si 
como tp lia decorado esta Corte el plazo debe comenzar a co- 
rrer áesáfs la trasmisión del dominio f Fallos, tumo n;. pá- 
gina I-''" ' . 

tjuv, vn efecto; desde el otorgamiento de la escritura pú- 
blica de compra venia a la señora de Labnrdc Boy, antece- 
sora de A raya, el año t&A basta la deducción de la presente 
demanda, 7 de noviembre de mn t han transcurrido veinte y 
seis añ..- sin Que se baya formulado reclamo judicial alguno 
contra íns adqturentes, tiempo más que suficiente para que 
se extinga ¡¡ur prescripción el dereebo conferido al vendedor 
por él articulo 1345 del Código Civil para reclamar al com- 
prador el pago del precio correspondiente a) exceso de área 
• I'* ' (Vt--]Kuiia Argentina de Colonización y Tierras con- 
tra !a provincia de Córdoba de 22 de octubre úitinio). 

Qw en presencia de este resultado seria inoficioso el exa- 
men minucioso de la prueba producida cuyo contenido no pue- 
de modificar las soluciones del derecho, ni presenta anteeeden- 
te silgnn.» <|ttc autorice la afirmación de la existencia de causa 
intermpiiva de la prescripci.m. 

fch su mérito »v rechaza la demanda, sin costas, atenta la 
naturaleza di- la cuestión debatida y de Ja excepción resuelta, 
Xotifiquese. repóngase el p.i|iel y archívese. 

A. Bermejo — J. FrcuSROA Al- 
corta. — Ramón Méndez. — 
RoitERTo Repetto. — M. Lau- 

RK.VCEXA. 
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Compañía üc Timas, Maderas y ferrocarriles La forestal Li- 
mitada, eh autos con h Provincia de Santa /•>, sobre cabro 
de patente, l\'ecurso de hecho. 

Sumario: i." Procedí el recurso extraordinario del artículo 14 
fie la lev 48. contra sentencia dictada en instancia única en 
juicio cnniencioso-administrativo. contraria al derecho fun- 
dado en las leyes nacionales, números 3873, 5315 y 4/ »5- 

j " La intención de renunciar no se presume y la in- 
terpretación de los actos que induzcan a probarla, debe 
ser restrictiva (Artículo 874, Código Civil). 

Caso: Lo explican las siguientes piezas: 



DICTAMEN DEL SEÑO* PIOCUIADOH GENERA!. 

Butnot Aiie*. tt Febrero de l*e¿ 

Suprema Corte: 

* 

por resolución de fecha 30 de diciembre (!é Í916 dicta- 
da p.r el I». K, de la Provincia de Santa Fe, se condenó a 
la Compañía "La Forestal Lda." al pago de patentes de red- 
ferroviarias y multas correspondientes. 

Entablada la ejecución judicial para el cobro de las mis- 
mas, la demandada convino con el .Poder Kjccutivn cti que és- 
ta suspendería el trámite de las ejecuciones mientras la de- 
manda gestionaba ante el Superior Tribunal de Justicia, por 
via coutenemso-administrativa, la derogación del decreto gu- 
bernativo. 

\ cambio de ello "Lo Forestal" se comprometió y dió 
fianza, a depositar el importe de lo adeudado dentro de las 
veinticuatro horas de dictarse la sentencia por el Superior 1 n- 
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rojas í»5 j .sso { j e | os autos ^¡,^,^1^ , 

v„ I^r^r í,ÍC,a,,a ^ fa ^ ^«d a da en 
2» J 4ar ? mmsAmma ha deducido para ante esta Corte 
Sto el recurso e*t^Nir¡o de apelad 
H amelo i* de la k, s, M el que 1c lL sido dene*T 

nes preindicadas, ha rtntintíado a! recurso interpuesto y no 

Mi J^ff | ™» * ~ Aducido improcedente v 
asi pido a \ . K. s e sirva declararlo. 

Horacio R. £, arrc ta. 
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. , .. Bu * n « Airet. Abt I] IT de J9¡;, 

Autos y V istos : 

i ll „ r íl , r i,rSf, , ,i % ,,et " l,n IM>r «I ^Moíílinarlo 

^^^^Ifía de Tierras. Maderas v Fcrroea- 

« r e, Sll íc r , |junaI (|p (ijdm prov¡nria ^ 
teticioso-administrativo; y 

Considerando: . 

«HÍÜTiTfiS 86 sos,c " i ' 11 ' ""<■ '« 

~h efe „ ^ narin „. l|es nimpra ¡* 
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Que habiendo sido la sentencia dictada en instancia úni- 
ca por el tribunal a qup contraria al derecho fundado en las 
citadas leyes del Congreso, el recurro extraordinario para ante 
esta Corte es procedente con arrezo a jo dispuesto en el ar- 
ticulo 14, Ene. 2.". de la ley X." 48. 

(Juc no se o|H)iic a la conclusión de dicho recurso la obli- 
gación contraída (wr la Forestal y recordada por el señor Pro- 
curador General, "de depositar el importí adeudado dentro de 
las 24 horas de dictarse la sentencia por el Superior Tribunal 
si ella fuese condenatoria", desde que no se desprende nece- 
sariamente de las palabras transcriptas la intención de renun- 
ciar a los recursos legales ordinarios o extraordinarios que pu- 
dieran intentarse contra el fallo de que se trata, y es por el 
contrario verosímil que se haya entendido referirse al momen- 
to en que quedase firme dicho pronunciamiento, ya que la in- 
tención de renunciar no se presume y la interpretación de los 
actos que induzcan a probarla debe ser restrictiva. (Código 
Civil, articulo 874) - 

En su mérito, oído el Señor Procurador General, se hace 
lugar a la queja concediéndose el recurso interpuesto. V ha- 
llándose el expediente en esta Corte. Autos y a la oficina a los 
efectos del articulo 8." de la ley W" 4055- Scñálansc los 
martes, jueves y sábados o el siguiente dia hábil si alguno <W 
aquellos no lo fuere para notificaciones en Cjiería. Kep. 
el papel. 

A. Bermejo — J. Fígueroa Al- 
corta. — Ramón Méndez. — 
Roberto Repetto. — M. Lau- 

REXCEN'A- 
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Ba„co Provincial de Salta, en autos con Do» Luis de hs Ríos 
por cobró ejecutivo Je pesas. Recurso de Hecho, 

Sumario; N?o procede el recurso extraonlmafio dd articu- 
lo 14, ley 4ü. contra una resolución que declara la. proce- 
dencia del tuero fnler.il invado. 

La declaración de competencia dé la justicia fede- 
ral no puede constituir agravio para el recurrente, dado 
que la justicia nacional ofrece ¡gua!es garantías de im- 
parta ¡ida 1 y acierto a todos los litigantes. 

Cajo: Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR ÜEN'KRAL 

Suprema Corte: ■«* 

Kí Banco 1 rovíncial de Salta demandó j don Luis de los 
Rm-s por cobro ejecutivo de peso* ame el Júzgalo en Tn Civil 
j Comercial de la 3* \..mi.iació„ de dicha ciudad. 

B demandado opuso la excepción de incompetencia de ¡u- 
rxdícción alegando ser de nacionalidad boliviana. Se acogió, 
l"»r ello, al fuero federal, 

Substanciado el incidente !a resolución de] juez fue favo- 
rable a la procedencia del fuer., federal. FJ Superior Tribu- 
nal de Justicia confirmó esta resolución y denegó el recurso 
extraordinaria dé apelación que interpuso el Banco para ante 
V. K. fundado en el articulo t 4 de Ib lev 48 sohre jurisdic- 
ción y competencia de Jos tribunales nacionales. 

Adhiero a esta resolución denegatoria. 

No viola garantía alguna de carácter federal la senten- 
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cía de un tribunal local que declara su propia falta tle juris- 
dicción para conocer en una causa. 

E3 fuero Federal ha sido creado en beneficio del extran- 
jero demandado por un argentino y si la resolución es favo- 
rable a dicho fuero, no cabe revisar ésta por la Corte Suprema 
en el recurso deducido. 

Por lo expuesto opino que corresponde confirmar la re- 
solución que deniega dicho recurso. 

Horacio R. Larreta. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Alrn, Abril SO de IK3 

Autos y Vistos, Considerando: 

Que en el juicio ejecutivo deducido ¡>or el Banco Provin- 
cial de Salta contra don Luis de los Rios ante la justicia or- 
dinaria el demandado opuso ta excepción de incompetencia de 
jurisdicción fundada en el hecho de ser extranjero, la que 
fué admitida. 

Que no conteniendo la sentencia que declara la proceden- 
cia del fuero federal, decisión contraria a una ley nacional, y 
|M)r consiguiente a *as pretensiones del recurrente, como lo re- 
tiñiere el articulo 14. inciío %* de la ley número 48, el recur- 
so extraordinario ha sido bien denegado por el Tribunal Su- 
perior de la Provincia de Salta. 

Qu<¥, aún dentro de la interpretación atribuida por el ai le- 
íante al artículo 2.*. inciso I." de la ley de ciudadanía, inter- 
pretación que por cierto no es la autorizada por el inciso i " 
de la !ey número 10.25(1, delie observarse que la declaración de 
competencia de la justicia federal no puede constituir agravio 
para é!. por cuanto la justicia nacional ofrece ¡guales garan- 
tían de imparcialidad y acierto a todos los litigantes , 
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estas fundamentos y de conformidad con lo dictami- 
nado por el Señor Procurador General se declara improceden- 
te la queja deducida. Noliíiuucác y archívese previa reposi- 
ción del pa|x*l. devolviéndose !os autos Vertidos por via de in- 
f firme con transcripción de la presente. 

A. Bermejo — J. Figuekqa Al- 
corta — Roberto Repettó — 



Doña Uslda Memiiela (fe Gamlulfo contra Don Guillermo 
Toiiwnrsi, $qMc desalojamiento. 

Sumario; r." \a\ denegatoria del fuero federal importa el des- 
coiuKÍmienln riel derecho fundado en el inciso 2° del ar- 
ticulo 2." de la ley 48. por lo que procede el recurso ex- 
traordinario autorizado por el artículo 14 de la misma ley 
contra imi resolución denegatoria de dicho fuero. 

2.* ta cláusula establecida en un contrato de arrenda- 
miento según la cual "las dificultades a que diera origen 
este contrate) serán resueltas en esta Capital Federal, eo- 
rrfsjn Midiendo por lo tanto a sus tribunales intervenir en 
caso qüe fuera necesario", interpretada por las mismas 
partes en un juicio anterior, admitiendo pana éste, sin 
observación, la competencia de la justicia local, importa 
para el recurrente renuncia formal del fuero federal es- 
establecido en su favor de los artículos 100 y 101 de la Cmis- 
tit lición y artículo 2. a , inciso 2. de la ley 48, renuncia que 
ha podido estipularse válidamente. 

Coso: Lo explican las piezas siguientes: 



III- J L SI' R IA MI; LA N ACIÓN 



DICTAMEN DEL, SEÑOR PROCURADOR GENERA1, 

Buenos Aire», Noviembre 27 de lito 

Suprema Corte: 

Ante el Juzgado de t." Instancia en 1n Civil de la Capi- 
lal de la Nación, doña Estela Mcndiefo de Gandul fu demandó 
por desalojo a don Guillermo Tommasi. 

Este opuso al contestar la demanda, la excepción de in- 
competencia de jurisdicción amparándose ni fuero federal en 
razón de la distinta nacionalidad de los litigantes. 

La defensa fué desestimada por el Juez por razones de de- 
recho y por sus fundamentos, la Cá na ra Segunda dé Apelacio- 
nes en lti Civil confirmó la sentencia del inferior. 

Deducido por Tommasi el recurso extraordinario de ape- 
lación para ante V. lv. fué denegado poí la Cámara. Lo one 
motivó el presente recurso de hecho entablado ante esta Cor- 
te Suprema. 

Considero mal denegada la apelación. 

El presente caso se encuentra comprendido entre los enu- 
merados por el articulo 14 de la ley número 48 sobre jurisdic- 
ción y competencia de los tribunales nacionales. 

La denegación del fuero federal importa el desconoci- 
miento de un derecho fundado en una ley especial, invocada 
opnrt unamente y que ha sido materia de litigio: 

Kn cuanto al fondo del asunto encuentro ajustada a de- 
recho la sentencia recurrida. 

Las jKirtes habían convenido en el contrato testimonia- 
do a fs. 24 vta. que las dificultades a que diese lugar el con- 
trato serian resueltas por los tribunales de la Capital Federal. 

Se discute si esos tribunales s<>n los federales o los lo- 
cales. 
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Cualquier chula que at respecto pueda hatjer referettte a 
la interpretación de esa cláusula contractual, las partes, con 
su actitud posterior al otorgamiento del céntralo, se han en- 
cardado de disiparla. 

V es sahtdn que son justamente los hechos posteriores de 
los contratantes los que mejor fijan la interpretación de su vo- 
luntad al contratar, 

Kn efecto: consta de autos < tuición i*, ís 38 >. (pie el 
contrato cuya ejecución se pide en este juicio fué anteriormen- 
te discutido por las partes ante el Juez Civil de la Capital Dr. 
O'Iombres, llegándose en dicho juicio a una transacción. 

ESJto importa nua prórroga expresa de la jurisdicción or- 
dinaria para conocer en las causas concernientes al cumpli- 
miento del contrato. 

K-te lia sillo nuevamente presentado a juicio en la pre- 
stante acción análoga a aquélla y de la que es en definitiva, 
una consecuencia. 

I.a jurisdicción, pues, de los trilmnales ordinarias de la 
Capital ha quedado fijada |»or las partes al concurrir ante los 
mismos y controvertir ante ellos sus respectivos derechos. 

Soy, por tanto, de opinión que el conocimiento de la pre- 
í-cnte can-a n«i corresponde a la jurisdicción ele los tribuna- 
les federales y pido se confirme la sentencia apelada en cuan- 
to ha podido ser materia del recurso. 

Horacio R. Larrcla. 



fallo de la corte suprema 

Buenos Airen, Abril Su de [*£S 
Autos y Vistos, Considerando : 

fjne importando la denegación del fuero federal el des- 
cnn. .cimiento del derecho fundado en el inciso 2.". articulo 2." 
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de la ley nacional de 14 de septiembre «le iSS'tj invocado por 
el recurrente oportunamente en el pleito, la procedencia del 
recurso extraordinario 110 es dudosa con f orne a lo dispuesto 
por el artículo 14 de la ley número 48 y a lo reiteradamente 
resuelto y así cumple decía ra rio. 

Que en cuanto al fondo del litigio las partes al celebrar 
el o nitrato de arrendamiento testimoniado a fojas 25. convi- 
nieron "que las dificultades a que diera origen este contrato 
serán resueltas en esta Capital Federal correspondiendo por 
lo tanto a sus tribunales intervenir, caso que fuera necesa- 
rio" . 

Que si bien los tribu miles de la Capital Federal a que ha- 
ce referencia la antedicha cláusula, tanto pueden ser los de 
la justicia local organizada por ta ley de 12 de noviembre de 
18S6, como los federales comprendidos en la misma, la duda 
que en el caso pudiera existir sobre el particular delie ser re- 
suelta con auxilio de ta interprel ación que las mismas partes 
k* han asignado en un juicio anterior dentro de] cual fué ad- 
mitida sin observación la competencia de la justicia local . 

Que el sentido de tal cláusula, así interpretada, importa 
para el recurrente renuncia formal del fuero federal estable- 
cido en su favor por los artículos ion y joi de la Constitución 
y articulo 2.", inciso 2° de la ley número 48. renuncia que ha 
podido estipularse válidamente. Fallos tomo 115, página 21 ; 
tomo (x>. página 2101, 

l*or estos fundamentos y de acuerdo con lo dictaminado 
por o! señor Procurador General se confirma ta sentencia ape- 
lado de fojas 77. Xolifíquese y repuesto el papel archívese, 
devolviéndose los autos venidos por vía de informe con trans- 
cripción de la presente. 

A. Bermejo — J. Fir.uEROA Al- 
corta. — Roberto Repetto 

M. LaurencEná. 
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Sumario instruido am motivo tic la detención y traslación del 
Diputado Nacional, í>on Mctitón Cu maño. 

Sumario: t.~ C orre s|*i tule a la justicia federal el conocimien- 
to de un proceso instaurado por el cielito ..influido a los 
encausados, dé visación del privilegio parlamentario de- 
terminado por el arresto <le un diputado nacional en in- 
fracción de la garantía pe consagra el articulo 61 de la 
Con s[ i lición, esto es. con omisión de los requisitos u for- 
malidades previas exigidas al efecto. 

J." Tratándose del arresto de un diputado nacional, el 
atributo esencial del acto punible no consiste en la omisión 
de orden cseriia de autoridad competente (Constitución, 
articulo 1X1 sino en la prescindencia del retjuisito previo 
ilel desafuero, cuando 110 media la circunstancia del fla- 
grante delito (Constitución, articulo ni). 

X" La interpretación de las leyes debe hacerse siempre 
evitando darles un sentido míe ponga en pugna sus dispo- 
siciones, destruyendo las unas por las otras, y adoptando 
comn vt-rdadero el qiíe las concille y deje a todas con va- 
lor y efecto . 

Caso : Lo explican las piezas siguientes ¡ 



SENTENCIA DE h\ CÁMARA FEDERA!, DK APELACIÓN 

..... Cdrdob», Abril 5 de vga¡ 

Y Vistos: 

Kl recurso de apelación interpuesto por el Señor Procu- 
rador Fiscal y don .Mcütón tamaño, los procesados Roberto 
M. Serbo, Miguel de la Rosa. Nicanor i'az. Alfredo Coloin- 
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hres, Macano Rice i, Pedro F. Campi, y Adolfo Tena y los 
de nulidad y apelación interpuestos por don Fidel Montene- 
gro, contra ia sentencia de fecha i." de febrero del año ppdo.. 
corriente a fs. -M<> y siguientes, dictada por el Señor Juez Fe- 
dera! de Tucumán, en !a causa seguida contra los menciona- 
dos procesados por desacato, en la que ha rtóuéltd: condenar 
a los doctores Roberto M, Herbó y Miguel de la Rosa a la 
multa de mil pesos cada uno y a Fidel Monteagudo, Nicanor Paz. 
Alfredo Colombres, Macario Ricci y Pedro F. Campi a la 
inulta de quinientos peso cada uno, aplicables a los hospitales 
de Tucumán y a las costas del proceso y absolviendo de culpa 
y cargo a don Adolfo Peña. 

Y Considerando que: 

Que este proceso fué iniciado por la denuncia de fs. 87 
en la que ol Ministerio Fiscal acompañó los antecedentes remi- 
tidos por la H. C. de D. D. de las actuaciones practicadas 
con motivo de la prisión y traslación sufrida por ol señor di- 
putado nacional don Melitón Camaño en noviembre del año 
ppdo., por autoridades de ta provincia de Tucumán. efectuadas 
*cgún el denunciante sin orden escrita y en violación de las 
garantías que la Constitución acuerda a los miembros del Con- 
greso. 

Que terminada la indagación sumaria, el Ministerio Pú- 
blico y el representante del doctor Camaño. presentaron los 
escritos de fs. 255 y 277 acusando como ordenadores y ejecu- 
tores, respeclivameiiic, tic los delitos previstos y penados por 
los arts. 45 y 46 de la ley nacional X." 41). a los doctores Mi- 
gue] de la Rosa y Roberto M . Rerho y a los demás apelantes 
y don Adolfo Peña. 

Que el juez a quo estima en el falto recurrido que los he- 
chos materia de la denuncia y acusación han sido plenamente 
demostrados, |>ero sostiene que ellos constituyen el delito de 
desacato que la ley N\" 4*> define en su árt 37 y por lo tanto 
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no puede aplicarse a los procesados la pena de los arts. 45 y 
4f>, cotilo pretende ta acusación. 

(Jue hiátiíeiuto ajielado del fallo lamo los acusadores co- 
mo los procesados a quienes ¡>er judien, aquéllos insisten en sos- 
tener ijue el caso encuadra ni los términos de los arts. 45 y 46 
citados, mientras que por parte de éstos, e] representante del 
doctor de la Rosa pretende que no se lia demostrado el hecho 
que se le atribuye y el defensor de los demás procesados ale- 
ga la incompetencia de la justicia federa! para conocer de esta 
causa, por no ser aplicables a los actos que se Ies imputan, ni 
al art. 37 ni los arts. 45 y 4c» de la ley 49. el primero, porque se 
refiere Únicamente al Juez o autoridad que ordena la prisión 
de un miembro del Congreso sin previo desafuero y nq al <|uc 
ejecuta esa orden, y los segundos porque como lo lia declara- 
do la jurisprudencia de la Corte Suprema, sólo legislan el caso 
en que un funcionario nacional libre o ejecute tina orden de 
prisión sin estar facultado para ello jwr la ley o estatuíalo mili- 
ta expedirte por escrito. 

Qué a juicio de la Cámara los hechos que motivan la acu- 
sación a estar comprobados nq ene rían íiajo la sanción del art. 
.Í7 citado. Ese articulo, a [tesar de estar redactado en térmi- 
nos generales, no puede entenderse, frente a lo dispuslti pol- 
lo-, arts 45 y 40 de la misma ley, sino como que castiga la sim- 
ple violación dol fuero parla renta rio o sea el delito de desa- 
cato que comete el juez o autoridad com pétente para decretar 
prisión, cuando | a ordena contra un miembro del Congreso 
respecto del nial no se lia llenado previamente el requisito a 
que se refiere el art. mi dé la Constitución Nacional o al fun- 
cionario que ejecuta esa orden, porque si además de prescin- 
dí rse de dicha formalidad 'a prisión se decretara y >e efec- 
tuara sin mandamiento escrito, el acto no implicaría ya la sim- 
ple vio'ación del privilegio parlamentario, sino la del art. iS 
de la Constitución que consagra una garantía común a todos 
los habitantes del país y cuya transgresión el legislador ha 
creí tío necesarir. castigar más severamente que el desconocí- 



miento de la investidura de un Senador a Diputado nacional. 
En el caso presente ta falta de orden escrita de prisión cali fit a 
el delito acusado porque entre tas prisiones o arrestos decre- 
tados o realizados sin la observancia de las formas constitu- 
cionales, el legislador lia creído necesario penar expresamen- 
te el tpie ordena o efectúa omitiendo el mandamiento escrito y 
es por lo tanto esa disposición especifica la que corresponde 
aplicar cuando se produce el hecho ¡pé ella prevé y castiga, 
aún cuando se trate de la prisión de un miembro del Congre- 
so cuya libertad no puede estar menos garantizada por la ley 
(pie la (le un simple ciudadano o cualquier habitante de la Re- 
pública. 

Que no podría objetarse contra estn que bs hechos acu- 
sados implican a la vez la comisión de los delitos definidos en 
los arts. 37, 45 y 46 de la ley de 14 tic septiembre de 18V13, y 
que por lo tanto todas estas disposiciones les son aplicables, 
porque se trata de actos por su naturaleza indivisibles (órde- 
nes de prisión, arresto l que no admiten una doble calificación 
legal v que por lo tanto en ningún caso podrían ser castigados 
a la vez con la peña correspondiente a dos distintos delitos 
(Arg. del art. 85 C. Penal") . 

Que en consecuencia, e.1 hecho de haber cometido el delito 
que motiva este proceso en la persona de un diputado nacio- 
nal, sólo constituiría una circunstancia agravante de la pena en 
que sus autores hubieran incurido de acuerdo a lo dispuesto en 
el art. 84, inc. 15 del C. Penal. 

Que aún cuando así no fuera y debiera entenderse que con 
ocasión de cometerse los delitos definidos por los artículos 
45 >' 46 ( l c la l c >* * >s " -W- se cometió también el de desacato que 
castiga la misma ley en su art. 37, nunca podría aplicarse a 
los culpables una doble tonalidad, porque el caso estaría com- 
prendido en el art. 87 del Código citado, según el cual sólo debe 
aplicarse la pena del delito más grave y el menos grave consi- 
derarse circunstancia agravante. 
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(Jtie tampoco puede sostener ame la expresa v clara dis- 
posición de los m$ 45 y 40 de Ta lev del sesenta y" tres que se 
mMU, i|iie éstos sólu «ni apjybi^ cuando las autoridades 
que ordenan o efectúan una prisión o arresto contra lo dis- 
puesto en d art. 18 de la Constitución Nacional, sean jueces 
empleados nacionales porque esos artículos no distinjuén en- 
tre funcionarios nacionales y provinciales, re íi riéndose en ge- 
neral a los eme decretan o ejecutan prisiones sin la formalidad 
consfituctonal del mandamiento escrito, lo que concuerda con 
los antecedentes tjue suministra la discusión parlamentaria a 
que diera lugar su sanción. I.a ley de 14 de septiembre de 
1863 se dictó sobre la base de un proyecto confeccionado i>or 
la Cuite Suprema de Justicia de la Nación y ese proyecto no 
contenía los arts, 45 y 4^1 que fiteron incorporados a junción 
del señad,. r doctor de la Vega, quien fundo el agregado es- 
fn-cialmenle en la necesidad de reprimir abusos inveterados de 
las autoridades de provincia, diciendo; 'Aqui se trata con bás- 
tanle detención de la pena en que incurre el que resiste a la 

autoridad Kxtrañn, Señor, que aqtii no se hable nada de 

las penas en que incurren las autoridades que mandan pren- 
der arbitrariamente. Ks una prescripción de la Constitución 
que nadie puede ser aprehendido sim> en virtud de orden es- 
crita de autoridad competente. Kse preepto o institucional easi 
nunca se cumple en las provincias; la infracción de este pre- 
cepto constitucional iin|Hirta im delito y este delito debe tener 
a'guna pena para hacer prácticas las prescripciones constitucio- 
nales, yo hablo con conocimiento de causa, casi no hav ejem- 
plo en las provincias de que las prisiones se hagan con las for- 
malidades establecidas por la Constitución, sino que se man- 
da a un soldado cualquiera para que traiga preso a un ciuda- 
dano. Si el Ciudadano pide urden escrita, no se le da; si se re- 
siste el ciudadano, se le lleva |to r la fuerza. Asi pues ya qué 
la ley se ha cotí t raido a establecer Ir 5 penas que merece el que 
resiste a la autoridad» debe también penarse al juez que manda 
ejecutar una prisión ilegitima. Desearia que esto se consig- 
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na se ítijiii para hacer desaparecer esos a luí sos muy constantes 
eti 4:is provincias", y contestando a algunas objeciones que for- 
mulara el Scfior Ministro de Justicia y Culto, añadía: "Yn 
quisiera que se castigara esa falla tan arraigada en las pro- 
vincias, donde cualquier empleado suda ltemo de la áiJflíinis- 
i ración es dueño de disponer de la libertad del ciudadano, sin 
Miden escrita: si ese subalterno tuviese que responder personal- 
mente, si tuviera una pena establecida ya. que él la conmiera, 
no ejecutaría esas prisiones ilegitimas sin lencr orden del su- 
perior". Estas ir an i f estaciones merecieron el asentimiento de 
la mayoría de la Cámara que las llizp suyas volando Jos ar- 
tículos propuestos por el doctor de la Vega, contra la opinión 
de algunos miembros de la minoría (pie sostuvieron que ellas 
eran propias de los reglamentos de la administración de justi- 
cia de las provincias o debían figurar en el Código Penal. 
( Diario de Sesiones del Senado, año 1863, sesiones del 30 de 
julio y 2 de junio. 

Que si se arguyera que esta interpretación de los arts. 45 y 
46 de la ley \\* 49 no puede aceptarse porque importa sostener 
lo que no es admisible, que el Congreso al diciar esa ley de 
carácter exclusivamente federal sobre crímenes y delitos con- 
tra la Nación, cometió el error de incluir en ella disposiciones 
de derecho común, tal argumentación no sería liastante para 
destruir el hecho evidente de que en realidad esa inclusión se 
produjo, como se ha demostrado, siendo de observar (pie si el 
Congreso aceptó con perfecto conocimiento de causa esa in- 
congruencia de pura forma, ya no hay disposición que le prohi- 
ba legislar en lo exclusivamente federal y hacer uso al mis- 
ino tiempo de la atribución contenida en el art. 67, inciso n 
de la Constitución, lo hizo cuando aún no se babiau dictado los 
códigos comunes, con el objeto de hacer efectiva una preciosa 
garantía constitucional hasta entonces letra muerta en el país, 
por falla de una acción penal, penalidad claramente indicada 
por el senador de la Vega, cuando contestando algunas obje- 
ciones que se le opusieron decía: "No es mi objeto que es es- 
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tahlezca la jm isclicción federal en estas cansas; quiero que se 
establezca una pena o mira los infractora de esta prescripción 
constitucional, que se establezca tina pena contra el que man- 
dil hacer una prisión ilegitima y contra el que la ejecuta. .Vi 
quisiera ver un articulo aquí, que garanta la independencia y la 
libertad de fc» ciudadanos centra los procederes ilegítimos de 
las autoridades el documento que yo exijo, | a or- 
den escrita de autoridad competente, es ¡jara tener el derecho 
de reclamar ahuma vez. para poder reclamar centra ese f*o- 
Vrnador arbitrario que manda poner preso a un ciudadano. 

contra el jefe de l'olíeía o con ira cualquier otra autoridad 

Asi es que yo estoy [jorque se imponga alguna pena al que 
ejecute una privón >in lUttnr las formalidades pr escritas por 
la Omstiucám. Creo que agregar un articulo de esta naturale- 
za al provecto que sé discute, no es motivo de discusión sino 
una necesidad de alta conveniencia'". 

ijne establecido el verdadero alcance de los artículo^ 43 
; de la ley de 14 de >epiicmbrc de iJfy y su aplica)»] i dad a 
!ps lieehos que motivan el presente juicio, la cuestión de coro* 
pe leticia planteada por la defensa queda también resuelta, por- 
que esos hechos se imputan a los acusados como cometidos en 
mi carácter de funcionarios provinciales que en general v en 
virtud del sistema repuhlicano federé que la Nación lia adop- 
tarlo para su gobierno, no están sujetos por sus actos como ta- 
les a la jurisdicción federal y principalmente porque el delito 
que esas dispo>ieiimcs castigan es por su naturaleza un delito 
común cuyo conocimiento corresponde a la justicia federal 
únicamente en el caso de que la autoridad que baya ordenado 
ei arresto o prisión sin facultad para hacerlo o con prescinden- 
Cta del mandamiento escrito exigido ]h.r la Constitución, sea 
una autoridad nacional, pues soJo entonces tendría la Nación 
interés directo en castigarlo. 

(Jue esta es la doctrina que se desprende de los fallos de 
ta Corte Suprema de que ha hecho mérito en esta instancia el 
Señor Defensor de Pobres c lnca]iaces en su ilustrada expo- 
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sicióu de fs. 509, que han declarado la bkfflm^éJidá <Ic [a 
justicia federal para entender en juicios seguidos contra em- 
pleados provincial por haber decretado prisiones omitiendo 
tn formalidad de la orden escrita, no pudkndn atribuirse otr© 
alcance a esta jurisprudencia, porque no habiéndose planteado 
ante el alto tribunal la cuestión de la inaplicabilidad por la jus- 
ticia ordinaria de los arts. 45 y 4Ó de la ley del 63 a los casos 
en que los que ordenan o efectúan prisiones sin guardar üfy 
formas constitucionales, fueran funcionarios de provincia, no 
ha sido ni podido ser resuelta por los referidos fallos y cabe 
afirmar que ni aún iucidcntalmentc, al rnqt i varios, Ta Corte ha 
ahierto opinión a este respecto, pues si bien es cierto que en 
©ños se ha dicho que el artículo 45 aunque había de prisiones 
ilegales e irregulares debe circunscribirse solo a lo nacional, 
esto ha de entenderse con respecto al fuero federal, y no en el 
sentido de que la disposición sólo es aplicable a los funcio- 
narios nacionales, lo que por otra ¡jarte se infiere del contexto 
total del considerando en que esa afirmación se formulara y 
del* razonablemente presumirse porque de otro modo el pro- 
nunciamiento seria contrario al texto expreso del art- 43 y a la 
intención del legislador claramente maní (estarla al mencionar- 
lo, ta que no es dable admitir. 

Que el hecho de que los artículos 45 y 46 que se estudian 
hayan sido agregados a una ley especial del Congreso en la for- 
ma que se ha visto anteriormente, no basta para justificar la 
procedencia del fuero federal, porque lo que en realidad hace 
que un asunto corresponda a la jurisdicción nacional, no con- 
siste en esa circunstancia de forma, sinó en que sea de aquellos 
cuvo conocimiento le atribuyen la Constitución y las leyes, ya 
por razón de las personas, del lugar o de la materia, y es evi- 
dente (pie el presente caso no se encuentra en ninguna de estas 
condiciones, pues ni los acusados son funcionarios nacionales, 
ni el lugar en que se dice cometido el delito que se les imputa 
está sujeto a la exclusiva jurisdicción nacional, ni el caso por 
su naturaleza encuadra dentro de las prescripciones de los ar- 
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ticuios too y 105 «le la GóijstitUcipn, o de una de las leyes que 
el Congreso puede dictar He acuerdo a lo dls|uésto en el ar- 
ticulo i> 7 . baso 11 2/ j>artc- y 28 de [a misma para poner en 
ejercicio (tis pobres acordados por día al Onhierno Nacional 
y cuya aplicación vorrcspuidc exclusivamente según el eitado 
art 100 :i ¡os tribunales federales. 

(Jue no hay disposietón legal que atribuya exclusivamente 
;i la ¡mima federal él conocimiento de los delitos perorados 
en personáis investidas de aut. cridad nacional, cuándo como en 
el suh faifa ci hecho delicítíoso no se relaciona diree tauiqnté 
con e] ejercicio dé su carg.i. 

tj»c <lé acuerdo Cpn esta docttiííá el nuevo Código Penal 
lia incorporado a sus disposiciones en su art. _>_^ las de los ar- 
tículos 4.Í y 4». de la lev m 49, .lerogamlo a ésta en esa parte. 

<Jue de lo expuesto delie concluirse que el conocimiento de 
¡a presente catisa »" eiMTespmde ;| la justicia federal aún en 
la hipótesis de qüC se considere .pie los acusados hubieran eo- 
im-tidu el delito previsto en el art. de la ley X. - 40 en oca. 
sioií de ejecutar el más grave junado jxir los arts. 45 y 46 di- 
la misma ley. jwirqtte debiendo aplicarse en ta! caso el art. $7 
citado del C. Penal, el Juez de Ir. principal o sea del delito 
mas grave que como se ha visto es et juez ordinario, lo seria 
también de los accesorios o sea del más leve. 

Por estos fundamentos se declara que la justicia federal 
es incompetente para entender en la presente causa, no hacién 
dose lugar al recurso de nulidad interpuesto por el procesado 
Montenegro, por cuanto la sentencia arlada ha resuelto en mi 
considerando quinto la cuestión de incompetencia de jurisdic- 
ción propuesta \mr el recurrente en su escriio de defensa, y se 
ajusta estricianunie a ta dispuesto en el art. 4(15 del C. de 
PrOc, en lo Criminal, llágase salier. transcril«sc y devuélvase. 
— fíemésio tionsáfes, — A. ti. í\>s M \ a. BerSiic. 
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DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

* 

Bueno» Aires, Septiembre 4 de WSS 

Suprema Corte: 

La Cámara Federal de Ablación de Córdoba ha declara- 
da que la Justicia Federa! es ineom|)etcmc |>ara conocer de La 
causa instaurada contra el doctor Koberto Af. tterho y otm* 
por nq liatier guardado la furnia proscripta por la Constitución 
a! arrestar al diputado nacional don Melitón Camaño. 

Es evidente que el caso esta, expresamente previsto en el 
articulo 37 de la ley 4<> (sustituido por el 242 del actual Có- 
digo Penalti, que se propone garantir las inmunidades parla- 
nient arias. 

Sea que la pena aplicable fuera la de multa prevista en di- 
cho articulo o la de prisión establecida en los articulas 45 y 
40 i>ara los que arrestan sin orden escrita, no creo que ti espi- 
ritu de nuestras instituciones permita someter esta causa a los 
tribunales de provincia. La Nación es parte cuando se agra- 
via a su poderes públicos o se viola las «aramias que ella lia 
establecido en la Constitución para el funcionamiento de di- 
chos poderes. 

Xo creo tampoco que, como la Cámara opina, baya ]>osibi- 
lidad legal de dividir el hecho que se imputa a los acusados en 
dos delitos sujetos a distinta jurisdicción. Cuando un hecho 
cae bajo más de una sanción penal, se aplica únicamente la 
que fija pena mayor, como lo establece el artículo ^4 del 
Código Tenal . Pero, aún en la hi|>ótesis de que procediera esa 
división, no habría que adjudicar el conocimiento del menos 
grave al juez del más grave, porque el articulo 38 del Código 
ile Procedimientos en materia criminal dispone (pie cuando 
uno de los delitos perteneciera al fuero federal y el otro al 
provincial, deberá ser juzgado primero por la jurisdicción fe- 
deral. 
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1'or lo tanto, pienso qüé corresponde la revocación de & 
resolución alidada. a fin de que la Cámara reasuma la juris- 
dicción de que se ha desprendido . 

José Nicolás yfiilirttzo. 



] ALI.O DE LA CORTE SUPKKMa 

Buenos Aírei, Abril 'M de lu;:. 

Y Vistos: 

M recurso extraordinario interpuesto y concedido contra 
sentencia de la Cámara Federal de Córdoba que declara la in- 
competencia de la justicia federal para conocer en la causa se- 
guida contra don Roberto M. Iterho y "tros, por arresto del 
Diputado nacional señor Melitó» Camaño. 

Y Considerando ¡ 

Que el delito atribuido a Ins encausados en este proceso 
consiste en eí desacato que implica, en el tecnicismo de 
la ley aplicada, la violación del privilegio parlamentario del cr- 
in i na do por el arresto de un Diputado Nacional en infracción 
de ¡a garantía que consagra el articulo (>i de la Constitución, 
esto es. con omisión de los requisitos o formalidades previas 
e&igitJas al efecto, 

Que el origen di recto de esta causa radica en la sanción 
típ la Cámara de Diputados de la Nación que resolvió pasar 
ÍOá antecedentes al Fiscal Federal, a los efectos del juicio co> 
rrespondiente. con la reserva expresa de las facultades pro- 
pia- ile dicha Cámara : siendo de observar qu c en la dilucida- 
ción parlamentaria del caso no se hace referencia fundamenta! 
alguna a otra causa! del delito imputado que la derivada de 
la violación del 1 privilegio del señor Camaño de no ser arres- 
tado, inherente a su investidura fie legislador nacional. 
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Que estas premisas, constituida* por los antecedentes bá- 
sicos del juicio, conducen a ta conclusión ineludible de que no 
lia podido ser materia de! mismo otra determinante del deli- 
to que la uue resolta concretamente definida por la infracción 
de la cláusula constitucional que prohibe el hecho atribuido a 
lós acusados. Tratándose del arresto de un Diputado nacio- 
nal, el atributo esencial del acto punible no consiste en la omi- 
sión de orden escrita de autoridad competente (Constitución 
artículo 18) sino en la prcscindcncia del requisito previo del 
desafuero cuando no media la circunstancia del flagrante de- 
lito ( Constitución articulo 61 ) . Lo que califica pues, el hecho 
delictuoso que se juzga en el caso no es Ja violación del pre- 
cepto relativo a la libertad personal sino el atentado contra el 
legislador, contra uno de sus privilegios cerno tal, y por ende 
contra los fueros de la Cámara a que ]>crteneec; de manera 
(jue, supuesta la realización del hecho en las circunstancias ex- 
presadas, el detito existiría aunque se hubiera practicado el 
arresto mediante orden escrita de autoridad competente si és- 
ta hubiese omitido como aparece en el sub judkc, el cumpli- 
miento de las formalidades establecidas por el articulo 61 ci- 
tado. 

Que siendo esta ta verdadera expresión real y jurídica del 
caso de autos, no es admisible la aplicación al mismo de otro 
precepto legal que el expresamente relativo al delito que co- 
mete el juez o autoridad que en el arresto de un Diputado o 
Senador al Congreso Nacional no guarda ta forma prescripta 
por la Constitución (Articulo 37, ley 49; Código Penal, artícu- 
lo 242), sin referencia especia! a las circunstancias de que el 
funcionario autor del presunto delito tenga la competencia le- 
gal requerida y haya expedido o nó por escrito la orden de de- 
tención correspondiente (Ley 49, artículo 45 y 46). La obser- 
vación de que un delito mayor no puede castigarse con pena 
jnás benigna que otro menor, como lo serian respectivamente, 
el arresto ilegal de un Diputado y c* de un ciudadano, no tiene 
eficacia ]»ara modificar las precedentes conclusiones, pues tal 
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argumento sólo procedería en casos fio «luda o ambigüedad (ti- 
la ley, que <lejcn la solución al arbitrio de Ja ¡nterpretóci¿n ju- 
dicial;; y nó cuando median disposiciones taxativas v expresas 
t|ue e! juc* delte aplicar sin ol examen critico de la decisión lo 
gislativa que consideró mayor o menor tm delito o una pena y 
definió el uno y prescribió la otra en Uüo y ejercicio de facul- 
tades propias. Si asi no fuera y por la consideración aludida 
debieran apirearse a casos como el Sttb Utcm las disposiciones 
de los artículos 45 y 4Ó de ta ley 40, y no la tj¡át establee Íó el 
articulo 37 de ta misma, esto último no hubiera tenido aplica- 
ción posible, y en consecuencia habría estado fie más en la ley 
penal <¡ue ¡o consignara, conclusión contraria al principio tan- 
tas veces sostenido jjor esta Corte, de que la interpretación de 
las leyes deljcn hacerse siempre evitando fiarles un sentido que 
ponga en pugna sus disposiciones, destruyendo las unas por las 
otras, y adoptando como verdadero el que las concille y deje 
a todas con valor y efecto i Fallos tomo 1 .", página 297, consi- 
derando 3.*. i»ágina 300 ). 

Que atentas las consideraciones que proceden y estanc- 
ado por las ce instancias fie autos que el juicio no versa sobre 
un flelíto común, sino sobre supuesto atentado a las inmunida- 
des fie un Diputado Xacínnal constituido en arresto sin llenar- 
se previamente las formalidades legales |>erlincntcs, la proci - 
dencia de la jurisdicción federal surte en razón «le la natura- 
leza misma de! hecho y del estatuto lega! que le seria aplicable, 

POr estos fundamentos y los concordantes del dictamen 
fiel señor Proco rador C.cncral. se revoca la sentencia apelada y 
se fícela ra que el conocimiento fie esta causa cor responde a la 
justicia federal. Ivn consecuencia y de acuerdo con lo que dis- 
pone el articulo H» de la ley número 48, vuelvan Jos autos a Va 
Cámara federal de su procedencia a fin fie que, reasumiendo 
■a. jurisdicción fie que se lia desprendido, los resuelva con arre- 
glo a derecho; 

A. Bermejo — J. Ficueroa Al- 
corta. — Roberto Repetto. 
M. L.u-Kioxe i:\-.v. 
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Sociedad Anónima Azucarera Concepción contra ta Provincia 
de TucttinúH. por cobro de pesos. 

Sumario: ffi Xo corresponde a la jurisdicción originaria de la 
Corte Suprema el conocimiento de una demanda contra 
una provincia por devolución de surtías de dinero cobra- 
das en concepto de impuestos, fundada en que la ley que 
estableció el impuesto era nula |ior no haber estado válida- 
mente constituida la Cámara de Diputados al celebrar la 
sesión en que dicha ley se sancionó, atribuyéndose la in- 
validez legal de la Constitución de la Cámara, a actos de 
violencia con que se afirma, se obligó a unos diputados a 
formar quorum y se impidió a otros que concurrieran a 
la reunión cu que se sancionó la lev impugnada; no pu- 
niéndose, por lo demás, reparo c'guno en la demanda, 
al impuesto en sí mismo, a su nalura'eza o caracteres esen- 
ciales, ni a ta facultad constitucional de los poderes lo- 
cales para crearlo y percibirlo. 

2. " I^as provincias tienen derecho a regirse por sus pro- 
pías instituciones, conservan todo el |>oder no delegado, esto 
es, su soberanía absoluta, y constituyen sus autoridades 
gubernativas sin intervención del Gobierno Federal. 

3, " Debiendo juzgarse el pleito simultáneamente, bajo los 
dos aspectos propuestos en la demanda, el de la violación 
de las disposiciones de la Constitución Nacional, por ha- 
Ijerse cobrado un impuesto sin título legal, es decir, en vir- 
tud de una ley que se califica de inexistente por ser nu- 
la su sanción, y el de la aplicación de una cláusula de la 
Constitución provincial, la procedencia de la jurisdicción 
local se ajusta a los principios de gobierno que rigen la 
República; sin perjuicio, en su caso, de la jurisdicción de 
última instancia de la Corte Suprema, si se interpusiera 
y corresnondiese el recurso autorizado por el articulo 14 
de la lev 48. 
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4." La intervención nacional en las provincias, en todos 
los casos en que la Constitución la permite o prese ril>o. 
es un acto político por su naturaleza, cuya verificación 
corresponde exclusivamente a los podeies ¡h>H ticos tle la 
Nación . 

Caso: Lo explican tas piezas siguientes: 



DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenoi Alrei, Abril :3 de Iftí*. 

Suprema Corte: 

La sociedad anónima Compañía Azucarera Concepción, 
representada ]K>r el precurador don Ernesto E. Padilla (hijo), 
entabta demanda contra la provincia de Tucumán por devo- 
lución de la suma de pesos setenta mil cuatrocientos sesenta y 
ilos con noventa y nueve centavos "que el L*oder Ejecutivo — 
dice — por intermedio de sus oficinas ha exigido y cobrado 
indebida y abusivamente, en parte por concepto de un til li- 
bido impuesto a la molienda de caña y en parte por concepto 
de aumento del impuesto de riego, en la proporción y circuns- 
tancias que especificaré, sin estar autorizado por una ley vá- 
lida a hacer estos cobros"., Al mismo tiempo, el actor solici- 
ta que, en mérito de las consideraciones de hecho y de dere- 
cho que aduce, se declare que la forma adoptada para !a per- 
cepción de esos impuestos, importa un acto arbitrario de la 
garantía que consagra el arl. i " de la Constitución Nacional, 
violada también, según expresa, en los arts. 2." y 5.". 

f,a parte demandada niega los hechos afirmados por la 
actora y particularmente los actos de violencia de que hace 
mención, oponiendo, además, como razón general de defen- 
sa, la incompetencia de jurisdicción para conocer V. E. ori- 
ginariamente en este litigio, fundándola en .la jurisprudencia 
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que cita; y termina solicitando, si esta no prosperara, el re- 
chazo <le la acción, por ser improcedente C infundada. 

Considero que tal defensa es equivocada ante los térmi- 
nos expresos de los arts. ico y 101 <íe la Constitución Nacional, 
art. i." inc. i." de ta ley N/48. art. 2.\ de la ley X." 4055 > 
la copiosa y uniforme jurisprudencia establecida pnr esta Cor- 
le Suprema en numerosos casos análogos, entre otros, los qui- 
se registran en el tomo 9". págs. 177 y 272 de sus Fallos. 

Ü) caso sometido a la decisión de V. E. no puede ser más 
claro en el sentido de que corresponde a su jurisdicción ori- 
ginaria. Kn efecto; el art, 101 de la Constiiución. refiriéndo- 
se registran en el tomo 97, págs. 177 y 272 de sus Fallos. 
" Corte Suprema ejercerá su jurisdicción por apelación, según 
" las reglas y excepciones que prescriba el Congreso ; pero en 
" todos los asuntos concernientes a embajadores, ministros y 
" cónsules extranjeros, y en los que alguna provincia fuese 
"parte, la ejercerá- originaria y exclusivamente 1 '. 

Kn presencia del texto constitucional transcripto y juris- 
prudencia y disposiciones legales citadas, es incuestionable que 
el caso "sttb judice" m halla expresamente comprendido den- 
tro de esos términos. 

Kn lo que respeta a la devolución de lo pagado en vir- 
tud de los impuestos de referencia, es de advertir que tanto la 
patente adicional a la caña molida, como el importe de irri- 
gación, fueron cobrados a la compañía actora de acuerdo con 
lo que establecen los arts. 4.". letra b) y 6." de la ley de pre- 
supuesto cu vigor en la provincia de Tucumán — que es la 
impugnada — y que fijan para el fyimer caso dos i>esos por 
tonelada ele caña molida y para el segundo una cuota anual 
de tres |)esos moneda nacional por unidad de derecho de apro- 
vechamiento, según el art. 8." de la ley de riego. 

listo último resulta de las dis|iosiciones legales transcrip- 
tas en el escrito de demanda- que no lian sido desconocidas 
por la contraria, lo que importaria un reconocimiento tácito 
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de la existencia de la citada ley de irrigación si este «hecho 
no estuviera constatado, |>or otra [«irte, cotí la publicación ofi- 
cial de la ley impugnada que contiene el folleto agregado a fu- 
la?- 415 del segundo cuer|Ki dt* Iris autos seguidos ante V. $ 
por In Compañía .Azucarera Tücunmha contra la místná pro- 
vincia y que oportunamente tuve a la vista para dictaminar en 
los mismos. 

Cualesquiera que sean las cuestiones de orden institucio- 
nal que surgen de la demanda, el pmpósílo que ella encierra 
eitá bien definido dentro de los términos en que lia sido plan- 
teada. Xu pueden influir en un sentido contrario los ucU^ del 
I". K. tíe la provincia de Tucumán al dictar tas convocatorias 
de que se lláce mención, el uso indebido de la tuerza pública, 
permanencia de ésta dentro del recinto legislativo, atropellos y 
demás beclios denunciados ¡«ira asegurar el "quorum? 1 qué san- 
cionó la ley de presupuesto en vigor, j>or no ser. bajo este pun- 
1» de vista, que la cuestión federal cae bajo (a jurisdicción de 
V H. 

Concrelándiime, pues, al caso cuestionado, debo mani- 
festar que no existe, la incompatibilidad denunciada en lo re- 
ferente al cobro de los impuestos en la proporción y forma 
efectuado, cuyo principal argumento se basa e» que es nula 
la sanción de una de las ramas del Poder Legislativo que dio 
v alidez a la lev de presupuesta para d año 1923, lo que es- 
capa al Conocimiento y contralor de V, K. jior la razón de que 
las provincias conservan todo el poder no delegado al Go- 
bierno Federal, en cuya virtud se dan sus propias institucio- 
nes locales y se rigen ptuf ellas (arts, 104 y 105 Constitución 
Nacional) . 

G-ri-ia de !<> actuado (pie este presupuesto t'né sanciona- 
do con fuerza de ley el 15 de enero dd mismo año, por el 
Senado y Cámara de Diputados de Tucumán* y mandado cum- 
plir por el P. K. con fecha 16 de enero, es decir, al dia si- 
guiente de su sanción. Y si a esto se agrega — como resu:- 
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ta del expediente análogo antes citado — <|ue la mencionada 
ley de presupuesto es la que rige actualmente, contra la que 
no se lia formulado rc|»aro alguno en toda la administración 
de justicia local, qup por la misma se han creado nuevos fun- 
cionarios judiciales a quienes Ta Corte de la provincia les ha 
recibido juramento, forzoso es concluir que no resulta violada 
ninguna de las cláusulas constitucionales enumeradas en el es- 
crita <le demanda. Kl decreto del P. K. de 2 de enero de 
(Hiñiendo en vigencia el presupuesto que rigió en años anterio- 
res, quedó sin efecto una vez sancionada y promulgada la ley 
que se impugna. 

Por lo expuesto, considero que las cuestiones planteadas 
en este pleito por la parte actora, acerca de la pretendida in- 
constitucional idad de la ley de presupuesto para el año 1923 
sancionarla pof la Legislatura de la provincia de Tucutnán 
con fecha 15 de enero del año ppdo., se encuentra fuera del 
alcance de las decisiones que incumbe a V. Iv pronunciar, y 
pido a V. E. quiera servirse así declararlo.' 

Horacio R. Larrcta. 



FALLO DE LA COITE SUPREMA 

Buenos Aires. Abril 22 de 193!» 

Y vistos: 

Los seguidos por la srjeiedad anónima Compañía Azuca- 
rera Concepción, contra ta provincia de Tucumán : sobre co- 
bro de pesos, de los que resulta : 

Que a fojas 104 y con los documentos precedentemente 
agregados la sociedad actora demanda la devolución de setenta 
mil cuatrocientos sesenta y dos pesos con noventa y nueve 
centavos, moneda nacional, cantidad que amplía a fojas t2f, 
basta ciento setenta y dos mil quinientos cuarenta y cuatro pe- 
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sos con ochenta y cinco centavos, que le lia sido cobrada in- 
itemdá y alusivamente por cnnccjtfo de impuesto a la " mo- 
lienda de caña" y aumento en el impuesto de riego. 

One relacionando los antecedentes el actor expone que 
el Poder Ejecutivo de la provincia, procediendo enn arbitrarie- 
dad- puso en vigor la "ley de presupuesto de 17 de enero de 
192$' establece en su articulo 4.", letra b) como 'patente 
adicional, im impuesto de dos pesos por tonelada de caña mo- 
lida, cuyo pago se baria en la forma determinada por loa de- 
cretos del *t de mayo de 1922 y 22 de mayo de 1923. 

Que con arreglo a este último decreto la actor a abonó la 
Mima de sesenta mil ochocientos diez y ocho mu cua- 

renta y tres centavos, correspontlíente a la cana molida en el 
mes de junio en los ingenios Concepción y I.uján, según lo 
enm prueba con las boletas agregadas. 

Que para el |Kigo del impuesto de riegu. de acuerdo con 
la ley de marzo 17 de 1807. el impuesto de referencia debe 
fijarse anualmente, y al efecto la Legislatura cumple la ley 
aludida, incorporando al presupuesto anual la disposición rela- 
tiva al gravamen. La última sanción de ese carácter es la con- 
tenida en el artículo j. a de la ley de presupuesto de 1919, que 
estableció una cuota de un peso con ochenta centavos por uni- 
dad de derecbo de aprovechamiento, de acuerdo con el artícu- 
lo 8." de la ley de riego. 

Que desde el año 1919 no se han dictado nuevas leyes de 
prestí puesto y por tanto rig.e*el. de aquella fecha conforme a una 
jlk$ .w emrr TÓnstTtucional que asi lu autoriza cuando del i." 
al 31 de octubre no se lia sancionado presu]westo para el año 
siguiente. 

Que la vigencia del presupuesto que regia en 1919 resulta 
también del decreto del 2 de enero de 1923 (Boletín Oficial 
número 4278), en el que el Poder Ejecutivo bacíendo uso de 
la mencionada facultad constitucional, puso '*en vigencia la 
ley (íc presupuesto de 1919 que ha regido durante los años 
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1920, 192 1 y I <.)-'-' hasta tanto la Honorable Legislatura san- 
cione la del siguiente año*'. 

Que prescindiendo de ello se ha cobrado el impuesto que 
regía en 1923. en cambio del que estaba en vigencia en 1922. 
abonando por diferencia ia suma de inte ve mil seiscientos cua- 
renta y cuatro pesos con cincuenta y cinco centavos, pago que 
efectuó bajo protesta según testimonio que se agrega- conjun- 
tamente con las boletas que acreditan el desembolso efec- 
tuada. 

(Jue el Gobierno de la provincia funda el aumento de la 
cuota en una pretendida ley de presupuesto (pie en su artícu- 
lo 6." dispone que se eleve a tres pesos Ja cuota de riego pnr 
cada unidad de derecho de aprovechamiento según el articulo 
X." ya citado de la ley de riego, lo que equivale a un aumento 
de un peso con veinte centavos moneda nacional por unidad 
de riego permanente, y treinta centavos moneda nacional j»>r 
unidad de riego eventual. 

Que amitos cobros efectuados son ilegítimos, pues lo que 
el Poder Ejecutivo llama "ley de presupuesto" no es tal, por- 
que aparece sancionada por la Cámara de Diputados en las 
reuniones del 14 y 15 de enero; y la mis.na Cámara de Dipu- 
tados en enero 17 de 1923 y con mayoría legal ta ha decla- 
rado nula. 

Que la nulidad pronunciada por la Cámara de Diputad* >s 
obedece a las siguientes circunstancias: En noviembre 15 de 
1922 el Poder Ejecutivo convocó a la Legislatura a sesiones 
extraordinarias para tratar, entre otros proyectos, el de pre- 
supuesto ; el Senado lo sancionó sobre tablas y a fines de di- 
ciembre lo pasó en revisión a la Cámara de Diputados; el 30 
de diciembre el Poder Ejecutivo dejó sin efecto la convoca- 
toria a sesiones extraordinarias, retiró los asuntos sometidos 
a la consideración de la Legislatura, excepto las leyes impo- 
sitivas y coo¡)eralivas de cañeros, y la convocó nuevamente 
para ct 20 de febrero de 1923. En enero 9 de 1923 y por las 
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consideraciones del decreto que transcribe, el I'oder Ejecuti- 
vo dejó sin efecto la convocatoria para tratar el presupuesto 
del añu i<>2j que ya tenia sanción del Senado, ['ara simular 
un acto rodeado de las formalidades legales correspondientes 
se reunieron diez diputados j¡y con. medidas inmediatas de 
compulsión hicieron traer Otros seis diputados al recinto y tam- 
bién con medidas policiales impieron la entrada a la Legis- 
la! ura de los diputados opositores que de diversos puntos ha- 
) lia 11 salido en tren expreso para Tucumán, a fin de asistir a 
la sestón en que debía tratarse el presupuesto. Asi. algunos 
diputados que volvían de Buenos Aires fueron detenidos en 
el tren en la estación Helia Vista, veinte kilómetros antes de 
llegar a Tucumán, y otros que regresaban de Salta, también 
para concurrir a la Legislatura, fueron detenidos en la puer- 
ta dé la misma por empleados que tenían a sus órdenes fuer- 
za armada y llevados a ta comisaría de Cruz Alta. Los dipu- 
tados detenidos fueron puestos en libertad en la madrugada 
del 15 de enero cuando el l'oder Ejecutivo había obtenido, con 
exclusión de ellos, que se sancionara a libro cerrado el pro- 
yecto de presupuesto. 

fjue estos hechos dieron por resultado fpie el "quorum" 
M "b!iiviera con diez y siete diputados y el presupuesto se san- 
cionara por los diez diputados que habían concurrido a los 
procedimientos abusivos ya referidos, y no por la concurren- 
cía de !«is veinticinco diputados ijue legalmente debían inter- 
venir en la deliberación. 

Que la circunstancia de que en la noche del 14 de enero 
se encontraran en Tucumán los odio diputados aludidos v 
que la policía les impidiera la entrada al recinto no obstante 
haber sido requerida por la minoría de la Ca ñara para procu- 
rar '■qnórutn" demuestra por si misma que se les ha impedi- 
da deliberadamente el ejercicio de sus funciones con el fin 
de «pie Ion diez diputados de la minoría fuesen mayoría en un 
"■quorum" de diez y siete diputados y pudieran sancionar el 
proyecto del Poder Ejecutivo. 
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«e en enero 15 el Poder Ejecutivo clausuró de nuevo 
las sesiones extraordinarias. Empero, la Cámara de Diputa- 
dos se reunió en enero 17, y en sesión legal dedaró nula la 
fisión en que se había sancionado él presupuesto, como as» 
mismo todas las resoluciones y providencias adoptadas en la 
misma. 

Que la nulidad de la sesión es evidente, en razón de la vio* 
leticia ejercitada contra los miembros de la Legislatura para 
impedirles la entrada a sesión y el ejercicio de sus funciones. 
Tales procedimientos lian alterado y suplantado Ja mayor ia le- 
gal, impidiendo (pie se pronunciase libremente, como era in- 
dispensable para que el presupuesta tuviere forma y fuerxa de 
ley. 

Que la libertad de las autoridades y de los miembros de 
los poderes provinciales, es condición esencial fiel gobierno re- 
presentativo que la Constitución asegura a las provincias, de 
suerte que los recursns de fuerza ejercitados para obstaculi- 
zar n limitar el funciona míenlo de los poderes, importa la des- 
integración del gobierno legal, con la consiguiente supresión, 
en el caso, de la rama legislativa que quedó imjHisibilitada (le 
llenar Tu,* fines para que lia sido organizada. 

Que en tales condiciones no hay ni puede haber acto le- 
gislativo, o sea ley válida, y resulta imposible el cumplimiento 
de la Constitución Nacional en la fnrtva que ha adoptado pa- 
ra la división y el ejercicio de los poderes en el articulo 1." y 
que garante a las provincias en el articulo 5 

Que el precepto de derecho político a que acaba de ha- 
cerse referencia tiene también su sanción en el articido 7." de 
la Constitución provincial, que establece que "cualquier dis- 
posición adoptada por las autoridades en presencia o a re- 
quisición de fuerza armada, o de una reunión sediciosa, es nu- 
la y 110 tendrá efecto". 

Que la comprobación de los hechos antes expresados, re- 
sulta del Diario de Sesiones de la Cámara de Diputados de Tu- 
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cumán que acompaña autenticado- con la versión taquigráfi- 
ca de la sesión del 17 de enero, y el ejemplar del diario con 
el relato oficial que la misma Cámara ordenó se hiciera en los 
diarios de aquella ciudad. Además, tales hechos, han sido de 
notoriedad publica,, pues los ha registrado la prensa nacional 
y se han hecho constar en documentos oficiales fehacientes, 
■'manados de la misma Cunara de Diputados en mayor ia legal. 

Que según lo ha establecido la jurisprudencia de esta 
Corte, la ley para ser tal delte ser delúdanteme sancionada y 
promulgada. Kntrc tanto el Ciohicrno de Tuctimán ha obligado 
a la empresa actora a pagar el aumento del impuesto de riego 
sin titulo legal, aplicando con el nombre de "ley de presupues- 
to" una disposición [pie la Honorable Cámara de Diputados 
ha declara dt) nula por carecer de la sanción regular requeri- 
da para que sea ley de la provincia. Al fundar el gobierno 
ett una -ley inexistente el cobro del impuesto, ha violado el ar- 
tículo 17 de la Constitución Nacional, además de haberse vio- 
lado los artículos f.' y 5" con ta falsa sanción antes relacio- 
nada. 

Que de este cobro indebido nace la causa civil (pie trae 
a conocimiento de esta Corte Suprema, por medio de esta de- 
manda, encaminada a obtener la devolución de lo pagado, jmes- 
to que al lesionarse garantías constitucionales se im|xinc la 
aplicación dé los artículos 792 y 794 del Código Civil que in- 
voca en apoyo de esta acción. 

Que la coiiijietcncia de esta Corte deriva de la circuns- 
tancia de ser demandada una provincia |Ktr una sociedad ve- 
cina de la Capital Federal, 

Que con arreglo a la jurisprudencia establecida, para que 
proceda la jurisdicción originaria, es bastante que una pro- 
vincia sea demandada por e¡ vecino de otra ; une las provincias 
son judiciablcs por los actos de gobierno p administración que 
violan derechos partieu lares de vecinos de otras provincias, 
debiendo la Suprema Corte apreciar las disecciones legales 
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pertinentes, ya emanen <lc poderes nacionales o provinciales, 
cuando su jurisdicción procede por razón de las personas. 

Que en virtud de lo expuesto solícita que se condene a la 
provincia de Tucumán a devolverle la suma de ciento setenta 
y dos mil quinientos cuarenta y cuatro pesos con ochenta y 
cinco centavos moneda nacional, sus intereses y costas. 

Que corrido traslado de la do;nanda ( fojas 1 14) la pro- 
vincia lo contesta a fojas 131- exponiendo: 

Que de la propia relación de .los hechos expuestos en la 
demanda se desprende que existe una ley, y por consiguiente 
el Poder Ejecutivo de Tucumán ha prrtcedido dentro de sus 
atribuciones al hacer efectivo el impuesto, tratándose de un 
acto de soberanía que encuadra en las facultades de los go- 
biernos de provincia. 

Que la nulidad alegada no puede aplicarse a las sanciones 
de los cuerpos legislativos, sitió a loa actos jurídicos, desde 
que las leyes sólo pueden eliminarse jror otras posteriores, ca- 
reciendo los tribunales de justicia de imperio para juzgar tc- 
clamacionís que se relacionen con el monto de los impuestos, 
manteniendo asi la armonía entre los |>oderc5 del Estado, des- 
de que si los jueces pudiesen intervenir en esta clase de re- 
clamaciones habría el |>eligro de una absorción de los otros 
poderes, que perjudicaría la función administrativa. 

Que sin perjuicio de ocuparse más adelante de ciertas 
cuestiones de hecho planteadas en la demanda, opone como 
defensa general la excepción de incompetencia de jurisdicción, 
la <|«e deberá tratarse previamente al dictarse sentencia defi- 
nitiva. 

Que considera que la justicia federal es incompetente t>a- 
ra entender en la causa y especialmente esta Corte para cono- 
cer originariamente en la materia que forma el eje central del 
litigio, pues se trata de un conflicto Jacal, doméstico, que la 
política ha magnificado con fines inconfesables y Ja esencia 
del cual está constituida por la suposición gratuita de que la 
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ley de presupuesto de ig de enero adolece <le las nulidades que 
lé airiimye la demanda. 

Q«e las instituciones lóenles gozan de amplio imperio den- 
'n» de los principios de la Constitución Xaciona: eni la g>e 
se lia demarcado claramente la división entre lo nacional y 
lo provincia! para acentuar más el federalismo di- nuestra car- 
ia fundamental, eñnb h* ha entendido esta Corte en lucios los 
tienqios y en numerosos litigios. 

Que el derecho de las provincias para regirse por sus pm- 
pias instituciones, conservando mi sol irania en todo lo rela- 
tivo a los |K,deres no delegados a la Nación, así como para 
darse leyes referentes a impuestos locales, de policía, higiene, 
cíe- está reconocido y consagrado expresamente en nu mero- 
^as decisiones de la jurisprudencia de esta Corte, que el re- 
presentante de la demandada cita y analiza, sosteniendo que se 
ha decidido en cuanto al fuero, que el relativo a las causas en- 
tro ima provincia y el vecino de otr n se refiere a las que ver- 
sen gohre acciones civiles, no a las que se promuevan para 
corregir las infracciones de leyes dictadas por una provincia 
en materia de su exclusiva competencia. 

Que aparee de los casos de jurisprudencia aludidos, se 
ha resuelto en otros, que la interpretación de la ley provin- 
cial que no tiene conexión con las instituciones nacionales, no 
es de la competencia tic la Corte Suprema, como asimismo 
cuando en tina demanda se invocan dis|K>sidoncs de las corts- 
muciones nacional y provincial a la vez. la controversia es 
ajena a la jurisdicción de la justicia, federal, en general, v por 
consiguiente de la Corte Suprema, desde que del»e daríe. pri- 
maria al derecho local, cuando ¿ e trata de redamaciones de 
carácter inquisitivo. 

<_>uc volviendo al fondo del asunto, la improcedencia de la 
acción e> manifiesta, pues si lii en son exactos los textos de la 
ley de presupuesto, decretos y resoluciones de las Cámaras de 
que se hace mérito en la demanda, salvo algunos detalles, níe- 
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ga toilo valor y legalidad a la reunión en una casa particular 
que se dice celebrada el día 17 de enero por la Cámara de Di- 
luí lados, desde que una sola Cámara no puede dejar sin efec- 
to i» anular una ley sancionada anteriormente por ambas Cá- 
maras. 

Que si bubo en el caso actos de vífilcncia. habrían sido 
realizados por la minoría de la Cá:iiara que solicitó y obtuvo 
la fuerza pública; recayendo la resjionsabilídad de los abusos 
dm iniciados en tal supuesto en ta minoría que los ordenó. 

Que en atención a las precedentes consideraciones, pide 
que teniéndose por contestada la demanda se declare que este 
juicio es ajeno a la justicia federal y a la conrpeteiicia origi- 
naria de esta Corte y en todo caso que se rechace la acción, 
cim costas. 

Que recibida la causa a prueba i fojas 140 vuelta) y pro- 
ducida la que acredita el certificado de fojas 223, se presenta- 
ron lus alégalos de fojas 225 y 220, y con el dictamen de fojas 
¿54 se Kamó autos para definitiva (fojas 256 vuelta K 

Y Considerando: 

Que opuesta por el representante de ta provincia la ex- 
cepción de incompetencia de jurisdicción, como defensa gene- 
ral, procede el examen y decisión dé este punto como cuestión 
previa a la principal, que plantea ta demanda. 

Que la acción deducida se funda en que es nula la ley 
que establece el ínffi tiesto, a ta molienda de caña y el aumen- 
to del impuesto de riego, que se interna recobrar: esa nu'.idad 
se hace derivar de que ta Cámara de Diputados de la pro- 
vincia no estuvo válidamente constituida al celebrarse ta se- 
sión en que dicha ley se sancionara; y ta invalidez legal de 
la constitución de la Cámara en la sesión aludida se atribuye 
a los hechos y circunstancias que se describen, esto es, a los 
actos de violencia con que se afirma que se obligó a unos dipu- 
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tados a formar r ?pófUÜÍV y se impidió a otros qtie concurrie- 
ran a la reunión del 14 al 15 de enero en que se sancionó la ley 
impugnada. De tales transgresiones se infiere míe se lian vio- 
lado con ¿lias los arts. 1.» y 5." de la Constitución Nacional, en 
cuanto resultan afectadas esenciales condiciones del gobierno 
representativo, pues la interposición de la fuerza en el caso, 
¡inporta la negación del sistema misino; se ha quebrantado tam- 
bién el precepto del artículo 7.» de la Constitución de la pro- 
vincia que establece que cualquier disposición adoptada jxir 
las autoridades en presencia o a requisición de fuerza armada 
■ > de una reunión sediciosa, es nula y no tendrá efecto; y al 
obligarse a pagar al actor los impuestos referidos, sin titulo 
legal para tal exigencia, se ha cometido un acto que importa 
una violación del artículo 17 de ta Constitución Nacional. 

Que según se advierto desde luego, la demanda no opone 
reparo alguno a los impuestos en si mismos, a su naturaleza 
o caracteres esenciales- ni a la facultad constitucional de los 
poderes locales para crearlos y percibirlos. Ni los impuestos 
de riego y de molienda de caña, ni la ley de pres U |Htest» que 
fija su cuantía son objetados en el cas¿ como irrompatibles 
con alguna garantía o precepto de la Constitución o con de- 
terminada cláusula de ley. nacional o provincial. La base de la 
impugnación radica en la irregularidad de los procedimientos 
que se dicen empleados para constituir la Cámara y en los 
efectos inherentes a la actuación de la misma en la sesión alu- 
dida, de suerte que j>ara decidir sí la ley de presupuesto en liti- 
gio es válida o nula, es forzoso resolver de antemano sí la Cá- 
mara sacionó legalmente o no en "quorum" constituido me- 
diante la coinn ¡nación por la fuerza de algunos de sus iiu'em- 
bros y lu exclusión de otros por iguales procedimientos, y en 
tal caso, si el Poder Ejecutivo y la minoría legislativa en el 
tito que se haya hecho de la fuerza pública, excedieron o 110 
el limite de sus facultades legales respectivas. 

' hu ' estos los puntos fundamentales de la cuestión 

promovida en estos autos la dicen no sólo los términos de la 
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demanda sinó las actuaciones principales de la minuciosa prue- 
ba producida, encaminada en su casi totalidad a poner de ma- 
nifiesto en todas sus incidencias, los procedimientos de fuerza 
denunciados, prueba que revela asimismo, con caracteres típi- 
cos, las estratagemas y maniobras de una intensa lueba par- 
tidaria en la cual los grupos políticos que actúan en la emer- 
gencia a que se refiere este litigio, por una sucesión cons- 
tante de acciones y reacciones en que se disputan visibles ten- 
dencias y predominios políticos, lo mismo constituyen un dia 
la mayoría legislativa necesaria para sancionar una ley, como 
al subsiguiente día otra mayoría, acaso tan accidental como la 
primera, |«ira declarar aquella sanción sin valor ni efecto legal 
alguno. Es esta, pues- una cansa esencialmente política por su 
intima estructura, por los antecedentes que la fundamentan, 
por su índole y modalidades constitutivas ; con tales caracteres 
se ha planteado, pese a la denominación de causa civil que se 
le da mediante una derivación subsiguiente de la cuestión fun- 
damental relativa a las formal idades y procedimientos de or- 
ganización de una rama de la Legislatura en determinada se- 
sión de la tu mía. 

V bien, a estos conflictos de los intereses y atribuciones 
de la índole espresada, no alcanzan las facultades jurisdic- 
cionales de esta Corte Suprema. La extensión de la com- 
petencia atribuida a este Tribunal en el caso, implicaría la 
de juzgar de la validez de .los títulos que confiere a los le- 
gisladores, en general, el mandato que desempeñan, pues >i 
fuera permitid6 decidir sobre la eficacia constitucional de una 
ley que se ataca de nulidad porqué a «nos diputados se les 
violentó para cpie asistieran y a otros para que se abstuvie- 
ran de asistir a una sesión, no habría fundamento que impi- 
diera examinar si a un diputado le falta el requisito de la 
edad, a otro el de la nacionalidad, etc., como asimismo, para 
pronunciarse sobre Ja legalidad de la cesantía de los cinco 
diputados a que se refiere a fojas 500 vuelta el alegato de fo- 
jas 49] de los autos '-Cumpañia Azucarera Tucunfana con- 
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ira la Provincia de Tucumáir. análogos al préseme, aléa- 
lo que se fia por reproducido en este juicio (fojas 22ÍÍ "¡11 
fine" I. 

<J"«' haciendo extensivas las consideraciones precedenies 
a otros poderes de un Estado federal, se alcanza fácilmente 
la conclusión ineludible de que atribuida a la jurisdicción a que 
esta causa se acoje la extensión pe se pretende, la justicia 
nacional habría realizado por su facultad de examen y el im- 
perio de sus decisiones, la absorción completa de los atribu- 
ís primordiales del gobierno de los estados, y quedaría sin mi- 
sión y sin objeto la justicia de los mismos, porque, como dice 
un fallo confirmado j„ir sus fundamentos por esta Corte, si se 
ti lera a juzgar de lodos los casos en que se invoca la ley fun- 
damenta!, estando como están consagradas por la Constitu- 
ción todas las libertades y todos -lo* derechos inherentes a! hom- 
bre cu sociedad, no hay ningún ataque o violación ilc ella qtic 
pudiera motivar wlatim que no infrinja o viole esa lev fun- 
damental que los consagra y garantiza I Fallos, tomo 1*5, pa- 
gina 65 I . 

<Jue entre tanto, la jurisprudencia ha consagrado desde las 
primera* decisiones de este Tribunal 1 Fallos, tomo 7. pá- 
gina .t-.í) de conformidad con la letra y el espíritu de los ar- 
iicuios 104 y 105 de la Constitución, que las provincias tie- 
nen derecho a regirse por sus propias instituciones, conservan- 
do todo el poder no delegad... esto es su soberanía absoluta, y 
constituyen sus autoridades gubernativas sin intervención del 
Gobierno Federal. Si pudiera conocerse judicialmente por un 
tribunal de la Nación en una cansa como la presente que trac 
a jtiL'io los procedimientos de autoridades independientes de los 
poderes nacionales y somele a examen una ley bajo su asnée- 
lo político aquel! us principios básicos de las autonomías pro- 
vinciales carecer ¡au de toda eficacia legal y efectiva. La ob- 
jecctÓn de que bis garantías de la Constitución Nacional pue- 
den ser o. neniadas, como se alega en el caso, pnr las leyes 
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«le impuestos provinciales y qoé los tribunales tic provincia no 
pueden decidir en definitiva sobre su constitucional i dad. es una 
observación sin consistencia- por cuanto diebos tribunales de- 
ben aplicar en primer término Ja Constitución y las leyes na- 
cionales (Constitución, artículo 31 ). y si de sus resoluciones 
resulta comprometida alguna garantía nacional, queda expe- 
dita la vía del recurso extraordinario que instituye el articulo 
14 de la ley N." 48. 

Qüe para dictar pronunciamiento sobre el caso que plan- 
tea la demanda, esta Corte de Justicia tendría que examinar y 
resolver, entre otras, las cuestiones siguientes: al si probada 
la acción de la fuerza pública para la formación del "<|uóni)!i" 
une los actores reconocen a la sesión en (pie fe sancionó la ley 
de prestí puesto, ese recurso fué ejercido por el Poder Ejecuti- 
vo (Hir propio arbitrio o a requisición de la minoría de la Cá- 
mara: b) si en el primer supuesta el Cobierno hizo uso de 
atribuciones legales o extralimitó sus facultades, y si en la se- 
gunda hipótesis la minoría jMláiwfttafiá actuó dentro o fuera 
de sus atribuciones constitucionales o reglamentarias; c) si la 
asistencia forzosa de los legisladores conminados invalida la 
sesión del 15 al ió de enero; d) sí la afecta o anula la inasis- 
tencia de los diputados que se dicen impedidos de concurrir pixt 
' la fuerza ;e ) si promulgada la ley qWe se impugna y elausura- 
• do el período de sesiones de la Legislatura, pudo celebrarse vá- 
lidamente, fuera del recinto legislativo, la sesión del 17 de ene- 
ro, y anular por mayoría lo que se sancionó tambiéirpor ma- 
yoría en la sesión anterior, esto es/ cuestiones todas que ca- 
racterizan el "sub judice" como una controversia esencialmen- 
te local, y que sí no constituyera por su transcendencia insti- 
tucional un situación regida por el articulo ó." de la Constitu- 
ción, tendría en todo caso que ser resuella dentro de las insti- 
tuciones locales por las propias autoridades constituidas de la 
provincia, sin intervención alguna del ¡miter Judicial de la da- 
ción . 

Que a las invocaciones de la demanda sobre garantías' de 
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la Constitución Nacional se alega también como fundamento 
la <|iie establece el articulo 7." ile la Constitución de la provin- 
cia y a este respecto procede reiterar la jurisprudencia según 
l;i cual, debiendo juzgarse el pleito Iwjo los dos aspectos pro- 
puestos en la demanda y hacerse ello simultáneamente, la pro- 
cedencia de la jurisdicción local se ajusta a los principios de 
gobierno que rigen h República- sin per juicio, en su caso, de la 
jurisdicción de última instancia de esta Suprema Corte, si se 
i ttter pusiera y correspondiésc el recurso autor" zado ptíf el cita- 
<h, articulo 14 de Ja ley número 48 ( Fallos, tomo 95, página 
¿X). entre otros) . 

Que |»or lo demás, así de las manifestaciones expresas del 
escritp de demanda, como de los fundamentos aducidos so- 
lire la tase de los artículos i." y 5." de la Constitución, se des- 
prende (pie la argumentación esencial del litigio promovido 
consiste en establecer que los procedimientos de fuerza enun- 
ciados alteraran en la cha da emergencia la forma republicana 
de gobierno de aquel listado. En tal concepto apenas si es ne- 
cesario señalar la especie "sub lite" como un caso evidente de 
muTveneíón nacional y acaso fuera aún menos indispensable 
declarar qué es de todo punto ajeno a la com¡ietcncia de los 
tribunales de justicia. La intervención nacional en las provin- 
cias en torios los casos en que la Constitución la permite o pres- 
cril»e. ha dicho esta Corte, es un acto ¡tolítico por su natura- ' 
k-za. cuya verificación corresponde exclusivamente a los pode- 
res poHfícos de la Nación; y asi está reconocido en nuestros 
numerosos precedentes al respecto, sin contestación ni oposición 
'le ningún género: todos los casos de intervención a las provin- 
cia han sido resueltos y ejecutados por los poderes políticos,, 
e>t«» es. p»r el Congreso y el Poder Ejecutivo, sin ninguna par- 
ticipación del IWer Judicial, de acuerdo con los precedentes de 
los Estados Unidos que están en un todo conformes con esta 
doctrina consagrada i»or sus leyes, por la práctica constante de 
»u> gobiernos establecida |>or las decisiones de sus tribunales 
y enseñada ]>or los comentadores de la Constitución ( Fallos, 
h«n«> 5^. página 4-íOl . 
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Que de las con sideraciones generales de esta decisión V 
( !r.luce que la circunstancia de que el caso no esté compren- 
dido en la jurisdicción de este Tribunal, no significa que las 
mencionadas transgresiones á h ley. si las hubo, habrían de 
prevalecer sin la relación debida, pues no hay males irreme- 
diables en el régimen de nuestras instituciones lealmcnte prac- 
ticadas y mientras los poderes constituidos mantengan su ac- 
tuación como esta Corte se propone hacerlo en la presente cati- 
ra en el límite de sus atrilmciones y deberes. 

Por estos fundamentos y los concordantes del dictamen 
del señor Procurador Oeneral, se declara que la presente de- 
manda no es de la competencia de la Corte Suprema de la Na- 
ción Las costas se alionarán en el orden causadas, atenta la 
naturaleza de las cuestiones debatidas. Notiftquese y repuesto 
el papel, archívese. 

A. Bkrmejo — J. FicüEROa Al- 
corta. — Ramón Méndez. — 
M. Laurencena. 
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Don Pedio Mm v Taycda y Don Jium José Surt contra Da» 
Andrés Mac LouglUSn, sobre ejecución hipotecaria. Con- 
tienda de competencia. 

Sumario: Us cuestiones de competencia sólo pueden referirse 
a juicios ¡.endientes y no corresponden a los ya fenecidos, 
cuyo conocimiento no debe ser materia de una cuestión de 
esa índole. 

Coro: Lo explican las piezas siguientes: 
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DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte : BB "" Diclcml ™ M de lw< 

■ 

Ante el Ju/fíado de t,' Instanda en lo Civil v Comercial 
de Concoídia (provincia de Km re Kios>. don í^dro Ufe y 
Tayeda y otro iniciaron ejecución hipotecaria centra dnn Yn- 
dres Mac L^ugulin, 

-Mientras tanto dicho Mac Loughlin era concursad.» ci- 
vilmente ante el Juzgado de i\ instancia en lo Civil y Comer- 
cial de Corrientes. 

El punto en discusión «me. motiva la presente entienda de 
compé^ncia es el <jue se refiere a la jurisdicción ante la cual 
debe ejecutarse la hipoteca, 

Los dos jueces coinciden en cjue a¡ de Corrientes corres- 
ponde conocer en el concurso. 

Si hien es verdad que V. K. tiene resuelto míe ante el 
Juez del cónciírso debe tramitarse la ejéculaón hipecarla ini- 
ciada contra el deudor» ello sucede cuando se trata de juicios 
en tramitad,-,!., únicos <jue pueden motivar contiendas de cora- 
¡te:encta y no a los concluidos con sentencia definitiva. 

La existencia de dicha sentencia I fs. i 7i1 ejéeutíóo htpo- 
tecana) el r> fie junio de 1*^4 y que el exhorto en virtud del 
cual se pedia la su>¡iensiÓn del procedimiento fué recibido por 
d Juez .le Concordia e i , (ic j u ] io (ie] mmQ a(V) ]fl 
sentencia se estaba ya ejecutando ( f s . 3 ¡nádente sobre eo:n- 
potencia tramitado en dicha ciudad». 

Xo tratándose, pues, de juicios en tramitación, opino que 
no corresponde, como lo ha declarado V. K. repetidas veces, 
acumularse los autos al concurso civil. 

Horado k. Larrcta. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenoi «re», Abril U de l«í 

Autos y Vistos: 

l,a contienda de competencia trahada entre el séfior Juez 
de (Viniera [íiátahcjii en tb Civil de la 3-' Nominación de la 
átm$ de Corrientes y el de igual clase de la ciudad de Con- 
cordia para conocer de la ejecución hipotecaria seguida ]tor 
don i'edr.i Más y Tayeda y don jiian José Siirt contra don 
Andrés M;k- Ltighlm ante el segundo de dichos jueces. 

Y Considerando: 

Que en el expediente remitid" por el señor Juez de Ib Ci- 
vil de Concordia, Provincia de Kntre Ríos, seguido con arre- 
, «ln al procedimiento vigente en ésta la acción ejecutiva por co- 
í hm de un crédito lii¡xitccario quedó resuelta con el auto de 
fecha «> de junio de 1924 173. consentido por las parte*, y 
en el que se tiene por decaído el derecho del ejecutado para 
Oponer excepciones y se designa nuevo día para la su1»asla ya 
(U-cretnda. 

Que en las actuaciones remitidas por el señor Juez de lo 
Civil de la ciudad de Corrientes apárete que el oficio irihtbi- 
ti.no fué dictado con fecha de julio ]«>r e.l Juez del ean- 
cnrsíi íhiciaáó a solicitud de] deudor Mac Loughlin. 

Que en tales condiciones el pedido de inhibitoria formu- 
lado p< ir el Juez de Corrientes invocando la existencia de un 
concurso no es procedente, toda vez que las cuestiones de com- 
petencia, sólo pueden referirse a juicios pendientes y 110 corres- 
ponden a los ya fenecidos : cuyu conocimiento no debe ser ma- 
teria de una cuesiiónn de esa índole ( Fallos tomo 137, pa- 
gma 315 y los allí citados 1 . 
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l'or ¿lo y lo dictaminado por el Señor Procurador Gene- 
m\ ¡se declara que el Juez de Concordia no está obligado a re- 
mitir al de la ciudad de Corrientes los autos de referencia materia 
de la contienda. Devuélvanse los expedientes a los juzgados 
dé su respectiva procedencia, agregándose al de la ciudad de 
Corrientes testimonio de esta resolución. Remugase el ]ki|k»]. 

A. Bermejo — J. Figueroa Al- 
corta. — Ramóií Méndez. 
M. Lal-henxenw. 



Ihnt f-cl¡x Rodrigues Santa Ana. en autos con Don /• lino Piso- 
ní. sobre escrituración. Recurso de hecho. 

Sumario: i." Para que sea adinisildc el recurso extraordinario 
del articulo 14 de la ley 48 y fc° de la ley 4055, es ueee^ 
saritt (j ue haya juicio pendiente ante los tribunales de cu- 
yas resoluciones se recurre o desconocimiento, en su caso, 
del fuero federal. 

-v Tratándose de enmiendas de competencia, el legis- 
lador Ji a estóbléddo trámites cs|>ec¡ates para dirimirlas, 
distintos de los del recurso extraordinario aludido; y los 
autos en que los jueces inferiores denegaren el requeri- 
miento de inhibición, sólo son recurribles para ante el .su- 
perior inmediato. (Articulo y.", ley 4055). 

Ctso: Lo explica el siguiente: 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Alfct, Abril 27 de 192t> 

Vistos en el Acuerdo y Considerando : 

Que según se desprende de la exposición que antecede, el 
recurso ha sido interpuesto contra sentencia de la Cámara Fe- 
deral de Aiietación cíe La Plata por la que no se hizo lugar a 
la inhibitoria entablada con el propósito de que el Juez Fede- 
ral de ta misma ciudad se declarase competente jiara entender 
en tina causa que se sigue al recurrente ante la justicia pro- 
vincial . 

Que la ley exige para la admisibilidad del recurso ex- 
traordinario autorizado por el articulo 14 de la ley número 48 
y articulo <V de te ley número 4055- que haya juicio ¡íendien- 
te ante los tribunales de cuyas resoluciones se recurre o des- 
conocimiento, en su caso, del fuero federal para dar curso a 
mía acusación o demanda. 

Que tratándose de contiendas de competencias, el legisla- 
dor ha establecido trámites esleíales i«ra dirimirlas distintos 
de los del recurso extraordinario aludido; y los autos en que 
los jueces inferiores denegaren el requerimiento de inhibición, 
sólo son recurribles para ante el superior inmediato f Artículo 
y.*, ley 4055) . 

Que si esta Corte, en las condiciones en que se ha traído 
el asunto, resolviera que él debe proseguirse ante los tribuna- 
les federales, habría decidido en realidad una contienda de com- 
petencia sin intervención alguna de los tribunales locales que se 
han conceptuado con jurisdicción para conocer del mismo y sin 
tener a la vista las actuaciones seguidas ante los últimos. 

Por ello, y de acuerdo con lo reiteradamente resuelto (Fa- 
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llns. tomo 122, ¡agina 244 y Jos alli citados), se declara i:npm- 
«dente la queja deducida. Notifiques*- y repuesto el papel 
archívese. 

A. Bermejo — J. Ficueroa -Al- 
corta. — R4MÓN MÉVDEZ. 

M. LAUR EXCENA. 



Pon Julián Purria contfkt el Poder Ejecutivo Nacional, sobre 
otan/amiento de un titulo definitivo de propiedad de un 
inmueble. 

Sumario: t." Corres 1 huí de a la justicia federal el Ju^mjénío 
de las cuestiones míe surjan entre las ] ta ríes sobre el alcan- 
ce de las estipulaciones celebradas en un contrato de de- 
recho civil en que el listado interviene como persona. ju- 
rídica, o sobre falta de cumplimiento de esas estipulacio- 
nes por alguna de aquéllas. 

fl£ I-i mora en el pigo de la última U-tra firmarla, por el 
precio de un campo de tierra fiscal adquirido en remnic 
enn la estipulación consignada en e! folleto provisorio res- 
pectivo, de que "si a la terminación del segundo año con- 
tado desde la fecha de la posesión, el interesado no hu- 
biese cumplido con las obligaciones de población, incurri- 
rá, en una multa equivalente al duplo de la contribución 
territorial, durante el término que transcurriera sin civm- 
plirse". no autoriza la rescisión de] contrata. 

3. Con arreglo a to dispuesto jwr el articulo 55 clej de- 
creto reglamentario de la ley número 4167- no procede el 
otorgamiento del tituló definitivo por parte de la Nación, 
mientras no se hayan cumplido totalmente las obligaciones 
del contrato, |xir la del comprador de la tierra. 
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4." U*i ilisjMJstcióii del artículo 3. de la referida ley 41^7, 
según la cual el Poder Ejecutivo puede disponer que se 
otorgue el titulo definitivo una vez pagado al contado la 
sexta parte del precio; es autorílativa, lo que le permite 
aplazar la escrituración definitiva liasta qué se baya cum- 
plido totalmente la obligación del contrato, disposición que 
aunque bubiera sido mifwrativa, no sería aplicable al ca- 
so sifb lite, por 110 haberse llenado dicha condición. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA DEL SEÑOR JUEZ FEDERAL 

Buenos Aires, Julio » de 1V2I 

Y Vistos : 

Los promovido* por Julián Puerta contra la Nación so- 
bre nulidad de decretos y otorgamiento de titulo definitivo de 
propiedad, de los que resulta: 

i* Que don Ricardo Marcó del Pont 4 hijo ) por el actor 
- instrumento de fs. i — interpone demanda a fs, 2 y 3 con- 
tra la Nación a fin de que se dejen sin efecto los decretos de 
diciembre 13 de 1910 y muyo 5 de 191 1 que anidan la conce- 
sión del actor y se condene a la Nación a otorgar titulo defi- 
nitivo del inmueble comprado en reñíate público con fecha ttc- 
itthre 14 de 1905. , 

,2* Que su mandante pagó la décima parte al contado y fir- 
mó cinco letras con vencimientos anuales por el saldo, de las 
oiie pagó cuatro oportunamente y por la última tuvo que con- 
signar su importe en el Banco de la Nación, pues !a Oficina de 
Tierras se negó a recibir su pago. 

Que lia cumplido con las obligaciones de población y 
110 obstante hallarse dentro de las prescripciones del articulo 3." 
de la ley 4167, el Poder Ejecutivo dictó el recordado decreto 
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de caducidad de diciembre 13 de 1910 que, nunca pudo ha- 
cer. Termina solicitando la condena de la Nación por la de- 
manda que deja instaurada, con costas y se le dejen a salvo hs 
daños y per j 11 icios que le irroga la demora de la Nación en es- 
criturar. 

Solucionada la cuestión relativa a la competencia de la 
justicia federal para conocer y decidir en el pleito, que suscita- 
ra el señor Procurador Fiscal — fs. 4 vta. a 35, — se corre tras- 
lado de la de;nanda a fs. 36. que evacúa el señor Procurador 
Fiscal acompañando el decreto del I\ E. corriente a fs. 3H y 
de fs. 39 a 46 expone: 

1.* Qiiq como defensa de carácter general insiste en sus 
itia infestaciones anteriores vertidas en autos. 

¿" íjuc la caducidad fué decretada por qué el actor no so- 
lo «o pago o¡M>rtutiameiiie la última letra, sino, que no dió 
cumplimiento a sus obligaciones de |>oblaetón e introducción 
ile capitales propios. F,s inadmisible* entonces. la doctrina del 
actor de haüarse dentro de lo dispuesto en el artículo 3." de la 
ley 41 67, pues no cumplió con los requisitos legales del caso. 
>iendo fie notar que dos inspecciones convenientemente realiza- 
das cf instalaron que el actor no había poblado el campo en 
cuestión, sirviendo ello, para denegar por decreto de mayo 5 
de ion la reconsideración det dictado en diciembre 13 de ii>io. 

3 " Q"e la caducidad decretada se funda en la ley 411.7 y 
decreto reglamentario de enero 10 de 1005. Como defensa de 
la Nación opone además la prescrqjción decenal del articulo 
4023 del Código Civil, pues se demanda la escrituración en 
noviembre 6 de 1917 y ocurre que el Itoleto provisoria de ven- 
ia le fué otorgado al actor en octubre 30 de 1905 y la pose 
*¡*m del terreno en septiembre 5 de 1916, con lo cita! se ad- 
vierte el transcurso de diez años para que la prescripción se < «pe- 
re. ya que las gestiones administrativas no la interrumpen se- 
gún reiterada jurisprudencia. Termina solicitando se rechace 
la demanda, con costas. 

Se abre la cansí a prueba a fs. 50 vuelta, produciéndose 
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É que expresa el certificado (le fs. 58. Alegan las partes a fs. 
50 y 67 y se llama autos a fs. 68. De fs, 69 a 75 corren las ac- 
tuaciones administrativas que contestan el informe ]*edido por 
el Juzgado y de fs. 77 a 82 figuran diligencia» para meior pro* 
veer. Corresponde en lo presente dictar sentencia definitiva. 

Y Considerando: 

i " Que la articulación nuevamente promovida ¡xir el se- 
ñor Procurador Fiscal de fs. 39 a fs. 41 vta. lia sido ya mate- 
ria de prolijo estudio j>or el suscripto en el auto fjue corre ele 
fs. 2t a 29. 

Apelado dicho auto por el referido señor Procurador Fis- 
cal, sucedió que el señor Fiscal de Cámara solicitó su confir- 
mación a fs. 33 y 34 y en consecuencia la Cámara Federal de 
Apelación de la Capital decidió a fs. 35 que tal solicitud im- 
portaba un desistimiento de la apelación interpuesta en prime- 
ra instancia. 

Como se ve, no hay razón de ningún género t|iie haga pro- 
cedente las pretensiones del señor Procurador Fiscal para ha- 
ber insistido en ellas una vez que se veia legalmente obligad*) 
a contestar derechamente la demanda y nada más. 

Pero, si alguna duda pudiera quedar acerca de la oi>ortu- 
nidad y eficacia de las pretensiones del señor Procurador Fiscal, 
procede recordar que exactamente idénticos argumentos y es- 
taciones de un juicio adujo y aprovechó con anterioridad al 
presente, y cumple significar que no prosperaron los pedidos 
que dicho funcionario formuló, y que son los que al contestar 
esta demanda reproduce. Véase causa Carlos Parsons Horne 
contra la Xación sobre escrituración de solares, sentencia del 
suscrito de fecha febrero 27 de 1919 confirmada por la Cáma- 
ra en julio 10 y por la Suprema Corte en noviembre 27 del mis- 
mo año. "Caceta del Foro", 913 y 1123. 

2." Que a fs. 46 y vta. opone el señor Procurador Fiscal la 
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prescripción decena: ni defensa di- los derecho* ( pte ¡e están 
confiados. 

Manifiesta que han transcurrido más de diez años desde 
la fecha del otorgamiento del Isleto provisorio de fs, X del cx- 
(K'diente administrativo agregado, hasta la fecha fie la ínter- 
1 osición de la demanda y agreda que ese plazo ha transcurrido 
s¡ se le rúenla desde la fecha de la toma de posesión del campo. 

Dejando de lado el error de foja respecto al boleto provi- 
sorio por cnanto es la número lo y no la 8 del expediente ad- 
niinistrativo y el error de fecha de la posesión ( ¡ue no es en 
septiembre 5 de 1916 sino de 1906, en que incurre el señor í'ro- 
ciiradnr Fiscal, bien explicable por lo demás — prOfeede estu- 
diar si en realidad la prese noción decenal ha extinguido Ta ac- 
ción del actor. Kn concepto del suscripto el plazo dentro del 
cual debe hacerse el cóni|mto para la presen ]>ción, tiene (pie 
errer. no en la forma indicada a fojas 16 vta-, o sea desde el 
otorgamiento del Meto provisorio o desde la toma de pose- 
sión, sino desde la fecha que lleva el decreto de caducidad, va- 
lí- decir, diciembre 13 de n>io. pues la acción que ejercita el 
actdr tiene como finalidad primordial dejar sin efecto tal de- 
creto y consiguientemente obtener el titttlo de propiedad que 
ptfr virtud de ese decreto no podría lograr de parte de la Na- 
ción. 

No es admisible el cómputo de fs. 41» y vta.. ya cpie en et 
momento de olrtener el titulo provisorio la única obligación a 
cargo del actor consistía en el pago de la tierra: una décima 
parte al contado y firmar cinco letras con vencimientos anua- 
les . 

Tari>oco es admisible ese cómputo contando desde la fe- 
cha de la jKísesión del inmueble -- 5 de septiembre de H)oít 

¡mes a los dos años de esa fecha es cuando vence el plazo para 
poblar la tierra comprada. Quiere decir entonces (pie en el 
IR-or de los casos, la prescri|>eión tendría que comenzar a co- 
rrer desde septiembre 5 de K>oK. o sea cuando la Nación po- 
día constatar si se habían cumplido o no las obligaciones tle 
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población, |K;ro nunca ¡mies de ta fecha. 

Por lo tanto, si la demanda ha sitio interpuesta en noviem- 
bre fi de 1917 — fojas 4 es evidente i|iie 110 han transcurrido 
iliez años desde la fecha y Oportunidad Fijadas en el párrafo 
anterior y "a íortiori'' si se toma como base ti fecha del de- 
creto de caducidad de diciembre 18 ile i<jio. 

No se puede, por consiguiente, hacer regir para esta cau- 
sa los artículos 4017 y 4023 del Código Civil y en su virtud, si- 
rechaza la defensa de prescrqjción decenal opuesta al contestar 
la demanda |Mir el señor Procurador Fiscal. 

3. " Que según se desprende de la litis trabada y expedien- 
te administrativo agregado, la Nación vendió en remate público 
4-1 inmueble de que se ocupa el l»oleto de fs. 10 de dicho expe- 
diente 1044, P; HKxj, al actor Julián Puerta, de acuerdo a las 
condiciones insertas en ese boleto y de conformidad a lo dis- 
puesto en la ley 4167 y decreto reglamentario de enero io de 
1905. 

Kl P. I£. dictó en diciembre 13 de 1910 un decreto decla- 
rando rescindida con ]>érdida de las cuotas pagadas y mejoras 
adheridas al suelo, la venta de tierra hecha al actor — fojas 78 
— 1>or no halRrr cumplido con las obligaciones estipuladas en 
su respetivo contrato de compraventa. 

Las razones en que se fundaba ese decreto están expre- 
sadas a fs. 88 del expediente 1044 P. agregado y son. no ha- 
ber alionado el comprador una letra a cuenta del precio de la 
tierra y no haber cumplido las obligaciones estipuladas en el 
contrato de compraventa, resultando del decreto del P. K. de 
mayo 5 de 1911 — fs. 40 ex|>ediente citado — que ib que no 
se hahia cumplido por el actor era su obligación de jx>blar la 
tierra. 

4. " Que al resolver las cuestiones que se vinculan con esta 
causa, se observa que si la rescisúVn del contrato de compra- 
venta la fundal>a el Poder Kjccutivo en que no cumplió el ac- 
tor con la obligación establecida cu el articulo 3* del boleto pro- 
visorio y artículo 52 del decreto 10 de n»o5 t forzoso es con ve- 
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nir en que la única sanción que tienen Ins compradores en re- 
mate si nú pueblan o[>ortun;í mente, es la prevista en el artículo 
1 1 de la lev 4167. articulo 6 ilcl boleto provisorio y aítículü 56 
del decreto de 1905, o sea una multa equivalente al duplo ele 
l.-i contribución directa durante el tiempo que transcurra sin 
cumplir la condición de poblar, per» no hay pena de rescisión 
- "Ti pérdida tle lo ¡hígado y mejoras que hubiere. 

5¿ d (Jiw corresjMindc ahora examinar si la circunstancia de 
qtté el actor no pagara la última letra en el día de su venci- 
miento — octubre 30 de 1910 — puede haber autorizado al Po- 
der fvjccutivo a proceder como lo hizo mediante el decreto de 
diciembre r.í de 1910, 

Kl boleto provisorio establece una serie de cláusulas tjue 
requieren un estudio serenn e imparcial, a fines de extraer las 
conclusiones aplicables a este pleito. 

Según cláusula 13 del boleto provisorio, rige a esa com- 
praventa é¡ decreto reglamentario de enero 10 de 19x15 muchas 
•le cuyas disposiciones se transcriben íntegramente en el bole- 
to. Bien pues; estudiando lo c|tie se refiere a los plazos con- 
venidos, se tiene en primer lugar que en el articulo 52 del de- 
creto citado se establece el plazo de ciento ochenta dias con- 
tados desde que se efectúa la venta, para que se de la ¡k>scsión 
al comprador, Kse plazo ha sido rigurosamente observado en 
el caso presente pues basta cotejar las fechas de la venta — 
«Kuuhre de 1905 — y la de posesión — septiembre de 1906, 

l>ice c' artículo 58 del decreto de KJ05 rcproducitht en la 
cláusula 7 del boleto, que "en el caso de que al vencimiento de 
alguna letra no se satisfaga su importe por causas justificadas 
de accidentes fortuitos o de fuerza mayor, podrá otorgarse una 
prorroga de un año con cargo del interés del 6 j>or ciento anual 
y -¡ bis letras no fuesen alionadas dentro tle sus vencimientos, 
[unirá ser vendida la tierra por cuenta del comprador descon- 
tándose el valor de la deuda, intereses, impuestos atrasarlos v 
gastos, o declararse rescindido el contrato de e< mipra venta". 
Ka claridad fie ese articulo es solo aparente, pues un aná- 
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li-i* detenido <lc sus distintió ] n*rioc|tt>. hace nacer cieña- du- 
das acerca de mi significación. 

Pero, sea lo que fuere, está comprobado ni autos que i'l 
actor |wgó las letras tercera y cuarta una vez protestadas — 
ver fojas 70 vuelta — sin que el P. K. declarase la rescisión 
f|ue luego (Yi'Ui en k>io. 

l*a quima y última letra fué protestada fi su vencimiento 
y tío consta hal>er sido ejecutada - por lo contrario el actor so- 
licitó a fojas 11 del expediente administrativo adjunto, en di- 
ciembre 20 de 1910 se le ix-rmitiera firmar una nueva letra n 
ni su detecto se le concediera un breve p!a¡?> prudencia! para 
llagarla, y cuino mi recayera al respecto resolución clara v con- 
creta del I*. K. el ador depositó el importe de esa letra en 
. enero 50 de 11» 1 a l;i orden de la Dirección de Tierras — fo- 
jas i¿ y 14 expediente administrativo — no obstante lo cual 
dictaba el f*. K. eldecreto de mayo 5 ríe 191 1 en que mantenía 
la caducidad respecto al tote de! señor Julián Puerta y no ca- 
ducaba sinó que imponía la consabida india de! duplo de la 
cpritrlbucióti directa a Julián Puerta quien no pobló opor- 
tunamente su lote pero pagó sus cotilas sin demora. 

I)e lo expuesto se infiere que el P. K. siguió durante 1111 
tiempo una conducta que no exteriorizaba mayor estrictez en 
la observación de los plazos señalados por el decreto de enero 
10 de 11)05 que rige este caso, pues ya se lia visto que la Na- 
ción vendedora no dió !a posesión al actor del lote rematado, 
dentro de los ciento «dienta días de efectuada la venta: tam- 
poco usó ilel rigorismo que informa el decreto de caducidad de 
diciembre 13 de 1910 cuando vencieron las letras tercera y cuar- 
ta: tampoco consta que procediera a hacer efectivo el cobro de 
la multa por no l*>hlarsc la tierra vendida en njiurt unidad, etc. 

Por ello pues, y en virtud de que la cláusula 7 del boleto 
y articulo 58 del decreto que rige la venia, ofrecen una situa- 
ción de duda respecto a las facultades que se rcservnlw la Na- 
ción sino se le |>agaba una letra en su oportunidad, será el caso 
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de decidir que la conducía (Ir las ] Jarías con anterioridad al de- 
creto de diciembre \,\ de 17.10 autorízala la confiada esperan- 
za de que t:i demora en el |>ayo de la última letra nu delermi- 
nana al l\ K. a decretar la caducidad ya que era posible mu- 
lar con una prórroga de un año para finiquitar la deuda en su 
última posición — artículos 538 y 570 del Código Civil. 

"Ku caso de duda sobre el alcance de mi concepto, debe es- 
tarse al que favorece a quien trata de evitar 1111 da fio. y rtp al 
que qúiéne Obtener ve» taja ", lia dicho la Supre.ua Corte en 
h>> fallos del lomo 15 página J47 y toni" S*> página 43: "es 
rey] a de interpretación que en caso de duda del>e resolverse a 
favor di- la liberación y de lo que sea más arreglado a la equi- 
dad — ley 47 titulo 7, liliro 44. higesto". Suprema Corte, lo- 
m>> j.i, página 29Q". 

Dé los fallos citados surge la solución a adoptarse en esta 
causa, pues resultaria evidente et daño para el ador y las ven- 
íala» para la Nación si se mantuviera la caducidad dictada ]>or 
el Decretó de diciembre r¿ de n>ltí, V habiendo éste aplica- 
do lo que podría llamarse un estatuto penal, sería et caso de en- 
cararlo con un criterio de interpretación restrictivo. Suprema 
Corte, tomo jS, página J50. 

Puede entonce- formularse ¡a declaración judicial de que 
la rescisión del contrato de compraventa celebrado entre la Na- 
ción y el actor, declarada por decreto de diciembre 13 de 10. 10, 
rompió el equilibrio existente entre las partes basta esa fecha, 
destruyó en íonun inopinada las relaciones creadas y determinó 
un otado de tirantez que contrastaba con la ecuanimidad an- 
terior, provocando de tal suerte una situación injusta que po- 
ma una parte a eoupleia merced de la otra, sin que un po- 
deroso motivo de interés público o privado justificase seme- 
ja nt*' camino do proceder. 

Ijis contratos obligan no solo a ló que esté formalmente 
expresado en ellos, sino a todas las consecuencias que puedan 
considerarse que hubiesen sillo virtual mente comprendidas en 
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ellos, dice el articulo i nj8 de] Código Civil, por manera que si 
' los contratos deben ser ejecutados y entendidos de buena fe'* 
como piensa M adiado es evidente que !a Nación forzó a úl- 
timo momento la ejecución y entendimiento del contrato de 
compra venia y por lo ta ni o quedó aquélla sometida a la san- 
ción judicial que desconoce valor a la rescisión por ella pro- 
nunciada. 

o." Que entrando a otro orden do ideas conviene recordar 
(Hita fundar jon mayor acopio de elementos la presente reso- 
lución, que en el to.uo ion, página, 431, de la colección fie fallos 
de la Suprema Corte, figura una sentencia de! señor ex juez 
federal doctor l'rdinarrain, confirmada sin reservas por la Cá- 
mara Keclernl y lo resuelto por t-sla, confirmado a su vez jxir 
la Suprema Corte, en cuya sentencia se tratan puntos relacio- 
nados con la ley de tierras 4107 que tienen estrecha aplicación 
al caso presente. . 

Ivn la página 434 de dicho tomo loo. se lee lo siguiente... 
"el precitado contrato (alude a un contraía de venta directa) 
ha sido celebrado por el 1". H. a mérito de las facultades con- 
cedidas por la ley número 41 07 y en esta ley. que es ta que se 
comprende y rige en el caso suh judkc. no existe el pacto pro- 
visorio ni cláusula rescisoria que la faculte para poderlo res- 
cindir, "motn propio" ¡Kjr su sola y deliberada voluntad, en 
caso que los actores faltaren al cnmplim tentó de Ins obligacio- 
nes inherentes al mismo". 

"IÍI incumplimiento do la convención autorizaría sólo a! 
I'. V,, para adoptar o exigir judicialmente las -medidas coerci- 
tivas y conservatorias de su derecho lesionado con sujeción a 
los términos de los artículos 1203 y 1204 del Código Civil, pe- 
ro nunca |»ara proceder en la forma que lo hizo en el decreto 
de la referencia por carecer de facultades y atribuciones legales 
para adoptar por sí resoluciones decisivas y en forma obliga- 
toria, declarando una rescisión de contrato que sólo compete 
al poder judicial de la Nación, j>or ser aquella atribución opues- 
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ta \ repúgname a nuestro sistema de gobierno y estar expre- 
samente denegada por los articulo- 17 y 9*j de .la Constitucíóti. 
ir. da vez que la propiedad es inviolable y que nadie puede ser 
| rivado de ella sino en virtud ¡le sentencia fundada en ley. y 
porque las cuestiones relativas a la naturaleza, forma, exten- 
sión, interpretación \ valide/ de los contratos pertenecen 3 la 
materia federal judicial. Cor consecuencia, dicho decreto ( tlf 
rescisión 1 e* insubsistente y nulo con arreglo al precepto eons- 
ittUcional invocado". 

1.a Cútnarn Pederá) confirmó esa sentencia en noviem- 
bre. 1 7 de 1907 y al pronunciarle la Suprema Corte en septiem- 
bre H» de KjaN. dijo: "pidiéndose por la demanda el cnthpH- 
111 tentó de 1111 contrato di- compraventa de tierra, la materia del 
juicio es una acción civil y ]K>r lo lauto la justicia federal es la 
competente para entender en él.., y al finalizar el contrato 
se fía Éómetidn las emergencias del mismo al poder judicial, de 
acuerdo con lo establecido por la Constitución Nacional (ar- 
tículos 94 y 05 >". 

I.a analogía íle situaciones y las circunstancias de contem- 
plar al cáso transcripto la ley 41Í17 y el decreto de enero tq 
• le lpp5'. revelan qué el fallo aludido piído servir sin reato para 
fundar esla sentencia, 

7.* ÍJne de acuerdo con los considerandos anteriores, es 
posible decidir en justicia que al decreto del l\ K. de diciem- 
bre 1,3 de 19'tó tlelie reputársele insubsistente en lo relativo a la 
rescisión de la compraventa realizada entre la Nación y el ac- 
tor y a la perdida que contra éste determina. Resulta asi. que 
prbápera la demanda en esta parle. f?pft>, al hacerse cargo de 
lo que también solicita el actor, o sea. se condene a la Nación 
a otorgarle el titulo definitivo de propiedad del inmueble com- 
prado, se observa que no puede prosperar en este juicio lal 
pretcnsión. Kn efecto, en el estado aetnal del asunto, se echa 
de ver rpie el actor 110 ba demostrado en forma satisfactoria 
haber cumplido su obligación de poblar la tierra con un ejapi- 
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tal propio en edificios y haciendas por un vafo* no menor de 
gOO pesos moneda nacional por legua kilométrica, etc., dentro 
del termino de do* años, contados desde la fecha de la pose- 
sión del terreno. 

L;i inspección hecha por .Marrazzo en marzo-abril de r0rp, 
la de r.allo y Boséh en diciembre de o/to y | a de Piel 1 añera 
en abril de lyir, con sus informes contradictorios, han deter- 
minado al I». K. a no dar por cumplida en forma la stisodi- 
¿lia o|iligaeioii de iSpbíar contraída por el actor. 

Este, por su |iar;e. no ha diado ningún ga*q eficazmente 
practico, ¡jara demostrar la veracidad de sus afirmaciones, (pie 
de ser exactas, bien a su alean ;c tenía el medio de anular la 
parcialidad qué imputa en su alegato a los inspectores. 

Xo habiendo prueba en autos de la población realizada en 
forma por el actor en su lote, cae de su peso tpie no le es po- 
sible conseguir todavía el ti tuto definitivo de propiedad ipie 
persigue. 1 Articulo 3." de la ley 4(671. 

S" (Jue c¡i sintesis en este asunto aparece lo siguiente: la 
compra venta del inmueble mantiene todos sus efectos, el de- 
creto de diciembre 13 de 10,10 insubsistente en cuánto a la res- 
cisión y pérdida que decía ró cemita el actor, el pago de la úl- 
tima eitdta letra queda por ser dilucidada entre izarles, pues 
"0 tiene fuerza judici;:! ta enn sigilación realizada en el expe- 
diente administrativo | fs. tj y 14) y e] otorgamiento de titu- 
lo definitivo de propiedad queda subordinado a la comproba- 
ción indubitable del cumplimiento de las obligaciones de pobla- 
ción respectivas. 

Por las consideraciones que preceden, fallo: rechazando la 
defensa de prescripción opuesta por la demandada, declarando 
insubsistente el decreto del Poder Kjeculmi de diciembre i¿ 
dé tyto. en cuanto dispone la rescisión, con pérdida de las cuo- 
tas pagadas de la venta que la Nación hizo en remate público a 
don Julián Puerta en octubre 14 ríe 1905, por él lote 21 1 letra A 
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fracción 1>, sección 13, cid territorio de la Pampn. v dccla- 
ru animismo míe la Nación mi está obligada a otorgar el ti- 
inlo deiinitivn dé propiedad que el actor demanda por ese in- 
nuultle. a tnérito de no haberse comprobado en autos el cum- 
plimiento de la* obligaciones de población n cátjgp del ai:;or. 
I,as Citólas dfltcrán ser alionadas en el orden causado, atenta t i 
rebultado a que se llega en esta sentencia. Xotifiquese, rcpóii' 
gase el sellado y oportunamente archívese, previa devolución 
de !<>> adjunto* expediente-» administ rali vos a su procedencia. 

Strii! M. Hsi-ohiir. 



SJiN'TKWlA |n: i„\ CÁMAkA l-'KUKRA L Di-, AI'KL.WIÚN 

Buenos Aires, Alacia 7 dv 

Vistos y Considerando : 

é. 

íjite la sentencia recnrrifla es arreglada a derecho en cuan- 
to rechaza la presmjK'ión opuesta por el Gobierno Nacional, 
asi eointi en la parte q^e declara improbólas las obligaciones de 
población a cargo de) comprador. 

Ouv. estableciéndose en el articulo 7." del boleto de coin- 
prayettla (ver expediente 1ÍV44. letra P. agregado a fs. im, que 
la taha de pago de alguna letra autoriza a declarar rescindido 
e] contrato de compraventa, por más rigurosa que se conside- 
re dicha cláusula. — muy común, por otra parte, — lo cierto 
es (Jtic ella se ha pactado libremente y siendo asi, es evidente (pe 
el Gobierno ha usado de su derecho para declarar ¡escindido 
el contrato. 

Que los fallos citados por la aedira se refieren a casos dis- 
tritos al sifb yWiYr. ya qjie en ellos el poder Kjeemivo no se 
reservó el derecho a declarar la rescisión del contrato de com- 
praventa» y. por consiguiente, no son de aplicación. 

Por elíOj se rechaza i a fotunt la demanda i nsl aurada por 



m justicia pk la nación 167 

don Julián 1 Hiena contra el Poder Kjecutivo Nacional, por 
otorgamiento de título definitivo, sin costas. Devuélvanse y re- 
pónganse las fojas cu prh.era instancia. — J. /'. I.miu. — 
MatrcUna Escalada, — T. Arias. — ti. A- Xazar Anclwntht. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires. Abril 2u de IftS 

Vistos y Considerando; 

Que no habiendo apelado el demandado la sentencia de la 
Cámara Federal confirmatoria de f;i del Inferior, en cuanto 
rechaza la excepción de prescripción opuesta por él. debe limi- 
tarse el pronunciamiento de esta Corle Suprema, a establecer 
si ella es justa y arreglada, a derecho, al rechazar totalmente la 
demanda, reformando asi la del Inferior que. hace lugar a la 
anulación de los decretos del Poder Ejecutivo de 13 tic diciem- 
bre de 1910 y 5 de mayo de lyu, ]Hir los que se declara rescin- 
dido el contrato celebrado entre el 'Gobierno v el actor, a qne 
ar|iiélla se refiere, y un al otorgamiento del titulo definitivo tjue 
solicita, igualmente, el actor. 

Que respecto a la rescisión calx 1 observar, desde luego, que 
tratándose de un contrato del derecho civil, en que el Kstaclo 
interviene como persona jurídica, el juzgamiento de las cues- 
tiones que surjan entre las partes sobre el alcance de las esti- 
pulaciones celebradas, o sobre falta de cmupl i miento de las iris- 
mas ]>or alguna de aquéllas, corresponde a la justicia federal. 

Que la compra hecha por don Julián Puerta en el rema- 
te del 14 de octubre de ujo$ de! lote 21 letra al, Fracción 1>.. 
Sección XIII del Territorio de la Pampo, compuesto de mil 
doscientas cincuenta hectáreas, está sometida a las cláusulas 
convenidas por ambos contratantes en el boleto provisorio que 
corre a fojas 10 del expediente administrativo de !a Dirección 
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íieneral t|r Tierras y Colonias número 1044. Letra í\ del año 

á Qué el decreto 'Ir caducidad del 1 $ de diciembre de lO/io 
no se ájfista al espíritu del articulo 10 de I;i ley 41 07 ni a la 

letra de las eMipu1arioue> convenidas en el boleto provisorio 
cifoido y (jjuc constituye ta !ej de Ins partes» 

<J»K- ni efecto, por el decreto de caducidad que til ira a fo- 
jas 7S de- eM«H autos, m» declara inte el actor, como ojros imi- 
clios estupradores alli enumerados, habían incurrido cu la s::ti- 
ci >n fkd articulo 10 di- la ley. de lu que se desprendía que dicha 
resolución reconoce coaio cansa, tanto je) no hatier pábulo la 
última letra firmada por el precio del campo, como e! rio Ita- 
Ur cumplí* lo con la> obligaciones de población i|tie aquélla im- 
pone. 

Que entre tanto, en e! boleto provisorio de venta cfinsta, 
que la> partes habían convcnldd en {ti Mulliente: •(*" Si a la 
terminación ilel segundo año. contado desde la fecha de la po? 
sesión, <■! interesado no hubiese cumplido las Obligaciones ile 
población* incurrirá en una multa equivalente al duplo de la 
Contribución Territoria", durante el termino qm- transcurriera 
sin cumplirla... cuy-. Cobro se hará efectivo anualmente de acuer- 
do e< >n el articulo 57 del decreto reglamentario fecha 10 de cue- 
to de Kj*i5*' , 

One prescindiendo de la- distinéiories hechas en la regla- 
mentación de ia ley entre la?, obligaciones impuestas al compra- 
dor en remate y las coi jiras directas, fundada en el error fie 
haberse a^re^ado la expresión "en remate" en el articulo 11 de 
"a ley. expresión su primilla en la discusión de la misma 1 Dia- 
rio d*- Sesiones — Diputados — h;oj — II. página íi-oi. bas- 
ta tener presente míe la cláusula ~* del boleto de venta, relati- 
va al ¡layo de las letras prevé como última sanción y las más 
grave "declarar rescindido el contrato de compraventa" i|tie no 
puede ^er equitativamente aplicada a la omisión más leve, o sea. 
a la de aquel (pie ha ai roñado todas las letra*, con excepción de 
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a última para [a cual habia solicitado la prórroga íiuinriz.-nJa 
por r¡ mismo articula fiel contrato, 

Hue CU vista de eátn. habría > indudablemente más jos- 
Tu y equilaii v6 conceder la prúrrnga que autoriza la primera 
parte «le la cláusula 7." citad;!, del boleto provisorio, tanto más. 
cnanto íjtie fe] actor Alego la perdida de !;¡ cosecha para justiíí- 
<-ar la mora, lo que, según las circunstancias puede considerar- 
le como tuerza mayor, y ademas, debía una >(»la letra y pedia 
únicamente un breve p&zú príidencial para satisfacerla, como 
Consta del expediente agregado — fojas 12. 

Que de acuerdo pon esta doctrina esta Suprema Curte, de- 
i 'aró que m> era justo rescindir el COI it rain estando cumplidas 
las Condiciones de población, aunque se adeudara un saldo que 
*■! compra di ir ofrecía pagar, en el juicio seguido por don Fer- 
nando Ksnaola contra la \aci<>:i jior la misma causi que mo- 
tivó el presente — Tomo 124, página 2X3 — siendo más favo- 
rable en el stth litr hi situación del actor, jxir halx-r consignado 
a la orden de la Dirección de Tierras y Colonias, covo puede 
verse a fojas 14 del expediente agregado, el importe de la úl- 
tima letra, |HJsteriornien1e de pedir reconsideraci«i;i del primer 
decreto, el ¿r> de enero de mjii. es decir, con niiicba anteriori- 
dad al segundo decreto del 5 de mayo de ese año, sin que se 
adoptara ninguna resolución sobre el p;irt ¡colar. 

Que el mismo l'oder Kje.uuivo parece haberse dadn cuen- 
ta al dictar ese segundo decreto ele (pie la mora en el pago de 
la última letra no podía ser causa de rescisión ¡mes en él sólo 
hace mérito para confirmar el anterior de eme "*el actor no ha 
dado cumplimiento a la obligación de población e ¡Utroductión 
dé capitales propios"'. 

Qfue atento a lo expuesto en el considerando anterior, la 
rescisión aparece más iu justificada ante la chucula ó." del Iki- 
kto provisorio que impune como única sanción por dicha in- 
fracción al contrato; ej pago de una multa del duplo de la Cotv 
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tribucíón Directa ¡»or el tiempo que deje fie cumplir aquella 
■ obligación . 

(Jue en cuanto ni pedido formulado en la de.randa. de '¡líe- 
se condene a !a Nación a otorgar éí titulo definitivo, no pue. 
de prosperar en esta oportunidad, porque el artículo jj$ del De- 
cretó Keglameiuarin. exigí- que se hayan cumplido totalmente 
las oUligacidnes del contrato para su otorgamiento, y de los in- 
formes de los lns|>eciores Pedro M, Catín, Márcelo Bosch y 
Hdnmndo Pietranera — fojas 71 a 74 — resulta con toda e%"> 
dencía. que no ha sido asi. al meno?. en lo referente a la in- 
troducción de capitales propios en haeieiubi-. pues según Ips 
informes antedichos, las i|tic se encuentran en el campo pertene- 
cen al arrendatario don M el i ton Juárez. >tn que el actor haya 
probado lo contrario. 

(Jne ei artículo 3¿? de la ley. según el cual el Poder Hjecu- 
tivn puede disponer que se otorgue el titulo definitivo una vez 
pagado el contado ¡a sexta parte del precio, y que el actor invoca 
para fundar mi demanda en esta parte, no se opone a aquella 
onu'hisi -ti : 1. porque dicha disposición es automática, jo que 
permite a aquel aplazar la escrituración definitiva hasta fjlte se 
hayan cumplido totalmente 'a< obligaciones «leí contrato como 
¡o hún en el boleto provisorio que el comprador aceptó 1 cláu- 
sula 12) : 2" ¡Kirque el niis,r.o artículo 3.° de la ley e\ige que se 
hayan cumplido esas obligaciones para el otorgamiento del ti- 
tulo definitivo, de modo que aún cuantío la disposición (pie e! 
actor cita en su apoyo, hubiera sido imperativa, no sería apli- 
cable en el íiifi ltte f jtor no haberse llenado dicha condición. 

Por estos fundamentos, se reforma la sentencia recurrida, 
ded arándose subsistente en todas >us partes la de primera ins- 
tancia. s; n costas. Xotifíquese, repóngase el jtfipel y devuel- 
van-e . 

A. Bermejo. — J. Figceroa Al- 
corta, — Ramón" Méndez. — 
M. L,uk..nci-;na, 
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NOTAS 

Con fecha trece de abril ilc 1*325 la Corte declaré bien de- 
negad» el recurso fíe hecho de (lucido por don Natalio Botana, 
en nulos con don Raúl L. liarbcito. por injurias vertidas por 
medio del diario "Critica", ]>or no resultar de los fündaniéntos 
del escrito presentado por el recurrente, fuera el caso previsto 
por el articulo 14 de la ley 48: pues la sentencia dictada ¡Kir la 
Cámara de Apelaciones en lo Criminal y Correccional de !a 
Capital, versaba sobre hechos controvertidos, interpretando la 
ley I Vital, sin (pie se hubiera hecho cuestión federal, ni se hu- 
biese puesto en iluda la constitttabháliüaid de la ley: agregán- 
dose, además. que la simple maui testación de que se había in- 
fringid» el articulo 18 de la Constitución Nacional, lo que im 
S¡e había invocado oportunamente, ni ello resultaba dé autos, no 
bagaba jara hacer procedente el recurso extraordinario auto- 
rizado ¡»or el articulo 14 de la ley humero 48. 



Con fecha 15 n» se hiz» lugar a la queja deducida ]»r don 
José Maqueira en autos c *i (toa Juan Hignone, sobre desaloja- 
ricnt». por aparerer fie la propia exposición del recurren te, que 
la cues; ti m debatida en el pleito había versad» sobre puntos de 
hecho y de derecho civil extraños al recurso extraordinario. 
c»nfi>rme a lo dispuesto en la última parte del articulo 15 de la 
ley número 48: (observándose, además,, que si bien en principin 
la denegación del fuero federal hecha ¡K>r los tribunales de la 
justicia ordinaria hace procedente el recurso autorizado por e'. 
artículo 14 de la ley 48, no aparecía de la exposición del aislan- 
te que aquella cuestión, ni tumjioc» la de violación de la defen- 
sa, hubiera sido o|K>if unamente planteada dentro del juicio, co- 
mo l» requiere el mencionado artículo 14 de la citada ley. 
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Kn la mi-ma fecha ie declaró improcedente la queja Ui- 
cida por don Miguel Vera éti autos con U sé Cánepa. sobré 
desaibjamieiitOi por resultar dé la exposición tk-1 recurrente 
«¡tu* el litigio había versado soíiye cuestiones de derecho o>mnn. 
ÉO'rtlo es la uuerpi*ct; i cion de la.- leyes 11.151». 11.157 y 11,135 
mencionabas, todo etíb ajen., al recurso e\traordi'iar;o eonfor- 
tue a íi* dispuesto por el articulo 15 de la ley -iS, ni su segun- 
da parte; y. adera-, porque »" basta la stirtple invocación de • 
cláusulas constituCiouaTés ¡ ara hacer procedente el recurso, sí, 
como ocurría en el caso,, no mediaba una relaci-m directa entre 
(as cláusulas « n 1 o -e decían desconocidas y las cuestione- plan- 
teadas en !a causa. 



Kn veinte de! mismo se declaró improcedente la queja de- 
ducida por don Santiago López, en aut»> con don Juan Seau- 
dróglio. >«»!.R' désjtíojaniiérttO, en razón de ,¡ue el t>e: ¡donante 
fué notificado de la resolución denegatoria del recurso extra- 
ordinario el [4 de agosto dp H)>4, y dedujo s« apelación con te- 
dia del mismo iik> y áño¡ y de acuerdo con lo dispuesto i*or 
el articulo j,',¡ (Ir la lev nacional de l'rocedimientos el u-nni- 
110 para interponer el recur-o .le queja, qué séifíá en e! caso de 
:re- día-. <e hallaba vencido. 



Kn vchuis'etc del mismo no se hizo lugar a la »)tteia de- 
ducida por don Armando ^arsana, en unto- con lá ídúniuis- 
t ración de hnpttestos Interno-, stofcre iueon-thucioualidad del 
art. _*o. tittt'o IV de la Kegta rcnlaciüti tieneral de los luí- 
puestos Intento-. - M .r un aparecer de la c\]uisicion dd recurren- 
te, ijrtc t>ie hubiera iuterpue-to para ante la Corte Suprema, 
recurso Iguuo que le hubiese -ido denegado. 
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Kn la misma fecha se declaró bien denegado el recurso in- 
l o r puesto por don Carlos Turconi. en uu*o* con la siuvsión de 
doña Víeíoria Miguez de Xn/ar. sobre desalojo, en razón de 
que. segúti >e expresaba en la misma relación ■ fecurso in- 
tentado, d juicio de tlésajdjo a c|Ue' w hacia referencia hatai 
-ido resuelto jmr consideraciones de hecho y de dereeíió rela- 
tivas a i-m>Uiitu--. regidas p >r los e-itligns Civil y de IWedt- 
micntos y por determinada dispo-ición de la ley local, númeró 
ele Justicia de Paz de la Capital, antecedentes que deter- 
minan la improcedencia del recurso extraordinario de acuer- 
do mn h resuelto por el trilutunl en casos análogos; agregán- 
dose, ademas, qué si bien el recurrente expresaba (pie había 
Fundado' la apelación extraordinaria intemáda en ipic eonside^ 
raba Ips arls. 58't al gpa de! Código de Procedimientos V el apar- 
tado del art. 50 de la ley jSíxi. repugnantes a las prescrip- 
ciohes de determi nados artículos del Código Civil, y Colatorios 
de la defensa en juicio mié consagra el art. 18 de la Constitu- 
ción, esa impugnación acaréela formulad a extemporáneamente, 
pues no lo había sido en el pleito co no lo prescribe el articulo 
14 de la ley 4K invocada, sino al interponer el recurso para an- 
te la Corte Suprema, esto e>. fuer:* de la oportunidad requeri- 
da para que el tribunal de última i.i>tancin ordinaria hubiera 
podido pronunciarse al respecto. 



Kn la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida 
por Alejandro J. Migoya, apelando de una resolución de la 
Cámara en lo Criminal y Correccional de la Capital, ¡mr iv- 
suftar de Ta exposición del recurrente <jue la garantía constitu- 
cional en que se intentaba fundar la procedencia del recurso, n > 
fué invocada p^r el representante del querellado sino por el 
querellante, y además, porque el caso no estaba regulo por la 
cláusula íimdítn lenta! invocada, esto es. que no guardaba con 
ella la relación directa e inmediata legalmente requerida 1 "Ar- 
ticulo tf, ley 48 | . 
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Kn la inicua íe:lig no se hizo lugar, igualmente, a la que- 
ja deducida jxir don José Sánchez, en autos con dori Vicente 
Vercher, sobre desalojo, en razón tie haberse tratado de cues- 
tiones di* derecho común y rio aparecer míe la cut'stii>tt federal 
re-peeto a la t«»nn -"TtMictn. hubiera ¿ida planteada en ta debida 
oportunidadi 



En !a mi-ma fecha se declaró bien denegado el recurso ríe 
hecho deducido por don Vicente Éfaigorri Seno.sseaiu. en 
con la Sociedad Cooperativa Xaeional de Consumos S. A., so- 
bre desalojamiento, en razón de i|ttc según lo acreditaban las 
propias referencias de la exjHisieión del recurrente, el juicio ÉUé 
resuelto por interpretación de la prueba producida y aplicación 
Se disposiciones de derecho común : y en tales con di. -iones, y 
según es ley y constante jurisprudencia, el recurso extraordi- 
nario era improcedente (Articulo* i_t y rv lev número 4/*». 



lio la misma fecha no fie hizo lugar a la queja deducida 
por den Adriano IVmyade. en autos con el Gójítcrrio de la IVo- 
vincia de Mendoza sobre inconstitucional ¡dad, pop desprender^ 
-e de la propia exposición del recurrente. que la demanda sobre 
inconstitttcionalidad de impuestos provinciales, había sido des- 
estimada por la Suprema Corte de Justicia de la referida pro- 
vincia, por haber sido entablada fuera de término, esto es. por 
aplicación de disposiciones de leve- locales y a mérito de con- 
sideraciones de hecho que no pueden ser revisadas en el re- 
curso de puro derecho federal que autoriza el articulo 14 cíe la 
ley .;S: agregándose, además, qtie.de la misma queja aparecía 
qilé la cuestión sobre inconstitucional ¡dad del articulo 3S.Í del 
Código de l'n .-edímientos de la Provincia, había sido plantea- 
da después .le pronunciada ta sentencia de que >e a|x-laba. es 
decir; extemporánea uentc a lo- efectos del rcjGurso Enterpues- 
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m. desde que la ley exige que et asunto liuya sido sometido a 
la decisión de los jueces en el pleito, o lo que es lo mismo, en 
circunstancias tales (pie habiliten al trilmnal de última instan- 
cia de Es jurisdicción local, a pronunciarse sobre vi. 



En I.i misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida por 
ttoíl Gfirfiián Mariinez en los autos seguidos por doña Maria 
! .agarzzo de Znrzi centra don Juan B. Massini, sobre desalo) a- 
mientn. j>or resultar de la exi«stción del recurrente, que a és- 
te le fué denegado en primera instancia el recurso de apelación 
ipH> interpuso en su carácter de subinquilinc, y pnr no haber 
^idii notificado de acuerdo con la ley ii.U2. y recurrido ese 
auto denegatorio, el tribunal de apelación declaró bien denega- 
do el recurso y no hizo bigar al extraordinario para ante la 
Corte Suprema: lates antecedentes acreditan por si misma la 
proceden .-¡a de la denegatoria de la ablación extraordinaria in- 
tentada, un sólo porque el caso aludido había sido resucito por 
disposiciones de derecho común, sino también porque no es 
revisible pnr la Corte Suprema et auto denegatorio de referen- 
cia, en (pie el tribunal apelado, tija la extensión de su propia 
jurisdicción en el caso. 



}um Augusto .'. CoW/j<j contra lá Prai'hteiá de Tnatnnui. s&Me 
cobro do pesos- 

Sumario: i." Ka cláusula contenida en tos títulos emitidos en 
virtud de la autorización conferida por la ley de la Pro- 
vin.-ia de Tucumán. de ó de julio de u^oí». respecto al lugar 
. moneda de pago de los intereses, establece una obliga- 
ción alternativa, que tamo los términos del contrato respec- 
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ttvo como l:t na tur; iva tic la operación realizada |mr ¡:< 
expresada provincia y los mismos antecedentes de la ope- 
racióti), demuestran el propósito inequívoco ele acordar a los 
tenedores^ <le los lindos la elección del lugar de payo, y. 
¡nT lo tanto, de la munida corréi^wrtdíentc, 1 

j. La !*ñc1tt>ion dé i|iie el derecho de opción éstabje- 
cido en el Inhiu general del empréstito exterior, de ein.v. 
"nilones de |iesos oro o veinticinco millones, de francos, de 
ta provincia dé Tncunián. a u: orinado por ley tic* la misma, 
dé J de jÚHn de M«i i. no tnvo mus objeto que facilitar la 
colocación de dicho empréstito, autorizando a suscribir lOs 
tindío en diversos lugares y en distintas monedas, pero 
quedando el suscripinr vinculado desde entonces por la 
elección Herniada, no -oío es iuC" rpaitble con el texto 
claro y categórico del bono general que establece la op- 
ción a l*i- efectos del pago de tos cupones y mulos -¡n su- 
bordinarla a ningún .'utecedeme relativo al fugar y a la 
moneda en qué fué hecha la suscripción, sino que es in- 
compatible ron la doctrina general de la ley. según la cual 
ni aún la O'KÍón hecha respecto ile una prestación parcial 
o periódica de una obligación. vincula a la- par: es respec- 
to a la- otras prestaciones < fVrtieulo >4o. Código Civil i. 

y l\l hecho de haberse producido en los idtimos tiem- 
pos alleriKilivas sensibles en el jeáW eambiario de algunas 
de las monedas désignáílás para ti pago, no modifica la 
obligación de la provincia emisora, ni priva, por lo t;mto. 
a! tenedor de! derecho de opción que le ha sitio acordado 
al emitirse ios títulos del empréstito * 

Cuso: Lo explican las piezas siguientes: 
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Rúenos Alns, -Mayo * de H«5 

Y Vistos: 

Kl procurador Severo lama comparece en representación 
de don Augusto J. Cuellio y exorne: 

(^>ue el Gobierno de la provincia de Tucumán, especial- 
merite autoriza do por ley del listado de tedia 2 de julio de Hjoa 
emitid un empréstito exterior de cinco mil ¡unes de pesos oro 
o veinticinco millones de francos, represen! .idos por cincuenta 
mil Obligaciones de cien pesos oro sellado o (|uiiiientos í raneo* 
cada una, 

(Jue la operación financiera fué concertada por el nu-ii- 
cionado gobierno con los banqueros, que ln fueron el Banco Es- 
pañol del Rjo <le la Plata y la cafa Loitis Drcyfus. en virtud de 
cuyo convenio el primero constituyó por su apoderado espe- 
cial en la ciudad de París al doctor Ernesto lioseh. para que 
suscribiera las obligaciones necesarias, Kn uso de ese manda- 
to, el ductor Posch suscribió la obligación o Itotio general del 
empréstito, cuyas cláusulas transcribe, c inmediatamente se li> 
zo la emisión de los títulos jmr medio de suscripción privada. 

Que cada uno de los títulos así emitidos establece que el 
Gobierno de Tucumán reconoce una obligación directa de cien 
pesos oro o quinientos francos a favor del portador, producien- 
do cinco i»esos oro o veinticinco francos anuales pagaderos por 
trmu-sirvs y con reem1>o|so cu treinta y siete años. Establea-, 
además, que los intereses, cuyo importe nominal se halla im- 
preso sobre los cupones, son pagaderos contra los mismos cupo- 
nes vencidos: en París, en francos, en el Banco Español del 
Rio de la Hala y en otras dos casas dé banca: y en Bueno- Ai- 
res en pesos oro en el Banco Español del Rio de la Plata y en 
todas sus sucursales de la República Argentina. 
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Qtíe el pago de la> obligaciones a reemMsnr tendrá lugar 
en las oficinas de los mismos banqüerOi, 

Utte el señor Cocí lio adquirió en determinada oítórtiinitíad 
mil titulas valor de" cien pesos oro cada uno o sean cjen mil 
pfcsOs ora sellado; los que radicó en esta Capital donde tiene su 
domicilio, depositándolo* en custodia eu el Banco de la Nación 
Argentina, ssgúii sé c¿ropnieh con el recibo que acompaña. > 
en diversas oportunidades coi los trimestres de ímere.-es a 
razón de 1.25 jh"m»s moneda nacional oro sellado por cada üíiu. 

Une al requerir el |xi|p» del cupón X.* 47 el |.' de mayo 
de ioji. en la casa central der ltaneo Ivqjañol del RÍO de la 
Plata en esta ciudad, como lo autorizaban los mismos títulos de 
la> obligaciones, fué informado de que no se le abonarían los 
intereses a razón de 1.25 pesos oro sinñ de fi.j? francos entre- 
gándole el equivalente en -moneda papel al cambio del dia o en 
una letra tiancaria sobre París. 

Que el señor GoejHo se negó a aceptar el pago l-u la mo- 
neda ofrecida sosteniendo que tanto el bono general, enmn las 
léve nlas de los mismos títulos le daban derecho a exigir erj 
líiteivs Aires que los intereses y el importe de los títulos sor- 
teados >c le ab>nasen eu pesos oro y ante la insistencia de bis 
banqueros de la provincia «le Tueumán formalizó la eseriiura 
de pro; esta que en testimonio a'cptnpaña contra la provincia deii- 
dora j contra e! Manco encargado del pago. 

Que como dicha provincia persiste en su actitud a pesar 
del fallo dictado por esta Corle en el juicio que le siguió don 
Wilt'rid lianm, eri cuyo pronunciamiento se declaró la obliga- 
ción de la misma de pagar en pesos oro los cupones que se le 
pre-entas-en al cobro en Buenos Aires, se ve obligado a promo- 
ver e-la demanda pOr cobro de! importe total de novecientos 
cincuenta y seis cupones y cuarenta y cuatro títulos sorteados, 
con sus respectivos cupones, que han ganado intereses basta 
el día dél sorteo, todo lo cual asciente a la suma dé diez y 
nueve mil doscientos dos pesos con cincuenta centavos oro se- 
llado. 
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Que como liase y fundamentos de la acción acurnpaña los 
cuarenta y cuatro títulos sorteados y una nómina de los mil 
títulos, concordante con el recibo del líanco de la Nación At- 

Invoca como justificativo de la jurisdicción originaria del 
Tribunal el hecho de ser extranjero el demandante y lo dis- 
puesto en el artículo 101 de la Constitución y en el artículo i.\ 
inciso i.* de la ley número 48, y pide míe en su oportunidad 
se condéne ft la provincia de Tueumán al pago de la suma an- 
tes mencionada de diez y nueve mil doscientos dos geSOs con 
cincuenta centavos moneda nacional oro sellado con sus inte- 
reses al tipo hancario y las costas del juicio, declarándose ade- 
más míe la demandada o sus banqueros deben cumplir en lo 
sucesivo con todas las obligaciones emergentes de los -mismos 
títulos sin necesidad de un nuevo pronunciamiento. 

tfria vez acreditado d hecho funda mental de que surge la 
jurisdicción originaria de la Corte, se dió traslado de la de- 
manda al Gobierno de 3a provincia de Tueumán, cuyo repre- 
sentante lo evacuó a fojas 30. exponiendo; 

Qüje por encargo esleía] de su representada niega el dere- 
cho afirmado en la demanda y el hecho de que el señor Coel- 
ho haya sido tomador de los títulos de que se trata a la épo- 
ca en míe fué lanzado el empréstito. 

Que el actor fundamenta su acción en 1a doctrina del fa- 
llo recaído en la demanda tic don Wilírid líaróii, siendo asi 
que el presente caso es distinto de aquél por cuanto la provin- 
cia niega al señor Coelho la condición de adipiircnte originaria 
de los títulos que apoyan su demanda y de los que intente pre- 
sentar en adelante . 

Que esta demanda como aquella sentencia concuerdan en 
(pte tanto el hjono general, como el contexto de los títulos emi- 
tidos, establecen una obligación alternativa, es decir, una obli- 
gación que penaáte optar al deudor o al acreedor, según las 
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modalidades de) contrato pof uno u otro de los lugares de pa- 
go y moneda determinadas en dicho bono general. 

Qué a jK-sar de la autoridad qt te reconoce el fallo de este 
Tribunal. >e halla convencido de i|iie mi hay tal oblii;aei< >u al- 
ternativa -ino una obligación dual, clara y terminante que es- 
tablece do* plazos y dos especies de moneda para él pago de 
los intereses y de los (¡cutos sorteado-;. Que *1 propósíío de la 
ley y del bonb general al consignar dicha clausula ha sido evi- 
dentemente el dt- facifhar la cómoda pércepción de los inte- 
reses v bonos sorteados, por los tenedores de los títulos y en 
ti lanera alguna favorecer al agio de simples jugadores a las 
al/as y bajas de los títulos, que nunca hubieran alcanzado a cti- 
brir el empréstito. 

(Jue un tv-iá con forme con la conclusión de i|iic el propó- 
sito de las autoridades que lanzaron el empréstito fuese acor- 
dar a los tomadores de los títulos de ese empréstito externo la 
■ elección del limar del payo y mucho menos la de la moneda eo- 
¡respondiente, sino facilitar Lis operaciones de los tomadores 
franceses originarios y auténticos, autorizándolos ¡>ara cobrar 
sn- cupi nes \ ol>] j ¡¡¿aciones sorteadas, c-n París y en la moneda 
de esa nación, a-i como también acordar a tus tomadores ar- 
gentinos la ] fusibilidad de efectuar los cobros dentro del país y 
en la moneda nacional, librándolos de las molestias del trans- 
porte de los tttnTos a plazas extranjeras y de las fluctuaciones 
dé las monedas respectivas. 

'Jue la entidad que representa ha interpretado ¿1 caso ba- 
jo el pumo de vista te»al > económico, dos puntos que deben 
considerarse conjuntamente, pues el último de los enunciados, 

no ] Hiede ser descartado puesto que el íe refiere a normas com- 
prensibles en el caso, 

Qjíte si stiUsistiera la doctrina que se sustenta en el fallo de 
la forte en el caso de don Wiltrid Harón se pondría a la pro- 
vincia que representa a merced de las especulaciones, atrayeit- 
•V- a esta plaza la maye iría dé los titulos que han sido tomados 



ni Francia, obligando asi a sit Nistttttyerite a un desembolso no 
previsto. 

Que vn substancia, la provincia de Tucutnán busca este 
nuevo pronuncia ritmo judicial que ampare no solamente las 
pretensiones y ios derechos de los tenedores dé los íittiíosi muy 
res¡ieiables por cierto, sinó también los no menos rescaldes 
de ese Estado, que queda orn el fallo aludido en inminente pe- 
ligro de afrontar onerosos pagos en condiciones, formas y mon- 
to que hoy no le seria dable determinar, 

Que si el actor hubiera probado previamente en vía admi- 
nistrativa la circunstancia ignorada y negada abura de ser to- 
n-ador originario: de los títulos en Ja plaza de Buenos Aires, la 
provincia de Tiiemnán nunca hubiese resistido el pago en ta 
furnia que ha sido reclamado. Ksiu quiere decir que la pro- 
vincia al provocar este nuevo pronunciamiento v al sostener 
íjüe m i>esos oro sólo está obligada a pagar a los tomadores 
originarios argentinos de eso.* títulos, procura impedir que se 
bagan compras en Francia de títulos de la deuda externa de Tu- 
eii.rán para, exigir su reembolso o el pago de los cupones res- 
pectivos en pesos oro. 

Que considera improcedente la demanda si el señor Coclhn 
no demuestra en la estación oportuna del juicio haber sido to- 
mador originario de los títulos en Jas plazas de la República, 
como asimismo la pretensión de que este Tribunal sancione obli- 
gaciones para los cupones o títulos que se bagan exigióles en el 
futuro y como la imposictojl de costas. Por todo lo cual pide 
el rechazo de la demanda, con costas. 

Recibida la causa a prueba y producida la (pie expresa el 
certificado de fojas 54, las partes presentaron sus alefatos, lla- 
mándose los autos para senté neta | fojas 71 ) ; y 

Considerando: 

<Jue al decidir una causa análoga, seguida contra la misma 
provincia de Tucmnán. ha dicho esli Corte: 
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"Míu- en el pleito no -e Ha deáCOttocidC» !u autenticidad de 
loa cupones cuyo pago constituye e) objeto de la demanda; no 
se tía clisan i ilu la legitimidad de la emísí&i de los títulos a que 
>-iprrf>¡Ktiuk'ii ai lucilos t-itjnnics : ni se ha puesto en cuestión la 
validez «te ninguna de las cláusulas ti cáílígaeibites consignadas 
t ;¡ dichos diH*u rentos. 

**Qtte de acuerdo con el texto de los mismos tituíos emiti- 
dos en virtud de la autorización conferida por ' a ley pr< iviti- 
cial de 6 de julio de !<*>>; *Í.os intereses cuyo importe nomi- 
" nal se halla impreso sobre los cupones son pagaderos contra 
'* tos mismos cu¡Hrru'< vencidos: En París, en francos, en el 
" BitftCO Español del Rio de la IMata : en casa de los señores 
" Bérnatd y Jaiílowsfcy y en casa de los señores Louis Dréy- 
" ("m y Gnupañia. Ku l'ueuos Aires, en pesos oro, en el Ban- 
'■ eo Iís|«fml del Rin de la Piala y cu todas sus sucursales de 
" Ja República Argcni ¡na" . 

"<Jue la ilánsula precedentemente transcripta cstabkw una 
obligación atternativa desde que sefiala distintas lugares para 
efectuar cada una dé las prestaciones a mte se ha obligado e! 
emisor i O «digo Civil, artículos 635 y 636). 

"Que en principio, corresponde al deudor la elección del 
objeto de la prestación en las obligaciones alternativas 
digo citado, articulo 63?)' P e fP c>ta regla iu» es ini|itebrama- 
hle y puede modificarse |Kir voluntad de los contratantes. 

"Que en el presente caso, tanto tos términos del contrato 
como ta naturaleza de la t>j»eración realizada por la provincia 
■ le Tueimiási y lox mismos antecedentes de dicha operación, de- 
•■ uestran el propósito inemiivnco de acordar a lo? tenedores de 
los títulos, es decir, al acreedor, la elección del lugar del pago 
y. ¡mr '■■ tanto, de la moneda correspondiente. 

"Que, en efecto, al consignarse en la cláusula precedente- 
mente transcripta t(ue los intereses representados jHir los cupo- 
nes, serán pagados en Taris y en l!ueno> Aires contra presen- 
lación de los mismos cupones vencidos, se ha ilejado bien cía- 
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ra mente expresada !a voluntad de que el |>ago se efectuaría en 
aqueí de los lugares des&iaiios en que fueran presen tai lo* los 
dociKlientos al eobrq y en la moneda designada para el Jugar 
elegido, quedando por lo tamo, suWdinala la elección a la 
voluntad del acreedor, 

"One. además, tratándose de ln emisión de titulo* de nn 
empréstito externo, nn puede tanqioco considerarse dudosa la 
inteligencia de dicha cláusula en cuanto a la persona a quien 
' incumbe la elección de! lugar del pago y de la moneda. Los 
gobiernos emisores necesitan el concurso de los capitalistas y 
»" se hallan en situación de imponer condiciones restrictivas 
al ejercicio de los derechos del suscriptor. ni de ampliar 3 u? 
propias facultades, reservándose ventajas o comodidades en lo 
relativo a los pagos. I'or el contrarío, su empeño en atnier los 
capitales y en despertar el ínteres de las distintas plazas o 
mercados los lleva a ofrecer las mayores facilidades, tanto pa- 
ra ía adquisición de los ti lulos como para el cobro de los inte- 
reses. IV ahi la determinación de diversos lugares para e? pa- 
go ile los cupones vencidos o ti tu Ins sorteados y la designar ¡dn 
de las respetivas monedas de curso cu esos hilares, condicio- 
nes que importan el otorgamiento de prerrogativas a favor de 
los tenedores de los títulos a fin de estimular su adquisición y 
que no pueden interpretarse cmirn establecidas en beneficio del 
emisor sin desnaturalizar el propósito dé la estipulación y sin 
torturar la verdadera y leal intención de los contratantes. 

"Que si alguna duda pudiere, subsistir aún acerca de la 
inteligencia de esa modalidad de la obligación, quedaría des- 
pejada en presencia del antecedente que suministra el contrato 
a librado entre el gobierno de la provincia demandada y los 
Lanquems que adquirieron al firme los titulo* del empréstito 
de que se trata y tomaron a su cargo la emisión de los misinos 
(testimonios de fojas loo y siguientes y de íojpas ijt y si- 
guientes i . Kl artículo <>." del contrato de fojas iji establece 

que: "los cupones vencidos y io> títulos sorteados se pagarán 

" o 
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1 or su valor nominal respectivamente, a ejeccüki del portador 
en Buenos Aire:, en el Banco Español del Río de Ib Plata: en 
Tucuman. en c! Hanco de la Provincia de Tucumán v eii V.u 
ropa, por el Jfcutco Español del Kio de l;i Plata y los señores 
Loüis Dreyfüs y Compañía". I Fallos» tomo i.íO. página 4S 1 . 

Que ni cuanto al argumento de que el pago en j»cm>s oro 
debe entenderse estipulado eii favor de los [timadores (ingina- 
nos de títulos en la plaza de Hítenos Aires y el pago en tran- 
cos para los tomadores originarios de títulos en ífraiieia, so»:' 
aplicables las siguientes consideraciones que htio CSta Corte 
respecto al derecho de los tenedores de los títulos de otro em- 
préstito, _ 

"Que es iguali nenie inadmisible la argumentación <k que 
el derecho de Opción no tuvo nías objeto que facilitar la co- 
;.. .icion del empréstito, autorizando a suscribir los títulos en 
diversos lng*res y en distintas monedas, pero quedando el 
Miseriptor vinculado desde entonces por la elección efectuada, 
pues tal conclusión es incompatible con el texto claro y ca- 
tegórico del Imuio general que establece la opinión a los efec- 
tos de! pago de 1<^ cupones y de lós lililí^ •s>, sin >ulmrdinari:i 
a ningún antecedente relativo al lugar y a la moneda en que 
fué iiecha la suscripción. K- asimismo, incompatible con la 
doctrina general de la ley, desde que ni aún la opción hecha 
respecto de una prestación parcial o periódica de una obliga- 
í iosi. vincula a las panes respecto a las otras prestaciones (CÓ* 
digo Civil, articulo ^411». Y 'o es. finalmente, con la naturale- 
za de lo> títulos de que se trata, que son al portador y no dejan 
rastro en el documento mismo de la> trasmisiones de que han 
sido objeto, ni del lugar en que fué suscripto, ni de la moneda 
en que fúe adquirido originariamente. 

"tjue el hecho de halvr-e producid., en los últimos tiem- 
pos altera, iones sensibles en el valor cambiarlo de algunas de 
a- :iMiieda> de-guadas p.irvt el pago, no modifica la . 'lega- 
ción de la provincia emisora, ni priva, jn.r (o tanto, al tenedor 
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del derecho de opción que le había sido ac< miado al paf(gr*e 
títulos del ei prestito. Estas fluctuaciones son contingen- 
cias inherentes a tenia operación de la índole de la de que se 
trata y pueden lierieíicíar o perjudicar a cualquiera de las lur- 
tes, dado el carácter siempre aleatorio ríe tales negocios. Si la 
provincia se hubiere re>ervado el derecho de elegir el lugar de 
}«gO y con ello la moneda canecíalo ría. habría podido liberar- 
se de sus obl ¡«aciones con muy poco desembolso dada la des- 
valorización actual de algunas de las monedas designadas en 
él contratu. AI conferir esa elección a los tenedores de los 
títulos del empréstito con el evidente propósito de facilitar 
su colocación y circnlación. ha renunciado de antemano a la 
posibilidad de obtener ese beneficio, ¡mes ha debido calcular 
que tendría «me efectuar los pagos en la moneda de más alia 
cotización en el mercado de cambios, de entre las señaladas en 
el ln.no general, ya (pie no es presumible que el desinterés o la 
generosidad intervengan en esta clase de operaciones. Se ba 
reclamado el pago en líasifea. porque la moneda que licne cur- 
so en esa ciudad era de todas las comprendidas en el bono Ge- 
neral la mas cara con relación al cambio : y del mismo modo 
le habrían o Jurado los cupones en París o en Londres, si el 
franco francés o la libra hubiesen tenido preí érente cotiza- 
ción. Kl tenedor tenia el derecho de pr*>ceder así. porque el 
contrato transcripto en los mismos títulos se lo acordaba, cual- 
quiera que fuese el precio pagado por adquirir el documento, el 
: ngar de la adquisición o la moneda empleada para ello, desde 
que hwlos esos hechos son ajenos a las relaciones entre el emi- 
sor y e] tenedor, las cuales se rigen exclusivamente por las 
claucas consignadas en los títulos" i'FalV.s. tomo 138. pá- 
gina 37 1 . 

Qtie, i»>r lo demás, no aparece que en el presente juicio se 
pretenda imponer a la demandada obligaciones más onerosas 
que !as pactadas en el contrato con los banquero;; tomadores 
del empréstito y consignadas en el bonn general v en la leven- 
da <le los tilmos, desde que el peso oro sellado era una de las 
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monedas designas en dichos inst ni rentos y su valor cátn- 
liiann no se ha modificado sensiblemente desde la época en 
que >r intrató el empréstito. Ivn cambio, el franco o sea la 
moneda con que pretende solventar la demandada sus obliga- 
ciones lia sufrido nua depreciación muy marcada, de tal suer- 
te que la provincia de Tucimian realizaría «na utilidad extra- 
ordinaria pagando en esa forma los servid*;* de su empren- 
to externo, cuyo capital lo recibió en oro o su equivalente en 
papel moneda. 

One la acción sido puede ser admitida en cuanto a 1os cu- 
pones y títulos exigibles al presentarse la demanda, — cotmt 
uniera que la sentencia debe referirse a la situación de las par- 
les en dicho inórenlo, no siendo por lo tanto procedente la de- 
claración uttfi se s- .licita en el 6-' pedimento de fojas 17. res- 
pectó de las obligaciones que vayan venciendo en lo sucesivo. 

Por estos fundamentos se declara que la provincia de Tu- 
cuináti está obligada a pagar en el término de diez días los 
cupones y títulos sorteados materia del presente juicio, en la 
moneda reclamada en la demanda, lo que forma un total de 
diez v nueve mil doscientos dos pesos cincuenta cenia vos oro 
m liado o su equivalente en moneda de curso legal iart. J". ley 
liúm. (147}*", c<»n sus intereses a estilo de los que cobra el paneo 
de !n faetón desde la fecha de la unificación de la demanda, sin 
costas por 110 haber prosperado en todas sus partes la demanda. 
\fittfí<|ue>e. repóngase el papel y archívese. 

A. Bkrmkjo — J. FtCUEROA Al- 
corta, — Ramón' Méndez. — 
M. Lavkknckna. 
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Exhorta dirigido por el Juez de Instrucción cu lo Criminal de 
h Cuntid. Doctor Atlítró L. Domínguez, al igual clase cu 
tumo de fu andad de J ajay. en la musa seguida contra 
Pedro Soler v, otros, por defraudación y teutatíra del mis- 
mo defito: sohrc requisito paro su dtfigcucUtmieitto, 

| 

Sumario; \r Curro- .mide a la Corle Suprema dirimir un con- 
flicto cutre jueces de dislima jurisdicción, respecto a las 
formalidades que debe licuar itn ex huno labrado ]*>r uno 
de ellos. 

2" J'ara que un exhorto dirigido por autoridades na- 
cionales a autoridades de provincia o nacionales fuera de 
su jurisdicción pueda diligenciarse, no se requiere más re- 
<|tiisíut «pie la fitina del juez y el sello del juzgado res- 
] lectivo. 

Caso: Lo explican las siguientes piezas: 



ACTO »i:L SKÑOK DE íXSTRlWlíiX IÍN* I.ü CKl.MI.XAL 

Buenos Aires, Diciembre Í8 de 1034 

Considerando: 

Que latHfi el señor Agente Fiscal en la vista de fs. i vta. 
i-runo el señor Juez en la resolución de fs. 2, han omitido citar 
la disposición legal en íjiic fundan el dictamen y resolución res- 
pectivas, para no ilar curso al exhorto de fs. i ( que está en 
forma, * 

F.n efecto: la Corte ¡Suprema de Justicia de la Xación lia 
resuello en reiterados casos, que las disposiciones contenidas 
en la ley 44 sobre autenticación de los actos públicos y pmce- 
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domemos judiciales de cada provincia, no rigen el presente ca- 
so ya que. a tos efecto* i|ue didia ley se refiere "son aquellos 
i|ue se quieren hacer valer efi otra provincia comu comprobáis 
tes como títulos de algún derecho y rio las comunicaciones 
rogatorias! entre jueces de distinta jurisdicción" i S. C. N'. To- 
mo l lf*. página 202) , 

IWerio miente. !a Corte Suprema en una incidencia pro- 
movida, por un Juez de instrucción de esta Capital y el señor 
Juez de Primera Instancia y Segunda Nominación de Rió Cuar- 
to. ]K.r consideraciones análogas a tos anteriores resolvió: "(Jue 
i-n ejercicio de la facultad conferida a este tribunal por el ar- 
ticulo 10 de la ley precitada — 4055 — y art 2" de ta númern 
70»// sobr. >u|KrÍ ni en dencia general, se dictó el reglamento 
para lo* juzgados ile los territorios nacionales y el de los Juz- 
gado* de Sección, estableciéndose en el art. 7." del primero y 
1 1 del segundo, que siempre que hayan de librarse despachos 
dirigidos a autoridades de provincia o a autoridades naciona- 
les fuera de su jurisdicción, >e pondrá el sello de tinta del Juz- 
gado con ta firma del Juez" < Acordada del - 1 de febrero de 
t<»i>.;. dallos imito i*>, pág. <0.-\ Ver además. X." ¿337 de la 
"< ".aceta del l'nn " del t«> de octubre p|«lo. 

f'or ian:o, llenadas dichas formalidades en el exhorto tle 
tV 1. basta la observancia tle tales requisitos para la legaliza- 
ción del despacho precatorio de referencia. 

Kn su virtud, vuelva al señor Juez exhortado, a fin de 
que sé sirva ordenar se de cumplía- ¡ento a lo solicitado. 

. í. L. Dotitfiigittí:, 

\ rile mi: /. Sffráttó, 
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DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenot Aires, Marzo B de W 

Suprema Corte: 

Jvs doctrina de V. K. que los oficios prccatorios (juc <l E— 
rijan tos jueces en las causas que Ies están sometidas deben lle- 
var, como elementos de autenticidad, la firma del Juez y el 
sello de tinta del Juzgado. 

Por ello, y las consideraciones concordantes de! auto de 
fojas 3, so) r de opinión que procede dar cumplimiento al des- 
pacho de fs- 7 dirigido jjor el Juez de Instrucción en lo Crimi- 
nal de la Capital de la Nación al de igual clase, en turno, de 
Jujuy. en ]a causa i|ue se inicia contra l'cdro Soler y otros, 
sobre defraudación. 

Así pido a V, Ei se sirva resolver la incidencia jurisdic- 
cional planteada entre los magistrados aludidos y de que in- 
forman las presentes actuaciones. 

Édmrdo Sarmiento. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

ftneno» Aires, Mayo 4 de IftR 
Autos y Vistos: Considerando: 

Que tratándose en el caso de un conflicto entre jueces de 
distinta jurisdicción respecto a las forni;dídadcs de un exhorto 
librado por uno de ellos, procede la intervención de esta Cor- 
te <lc acuerdo con ¡los móviles y el alcance atribuidos en reite- 
rados casos análogos al articulo i)." de la' lev 4055. 

Qik en ejercicio de la facultad conferirla a este tribunal 
por el articulo 10 de la ley precitada, y articulo 2." de la ley 
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número jm^t sobre icri i itemU'iicia general, se dictó el re- 
glamenta para los Juzgado-, de los Territorios Nacionales y 
el i!e los juzgados de Sección, estableciéndose en el artículo j." 
de! pri t ero y ti del segundo que siempre que hayan de li- 
brarse despachos dirigidos a autoridades de provincia o a au- 
toridades nacionales fuera de su jurisdicción, se pondrá el se- 
llo en tinta del juzgado con )a tirina del Juez (Acordada de 
_*i de febrero de njo?: Fallos tomo 90, página 9). 

Que llenadas di. "lias formalidades en el exhorto de fojas 
1 dirigido pírtr el Juez de Instrucción en lo Criminal de esta Ca- 
pital al del Crimen en turno en la ciudad de Jujuy, hasta la ob- 
servancia de tales requisitas para la legalización del despacho 
predatorio de referencia, sin que puedan oponerse a esta deci- 
sión en el caso las consideraciones en mié se funda el auto de- 
ttegaioriii de! juez exhortado, por cuanto, según se ha estable-' 
piejo I»or esta Corle, entre otros, en el fallo que se cita en el 
auto de fojas ,í < l ; nl¡o>. lomo 1 18, página 202). los procedi- 
mientos judiciales a tjue se refiere el articulo 2." de ta ley nú- 
nvero 44 de 2* > de agosto de iSó;. y por consiguiente los que 
prescribe la ley número 5133, son aquellos (pie se quiere ha- 
cer valer en otra provincia como comprobantes o como titu- 
s de algún derecho y uó las co.ilunicaciones entre jueces de 
liviima jurisdicción, entre fas que se comprende a los exhor- 
i" s n oficios que se dirigen encargándose el desempeño ( [t- dili- 
gencias relai ivas a los asuntos de que conocen < Fallos, tonto 
t.", página 385 l . 

Por r!í«i \ de o ntormidad con lo expuesto y pedido por 
e! señor I 'rneuradur General, se declara que el oficio rogato- 
rio aludido está en dehida forma y debe ser cumplido por el 
Juez, de Jujuy. A sus efectos devuélvanse los autos al Juez 
de esta Capital a fin de que reitere el exhorto de fojas f, con 
transcripción de la presente resolución. 

A, Bickmkjo — J. Fic.uf.roa At.- 

COHTA. — Ra^IÚX MÉNDEZ — 

M. Lai ki:.vci:xa. 
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Gobernó de ta Nación y fu Vmó» de Fabricantes de Tejidos 
de Yute de España. Compromiso arbitral; sobre regulación 
de honorarios. 

Sumario: i " l.a regulación de los honorarios de los arbitros o 
de Irhs arbitradles es un incidente del juicio arbitral, que 
con arreglo a lo dispuesto por los artículos "So, 807 y 
800 del Código tic Procedimientos de la Capital, supletorio 
en lo Federal, corresponde al Juez que debió conocer en 
la causa, a no mediar el compromiso, o sea. en el caso, al 
Juez Federal. (Articulo 2.", inciso ley 48). 

2." La competencia originaria de la Corle Suprema ba 
sido taxativamente determinada ¡wr el artículo ioi de la 
Constitución, y no puede ser ampliada ni restringida por 
las |>artes ni por la ley a diferencia de ja jurisdicción de 
ablación que -era ejercida "según las reglas y excepcio- 
nes que prescriba el Congreso". 

¿! Aceptado el cargo de arbitro o arbitrador. la perso- 
na investida de ese carácter queda sometida a las leyes^ 
que organizan y reglamentan las responsabilidades y dere- 
chos inherentes a su desempeño. 

Caso-. Lo explican tas piezas siguientes: 



DICTAMEN DEL SEÑOR rROCUR \DOR GENERAL 

Buenos Aires. Diciembre 18 de 1M4 

Suprema Corte: 

En virtud del compromiso concertado entre el Gobierno de 
la Nación y la sociedad "L'nión de Fabricantes de Yute de 
España", cuyo testimonio corre agregado de fs. 1 a f*. 13 vta. 
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de estos autos, corresponde a V. K. practicar la regulación de 
honorarios peüida preceden! emente jn>r los arhitradores. Kl 
artículo 6." ( fojas 11 i del referida convenid ha sometido a la 
decisión de V. K. la fijación de dichos honorarios. 

Kn mi carácter de representante del Kisto en esta instan- 
cia y atento Ir j resuelto ¡Jor el Tribunal Arltitra] en el cuarto 
punto de su lando < ís. 0o>, donde impone al Gobierno dé la 
Nación tas rostas del juicio, manifiesto mi disconformidad con 
la estimación de honorarios hecho j>or los tres arhitradores por 
valor de veinte mil jiesus cada uno cu razón de tratarse de un 
juicio donde se condena al Gobiérno Nacional a ]vigar d«).s- 
cientos cuarenta $ ocho mil doscientos diez y siete pesos con 
cincuenta y d»w centavos moneda nacional y sus intereses, lo 
(fue i i pina establecer una evidente desproporción entre ta 
estiniación de honorarios y la importancia del pleito. 

Horacio R. Larreta. 



fallo i>n la corte suprema 

Buenos Airea. Mayo 6 de i 

Autos y Vistos, Considerando : 

ijui en el juicio arbitral seguido íson el C.óbierno de la 
Nación ¡ M .r la >ociedad "L'nión de lubricantes de 'lYjid«»s de 
Yute <U' Kspaña". fus arbitros arhitradores señores don Car- 
ii s Aubone Jete ríe la Dirección (leñera! de Comercio e lu- 
naria, don Antonio Maura Agregado Diplomático de la Em- 
bajada de España y don Guillermo I'adjlJa Presidente, de h 
Bolsa de Comercio de Buenos Aires, presentan su cuenta de 
honorafios i que estiman en veinte mil pesos pitra cada tino) y 
pifien a esta Curte practique la regulación en la forma pres- 
e ripia en el artículo $* de la ley numero ^375 COn forme a lo 
convertid*, en la cláusula 6s' del compromiso arbitral. 



DB JUSTICIA DE I..V XACIÓX l9S 

Que, con arreglo a lo dispuesto en los artículos "So, 807 
y S09 del Código de Procedimientos Civiles de la Capital su- 
pletorio en lo federal por ley número 3981, de los incidentes 
de un juicio arbitral, conocerá "el juez a quien compitiera, 
el coimetü.iento del asunto, sino se hubiere celebrado compro- 
miso". 

Que la regulación de los honorarios de tos arbitros o ar- 
1 tiradores es un incidente del juicio arbitral míe por las dis- 
pnsiciiines citadas corresponde al Juez que debió conocer de la 
causa a 110 mediar el compromiso, o sea. en el easo« al señor 
Juez de Sección en lo Federal. { Articulo 2. a . inciso <V\ ley 
número 48) . 

Que la competencia originaria de esta Corte ha sido ta- 
xativamente determina da por el articulo 101 de la Consti- 
tución y no puede ser ampliada ni restringida por las partes 
ni por la ley a diferencia de la jurisdicción de apelación que 
será ejercida "según las reglas y execciones que prescriba el 
Congreso" ( Fallos, tomo 137, página 345, considerando 3.". 
página 350). 

Que aceptado el cargo de arbitro o arbitrador ta persona 
investida de ese carácter queda sometida a las leyes (pie or- 
ganizan y reglamentan las responsabilidades y derechos inhe- 
rentes a su desempeño. 

Por ello y lo resuelto en casos análogos \ Fallos, tomo 103, 
pagina 209; torno 125, página 357», oído el señor Procura- 
de >r General, se declara que la regulación solicitada no corres- 
ponde a la jurisdicción originaria de esta Corte. Xotiíiqucsc 
y repóngase el papel. 

A. BERMEJO — J. FlGUEROA Al- 

" ^ corta. — Ramóx Méndez. — 

M. I.At'RKXlT.XA. 
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Don Pascual Gaiafro contra el Gobierno de la Ñatióft., sobre 
indeumisacióu prr accidente del fjwNi/fc 

Sumario-: t* Procede, la confirmación de una sentencia prn- 
rtun ciada cu un juicio sobre indemnización por accidente 
(Id trabajo. < , dando por comprobado efe hechp, re- 
suelve la cuestión con arreglo a derecho, en lo que se re- 
fien- a la naturaleza y extensión de la incapacidad pri «lu- 
cida i>or et accidente, por aplicación ile las disposiciones 
legales pertinentes i Artículos 66 y 8.*¿ inciso ci de la ley 
gó88); sentencia que, además, quedó firme en esa parte, 
para e! actor. por no lial>er sido apelada ¡M>r éste, 

2" No afecta a la garantía relativa al derecho de pro- 
piedad que con silera el artículo 14 de la Constitución, ni 
os violaioria del artículo 17 de la misma, una resolución 
fundada en los artículos ')." y to." de la ley 9088. no ha- 
ciendo lugar a la entredi de una indemnización deposi- 
tada en la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



SEXTI-XCIA DEL SEÑOR JUEZ FEDERAL 

Buenos Airci. Junio 6 de 1924 

Y Vistos: 

Este juicio segukío por Pascual Goiatro contra él (Gobier- 
no de la Nación sobre indemnización por accidente- del traba- 
jo, del que resulta: 

Primero: (¿tic a Í&. -> Tomás M. Masutta en representa- 
ción del actor demanda al Qótterno de la Nación ]»or cobro 
de la suma de seis mil pesos m¡n.. sus intereses y las costas. 



i 
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Manifiesta que su mándame trabajaba de carpintero bajo las 
órdenes del Ministerio de Obras Públicas en las reparacio- 
nes i|iie se efectuaban en la locuela de Maestras sita en la ca- 
lle r, nemes 3S59, ganando siete pesos con ochenta centavos 
por dia. 

Hl jo de febrero de huí a la hora if», levantando una 
puerta al hacer un esfuerzo, sufrió una bernia en la parte iz- 
i puerda (pie lo obligo a abandonar el t ral «ajo momentáneamen- 
te y reduciéndosela pudo trabajar, hasta que agravado su nial, 
lueu ijue abandonar su trabajo porque en absoluto se li> im- 
pedía la bernia. 

Invoca los arts- í." 5. y 2.' . inciso 2." ele la Jcy «jí'iKS y 
art. 7.", inciso 14 de la reglamentación y agrega (pie según el 
art. i>4 de esta última su representado tiene una incapacidad 
absoluta y permanente ¡Jara el trabajo corrcspondiéndole una 
indemnización igual a mil jornales diarios en un "máximum" 
de seis mil pesos que es la simia (pie demanda, 

I'ide que, llegado el caso, dicha suma le sea entregada 
directamente a su mandante por ser su dueño y en caso con- 
trario tacha de inconstitucional el precepto del art. y," de la 
ley 9088. 

Segundo : A fs, 6. el Procurador Fiscal en representación 
niel Gobierno de la Nación pide el rechazo de h demanda, con 
costas. Niega al actor todo derecho para el reclamo que for- 
mula, como asimismo los hechos que alega mientras no lo jus- 
tifique. 

Expresa ( |ue según sus informes, el 21 de febrero de 1922, 
el actor manifestó al encargado de las obras que se hacían en 
la Kscuela Normal X\" 6 donde trabajaba que días antes ha- 
bía sentido el dolor característico ríe la hernia que se hizo más 
intenso el día 20 al pretender colocar una puerta. Reconoci- 
do por el médico oficial éste manifestó que solo se revelaba 
un punto algo doloroso al nivel del anillo inguinal izquierdo 
quí no le impedia continuar en sus tareas habituales. 



• 
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<Juc el actor continuó trabajando, pues tenia servicio tí 
10 tic marzo y |>or el encargada de la* obras se le hizo saber 
qttle i>or tas faltas de asistencia no se le liquidaba indemniza- 
ción fiado el inf orine del médico. Siguió trabajando en otras 
obras hasta el o, de agosto de 1922 en que fué sus|>endido por 
reducción del personal, IX* lo é^uestb resulta que Galatro 
no sufrió de bernia mientras trabajó al servicio del Gobier- 
no y si de ella padece actualmente habrá sido originada eOfi 
posteriórídaii a la mencionada fecha. 

Tercero: Abierto el juicio a prueba se produjo !a ceni- 
fteada por el actuario a fs. 59 vía. con lo que estos autos que- 
daron en estadn de dictar sentencia. 

Y Considerando; 

I . Une negados los hechos cjtie sirven de fundamenta a 
la demanda corresponde examinar si ellos han sido acredita- 
dos por el actor: Con el informe de fs. 10 vía. y las declara- 
ciones de testigos corrientes a fs. 17, 17 vía., 18, ig, 20, 24, 
24 vía. y 25 vta.. ha quedado comprobado <|iie Pascual Ga- 
la tro traíia juba de carpintero a las órdenes del Ministerio de 
Obras Públicas, ganando un jornal de siete jwsos con ochen- 
ta centavos ]>or día y que el 20 de febrero de 1922 lo hacia 
en las reparaciones que se efectuaban en la Kscuela Xormal 
X.° 6, situada en la calle Güemes ^50. One dicho día mico- 
ir. is Tevanialia una puerta de regular peso sufrió una herida 
en la parle iz<|uierda que le obligó a abandonar el trabajo; 
siendo tic notar que a varios de los testigos mencionados les 
iini>tan lu.s hecheis ]Kir< jtie eran compañeros de trabajo del ac- 
tor y estuvieron presentes cuando ellos sucedieron, 

II. Ouc M.'gúu el informe del médico oficial que en co- 
pia corre a fs, 47 el actor en marzo f> de 10.22, a su juicio, 
sulo presentaba un punto algo doloroso al nivel del anillo 
inguinal izquierdo que 110 le impedia continuar sus tareas ha- 
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Límales. Los médicos designadas en estos nulos por amhas 
partes en sus iufoixues respectivo,-? de fs. 38 y 42, después de 
analizar detenidamente lew caracteres del ¡wlecimicnto de] ac- 
tor, afirman que ¡ 3a hernia inguinal izquierda que présenla 
retine las caracterist ¡cas análogas ti las llamadas ptir acciden- 
te y que ella se lia producido en la forma expresada en el 
escrito de demanda, lo que se halla corroí*) rado con el certi- 
ficado médico de fe- 12 reconocido a fs. 37. 

¡IL Que en el informe de fs. 38 se afirma que la hernia 
lia sido producida en el accidente ocurrido el 20 de febrero 
dé 1922. mientras que el médico de los Tribunales a fs. 42 al 
no poderlo precisar se remite a las constancias de autos sien- 
do de observar que no existiendo elementos de juicio que pue- 
dan atribuir a dicho mal un origen anterior a la mencionada 
fecha dehe presumirse que la bernia de que padece Gatátro 
fué contraída en el accidente de trabajo que fundamenta esta 
demanda* 

IV. Que siendo ello asi, de las consecuencias del mismo 
es responsable el Gobierno de la Nación, de conformidad con 
lo dispuesto en los arts, 1." y 5." de la ley (/>8cS y art. 3." de su 
reglamentación y el actor liene derecho a formular la presen- 
te demanda atento lo establecido en el art. 2.\ inc. 2." de la 
citada ley. 

V. No estando conformes ios dictámenes médicos di' 
fs. 38 y 42 sobre el estado de capacidad para el tralíajo en 
que ha quedado Cfalatro a consecuencia de la benita contraí- 
da en el accidente referido, el Juzgado conceptúa razonables 
la* consideraciones formuladas por el señor médico de los Tri- 
1 uinales a fs. 42, según las cuales el actor con el uso perma- 
nente de un braguero, está en condiciones de hacer lodos los 
trabajos que requiere su oficio de carpintero, mientras no ha- 
ga esfuerzos violentos o continuados; y por lo tanto no co- 
rres|)onde la clasificación de incapacidad absoluta invocada en 
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ía 'lema n ila sinó que ella lia 7-id>» dis r i nítida éti un 12 ojo <le 
acuerdo con el cuadro de valorización contenido en el art. 00 
de la reglamentación de la ley (joSS. 

VI. Kn sn virtud, conforme a lo dispuesto en el art. X. • 
inciso c» de la citada ley y siendo el jornal diario del actor 
de siete pesos cari odíenla centava -s le curres] mude una indem- 
nización igwsj a la suma resultante de multiplicar por mil el 
\j ojo tic siete pesós con ochenta centavos o sea la cantidad 
de novecientos treinta y seis jh-sos mln., i¡ue eí demandado de- 
berá df|Hi>íiar en la Caja Nacional fie Jubilaciones y IVnsHi- 
hes, sección accidentes, coii arrecio a lo dispuesto en el art. y" 
de la referida ley y a sus efectos segftti lo tiene resuelto rci- 
ie ra da inenic I;t Kxcma. Cámara Feder.*:! <le la Capital. 

VIL Respecto a la iiieoiistiuicionalidad del anu-ulo y." de 
la ley 'jfíiS alegada en )a demanda para el caso de que se re- 
íotv£esc. como lo ha sif |r» en el precedente párrafo, aunque 
el actor n«t determina la cláusula constitucional que conside- 
ra violada aí aplicar la disposición legal citada, cabe observar 
qué en e-te precepto se establece la forma en que los bcueíi- 
ciados |inr la ley de accidentes del trabajo gozarán de la in- 
demnización que en virtud de ella les corresponda y al esta- 
blecerlo así el Congreso Nacional no lia hecho otra cosa que 
dictar una ley regla rentando el" uso de ese beneficio o pro- 
piedad del indemnizado y por lo tanto el referido articulo y." 
de ta ley yíiXS rió se halla en pugna con el derecho de "usar 
y disponer de SU propiedad", acordado a los habitantes de la 
Nación en el art. 14 fie la Constitución Nacional y asi se de- 
clara . 

Pm estos, fundamentos, falto; decía ra tu lo que el Gobier- 
no de ta Nación delw pagar a Pascual GálátrÓ por el acciden- 
te de que fue víctima en e! traba jo. la suma de novecientos 
treinta y seis pesos m n., en la forma establecida en el con- 
Aderando VI de esta sentencia, sin costas por rio haber pros- 
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pctido ta demanda en la §otm deducida. Notifique»: y opor- 
tunamente archívese. 

Clodomira Y.aralia. 



SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL 

Buenos Aites. Septiembre 3 de 1Ü21 

Y Vistos > 

l'nr sus fundamentos se confirma la sentencia apelada de 
fs. íu (jtie declara que el Gobierno de la Nación delie Dag^r a 
Pascual Galatro par el accidente de que fué victima en el traba- 
jo, la sutna de novecientos treinta y seis pesos m|n.; modifi- 
cándosela en cnanto a las costas t0 se declaran a (Stfgp de la 
IKirle demandada, tanto las de 1/ coro las de Instancia. 
Xotifiquese y devuélvanse. — t. -Iritis. — Marcelino B&fc 
/,„/„. — Jf- Iftosar ditelfarém. — /./'. Lima. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Butilos Airtrs. Mayo 6 de 11S5 

Y Vistos: 

Los seguidos por don Pascual Galatro contra el Gol tier- 
no de la Nación, sobre indemnización sobre accidente del tra- 
bajo. 

Y Considerando: 

Que según consta de autos, el actor ingresó a prestar ser- 
vicios en el Ministerio de Obras Públicas, sección de conser- 
vación de edificios, el 20 de diciembre de H)i8 (certificado 
de fojas 10 vuelta), después de halicr sido dado de baja en 
los talleres del Arsenal de Guerra, como |o acredita el docu- 
mento de fojas 13. 
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U»ic la hernia *|ue padecí- el obrero accidentado, tuyo ori- 
gen el 2p de fé&ifro ü§ 1922, a esta* a sus manifestaciones, 
-i las «le Iip-í te-tigo- que <te|MiTiL'n en la causa y se infiere del 
resultado del examen médico que se practicó el 6 de marzo 
del mismo año donde se reeouoee la existencia de. sintonías 
de la lesión referida i fojas 47 vuelta 1 . 

(Jue la enfermedad «pie padece actualmente f.alatro, es- 
ta debidamente establecida por lós médicos que informan a 
hijas .ííí y 4_>. los que disienten solo en cuanto al carácter de 
la incapacidad, que uno considera ¡larcial y en otro absoluta, 

Que hallándose, por consiguiente, comprobado el acciden- 
te. \a resp^-:i>ali¡!idad (leí demandado surge del hecho de haber 
sitio el ultimo patrón a cuyo servicio trakijó ía victima, sin 
qtre medí* indicio aJglino ele pe éste hubiera estado en ferino 
ante?, de lomar dicha ocupación (articulo inciso tu y c), 
ley glígg: Fado-, tonto 130, pagina 

Qtte en cnanto a la naturaleza y extensión de la incapaz 
eidad determinada por el accidente, punto al que se concreta el 
memorial del actor en esta instancia, la cuestión ha sido re- 
-uelta con arreglo a derecho en los considerandos 5" y (C de 
;i sentencia de fojas Oí. j. t . r aplicación de las disposiciones 
legales pertinentes (artículos óo y S.\ inciso o de la ley 0/188», 
debiendo, por lo .lemás, observarse que en esta ] ta ríe la sen- 
tencia ha quedado (irme para el actor, toda vez que no ha si- 
do apelada por él . 

Que la mis ra observación procede respecto a la impug- 
nación de tncniwiliicionalidad del articulo 9," de la ley ijíiN*. 
Srn entbargoj a mayor alumdamientn. es del caso insistir en 
t{«e, pOr las i-i ISiáeráeiÓñes que se cnn>ignan en diversos fa- 
ifas tiv esta Corte, entre .-iros en el del tomo 13$ pagina 138, 
se lia dejado establecido que lio afecta a la garantía relativa 
al derecho de propiedad que consagra el articulo 14 de la Cons- 
titución, ni 1- víoíaíoríá del artículo 17 de l a mienta, una re- 
srtiucióu fundada en los artículos o." y 10." de la ley <jii88. no 
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haciéndose lugar ;i u entrega de una indemnización deposí- 
tada en la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones. 

I*in* ello y fundamentos concordantes de! fallo de fojas fu 
sé continua, con costas, la sentencia apelada, Eíotifiquese y 
devuélvanse. 

A. Bermejo — J. Ficueroa Al- 
corta. — Ramón' Méndez. 

— M. LaiKIÍNCIIXA. 



Bóriü Uncáriiación Rabayo y otra, contra Don Mario Fágnú^ 
niiri, sobre salo jo. 

Sumario: i." Kl termino que establece el artículo 208 de !a ley 
nacional de procedimientos y dentro de] cual delte inter- 
■ponerse el recurso extraordinario que autorizan los ar- 
tíéttids 14 y 15 de la lev número 48, corre desde que se no- 
tifica la respectiva sentencia definitiva y no se suspende 
por los recursos (jue se entablen ante otros tribunales 
locales sin com]»et encía [«ira admitirlos y substanciarlos, 
según la inteligencia que éstos dan a sus leyes procesales. 

2" Xo habiéndose planteado conflicto entre las dispo- 
siciones de una ley nacional con otra u otras de carácter 
local, no autoriza el recurso extraordinario del artículo 
14. ley 4*- 

3." La retroactividad que prohiixr el articulo 18 de la 
Constitución es solamente la que podría resultar de la apli- 
cación de las leyes penates, según se infiere claramente de 
los términos de la respectiva cláusula fundamental . 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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DICTA MKN DEL SEXOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aira, Marzo SI de 1V2C 

Suprema Corte: 

La señíeneíá dictada a fs. 44 de la préseme causa sobre 
de «alojo seguida por doña F.ncarhacioh Rábago y doña Géráí* 
da Kábago de l ; uríeux contra don Mario Pagnanmi. tramitada 
ante el Juzgado de Paz de Acevedo 1 Prov. de liuenos Aires», 
fue ei ni firmada por sus fundamentos a fs. 5,1, haciéndose tu - 
gar a la demanda. 

i>e esta resolución quedó notificado el aridecido de Pag- 
Tsantni el <; de octubre de U)2.\ 1 cédula de fs. 551. dejando 
vencer >in apelarla para ante V. K. el termino que acuerda el 
articulo 208 de la ley mimen 1 50 Mifire procedimientos fedé- 
rale?.. 

Recién el _*u de octubre l fs. 59) interpuso recurso de in- 
ConstitUC tonalidad para ante la Corte Suprema de Justicia de 

la Provincia por entender que se habían violado los arts. a". 
jo y 17S de ta Constitución provincial. 

Tales recursos fueron posteriormente denegados por el 
Juez, cuya resolución confirmó la Corte Suprema (ÍSÍ f»j y 

La apelación para ante V. B. c|iic se interpuso el 27 de 
diciembre 1 Is. 71 L es. ¡mes, notoriamente extemporánea e 
improcedente, pon pie. en uno be dicho, la sentencia definitiva 
1 Art. 14 de la ley 48!) dictada en la causa quedó ejecutoriada 
por ser fatal el término para arada ría y j>u ripie 110 se suspende 
dicho juicio con los recursos qué se entablen ante otros tri- 
Imnales locales sin cQMpetehcja P3$ü admitirlos o substancial - 
los según la interpretación une éstos ilén a sus leyes procesa- 
les, 1 S. ¡EL N 103: i «ai i i-'4: 68) cunm lo lia declarado el tri- 
bunal en las citada- resoluciones de fs. i*) y p>. 
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Soy por ello de opinión que ha si» lo mal concedido en estos 
anios el recurso de apelación para ante esta Corle Suprema. 

M tinn t'l H. ih* .inrhoirtui. 



FALLO DE LA CORTÜ SUPREMA 

Bu¿noi Atr«i, Mayo 8 de 

Y Vistos, Considerando: 

Que el recurrente quedó notificado de la resolución ape- 
lada con fecha 9 de octubre ele lyj-j, ( diligencia de fojas 55 1. 

f)ue habiendo interpuesto contra dicho pronunciamiento 
el recurso extraordinario para ante esia Corte el dia 27 de 
diciembre del mismo año ( fojas 7 1 y fojas 741, aparece con 
evidencia que la apelación ha sido deducida fuera de termi- 
no, o sea después de haber quedado ejecutoriada la resolución 
de que se trata (Articulo ¿oS de la ley número 50). 

Que tío se modifica tal conclusión ]>or el hecho de haber- 
se entablado ante otros tribunales locales recursos que en de- 
finitiva fueron declarados improcedentes por falta de juris- 
dicción de dichos tribunales pura admitirlos y substanciarlos 
(Fallos tomo 124. página W y los allí citados). 

Qne a mayor abundamiento puede agregarse que la erró- 
nea interpretación o aplicación del artículo 3* del Códieo Ci- 
vil, no autoriza en el presente caso el recurso interpuesto, to- 
da vez que no se ha planteado conflicto entre las disposicio- 
nes de la mencionada ley nacional con 01 ra n otras de carácter 
local (artículos 14 y 15 de la ley número 48); y que la re- 
iroactividad (pie prohibe el articulo iS de la Constitución es 
solamente lo que podría resultar de la aplicación de las leyes 
penales, según se infiere claramente tic los términos de la res- 
pectiva cláusula fundamental. 
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r.u.uh; de la corte sur-KEMA 



Kn su mérito y de acuerdo con ln dictaminado por el se- 
ñor Procurador «ieneral, se declara no haber lugar ni recur- 
so, Xut i f ripíese y repuesto el papel devuélvanse. 

A. Bermejo — J. Figuekoa Al- 
corta. — Ramón* Méndez. 



/u>u Teófilo Viltafrtal, en Ai causa seguida cu stt contra f*or 
infracción tt la ley 4707. sobre .servicio militar* 

Sumario : I ir portando la oíuision de la cita de la ley penal 
aplicada, (|t*S 5$ imputa al prontmciamiemn recurrido, un 
mero defecto de procedimiento, reparable dentro de las 
etapas ordinarias del juicio, no procede el recurso extra- 
ordinario del articulo 14, ley 48 y 6.". lev 4055. 

Caso: l\l Jntv Federal mencionó el artículo U> de la ley 4707 
eji el rncal»ezamiento de su semencia, perú no hizo otra 
referencia legal ni eii los considerandos ni en la parte dis- 
positiva de la misma. Kl Fiscal de Cámara pidió la nuli- 
dad de la sentencia de primern instancia, alegando fine el 
Juez Federal al dictarla había, omitido alguna de las re- 
glas proscriptas por el articulo 40,5 del Código de Proce- 
dimíeatOá m lo Criminal, como ser la de acápite 3.". Éá 
"leí inciso 5." del ari. 4.": jmr lo que aquélla era ¡nsanable- 
mcniL' ntda |Hir Itaberse violado la garantía del articulo 
iX de la Constitución, que vianda ipie ningún habitante 
puede >er penado sin juicio previo fundado en lev ante- 
rior al hecho det proceso. 
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DICTAMEN DEL SEÑO* PROCURADOR GENERAL 

Buenoi Air*». Diciembre Id de 19-4 

Suprema Corte: 

Desisto del rtcursu tic apelación deducido a ÍS* JK por el 
ÍVucuradnr Fiscal de la Cámara Federal de Córdoba en la pre- 
í-L'tiic causada formada a Teófilo Antonio Viltarrcal por ¡n- 
f ramón a la ley 4707. 

Lo (pie se reclama en el recurso aludido es Que V. E. de- 
clare la nulidad de una resolución judicial que ha sido confir- 
mada |>or dicho tribunal. 

Y es s;tbido cpie tal recurso de nulidad no está autorizado 
por el art. 14 de la lev 4S que invoca el señor Procurador Fis- 
cal el que sólo acuerda apelación extraordinaria para ante esta 
Corte Suprema en las cuestiones de puro derecho federal. 

Y, E. así lo tiene resuelto repetida!: veces, lo que hace 
innecesario que me expida en mayores consideraciones ( S. C. 
\\ 115. 80; 112. 205; 121. 140: 122, ,yí y J20. y otros). 

Horacio K. Larrcta. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenoi Aires. Mayo 8 de I&25 

Vistos y Considerando: 

One la sentencia dictada éii última instancia ordinaria por 
la Cámara Federal de Apelación de Córdoba, apoya su deci- 
sión en el articulo 71 de !a ley nacional número 4707, de fe- 
cha 2S de septiembre de 1905, es decir, en ley anterior al lic- 
ehip fiel proceso. 



206 



bWUWS DE r.A CORTE SUPREMA 



<Jue oti tales condiciones, lu omisión de la ojia de la \&s 
penal aplicada que imputa al pronunciamiento de primera ins- 
tancia, sólo jxi<lria ser contemplada como un defecto de prn- 
cedhiitnto reparable dentro de las etapas ordinarias del jui- 
cio j qué no autorizan el recurso elel articulo 14 tic !a ley nu- 
mero 4* y articulo 6/ de la ley número 4055, con arreglo a lo 
reiteradamente re-uelto, 

Eli su mérito y dt* aciterüo con la dictaminado |xir el se- 
ñor ['roturador General, se declara improcedente el recurso. 
X 1 u i fiquese y de vi Khan se . 

< 

A. Bermejo — J. Figueroa Al- 
corta, — Ramón- Méndez. 
— M. L\[ ki:.\i i:xa. 



Argentina /V.viv en autos efih la Empresa de l.uz y Pttérsa. 
fvr nulidad de* actos tliéitqs:, mconstUnctonalidad, acción 
nugatoria y daños y ¡tefjtü¿$o$; incidente sobre competen- 
cia. Recurso de hecho. 

Sumario: Ño procede el recurso extraordinario del articulo 14, 
U-y 4X. contra una resolución denegatoria del fuero fede- 
ral. Fundada en la apreciación de hecho* y pruebas acerca 
del domicilio de las parles, y en disposiciones de derecho 
común. 

Caso; ho explica el siguiente: 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenot Aires, Mayo 8 de 1925 
Autos y Vistos, Considerando : 

<Jue el recurso intentado es el de c|iieja jpbr denegación del 
extraordinario deslucido contra una sentencia de la Cámara Fe- 
deral de esta Capital, confirmatoria <lc la del Juez Federa! de 
Mendoza, quien declara su ineomj>etcneia para conocer en el 
juicio seguido \k)v la Sociedad Argentina Power contra la Ktu- 
presa Luz y Fuerza sohre actos ilícitos» iucoiistitueionalidad 
y daños y perjuicios. 

*jue según lo expresa el recurrente, el pronunciamiento 
del Juez ile Sección, con f intuido ]>or la Cámara Federal, de- 
clara cpie el caso no es de su competencia por tratarse de tina 
cansa entre sociedades anónimas nacionales con domicilio en 
esta Capital Federal, donde residen sus respectivos directorios, 
decisión que se lia dictado, según se infiere de la misma rela- 
ción antedicha, con referencia a disjiosíeiones expresas del Có- 
4igp Civil relativas al ilomicilio. y no obstante lo alegado por 
el actor sohre el domicilio especial de las sociedades anónimas. 

(Jue dados estos antecedentes, y sean cuales fueren las 
cuestiones planteadas en la demanda, de que se hace mérito 
al deducir la queja» en lo cierto que la decisión recurrida apa- 
rece fundada en la apreciación tic hechos y pruebas acerca del 
domicilio de las purtes. y que esa cuestión ha sido resuella por 
aplicación de disposiciones de derecho común, constituyendo 
nna decisión que esta Corte no puede rever en ef recurso ex- 
traordinario, pues sus fundamentos muí ajenos al mismo, se- 
gún constante jurisprudencia y expresa disposición ¡egal ( Ar- 
ticulo 15, ley número 48). 

(Jue resolviendo nunuTusos casos análogos al presente es- 
la Corte ha dejado establecido que la prueba de un hecho m- 
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vocado cu autos para fundar el fuero federal, es ajena al re- 
curso extraordinario (Fallo.-; tomo ij, página S>j); tjtie el re- 
curso extraordinario es improcedente contra sentencia que re- 
chaza el fuero federal invocado, fundándose en la falta de 
prueba de la distinta nacionalidad o vecindad de 'tas partes 
i Fallos tomo 114. ingina 20; tomo 13, página ¿4O; tomo 117, 
página l N* 1 1 ; rjne la*, conclusiones de hecho a míe llega una sen- 
tencia, referentes al domicilio o nacionalidad de los litigantes, 
>mi ajenas al recurso extraordinario I Fallos tomo mi. pági- 
na t5(>; tomo tit, página ^4; tomo 1 iS, página J.^o; entre 
otros i . 

!'<>r v-\i>- i'unTlamcutos y las decisiones citadas, de apli- 
cación pertinente al caso, im se hace lugar al recurso de queja 
intentado. Notifíqucsc y repuesto el papel, archívese. 

A. Bermejo — J. Fígueroa Al- 
corta, — Ramón Méndez. — 

M. tfXi KKXCl-NA. 



Í>ou Juan ("('ittitti, en (litios con l^m A If ir ti o ¡:. Cernadas, so- 
bre desalojamiento. Recurso de hecho. 

Sumario: t, Xo procede el recur-o extraordinario del articu- 
lo 14, ley 4^ cuando el caso ha sido resuelto por interpre- 
tación \ api i. ación de disposiciones de derecho común, 
tpic no aparecen argüidas de invalidez constitucional. 

2" \<> es cuestión de carácter federal la de determinar 
-i hay la misma relación de derecho en un juicio por de- 
salojo y otro |n>r cumplimiento de contrato sobre un cam- 
po arrendado, 

.V N*0 pueile acogerse a un recurso creado precisamen- 
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tq para garantir la supremacía de las ¡nstitucinnes federa- 
les, como es el autorizado por el artículo 14 de la ley 4¡*. 
aquel que no sólo no reclama ni le ha sido denegado et 
fuero federal, sino que por el contrario, se o¡Mjne a la pro- 
cedencia de dicho fuero. (Kl privilegio no consiste en el 
derecho de litigar ante la jurisdicción común, sino ante el 
fuero de excepción de la Justicia nacional). 

4, La circunstancia de que el litigio haya sido resuello 
por un Juez de otra jurisdicción que la sostenida por una 
de las partes, no importa sacar a ésta de sus jueces na- 
turales y, por lo tanto, no vulnera la respectiva garantía 
del artículo 18 de la Constitución. 

Caso; Le explica el siguiente: 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA (i) 

Buenos Aira, Maro 8 de 1&:> 
Autos y Vistos, Considerando: 

Que según se desprende de la relación de antecedentes en 
que se funda la apelación extraordinaria intentada, ella es im- 
procedente por varios conceptos. Se ohserva. en efecto r en 
primer término, que el caso resuelto lo ha sido por interpre» 
tación y aplicación de disposiciones de derecho común que no 
aparecen argüidas de invalidez constitucional y que en conse- 
cuencia no pueden constituir liase legal del recurso extraordi- 
nario, según la reiterada jurisprudencia de esta Corte y ío 
establecido en la segunda parte del artículo 15 de la ley 48. 

Que no es. \x>t otra parte, una cuestión de carácter fede- 

(1) En la mima fecha se dicto igual Teaolnrlt'm en los reciario* de hecho deduci- 
dos por don Santa» Torreííi v don Oufilermu Perant en autos cun don Alfredo 
E. Cernada*, por idéntica causa. 
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ral ]a de detecttitnat -í liay ta utiSflia relación <le derecho en 
un juicio por desalojo >* otro por cumplimiento dé contrato so- 
hre un campo arrendado; siendo especialmente de notarse que 
el recurrente m> reclama ni le ha sido denegado el fuero fe- 
deral, sino i|iie por el contrario se opone a la procedencia de dicho 
tuero en el sith j mi ice, y en tales condiciones es evidente que 
ni. puedi acogerse a un rean>o .creado precisamente para ga- 
rantizar ta supremacía de las instituciones federales. No es 
pues, el caso (leí inciso 3." del articulo 14 de ta ley 48 que se 
ilinvoca. piirt|iie el privilegio no consiste en el derecho de litigar 
ante la jurisdicción común, sino ante el fuero de exección de 
la justicia nacional. 

Oue en lo relativo a la garantía ilel articulo iS de la Cons- 
t ¡ilición que el apelante dice vulnerada por la decisión que re- 
curre, no catie sostener con ventad t|iic ta circunstancia de que 
el litigio haya sido resuelto ¡K>r un Juez de otra jurisdicción 
que. la SM>tenida j)or una de las partes, importe sacar a esta de 
mis jueces tía tu rales, máxime cuando en el caso es de toda evi- 
dencia tjtie el falló tía sido dictado por el Juez de Sección con 
jurisdicción territorial en ta sede del pleito y de existencia an- 
terior al hecho de la cansa, no siendo posihle. |ior 16 tientas, 
desconocer que en tales requisitos están comprendidos los que 
consagra la cláusula constitucional invocada. 

Kn su mérito se declara hien denegado el recurso extra- 
ordinario intentado, y en cun>ceueneia no se hace lugar a la 
queja que se deduce. Xoliíiquesc y repuesto el papel archí- 
vese . 

Á. Bermejo — J. Figuerqa Al- 
corta. — Kamón t Méndez. — 
M. Lalkkxckna. 
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¡>on Manuel del l \illc contra Adelina Rosales de Vétó^ws, 
sobre reivimiiee.eión. Contienda de eompet eueia. 

Sumario : Mi juicio de reivindicación, por ser real la acción que 
en é! se ejercita, nr> está comprendido en la universal i dar 1 
riel juicio de partición <1e herencia, ni \x)r consiguiente, en 
¡o proscripto en el inciso i." de] artículo r.* de la ley 48 y 
artículo t." de la ley 927; en consecuencia, su conocimien- 
to cOJTf sponde al Juez Federal del lugar en donde está si- 
tuado el bien que se reivindica si la causa versa entre i>er- 
sonas de distinta nacionalidad, como en el de autos. 

Caso: l,o explican las piezas siguientes: 



AUTO DEL SEÑOR JUEZ FEDERA!, 

Catamarca, Diciembre S de VA* 

Vistos: 

hu cuestión de competencia ]>or inhibitoria planteada por 
el señor Juez de Primera Instancia en lo Civil y Comercial de 
esta ciudad, doctor Carlos A. Herrera: y 

Considerando : 

Que según se desprende de la información testimonial de 
fs. 17 vía. a 22, líxpcd. N.'* 7194, el demandante señor Manuel 
del Valle es extranjero y vecino de la ciudad de Buenos Aires 
>' la demandada es argentina y vecina de esta provincia, lugar 
de la iniciación del pleito, lin consecuencia, el fuero federal 
surte por la distinta nacionalidad de las ]>artcs ("Artículo 3*<* In- 
ciso 2" de la ley nacional número 48, sobre jurisdicción v com- 
pciencin de los Tribunales Nacionales 1. 
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<jue la acción iniciada es la real <k' rt*ívin«líc:i».-ión y omio 
tal el suscribo es campetente para entender en el juicio inicia- 
do ¡x>r el dci na rulante, \wr tratarse de un bien situado dentro 
del lugar de su jurisdicción, aunque el juicio sucesorio a <pie 
pertenezca se encuentre indiviso o en tramitación. Y se ex- 
plica, pon pie la acción reí v i nd ¡caloría no se encuentra entre las 
enumerados en el art. 3.^4 del Código Civil ; no siendo el ca- 
so lie aplicar al art. 12 dé la ley citada y su concordante el ar- 
ticulo j." fie la Ley Xacional X.* 927, por tratarse de una ex- 
cepción míe escapa a la jurisdicción del Juez de la sucesión, C. 
S. Nal. T". S¿, página 20Ó. 

Por estas consideraciones v de conformidad al dictamen 

■ * ■ . 

del semir Procurador I ; i>cal, Resuelvo: Mantener la competen- 
cía del juzgado para entender en el juicio dé reivindicación 
iniciarlo |H>r ei señor Manuel del Valle contra doña I** del mi ra 
Rosales de \ dazmtcz. llágase saber al señor Juez oficíente, 
con tran<eri]n*i"m dé esta resolución, dictamen del señor Pro- 
curador Fiscal y exposición del duran ríante, rctpii riéndose su 
contólo con el objeto de Continuar actuando si declinare su ju- 
risdicción, o de remitir los autos a la Kxma Corte Suprema de 
Justicia Nacional, para (pie de conformidad al art, <).", inc. b) 
de la ley nacional N"." 4055," flirt nía el conflicto, sin costas, pot 
no encontrar mérito para aplicarlas. 

Cerezo. 

* 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bucitoi Aires, Miyo 13 de HUb 

Autos y Vistos: 

!,os de contienda de coiu]>eti'iicÍa entre ei Juez de Prime- 
ra Instancia en 16 Civil de la ciudad de Caiamarca y el Juez 
Federal de ai piel la Sección para conocer en el juicio reivindi- 
ca torio deducido ¡km* don Manuel de! Valle contra doña P.dcl- 
ntira Rosales de Veláztpiez. 
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Y Considerando: 

Que el actor entabló la demanda de reivindicación aludi- 
d;i ante el Juez Seccional de Catamarca, acreditándose el fue- 
ro en razón de la distinta nacionalidad de las partes; y confe- 
rido el traslado correspondiente, la demandada promovió cues- 
tión de comix'tencia por inhibitoria ante el Juez <le Primera 
lustaneia en lo Civil y Comercial de la ciudad referida. Juzga- 
do ante el cual t ra rita el juicio sucesorio de! csi>oso de la se- 
ñora Kosalcs, don Sebastián Yelá*quez. a (|iiien perteneció el 
inmUeble reivindicado. , 

Que el Jue/ dfe l'rovineia. haciendo lugar a la inhibitoria 
y declarándose comitente, exhortó al Juez ile la' demanda a 
fin de <|ue se abstuviera de seguir interviniendo en la causa, re- 
querimiento pe fué denegado, manteniendo el Juez Federal su 
competencia y quedando así trabada la presente contienda míe 
debe dirimir esta Corte en ejercicio de sus facultades legales 
i Ley 4055, articulo 9.", inciso b), 

(¿lie no se ha desconocido en el caso la jurisdicción del 
Juéi local respeto al juicio sucesorio de Yefásípiez. como no 
lo lia sido la que tendría sobre el inmueble de (pie se trata en 
razón de la situación del misino, derivando** de tales antece- 
dentes básicos, que es a dicho magistrado a quien compete el 
couoci miento fie la demanda de reivindicación, en virtud del 
principio de la universalidad del sucesorio qíjc atrae todos los 
juicios contra la sucesión. J 

Que respecto a la competencia de] Juez Nacional de Sec- 
ción, tampoco ha sido puesta en duda en cuanto a su proceden- 
cia, determinada ]>or la situación territorial del inmueble y por 
razón de las persona^ o sea de la distinta nacionalidad de las 
partes, extremos acreditados y legalmente resueltos en autos, 
t Constitución artículo 100; Ley 48, articulo 2.", inciso 2"), y 
que constituyen antecedentes complementarios de la circuns- 
tancia fundamental del caso, esto es, la relativa a la naturaleza 
de la acción intentad;!. 
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(Jue fumo lo establece el auto de Has 5 vuelta, exjiedíen- 
n- sobre competencia, y dé áciiétdo c&n lo resuelto por c?ta 
Corte en cosos análogos, el juicio de reivindicación, ]>ur ser 
rea! la aecían que en él se ej irrita, no está compren di dp en la 
universalidad del juicio de partición de herencia, ni. por cou- 
stguiénte, en tu prescripto en el inciso i." del atíieifíó 12 de la 
ley 4X y artículo 2* de la ley 927, pon pie dicha universalidad 
no existe sino a Jos fines v cotí las limitaciones establecida* en 
el Cótltgo Civil, epn arreglo al que, las acciones reales contra 
las sucesión* n-» cóoipeteh a la jurisdicción del Juez ele la mis- 
ma, sino al (jue la tiene a la vez, como en el caso, por concep- 
to del lugar donde está situado el bien míe se reivindica y por 
razón de la* ¡versona». determinada ¡iur la dislima nacionalidad 
m i-l ¿ith judice, I Código Civil articulo ¿2&4 inciso 4." y ñuta 
X." 4 del mÍMun. Fallos Tomo S2. página H>3; To:no 98. pá- 
gina 35* 1 ; argumento rli-l Fallo, tomo 8<>. página 2i2). 

I'tir estos fundamento-;, y oido e¡ señor Procurador de- 
neraí, se declara que es Juez competente i>ara entender en la 
demanda de reivindicación de (pie se trata el Juez Federal de 
Sección ante «|uien se ha promovido dicho juicio, Éh conse- 
cuencia, remítansete los autos de la contienda, avisándose al 
Jüez de Primera Instancia en lo Civil y Cometvial de la ciudad 
de Catamarca en la forma de estilo. Remugase el papel. 

A. Bermejo — J. Ficueroa Al- 
corta. — Ramo* Méndez. 

M, U.M'KKXCKXA. 
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¡huí Rafael Momio, hijo, imkm la SÓciedüíi Moss y Cía., so- 
bre escrituración. Conticinio ilc i ompeteucitr. 

Sumario : Ks juez cuín [Hítente para conocer de los pleitos en 
qiio se ej ercitau acciones personales, cnn preferencia al del 
(ton i.- i lio fifi demandado, el del lugar designado ex ¡ilíci- 
ta o implícitamente por las partes para el cumplimiento 
del contra lo, cualesquiera (pie sean Jas prestaciones une se 
demanden . principales o accesorias. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



AL-Tn HEL JVE7. EN I.O CIVIL V COMERCIAL 

, « Rotarlo, Septiembre 20 d« 1034 

Autos y Vistos: 

La incidencia sobre competencia promovida por la pane 
demandada ; 

Y considerando ; 

I . Que no obstante el carácter personal de la acción in- 
terpuesta a fs. i, sobre escrituración de un inmueble, ella pro- 
viene de un contrato formulado entre comprador y vendedor, 
como lo revela el documento obrante a fs. 12, otorgado en ca- 
lidad de título provisorio, lo ([tic hace procedente la competen- 
cia de este tribunal, conforme a lo dispuesto por el art. íO del 
Código de Procedimiento Civil y los arts. ioi, 1182 y 1187 del 
Código CiviL 

II. Que el inmueble, objeto de la escrituración definitiva, 
se encuentra ubicado en esta ciudad, donde se ha realizado la 
operación de compraventa, formalmente convenida en un do- 
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ciunénto privado, Con titanias a cumplirse en l.i misma loca- 
lidad, p sen. el jago de cuotas por el comprador en :1a Compa- 
ñía r, :i República", y la escritura por parte de) vendedor an- 
te un escribano ct»n regí sin» en esta plaza, elementos demos- 
trativos que determinan el lugar para hacer efectivas las ohli- 
gpritfóei del citado contrito;, estableciendo un domicilio espe- 
cial destinado a los mismos fines, Coftforrne a lo pr^opto en 
el art. <*>. inciso +' %$ Código Civil y art. 7." del Código de 
Proccdínítení^ Civil. 

Por tanto: en mérito de las consideraciones que anteceden, 
al dictamen fiscal de fs, ig vta. y a los fundamentos pertinen- 
tes expuestos en el escrito de ís. 14. Resuelvo: Mantener la 
competencia de este Tribunal e invitar al señor Juez exhortan- 
te, para que se sirva dirimir la presente contienda ante la Cor- 
te Suprema de Justicia, con costas a la parte demandada, líe 
gúlanse los honorarios del doctor Tiscorain en la suma de cien- 
to ciuct tenia pesos nacionales. 

Méwáes 'Atenla. 

Ante mi : t\' 11 fino Jin/rc. 



DICTAMEN DEL SEÑOI PIOCU1ADOB GENES AL 

Bnenoj Wrea, Febrero tí» de tOtS 

Suprema Corte: 

Se ha t rabudo cucstiún de competencia entre el Juez de 
t 1 Instancia en lt) Civil y Comercial del Rosario y el de ipal 
clase en lo Civil de la Capital de la Nación i*ara conocer en el 
juicio r¡ne stibre escrituración ha iniciado ante el primero dé los 
nombrados magistrados, don Rafael Moreno, hijo, contra la 
Sociedad Anónima Jacinto Móss y Cía,, en 'liquidación. 

Moreno adquirió m remate público, dado en Rosario, un 
inmueble de propiedad de la demandada. 



DE JUSTICIA m LA NACIÓN 



217 



Según l:is estipulaciones contenidas en el boleto de com- 
pra-venta agregado a fs. 12 de los autos tramitados ante el 
Juez del Rosario, él precio debía pagarse por mensualidades 
en aquella ciudad y las escrituras otorgarse ¡>or ante el regis- 
tro de un escribano cotí asiento en la aiisma. 

Se trata, además, de un convenio suscripto en Rosario y que 
*e refiere a un inmueble niñeado dentro de esa jurisdieci'in. 

Todo ello permite afirmar que aunque la acción entablada 
>ea i>ersonn! y los demandados tengan su domicilio en Buenos 
Aires, pueden ser estos llevados ante la jurisdicción del Juez 
del Rosario para exigirles el cumplimiento del contrato aludi- 
do de compra- venta dado que. la naturaleza del mismo y las 
expresas estipulaciones que contiene está demostrado que las 
partes contratantes lian fijado como lugar jiara su cumplimien- 
to la ciudad referida, 

Kl lugar convenido expresa o lácita>:nente para el cum- 
plimiento de una obligación personal delie primar sobre el del 
domicilio del deudor. listo es ríe ley y doctrina uniforme. 

Opino, por tanto, que corresponde dirimir la presente con- 
tienda en favor de la competencia del Juez del Rosario. 

Horacio R. Larreta. 

KAUO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Airea M»yo 13 <lc 1W5 

Autos y V istos: 

f.tis de contienda de conq>eteueia por inhibitoria, entre un 
Juez de i.' Instancia en lo Civil de esta Capital y otro de lo Ci- 
vil y Comercial de la ciudad de Rosario, provincia de Santa 
Fe. para conocer en el juicio que por escrituración ha inicia- 
do ante el segundo de estos jueces don Rafael Moreno, liijo. 
contra la Sociedad Moss y Cia., en liquidación. 
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Y Considerando : 

eme e> mi lucho demostrólo con é) documento que sirve 
tlé Use a la acción (fojas í* exiwdierité dé la demanda í. que 
d inmueble materia del contrato está ubicado en la ciudad del 
Kn-ario. lugar expresamente designado i»ara efectuarse los pa- 
gbá parciales de la venta a plazos de que lia sido objeto el te- 
rreno de (pie se trata. 

One es. pues, en dicha ciudad en la que, además, aparece 
suscrito el contrato, donde lia tenido éste la ejecución conve- 
nida en cuánto aí pago de! precio, y donde, necesariamente, lia 
de verificarse la entrega del inmueble, debiendo estender la es- 
cntura respectiva los escribanos con registro en aquella juris- 
dicción que se designan en el mismo referido convenio otorga- 
do en calidad de título provisorio. 

Une la jurisprudencia de esta Corte ha otableeido en ca- 
sos análogos al de autos, que es Juez competente para conocer 
tlé los pleitos en que se ejercitan acciones jiersonales. con pre- 
ferencia el del domicilio del demandado, el del lugar designado 
explícita o implícitamente |>or las partes para el cumplimiento 
del contrato, cualesquiera que sean las prestaciones que se de- 
manden, principales o accesorias {Coligo Civil, articulo 1212 y 
correlativos, ley .í- 1 liúdo aft partida ¿," : Fallos tomo 125, pá- 
gina 20ó; tomo pagina ; lomo 1^7, página entre 
otros i . 

Qw, además, esu- Tribunal tiene declarado que es com- 
l>etcnu- para entender en un juicio por i-scrituración de un in- 
mueble comprado, el Juez del lugar en que debía verificarse la 
entrega de dicho inmueble, que lo fue el de la realización del 
contrato y donde éste comenzó a ejecutarse por abono del pre- 
eio; v que tratándose de la co 1 pra-venta de bienes raices, el 
ítigar de la ejecución se encuentra virtual y necesariamente de- 
terminado por el de la situación de los bienes vendidos, «pie es 
en el que solamente, según los principios de la legislación ac- 
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Utül, puede verificarse la tradición i Fallos tomos 42, página 
luitm 107. página 2.26}. 

Por ello, y ilc acuerdo con lo expuesto por el gefitfr Tro- 
ciirador (U-ncral. se declara que el Jtíei cO npetente ¡«ira en- 
tender en el présenle juicio, es el de lo Civil y Comercia! de la 
ciudad de Rosario de Santa Fe, a quien Se remitirán los auto.,, 
avisándose al de esta Capital en la forma de estilo. Repónga- 
se el papel. 

A. Bermejo — J, FjcuEROA Al- 
corta- — Ramón- Miíxdkz. — 
M. Lai'hi:xci:xa. 



. Ittcnte v Capitán del vapor ''Bostón fírid^e". apelando de mía 
resolución de Aduana, que le impone la pena de comiso por 
exportación de oro cu metálico. 

Sumario; j " No pueden juzgarse como infracciones a la prohi- 
bición conferida al Poder Kjecutivn por h ley número 
94$$t las exportaciones ,| c om amonedado realizadas des- 
pués de haber cesado la causa determinante de aquélla, o 
sea el estado de guerra entre las potencias de que se trata. 

2." IÍI pronunciamiento del tribunal a <¡no acerca del he- 
cho de la cesación efectiva del estado de guerra cutre di- 
chas naciones 11b puede ser revisado por la Corte Supre- 
ma en el recurso extraordinario que sólo es autorizado res- 
pecto de cuestiones de puro derecho federal, según se in- 
fiere cié lo dispuesto en el artículo 14 de la ley número 48. 

.V' La ley número 9507, cuyo artículo ó." faculta al Po- 
der Ejecutivo, para determinar cuáles son los países en 
guerra o en moratoria, tiene un carácter y una finalidad 



paítijEiil&res, extraña a la exportación de mimería metáli- 
ca, con [o que queda demostrado su inaplicabUidad n l«>s 
cay> fsiH'i-ialiiH'uie regidor por la ley numero <¡4¡S,í, cuan- 
<Io se trata de imponer sanciones puniiivas . 

4. La disjKi*ie¡ón del artíetdo 7." de la ley ]O..U ( J •? re- 
itere a articulo;; de producción nacional o importados, en- 
tre lus LiiaU-v no puede razonablemente comprender la mo- 
nada metálica. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

SENTENCIA DEL SEÑOjR JUEZ FKOERAL 

Bueno» Aires, Junto 18 de inx 

Y Vistos: 

Estos autos seguidos i" 1 '' el capitán del vapor "Boston 
liridge", don William F. llotiglas, apelando de una resolución 
dé la Aikttinistradón de Aduana que le impone la pena de 00* 
miso sobré dié? mil seiscientos diez ]>esos en monedas dé OtrO 
americano embarcadas sin permiso en este puerto de Buenos 
Aires, y 

Considerando: 

\: (Juc dictada por la Administración de Aduana la re- 
solución condenatoria de t>, 10 y traído el caso ame el Juzga- 
do por el recurso de fs. el recurrente lia sostenido la im- 
procedencia de ía pena fundado en que la ley V <)4*,1 que pro- 
hibió la exportación del oro en moneda, en que se funda la 
resolución apelada, ha caducado, qijw además, ésta m> esta- 
bleció penalidad alguna y míe su decreto regtamemano no ba 
podido establecerla: que la ley W 1034*». B^ va 0011 ticre * 
clios la exportación de las mer.-aderias y pfOíUiCtOS del país, y 
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que. en su art. 8.* impone pena a la salida sin pértítiso de las 
mercaderías o productos de cxjxmación prohibida, no existe, 
porque es 'la ley X." 11-003 P° r medio de la cual se prorrogó 
aquella para el año io¿o, fué vetada parcialmente por el P, E. 
y aplicada en la («rte no vetada sin someterla previamente al 
trámite par lamen ta rio exigido por la Constitución Xacional 
siendo fjor consiguiente inconstitucional por haberse violado 
abiertamente en su sanción y promulgación el procedimiento 
establecido por la Constitución para la confección de las leves; 
<|iie en el momento en tjue se hizo la denuncia, no liabia ley que 
rigiera el caso y <|ue aun en el supuesto de que se pudiera con- 
siderar vigente la ley 10.34»; el oro amonedado no estarla com- 
prendido en su articulo 8: d por no ser una mercadería ni pro- 
ducto en el sentido de esa ley. 

2." Que ante las cuestiones planteadas por los recurrentes 
corresponde ante todo resolver si la ley N." 0,483 estaba vigente 
él 5 de julio del año ppdo,. que es la fecha en que, a estar a 
las constancias de autos, se descubrió y denunció el embarque 
clandestino de las monedas de oro de que se trata. 

3«" í*í" c la citada ley 9483 que autorizó al P. E, para pro- 
hibir la exportación det oro amonedado está concebida en los 
siguientes lén,mnos: "Autorizase al Poder Ejecutivo a prohibir 
total o parcialmente 'la exportación del oro en metálico mien- 
tras subsista el estado de guerra entre las potencias de] con- 
tinente europeo -1 . 

4." Que según normas consagradas \mr el derecho imer- 
nacumal, el estado de guerra entre países beligerantes cesa 
cuando éstos, por la conclusión ik* t>"'ados de paz, resuelven 
poner fin a Jas hostilidades, y estos tratados, han sido ratifica- 
dos por Jos respectivos gobiernos; habiendo la práctica inter- 
nacional consagrado que cuando los beligerantes entienden po- 
ner fin SÍ estado de guerra se haga una declaración expresa 
para constatar la efectiva cesación de las hostilidades. \ Calvo 
Dictionarie de Diploñiatlie et de Dfüjt International). 
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Oué ttel informe del Ministerio de Relaciones Kxterio- 
Tv- que cu icMimoriio O nTf ile fs. 53 ;i fs. 55, resulta que el 
estado ile guerra entre los diversos países del continente euro- 
peo terminó por los tratados de Versátiles. Sevres, Saint <>r- 
maín¿ Trianoirt y Brés* Litowsk, stiscrítp por los respectivo? 
países en omo y iM-'o, habiendo el Gobierno Argentina recibi- 
do mdas las comunicaciones de estilo, según se expresa en él 
mismo informe, con anterioridad ni ,lt de octubre de t^-'O. 

o.- Que es indudable, pues, que el estado de guerra con- 
cluyó en 1930 coniornie a 1»* reglas del derecho internacio- 
nal, y siendo esto asi, la ley «148,1 por la «pie se facultó ni V E. 
para prohibir la exportación del oro en moneda metálica, mien- 
tras existiera el estado de ¡¡tierra, ha caducado por la expira- 
ción del ter.mno a»n-.gnad«« expresamente en la misma. 

-.■ <Jue habiéndole denunciado el «mbarqMc del oro. el 5 
de julio de Í02I es evidente que el acusado no ha cometido in- 
fracción alguna desde que en esa fecha no regia ya la ley 9483 
y porque nadie está obligado a hacer lo que la ley no manila 
ni puede ser privado de lo que ella no prohibe. 

8,* Que ante la conclusión n (|ue se arriba, el proveyeme 
considera innecesario lomar en consideración las oirás cuestio- 
nes planteadas por la defensa. 

l'or estos fundamentos y no obstante lo pedido por el Pro- 
curador Fiscal se revoca la resolución apelada de fs. n> por 
la que se declara el comiso del oro cíe que se traía y en conse- 
cuencia se absuelve ni capitán del vapor "lloston líridge" don 
\\ illiani 1*. Dougtas. N'otifíqiiese con el original, repóngase el 
;apn ;. en ojHiriunidnd devuélvase a la Aduana, 
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IHv JUSTICIA lili l..\ NACIÓN 



SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL 

Buenos Airea, Junio 6 de 1923 

Vistos y Considerando: 

I. Que la ley 94^3- de agosto 13 de 191 4. autoriza al Poder 
Ejecutivo "a prohibir total o parcialmente la exportación de 

oro en metálico mientras subsista el estado de guerra entre 
" las potencias del continente fujnpped*^ 

Eii su virtud el P. K. dictó el decreto reglamentario de 
agosto 14 de 1914, prohibiendo la exportación de oro amoneda- 
do, a excepción del que conduzcan los viajeros para el exterior 
íjiie no revista, el carácter de exjíortaeióii abusiva y el im- 
porte de los fletes marítimos que conduzcan los capitanes o co- 
misarios de buques, a quienes se Ies otorgará el permiso co- 
rrespondiente, quedando libres de esta formalidad solamente 
los viajeros que conduzcan cantidades que no excedan de qui- 
nientos pesos oro; debiendo aplicarse a los infractores la pena 
de comiso establecida por la Ordenanza de Aduana. 

II. Que el 5 de julio de 192 r, un empleado del Resguardo 
Secuestró de la caja de fiern» del capitán del vapor "Boston 
Hridge". consignado a Portalis y Cía. y fondeado en este puer- 
to, la suma de diez mil setecientos dólares oro americano. 

Según manifestación del capitán, corriente a fs. 2 y 3. co- 
rroí* irada a fs. 4 por la declaración del apoderado de Porta- 
lis v Cía., ese oro fué adquirido en esta plaza. 

Debiendo presumirse que fué llevado al va|>or para ser ex- 
portado, el Administrador de Aduana, de acuerdo con el decre- 
to reglamentario de la ley 9483 y articulo 8." de :1a ley 10.349, 
resolvió comisar el oro de la referencia a beneficio del denun- 
ciante, 

III. Que traído el caso ante Sa justicia federal por el ca- 
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pitan del vapor, señor William K. Douglas, até llegó 'fin su de- 
fensa; 

i. La ley ha caducado por haber cesado el estado He 
guerra éñtre las naciones del continente europeo ; 

j. Diclia tey tm establece pena y no puede establecerla el 
decreto reglamentario; 

,V° La lev 10-349 que grava con derechos la exportación 
de las mercaderías y productos del país y que en su articulo 8." 
im¡nme pena a la salida sin |>eriniso de las mercaderías pro- 
ductos de exornación prohibida, no existe, porque la ley nú- 
mero n.oo.l que prorrogó aquella para el año tyJO, fué veta- 
da par-: ¡alíñente por el I'. íí. y aplicada en la parte no velada, 
>in someterla previamente al trámite parlamentario exigido 
por la Constitución Nacional, siendo por consiguiente incons- 
titueional; y 

4" Aun en el supuesto de hallarse vigente la ley número 
10,349, el oro a monedado 110 estaría comprendido en su ar- 
ticulo S.". por no ser una mercadería ni producto en el senti- 
do de esa ley. 

!Y. Que según h sentencia del señor Juez Federal, co- 
rriente a fs. i»u a íki. "dd informe del Ministerio de Relaciones 
" Ivxteriores. que en testimonio corre de fs. 53 a 55, resulta 
" ipie el estado de guerra entre los diversos países del con- 
'* tihente europeo, terminó por los Tratados de Versaillcs, Se- 
" vres. Saint Germain. Trianon y lírest Utowsk, suscriptos 
'* por los respectivos paises en ir>it> y i<;20. habiendo el Oo- 
" bienio Argentino recibido todas las comunicaciones de es- 
" tüo. -egún se expresa en el niismo informe, con anterioridail 
" al 31 de octubre de n>¿o; y siendo esto así — agrega — la 
" ley 9483 por la (pie se facultó al P. E. para prohibir la ex- 
" ¡Hjrtación del un» en moneda metálica, mientras existiera el 
" estado de ¡¡tierra, ha caducado por la expiración del térmí- 
" un consignado expíes: mente en la misma; y habiéndose de- 
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" minciado f1 enbarque del uro d 3 de julio de n)2i, es evi- 
" <k*nte güe el acusado no ha cometido infracción", por lo cual 
revoca la resolución administrativa de fs. 19 y absuelve de la 
acusación al capitán de! vapor "Boston Bridge", don William 
F. Douglas. 

V. Que el señor Procurador Fiscal, expresando agravios 
contra dicha sentencia (fs. 73 a'77), ha sostenido en esta ins- 
tancia, respecto a la cuestión decidida por el a íjiio. 

1." Que el P. E. quedó facultada» por el articulo 6.* de la 
ley ',1507, de septiembre 30 de 1914, sobre moratorias interna- 
cionales, para determinar oportunamente los países en guerra 
o en moratoria y para declarar suspendidos los efectos de di- 
cha ley (9507) una vez desaparecida esa situación: que en uso 
de tal facultad, el P. K. expidió los decretos de 12 de octubre de 
191 4, mayo 26 de 191 5 y marzo 3 de 1916, determinando las 
acciones que se hallaban en guerra y hasta la fecha en (pie se 
expide. — agosto i " de 1922, — sólo ha eliminado de ese nú- 
mero a Italia. Bélgica y Alemania, "sin duda por ser esos los 
únicos que comunicaron oficialmente hal»er cesado dentro de 
sus respectivos territorios el estado de guerra". "De ahí. agre- 
" ga. que para todo lo relativo a las relaciones oficíales diplo- 
" máticas. así como para los efectos de nuestra legislación es- 
" pecial de emergencia derivada de la guerra mundial sttbsis- 
" ta e!l estado de guerra en todos los países enumerados en el 
" articulo I;-" del decreto de 12 de octubre de 1914, con excep- 
" ción de las tres naciones < Italia, Bélgica y Alemania) cpie 
" fueron eliminadas por decretos de octubre 19 de 1920, julio 
" 6 de 1921 y enero 2 de 1922. Siendo ello asi, resulta enton- 
" ees claro c incontrovertible que la autorización conferida al 
" P. E. N. por ley N." 9483 para prohibir la exportación del 
" oro cu metálico subsistía en julio 5 de 192'. fecha del parte 
" denuncia de fs. 1 y subsiste aún en la actualidad, toda vez 
que, oficialmente, subsiste para nuestro país el estado de 
" guerra en tollas las potencias del continente europeo y que 
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no han sido eliminadas del decreto di- octubre u de 11)14 v 
SUS ampliatorios de mayo 26 fíe r^lS y marzo j¿ de Í9I16", 

S." "<Jlte del informe del Ministerio de Relaciones Exte- 
riores nn residía que el (ioljienio haya recibido comunicación 

'■ ofidal de la celebración y ratificación en forma de los Tra- 
tados que cita el señor Juez a t/tto resultando a] contrario de 
ese mismo ¡nforeite que ti tratado de Trianon n<» ha sido ra- 
tiíicado, Tam]Htco aparece que haya recibido de todos los 
países beligerantes las comunicaciones oficiales sobre la ce- 
sación del estado de guerra, siendo práctica consagrada que 
ruando los beligerantes entienden poner fin al estado de pie- 
ria hacen una declaración expresa sobre el particular, pu- 
■ liendit, ¡K>r vía de ejemplo, mencionarse, entre las que fal- 
tan, las relativas a la situación de Serbia con Austria, de liu- 
-ia tOti Austria. Üe Francia con Turquía y Itulgaria, de In- 
glaterra con Turquía, de Portugal con Austria y de Austria 

" C'in Serbia y Uusia". 

,V Y. fiualnu-me, "que la autorización de la ley <>4S¿ no 
solo iiti había caducado al tiempo de comprobarse el hecho 
denunciado en e¡} parte de fs. I. sitio que ni siquiera ha ca- 
ducado en la actualidad, puesto que, por el art. 7." de* la ley 
X. lo.H'ít cuya vigencia no es susceptible de ser discutida, 
el !', E. X, está facultado para mantener la prohibición de 
la exportación de oró en metálico, obrando asi en defensa 
de la económia del país". 

VI, Que atento lo expuesto, este Tribunal debe pronun- 
ciarse, en primer término, sobre la cuestión delíatida y resue!- 
t.i por ía sentencia apelada: si la autorización conferida al I'. K. 
¡><.r la ley 1*484 había o no caducado a la fecha de la presen- 
te in tracción, 5 de julio de nját, por halier cesado el estado 
de guerra entre las naciones del continente enr^ieo. 

VII. Que h ley «14X3 tío confiere al P. E. una facultad 
discrecional en cuanto ni tiempo por el cual pudia usarla; la 
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autorización ¡«ira subtender <» limitar la exportación de oro en 
metálico se halla titiritada en su duración por la subsistencia 
del hecho de la guerra europea, qtte la motivó. Xu es, pues, el 
1'. K. ni ea propio que sea el mismo poder facultado, el Há- 
mado a deducir única y definitivamente cuando caduca esa 
autorización . 

VJII. Oue el hecho de l:i referencia, que limita la autori- 
zación, no es»apa a 1¡l apreciación del Poder Judicial, en cuan- 
to le sea necesario para resolver una enntienda propuesta por un 
ínteres jiariieular lesionado. Xn se trata tlcl estado de guerra 
dé la Xaeión Argentina con una potencia extranjera cuya de- 
claración o cese es privativa fie los poderes que tienen eJ mane- 
jo de las relaciones exteriores del pais. Se trata de apreciar un 
hecho, no reservad», al <|ue se halla sulxirdinada la subsisten- 
cia o caducidad de una facultad de cxceinión otorgada por ley. 
cuyo examen puede y debe hacer el Poder Judicial para esta- 
blecer la verdadera interpretación de la ley y llenar su alta 
misión constitucional de regularizar la acción de los otros po- 
deres, en salvaguardia de las libertades individuales, evitando, 
como en el cas», que un decreta administrativo vaya más allá 
de la ley que reglamenta. 

No corresponde, empero, al Tribunal examinar la conve- 
niencia o inveniencia de mantener la restricción, pues ello im- 
piTtaria entrar a* juzgar sobre una materia, confiarla a la dis- 
creción fie los otros jmderes; pero debe recordar, a tos fines 
ile tía mejor interpretación de ta ley, cinc el libre comercio del 
oro era el régimen normal antes de la guerra eurtrpea y que 
la medida autorizada lo fué con carácter de emergencia, para 
dejar establecido que siendo accidental, provisoria y contraria 
al orden normal, debe interpretarse restrictivamente. 

IX. Que de los antecedentes de Ea ley y las circuns- 
tancias que determinaron su sanción, se desprende claramente 
que se tuvo un propósito definido: evitar que el oro, instru- 
mento comercial [«ir excelencia, fuese ;.caparado j>or las naciu- 
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ucs en conflicto como instrumento de guerra y, por consiguien- 
te, que la léy se refirió al hecho de la guerra, que era lo que 
podia engendrar d peligro míe se procuró conjurar. 

X. Que el informe citado del Ministerio de Relaciones Kx- 
leriores corriente de f.s. |g a |& resulta que a la fecha de los 
tratados a que se refiere, de líres I.ilmvsk. marzo 3 de ígiK; 
de Versailles, _»8 de junio de 10,19; de Saint (Vermain. 10 de 
septiaiibre de lOjíji; de Tfíanon, 4 de junio de 1920; y de Se- 
vres, 10 de agosto de 1920. os decir, en fecha anterior a la de 
la presunta infracción que motiva esta causa, las hostilidades 
habían cesado. Ks notorio, jif>r otra parte, que a la fecha del 
último tratado, la guerra había terminado de hecho. Asi |Kire- 
ce considerarlo la propia res< «lución aduanera de fs- 19 al de- 
cir que "si bien la ley 9483 prohik- la exportación de oro en 
metálico mientras subsista el estado fie guerra entre las poten- 
cias del continente europeo, guerra que — en su f;iz lielica. al 
menos ha terminado — esta Adminisl ración no tiene comu- 
nicación alguna res|>ecto a la derogación del decreto de 14 de 
agostó de 1914. y. en consecuencia, 110 le es fiable rqianarse de 
sus términos", y así también fie algunos documentos oficiales 
rilados ]>«,r la defensa. 

XI. Hite si es verdad que con posterioridad se produjo 
algún nuevo conflicto bélico en la Kuropa Oriental, como con- 
secuencia de la liquidación de la pasada guerra, no era el que 
la ley tuvo en vista, ni susceptible de producir los efectos eco- 
nómicos que la ley quiso evitar por no tratarse de naciones es- 
trechamente vinculadas a nuestro comercio, circunstancia de 
que no se debe prescindir tratándose de juzgar la subsistencia o 
insuhsistencia de la causa deiemimanlc de la prohibición. 

XII. Que siendo indudable que el projjósito determinan- 
te de la aütorijaríón para restringir el comercio fie oro. fué con- 
jurar un jieligro ocasionado jwr la efectividad de la guerra, ló- 
gicamente se sigue que la duración de esa medida estaba Jiini- 
tada por la cesación fie hecho de la guerra, con lo cual des- 
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ai«recia la necesidad o la causa ele orden puramente económi- 
co que motivó la autorización. 

Las formalidades para la cesación de derecho entre los be- 
ligerantes, necesarias para otros fines, políticos o jurídicos, no 
lo eran para definir la situación creada en nuestro ¡mis por la 
realidad de la guerra, y a la cual la ley se halla subordinada. 

XIII. Que de consiguiente no era necesario para conside- 
rar cesado el estado de guerra entre las potencias europeas, 
a los efectos de la ley 1148.1. que los tratados se huliieren rati- 
ficado por todas las partes, ni que lar naciones Aligerantes hi- 
cieran expresa declaración de halier cesado la guerra en sus 
respectivos territorios, ni que se recibieran las comunicaciones 
formales de tales actos; todas las cuales bien pueden demorar 
indefinidamente por razones diversas y extrañas a las que fun- 
dan la restricción y no es lógico dejar supedttadb a ellas el 
término de una medirla <me autorizaba en vista de nuestras 
propias exigencias y que debe resolverse con arreglo a nues- 
tros propios elementos de juicio. 

Acabada, en realidad, la guerra, no era suficiente para 
mantener 6a restricción del comercio de] oro, asi autorizada, la 
circunstancia que alega el Ministerio Fiscal de que para el í Hi- 
bierno Argentino subsiste oficialmente el estado de guerra en 
algunas naciones europeas, por no haberse llenado determina- 
das formalidades. Fuera del valor [pie pueda tener tal argu- 
mento para creer subsistente el estado de guerra para el caso 
basta" ¡ürr*f— que hecho productor de la anormalidad y del 
pL'ügro que la ley quiso coiíjurarTia' tresapareeiflo , 

XIV. Que la facultad otorgada al g. K. por el articulu 
0° de la ley 9507, de septiembre 30 de 1914, para determinar 
cuáles son los países en guerra o en moratoria, y paia elimi- 
narlos de ese número a aquellos en (pie hubiese desaparecido 
esa situación, se refiere únicamente a la nmrat.nia internacio- 
nal, declarada, según se dijo en la discusión legislativa, para 
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p<-ner ;i l:t.t ¡parres en un pie de igualdad; tal facultad así limi- 
tada a una finalidad diversa de la qü¡e tiene la ley 048^1, no 
puede nacerse extensiva a t-st jj . un sólo porque difieren los 
projtósitos de ambas, sino también jwirqüe en materia penal iíó 
se puede aptkar jMir analogía una ley diferente a la que rige 
el caso» 

XV. One tampoco es aplicable al suh í)ld¡cú la di-posición 
del articulo f* de la ley 10.34*), ¡ftvocadá ta eliii-u p>r el se* 
ñi-r Procurador Fiscal, cuya vigencia» dice, no es susceptible 
de ser discutida y en cuya virtud sostiene que el Poder Eje- 
cutivo lia podido mantener ta prohibición de la exportación de 
oro en metálico, obrando en defensa de la economía del pais. 
Tal diq>i.sición. ¡mr ta cu;il "pieda facultado el P. k. para 
suspender provisoriamente la sai ida de ib-terminados artículos, 
ya sean de producción nacional, o importados, cuando razones 
dé orden interno asi lo exijan, debiendo someter a la aproba- 
ción del II. Congreso las medidas adoptadas", no es aplicable 
porque el P. K. no lia hecbo uso de esa facultad en relación 
al pro mediante el (respectivo decreto, ni sometido tal medida 
a la aprobación del M, Congreso. 

X\ I. fjue en vista de lo iple queda dicho no es necesa- 
rio para solucionar la litis entrar a considerar las demás cues- 
tiones propuestas por la defensa. 

Por estos fundamentos y sus concordantes, se confirma la 
sentencia apelada de fs. 66 a que revoca la resolución ad- 
ministrativa de ís. iv y absuelve al capitán del vapor "Moston 
Bndge% don YVilliani K. Douglas. Devuélvase. — Mimdmo 
Escotada. — '/". ¿frkti — B. A, Nasar Anchorcm, — /. P. 

l.lttht. 
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DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR CENTRAL 

Buenoi Air». Julio 12 de U«3 

Suprema Corte: 

En ct dictamen <|ue. en mi carácter de Procurador Fiscal 
;mte la Kxema Cámara Federal de Ablación de cita Capital, 
lie producido a fs. 73 de estos autos, expuse todas las razones 
legales que, a mi juicio, demuestran la existencia de la infrac- 
ción aduanera imputada en el stih juitke al capitán del vapor 
"Boston ííridge" don Williams P- Douglas. A fin de evitar re- 
peticiones inútiles, me permito reproducir ante V. F,. los tér- 
minos de! referido dictamen, y en su virtud, pido a Y. E. <{uie- 
ra servirse revocar la sentencia altada de fs. 93 y condenar al 
capitán del vapor "Boston Iíridge" don Williams V. Douglas al 
comiso de tas monedas de oro de (jue se trata en el presente 
caso, a beneficio fiel autor del parte y al pago de las costas del 
juicio, dejando así confirmada la resolución aduanera de fo- 
jas 10 , 

Horacio R. Larreia. 

* ' 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Sueno» Air». Mayo 13 de 

Vistos y Considerando: 

Que la autorización conferida al I'oder Ejecutivo por la 
•ley número 9483 para prohibir total o parcialmente la expor- 
tación de oro en metálico, se encuentra subordinada, según los 
propios términos de ta sanción legislativa, a la subsistencia del 
estado de guerra entre las íxitencias del continente europeo. 

yue, en consecuencia, no pueden juzgarse como infrac- 
ciones a dicha prohibición las exportaciones de oro amonedado 
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realizadas después de haber cesado la causa determinante de 
-ea el c-i.tilií <k- guerra cutre las potencias do que 

se trata. 

IJiie el pronunciamiento del tribunal d r/iw acerca del he- 
cho de la cesación efectiva del estado de guerra entre dichas 
naciones, no puede ser revisado por esta Corte cu el presente 
recurso extraordinario que solo es autorizado respecto de cues- 
tiones de ¡mro derecho federal, según se infiere de lo díspites- 
i" éfi el articulo 14 de la ley número 48. i Fallos: tomo 117. 
pagina jíh : tumo uo, página 145 y |0mo 124, página t;o cn- 
í re < »t ros ) . 

'Jue \*>r lo demás del propio informe administrativo co- 
rriente a fojas 53 se desprende con evidencia (jtte a fe fecha 
en qüe fueron iniciados Ins procedimientos de esta causa 11*1 só- 
Ío habían terminado las hostilidades entre los países que par- 
ticipan m en la gran guerra a que se refiere la ley núme- 
ro <J4^,Í. sino que ya estaban suscriptos los res|>eetivns trata- 
dos de paz por todas las naciones míe formaron parle de los 
los bandos en lucha, habiendo por ello desaparecido los mo- 
tivos ile orden económico oue indudablemente tuvo en vista el 
legislador ¡tara adoptar la excepcional medida de emergencia, 
y caducado. |*ir lo lanío, la autorización ti inferida al Poder 
Ejecutivo para prohibir la exportación. 

Que la ley número <>?0/. cuyo articulo 6." faculta al Poder 
Ejecutivo, pora determinar cuáles son los países en guerra o 
en moratoria, tiene un carácter y unn finalidad |>ari ¡ciliares, 
extrañas a la exportación de moneda metálica, con lo que que- 
da demostrada >u inapltcabilidad a los casos esiwcialmente rc- 
u;i'li's por la ley número 9$$ t cuando se trata de imponer san- 
ciones punitivas, ya que en materia pena] no es perniitida la 
interpretación extensiva ni la aplicación por analogía de la ley. 

Que. finalmente, el artículo 7." de la ley número IÓ.349, 
no puede ser invocado en el presente caso, cono lo hace el mi- 
nisterio público, desde qUc la recordada disposición se refíe- 
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re a artículos de producción nacional q importados, entre ios 
males no puede razonablemente comprenderse la moneda me- 
tálica y toda vez que el Poder Ejecutivo tampoco lia usado nic- 
ilianie el respectivo decreto, y con relación al oro, de la facul- 
tad conferida por la disposición legal que se examina. 

Por ello y los fundamentos concordantes del falto apela- 
do, se lo confirma. Xotifíqucsc y devuélvanse. 

A. Bermejo — J. Fjgueroa Al- 
corta- — Ramón Slésoez;. — 

y\. LuiiliXCKXA. 



Atjcntc y Capitán del vapor "Sofía ", apelando de mía reso- 
lución lie Aduana. 

Sumario: i.* 101 reconocimiento de la cesación del estado de 
guerra en 10 de agosto de 10,20, a los efectos de la autori- 
zación conferida al Poder Ejecutivo por la ley 0483. deri- 
vada de la apreciación de la prueba producida en autos, es 
una cuestión de hecho y de prueba ajena al recurso extra- 
ordinario autorizado por el articulo (4 de ta ley 48. 

2," ha ley 10.341) es extraña a los propósitos de la ley 
Vj$3 «pie estaba en vigencia cuando aquélla se dictó, y «o 
es tina ley que autoriza a prohibir la exportación del oro 
en metálico, sino una ley de impuesto a la exportación, y 
que pueda decirse que ha sustituido en sus efectos a esta 
última . 

Caso: Lo explican las siguientes piezas: 
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SKNTEXCIA DEI, SEÑOR Jü¿¡S FEDERAL 

Buenot Airti. Mayo 19 de J922 

Y Vistos: 

Estos autos seguidos por la Sociedad Comercia] Antonio 
X. Cosulich Li' nitada y dan Eitore Zar, agentes y capitán del 
\apor "Snfia". ajelando de un;i rcs»'hu-'ióii de Aduana. que les 
impone el comiso del oro amonedado encontrado en la caja de 
hierro del referido va|»or sin permiáO de la Aduana. 

Y Considerando: 

i." (¿ue a estar á los términos de la denuncia y de la re- 
solución administrativa de fs. tej, los recurrentes habrían in- 
ternado exportar clandestinamente las monedas de oro que se 
mencionan en el certificado de depósito de fs. 4, violando asi 
la prohibición de la ley X." 9483, y haciéndose acreedores por 
lo tanto de la penalidad lijada en la ley io.,í4<) que gravó con 
derechos la exportación «le mercaderías y frutos del país. 

2-" Que los recurrentes, defendiéndose, lian sostenido que 
el oro denunciado no fué embarcado en Buenos Aires sino en 
el puerto de Trieste: que 110 estaban obligados a denunciarlo 
ante la Aduana; que la tey que autorizó al P. E. a prohibir 
h exportación de metálico ha caducado por la terminación del 
estado de guerra y finalmente que dicha tev prohibitiva carece 
de sanción. 

3.' Que dej examen de estas actuaciones no resulta efec- 
tivamente probado que la .roneda de que se trata haya sido em- 
barcada en el puerto de I lítenos Aires, no existiendo en apoya 
de esta afirmación sitio la presunción derivada del hecho de 
encontrarse el oro a Iiordo sin declaración formal y explicati- 
va de su origen. 
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l)e!>e pues declararse improl «niln el embarque cláijdéstirio 
denunciado, de acuerdo con el principio del art. $m del Códi- 
go de Procs. en lo Criminal, y la infracción denunciada queda- 
ria ImiitaSifcá al hecho de haberse mantenido el oro a bordo del 
buque sin declaración ó permiso de la Aduana, hecho que ha 
servido también de fundamento al fallo recurrido, correspon- 
diendo por con siguiente examinar el caso desde este punto de 
vista. 

4. " (Juc |>or el art. 9.' de la ley de Aduana N." 4933- 1* 
moneda metálica es libre de derechos a su entrada y salida del 
pais y por el art. 33 de las Ordenanzas no hay obligación de 
manifestar en forma alguna las monedas de oro y plata que se 
encuentren a Ixirdo de los buques, y siendo esto asi, la falta 
de manifestación de la moneda denunciada 110 puede consti- 
tuir infracción en el caso sitb jltdkc, a menos que esta situación 
legal hubiera sido expresamente modificada por leyes poste- 
riores. 

5. " Que la ley posterior N" r/483, facultó al P. % para 
prohibir total o parcialmente la exportación de oro en metáli- 
co mientras subsistiera el estado de guerra entre las iMitencias 
de! continente europeo. Con relación al caso sub judicc no pue- 
de decir:*', como lo pretenden los acusados, que esta ley haya 
caducado, pues cuando el hecho se constató no había cesado 
aún el estado de guerra a estar a los informes del Ministerio 
de Relaciones Exteriores que obran en autos, y por otra parte, 
dada la finalidad y carácter de dicha ley te seria inaplicable 
el principio de la n^iroaeth-idad bcmymi consagrado en el Có- 
digo Penal, pues aún cuando pudiera decirse que esa ley no ri- 
ge ya en el momento actual por hal>cr transcurrido el término 
porque fué dictada, la infracción cometida durante la vigen- 
cia podria no obstante ser reprimida en casos como el silb ju- 
dia-, jorque la retroactividad benigna de las leyes penales ha 
sidn establecida para los casos en (pie el legislador por liria ley 
posterior suprimiese ta represión de un hecho considerado de- 
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SUq " l« atenúa reconociendo un error eii la ley antigua, ele- 
mento este, que no interviene en leyes que dejan de regir por 
opiración del plazo cierto o incierto que sostienen. 

Cero si bien esta ley puede considerarse vigente con re- 
lación al hecho de que se trata, ella no estableció penalidad 
alguna para el cásb de ser infringida y el decreto del P, E. 
<|ite liiüt* efectiva la prohibición no ha podido suplir la omisión 
de la ley. 

6. ° tjue la ley de Aduana X." 10.349 que con posterioridad 
gravó la exportación de las mercaderías y frutos del país que 
!;i misma emoliera, estableció la pena de comiso para las mer- 
caderías o productos cuya exportación está prohibida ¡xir leyes 
<■ decretos del V. K. y que se encuentren a bordo sin el co- 
rrespondiente permiso de autoridad competente. 

Heí ¡riéndose ota disposición legal expresamente a las »iiv- 
ctíHcths o productos y no podiendo dentro del tecnicismo adua- 
nero considerar comprendida en estas denominaciones a la sno- 
neda metálica, loda vez que ella está por la ley sometida a un 
régimen distinto, es indudable que e¡ caso sith judkü no se en- 
cuentra comprendido en esa disposición legal. 

Las leyes 1)4^2 y f/>5¿ que prohibieron la exportación del 
carbón y tle los metales carecían también de sanción : y cabe 
admitir entorn es, que el artículo 8." de la ley número 1034») 
que estableció la |>r!l¡l"d*í»<ojniso sin referirse expresamente 

a la moneda metálica ha liin¡tadolTr-a+**iiüL^L_ csas '"crcade- 
ria-* q producios. — 

7. (Jue es un principio de derecho ¡K*ual que para un he- 
cho pueda calificarse co.ro delito, dvlie estar previsto y ¡jena- 
do expresamente i>or la ley, 110 pudiéndose en ningún caso apli- 
carse ¡Kjr analogía otra ley que la que rige el caso, ni inter- 
pretarse ésta extensivamente en contra del procesado. Arts. i.° 
y 13 del Código de Procedimientos en lo Criminal. 

Por estas consideraciones se revoca la resolución apela- 
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da (le fs. ]t) que declara el comiso tic las monedas de que se 
trata y en consecuencia se absuelve de culpa y cargo a los agen- 
Ies del vapor "Sofía", Antonio X. Cosulich Limitada y capi- 
tán Kitore Zar. 

\ T otifif|ltese con el original, repóngase el pa¡)el y en o 1)0 r- 
tunídad devuélvanse. 

Miguel L. Jaitttis. 



SENTENCIA 1>Í LA CÁMARA FEDERAL DÉ APELACIÓN 

. Buenos Aires, Junio 8 de IKU 

Y Vistos: 

Consi rielando <|ue de acuerdo a lo resuelto en el caso del 
capitán del "Boston Hridge" fallado en la feclia, a la época dé 
la presunta infracción había caducado la facultad conferida at 
P. E. por la lev 9483 para prohibir la ex|K>rtación de oro en 
metálico; no se lia cometido infracción. 

Por tanto, se confirma la sentencia de fs. 78 que absuelve 
a los agentes del vapor "Sofía", Antonio N. Colulich Uda. y 
capitán Ktlore Zar, devuélvanse. — Marcelino liscafoda. — T. 
Arias, — ■//■ A. Ntrzar Anchorcna. — J. P. tumi. 



— ~ - - PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Alte», Mayo 13 de lOSíi 

Vistos y Considerando: 

1 ." <¿ue ]*ara fundar el recurso extraordinario previsto en 
el artículo 14 de la ley número 48 y 6.' de la ley 4055, inter- 
puesto por el Ministerio Fiscal a fojas 98 y concedido a fo- 
jas </> se ha alegado hatwrsc puesto en cuestión di versas cláu- 
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sitias de las leve- 54S3 y to.,u<j y nue la decisión ajeada ha 
sido contraria ;il derecho fundado en ellas . 

¡Si" Por él articulo 1." de la lej 'J4^3 le autorizan al Poder 
Ejecutivo a prohibir muí o parcialmente la exportación del oro 
en metálico, mientras subsista el estado de guerra entre las po- 
tencias tic! continente europeo. 

„t." Iai inteligencia de ésa cláusula es manifiesta en cuanto 
subordina esa autorización a la subsistencia del estado de gue- 
rra entre las potencias europeas y la decisión de la Cámara Fe- 
deral de Apelaciones de la Capital se funda en míe a la fécriá 
de la denuncia míe ha inbtiyado la resolución del Ministra- 
dor <1e .V (luana, o sea. el 10 ile agosto de njso. había cesado el 
estado de guerra a que estaba subordinada ¡a autorización da- 
fla al Poder Ejecutivo. 

I.'ijiii' el reconocimiento de 9a cesación del estado de gue- 
rra en la fecha indicada, derivada de la apreciación de la prue- 
ba producida en autos (informe de fojas 64) es una cuestión 
de hecho y tic prueba ajena al recurso extraordinario inter- 
puesto y concedido, con arreglo a lo prevenido en ti>s artículos 
14, ig y ifi de ta misma lev número 4K y a la jurisprudencia 
invariable «leí tribunal. 

.V IJne ta ley 10.340. míe también se invoca para fundar 
el recurso extraordinario, es extraña a los propósitos de la Ley 
''4*.i que estaba vigente Citando aquélla se dictó. Xo es una ley 
qUe atttofKa a próhibir la exportación <lel oro en metálico sino 
una ley de impuesto a la exportación ipie sólo facultaba al Po- 
der Ejecutivo para suspender promisoriamente la* salida de de- 
tercnihados artículos "cuando razones de orden interno asi lo 
i -iian. debiendo someter al Honorable Congreso las medidas 
adoptadas". 

Que esa ley de enero de 191 8. 110 puede decirse (pie lia sus- 
tituido en mis efectos a la de agosto de i<)'4. número 'J4\l, 
que estaba rigente a la promulgación de aquélla, porque una y 
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otra rescindían a distintió fines y se caraetc rizal ian jmr mo- 
dalidades de ejecución diferentes. 

Por ello se confirma la semencia de foja* (/i en la parte 
que ha podido ser ni&teriá Úé\ recurso y* devuélvase. 

A. Bermejo — J. Figueroa Al- 
corta- — Rasión Mi":.\m:z. — 

•\L 1>UREKCENA, 



Do» Ricardo Achával contra la Piüvintiá de Santiago de! Es- 
tero, sobre interdicta de retener. 

Sumario : Ks indiscutible la competencia originaria de la Cor- 
te Suprema para conocer de una causa civil entre una pro- 
vincia y un vecino de otra. sobre acción posesoria, funda- 
rla cu disposiciones de leyes civiles de la Nación. La cir- 
cunstancia de que la provincia demandada haya procedi- 
do a ejecutar los actos denunciados como de turbación, en 
cumplimiento de disposiciones de leyes locales, como lo 
sería cí Código Rural, no altera esa norma jurisdiccional. 

2° Con arreglo al artículo 2tf\\ del Código Civil, el po- 
seedor no está obligado a exhibir tos títulos de propie- 
dad para que su posesión surta lodos los efectos legales. 

La intimación del Gobierno hecha por conducto de 
la Policía, a los arrendatarios del actor |>ara que suspen- 
dieran lodo trabajo de explotación de los Iwsqucs de las 
tierras en cuestión, y para que no extrajeran las made- 
ras ya cortadas, prohibición esta última que tuvo ejecu- 
ción en el hecho fiel embargo de algunas partidas de léña¡ 
constituyen lo que la ley civil califica de tnri>ac¡óii de la 
posesión l Código Civil, articula 240/1], desde que fueron 
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realizadas centra la voluntad del posador, Ir fueron con 
ánimo de poseer ]Kir Ii.iIrt >ido ordenados a rutilo de áue- 
uo y no dieron ¡x>r resultado ; la exclusión al»olutá de 
aquél. 

4. " I,os interdictos tienen jwir principal finalidad impe- 
dir i|iie las personas se hagan justicia ]>or sí mismas. lo 
que es aplicable tanto a los particulares como a las perso- 
nas d« derecho público. Si asi un fuere, las garantías enns- 
tituci) males. C |iu- constituyen otras tantas limitaciones im- 
puesta? a la acción de tos gobiernos, resultarían ilusorias. 

5. " I.;is disposiciones del Código Rural de la Provincia 
demandada <■ ríe otras leves del mismo carácter local, no 
pueden justificar los a.'tos de turbación o de despojo de 
la posesión que ejerzan lns particulares ni imponer a és- 
tos la obligación de exhibir Ó producir ante autoridades 
administrativas sus títulos de propiedad respectivos^ como 
requisito para poder mantenerse en el ejercicio de* dicha 
posesión . 

6. ' EnContrúndt i^e reunidos en el caso todos los elemen- 
tos indispensables para el ejercicio de la acción entablada, 
procede el interdicto de retener la; posesión. 

Caso: Í.Q explka el siguiente: 



SENTENCIA OE L\ SUPREMA CORTE 

Buenos Air». Mavo 13 de 19Í5 

Y Vistos: 

l>m Ricardo Achával. vecino de la dudad de Córdoba, 
comparece ante cMa Corte promoviendo interdicto de retener 
la posesión contra el Gobierno de la Provincia de Santiago del 
F.-tern. y expone : 
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(Jue e> propietario y poseedor de los camjHis denomina- 
dos "Pozo Cubado". "Tencnc'' y "Tres Cruces'*, situados en 
la menrionada provincia, reinoniando el título de propiedad a 
la compra que hizo de éSÍOs mi abuelo Don lilas dé Achával vi 
año 1828 a duna Agustina Ira.nain. t^os inmuebles que moti- 
van la acción posesoria están comprendidos dentro dé las dos 
primeras estancias mencionadas, a íáber : el monte que actual - 
mente explotáu Julio Curia y Mamul Mofa pertenece a "Tn- 
20 Cubado"', y los campos que circundan la estación "[sea Ja- 
cu"» pertenecen .i "Tcneiu". 

Qtie el áo de abril de ifpíí arrendó a los señores liamos y 
AbeJIá un monté dentro de la estancia -£osbó Cabado". que 
colinda con Calíanlo y Sotclos en el Departamento r.ímónez. 
Xadie interrumpió los irába}o¡3 en ese monté y los arrenda- 
tarios terminaron pacíficamente su contrato. 

yne el id de rttarzo de k>jo arrendó el mismo bosque a los 
señores Coria y Moni, en virtud del runtraio (jue acoitpañu. 
>' el día t¿ di mayo de ese. mismo año, hallándose vigente e! 
arrendamiento, el sentar Coria dírigc a don Angel Ilritos, em- 
pleado del actor, la carta que también exhiU-, en la que ex- 
presa míe el Jefe Político del I Jepartamento lia recibido un te- 
legrama de Santiago- el cual dice que Coria compra lefia dé 
bosques riscales. 

Toen lieinpo déSpties él Jefe Político obligó por ta fuer- 
za a >u> arrendatarios Coria y Mofa a dcscarg'ar los carros 
'|in- tran-portabau leña a la estación y les entrego una nota 
eti la qué empresa que íiene orden de! gobernador de la Pro- 
vincia de bacer suspender los trabajos que L-feclual>an los nom- 
brados en el bosque *|ue exploialian en ese mohiento y qué di- 
cen jialier arrendado a don Ricardo Acbával. Ejo consecuen- 
cia ¡os intima f|iie -u -pendan inmediatamente los trabajos en 
dicho bosque y lc> prohibe tocar un sol», palo del mis no. 

yne fueron inútiles las gestiones que practicó ante la ad- 
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mimsíráción i»rnvitwial parí ll ^ tr ™™ 1:,s °**W S ,k * ftu " rí:ií 
a qué se ha referido. 

(me en cuanto a los cahtpbs que circundan la estación 
Mscá JacíT. ta turbación que ha sufrido en que un agente <1e 
poéiCta enviado P° r «I comisarlo, intimó verbalmente al em- 
pleado del actor. Juan liorges. que no podía cargar leña en los 
wagones del desvío dé su propiedad, alegando que esa leña eni 
de 'iwsqiws fiscales que circundan la estación. La leña qfffi 
orohibian cargar procedía de las explotaciones de los bosques 
de Toteo Pozo", inmediatos a Ja estación mencionada. DD> 
, lU: s comprendidos dentro del campo de "Poleo Pozo" del que 
tiene po sesión inmemorial, según e! fallo fie esta Corte de 22 
de junio de iSorj, jf que conserva con casas habitaciones, ha- 
néttdas y alambrados. Que en los terrenos que circundan la 
estación 'también lieneu casas, las que a veces ha cedido para 
instalar el Potreo Nacional. Allí a su casa ha ido el comisa- 
rio con sus agentes v por orden del Cobtcrno a in'.ínn.npir su 
pacifica iHKsesión y a violar su domicilio, y ese mismo funcio- 
narlo ordeno a Lucio líustamante. empleado del comparecien- 
te, no sacar leña y maderas a la estación hasU tjfce el actor 
probara ta propiéded de los bosques que explota. 

< Hie los actos de turbión de su posesión se han iniciado 
ol if h favf., (echa de la nota del Jefe Político a los arren- 
datarios Coria y Moin. con lo que se demuestra que la acción 
lia sido enlabiada dentro del aflo; 

ítiVOpa las disijosiciones de ios artículos pertinentes del 
Código Civil v pide que opominauieme sé condene al gobierno 
demandado a cesar en los actos de turbación de SU posesión 
sobre tos carnes mencionados, al pago de las t>ér<lidas e in- 
tereses y de los gastos causídicos. 

Arredilada la dislinta vecindad del actor, de que deriva 
t;i jurisdicción ordinaria de la Corte, se convocó a las parte- 
i juicio verbal con arreglo a lo dispuesto en el artículo 332 de 
|a \x\ Nacional de Procedimientos, en cuyo acto (fojas 110 y 
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siguientes), el representante riel actor reproduje» .su demanda, 
y el agxtderadd de la provincia de Santiago del listero mani- 
festó (pie negaba los hechos tal como habían sido expuestos en 
la demanda, y alegaba en favor de su representada las defen- 
sas siguientes : r* Incompetencia de jurisdicción, pues las au- 
(oridadés de la provincia demandada se han limitado a cum- 
plir las disposiciones de los artículos 455, 465 y 466 del Có- 
digo kural de dicho listado y el demandante, de acmrdn con 
las recordadas dis|jos¡nones, ha debido justificar su pr j¡ ¡edad 
ante las autoridades locales. La Suprema Corte de .Justicia 
según el articido loo de la Constitución sólo conoce y decide 
dé las causas regidas por las fleyes de la Nación y no en Salir- 
tus administrativos de lus provincias. 2." Improcedencia de. 
la acción ixiacsoria, jiorque |r> expuesto demuestra también que 
no se lía producido hecho susceptible de dar nacimiento a la 
nccit'in enlabiada, pues se trata de un procedimiento preventi- 
va fundado en una lev que determina la forma en <jue el de* 
mandante ha debido proceder, y reciéii en e] caso de 110 ser 
atendido tendría, expedita la acción judicial. 

Ouc por otra parle, las disposiciones citadas del Código 
Kural. determinan los requisitos que deben llenarse para la ex- 
plotación de lxisques y su observancia hace clandestina la po- 
sesión del demandante con respecto a la provincia demuda- 
da. Que, además. las autoridades de Santiago, ni han ejerci- 
do actos de posesión, ni han tenido intención de poseer, sinó 
únicamente esclarecer los derechos de propiedad invocados por 
el demandante, sin que ello importe negar que el doctor Achá- 
val está en j>osesión del campo filatería del interdicto. Todo 
lio sin perjuicio de! dominio y posesión de las tierras fisca- 
les que el Estado ejerce permanentemente con arreglo al ar- 
ticulo 3^76 del Código Civil. 

Oídas nuevamente lis partes; solicitadas |jot ellas y pro- 
ducidas las respectivas diligencias probatorias» se agregaron los 
alegatos sobre el mérito <le las mismas, llamándose los autos 
]iara sentencia ; y 



J44 



l-'AM-OS UV. I.A CORTK SfPRKMA 



Considerando : 

i un- tra(ándi»e de tina acción posesoria íuntlatUi en dis- 
¡Mi-u-ioncs de las leyes civiles de la Nación, esto es, de Una 
causa civil entre un;i provincia y un vecino de utra, el presen- 
te caso, es indiscutiblemente de la competencia originaria de 
i sla Curie Supre ra con arreglo al articulo 101 de la Consti- 
mción, rcjíla mentado por el articulo l *, inciso i." de la ley nú- 
mero 4M. La circunstancia de que la provincia demandada ha- 
ya procedido a ajecutar los actos denunciados como la turt»a- 
cton en cumplimiento de disposiciones de leyes locales, como lo 
seria el Código Rural, no altera la norma jurisdiccional pre- 
cedentemente apuntado, desde que la competencia de los tri- 
bunales de la Nación no puede depender de las prescripciones 
legales dé carácter administrativo (pie dicten ]os estados parti- 
culares , Cor 1" tanto, dicho antecédeme sólo |>ucde ser exa- 
minad.» como uno de tantos argumentos invocados en contra 
de la procedencia de la acción entablada; 

ijw la posesión del actor sobre los inmuebles objeto del 
presente interdicto ha sido reconocida jjor el representante de 
la demandada al contestar la demanda; está, ade.nás. declara- 
da existente desde tíetilpo inmemorial en lo que respecta al 
. impn de ' Poleo r?o*0", por sentencia de esta Corte recaída en 
un inicio posesorio entre las mismas partes que actualmente 
tiligiít) (Hlllíos tomo 7'í, pi'igiua ^l)* y a mayor abundamien- 
to, se encuentra corroí turada por mimerosos antecedentes acu- 
mulados o agregados a los autos, 

< tue dicha posesión no puede ser tachada de clandestina 
por el solo luvlio de haberse negad" el actor o su mandata- 
rio a exhibir los títulos de propiedad ante el Comisario de Po- 
licía de ja Provincia, desde que. con arreglo al artículo 2,\(\\ 
leí Código Civil el poseedor no está obligado a llenar esa for- 
malidad para que sn posesión surta lodos los efectos legales, 
v (oda vez que, según resulta de estos lirismos autos, la ÓCtt- 
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pación de las tierras de que se traía, |wr él señor Aehával, era 
un hecho perfectamente conocitto en la localidad- por los cqu- 
I ratos de arrendamientos de los bosques, |ntr la explotación cíe 
los misinos y \*n el transporte de sus productos. 

tjue la posesión de Aehával revestía evidentemente, la 
condición de anual en el momento de llevarse a cabo los ac- 
tos de turbación, como lo cuniprwlnn el contrato para la ex- 
plotación de los bosques con los señores Coria y Moni, vi- 
tíentc en aquel momento, y el precedentemente celebrado coi) 
los señores Ramos y Milla. Por lo demás, ese carácter de la 
posesión no ha sido tampo.o desconoció ]x>r el representan- 
te de la demandada'. 

Que lc« actos denunciados en la demanda cotilo de turba- 
ción de la posesión, se encuentran plenamente acreditados in » 
solamente |>or la pruelia .-cumulada en los autos principales 
dé! juicio, sino también |>or las constancias de los expedientes 
administrativos que corren agregados, de todo lo cual resulta 
que el Gobierno provincial, a raíz de una denuncia de que ilos 
señores Coria y lloiti, arrendatarios de Acliával. estaban ex- 
plotando bosques existentes en terrenos fiscales, dispuso que 
jn>r conducto de la Policía se intimase a los primeros la orden 
de su S |>cnder ukIo trabajo en dichos hosques y se impidiese la 
extracción de las maderas que ya estuviesen cortadas, mtiína- 
ción y prohibición que fueron camunicadas a los interesados v 
que tuvieron ejecución en el IfectlO del embargo de partidas 
de leña que los arrendatarios nombrados transportaban con 
destino a la estación "Isca Jacú". 

Que; tales hechos ordenados y ejecutados en concepto de 
tratarse de tierras y bosques de propiedad del Kslado, es de- 
cir con el propósito inequívoco de contradecir la |x>sesíón ejer- 
cida por Aehával por medio de otros actos posesorios, consti- 
tuyen lo que la ley civil califica de turbación de la posesión 
(Código Civil artículo 2406), desde que han sido ejecutados 
contra la voluntad del poseedor del inmueble, lo lian sido cmi 
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ánimo :!¡- poseer, pites ¡él gobierno provincia! Jos ordenó a ti- 
tulé de dueño, y no han (lado [>or resultado la exclusión abso- 
luta del poseedor, aún cuando hayan reducido sensiblemente 
el ejercicio de tías facultades inherentes a su posesión i Fa- 
jín* tomo 115. página ají}) . 

<jue vlialesquierá que sean loa derecho* c¡ue la provincia 
demandada i«ieda tener sobre las tierras objeto de la acción 
j (asesoría, es evidente que no ha podido turbar ]M>r su propia 
autoridad la posesión ejercida por el actor. (Código Civil, ar- 
ticulo 2469) . Los interdictos, ha dicht» esta Corte, tienen por 
principal finalidad impedir que las personas se hagan justicia 
por si tu i smas. lo que es aplicable tanto a los particulares co- 
mo a las personas de derecho público. Si asi no fuere, las ga- 
rantías constitucionales, que constituyen otras tantas limita- 
ciones impuestas n la acción de los gobiernos, resultarían ilu- 
sorias. (Fallos tomo .página 71 y otros). 

Que las disposiciones del Código Rural fie la provincia 
demandada o de otras leyes del mismo carácter local, no pue- 
den justificar los actos de turbación o de despojo de la pose- 
«i<tn que ejerzan los particulares ni .tampoco a éstos la obliga- 
ción ele exhibir o producir ante autoridades administrativas sus 
títulos de propiedad respectivos como requisito para poder 
mantenerse en el ejercicio de dicha posesión, desde que tales 
dispostcipncji serian contrarias a jas garantías relativas a ía 
inviolabilidad dé la propiedad que consagra el artículo 17 de 
la Constitución v a la> dis]>usicioncs de los artículos 2363 y 
_'4í*j del Código Civil, que son leyes supremas de la Nación 
y del>en observarse no obstante lo que contengan las leyes o 
constituciones provinciales. 

yue los poderes de legislación que se han reservado las 
provincias, deben lógica.ncntc ejercerse dentro de su esfera cons 
titucíonal res|>cctiva. esto es, sin invadir el campo de la legis- 
lación general que corresponde a] Congreso, él cual por el ar- 
tículo 67, incist» 11 de la Constitución está facultado fiara dic 
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lar el Código Civil y por ende para legislar sobre lo* atributos 
y ilas obligaciones inherentes a ía posesión. 

Por ello, encontrándose reunido* en el caso todos los ele 
mentos indispensables para el ejercicio de la acción entablada, 
se .impara a don Ricardo Achával en la posesión de los inmue- 
bles materia del interdicto, debiendo abstenerse ef Gobierno de 
la Provincia demandada de turbarlo en dicha posesión. Con 
costas a la demandada. Notifiquese y repuesto el ¡«peí archí- 
vese, 

A. Bermejo. — Ramón Mén. 

iuíz- — M. Lutrkvcena. 



Daña J tunui González de Devoto y otros, contra la PróvÍnt*d 
de Partios A iris, sobre repetición de swtws de dinero. 

Sumario : i .* f*ara la validez de la contribución o tasa de me- 
joras t l«»cal assessment o especial assessmenO deben con- 
currir ios elementos esenciales de que la obra pública a 
que se destina, sea de beneficio local y <le que ese liencfi- 
cío no sea substancia'lmcute excedido por la contRlmción ¡ 
faltando los cuales el impuesto especial no puede soste- 
nerse ni como una contribución de mejoras, ni lampocn co- 
mo un impuesto común, que supone condiciones de igual- 
dad _v de nnttorniidarl de que aquél carece. 

2." La obra [«ra cuya construcción ha sido establecida 
la contribución creada pur la ley de la Provincia -de Bue 
nos Aires, de 30 Je diciembre de 1907. o sea. el camino 
pavimentado entre las ciudades dé La Plata y Avellaneda, 
hasta el limite con 'la Capital Federa!. 110 reviste, por su 
[jropia naturaleza, los caracteres de una mejora local o 
destinada a beneficiar especialmente nn sitio o región de 
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terminada; es una obra die evidente y casi exclusivo in- 
terés general. Además, el íthjíttesto establecido* para la 
construcción de dicha ultra, absorve mayor parte del va- 
lor de la tierra de! demandante afectada por el gravar:rcn. 
O en su caso, casi toila la renta (pie podría producir esa 
l ierra durante treinta y seis nfn>s. si el impuesto fuera pa- 
liado en CUOtas, en tanto (pie la propiedad sólo ha sido Imí- 
neíiciada por el camino con un aumento de valor rp'ie no 
excede del doce \mr ciento. Por todo 1*» cual, la contribu- 
ción cobrada en la espíele sub Htc en virtud de ta expre- 
sada lev provincial, es contraria al articulo 17 de la Cons- 
titm-ióii. 

Caso: l,o explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Burnos Aiiet, Pebrcto IS de 1HS;. 

Suprema Corte; 

Doña Juana G. de Devoto y oíros demandaron a la Pro- 
vincia de Buenos Aires \x*r devolución tic Ja suma de pesos 
ciento seis inri ciento catorce m n. y sus intereses, pápula in- 
debidamente. >.egún los actores, en concepto de impuesto es- 
pecial de afirmados de! camino público de La Plata a Ave- 
llaneda, en ejecución de una ley provincial de 30 de diciembre 

dé (#07. 

I.a provincia no contestó la demanda, no produjo pruc- 
Ki ni alegó en su defensa. 

Ka cuestión de derecho planteada en la presente deman- 
da tui difiere de la resuella ]mr esta Corte Suprema con fe- 
cha ¿2 de junio de e:i la causa seguida contra la mis:iia 
provincia de Buenos Aires por don Martín Pereyra Iraola. 
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V. K. declaró eü ella la ineonsiitudimalidad del impuesto apli- 
cado. 

Di 1 acuerdo con esta sentencia y no habiendo la prorán* 
fia demandada introducido modificado, i alguna de hecho o de 
derecho en esta litis soy de opinión que corresponde mantener 
la doctrina de V. V... haciendo lugar, por s.Us fundamentas :i 
esta demanda. 

Horacio K, Lar'reta. 



FALLO DE LA COSTE SUPREMA 

tuenai Aires. M«f o 20 de lsai 

Y Vistos: 

Kl procurador Gardeiv. mandatario <le dofta Juana González 
du Devoto, quien comparece |«»r si y sus hijos menores José 
finmo. María Teresa y María Juana Devoto, y en represen- 
tación también de doña María Rosa Devoto de Creen, deman- 
da a la provincia de Buenos Aires, por repetición de la canti- 
dad de ciento seis mil ciento catorce pesos moneda jegal que sus 
instituyerites han satisfecho, bajo protesta, en concepto fie cuo- 
tas y multas del impuesto creado por ta ley de dicha provin- 
cia de diciemhre 30 de 1907, destinada a allegar 'los recurso- 
necesarios para la aj>ertura y pavimentación de un camino en- 
tre I.a Plata y Avellaneda, 

Manifiesta que los actores son propietario.» de un inmue- 
ble situado en el Cuartel i*, de) Partido fie Avellaneda, con 
mu superficie de doscientos nueve mil doscientos 1 rumia y 
siete metros con seis deeinu'lros cuadrados, y rjue 4a ley pro- 
vincial mencionada lia gravado una parte de dicha propiedad 
con un. impuesto total de doscientos treinta y cuatro mil ocho- 
cientos sesenta y ocho pjBK» con noventa y cuatro ceniav.^. 
distribuido en tres zonas de terreno paralelas al camino, de ta'. 
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manera que las tierras «1c la primera zuna se encuentran afec- 
tadas con una contribución de cinco pesos con cuarenta y seis 
centavos por metro cuadrado; las de las segunda zona a razón 
de dos pesos con setenta y tres, y las de la tercera, a razón de 
;in j>eso con treinta iy seis. 

Funda sil acción en que el impuesto que sus poderdantes 
^ían sido obligados a pagar lia sido declarado inconstitucional 
¡Mir sentencia de esta Corte, de junio 22 de 11/23, dictada en la 

ansa i|iie siguió contra Ja misma provincia de líticnos Aires, 

\<m Martin IV rey ra lraola. 

Manifiesta tytie mis poderdantes se encuentran en análo- 
gas condiciones que el señor Martin IVrcyra lraola con rela- 
ción .ni impuesto de une se trata y que en consecuencia les asis- 
tí también el derecho dé reclamar la devolución de I» pagad.» 
indebidamente, con intereses y costas, derecho tjue solicitan les 
sea reconocido oportunamente. 

No habiendo sido evacuarlo en tiempo el traslado de la 
demanda, se dio por contestada ésta en rebeldia. Kn -eximia 
se recibió la causa y prueba y producida ia «pie se espresa en 
t-! certificado de tujas 191 y agregado e! alegato de la parte 
ictora, quedo la causa en estado de sentencia ; j 

Considerando 

ijue bis demanles han comprobado e«>n las libretas agréga- 
la- a li»- autos y con las escrituras respectivas, haber satisfe- 
cho,, baj.i protesta, diversas cuotas del impuesto establcrid" 

>.>r la ley provincia) de JO de diciembre de l'io". creadi» cOn 
el objeto de costear la apertura y pavimentación de un camino 
entre tas ciudades de La Plata y Avellaneda. Kn conjunto. Jas 

iioln* pagadas ascienden a la suma reclamada, es decir, a 
ciento seis mil ciento catorce pesos moneda nacional. 

Que en reiteradas decisiones de esta Corte se ha declara - 
i. ■ .jiie el referido impuesto nn reúne lo> requisitos esenciales 
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I üiiii la validez ile toda contribución de mejoras n hatl assess* 
iHcut. a saber, que la obra a cuyo pago esté destinada sea ante 
todo ríe beneficio bical y que el sacrificio impuesto ;i los *\m- 
ños de las propiedades afectadas no exceda substancial mente 
al benefició que obtienen por razón dé dicha obra publica, 
t Fallos tomo página 161 : y sentencia de 20 de octubre 
«leí año 1924 en la cansa Masurel Fils versus provincia de Une- 
nos Aires y oirás) . 

(¿uv. en las decisiones citadas se lia dejado claramente es- 
tablecido que la contriíxictón impuesta a unos píteos propieta- 
rios con el propósito de construir una obra dé casi exclusivo 
interés general, como es el camino de que se trata y mediante 
la cual se absorve una parte considerable del valor de las pro- 
piedades afectadas, sin conferir en cambio un twneficio equi- 
valente o aproximado, es inconciliable con la igualdad en cuan- 
to al impuesto y con la inviolabilidad de la propiedad eonsa- 
gradns ]»or los artículos lóty 17 de la Constitución. 

Que en la presente litis se lia comprobado que la propíe- 
dad de que se trata se encuentra avaluada a los fines de la con- 
tribución territorial a razón de tres pesos con setenta y un 
centavos moneda nacional el metro cuadrado i informe de to- 
jas 108 Vía.), de cuyo valor la mayor -jarte es absorvidu |>or 
la contribución -de mejoras de que se trata, pues asciende, en 
general, esto es, englobadas las tres zonas a poco menos de 
dos pesos odien ta centavos por metro Cuadrado ( iicricia de 
fojas 1K4 a fojas 188 i. Y si bien es cierto que en este últim» 
documento se hace ascender el valor actual de las tierras afec- 
tadas por la tasa a diez pesos el metro cuadrado, debe tenerse 
en cuenta para reducir a su justa medida la apreciación (>eri 
cíál, que ésta lia sido obtenida tomando coiutí base opera- 
ciones de venta de tierras solventablcs en cien y ciento vein- 
te cuotas mensuales, sin interés, esto es. por medio de facili- 
dades de pago en virtud de las cuales se obtienen precios varias 
veces superiores a los que se conseguirían vendiendo lus iu 
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muebles al contado. Por lo demás, en la misma ¡Kíricta se Iiacf 
constar que la valorización observada en tus últimos años si- 
lia debido principalmente a la pavimentación de la Avenid;- 
Pavón, a la cual dan frente los terrenos sujetos M ¡ntptiesto 
cuestionado y al tranvía eléctrico de doble vía (Jííc cofre por 
esta última calle y iptc pone en comunicación rápida dicha lo- 
calidad con Avellaneda y ron la (Zapita! de la Nación. 

Otte un liabiéndose invocado en el caso alguna circunstan- 
cia es] tocia I capaz de influir en la modificación de las conclu- 
siones alcanzadas en los mencionados fallos y concurriendo por 
fo demás todas ias condiciones ipie determinaron a esta Coru 
a pronunciarlos, corresponde dar :i este litigio una solución 
analta. 

l-'n iu mérito, reproduciendo los fundamentos invocados 
1-11 !as recordada» sentencias de esta Corte y de acuerdo con lo 
dictaminado p«>r d Señor Procurador Generalj se declara tjue 
el impuesto establecido por la ley dé la Provincia de Ilueuo- 
Aires, de 30 de diciembre de 1 ■ ** »7" es contrario a los artículos i'- 
i 17 de la Constitución y ijne en consecuencia dicha provincia 
cMá obligada a devolver a ios demandantes dentro del térmi- 
no de diez días la cantidad de ciento seis mil ciento catorce 
pesos moneda nacional con -¡1» intereses, a estilo de lo* <|iie 
cobra el Banco de la Nación desde la notificación de la de- 
inanda. Con o«m;i«. Xiniíujuese. repóngase el papel y archi- 
ve se-, 

1. /'V.TKKOA AlxOKTA. — Ka- 
MÓX MÉNDEZ. — M. I.ATKKN- 
CRN A, 
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/'<jh Luis Rcyna Almandos, ea '« demanda de iut-oustitm-iona- 
lUtad del articulo Ü0 rfr /cv fl»r.ro «fe/ Presupuesto de fu 
Provincia de Hítenos .tires. Kecurso de hecho. 

fumarlo: r." Ni» corresponde a la Curtí- Suprema, ni entra t-n 
|n> términos dul art, 14 4^ fe ''">' de jurisdicción ¡y com- 
petencia X " 48, el examen de las facultades que las leyes 
provinciales lian acordado a la Suprema Corte de la Pro- 
vincia 4e Buenos Aires, y el recurso que importa some- 
terle tal cuestión, asi como la referente a la defectuosa 
constitución del tribunal a quo, es improcedente. 

2." E*a garantía de no ser juzgado por comisiones espe- 
ciales u sacado de los jueces designados por la ley antes 
del hecho de la causa, no se refiere a los tribunales que. 
como la Suprema Corte provincial, forman parte de una 
organización judicial permanente, creada con mucha an- 
terioridad a la época de la promoción del pleito. 

Caso : Le explica el siguiente : 
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Butnoi Alt». Mayo 20 de liteS 

Autos y Vistos: • 

Considerando que según resulla ele la propia exposición 
de! apelante la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de 
Hítenos Aires al resolver una demanda sobre ¡neonstituciona- 
lidad de una ley local ha omitido pronuncia ríe sobre ta vtola- 
elótt de principios v garantías consagradas ]>or la Constituci"» 
Nacional, por considerarse sin competencia para decidir otras 
one-uinnes que aquella* r|ue se encuentran regidas por la Cons- 
tittictóíi Provincia!. 
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Que en tales condiciones el recurso traído ante esta Su- 
prcma Orne importa someterle el examen de las facultado* que 
'as leyes locales han conferido a la mencionada Corte Provin- 
cial, lo qitc tío corresponde at Tribunal ni entra en los térmi- 
nos del artículo 14 de la ley número 48, nula vez que la c<>n*- 
tituciónaJidad de las referidas leyes, no lia sido puesta en cur-- 
tióti l Fallos, tonm 123. jiáginajiS y los allí citados). 

<Jue análogas consideraciones liacen inadmisible el rvcur- 
>n extraordinario en cuanto se le funda en la defectuosa cons- 
titución del tribunal a (¡un, desde que ese punto se encuentra 
regido I>or los preceptos de la Constitución ,y de las leyes pro- 
cesales de la Provincia de Buenos Aires que no han sido im- 
pugnadas como 'incompatibles con alguna cláusula de la Cons- 
titución Nacional ; siendo de observar a mayor abundamiento, 

juc la garantía dé no ser juzgado ptir comisiones especíales o 
sacado de lo* jueces designados por la ley antes del hecho de 
la causa, rrn m> refiere a los tribunales que como la Suprema 
Corte Provincial forran jiarte de una organización judicial 
permanente, creada con mucha anterioridad a la época tic la 

promoción de este plenn. 

Kn sil mérito se declara rio haber lugar a la queja dedu- 
cida. Xniiíiquese y repuesto el papel archívese. 

J. Fh.lkroa Alcokta. — Ramón 
Mknimíz. -- M. I..\i «i:nci:n.\. 
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NOTAS 

Con fecha S tle mayo de 1925, ta Corte Suprema de confor- 
midad con leí expuesto y pedido por el Señor Procurador Gene- 
ral, no liizo lugar al recurso de revisión interpuesto por el pe- 
nado José Arraigada, en razón de no ser el caso del artícul> 
501, inciso 4." del Código de Procedimientos en lo Crimina!, 
nj del articulo 2.*' del Código Penal, invocado por el recurren- 
te, desde que. ta sentencia pronunciada por la misma con fe- 
cha 24 de noviembre de 1922, hizo aplicación de la ley penal 
que actualmente rige, por considerarla más favorable para él 
rcu . 



En la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida 
por don Miguel Moracho en autos con don Luís Gmssani, so- 
ttre desalojamiento, por resultar de los propios términos de la 
exposición del recurrente, que el juez al resolver el juicio ha- 
bía interpretado y aplicado preceptos del derecho común, lo 
• lile hacia improcedente el recurso según el art. 15 de la lev 4X 



Kn el recurso de revisión interpuesto por el procesad' 
Curios Aguilera, condenado a sufrir la pena de diez y nueve 
:mos de presidio por los delitos de rapto, violación y abuso de 
autoridad, la Corte Suprema con fecha 8 de mayo de KJ25, re- 
solvió sustituir la pena impuesta al procesado, por la de quin- 
ce años de reclusión, de conformidad con lo dispuesto por los 

artículos 21 19, inciso y y 122 del Código Penal. 

» 



Con fecha 1 1 del mismo mes la Corte Suprema declaró fon- 
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procedente Ea queja deducida por clon José Spinelli en autos 
Con los señores Si.-ti y l-Yanzetti, sobré desaíojo, en razón fie 
imc él recurrente fundamentaba su queja invocanílo como cau- 
sal el lialiersc vulnerado h libeitatí de la defensa consagrada 
¡Mir e] articulo iS de )n Constitución, y de t<> expuesto por el 
mismo y líe la docmm-ntacióu acompañada, resultaba ¡neues- 
tionabje que i*] apelante había sido oídó tanto en primera co- 
nifi en Mgtíntla instancia, oponiéndb excepciones e interponien- 
do los recursos necesarios para hacer valer >ns derechos; agre 
pandóse, además que la ínter] iret ación y aplicación dada por 
!■■<• tribunales enea raidos de las substanciación del litigio, fun- 
dada en principias de derecho cumíin. contraria a tas preten- 
siones dé! demandado, no son fundamentéis para deducir Co- 
mo consecuencia, que se hubiera violado Ja libertad de ln de- 
fensa en inicio. 



En once del :iii>nio fué eoníirntada por la Curte Supre- 
ma la sentencia pronunciada por Ja Cámara Federal de Ab- 
lación de! f 'araná, que condenó a Juan Bautista Henitez a 
-ni rtr la pena de quince años de reclusión, accesorios legales 
y costas, en vez de la de veinte años de la misma |icna que le 
fuera impuesta por el Juez Letrado del Territorio Nacional 
de Misiones, como autor del delito de homicidio per]>eirado 
en la persona de Andrés Vázquez, el ,í de noviembre de U)>*. 
en l'uerlo Cazador, jurisdicción de dicho territorio. 



Kn la misma fecha se 'leclaró improcedente la queja de- 
■ hit-ida por f don Juan A. Vázquez en autos con don Cayetano 
Líbate, sobre cobro ejecutivo de pesos, por desprenderse de ta 
propia exposición del apelante que el articulo 18 de la Constí- 
tución ni. había siijO invocado en el pleito, es decir, en condi- 
ciones que habilitaran al trilmna! de ultima instancia a pronun- 
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ciarse sobre ella, como lo dispone el articulo 14 de la ley nú- 
mero 48, sinó al interponer el recurso para ante fa Corte Su- 
prema. 



En la misma fecha no se hizo lugar a ta queja deducida 
jwr don Manuel J. Cordi viola y otros, en autos con don Al- 
licrto Fernández Poblét. sobre cobro de peso.*, por resultar de 
la propia exposición del recurrente, que el caso había sido juz- 
gado y resuelto en las dos instancias de la ley, por aplicación 
de disposiciones de derecho civil y procesal, esto es, de dere- 
cho común, las que no autorizan la interposición del recurso 
extraordinario de acuerdo con lo que establece el articulo 15 
de (a ley número 48, y la reiterada jurisprudencia del tribunal. 



Kn quince del mismo 110 se hizo Jugar a la queja deducida 
por don Gregorio Domielou sky en autos con M. Arias y Cia.. 
tu razón de no haberse llenado ios requisitos exigido* en la pri- 
mera |iarte del articulo 15 de la ley número 48. 



Kn ta misma fecha ra» se hizo lugar a la queja deducida 
por el capitán del vapor "llrena" en autos con Wilson Sons 
Ltda.. sobre cobro ejecutivo de pesos, en razón de que el caso 
materia de] pleito, había sido resuello por interpretación y apli- 
cación de determinados artículos del Código de Comercio, es- 
to es. de disposiciones de derecho común, ajenas a las que pue- 
den determinar la procedencia fiel recurso extraordinario, se- 
gún lo prescribe el artículo 15 de la ley número 48 y la rei- 
terada jurisprudencia del trilmnal. 
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Con ¡celia diez y odio la Curte Suprema, átenlo le» Rréeéj^r 
tuadu cu el art. 101 de la Con.sittueión y lo resuello en reite- 
rados caso* análogos, declaró no corresponder a la jurisdic- 
ción originaria de la misa a, la demanda hiten «testa por don 
Migue] A. GalliteÚi contra don .luán Giurdano. sobre reivin- 
dicación, por no aparecer que la Provincia de Sania Fe fuera 
paite demandante o demandada» aún cuando pudiera tener in- 
terés eti e! resultado del pleito. 



Con fecha veinte se declaró mal concedido ¡w.r ln Cántara 
Prin era de Ablaciones en lo Civil de la Capital, el recurso de 
apelación interpue>t<i por el Presidente de la Caja Nacional 
de Jubilaciones y Pensiones Civiles en la causa seguida por 
don Angel Palé contra José y Juan 11. Cajiano, sobre daño« y 
perjuicios, en razón de cpie según lo ha declarado el tribuna! 
en reiterados casos, el recorso de iuaplieahüidad de ley o 
doctrina legal, autbnEadO por el artículo 2N1 y los subsiguien- 
tes del Titulo VI del Código de Procedimientos de ta Capital, 
no está comprendido entre los i|ue proceden para ante la 
Corte Suprema, pues se refiere exclusivamente a la Corle de 
Justicia de la Provincia de Unenos Aires. 



Ivn la misnui fecha la Corte Suprema de acuerdo con lo 
expuesto ]ior el señor Procurador CVcueral no hizo lugar al re- 
curso extraordinario de ablación interpuesto por Antonio Isi- 
dro Oyarzábal, en la causa seguida en su contra por infracción 
a la ley número Hi_m>. y concedido por la Cámara Federal de 
Córdoba, en razón de que en el caso no se había invocado nin- 
gún derecho fundado en d¡s|>osicioties concretas de la expre- 
sada ley, que hubiera sido desconocido por la sentencia ma- 
teria de la apelación, habiéndose limitad" dicho fallo a esta- 
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hlecer el alcance de las disposiciones de Jos artículos 4." y 26 
del Código Penal, cuya aplicación o interpretación no puede 
dar lugar al «icncionado recurso para ante el Tribunal, con 
arreglo a lo dispuesto por el artículo 15 de la ley número 48. 



Con Fecha veintisiete m> se hizo lugar a la queja deduci- 
da |)or don Manuel J. Méndez en autos con don Juan Etcha- 
par. sobre desalojamiento, por no aparecer que se hubiese plan- 
teado en el pleito, o sea nm anterioridad a la sentencia de úl- 
tima instancia dentro de la jurisdicción local alguna de las cues- 
tiones federales que puedan autorizar el recurso extraordina- 
rio i>ara ante la Corte Suprema con arreglo al artículo 14 de 
fa ley 48. 



Kn veintinueve del mismo se declaró improcedente la que- 
|a deducida i«ir doña Paustina Pinto, en los autos seguidos re- 
clamando para sí el usufructo de los bienes de sus hijos na- 
turales, por resultar de la propia exposición del recurrente que 
la sentencia materia d* la queja se había limitado a interpre- 
tar y aplicar disposiciones del Código Civil n* de la ley nacio- 
nay sobre patronato de menores, número 10.903, es decir, pre- 
ceptos del derecho común extraños al recurso extraordinario 
con arreglo al artículo 15 de la ley 4K: a lo que se agregaba, 
que si bien se había alegado que dicha sentencia vulneraba el 
derecho de propiedad consagrado por el articulo 17 de la Cons- 
titución, no aparecía, sin embargo, () ue 4a decisión del litigio de- 
nendicra de la inteligencia que se atribuía a la recordada cláu- 
MÜa fundamental. 



En la causa criminal seguida contra Manuel Mallo por el 
delito de homicidio |>erpclrado en la persona de su primo her- 



seo 
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mano Florentino Mallo, el 5 de octubre de 1923. en el pueblo 
Alpachtrí, jurisdicción de la l'ampa Central, el Juez Letrado 
del expresado territorio (06 la caítsé en definitiva eondenan- 
do al procesado a sufrir Iíi pena de (¡niñee anos de reclusión, 
fallo que fué confirmado por sus fundamentos por la Cámara 
Federal de Apelación de i .a Plata. Ajielada dicha resolución, 
la Corte Suprema. pOíl fecha 29 de mayo de 1925, en atención 
a qüe el fwéhb 9e encontraba regido por la <lisi>osición del ar- 
tículo 79 del Código Penal vigente, (iue impone pena de ocho 
a veinticinco años de reclusión o prisión ;d que matare a otro, 
siempre que la ley no establezca otra i*na |«tra el caso esi>c- 
ciali deher n imputarse a favor del reo la circunstancia de ha- 
ber sido provocado y agredido por la victima y de acuerdo 
eoit !<• esiaWecid.. en el articulo 41 del citado Código, reformó 
la sentencia apelada, imponiendo al procesada ta de doce años 
de reclusión, con los efectos determinados en el articulo 12 y 
las costas del juicio. 



Don Jiitín 0arr¡5O contra Don Uwfre Mamjhisi. ¿obre itíí'Íh- 
dicacián. 

Sumario: La disposición del articulo 54 de la ley 50 se refie- 
re al caso de una contienda de competencia negativa; por 
lo que es improcedente el recurso de ablación, cuando no 
aparece que se haya tr -hado dicha contienda, como ocu- 
rre en el sitb lite. 

Caso: Lo explican las siguientes piezas: 
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DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buco» Aira, Miyo i 4c IMS 

Suprema Corle: 

Don Juan Cirrizi . en representación de doña Lorenza 
Carrizo, demandó ante el Juez de Ja. [nslancía de la ciudad 
de La Ríoja, a don Onofre M;miítte-i pnr reivindicación. 

Este, >ht contestar la demanda, alegó ta ¡jj co u ipetencui de 
jurisdicción amparándose al fuero federal atento *u condición 
de extranjero. 

Así Jo lia resuelto d juez de la tau*a desprendiéndose dd co- 
nocimienio de la misma y disponiendo -u remisión al Juzgado 
federal. 

Contra esta resolución Manghesi ha interpuesto :«nr.'- 
de ajjelación <K reciamente para ante esta Corte, el que le ha 
sido concedido ¡hit el Juez. 

Ks maiiif testamente improcedente la iitfcrposicicn de di- 
rilo recurso. 

Aparte de que V. K. no es trümnai de segunda instan- 
cia j>ara revisar en grado de apelación las sentencias que dic- 
ten los jueces de primera instancia, la resolución apelada e* 
favorable a la procedencia del fuero federa i. 3» que 3a hace 
irreviíalde por la vía del recurso extraordinaria que acuerda 
el ariiculu 14 de la lev 4H, máxi m oa tratándose en e-te ca- 
so de una cuestión de connijct encía de ia- previstas j>or el ar- 
ticulo 45 y siguiente* de la ley número 50. soJjrc procedimien- 
tos federales. 

Opino, j*r tanto, que Ja apelación ha sido mal concedida 
i-ara ante esla Corte. 

Horacio R, Larreia. 

4 
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Buenoi Alrci. Junio 1* de 

Amos y Vistos. Considerando: 

yue.emablada por iton Juan F. Carrizo contra don Onofre 
Mnnghesi. ante el Juez en lo Civfl de la Ciudad de La Rioja. 
la demanda de reivindicación de «JHje instruyen estos autos, y 
aceptada por dicho tribunal la incompetencia de jurisdicción 
jw>r declinatoria «.¡mesta por el demandado en mérito de que 
Siendo el extranjero y el actor argentino le compete el fuero 
Cederá] i*<r ra*ón de la distinta nacional, se ha concedido para 
.une esta Corte la apelación que fundatla en el articulo 54 de 
la iay número 50. se interpuso contra el auto de fojas 17 que 
declara pn védente la excepción de incompetencia de jurisdic- 
ción referid.!. 

Que di- e*tu> autos se deduce desde luego la improceden- 
cia de la apelación concedida, pues la disposición legal en que 
>e lia fundado dicho recurso se refiere al caso de una contien- 
da de competencia negativa que no aparece trabada en el strt> 
fuékf, iod:i vez que el Juez Federal, considerado competente 
j«»r el excepcionantC; no ha intervenido en el pleito, y no ha 
jmdidn en consecuencia rehusarse a admitir la demanda por 
juzgare incof.rtpcteñte, única circunstancia que determinaría la 
procedencia de la apelación a objeto de que esta Corte diri- 
miera la contienda jurisdiccional, en ejercicio de la atribución 
que te confiere el articulo & inciso ht de la ley 4055. 

l*"r ello v los fundamentos pertinentes del dictamen del 
señor Procuradbr General, se <leclara no haber lugar al re- 
curso. Xotifiqiiese y repuesto el papel devuélvase al tribu- 
nal «le procedencia. 

I. Fhu-eroa Alcorta. — Ramón 

MÍNOEZ. — koBKRTo ttEPETTO. — 
-- Mi Í.Al til-NCKN V 
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./. Ver ll'hcn v Citi. pn autos con Don Juan ['. .ine. sobre ter- 
epría de dominio. Recurso de hecho. 

Sumario: f.° l*as cuestiones de derecho común w las resolu- 
ciones fundadas en disposiciones de los Códigos Civil y 
de Procedimientos^ sim ajenas al recurso extraordinario 
del articulo 14, ley 4S. fío bastando para I ' procedencia del 
misino l;i simple invocación de cláusulas constitucionales, 
si im media una relación directa mure las cláusulas que se 
ilicen tlescniutciilas y las cuestiones planteadas en la cansa. 

¿r La clausula del articuló 14 dé la Constitución sobre 
libertad del trabajo, se refiere a la libertad de trabajar y 
ejercer industrias o profesiones sin otras limitaciones qué 
¡las que fijan las leyes tjue reglamentan -ai ejercicio, y no, 
al embargo de bienes qtic puedan ser instrumentos de tra- 
bajo, según los califica el allante. 

3." La resolución judicial qué ordena el e.nltargo de bie- 
nes no reviste el carácter de sentencia definitiva indispen- 
sable jiara la procedencia del recurso extraordinario del 
articulo 14 de la ley 48. 

Caso ; Lo explica el siguiente : 



FALLO DE LA CORTE SUPkEMA 

Buenos Alt». Junio 3 dt ! >.■: • 

Vistos en el Acuerdo: Y Considerando; 

Que de la propia exposición del recurrente resulta que el 
litigio ha versado sobre cuestiones de derecho común, y las re- 
soluciones recaídas han sido interpretando y aplicando dispo- 
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íocíoih-s ¡le '<■•* Códigos Civil y de Procedimientos, todo ello 
ajeno al reejtrso extraordinario, conforme a 1'* dispuesto por el 
articulo 15. en -» segunda paité* de la ley 4*5 y 1° resuelto rei- 
teradamente por esta forte. 

(*>iW ni- basta; la -imple invocación de clausulas consti- 
tucionales para hacer procedente rl recurso, si como ocurre en 
t i presente casa, no medía tina relación directa sobre las cláw- 
-;ila- <|iit- -c dicen desconocida- y la- cnestiones planteadas en 
la causa. 

uik. según -r deprende de la présente queja, en ta e>- 
p-.vtc ..'!■'■ ':f,\ 'a Muiaei.i-i <U\ principio eon-agradu |nr ia Cons- 
titución, i-n su articulo 14. de traljajar y ejercer unía indiis- 
tria licita, sr hace consistir en que le han sidtí embargados bis- 
trunientos de trabajo, ],> nue no ha sido el e^piritu de los cons- 
tituyen tes., pinto la dáUsÚla fundamenta! invocada >e refiere 
a la libertad de trabajar y ejercer industrias o profesiones sin 
•:ra^ limitaciones que la- que fijan ¡as leyes que reglamentan 
su ejercicio, y rio, ni embargo de bienes que pueden ser in>- 
trumentos de trabajo, según los cáasifica el apelante. 

«Juv. en I" reíereute al artículo 17 cuya violación también 
Fe alega, resulta de la misma exposición del apelante de hecho* 
• trie m,* trata de bienes que han sido embargados en juicio, me- 
diando una resolución judicial a ta! efecto, los? que serán su- 
bastados •> no. según resulte del tramiie. de tál suerte, que la 
decisión de que se recurre no reviste e! carácter de definitiva 
indispensable para la procedencia del recurso extraordinario 
autorizado. 

h r ello se declara improcedente la queja. Xotifíquese y 
archívese, reponiéndote el papel. 

A. Bermejo — J. Figueroa Al- 
corta — Roberto Repetto — 

M, La1'Mi:\C!'N A. 
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Doiiá l-strfti Mendichi de Ganduifo contra Don Guillermo To- 
mmetsi. por cobro de alquileres. Excepción de incompe- 
tencia. 

Sumario: i. l.a denegatoria del tuero federal imjxirta el des- 
conocimiento del derecho fundado en el incisa 2.* del ar- 
tículo j." de la ley 48. por lo que procede el recurso ex- 
traordinario autorizado por el articulo 14 de la misma 
lev contra una resolución denegatoria de dicho tuero. 

2." La clausula establecida en xm contrato de arrenda- 
miento según la cual "las dificultades a que diera origen 
este contrato serán resueltas en esta Capital Federal, co- 
rrespondiendo por lo tanto a sus tribunales intervenir en 
caso que fuera necesario", interpretada por la> misma > 
partes cu tm jttick» anterior, admitiendo para este, sin ob- 
servación, la competencia de la justicia loeal, importa pa- 
ra el recurrente renuncia íor.nal del fuero federal esta- 
blecido en su favor por los artículos 100 y 101 de la Cons- 
titución y artículo ¡»* inciso j." de la ley 4S. renuncia que 
ha podido estipularse válidamente. 

Caso : Lo explican las siguiente? pieza? : 



SENTENCIA DEL SEÑOR JUEZ EX 1,0 CIVIL 

Bueno* Aires, Junio 25 dt \&U 

Y Vistos : 

Los átttos "Mendieta de Gandul ín. Esteta, contra Toma- 
si. Guillermo, cobro de alquileres; 



V Considerando; 
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I. Oue a fs. ii, citado tte remato el deudor, opuso la ex- 
cepción de incinnpetcncia de jurisdicción fundado en su ca- 
rácter de extranjero y en el de argentina dé la actora. Corrido 
traslado :i fs. ta y j.v sé evacúa a fs, 14, reconociendo la dis- 
tinta nacionalidad de las partes, pero observando que por el 
contrato de arrendamiento celebrado y en cuya virtud se per- 
digue ta ejecución del periodo de arrendamiento adeudado, se 
estableció por la cláusula quinta íj|Ué las diferencias que sintie- 
ran se ventilarían cu ,sht Capital. correspondiendo, por lo tan- 
to ,t sus trihiiitalcs ¡nttnviiir fililí t/tte fuese necesario ( fojas 
iq rta« 1 . 

II. tjue abierta ta causa a pTítcba y cumplida la propues- 
ta ¡Mir las partes, toca decidir sobre la cuestión planteada. Kn- 
ticnitu. de .-cuerdo con lo dictaminado jior el señor Agente Fis- 
cal a fs. ,V> vta., que los tribunales competentes para decidir 
1 11 el pleito, son los elegidos |>or la demandante. IX* los térmi- 
nos empleados m el contrato se desprende que 110 ha estado 
en la intención de las partes el establecer la jurisdicción fede- 
ral que pudiera asistirle al demandado ¡mr mi condición de ex- 
tranjem. dejando de lado la distinta vecindad. Serían otra* 
palabra* consignadas de asistirle razón a Totnmasi, sobre todn 
-■i se recuerda que h>s tribunales federales no tienen carácter de 
locales \ jue se fes designa sie.r.pre expresamente. Además es 
ilegitimo que de haberse reservado et demandado un derecho 
pers-nuil. no se indicara ast al celebrarse el contrato. Ui deno- 
minación usada os la corriente y significa la prórroga de juris- 
dicción > no la determinación de) fuero. 

III. ijue es inexacto a lá interpretación que so pretende 
a la lev ."JS. ap. 4,* del art. 12. Ntnuerosos fallos de la Supre- 
ma Corte Nacional establecen la doctrina de que es renuncia- 
ble expresa ■ > tácitamente la jurisdicción federal, cuando no 
existe jurisdicción exclusiva. En el suf< jtidice se ensaya un 
razonamiento verbal con el objeto 'le introducir, mas que nná 
iefensa eficaz, una prolongación del pleito. 
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Por estos fundamentos. los expresados en el juicio "Alen- 
dieta de Gandul fo lístela v. Tommassi Guillermo, desalojo", 
que fallo en esta misma fecha, lo aconsejado por el señor Agen- 
te Fiscal, resuelvo rechazar con costas, la excepción opuesta, 
regulando a sus efectos los honorarios del doctor Víctor M. 
Xognés en doscientos psoa nacionales y los del señor Jorge 
Gandul fo en cincuenta pesos de igual moneda. Cupiese, rep. 
la foja. 

Af de l'rtlia y Miim. 

Ante mí : A. Persianl 



SENTENCIA W M CÁMARA C1VJI. DE APEl-AClONES 

Buenos Alrci, Febrero 17 de Iú25 

Y Vistos: 

IVr sus funda-rentos, no desvirtuados en el precedente 
memorial y por los contenidos en el precedente dictamen del se- 
ñor Fiscal de Cámara, se confirma la resolución ajwlada de fo- 
jas 42. Dev„ rep. los sellos. — hiárec CcUnmt. — Pera. — Ca- 
saba}, — Ante mí: Jonjc FUjttcroa Atéúrta. 



DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenot Aires. Huyo ¿7 de [«Kl 

Suprema O irte: 

Doña lístela Mcitdicta de Gandul lo demandó a don Gui- 
llermo Tomtnasi p»r cobro de alquileres y ¡n>r desalojo ante el 
Juzgado de i.* Instancia en lo Civil de la Capital de la Nación. 

En anihus juicios el demandado opuso la excepción de in- 
cotttpeienciá de jurisdicción amparándose al fuero federal el 
que le fué denegado asi cuino el recurso de apelación que in- 
terpuso para V. K. fundado en el art. 14 de la ley 48. 
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Kt jlticii! sobre desalojo fué elevado a re-olüción de esta 
Corte Suprema »> irésftiflfo por \*. I*. el jo de abril del ano 
i n curso¿ confirmando la sentencia dictada que desestimaba la 
f xcopctóti opuesta. 

Como en la presenta causa sobre (Spbrp de alqutterej» se re- 
pite la misma disensión > H demandado. a<l absolver posicio- 
nes f fojas primera y ^uda tuición >. reconoce los mis- 
mos hechos acreditados CU el referido juicio sobre desalojo que 
sirvieron de base a la resolución de V. K. doy por reprodu- 
cido iranseribii'ndoln. el dictamen »|tte emitiera en aquella cau- 
sa por .le estricta aplicaci ■ «n al caso de autos. 

"Ante el Juzgado de t.' Instancia en lo Civil de ta Capi- 
" tal de la Nación, doña Estela M indicia de Gandulfo deman- 
• l,. ¡H»r desalojo a don Guillermo Tonunasi. 

" liste, opuso, al contestar la demanda, la excepción de iu- 
" comjK'tcncia de jurisdicción a;n parándose al tuero f edcral en 
" rizón de la distinta nacionalidad de b*s litigantes, 

"1.a defensa fué desestimada por el Juez ¡tor razón de de- 
" recho y, i«t <us fundamento-, la Cámara Secunda tic Apc- 
¡aciones en 1" Civil confirmó !a sentencia del inferior. 

" Deducido por Tommasi el recurso extraordinario de ape- 
" íación para ante \ . K. fué denegado i>or la Cámara, I,o que 
" motivó t-l préseme recurso de hecho entablado ante esta Cor- 
' té Suprema , 

,f (3ohsidérti mal denegada la apelación, 

"Kl presente caso se encuentra comprendido entre tos erm- 
" merados por el art. 14 tic la ley número 4S sobre jurisdje- 
••■■II y competencia de los tribunalo nacionales, 

"La denegación del tuero federal importa el desconocí - 
" mit-uto de un derecho fundado en una ley especial, invocada 
"oportunamente \ que ba sido materia del litigio, 

"Hit cuanto al fondo del asunto, encuentro ajustad i , ,le- 
" recllO la sentencia recurrida. 
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"Uu. parte* hahiau convenido en el contrato testimonia- 
"(lo a ts. J4 míe las dificultades a qtí* difiSC lugar el contra - 
" toj .serian resultas por Jos tribunales de la Capital Federal, 

"Se discute si esos tribunales sun los federales o los !•>- 
*' calis. 

"Cualquier duda que al resjK'cto pueda haher referente a 
" la interpretación de esa cláusula contractual, "las partes, coil 
" su actitud posterior al otorgamiento del contrato, se han en- 
" cargado de disiparla. 

"V es sabido (|tte son justamente los hechos posteriores 
"de los contratantes los tpie mejor ("ijan la interpretación de 
"su voluntad al contratar. 

"En efecto: consta de autos (posición r.\ ís. que el 
"contrato cuya ejecución se pide en este juicio fué anterior - 
" mente discutido por las partes ante el Juez Civil de la Ca- 
" pital. di>ctor Colomlnv-, llegándose en dicho trámite a una 
" transacción . 

"Ello ¡nv|Mtita una prorroga expresa de la jurisdicción or- 
" diñaría ¡ara conocer en las causas concernientes al etnnplí- 
" miento del contrato. 

" lisie ha sirio nuevamente presentado a juicio en la pre- 
sente acción análoga a aquélla y de la que es. en definitiva, 
™ una consecuencia. 

"La jurisdicción pues de los tribunales ordinarios de la 
" Capital lia quedado fijada ¡>or las partes al concurrir ante los 
■mismos y controvertir ante ellos sus respectivos derechos. 

"S"v de opinión, por tanto, que el conocimiento de la prc- 
" senté causa no corresponde a la jurisdicción de los tribuna- 
" les federales y pido se confirme la sentencia apelada en cuan- 
"to ha podido ser materia del recurso". 

Y, K, como he dicho, asi lo resolvió ]*>r lo que en esta 
causa reproduzco mi pedido. 

Horaria R. Larreia. 
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FALLO LH- [.A CORTE SUPREMA 

Bueno» Airts, Junio a de IUÜS 
ÁutDS y VistO^, Considerando; 

<Juc cíjmn se observa en dictamen tfc fojas 5 del Recurso 
de hecho, en esta causa |»or cobro de alquileres- se repite la dis- 
cusión, con idénticos antecedentes y fundamentos, que se pro 
• I ce j <. > entre las mismas [.aru-s en e) jtlícip por desdojo en el 
que esla Corte resolvió con techa jo do altril del año en cur 
-1» la apelación extraordinaria relativa a la exención de iu 
Lfiniivtencia opuesta |hm ol dcmattdítdo en aquel luido y qile 
se reproduce en el presente. 

Que en tales condiciones, y atenía la completa analogía de 
ambos juicios procede, y asi se resuelve, ta aplicación a ésfé tto 
las consideraciones y fundamenta ,jue determinaron la de- 
cisión recaída en aquél y en la que so estableció: Une la dene- 
gación del fuero federal importa ol desoí •noeiinieiiln del de- 
reello fundad.» en el ¡ÓCÍso j.\ articulo 3.? de la ley na.-iouai 
de 14 de setiembre de \&>¿, invocado pur ej recurrente en el 
pleito, y por consiguiente, la procedencia d! recurso eSítraor- 
dinarío nu es dudosa, confirme a lo dispuesto |ior el articulo 
14 do la ley niñ ero |S y a lo reiteradamente fesiwíto! y asi 
cumple declararlo. 

Que en ciianio al lotido de! IHigie tos partes al celebrar 
el Contrato de arrendamiento testimoniado gil aUtOS (fojas i't '- 
convinieron: que las dificultado- a .pte diera origen esto con- 
trato de cualquier clase ipte >ean. «otan resueltas en esta Ca- 
pital Í-Vderat, correspondiendo por lo 'tsirito a mis tribunales 

intervenir, caso que fuese necesario". 

Que -i liíen los tribunales de la Capital í-ederd a que lia- 
ce referencia la antedicha cláusula, sanio pueden ser los do la 
justicia local organizada por la lej de ti de noviembre de [SS<5, 
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Como los federales comprendidos en la misma, la <Unla que cu 
el caíí» pudiera existir sobre el particular debe ser resuelta con 
auxilio de la interpretación que las mismas partes le han de- 
signado en mi juicio anterior dentro del cual fué admitida sin 
observación la competencia de la justicia (ocal, 

(Jue el sentido de ta! cláusula, asi interpretada, importa 
para el íccurrente renuncia forma] del fuero federal estableci- 
do en su favor por los artículos joo y 101 de la Constitución 
y articulo 2?, inciso 2." de la ley número 4S, renuncia que ba 
podido estipularse vál idamente. ( Fallos tomo 1 t 5, página ji : 
lomo óo, página *io j . 

Por estos fundamentos y de acuerdo con lo dictaminado 
¡«)r el Señor Procurador General, se confirma la sentencia ape- 
lada de fojas 56. Xotifiqucse y repuesto el papel, archívese, 
devolviéndose los autos venidos por vía de informe, con trans- 
cripCtón de la presente. 

A. Bermejo — J. FtcuEROA Al- 
corta. — Roberto Repetto 

- M. Lal-hkxckna. 



Señores St>i¿a y PaMorfhOi apelando de una resolución tic la 
Caja de Pfetdstón Sochi. 

Sumario: i." I,a cuestión de haberse declarado competente pa- 
ra entender en una apelación deducida contra la resolu- 
ción del Presidente cíe las Cajas de Previsión Social en 
que se impone una multa por infracción a las disposictn- 
nes de la ley n. 280, un Jue?. Federal que no se halla in- 
vestid" 1 de la jurisdicción criminal, no es susceptible de 
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-«■r somctidá ;l conocimiento dé la Corte Suprema jM>r vía 
del recurso autorizado por el articulo 14 dé ln ley 48. < Nu 
hay desconocimiento «le ninjíúri derecho, privilegio o ex- 
cepción fundado «*n la Constitución ó leyes Eéderálesi : 
siéndolo* -i. ta de haber resuelto el mismo funcionario ju- 
dicial que el Presidente de las Caja* creadas |>or la expre- 
sada ley. carece di' facultades para imponer las mullas eme 
Ésta establece en sus aniailus i m \ «1 j;, contrariamente a 
ln ijtu' se dispone en tós decretos «tel Poder Kjccutivo de 
marzo aS y junio ,í «le io-'4. t Se cuestionó !a validez de 
decretos de! Poder Ejecutivo eonm repugnantes» al ar- 
ticulo 86. inciso 3." de la Constitución, siendo contraria a 
su validez la decisión final 1 

" 1.a lev 1 1 ._'fv 1 a di tertulia de las ( irdenaiuas de Adua- 
na, dé ta de Impuestos Enteraos, número 37*14, de -la de 
Marca*, de Fábrica, número ,ío75 y otras leyes naciona- 
les tjttc sólo autorizan al particular para ocurrir a la Jus- 
ticia Naei'Hial, promoviendo un juicio contencioso para lia- 
cer cesar l<»s efectos de proéediimentos y resoluciones 
adoptadas ¡>or la autoridad administrativa, acuerda el de- 
recho de apelar de la resoltición «leí directorio de las Ca- 
jas para ante tletemiinatlo funcionario judicial, en el ca- 
so, el juex federal, constituyendo, el procedímiciiiu ante 
esté, una mera instancia, que |Hir ser «le alzada, pone fin 
u t:i cuestión; p"i* lo (pie, el fallo recurrido reviste los ca- 
racteres de definitivo í'ues del recurso e.%lr:iordi 
na rio. 

3* La jurisdicción ■le (¡ue la ley lt.289 lia investido al 
Directorio de las Caja- ile Previsión Social, al facultar- 
le ¡-ara imponer pena* ¡*vunuria- a los mfrafetOfKS de 
su- disposiciones, no puede emanar siiió dé una decisión 
del legislador, articulo r8 de la Constitución; por h, Q |ue. 
el Poder Ejecutivo no ha podiclo acordar la jurisdicción 
esencialmente rctpterida para imponer las multas de «pie 
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se traía, tu' transferirlas a personas distintas de las de- 
signadas pur 3a lev, sin ultrapasar el poder tic reglamen- 
tación acordado en el artículo Sti. inciso ¿' de la (Vh- 
tit lición, 

i ase, : Lo exp!".can las piezas siguientes: 

SEN TEN CÍA DI& SEÑOR JUEZ FEDKKAl, 

* 

Buenos Aires. Diciembre W de Ifr.M 

Autos y Vistos: 

l'ara resolver sobre la ablación deducida por Sbiza y 
l'astoriim contra la resolución del presidente (fe las Caja.-. de 
Previsión Social que les eispone una multa por infracción a las 
dis]MisicintH's <lc la ley ti.jSf ( resulta: 

t* Que en 8 de noviembre de se presentaron ]nir si 

los recurrentes fundándose en el art. 25 de la ley de referen- 
cia y exponiendo: (Juc si bit-n la resolución de que recttrrcn 
ha sido dictada ¡*>r el funcionario designado por decreto del 
1*. K. y 110 por e! Directorio creado por la ley 11.1 por ello di>- 
aparece el recurso establecido ¡n>r ésta cu su art. t$, L*n;i 
inulta de la magnitud de la impuesta im puede serU> sin -llenar 
ciertas formalidades naturales en cada caso, conio ser la com- 
probación de las mensualidades debidas, la suma <|iie represen- 
tan los aportes emitidos, el número de empleados y. sobre to- 
do sin dictar en cada caso una resolución en forma en un ex- 
¡•ediente o libro de actas. De acuerdo con el art. u de la ley, 
las mullas deben aplicarse "después de la intimación del Di- 
rectorio", de lo que resulta que 110 pueden confundirse la inul- 
ta y la intimación. Las multas, conforme al art. 25 deben ser 
impuestas por el Directorio sin que el l 1 . E , bagre podido con- 
ferirle las facultades de ésta al presidente actual, pues ni el 
mismo Presidente de la Nación puede ejercer funciones ju- 
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dtciales (artículo 95 dé !a C<»n>tituciún). siendo también de re- 
rentar que nifiKiin habitante puede ser condenado sin juicio 
previo "i condenado p«>r t»nriá©nés especiales ni sacadi> «le los 
jueces designados por la ley antes del hecho de la causa 'art. 
[$). Por 1" denlas y aun suponiendo que el presidente de las 
Cajas tuviera la facilitad que sé atribuye, habita cesado en sus 
Funciones el 30 de septiembre, pues el Senado no le prestó 
acuerdo o|M>rtuna¡mente <;irí. ó, inciso fie la Conjunción) . 
bos obren .> de lo* recurrentes se oponen a que se les dcscuen- 
teti mis aportes v resultaría violaiono del {'recepto constitu- 
cional recibir un castigo por actos ajeno.-.. I,os apone- 
r respondientes a 1<<s recurrentes son incon.-titueíutiales. pue- 
de acuerdo cim los arts. 14 > 17 de la Constitución tienen de- 
recho de tiÑir v disponer de -u propiedad que no puede ser- 
ie- arrebatada sitio por sentencia fundada en ley, Por todo e> 
:■> la mulla implicóla del»e «er revirada >• anulada". 

j ' l Hie habiéndose declarado competente el Miseripttu de 
acuerdo con el Ministerio Fiscal en mérito de lo prescripto j>or 
el art. 2> inciso 1.* de la lev \'.o 4K. se sOKcfearon del presi- 
dente de las Tajas de Previ >ión Social las actuaciones origina- 
Ies relacionadas con la infracción atribuida 9 ÍOS recurrentes, 
las cuales cowén de fs. 6 a fe. 10, 

Y Considerando: 

1 ' Mué <d pedido de revocación o nulidad de la inulta 
funda en que ella ría sido impuesta por el presidente de las 
Cajas de Previsión Sucia!, autorizado por decreto del J\ l*. . 
■y no j*ir el Directorio que. de acuerdo con Ta ley 11.289-delie 
< vi-tir. 

Aducen además ln- recurrentes que han sido castigados 
sin forma de juicio, violando de esta manera disposiciones e\- 
presas de la Constitución, jjor cuanto ni el Presidente de 1 

Nación i»nede ejercer frme.one-. judiciales, en cuyii cas- es 
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inadrni«ihk <jik- Jtava \*Av\>, ttmitñr *w.>,nr*:v'm ye /k-r%- 
to, j/ara hacerlo. 

íjut debe, ame vAf,. «kjar«r otahk*vi/, « haUa ffc- 
gado no a \<»> «ecurrení*» la oj^unídad de u«ar d recar*» 
de apelación que confiere ej ar;, 25 ík b b 11 ¿fr/, I** face* 
<< momento* distingue tdkft d ¡«rtieyJar 3a k; 'na r.. 
en efecto. 3 a ajílicadón de la multa y </tra tí c#Am de U 
ma. Kn d primer cam e* d JJírectorio el 'ju« actúa * hj* 
reso-lucíone*, an. pueden srr a¡*rbda* axüe d Jnez F«*'kr*t. 
J<«^ uti cuando * ntfkzxÜ/n dr Ja multa ha fieda'E** firme p»r 
haber fído confirmada jndiríalnirnte, pr<*re*k la iniciación «k 
la vu ejecutiva para hacer efectivo tí cof/ro «Je »fUttfa. Tai 
a la <jue indkcniibkmenir nenjlia «k U er/*y*nh d* la Trv . 
ftfe» toen, en e! .tu/' ;W«tr la iwuha ha ^S*/ >a ¡mpuetza a ¡o* 
recurrente*, wegún *r «k>pr#-»«k de la <7^mníca*ión agre^Li 
a 1 ; de m-do »¿ue }«, llegad j^ara di»** d .nomene/» rk n**- 
del recurw> que !e* confiere d art. ¿5 de la fe-/- 

3 {|»e entran*!'» aWa a] í'/ndo de la ríe*ít¿n píarr--*- 
da, esto e b al examen <k la ^iímvAsA <\r :** íacnte ^ r.,n 
<rue íta procedido d pnriátme de la» Caja* «fe f'reví*«ó* ¡tocíaí 
al im^rw-r L¡, rmilta de <ft*r recurre, dd* frezar eí mí* 
cripto pr,r ttSUMCffftír la» dMfKMVmr* pertroeme* de ta lev 
li.sfrj "J.a adrmairtración de la* Caja* imfíítuda* pr>r etfa 
ley. — dice el art. J4, — *«iará a carj^ 'k wn IXrtttcró . " 
Ciando " ! a*i J 2 e*f\¡>a -> '.•/» *r-. ***,re , . ; r- 

<<«'j< n de «kj^Miar tu«- a^yriír», dvr*- ^ a/jtir';a* v 
rán "d«*^/u<"». d« ía nnítmt>'i$ dd t^íW^/fy*** "Kí f>treí- 
t'.ri'» iríidrá jjtns'WJ'ia. — dkr d ar" sstí - jara í*rf/fív.v*r, 
»ntc <-! J'^kf Kj«-ai>ro Xajvmaj jr ysirwr j crien:*- 
ant<- fy* TrilwJ.k* dkr J««:kia tát aro-ywr* *kr »*-ía* de e*- 
ta ley". "J<at n»íu» terán a^kada* f*r<r d f>írrclor^ de fe» 
í aja . " CíJM0 te v'-. ?jss fíri» on á eiigfw» ttBetgtttruMt drf 
('•/íj^resrfí f|tif ia dSmsryjn de Sa* (Ia;ta+ r^'r «t iifK*ni&H 'k m 
I>:r«lvr>y, o^iv> ay laffiA^j r pr, 9tt évet, y nadie raát «píe 
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t ->U- rpiku aplique las multas en que incurran tos infractores a 
ta ley. Los decretos del P. E. <le 28 de marzo y 3 de junio 
del corriente año» disponen, sin embargo, que "mientras no se 
constituya d Directorio*' erl presidente de las Cajas tendrá fa- 
cultad ton la fiscalización de la Contaduría General de la Na- 
ción para aplicar las multas a que se refiere el art. 25 y ejer- 
citar las acciones emergentes del ari. 20 de la misma. |Ha 
podido el Poder Ejecutivo otorgar mu autorización semejan- 
te: 1 Desde luego surge bien claro de los considerandos de am- 
bos decretos, f|ite sólo el deseo de no contrariar el alto desig- 
nio de asistencia uncial en que se inspira la ley, — perjudi- 
cado más que nada por la ligereza con que fué dictada, — 
ha piulido llevar al f. ÉL a arbitrar los medios adecuados 
para poner en vigencia un cuerpo de legislación cuyos defeó 
los se Señalan en el mensaje de fecha 5 de mayo próximo 
pasado» en que sé pide al Congreso la reforma de la ley 11.289. 
"Cuando mi Gobierno, — dice el mensaje — debió promul- 
gar la ley n.j8t| observó sus inconvenientes, derivados más 
bien ilc su carácter esquemático que de su orientación fun- 
(tamental inobjetable bajo el punto de vista social y humani- 
tario. . .'\ Intervino asi jiara salvar la ley ta buena inspira- 
ción del Gobierno decidido a subsanar las deficiencias de la 
sanción legislativa: y habrían podido subsistir en toda su inte- 
gridad los efectos de los decretos mencionados mientras al- 
guien no los denunciara ante ti Poder Judicial como velato- 
rios ile las prescripción) expresas de la Constitución, 

l„a mistión ha sido traída al suscripto quien está obliga- 
do por el art. 2." de la ley No. 27, a velar eri todo momento 
I«ir ta integridad de la Constitución Nacional cuyo art. So in- 
ciso 2. prohibe al Presidente de la Nación al reglamentar una 
ley, allentr su espíritu con excepciones reglamentarias. "Que 
impugnada la legalidad del decreto de 1888 — ha dicho la 
Cui te Suprema con fecha diciembre 30 de K/11. tomo 115. pá- 
-in.i iS«f etiriesponde examinar esta objeción que es fün> 
lauieutal como que afecta las garantías que la misma Cons- 
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tiiucíón lia establecido para regular el armónico íuricmnaniicn, 
lo tic los poderes que ella lia creado para ol gobierno de la Na- 
ción y jorque es elemental en nuestra organización constitu- 
cional, como lo lia dicho esta Corte, la atribución que tienen 
y "el deber en i|iie se bailan los Tribunales de Justicia de exa- 
" miliar las leyes o los decretos del P, £. en ios casos con- 
" cretns que se traen a su decisión, comparándolos con el tex- 
,f to tic la Constit ición ty, en su caso, con la ley invocada, pa- 
44 ra averiguar si guardan o nú conformidad con ésta y abs- 
tenerse de aplicarlas si I;is encuentra en oposición con ella, 
''constituyendo esta atribución moderadora uno de los filtCy 
" supremos y fiindameulales del Poder Judicial Naciona 1 y 
" una -de las mayores garantías con que se lia entendido ase- 
" gurar los derechos consignados en la Constitución contra los 
"abusos posíbíés o involuntarios de «los poderes públicos". 

4." Que de lodo lo anteriormente expuesto se deduce que 
el P. K. no lia podido, al reglamentar la ley X", 11.289, con- 
ferir al presidente de las Cujas de Previsión Social, faculta- 
des que aquella atribuye al Directorio y menos, cuando esas 
facultades se refieren a la imposibilidad de multas. Si el pro- 
pio Presidente de la Nación no puede ejercer funciones ju- 
diciales, menos puede disponer que las ejerzan otros funcio- 
narios de la Administración. Siendo ello así, es indudable 
que deben considerarse nulos y sin ningún valor ni efecto, los 
decretos de fecha 28 de marzo y 3 de junio del corriente año, 
en cuanto facultan al presidente de las Cajqs de Previsión So- 
cial para aplicar las inultas que prescribe el articulo 25 de la 
ley 11.289. 

Por ello, asi se declara, quedando, en consecuencia revo- 
cada la resolución de octubre 30 de 1924, transcripta a fs. 1 
por la que se declara incurso cu una multa de cien pesos dia- 
rios a Sbiza y laslorino. Nolifiquese, repóngase el pape! y 
archívese en su oportunidad. 

C. ZavaJh, 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Air**, ludio 5 Je LU2¿ 

Y vistos: 

Considerando en cuanto a la jtiris.lkc^n del Tribunal; 

Que |mra fundad él recurso extraordinario imeruucíito 
contra Ui sentencia pronunciada pot el Juez. Federal en la Ca- 
pital, se liare mérito de las causales siguientes : a) haberse 
declarado competente para entender en la causa un Juez, l , V- 
«leral que no se hallaba investido de la jurisdicción criminal; 
y b) haber resucito el mismo funcionario judicial que el pre- 
sidente de las Cajas creadas |>or !a ley X. ü tLjfi? carece de 
facultades para imponer las multa» que dicha ley cs^fóleec 
en sus artículos 13 y 25. contrariamente a lo ípie se dispone en 
los decretos del P. K. de _»8 de marzo y .í de junio de 

Que SÍ bien la primera «le las cues! ¡unes planteadas rio es 
susceptible de ser traída ¡aí conocimiento de esui Corte, en vir- 
tud del recurso autorizado por el artículo 14 de la ley X." sfS 
-• toda vez que la decisión apelada no ha desconocido ningún 
derecho; privilegio o exención que el recurrente hubiera fun- 
dado cu la Constitución o en las leyes federales. - lo es, en 
cambio, l.-i segunda, ya que en el pleito se ha cuestionado la 
validez ile decretos de! P, H. Nacional bajo la pretensión de 
ser repugnantes al articulo 80, inciso J." de ta Constitución, y 
la decisión final ha sitio contraria a su validez. 

Que el Tillo recurrido reviste el carácter de definitivo a 
los efectos del medio legal interpuesto, como quiera que ha 
sido dictado por el Juez "a quo"' en instancia de apelación i le . 
N." 11.2»), articulo ¿5>. No se [rat;i aquí de un oeurs.. ;i la 
via contenciosa, cotí el propósito de lueer cc>ar lo, efecto, do 
procedimientos y resoluciones adoptadas por la autoridad ad- 
ministrativa, como son los que autorizan las ordenanza- de 



DK JÜSIfCfA r>K í.A ÑÁCIÓX 379 

Aduana (artículos 10ÍÍ3 y siguienics), la ley tic impuestos 
miemos. X." 3764 ímtieuios 27 y 39), Ja ley de marcas nú- 
" erí > .1975 í artículos 33 y 34), y otras leyes nacionales, — 
sino de "ti simple recurso acordado para ante determinado 
runríonario judicial; ~ en el caso el Juez Federal. — quién, 
le acuerdo con el texto lega!, conoce en gratín de apelación, 
\*. por consiguiente, en última instancia ordinaria. Kn los ca- 
595 nmlempladns por Tas leyes de Aduana, de impuestos inter- 
nos y de un reas, precedcnic-mcnte citadas, se autoriza al par- 
ticular que se considere agraviarlo ]*ara ocurrir a la Justicia 
Nacional, promoviendo un juicio contencioso, cuya finalidad 
i*s contrarrestar o anular el pronunciamiento administrativo, y 
tu tales condiciones resulta perfe.tamentc explicable (pie el 
procedimiento judicial comprenda todas las etapas en que nor- 
malmente se ventilan los litigios, ya que se trata del ejercicio 
de una verdadera acción. La ley 11.280, en cambio, autoriza 
a ocurrir ante Ta autoridad judicial, sino a apelar de la reso- 
lución del Directorio de las Cajas, de lo que se infiere que el 
procedimiento ante el Juez Federal o Letrado constituye una 
mura instancia, que por ser de alzada, pone fin a la cuestión, 
desde que en la jurisdicción federal solamente la Nación goza 
-¡el privilegio excepcional de tres instancias ordinarias para sus 
'¡ligios. 

Que. encontrándose ¡mu- ]o tamo reunidos todos los ex- 
iremos requeridos por el artículo 14 de la ley X." 48. y artículo 
6i° de la ley X." 4055, la apelación pftra ante esta Corte es 
procedente, y asi lo declara. 

Considerando en cuanto al fondo del asunto: 

Que en la especie $nb lite se ha discutido ¡a validez de 
decretos del P, I£. X. de 2$ de marzo y 3 de junio de 
1924; en cuanto autorizan al presidente de las Cijas de Pre-, 
visión Social, creadas por la ley X." 11.289. 11 i'í^rcer la atri- 
bución conferida al Directorio de la institución, en los artieu- 

) 



t-\l.l.'»S DE l.\ COSTÉ SUPREMA 



los 13 y J5 ilc la misma, de &pHíar mulla? basta tanto se COtts- 
tituya dicho eacrpq. 

<Jue, al acordar a! Directorio de dichas Cajas la facultad 
de imponer pellas pecuniarias a los infractores de sus disposi- 
ciones, La ley N.' n.280 le ha conferido funciones judiciales, 
invistiéndolo de la jurisdicción ¡ndisi>ensable para ese efecto. 

One esa jurisdicción no puede emanar sino de una deci- 
sión de] legislador, desde <|uc "ningún habitante de la Nación 
1 mede ser sacado de los jueces designados l»r la loy antes fiel 
hecho de ta causa" (Constitución, articulo 1$) . 

Que iH>r consiguiente, el P. K. no tía podido acordar ía 
jurisdicción esencialmente requerida i>ara imponer las multas 
de que se trata, ni transferirlas a personas distintas de tas 
designadas |>or la ley. sin ultrapasar él poder de reglamenta- 
ción acordado en el articulo So. inciso 2" de la O institución, 
desde que la adopción de tales medidas es de la incumbencia 
de lá rama legislativa del gobierno. 

Que no es posible tener en cueuta pafil la solución de cs- 
<n cansa, la* con sideraciones que aduce el Ministerio Fiscal 
acerca de la imprescindible necesidad de acordar al presidente 
de tas Cajas las facultades que le han sido discutidas, toda 
vez que la atribución del P. fe., para conferirlas no ha podido 
depender de razones de ese carácter, por más que ellas con- 
sigan demostrar. como en efecto hacen. k>s Inicuos propó- 
sitos que han inspirado los decretos de que se ha ocupado el 
Tribunal . 

Por estos fundamentos y tos concordantes de la senten- 
cia apelada se la confirma. N'otifiquese y devuelvan-e. debien- 
do reponerse el papel en el Juzgado de origen. 

A. Bermkto — J. FicuerOa Al- 
curta. — Ramón Méndez. — 
Roberto Repetto. — M. L\t - 

RENTEN* A. 
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.Koctedad Jordán Brothers y Ilutan contra fc/ Ferrocarril Cen- 
tra! . ¡n/CHtino. sobre cobro de pexos. 

Sumario: i* No procede el recurso extraordinario de] artículo 
14. ley 48. contra una resolución que desestima la ex- 
cepción de incompetencia de jurisdicción, basada en haber 
sido opuesta esa excepción, inoportuna y es temporánea- 
mente. (La Corte Suprema tiene establecido en reitera- 
dos casos análogos, que en tales condiciones no lo está 
permitido revisar en dicho recurso la aplicación que los 
tribunales locales luyan hecho de sus propias leyes l-ii 
cuanto a la forma y oportunidad <le «poner excepciones, 
pues rlichas leyes sólo pueden autorizar la tercera ins- 
tancia extraordinario cuando son impugnadas como con- 
trarias íi una garantía consagrada por la Constitución, tra- 
tado o lev* especial dd Congreso. 

2." Ks de jurisprudencia y de doctrina que la compe- 
tencia de la justicia federal ratioiie mater'w depende de 
los elementos constitutivos del pleito y tío de las leves que 
se invoquen *¡K>r Jas partes. 

3. Xo corresponde a la justicia federal el conocimien- 
to de un juicio contra un ferrocarril nacional en que los 
actores ejercitan una acción por cobro del valor de tra- 
bajos ijtte .se dicen ejecutados por ellos e indemnización 
de ilaños y perjuicios, derivando sus derechos de un con- 
trato de UiiMción iy fundándolos en disposiciones de los 
Códigos Civil y O/ncrcial. y en que el ferrocarril ha re- 
conocido el carácter comercial del convenio, amparándo- 
se a su ve*, en prescripciones expresas del derecho co- 
mún, sin que ninguna de las partes se haya referido al es- 
tatuto de excepción de alguna ley especial:. 

Caía: Lo explican las piezas siguientes: 
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DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenot Airts Matzo & de 1805 

Suprema Corte; 

Interpretando y aplicando el art. del Código de Pro- 
cedimientOs, la Cámara de Apelaciones en lo Comercial lia de- 
clarado en la presente causa seguida por la sociedad Jordán 
Brotrters y Kaum contra la empresa «leí Ferrocarril Centra! 
Argentino por cobro de pesos, que la excepción de tucuinpe- 
tencia de jurisdicción deducida por la parte demandada lo tía 
>id«) e\teni]xiráne:itne]ite en virtud d< estar concluso él liiijíi- 
jara sentencia definitiva y consentida la jurisdicción y radica- 
da la causa óporftthamenlé ante d Juzgado. 

Fundado en esa circunstancia el Tribunal ha desestima- 
do el pedido de la empresa. 

Contra esla resolución no cabe recurso para ante V, K. 
m que el fundamento del fallo no encierra cuestión alguna de 
derecho federa, susceptible de revisión en la apelación íjüe 
acuerda el art. 14 de la ley 4S. Sido aparecen tratadas cues* 
t iones de carácter procesal local, excluidas de dicho recurro 
por disposición del an. 15 de la ley citada. 

Tampoco aparecí- lachada de incmistilueinnalidad la dis- 
posición lefia! aplicada |xir la Cámara. 

l'or ello, .s<»> de opinión que corresponde declarar mal 
concedido el recurso iritérpuesto l«ira ante esla Corte Supre- 
ma . 

lUUtardo Sur miento. 
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FALLO DE l,A CORTE SUPREMA 

Buenoi Air**. Junio dt I82S 

Y Vistos : 

El recurso extraordinario interpuesto y concedido contra 
semencia de la Cámara de Apelaciones en lo Comercial de )a 
Capital, confirmatoria de la de i * Instancia míe desestima 
la excepción de incompetencia de jurisdicción opuesta por el 
Ferrocarril Central Argentino en la causa seguida contra di- 
chai empresa por la sociedad Jordán Rrothers y Katon. sobre 
cobro de pesos. 

Y Considerando: 

(Que la sentencia traída cu apelación por vía del recur- 
ro extraordinario, se funda en primer término, en qué la ex- 
cepción de incompetencia ha sido opuesta inoportuna y extem- 
iKiráncamenle. según expresas disposiciones de las leyes pro- 
cesales tpie rigen d caso; y en segundo lugar, en <jue la ettes- 
íión debatida no es de carácter federal, ni puede en conse- 
cuencia, afectar a ese fuero por los diversos conceptos en qué 
debe ser considerada. 

Que respecto al primero de los fundamentos expresados, 
mediante el cual aparece denegado el fuero federal por apli- 
cación de disposiciones de carácter procesal, esta Corte tiene 
establecido en reiterados casos análogos, que en tales condi- 
ciones no le está permitido revisar en el presente recurso la 
aplicación que los Tribunales locales liaban hecho de sus pro- 
pias leyes en cuanto a la for ra y oportunidad de ojjoner ex- 
ccpcíonesi pues dichas leyes sólo [Hieden autorizar la tercera 
instancia extraordinaria cuando son impugnadas como con- 
trarias a una garantía consagrada ,[x>r la Constitución, trata- 
do o ley especial del Congreso (Fallos; tomo 135. página 159 
v los alli citados) . 
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(¡HlC si bíén la consideración precédeme sería bastante pa- 
ra determinar ta improcedencia del recurso interpuesto, cabe 
sin embargo, examinar ta segunda base fundninenlal del fallo 
recurrido, no sólo jnir el valor y significación jurídica de di- 
cho fundaineutn. sino también porque habiéndose alegado que 
se trata en el caso de la competencia por razón de la mate- 
ria, procede establecer si las relaciones de derecho míe están 
en juicio se rigen pir el fl recito común o ]x»r leve*! esleíales, 
toda vez que e> de jurisprudencia y de doctrina que la eompe- 
terteiá de la, justicia federal ratiour turf crine delude de los 
elementos constitutivos del pleito y no de las leyes míe se in- 
voquen por las parles < Fallos, tomo ic.í, página $p : tomo tifo 
página 270: tomo uS, página U41, 

One seyún !<■ acreditan las constancias de autos, los ac- 
tores han ejercitad.» en la demanda una acción por cobro del 
vatór de trabajos que dicen ejecutados |*>r ellos, e indemni- 
zación de dafms y perjuicios provenientes de la privación de 
bienes de SU propiedad y del incumplimiento ríe oblígaeione> 
de los demandados consignadas en un contrato de locación de 
servicios, derivando sus derechos de dicho contrato y fundáu- 
doios en determinadas disposieínne.*. de los códigos comunes 
Civil v Comercial: y |M>r su parle la empresa demandada, al 
contestar la demanda y deducir la reconvención, lia reconocido 
el rarácter comercial del convenio, amparándose a su vez, en 
pre^rijpciones expresas <le derecho común y en hechos y de- 
rivaciones emergentes del ini*ino referido contrato de loca- 
ción ile que hicieran mérito los actores, sin que ninguna de la- 
jearles se haya referido explícita o implícitamente al estatuto 
de excepción de alguna ley especial destinada a regir las re- 
laciones contractuales en litigio. 

(Jue el antecedente de los términos relacionados en que 
aparece traliada la /ífi> coutcsttttfo. míe indicaría que la causa 
n<» fuera suSeeptíMé de resolverse sfná j>or aplicación de dis- 
posiciones de derecho común, determinando, ¡mr consiguiente. 
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Ja improcedencia del fuero federal por razón de la materia, se 
agrega que, si no se lia planteado en la contienda ninguna cues- 
tión de carácter federal, es porque efectivamente dicha cues- 
tión Ró está comprendida en el caso, pues las relaciones de de- 
recho que en él controvierten, a diferencia de las que fueron 
materia del pleito en la causa invocada para fundar la excep- 
ción opuesta (Fallos: tomo 137, página 113), 110 tienen cone- 
xión alguna, explícita o implícita, con leyes espétales o dis- 
]H>sicioncs reglamentarias que afecten cuino dice la sentencia 
ríe la Cámara, el régimen ferroviario o la jurisdicción nacional 
sobre los ferrocarriles, sino que constituyen derivaciones di- 
rectas e inmediatas de las cláusulas de un contrato entre par- 
tes, sometido en si mismo y en sus efectos jurídicos a las nor- 
mas y preceptos del derecho común. Kn tales casos. I*, ha re- 
suello esta Corte en reiteradas decisiones, no es procedente J*pr 
razón de la materia la jurisdicción federal 1 Fallos, tomo 11S. 
página 63 y los alti citados 1 . 

En mérito de estas consideraciones y las concordantes del 
dictamen del señor Procurador iícnerat. se declara no halter 
lugar al, recurso. Xotifiquese y devuélvanse al tribunal (le sil 
procedencia donde se repondrá el papel, 

A. Bermejo — JL Figueroa Ai.- 
corta. — Ramón Méndez. — 
Roberto Repktto. — Al Lav- 

RENCENA. 
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fíerratarril Oeste de Hítenos Aires, contra ia l'rozHneia de Hite- 
mts Aires, sobre cobro tic pesos. 

Sntmirio: i." Eli Kslado cuando explota sus ferrocarriles, es 
una empresa y obra en su carácter de persona jurídica. 

2." .ti decir el articulo 104 de la Ley de Ferrocarriles 
de la Provincia de BltCnOS Aires, de 24 de febrero de 1880 
"materiales ríe Cobierno" en la especificación de lo que las 
autoridades nacionales o provinciales pueden Uacer trans- 
portar pagando la mitad de la tarifa, lia querido referir- 
se, a aquellos que son necesarios para atender o mejorar 
los servicios públicos, y no a los que utiliza en la explota- 
ción de una industria en su carácter de persona jurídica, 
coim 1 es la de una linca férrea, (Kn el caso, la del Fe- 
rnicarri) a Meridiano Vi . 

j," Ut intención del acreedor de renunciar a su derecho 
no se presume, seg&i el artículo 808 del Código Civil. 

Caso: Lo explica e! siguiente: 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Airei. Junio 10 dt 1 ÍWS 

Vistos y Considerando: 

Que don Fidel Ortiz en representación de la empresa "Fe- 
rrocarril Oeste de lluenos Aires Limitada", se presentó enta- 
blando demanda con el (Hibierno de la Provincia de Hítenos 
Aires [»ir cobro de once mil ochocientos y un pesos con se- 
tenta j oclio centavos moneda nacional ($ ii.S81.78) que di- 
ce adeudarle en concepto de fletes, más sus intereses y las 
costas dol juicio. 
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Que según l.i demanda, el Gobierno de lii Provincia con- 
trató con la empresa el transporte de lena para el Ferrocarril 
de Meridiano V., de que informan las carias de ]K>rte y expe- 
dientes administrativos Letra C. números 54, 68 y 81 agre- 
gáis como prueba a estos autos. 

Que pasadas en su oportunidad ]>or la ] ; ,mpresa las cuen- 
tas números 3501, 3541 y 3557 que obran en dichos expedientes, 
aplicando la tarifa especial correspondiente a la clase de car- 
ga transportada, ]K>r un valor total de cuarenta y cinco mil 
trescientos treinta y nueve pesos con veintiún centavos, el go- 
bierno objetó en 'los tres casos el aforo, reclamando el de las 
tarifas ordinarias con la retaja del cincuenta por ciento, por 
tratarse de transportes oficiales regidos -por el articulo 104 
de la Ley. Provincial del 24 de febrero de 1880. 

Qué rió obstante haber demostrado en concepto del ae- 
ior. e| error del Gobierno en la interpretación del articulo ci- 
tado, insistió éste imponiendo su propio criterio, y abonó el 
imiHirte de los servicios prestados con arreglo a las liquida- 
ciones practicadas por la Contaduría de 'la Provincia, reci- 
biéndolo ef actor bajo protesta, con reserva de los derechos que 
ahora hace valer, <i efecto de cobrar las sutnas deducidas in- 
debidamente j»or el Gobierno. 

Que a la demanda se acompañaron dicha protesta y copia 
de las cuentas mencionadas, las que enrren agregadas de fo- 
jas 1 a 7, resultando de las últimas que la cantidad deducida 
>pof el gobierno al efectuar el pago con arreglo a las liquida- 
ciones de la contaduría, asciende en total a la de pesos once mil 
ochocientos ochenta y uno con setenta y ocho centavos, cuyo 
pago se reclama en este juicio. 

Que fundando su demanda en derecho invoca el actor en 
su ajK»yo los artículos 162, 165. 107 y 202 del Código de Co- 
tnercio, Ta Ley de Ferrocarriles Nacionales — 2873 — y su de- 
creto reglamentario, y rebate la iriífei^réfacióri que dió el Go- 
bierno en los expedientes administrativos agregados, á] ar- 
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titulo 104 de la U> íIl- r'crioeariiles de ia Provincia que acuer- 
da: % tas autoridades Nacionales y Provinciales derecho pre- 
ferente líar:-- transportar las fuerzas militares, armamentos, 
municione-, vestuario-, víveres, y en general los efectos o ma- 
n-riaie- de gobierno que quisieren, pagando la mitad del pre- 
cio ÍÍ¿ tarifa: sosteniendo : ai *|tie la explotación del ferro- 
carril iio es tina función (le gotjtíírflp y (JUe i>or lo tanto, lo- 
maierialc- <jlu- se erp'ean én ellos no »on materiales de go- 
bierno; b) que $6Ío a^neltoa ciertos ■« materiales que son in- 
dispensables psárn el funcionamiento del gobierno están ani- 
paraílos por ÉcRíi disposición, per.i no aquellos que el Estado 
ntiliz;t eti empresas comerciales nn-n la explotación de fe- 
rr« «carriles, citando el decreto det Gobíéíító de la Provincia del 
j,, <({. agosto de uno para demostrar qtte el Ferrocarril Pro* 
vincial de 1.a Plata tiene el doble carácter de empresa comer- 
cial v explotación de íervicio público, pues así lo declara di- 
cho derroto: ci que e> tan limitado el concepto ■"material de 
golHcxhb-* dentro di- la Ley Provincial citada, que el legisla- 
dor nj m< inicia ha jugado comprendida en él la piedra des- 
tinada a la pavimentación de pueblo-, y ciudades para cuyo 
transporte estáb'cce ni el articulo 1:05, una rebaja del veinte 
3>or ciento. 

Que declarado el asunto de la competencia originaria de 
la Suprema Corle, se eorrió traslado de la demanda a la Pro- 
vincia, que !<« evacuó a foja* 42 por ititermcdiq de su reprc- 
sentante doctor Prudencio C'tariá. quien sin negar los hechos 
expuestos en aquella, se limitó a desconocer el derecho de la 
Empresa para cobrar tarifa integra "interpretando a su mo- 
do'* las dispisieíotie- .le la ley que acuerda a la Provincia el 
cincuenta i>or ciento k rebaja, agregando que este punto ya 
se ha discutido y resuelto aduinUraiivamcntc, como lo acre- 
ditan expedientes o actuaciones que acotupío'ia en 73 foja? 
útiles, donde está la opinión de las oficinas técnicas y todos 4oS 
antecedentes del caso y concluye pidiendo el rechazo de la de- 
manda. 
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Que abierto el inicio n prueba >c produjo por el ador la 
que obra de fojas 46 a So y previo el alegato tic bien probado 
de tas partes — fojas 86 y <yj — ->e llam '« autos para sentencia. 



One no habiendo negado el demandado los hechos ex- 
puestos en la demanda, ni míe 'la cantidad cuyo pago se reda- 
ma en este inicio, fuera la que el Gobierno dedujo de las cuen- 
ta -i presentadas por la Kmpresa que obran en copia de fojas 
5 a 7 y originales en los expedientes administrativas agrega- 
dos, limitándose a afirmar cpie el articulo 104 tic Ja Ley de 
I-Yrrocar riles de la Provincia, solo autoriza a aquél a cobrar 
la tarifa ordinaria con el cincuenta por ciento de rebaja, sos- 
teniendo lo contrario el actor. In única cuestión a resolver de- 
be ser cuál es la verdadera inteligencia de dicha disposición, 
sobre la que se ha trabado la litis. 

j.* Que indudablemente la explotación de una linea fé- 
rrea, que constituye una empresa industrial k comercial con 
fines de lucro, no entra en la gestión ordinaria del Gobierno, 
que puede desenvolver su acción regularmente prescindiendo 
de ese género de actividades, sin afectar ninguno d los servi- 
cios creados pata atender las necesidades públicas. 

y Que esta Suprema Corte ha declarado en el fallo del 
tomo ni. página 333 que el lisiado cuando explota sus ierro- 
carriles, es una empresa y obra en su carácter de |>ersoiia ju- 
rídica, no ptidiendo por lo lamo, pretender el Gobierno de la 
Provincia que se encuentra en ese cáso, que las empresas par- 
ticulares de igual género, le acuerden para Ja conducción de 
los materiales o efectos que emplean en dicha explotación, las 
mismas ventajas y franquicias, de que guía para el transporte 
de aquellos cuando están destinados a obras o servicios que só- 
lo responden a satisfacer necesidades de la Administración Pú- 
blica. 
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4. " Que si las empresas (aniculares estuvieran Obliga- 
das a transportar por la mitad de la tarifa ordinaria, los ma- 
teriales que e! Kstado necesita como empresa comercial o in- 
dustrial, para desarrollar sus negocios, se establecería una des- 
igualdad entre empresas de la nii^.na índole, que perniitiría a 
aquél hacer una cotiqietencia ventajosa a las inanias que trans- 
portan sus cargas en esas condiciones, aumentando sus utili- 
dad les en tanto cuanto importa el flete que deja de pagar, y 
disminuyanlo cn *' íl misma proporción las de aquéllas. 

5. " Que no pudiendo concillarse esto con los principios de 
equidad y de justicia, en que delwn sii]M>nersc inspiradas las 
leyes, es forzoso llegar a la conclusión de f|iie al decir la de 
referencw en su aniculo 104, "materiales de (Hibierno" lia que- 
rido referirse a aquellos (pie son necesarios para atender o me- 
jorar los servicios públicos, y nn a los que utiliza en la explo- 
tación de una industria en su carácter de jwrsona jurídica, que 
en todo to que se relaciona con aque'la lo coloca en situación 
jurídica idéntica a la de los particulares que ejercen el comer- 
cio (Artículos 41 $ 42 del Código Civil > . 

i\, Que en cuanto a la objeción que liace el demandado 
alegando de bien probada, sobré b falta de protesta de la Em- 
presa actora en el acto de recibir el importe dejas liquidacio- 
nes practicadas [*>r la Contaduría, con las deducciones ante- 
dichas, además de que no fué hecha en tiempo, es decir, al 
contestar la ilemanda, para que fuera eficaz como defensa, ca- 
rece de fundamentó por las siguientes razones: i.° porque el 
representante de la Empresa formuló protesta por aquel mo- 
tivo, reservándose las acciones que pudiera tener para per- 
seguir el cobro de fojas í, autorizada t K>r el Kscrilxino Públi- 
co don Federico Isla, fué notificada al Oficial Mayor del Mi- 
nisterio de Hacienda, el mismo día en que se efectuó e] pago 
de dichas liquidaciones — H> de mayo de 1921 — ; 2.' porque 
habiendo sido impugnadas éstas por el actor, quien tampoco 
a! recibir su importe dijo que fuera i>or cancelación de las cuen- 
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las presentadas por él, limitándose a hacer constar en cada ex- 
pediente, que recibía tal suma, debe entenderse que no renun- 
ció a cobrar las cantidades deducidas por el Gobierno al efec- 
tuar el pago, pues la intención -del acreedor de renunciar a su 
derecho no se presume, según el artículo S68 del Código Civil, 
y menos en este caso, dados los antecedentes expuestos. 

IVr estos fundamentos, se hace lugar a la demanda, decla- 
rando que la Provincia de Buenos Aires está obligada a pagar 
al demandante la cantidad de once mil ochocientos ochenta y 
un jwsos con setenta y ocho centavos moneda nacional (pesos 
ir.881.78) por saldo de fletes que dejó de pagar en la opor- 
tunidad y por la causa mencionada, con los intereses que cobra 
el Banco de la Nación, desde el día de la notificación de la de- 
manda, debiendo efectuar el pago dentro de los diez días de no- 
tificada la sentencia. Sin costas dada la naturaleza del asun- 
to. Xotifíquese, repóngase el papel y archívese. 

A, Bermejo — J, Figueroa Al- 
corta, — Ramón- Méndez. — 
Roberto Repetto ~ M. Laú- 
cela. 



Doña Filomena Roca de Buró» v la sucesión de Don Martín 
Bttrón, contra el Ferrocarril deí Sud, sobre indemnización 
de daños y perjuicios. 

Sumario: No basta para la procedencia del recurso extraor- 
dinario, que se haya invocarlo en el pleito una ley federal 
y la decisión sea contraria al derecho fundado en dicha ley. 
sino que es también, necesario que la resolución que haya 
de dictarse por la Corte Suprema, sobre la cuestión fede- 
ral, tenga eficacia en sus efectos para modificar la sen- 
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tencia recurrida. < Kn el caso, ley nacional de ferroca- 
rriles, artículo 10, inciso 5.". La decisión tenia por base 
principal la apreciación de hechos y priieltas y aplicación 
de los an ionios 1107. 513 y 514 del Código CiviH. 

Caso: Lo explica el siguiente: 
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Rueño» Airef. Junio 10 de 1923. 

Y Vistos: 

K! recurso extraordinario interpuesto y concedido a fojas 
778 contra sentencia de la Cámara Péderal^e La Piala en el 
juicio seguido por doña Filomena Roca de Hurón y Ja suce- 
sión de don Martin Hurón ronlra la empresa del Ferrocarril 
del Sud. sobre indemnización de daños y perjuicios. 

Y Considerando: 

Que la procedencia del recurso extraordinario se hace de- 
rivar de que !a liase tle la demanda lia sido el micli ra ni amien- 
to por 1n empresa demandada del precepto contenido en el ar- 
tículo ¡>." inciso ro. de la lev nacional de ferrocarriles mime- 
ro 28;^ . 

One la obligación impuesta a las empresas por aquel pre- 
cepto ile construir las alcantarillas y obras necesarias para de- 
jar libre el desaine de ios terrenos linderos, no ha sido ni des- 
conocida ni negada en su existencia por el pronunciamiento de 
la Cámara Federal tic La Plata. Antes bien, tal sentencia dan- 
do por admitida la construcción de las alcantarillas y obras 
de arte necesarias para facilitar el desagüe, arriba a 'la conclu- 
sión de que "hi extraordinaria inundación de los días 5. 6 y si- 
guientes de julio de 1919 no fué previsible en grado suficien- 
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te para atribuir a culpa o negligencia (le la empresa los per- 
juicios de que hace mérito la actora en los términos del articulo 
1 109 del Código Civil va que los hechos ocurridos encuadran 
dentro de las presen ¡x-iones de los artículos 513 y 514 del Có- 
digo Civi: y atento a que la mencionada empresa no estala obli- 
gada a la prestación del caso fortuito". 

(Jue con tales punios de partida y habiéndose resuelto rei- 
terada.rentc ,„ tr esta Corte, "que no hasta para la proceden- 
cia del recurso extraordinario que se hn.ya invocado en el plei- 
to una ley federal y Ja decisión sea contraria al derecho fun- 
dado en dicha ley. sino que es también necesario que la reso- 
lución que haya fie dictarse por la Corte sobre la cuestión fe- 
deral, tenga eficacia en sus efectos par a modificar la senten- 
cia recurrida", es de toda evidencia, que cuando una decisión 
tiene por base principal, como en Ja presente causa, la apre- 
ciación de hechos y pruebas y ] a aplicación de los códigos co- 
munes ella no puede ser revisada en el recurso extraordinario, 
pues tales fundamentos son bastantes por sí solos para la sub- 
sistencia del fallo (véase resolución de t* de abril próximo 
pasado juicio Adela Ferrari de Guallazíni contra la empresa 
del Ferrocarril del Sud). 

Por estos fundamentos, se declara mal concedido el re- 
curso extraordinario interpuesto. Molifiqúese y repuesto el 
papel devuélvanse al Juzgado de su procedencia, 

A. Bermejo. — J. Ficueioa Al- 
corta. — Ramón Méndez. — 
Roberto Repetto. — M. Lau- 

RENCENA. 
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Do» Joaquín Pérez contra tí ferrocarril det S»d, por indem- 
nización de daños y perjuicios. 

Sumario: i* Impugnada la validez de Ufl decreto provincial 
por incompatible con una ley nacional y siendo la de- 
cisión final favorable a la validez del decreto, procede el re- 
curso extraordinario autorizado i>or el inciso 2," del ar- 
tículo 14 de la ley 48. 

2. a La ley f/»S8 sobre accidentes del trabajo, es por su 
naturaleza complementaria del Código Civrl. y ha sido 
dictada por el Congreso en ejercicio de la facultad confe- 
rida por el articulo 67. inciso 11 de la Constitución, y por 
consiguiente, reviste el carácter de ley general de la Na- 
ción, con la sola salvedad de las disposiciones contenidas 
en sus articulo* 15 y 21. que rigen únicamente en la Ca- 
pital y Territorios Nacionales; salvedad excepcional que 
no puede hacerse extensiva a los artículos 9." y 10.* en la 
parte que lia sido materia de discusión» que establecen ex- 
presamente, que los depósitos por concepto de indemni- 
zación deben efectuarse en la Caja Nacional de Jubila- 
dones y Pensiones. 

3* Al determinar el .Congreso el establecimiento en que 
deberán depositarse las indemnizaciones, no ha excedido 
^:i> poderes constitucionales, aún en el supuesto de que 
se tratare de una disposición de forma o simplemente re- 
glamentaria, dado que si bien las provincias tienen facul- 
tad para darse sus propias instituciones docales, y por en- 
de. j*ira legislar sobre procedimientos, ello es sin per- 
juicio de las disposiciones reglamentarias que dicte el Con- 
greso cuando considere del caso prescribir formalidades 
especiales para el ejercicio de determinados derechos esta- 
blecidos en los Códigos fundamentales que le incumbe dic- 
tar. En consecuencia, el depósito de lo adeudado por con- 
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ceptu de indemnización debe efectuarse en la Caja Na- 
cional de Jubilaciones y Pensiones, 

4* U analogía que establece el fallo del tomo 128, pá- 
gma 1 í 4 , entre la polución dada por el citado artículo 10 
y lo que dispone el Código Civil acerca de las sucesiones 
vacantes, no tuvo más objeto que poner en evidencia la 
facultad del Congreso .para disponer del destino que de- 
bía darse a las indemnizaciones en casó de no existir de- 
recho-habientes, sin que ello 5 mpprta ra. por cierto, esta- 
blecí- la aplicdnlídad a dichas situaciones, de las normas 
comunes fijadas para aquellas sucesiones, ni reconocer, por 
consiguiente, la propiedad del Fisco Nacional ni del Fis- 
co Provincial sobre las indemnizaciones vacantes. 

Caso: Lo explican las piezas siguiente*: 



SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 



v .... ■ ., Mer«d«, Febrero l. de 19» 

Y Vistos, Considerando: 

i" Que a fs. 17 ha comparecido el Defensor Oficial de 
Pobres y Ausentes, en representación del Fisco de la provincia, 
demandando a la empresa del Ferrocarril del Sud por cobró 
de la suma de dos mil quinientos setenta v dos pesos moneda 
nacional, en concepto de indemnización de un accidente de 
trabajo ocurrido al obrero de la empresa denodada, don 
Joaquín Pérez. Dice al efecto: Que este obrero falleció el día 
26 de octubre de 1921 a consecuencia de un accidente, en cir- 
cunstancias en que guiando una zorra de la estación Pirova- 
no, cayo al suelo, siendo apretado por las ruedas del vehículo ; 
que de acuerdo con las disposiciones legales que cita de la ley 
de accidentes y decreto reglamentario provincial, es respon- 
sable la empresa demandada y tiene personería el Fisco pa- 
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ra demandar el pago de indemnización a fin de que esta in- 
grese a la Caja tic Garantía; por cnanto la víctima no ha de- 
jado herederos. 

2.» Que según consta del acta de fs, 30. fue contestada la 
dÉmanda por don Luis Síártínez Cmitia en representación de 
la empresa det Ferrocarril de] Sud. y sin desconocer el acci- 
dente, como el monto de la indemnización y demás circunstan- 
cias invocadas ¡«Vía parte adora, le ha desconocido dereclio 
para accionar en este juicio, por cuanto sostiene míe, con arre- 
glo a» los arts. »>." y io.\ inciso al de la ley 9688, la indemni- 
zación del accidente del>e efectuarse depositando su importe en 
la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones. 

i" One a iuiei.» del infrascripto, e-ta cuestión habría sido 
de capital importaiteia p:ira la solución del litigio si la empre- 
sa demandada, dando fiel cumplimiento a la ley i/W. hubiera 
depositado el intjpOfté de la indemnización en la Caja Nacio- 
nal le JFobtlacioncs y Pensiones como lo pretcmle y se hubie- 
ra uxcepcionndo con el pago hecho. 

Hubiera sido, entonces, de sumo interés determinar si, co- 
mo lo dice, la letra de los artículos y to.» de la ley citada 
y como parece alionarlo la discusión parlamentaria de la mis- 
ma, ha sido el prop&ito del legislador el de crear una sola 
Caja de Garantía para todo el territorio de la Nación (ver en 
este sentido a I nsain. Exposición y Comentario a la ley o/>S8, 
pags. ¿03 y siguientes ) , 

Pero no habiendo efectuado ese pago queda en pie la cues- 
tión a resolver de si el Fisco de la provincia tiene personería 
para promover la acción a fin de que e! importe de ta indem- 
nización debida, ingrese a la Cija de Garantía, 

La lev sólo ha previsto en sus artículos 15 ^y 16 los acci- 
dentes ocurridos en la Capital y territorios nacionales al es- 
tablecer la competencia del Juez del lugar det hecho o del do- 
micilio del demandado [>ara conocer de la acción respectiva y. 
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en sn caso. Jia facultado para promoverla al Ministerio Públi- 
co fie incapaces ; pem nada lia legislado acerca de esta acción 
cuando e] accidente hubiese ocurrido en jurisdicción provin- 
cial. V íógíqunente no lo ha hecho ni habría jxvlído hacerlo 
por mamo se trataría de materia procesa! exclusivamente re- 
servada a las provincias f articulo 67. inciso ir* de la Consti- 
tución de la Nación), ¿Ha de seguirse de esto querellando la 
victima no hubiera dejado herederos con derecho a reclamar 
la indemnización, el depósito de la misma en la Caja de ( Ga- 
rantía haya de quedar librado a la buena voluntad del pa- 
trón? La negativa aparece indudable porque de lo contrarío sl- 
frustrarían los fines de la lev. 

Por donde ha de concluirse fj iie, cuando el accidente de 
trabajo hubiera sucedido en territorio provincial, es a la autori- 
dad respectiva — en este caso a la Dirección General del De- 
partamento Provincial del Trabajo, creada por el decreto re- 
glamentario respectivo — a quien le incumbe promover la ac- 
ción autorizada por la ley, para que el impone «de la indem- 
nización ingrese a la Caja de Garantía. 

El demandado, debe pues, cumplir !a lev alonando la in- 
demnización que se le reclama. \o le interesa discutir si estos 
fondos delwn ingresaba Ja Caja de Garantía provincial o deben 
ir a la Caja Nacional ■ cuestión es esta que sólo podría discu- 
tirla, mediante la reclamación de) caso, la Caja Nacional de 
Pensiones y resolverse en su oportunidad por quien corres- 
ponda. » 

Por estos fundamentos -y lo establecido en los arts. 1.° y 
8.' de !a ley yG88 y concordantes del decreto reglamentario pro- 
vincial, fallo: haciendo lugar a la demanda promovida por el 
Fisco de la provincia y condenando a la empresa "det Ferroca- 
rril del Siid a abonar dentro del término de diez días la suma 
de dos mil quinientos setenta y dos pesos por la indemnización 
del accidente de trabajo, sufrido por el obrero don Joaquín 
Pérez, Con costas (art. 71 del Código de Ptos v ) a cuyo efec- 
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tu regulo el honorario de: doctor Fernández Palma en la su- 
ma de doscientos cincuenta iwsos ni nacional. Hágase sitar, 
re¡»óngase el .-diado y cu su o|»rtunidad archívese. 

Mmiéfil J. .Irgumirós. 

Ante mi: liitriqttc M. M tilica. 



ACT-KRIKI I'i: M CÁMARA i* tm AI'ia.UlONKS H.N W CIVIL 

Mercedes, a t." de diciembre de H;2.V reunidos en acuer- 
do ordinario los señOréS Jueces ile la I\xm:i. Cámara Primera 
de Apelación del PepaBasneiito del Centro fie la Provincia de 
Buenos Aires. doctores Kómnln Ktclicverry Boneo. Luis Villar 
y Luis I-\ l iellepiaue. se trajo a! despacho para (pronunciar 
sentencia el expediente caratulado : "Pérez Joaquín contra fa 
Empresa del Ferrocarril del Sud. sobre indemnización de da- 
ñus y perjuicios". 

La Cámara planteo las siguientes cuestiones: 

i.* ¿Es nula la sentencia apelada? 

.' ,I)ebe ser condenado el Ferrocarril del Sud a depo- 
sitar en Ja Caja de (Varantia fie! Departamento del Trabajo de 
la provincia, la suma de dos mil quinientos setenta y dos pe- 
sos moneda nactonaj, 

3." ,;(Juc pronunciamiento corresponde dúrtar? 

4/ ¿Cuál respecto a las costas? 

A la primera cuestión el doctor Dellepiatte, dijo: 

No existiendo vicio o defecto de procedimiento y ajus- 
tándose la sentencia :i las reglas establee idas i*»r l«>s arts. 259 
y siguientes del Código de Procs;, voto por la negativa. 

Los doctores Kteheverry Boneo y VÍUár Sáenz Peña adhie- 
ren al voto precedente, aduciendo idénticas razones. 
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A la segunda cuestión el doctor Dellepiane, dijo: 

No creo, como el señor Juez sentenciador, que pueda elu- 
dirse la cuestión de fondo, en razón de que el Ferrocarril del 
Sud 110 lia hecho el depósito de la suma que se le reclama, en 
la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones. Yo creo que 
el demudado ha hecho bien en no verificar ningún depósito 
hasta tanto no se resuelva dónde debe hacerlo, ¡mes, de otro 
moflo se vería expuesto a depositar la cantidad reclamada en 
(a Caja Nacional de Jubilaciones y verse luego obligado a ha- 
cer el mismo depósito en la Caja de Garantía del Departamen- 
to <Ie Trabajo de esta provincia. 

Es por esa razón que entiendo que rlebc entrarse al fon- 
do del asunto y resolverse de acuerdo a derecho. 

Este Tribunal, ha tenido /ya ocasión de pronunciarse en 
un caso análogo ; me refiero al juicio seguido por la Dirección 
General de Estadística y Departamento de Trabajo contra Lan- 
glc, que tramitó en el Juzgado de! doctor Moreno, secreta- 
ria Bíanchi Bejarano. En aquella ocasión se resolvió por esta 
Cámara que en los casos en que h víctima hubiera fallecido 
sin dejar -parientes de los señalados por la ley, el patrón estaba 
obligado a verificar el depósito en la Caja de Garantía del De- 
partamento de Trabajo de esta provincia, conforme a las dis» 
posiciones del decreto reglamentario de 14 de marzo de 1917. 
Y especialmente verificando el pago en la forma que deter- 
mina el art. 37 de dicho reglamento, es decir, en el Banco de ta 
Provincia a la orden de dicho Departamento. En aquel caso, 
quedó establecido que la ley nacional de accidentes del traba- 
jo no puede alterar las facultades que competen a las provin- 
cias para reglamentar tas leyes, ni tampoco modificar las mis- 
mas facultades de los estados provinciales para dictar reglas 
tic procedimiento o preceptos de forma, pues, que el único po- 
der delegado al Gobierno de la Nación es el que se refiere a 
los códigos de fondo y demás materias especiales que determi- 
na el art. 108 de la Constitución Nacional, de acuerdo con to- 
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dos los preceptos de los arts. 67 inc. i i? y y 104 <le la misma 
Constitución! l>c manera, entonces, que los Tribunales de est;i 
provincia deben conformarse con las prescripciones tlcl de- 
creto regí an»cnt ario ile la ley X." -/»88 hecho por el Poder Eje- 
cutivo ríe ta provincia en orden a facultades que 1c son pro- 
pias. Muv cs¡>ecial niente estas facultades aparecen indiscuti- 
bles en cuanto hs autoridades provinciales establecen que el 
líauc. de la Provincia, como Raneo fie Estado, debe ser de- 
positario de las Mimas a pagarse por accidentes ocurridos den- 
tro de! mismo Estado, 

por estas razoi.*-. y ntenta la jurisprudencia invocada en 
el ca»u mencionado al principió', voto por la afirmativa. 

Los doctores Eteheverry Boneo y Villar Sáenz Peña adu- 
ciendo ¡guale» fundamentos votan en el mismo sentido. 

A la tercera cuestión el doctor Dellepiane, dijo; 

Atento el resultado obtenido al votar la cuestión anterior, 
el pronunciamiento <|Ue corresponde dictar es confirmar la 
sentencia apelada. Asi lo voto. 

Los doctores Eteheverry Roneo y Villar Sáenz Peña, adu< 
cíendo iguales fundamentos, votan en el mismo sentido. 

A la cuarta cuestión el doctor Dellepiane, dijo: 

í.as costas de 1.' Instancia deben ser abonadas por el ven- 
cido lart. 71 del Código de ProcsA. y no hallo mérito para mo- 
dificar el "quantum" de las mismas. En lo qué respecta a las 
de esta insiancia. atento el precepto expreso del art, 311 del 
mismo código, voto en el sentido de que se impongan a la 
parte demandada, aun cuando se trata de un pinto de derecho 
sumamente dificultoso, en el que se ponen en juego facultades 
del poder nacional y de los poderes provinciales. 

I.os doctores Eteheverry Roneo y Villar Sáenz Peña adhie- 
ren al voto precedente, aduciendo idénticas consideraciones. 

Con lo que terminó el acto firmando los Señores Jueces. 
— Eteheverry Honro. — l'Mur Sáenz Peña. — Dellepiane. i„ 

Ante mi : P, Lcites Ditlwy. 
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SENTENCIA 

Mercedei, Diciembre 1" de 193» 

Y Vistos: 

Considerando qtte en el acuerdo ha quedado resuelto: 

í. Qpe no es nula la sentencia apelada I artículos y 
siguientes del Código de Procedimientos), 

U. Que el Ferrocarril tlcl Snd delie ser condenado a de- 
positar en la Caja de Garantía del Departamento del Trabajo 
de la provincia la suma de dos mil quinientos setenta y dos pe- 
sos moneda nacional (artículos 67. inc. rt.". 104 y 108 de ta 
Constitución Nacional, decreto reglamentario de la fey núme- 
ro 9688). 

III. Que tas costas de r." Instancia deben ser alionadas por 
el vencido y las de esta instancia deben ser satisfechas por la 
parte demandada (arts. 71 f 311 del Código de Procedimien- 
tos). 

Por ello y demás fundamentos consignados en el acuer- 
do qnc precede, se confirma la sentencia apelada de fojas 37, 
debiendo tas costas de segunda instancia ser abonadas por la 
parte demandada, — Rótimla Etcliczcrry Bonca. — Uth Fi- 
liar. — Litis /■*. DcllcpfMm. 

Ante mi: P. Leites Dubary. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno» Aire». Junio 11 de 1935 

Y Vistos, Considerando: 

Respecto a la procedencia del recurso ; 
One en el pleito se bá impugnado la validez de un decreto 
provincial por ser incompatible con disposiciones de la ley na- 
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cional número t>f>88 ( y la decisión final dictada por ia Cámara 
de Apelaciones de Mercedes (provincia de Buenos Aires), ha 
sido favorable a la validez del mencionado decreto. 

Que la sentencia ajelada es definitiva según aparece con 
evidencia de los autos remitidos por vía de informe; primero: 
porque lia sido dada por Tribuna] de última instancia ordi- 
naria y. en segundo lugar, porque decide el fondo de la acción 
promovida y no solamente una mera incidencia del juicio que 
fleje en sus|>enso el pronunciamiento sobre lo principal. 

Que en tales condiciones el recurso extraordinario para 
ante esta Corte es procedente con arreglo a! articulo 14, inciso 
-?.* di* la ley número 48, y en consecuencia, nido el señor Pro- 
curador General asi se declara; y 

Considerando : 

Kn cuanto al fondo del asunto, por ser innecesario mayor 
Substanciación atento lo alegado sobre el particular en las ins- 
tancias ordinarias de la causa y las reiteradas decisiones de esta 
Corte acerca de cuestiones análogas a la presente : 

Que reconocida por la demandada su obligación de indem- 
nizar el accidente que produjo el deceso del obrero ¡oaquin Pé- 
rez, y en defecto de derecho habientes, (a justicia local ha de- 
bido decidir a mérito de lo cuestionado por las partes litigan- 
te*, si el depósito del importe de la indemnización se efectua- 
rte en la Caja de Garantía Anexa a la Caja Nacional de Ju- 
bilaciones y Pensiones, según se dispone en los artículos 9/ y 
id.* de la ley número 9688, o en la sección respectiva del De- 
partamento Provincial de Trabajo con arreglo o lo estableci- 
do en el decreto reglamentario dictado por el Gobierno de ta 
Provincia de Buenos Aires con fecha 14 de marzo de 1917, 
I.a decisión final dentro de la jurisdicción de la provincia ha 
sido favorable a la tesis de la parte actora o sea en el sentido 
de que el depósito debe efectuarse en la Caja de Garantía de 
la respectiva oficina local. 
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Que esta conclusión es inconciliable con la naturaleza de 
la ley nacional número o/j8K. con el contesto de las disposicio- 
nes cuya inteligencia y alcance ha sido controvertido en la "li- 
tis"; y con los propósitos que el Congreso tuvo en vista al san- 
cionarlos y que se hallabnn bien claramente reflejados en la 
discusión motivada por el proceso ]»arlainentario de las mis- 
mas. Dicha ley es complementaria del Código Civil, como <|« je- 
ra que se halla destinada a regir especialmente las relaciones 
de tos patrones y de los obreros o sus derecho-habientes en los 
casos de accidentes producidos con motivo del trabajo, es decir, 
un aspecto dctl contrato de tocación de servicios. Ha sido dic- 
tada por el Congreso en ejercicio del |>oder conferido por e! 
articulo ó~, inciso n.* de la Constitución y, por consiguiente, 
reviste el carácter de ley general de la Nación, con la sola sal- 
vedad de aquellas disposiciones respecto de las cuates el legi - 
lador haya adoptado una solución diferente, como ocurre ¿ott 
•los artículos 15 y 29, tos que por expreso mandato rigen úni- 
camente en la Capital y en los territorios nacionales. 

Que esta salvedad excejKrional no puede hacerse extensi- 
va a los artículos 9° y 10." en la parte que lia sido materia de 
discusión, ixirque el sentido natural de sus términos no autori- 
za a atribuir al legislador el propósito ríe limitar su vigencia 
a «na sección determinada do] país, sitió que por et contrario 
demuestra ta intención de crear una institución económica vínica 
para toda la Nación, dolándola de recursos bastantes para ase- 
gurar a todos los accidentados o a sus herederos la efectividad 
de ta indemnización, intención que resulta más evidente aún, 
si se quiere, en presencia de los antecedentes parlamentarios 
de dicha ley que proyectan plena luz sobre la extensión que se 
quiso dar a la obligación de efectuar tos depósitos en la Caja 
Nacional de Jubilaciones y Pensiones. Kn efecto; replicando 
a una obsrvación formulada |>or el diputado Arce en la sesión 
de; 27 de septiembre de 1915 acerca de que la obligación de 
efectuar los depósitos en instituciones nacionales no debía san- 
cionarse para luda ta República, por tratarse de punto fjtte de- 
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1*e quedar librado a las disposiciones dé forma t> procedimien- 
to que dicte cada provincia, el miembro informante de la co- 
misión respectiva, diputado Has. manifestó que, a su juicio, 
el articulo que se discutía no legislaba sobre materia de for- 
ma; agregando: "Cuaiidu se trata de reglamentar la acción 
de indemnización, la comisión se lia limitado a deferir esa 
acción, en cuanto a la juri-dicvión de la ley. a ia Capital y te- 
rritorios nacionales, dejando lo demás a cada una de las res- 
pectivas provincias. Pera el concepto del articulo o,." está muy 
lejos de ser una cuestión de procedimiento; constituye una 
cuestión de tundo, de la esencia misma de ja ley en lo que se 
refiere al proposito fundamental que ella tiene de que los di- 
ñen w que son el producto de la indemnización por rcs|x>nsa- 
bilidad en los casos de accidentes vayan en realidad a consti- 
tuir una mejora positiva para las personas beneficiadas por es- 
ta ley, asegurando asi también que quienes lo reciban nn ven- 
drán a constituir una carga para el Estado" (Diario de Sesio- 
nes, Cámara de Diputados, 1915, tomo IH, páginas 602 y 603). 
Et articulo <>.* de la ley 9688, y también el articulo 10." que es 
su cnnpk-menlo, fueron votados, pues, en la inteligencia que 
regirían en toda la X^ción y asi fueron sancionados. 

<Jue al determinar el establecimiento o Caja en que deli- 
ran ilc]>osÍtarse los importes de tudas las indemnizaciones acor- 
dadas en virtud de la ley que se examina* el Congreso no lia 
excedido tampoco sus poderes constitucionales, desde que se 
baila facultado para dictar la ley sobre accidentes del trabajo 
como parte integrante del Código Civil y, por lo tanto para 
establecer todas aquellas normas reglamentarias que eonside- 
rase necesarias o solo convenientes para poner en ejercicio di- 
cha atribución ( Constitución Nacional, articulo 67. inciso 11." 

v áfi>>. 

Que la circunstancia de que las disposiciones de que se 
trata fueron de forma o meramente reglamentarias, como se 
sostiene en el fallo traido cst revisión, no seria óbice para que 
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el Congreso las hubiese podido sancionar con carácter general, 
pues, auno lo ha dicho esta Corte en el caso de Correa "versns ' 
Barros, "si bien «las provincias tienen facultar! para darse sus 
propias instituciones locales, y |x>r ende, para legislar sobre 
procedimientos, ello es sin perjuicio de las disipaciones regla- 
mentarias que dicte el Congreso cuando considere del caso pres- 
cribir formalidades especiales para el ejercicio de determina- 
dos derechos establecidos en los códigos fundamentales que 
le incumbe dictar'' (Fallos, tomo 138, página 157). De con- 
siguiente, al sancionar ta ley número */t)&8 como complemento 
de uno de sus códigos funda mentales, ha podido considerar 
conveniente y aún indispensable que el depósito de todas las 
indemnizaciones se haga 011 una misma Caja a fin de dar una 
sólida base económica a la institución qne se trataba de crear, 
asegurando al mismo tiempo a los damnificados la efectividad 
del pago por medio de la Caja de Garantía. 

Que nada hay en el fallo pronunciado por esta Corte en 
el caso "Asesor de Menores contra el Ferrocarril Oeste" (Fa- 
llos. 10.no 128, página 114» que puede interpretarse como in- 
compatible con el carácter de disposición general que se atri- 
buye al artículo to,° de la !ey 9688 en los considerandos proce- 
dentes, bastada para demostrarlo tener presente que en la 
recordada sentencia se expresa que las diversas disposiciones 
que contiene dicha ley "han sido dictarlas para toda la Nación 
y son por lo tanto de carácter común y de la naturaleza del 
Código Civil como quedó establecido en la discusión <parla- 
lucntaria". La analogía que se establece en dicho fallo entre 
la solución dada por el citado articulo 10 y lo que dispone el 
Código Civil acerca de las sucesiones vacantes, no tuvo más 
objeto que poner en evidencia la facultad del Congreso para 
disponer del destino que debía darse a las indemnizaciones en 
caso de no existir derecho habientes, sin que ello importara 
por cierto establecer la aplicabilidad a dichas situaciones de las 
normas comunes fijadas para aquellas sucesiones, ni recono- 
cer, por consiguiente, la propiedad del Fisco Nacional ni del 
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Fisco Provincial sobre las indemnizaciones vacantes, desde que 
para éstas l;i ley <V"KH. habia establecido una solución especia- 
lisima. Por lo demás, el Congreso no ha estado impedido por 
ningún reato constitucional fpara dar a 'las lindemnizneiones 
de que trata el articulo 10.* dé la mencionada ley un destino y 
una reglamentación distintos de los que establece el derecho 
coi'ún para tos bienes sucesorios en ausencia de herederos, 
puesto <|ue se trataba de un derecho nuevo, derivado de la ley 
misma y susceptible jmr lo tanto, de ser sometido s cualquier 
modalidad o restricción desde que no se lesionaba. ningún de- 
recho preexistente i argumento del fallo del tomo i 38, trigina 

Oue tratándose;; pues, de una ley nacional, de cumplimien- 
to obligatorio en toda la Nación, no ha podido darse prela- 
ción sobre ella a las dis|>osicioiies de un decreto provincial sin 
contrariar los preceptos consignados en los articulo* 31 y tij, 
inciso tí de la Constitución í Palios, tonto 141. pág. 291). 

Kn su mérito se revoca la sentencia apelada en cuanto ha 
sido materia del recurso, declarándose que ©1 ifttfjorte de la 
indemnización debe ser depositado en la Caja de óarantia ane- 
■va a la Caja Nacional dé Jubilaciones y Pensiones de conior- 
midad con lo establecido en los precitados artículos q," y 10.* 
tic la ley número ^/>S8. Notttíquese y devuélvanse. 

. A. Bermejo — J, Figueroa Al- 

corta. — Ramóíí Méndez, 
Roijerto Repetto. — M. Lau- 

XEXCESA. 
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Pisco Nacional contra Don Juan Ast orino, por cobro de pesos. 

Sumario : i," Ni la ley 3764 ni la número 10.350. contienen pre- 
sento alguno especial y propio relativo al tiempo en que 
se opera la prescri]>ción tic las multas impuestas a sus in- 
fractores. 

2. " Es improcedente d recurso extraordinario del ar- 
ticulo 14, ley 48, contra una rest tinción de una Cámara 
Federal que declara prese ripta una multa impuesta por la 
Administración de 'Impuestos Tillemos aplicando dispo- 
siciones del Código FenaU fundado en haberse aplicado 
este Código en lugar dé) Código Civil. 

3, " Las referencias a una ley federal cu términos ge- 
nerales o las invocaciones explícitas o implícitas a dispo- 
siciones de la misma, no bastan para autorizar el recurso 
extraordinario, el míe debe ser fundado citando preceptos 
expresos de la ley con aplicación al caso controvertido. 

Caso: Lo explica el siguiente: 
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Buenos Aires, Junio 12 dt 

Y Vistos : 

El recurso extraordinario interpuesto y concedido contra 
sentencia de la Cámara Federal de Ablación de La Plata cu 
el juicio sobre cobro de pesos seguidn por el Fisco Nacional 
contra don Juan Astorino, 



ID* En la mitin* facha se didd Igual resolución en ct juicio seguido por el Fisco 
Nacional contra don Fortunato Ctpitanio, por Idéntica cania, f en quince del 
aieno mes, y en tfual sentid» en la cauaa contra Teodoro fethencurl, por de- 
nuncia de hacer circular ea contrabando estampillas falsificada*. 
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Y Considerando: 

Qüi basado el recurso extraordinario en e! articulo 14. 
inciso 3;" de la ley 48 y articulo 6" de la tóy 4055 procede exa- 
minar si, como lo sostiene el recurrente, se ha cuestionado en 
el pleito alguna de la* disposiciones contenidas en los artícu- 
los r, 16, 20, 25. i(\ 36, 37 y 39 de la ley número 3764 o 4," 
de !n ley numero 1035*), siendo la decisión de la Cañara Fe- 
dera! contraria al derecho fundado en alguno de ellos. 

Que el pronunciamiento materia del recurso se lia limita- 
do a declarar proscripta la multa de un mil cincuenta y siete 
pesos con diez centavos impuesta a di m Juan A st orino por la 
Administración de Impuestos internos con fecha 28 de agos- 
to de I0i8, aplicando al hacerlo los artículos ox>, inciso 3." del 
Código Penal derogado y el 4. y 05, incisu 5." del actual. 

Que ni la ley 3764 ni la número 10.359 contienen precepto 
alguno especial y propio relativo al tiempo en que se opera 
la prescripción de las mihtas impuestas a sus infractores y sien- 
do así, no es posible admitir que la decisión recaída en el caso 
sea contraria al derecho fundado en las expresadas leyes, Y 
la verdad de esta conclusión aparece manifiesta st se observa 
que el propio recurrente objeta el pronunciamiento no por ha- 
ber dejado de considerar o interpretado éíi su contra una dis- 
posición expresa de las leyes nacionales citadas, sino por ha- 
ber aplicado el Código Penal en lugar det Código Civil único 
que a su juicio rige la cuestión legal planteada en el pleito. 

<Jue de acuerdo con lo proscripto en la primera parte del 
articulo 15 de la ley 48, la jurisprudencia unifurme de esta 
O «ríe ha establecido que las referencias a una ley federal en 
término* generales o las invocaciones explícitas o implícitas a 
disposiciones de la misma, no bastan para autorizar el recur- 
>o extraordinario, el que del» ser fundado citando preceptos 
expresos de la ley con aplicación al caso controvertido. Fallos 
tomo CX III. página 318. 
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Kn mérito de estas consideraciones se c leo! ara impro- 
cedente el recurso extraordinario interpuesto. Notiíiquese v 
devuélvanse al tribunal respectivo donde se repondrá el papL 

A. Bermejo — J. Ficueroa Al- 
corta. — Ramón Méndez. — 
Roiíerto Repetto. — M. Lau- 
hencexa. 



Ministerio Fiscal fuñirá Francisco S\ A ti t pe. sobre cobro de 
pesos. 

Sunutrio: i.* Xi la ley .1704. ni la <>.47o contienen precepto al- 
gUitó especial y prtípio relativo al tiempo en que se opera 
la prescripción de las multas impuestas a sus infractores. 

2. a Ks improcedente el recurso extraordinario del ar- 
tículo 14. ley 4S. contra una resolución de una Cámara 
Federa! que declara proscripta una multa impuesta por la 
Administración de Impuestos Internos aplicando disposi- 
ciones del Código Penal, fundado en halarse aplicado es- 
te Gjdigo en lugar del Código Civil. 

Las referencias a una lo. federal en términos gene- 
rales o las invocaciones explícitas o implícitas a dispo- 
siciones fie la misma, no bastan para autorizar el recurso 
extraordinarin, el que debe ser fundado citando preceptos 
expresos de la ley con aplicación al caso controvertido. 

Casn; Lo c-xplka el siguiente: 
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Buenos Aires, Junio 15 de 1925 

Y Vistos: 

El recurso extraordinario interpuesto y concedido enntra 
amencia de la Cámara Federal de Apelación tle La Plata en 
el juicio sohrc cobro de i>esos seguido pnr el Fisco Nacional 
Contra don Francisco S. Alippe. 

Y Considerando : 

Que basado el recurso extraordinario en el articulo 14. in- 
ciso 3." de la ley 48 y articulo <V de la ley 4055 procede exami- 
nar si, como lo sostiene el recurrente se lia cuestionado en el 
pleito algunas de las disposiciones contenidas en los artículos 
t. 16, 20, 25, 26, 36, 37. y 39 de la ley número 3704 o 1 y 6 
de ¡a ley 9470, siendo la decisión de la Cámara Federal con- 
traria al derecho funda fin en alguno de ellos. 

One el pronunciamiento materia del recurso, se ha limi- 
tado a deebnir "perimida la instancia en lo que al cobro de 
impuestos se refiere" y proscripta la multa de veinticinco pe- 
so* impuesta a don Francisco S- Alippe por la Administra- 
ción de Impuestos Internos con fecha 27 de travo de 191 5. 
aplicandn al hacerlo los artículos i*>, inciso 3. del Coligo Pe- 
nal derogado y el 4" y 61 del actual. 

(Jiie ni la ley 37*14 ni la númem 9470, contienen precepto 
alguna especial y propio relativo al tiempo en que si- opera la 
prescripción 'le las multas impuestas a sus infractores y sien- 
do asi no es pi<sihle admitir que la decisión recaída en el caso sea 
contraria al derecho fundado en las expresadas leyes. Y la 

1 1 ) Con fecha dlet 1 nueve del mlimo la Corle Suprema se pronuncié *rt ¡iíuiI sen- 
tido en la cauta seguid* por el .Ministerio Fiscal contri don Pascual Lemtr. 
sobre cobro de pesos, por lulricífón a laa leyes de defensa agrícola, numero* 
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verdad di' esta concluí ion aparea 1 manifiesta si se observa que 
el propio recurrente objeta el pronunciamiento no por haber 
dejado de considerar o interpretado en su contra una disposi- 
ción expresa de las leyes nacionales citadas, sinú por haber 
aplicado al Código Penad en lugar del Código Civil, único que 
a su juicio rige la cuestión legal planteada en el pleito. 

Que de acuerdo con lo prescripto en la primera parte del 
artículo 15 de la ley 48, la jurisprudencia uniforme de esta 
Corte ha establecido que las referencias a una ley federal cu 
términos generales o !as invocaciones explícitas o implícitas a 
disposiciones de la misma, no bastan para autorizar el re- 
curso extraordinario, el que debe ser fundado citando precep- 
tos expresos de la ley, con aplicación al caso controvertido 
l Fallos tomo 113, pagina 318). 

I*n mérito de estas consideraciones se declara improce- 
dente el recurso extraordinario interpuesto. N'otifiquesc y de- 
vuélvanse al tribunal respectivo. 

A. Bermejo — J. Figueroa Al- 
corta. -¿- Rokerto Repetto. 
M. Laurencexa. 



Don Tcodomiro Real y Tayfor contra el Gobierna de la Xa- 
ció n, sobre cumplimiento de contrato y escrituración. 1, 1, 

Sumario: 1." Los fines económicos de la colonización se al- 
canzan dentro del espíritu de la ley fie tierras fia número 
41 d?) con la dedicación personal del colono a la explo- 
tación agrícola, no siendo necesaria la residencia continua 
del propietario. 

2." K¿ cumplimiento de los requisitos exigidos por el ar- 
ticulo 3." ríe la ley 41 Ó7, ió del decreto reglamentario de la 
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misma y j i del boleta provisorio, hace adquirir irrevoca- 
blemente el derecho a la escrituración, sin que pueda ser 
óbice para ello la circunstancia, en que se funda d deman- 
dado para oponerse a la demanda, de haberse encontrado 
abandonada -la i ierra en cuestión. 

Caso; Lo explican Tas piezas siguientes: 



SENTENCIA DEL SEÑOR JUEZ FEDERAL 

Buenos Alte», Febrero 7 de IW* 

Y Vistos: 

Ksti>s ant'is seguidos por don Teodomiro Real y Taylor 
contra el Superior Gobierno ríe la Xación. sobre cu:nplim¡en- . 
to de contrato de escrituración, de cuyo estudio resulta : 

Que a fs. t. el actor manifiesta que lia sido concesionario 
de dos chacras de 100 hectáreas cada una, sitas en el Terri- 
torios de Rio Xcgro, habiendo obtenido de una el título defi- 
nitivo pero no de la otra, a pesar de gestionarlo desde 1913, 

Que como la Dirección General de Tierras y Colonias no 
resolviera su expediente en diciembre de 19,18 presentó un 
escrito al Ministerio de Agricultura y el único resultado obte- 
nido es rpie su pedido se halla a inf uriñe de la oficina de re- 
gistro de Tierras y Colonias, 

Que estando satisfechas por su parte todas las obligacio- 
nes del contrato, exige su cumplimiento de acuerdo con el ar- 
ticulo 1201 del Cód. Civil. Que conforme a la ley <y decreto 
que rige el contrato, tiene la ^sesión del lote cuyo título re- 
clama y un título provisional no inscripto en el Registro de 
Propiedad, habiendo, por otra parte, alionado íntegramente 
ia tierra, cultivado ia quinta parte, ennstruido las habitaciones 
y radicándose en la localidad. 
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Que invoca las dis|Nisiciones de la ley X." 4167 y decreto 
reglamentario de la misma l>ajo las cuales se celebró el con- 
trato y pide se condene al demandado a cumplirlo y a escri- 
turarte la chacra de 100 hectáras N" 72, situada en Conesn, 
territorio del Río Negro, con costas. 

Corrido traslado do la demanda, ío evacúa a fs. 24 el señor 
procurador fiscal don Ricardo C. Parera en representación 
del Gobierno Nacional y manifiesta que del expediente admi- 
nistrativo agregado, resulta que el actor no ha cumplido con 
las obligaciones de .población, ocupación personal y capital a 
emplear que determina la ley de tierras y el Meto provisorio 
de compra venta; que las mejoras hechas no se ajustan a Jo 
establecido en el boleto, que no se han practicado los cultivos 
a (pie se estaba obligado a pesar de que la tierra es apta para 
agricultura y por último que las construcciones hechas han si- 
do valuadas en una suma inferior a la que determina el ar- 
ticulo 4." de la ley 4167. 

Que el Poder Ejecutivo Nacional lia dispuesto una nue- 
va inspección de las tierras enajenadas y si hasta la fecha no 
ha acordado al actor el título definitivo será porque éste no 
ha cumplido Jas obligaciones que le conciernen, sin lo cual no 
tiene derecho a reclamar el titulo definitivo. 

Que al enajenar la tierra el Poder Ejecutivo ha procedido 
como poder administrador y de acuerdo con la ley de tierras 
aquél es el único llamado a resolver si se han cumplido los re- 
quisitos legales y puede declarar la caducidad de la concesión 
por lo que alega ta incompetencia de la justicia federal para 
entender en estos autos y pide el rechazo de la demanda, con 
costas. Abierto el juicio a prueba, se produjo la que certifica 
el Actuario a fs. 91, habiendo alegado sobre su mérito am- 
bas partes a fs. 93 y 99, con lo que estos autos quedaron en 
estado de dictar sentencia. 

<» 

Y Considerando: 
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Hiic el títu!o provisorio de fs. 44, otorgado por el Supe- 
rior Gobierno a don Teodo:i¿iro Real y Taylor, constituye 
• la ley de las partes a cuyo cumplimiento se hallan reciproca- 
mente obligadas de conformidad con lo dispuesto en el art. 1 197 
del Código Civil ; y por el cual se concedía en venta a éste 
último el lote N." 72 compuesto 'le cien hectáreas, en ta coto- 
nía Coneja, territorio del Rio Negro. 

Que de acuerdo con Jos arts. t.* y 2.° esta concesión la 
efectuó el Gobierno en diciembre 20 de 1012 por el precio 
de pesos cinco mjn. la hectárea, pagaderos en seis anualida- 
des, siendo obligación del concesionario ocupar personalmente 
el terreno, debiendo construir en él una habitación y acceso- 
rios y cultivar la quinta parte del mismo dentro de los dos pri- 
meros años de ¡a fecha de posesión. 

Que 1a Dirección de Tierras y Colonias informa a fojas 
74. <¡ue de la inspección practicada en Oral. Conesa. en diciem- 
bre de u>t4, el N.° 72 tenía casa de ladrillo, techo de zinc, ti- 
liantes de tea. puertas de pino, con 20 hectáreas recién aradas y 
sembradas de maíz. 

Que a fs. 17 del expediente administrativo 1 N." 573 letra 
P. que corre por cuerda separada, la Inspección de Colonias 
informó que en julio de 191 3 en el lote NV 72. existia una ca- 
sa de ladrillo recién construida, con techo de zinc, comimesta 
de uiia pieza y una cocina con pozo, teniendo diez y seis hec- 
táreas de cebada y cuatro aradas, hallándose en la chacra don 
Teodomiro Rea? y Taylor con unos peones. 

(Jue los testigos Payanotis Yudmakis a fs. 65. Juan Li- 
chas, a fs. 70. y Daniel Vélez, a fs. 67, declaran que el actor 
vivió, edificó y cultivó durante los años 191 2 y 1913. la chacra 
de la referencia. 

CKie dél informe de fs, 38, se constata que Real y Taylor 
pagó el saldo del precio quedando chancelada ta deuda como 
también por el testimonio de la libreta de enrolamiento que co- 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓ* 



rre a fs. 57. se enroló en General Frías, Rio Negro, el 13 de 
enero de ií>í 3 . 

Que la Dirección de Tierras y Colonias a fs. 75 vta. in- 
forma que en las colonias agrícolas no existe la obligación de 
radicar un capital determinado, debiendo alcanzar el cultivo 
a una quinta parte de la superficie concedida iy que los conce- 
sionarios deberán edificar dentro de dos años una habitación 
y cultivar la tierra en la proporción fjue el Poder Kjecutivo 
determina en cada caso. 

fjiie de lo expuesto se evidencia en forma incontestable 
que Real y Taylor al tomar posesión de la chacra X." 72 en 
el año 1912, cumplió con todas las condiciones establecidas en 
el boleto de venta que corre a fs. +4, radicándose en ¡a 'ocali- 
dad. haciendo las poblaciones y cultivando la parte proporcio- 
nal cíe la tierra establecida en el decreto reglamentario de la 
ley N* 4)67, no pudiendo desvirtuarse estos hechos por la 
manifestación en contrario que contiene el informe de fs. 87 
vuelta, correspondiente al año 1930. 

Que en su virtud, de acuerdo con !o establecido en el ar- 
tículo 1 1 del boleto de concesión originario que corre a fs. 44, 
corresponde que cumplidas las obligaciones de la venta y pa- 
gado el valor del terreno en la forma y plazos establecidos, se 
expedirá aJ concesionario el titulo definitivo de propiedad en 
la forma que determina el art. 3.' de la ley N.° 4167. 

Por estos fundamentos, fallo : declarando que el Gobierno 
de la Nación deberá otorgar la correspondiente escritura de 
venta a don Teodomiro Real y Taylor de la chacra N.° 72 de 
la Colonia Cortesa, territorio del Río Negro, en el ^término de 
diez días, con las costas en el orden causado. Notífíquese y 
repónganse las fojas. 

Manuel B. de Anchorem. 
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SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL 

finen <>s Aires, Junio 2 de l'Ji2 

Vistos estos autos seguido? por Don Tcndoiniro Real y 
Taylor contra el Gobierno Nacional sobre ctmipl ¡miento de 
Contrató y escrituración, relacionados a fojas tos y; 

Considerando : 

r 

Que entre la fecha del Meto provisorio de ís. 44 (N." 
4<i¿v. diciembre 20 de I * * 1 _» y los informes de la División 
de Tierras de fs. 76 y 87 de que liace mérito e! señor Procu- 
rador Fiscal de Cámara a fojas ir* y 113 (julio f> de 1920 
v íi^nivtu 13 <U' tif¿o\, han transcurrido aproximadamente ocho 
años tiempo durante el cual las poblaciones, cultivos, etc. rea- 
lizados por Real y Taylor han podido sufrir tas con secuen- 
cias de la situación creada por Ja falta de resolución adminis- 
trativa en el pedido formulado insistentemente por el intere- 
resado de que se le otorgiira el título definitivo. 

Que !a resolución de tales obras con posterioridad al 20 
íle diciembre de 1912 no puede desconocerse a mérito de los 
elementos probatorio? y de las consideraciones que ta senten- 
cia invoca. 

Que, por lo demás, | 1 II 1 m 11 1 ¡¡ ág las tje- 

rras a que se refiere la concestón de Real y Taylor son poco 
propicias a! mantenimiento de los cultivos, siendo de "escaso 
valor para agricultura debido a la falta de agua -y a la con- 
textura jK'trea del suelo" (informe de fs. 76 vta. y 87) lo que 
explicaría la desaparición de tales cultivos. 

Kn cuanto se refiere a la ocupación personal de la conce- 
sión y al domicilio de Real y Taylor, (pie motivan objecio- 
nes del señor Procurador Fiscal de Cámara, corresponde no- 
tar: a) Que según el testimonio que obra a fs. 57 el nombra- 
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<1o pasó a ser vecino del Distrito Militar de General Frías, en 
el Rio Xegro "]tor estar domiciliado aquí en una chacra de su 
propiedad en esta Colonia" e! 18 de enero de 1913; b) que re- 
cién el 15 de octubre de 1915 obtuvo el respectivo pase a Mo- 
rón ; c) que el antecedente de que apareciera avecindado en 
Frias y no en Conesa el actor se explica jwir la circunstancia 
de haber obtenido — como él lo hizo notar — una concesión 
en cada uno de los puntos indicados relativamente próximos, 
por cuyo motivo era posíMe que realizara la vigilancia de am- 
bos y su debida explotación. 

En cualquier caso, es de observar que el solo hecho de 
concederse en la misma época por el Kstarlo. dos fracciones 
de tierras en distintas colonias del territorio, lleva la autoriza- 
ción implícita de la no ocupación personal de una de ellas 
sin perjuicio de que se restrinjan las obligaciones de ocupa- 
ción material y explotación consiguiente. 

Por estas consideraciones a- sus fundamentos se confirma 
Ja sentencia recurrida que declara que la Nación deberá otor- 
gar !a correspondiente escritura de venta a don Teodomiro 
Real y Taylor, de la Chacra X.° 72 de la Colonia Conesa en 
el territorio del Río Negro en el término de diez días. Las 
costas por su orden , — J. P. Luna. — Marcelino Escotada. — 
T. Arias. — B, A, Nácar Anchorena. 



FALLO DE LA COSTE SUPREMA 

, ¡» 

Bus-eos Alr», Junio 15 de IBM 

Vistos y Considerando: 

i * Que el boleto provisorio de fs. 44 expedido por la Di- 
rección de Tierras y Colonias en virtud de la autorización que 
le confiere el articulo 12 del decreto reglamentario de la ley 
4167, por el que vende a don Teodomiro Real y Taylor la cha- 
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era número 72 de la colonia Conesa, territorio de Río Negro, 
establece en su articulo 2." que el adquirente deberá ocupar- 
ía personalmente, construir en ella una habitación con sus ac- 
cesorios, y cultivar la quinta parte de ¡a misma, dentro de dos 
años fie 'Ja toma de posesión. 

2? Que habiéndose otorgado dicho boleto el 20 de di- 
ciembre de ujii. se presentó el señor Real y Taylor a la Di- 
rección de Tierras y Colonias el 3 de septiembre de 1913, ma- 
nifestando que había cumplirlo las obligaciones de población y 
cuhivo, y solicitando el titulo definitivo "previo pago de las 
" letras a devengar cuya primera vencía el 30 de noviembre 
" de 191 3", informando el inspector señor Olivera a Fojas 17 
del expediente agregado con fecha 29 del mismo año que en 
la chacra número 72 de la colonia Conesa existía ttna casa de 
ladrillo recién concluida, una cocina y demás accesorios, diez 
y seis hectáreas de tierra sembradas de cebada y cuatro aradas. 
Dice también que allí encontró al señor Real y Taylor con sus 
peones, quién le dijo que era concesionario de dicho lote desde 
el año anterior, exhibiéndole el boleto provisorio número 4929, 
manifestándole igualmente que era concesionario del lote nú- 
mero 98 de la colonia Frías y que al cuidado del que estaba ins- 
peccionando tenía a Domingo Valera, visitándola él con fre- 
cuencia. 

3** L M,e en noviembre de 1914, se practicó una nueva ins- 
pección, por el inspector don Manuel José Castilla, confirman- 
do et informe anterior, con d agregado de míe existía además, 
un alambrado alrededor de la casa y veinte hectáreas sembra- 
das de maiz, que la seca 110 dejaba salir. 

4." Que de lo expuesto resulta comprotado que el actor 
habia cumplido dentro del término fijado en el contrato, las 
obligaciones de poblar y cultivar la quinta parte de la tierra 
comprada por él, y por lo tanto había adquirido el derecho 
a reclamar el titulo definitivo, sin que pudiera oponérsele el 
que no hubiera pagado el precio total, desde que ofrecía ha- 
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cerlo anticipadamente, como lo efectuó más adelante según 
consta a fojas 38 vuelta del expediente agregado, no obstante 
no haber obtenido la escrituración solicitada. 

5. * Que en cuanto a la circunstancia de que hace mérito 
el demandado para oponerse a ln demanda, de no halier ocu- 
pado el actor personalmente la tierra, caire observar que la 
ley número 4167 no establece esa obligación, y que tampoco el 
espíritu de! decreto reglamentario de la misma del 8 de no- 
viembre de io/y>, que la estableció en su articulo 15. reprodu- 
cido en la cláusula 2.' del boleto provisorio, puede ser el de 
obligar al adqui rente a residir en el lote comprado, súió el de 
atender personalmente ¡os trabajos que exija su explotación, 
mientras no cumpla las demás obligaciones de la ley y esté en 
condiciones de obtener el título definitivo, como debió enten- 
derlo el mismo Gobierno al vender a aquél el lote número 72 
en Concsa, después de haberle vendido el año anterior el nú- 
mero 98 de la colonia Frías, considerando sin duda, qué des- 
de éste, donde residía, podría dirigir sin dificultad los tra- 
bajos del otro, por la corta distancia de ocho kilómetros que 
los separaba, según informe del Inspector General señor de 
Vedia — fojas 75 a 76 vuelta. 

6. " Que asi lo comprueban, por lo demás, el informe ya 
citado del inspector Olivera, de noviembre de 1913 y las de- 
claraciones de (los testigos Vuditrakis. Vclez y Liebas — fo- 
jas 65 a 71 — según las cuales, el actor pobló y cultivó dicho 
lote de la colonia Concsa entre 191 3 y 1914. 

7. Que resolviendo un caso idéntico — tomo 124. página 
— esta Suprema Corte confirmó el fallo de la Cámara Fe- 
deral que en el considerando 3. dijo: "Que los íines econó- 
" micos de la colonización se alcanzan dentro del espíritu de 
" la ley de tierras, con la dedicación personal del colono a la 
" explotación agrícola no siendo necesaria la residencia conti- 
" nua del propietario, porque es evidente que éste puede vigi- 
lar a sus dependientes y obreros visitando periódicamente el 
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" terreno y valiéndose de otros medios eficaces de informa- 
"ción"; siendo éste erectamente el caso del señor Real y Tay- 
ior, como se ha visto. 

H," Que la circunstancia de haberse encontrado abandona- 
do el lote en cuestión cuando se practicó la última inspección 
de que informa la Dirección de Tierras y Colonias a fojas 8g, 
y en ía que se funda también el demandado para oponerse a la 
demanda, no puedí influir en ¡a decisión de este pleito, por- 
que en septiembre de 191.3, cuando por primera vez solicitó 
el actor el titulo definitivo por haber cumplido dentro de los 
dos años las obligaciones de población y cultivo que le impo- 
nía el contrato, ofreciendo pagar anticipadamente las letras 
firmadas hasta el 30 de noviembre de 1918, en que vencía la 
última, adquirió irrevocablemente el derecho a la escritura- 
ción con arreglo a lo dispuesto por el articulo 3.* de la ley 4167, 
16 del decreto reglamentario de la misa\i y 11 del boleto provi- 
sorio, y no puede ser privado de él sin violación de dichas dis- 
posiciones. 

9. ; Que este criterio del>e prevalecer, con tanta más ra- 
zón en este caso, cuanto que en el escrito presentado por el 
actor el 7 de diciembre de 1918 que corre a fojas 40 del ex- 
pediente agregado, insistiendo en sus pedidos anteriores, ma- 
nifiesta que se ha visto obligado a abandonar el cultivo de la 
chacra por carecer de recursos y no poder obtenerlos por la 
situación equivoca en que se encontraba, a causa de la demora 
en escriturarlo. 

10. ° Que en cuanto a la objeción que hace también el Pro- 
curador Fiscal afirmando que el valor de la población cons- 

~ * ■rruidx.por el actor es ínfimo ( y no está de acuerdo con la ley, 
es infundada; i." porque ésta no 1 determina el valor de las 
construcciones que deben hacerse en las concesiones agrícolas, 
como lo dice el inspector general señor de Vedia consultado 
al respecto por la Dirección de Tierras y Colonias en su in- 
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forme de fojas 75 vuelta ; 2. v ¡jorque según informa el mismo 
inspector señor de Vedia a fojas 36 del expediente agregado, 
las mejoras introducidas en la chacra de referencia, represen- 
tan un valor de cuatrocientos ochenta pesos, que está lejos de 
ser ínfimo en relación al de quinientos que fué el precio de 
co.npra de aquella. 

Por estos fundamentos y los de la sentencia recurrida 
que hace suyos también los de 1." Instancia, se la confirma. 
Norifíquese y devuélvase, reponiéndose oí papel en el Juzga- 
do de origen. 

A. Bermejo — J. FreuEROA Al- 
corta. — Roberto Reit.tto — 
M. Lausencena. 



Don Francisco Ufarini y Compañía contra la Provincia de Men- 
doza, sobre indemtiiaación de daños y perjuicios. 

Stwiario : 1? Admitida explícitamente en principio, la respon- 
sabilidad de la provincia por los hechos alegados, la cir- 
cunstancia de que éstos fueron determinados por una si- 
tuación apremiante y con el evidente propósito de salva- 
guardar intereses públicos, pueden atenuar esa responsa- 
bilidad, pero no la excusan; por lo que es forzoso esta- 
blecer que los desperfectos ocasionados a 'los terrenos de 
que se trata vu'neran el derecho de propiedad, inviolable 
por expresas disposiciones de nuestra legislación funda- 
mental. (Constitución, articulo 17; Código Civil, artícu- 
los 2511 y correlativos). 

2' Siendo deficientes los factores de prueba .para deter- 
minar con exactitud la extensión y monto de los daños y 
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perjuicios, corresponde su apreciación al oficio pruden- 
cial del juez, fijándose en tal caso la cantidad dentro de 
la cual deba prestarse ] >or los damnificado- el juramento 
de su estimación, i Artículo J-'o de] Código de Procedi- 
mientos de la Capital, supletorio en lo federal). 

í'tiso: Lo explica el siguiente: 



FALLO DE LA CORTÉ SUPREMA 

Buenos Alici, Junio IT dt 1P2S 

Y Vistos: 

Los seguidos por don Enrique V. García en representa- 
ción de la sociedad Francisco Marini y Compañía contra la pro- 
vincia de Mendoza sobre indemnización de daños y perjuicios, 
de los que resulla ¡ 

Que a fojas 55. se presenta el mencionado representante 
manifestando que la sociedad actora es propietaria de unos lo- 
tes de terreno situados en la provincia de Mendoza ('departa- 
mento de Godoy Cruz), conocidos por el nombre de Villa Ma- 
rini . 

One el Gobierno de '.a provincia de Mendoza, con motivo 
de] derrumbe producido en el canal jarillal el ¿1 de enero de 
ic/jo, había procedido por intermedio de las oficinas provin- 
ciales respectivas y sin la conformidad de los actores, a ex- 
naer de los -lotes 1 al 1 1 de la manzana L.. la tierra necesaria 
para rehacer iv reforzar los costados destruidos del canal. 

One '.a provincia demandada at proceder en esa forma no 
sólo lia cometido un delito penado por las leyes de fondo vio- 
lando la propiedad privada, sino que al extraer la tierra de los 
lotes mencionados, lo ha hecho en tal cantidad míe los inu- 
id izó para el objeto a míe se los tiene destinados, esto es, la 
venta para edificación. 
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Que aún cuando reconocen que la ocupación de la tierra 
de propiedad privada hecha por el Gobierno de Mendoza en 
el presente caso, fué tal vez motivada por la urgente necesidad 
de reparar el canal Jarillal destruido y i>or el beneficio públi- 
co que él presta, a pesar de ello, no pueden menos que recordar 
la expresa disposición constitucional que consagra la invio- 
labilidad del dcreclio de propiedad (artículo 17 de la Constitu- 
ción) . 

Que en el caso, no sólo violó y destruyó la propiedad in- 
dicada, sin tle+y que lo autorizara, ni previa indemnización, si- 
no que hasta el presente no reparó los perjuicios sufridos no 
obstante los reclamos administrativos que se formularon en 
diversas oportunidades. 

Que en las gestiones que iniciaron ante arjttel Gobierno 
con el objeto d.c solucionar esta cuestión, y dado que los te- 
rrenos quedaron inútiles para el negocio a que están destina- 
dos, siendo además costoso el reí lena miento de los mismos, 
propusieron que el Gobierno los adquiriera al precio de mil 
pesos moneda nacional cada uno; pero como dichas gestiones 
fueron infructuosas, se ven obligados a iniciar !a presente ac- 
ción para obtener así el resarcimiento de los perjuicios que les 
ha ocasionado la extral imitación de facultades del Gobierno 
de Mendoza. 

Que fundan su derecho en un principio general de nues- 
tra legislación civil, según el cual todo aquel que por culpa 
o negligencia, o a sabiendas, ejecuta o deja de ejecutar un he- 
cho que jierjudica a otro, está en la obligación de reparar el 
daño causado. 

Que en e! caso "sub judiee" es de estricta aplicación lo 
dispuesta por los artículos 1068, íoíiy, 1094, loyf». J>r l y 
concordantes del Código Civil, disposiciones todas que estable- 
cen categórica rente el derecho cute tiene toda persona perju- 
dicada por los hechos u omisiones de otro a que se te indem- 
nice un valor igual a la pérdida sufrida. 
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Que por lo expuesto pide que se le tenga jx>r parte, por 
iniciada ta demanda y se corra trasladó de la misma al Co- 
iné rno de Mendoza. 

Acreditada la jurisdicción originaria; de esta Corte, se 
confiere traslado de la ilemauda a fojas 64, !a que es evacua- 
da a fi>ja> <)5 j«tr el representante de la provincia de Mendo- 
za, quién manifiesta: 

(Jue es coincida la creciente extraordinaria que a conse- 
cuencia de lluvias abundantísimas y deshielos fuera de lo nor- 
mal ocurridos en la cordillera de los Andes en el mes de ene- 
ro de 1920. produjo el desbordamiento del río Mendoza inun- 
dando todo lo míe quedada bajo su influencia, ya sea por tra- 
tarse ele terrenos adyacentes a él. como asi también jk>r ser 
adyacentes a !os canales derivados del mismo. 

ÍJnc esa creciente anormal ocasionó muchos perjuicios un 
los sitios donde alean zó a bifurcarse arrasando con una (Kirie 
del Balneario de Cáchenla y con otra del barrio viejo de Ja ciu- 
dad de Mendoza. 

QüC debido a esta circunstancia, las defensas tomadas por 
el Gobierno para evitar las crecientes anormales en tiempo de 
serano fueron insuficientes y el canal Jaríllal con un caudal 
de agua superior a su capteidad, dcsliordú en varios lugares, 
mío de elbis, precisamente, donde se encuentran Jps terrenos 
de la sociedad actora. 

Que en esta situación de apremio, siendo materialmente 
imposible recabar autorización de los actores (pie se encontra- 
ban ausentes, según también se desprende de la demanda, y 
no pudiéndose conseguir tierra para practicar las Obras en pitó 
lugar* haciendo uso del derecho «pie emana de la necesidad 
apremiante, se opto por extraer tierra de donde estando más 
próxima se perjudicaba menos, evitando asi con un mal in- 
signifiCante, un grande y verdadero perjuicio para muchos, 
i-mre los cuales y muy especial rente se encontraban los se- 
ñores Maríni y Compañía, como también se reconoce en ta de- 
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manila al expresarse que la ocupación de la tierra lo fué mo- 
tivada por la urgente necesidad de reparar. 

Que niega t|ue los perjuicios que se alegan abarquen lo* 
once lotes, pues de expedientes administrativos resulta que 
la tierra fué extraída de los lotes 3 al 9 y ella en una canti- 
dad no mayor de un mil cuarenta y siete metros con treinta 
y siete centímetros cúbicos, pues el resto lo fué de una calk' 
pública !a cual tiene un ancho de veinte metros, y además, del 
fondo de esos terrenos, los que por lindar con un cauce del 
canal, de acuerdo con la ley de irrigación, debe respetarse una 
faja de tres metros a partir de la linea de intercepción del 
talud del canal con e! terreno, faja que tiene por objeto utili- 
zarla [ara terraplenes, estacadas, plantíos, depósitos de mate- 
riales, etc. 

Que los lotes si bien lian jKKÜdo ser perjudicados con 
la extracción de esa tierra a la vez han sido beneficiados con 
darles una mayor seguridad contra las avalanchas que se pro- 
ducen todos los veranos en forma anormal, pero que, con ma- 
yor o menor seguridad, con excavación o sin ella, esos lotes 
tienen un precio insignificante de venta pues su reducida ex- 
tensión hace que nadie se interese por ellos, como lo prueba 
el hecho de que nunca ha podido la sociedad Mariní y Com- 
(tañía vender uno solo de los mismos. 

Que la acción de daños y perjuicios entablada no corres- 
ponde sino con carácter de subsidiaria, desde que la exca- 
vación es un hecho susceptible de ser reparado y recién si ello 
no se hiciera, cabría la sanción de daños y perjuicios, salvo el 
caso que se demostrase que no es posible colocar ta cosa en el 
mismo estado que tenía antes de la realización del hecho. 

Que, además, las excavaciones han sido ejecutadas por 
personas que aún cuando del personal de la administración 
provincial, no tienen ta representación legal de la provincia, 
como para obligarla por su hecho. Son actos puramente per- 
sonales que no están comprendidos dentro del precepto del 
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articulo tfi del Código Civil, que solo hace pasibles de respon- 
sabilidad a las personas jurídicas, cuando sus representantes le- 
gales han ohradu dentro del limite de suis facultades. 

ijw el actor expresa que fué el Superior t hibierno de ta 
provincia, quien ordeno el trabaje», pero milite traer junto con 
la demanda, el documento 6 la cita de su existencia, por el 
cual ese C.obiernu no haya exteriorizado su voluntad de hacer 
ejecutar él hecho, como seria el de- reto respectivo, forma ésta 
única en f|ite, por la Constitución de la Provincia, puede exte- 
riorizar su voluntad el Poder Ejecutivo de la misma. 

Uue niega, en virtud de lo expuesto, que los señores Ma- 
rtni y Compañía hayan sufrido daño alguno con '.a extrac- 
ción de tierra, si sr compara con el beneficio recibido at ase- 
sorar esos terrenos de [K>sibles inundaciones en el futuro ; que 
la excavación tenga la inqxirlancia de superficie ijne se men- 
ciona en la demanda: que esa extracción haya sido odernada 
por el Gobierno tic .Mendoza y por consiguiente que éste pue- 
da >er responsabilizado por actos del ]>ersona| administrativo; 
que en último caso, si se entendiese que por ello es respon- 
sable la provincia de Mendoza, no seria |mr ahora pasible de 
la acción de daños y perjuicios, ya (pie el hecho que motiva 'a 
demanda, es susceptible de ser reparado colocando la cosa en 
igual otado que él que tenia antes. Solicita, en consecuencia, 
-( tenga por evacuado el traslado conferido, y en su oportuni- 
dad se rechace la demanda, con costa». 

<J lie abierta la causa a prueba a fojas 99, se produce la 
que informa el certificado del actuario de fojas 177. y pre- 
sentados los alegatos de fojas 178 y 1K1, se llama autos para 
definitiva a fojas 186 ; 

Y Considerando: 

Que no se desconoce por la parte demandada e! derecho 
fie propiedad que en virtud de las escrituras presentallas se 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



327 



atribuye a la sociedad actora sobre los terrenos cu que se lian 
efectuado las obras que han motivado esta causa. 

Que es también un hecho incontestable que agen! es o em- 
pleados de oficinas públicas pertenecientes al Gobierno de 
Mendoza lian ejecutado en los mencionados terrenos las exca- 
vaciones de que se trata, pues ello resulta de (os expedientes 
administrativos (pie se acompañan, donde consta que se ordenó 
< ex ludientes números 27155 F fs - 55*. 1» suspensión de los 
trabajos que se estallan realizando, disponiéndose más tarde 
| expediente 6y letra M» libro II» que técnicos pertenecientes 
al personal de la administración, examinaran el inmueble dam- 
nificado a los efectos de resolver la reclamación interpuesta 
por los nctores, concretándose Jas desinteligencias entre las par- 
tes a la extensión de la excavación y al valor de los terrenos. 

Que siendo esto asi. la responsabilidad, en principio, de 
la provincia demandada aparece en el caso explícitamente ad- 
mitida, pues sin desconocer que tos hechos aludidos fueron de- 
terminados por una situación apremiante y con el evidente 
propósito de salvaguardar intereses públicos, es 'lo cierto que 
sí esas circunstancias pueden atenuar la responsabilidad, no la 
excusan, y es forzoso concluir que los desperfectos ocasiona- 
dos a los terrenos en cuestión en las condiciones relacionadas, 
vulneran el derecho de propiedad, inviolable por expresas dis- 
posiciones de nuestra legislación fundamental < Constitución, 
artículo 17; Código Civi-!. articiú* 2511 y correlativos). 

Que establecida, como queda dicho, la responsabilidad 
ile la provincia demandada, procede examinar: 1." si se ha 
determinado en autos la extensión del daño iy 2." si se ha jus- 
tificado el monto de la indemnización reclamada. Respecto 
al primer punto, la sociedad adora se limita a expresar que son 
unce los lotes excavados, sin establecer en qué medida; y ía 
de randa afirma que ios lotes aludidos son siete, fijando la 
extensión en un mil cuarenta y siete metros treinta y siete 
centímetros cúbicos ( fojas (/> ¡ : y en cuanto al segundo punto, 
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la demanda es por once mil pisos nacionales, en que se esti- 
man los daños y perjuicios y q Ut > constituye, también, et pre« 
c¡t> por el cual la actora ofreció en venta los mismos terrenos 
al Gobierno (fojas 7 vta.. expediente letra M, N.° 1580. agre- 
gado) ; en tanto que !a ¡iarte demandada, por medio de los in- 
formes oficiales de los expedientes agregados como prueba, 
asigna a los terrenos como precio máximo el de un peso mo- 
neda nacional por metro cuadrado 1 expediente letra F, N." 
-"¡55. Ñas 3 vta.; expediente letra M. N." 1586, fojas 12 "in 
fin,"). 

Qué dada la deficiencia evidente de estos factores de 
prueba para determinar con exactitud la extensión y el motilo 
de los daños ,y perjuicios demandados, cortesponde su apre- 
ciación al oficio prudencial del Juez, fijándose en tal caso la 
cantidad dentro de la cual debe prestarse por los damnifica- 
dos el juramento de su estimación, según íb ha establecido el 
artículo ¿20 del Código de Procedimientos de tía Capital, su- 
pletorio en lo federal y una constante jurisprudencia (Fallos, 
tomo 95, página 144; tomo 129. página 306 y otrosí, lin con- 
secuencia, y atentos los hechos y circunstancias relacionadas, 
esta Corte considera prudencial la suma de un mil quinientos 
|>csos nacionales como base del juramento estimatorio que de- 
berán prestar los actores a los efectos con siguientes. 

Fvii su mérito se declara que la provincia de Mendoza de- 
be abonar a los actores, en el término de dic^z dias Ja suma 
que éstos juren debérseles por concepto de esta demanda, den- 
tro ríe la cantidad expresada de un mil quinientos pesos nacio- 
nales; las costas se pagarán en el orden causadas atentos los 
términos en que se ha trabado la "litis". Notifiques y repues- 
to el papel, archívese. 

A. Bermejo — J. Fjcueroa Al- 
corta. — Ramón Méndez. — 
Roberto Repetto — A/. Lau- 

RENCEIÍA. 
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Ministerio Fiscal contra la Sociedad Anónima ¡exportadora 
Sattday y Compañía, por defraudación a la renta aduanera. 

Sumario: Demostrad» que en el día en que fueron abonado* lo* 
derechos de exportación, !a sociedad demandada por de- 
fraudación a la renta aduanera, tenia almacenados en los 
depósitos fiscales de la Aduana una cantidad mayor de 
cereales que aquélla por la que alionó los referidos dere- 
chos» corresponde la absolución de culpa y cargo, de la 
demandada, por no haber incurrido en ninguna falta de 
requisito ni falsa declaración que la haga pasible de las 
sanciones establecidas por las O. O. de Aduana. íAriícu- 
•los 6" de la ley 10.349 >' 1025 y 1026 de las O. O.). 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA DEL SEÑOR JUEZ FEDERAL 

■ 

La Plata, Diciembre 99 dt l»i 

Y Vistos: 

Ksta causa seguida por el Ministerio Fiscal contra la 
sociedad anónima exportadora Sanday y Conupañia, por de- 
fraudación a la renta aduanera, de la que resulta: 

Primero: Con fecha 27 de octubre de 1921 la Aduana del 
puerio de esta ciudad, de conformidad con el art. 1034 de las 
ordenanzas de Aduana, remite al Juzgado la presente denun- 
cia que versa sobre los siguientes hechos: a) Los señores San- 
day y Compañía, (hoy Sanday y Coinpañia, sociedad anónima 
exportadora), en virtud de Jo dispuesto por el art. 5." de la 
ley 10.349 y 18 de su decreto reglamentario de fecha 26 de 
cuero de 1918, obtienen el boleto de depósito número 6 por ia 
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cantidad de ¿-' 350 bolsas con 1 .593.941 kilos de trigo que de- 
cían tener almacenados en el depósito fiscal letra U al 29 *'e 
julin 'le 1919. alionando la cantidad de pesus dos mil ciento 
treinta y nueve, con veintiocho centavos moneda nacional, en 
concepto fie derechos de exportación y estadística, de acuer- 
do al aforo del mes de julio de 1919; b) La existencia real de 
trigo que la casa Sanday y Cía. tenia almacenado en depósi- 
tos fiscales al 29 de julio de 1919. era de j. 553. 500 kilos, fal- 
tándole para completar la cantidad que expresa el boleto N T ." 6, 
.(ú.441 kilos del mis.no cereal; c) Kl Ixtlctn de depósito N." 6, 
fue íntegramente cumplido 1 ver fs. 8i, exportándose la can- 
tidad de i -593 ¿941 kilos, y como la casa Sanday y Cía. no te- 
nía almacenado esa cantidad fie kilos en la fecha tjue acaba de 
expresarse, reinita indudable que la diferencia (le 40.441 ki- 
tos se introdujo al puerto y se exportó en fecha postenor a la 
del boleto de depositó, correspondiendo a esta diferencia tri- 
butar el mayor derecho que regla a la fecha de ta presentación 
del Imleto de embarque X." 1041 (fs. 8>. o sea. noviembre 
19*1; d j Kn esa forma resulta maliciosamente defraudado el 
Fisco pagándose derechos i»r una cantidad de trigo que -no 
se tenia almacenado. Kl administrador de Aduana al recibir 
la denuncia. Je imprime tramites administrativos, requiriendo 
:jl efecto los -informes del caso y ordenando la agregación de 
respetivos documentos, y como de lodo ello, surge a su 
inicio, corroborados los extremos ele aqtiólla, la eleva a reso- 
hicióij del Juzgado de conformidad con la recordada disposi- 
ción del articulo 1034 de las ordenanzas de Aduana. 

Segundo: De acuerdo con las disposiciones pertinentes de 
ta ley de forma, comparece el denunciante a ratificar la de- 
nuncia 1 fs, 13 v, i, y se cita al gerente o al gestor de la casa 
Sanda y y Cía. a prestar declaración, a cuyo objeto concurre 
| í>. i~ \\ e; gerente y apoderado de la casa, quien sostuvo que 
Sanday y Cía. abonaron los derechos de exportación de acuer- 
do con el certificado oficial expedido por la alcaidía tic la 
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Vinaria, y de acuerdo también a la existencia real almacena- 
da en depósito; que se ve en la imposibilidad de suministrar 
ningún otro dato, por no tener a la vista tos 'libros dé la casa. 

Tercero: Cerrado el sumario t fs. 53 vta.í, ■>• pasado en 
yí>i;i al Ministerio Fiscal y acusador particular, a los efectos 
del* artículo 457 del Cód. de IVoe. en lu Criminal, a fojas 
55 el representante del Ministerio I 'idílico acusó a Sanday y 
Compañía, por las razones expuestas, por infracción a los ar- 
tículos (V de la -ley "10.349 >' 102 5 >' 1026 de las ordenanzas 
de Aduana, solicitando se le condene a 'n pena de comiso, pa- 
go de derechos aduaneros, costos y costas procesales. A fojas 
57 el querellante particular desiste de la denuncia por tener 
conocimiento que la casa Sanday y Cía. tenia almacenado can- 
tidad de trigo suficiente que impedia la aplicación de multa, 
(falliendo insistido el Ministerio Fiscal en su acusación, y co- 
rrido traslado, a fojas 59. lo contesta el defensor; niega la 
imputación que se hace a la casa Sanday y Cia. extendiéndose 
nt consideraciones atinentes a demostrar la inconsistencia de 
ta acusación, para terminar solicitando al absolución de su de- 
fendido. 

Cuarto: Abierta la causa a prueba se produjo la certifi- 
cada a fojas 78 y habiéndose celebrado a fs. 82 la audiencia 
que determina el art. 492 del Cód. de Proc. en lo Criminal, 
cotí la so!a presencia del defensor, la causa quedó en estado de 
-•entencia . 

Y Considerando: 

i." fjue da presente causa, originada por la denuncia de fo- 
ja* 1. consiste tal como se ha encarado, en haberse pagado de 
conformidad a la ley 10.349, fes derechos de exiwrtación por 
una cantidad de cereal que no se hallaba almacenado en los 
ik'jHisitos y planchadas del puerto, y que más tarde, esa mis- 
ma cantidad fie cereal, se introducía al puerto y se exportaba. 
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cuantío e] derecho (Jtie regia para ese- entonces era mayor que 
el que se bahía abonado en la fecha que se dijo se encontraba 
depositado. 

2." Ihi ta! juanera que tratándose de un caso de exporta- 
ción, el presente debe estudiarse y resolverse a la luz de las 
<li>]*isieinnes de la ley 10.34V prorrogada por las leyes 10/149. 
10.(151 y 10.053, en vigor en la fecha del caso denunciada. 
Kstá demostrad" en aillos — cosa que la compañía encausada 
no ha desconocido — que con fecha 31 de julio de 1919 la casa 
Sanday y Cía. solicitó y obtuvo el lmleto número 6 jxira deposi- 
tar en (irán Dock, con derechos de exportación ¡y estadística 
pagos, 1.593.941 kilos de trigo. Kste boleto fué debidamente 
cumplido, embarcándose en el vapor Boyne, según boleto de 
embarque número 1041. de fojas 8. la cantidad expresada en 
el boleto de depósito número 6, pero he aquí, precisamente, que 
el acusador público — ya que et particular desistió como se 
ha visto. — encuentra cometida la infracción "sttb jttdicc". 
desde que se ha exportado una cantidad de trigo que, si bien 
110 tenia (lermiso para ello (boleto í>>. no se encontraba depo- 
sitada en galpones fiscales, como lo exigen las disposiciones 
legales. Antes de entrar ele lleno al fondo del asunto, considera 
conveniente el suscripto referirse a algunas disposiciones apli- 
cables al caso de autos. Ks evidente que la sanción de la ley 
X. 1 * IO.349 reglamentando los impuestos a la exportación lia si- 
do sancionada con enormes benef icios para las casas que efec- 
túan estas clases de operaciones, es decir, para el comercio en 
general; tan es asi, que su articulo 3.* establece que: "las 
'"Aduanas liquidarán tos derechos de exportación con arreglo 
" al aforo vigente en la fecha en que fué expedido el respec- 
" tivo tnileto de embarque o permiso de depósito"; es decir 
entonce!-, que el (pie solicita permiso para depositar frutos pa- 
ra exportar, debe pagar los derechos respectivos con arreglo 
a los aforos vigentes en la fecha de la expedición del boleto 
cualquiera que sea la de! emba que, y es precisamente como 
consecuencia de esta disposición la facultad que se acuerda 
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por el articulo 2." para fijar mensual mente los avalúos de los 
' productos. Lís indudable que para obtener el permiso <le de- 
pósito, debe en primer término resultar real la existencia de 
productos que se denuncia, porque como los aforos oscilan 
según los meses (art. 2.", ley 10.349), ¿'o pudría facilitar ob- 
lener un boleto de deposito |ior una existencia ficticia en iilfc- 
ses en que dos aforos están competamente bajos, introducirlos 
posteriormente a los depósitos y exportarlos en los meses en 
que el aforo es el doble, operación sencillísima si se recuerda 
que el Imleto caduca a los dos años (art. 506, ordenanzas de 
Aduana ) . Para obtener el boleto de deposito es necesario ( ar- 
tículo 5.° ley 10.349), presentar solicitud expresando especie, 
cantidad y calidad de los artículos, etc., y si bien do] texto de 
la solicitud de fojas 5 no aparecen cumplidos esos requisitos, 
es incuestionable que ese hecho, por sí solo, no basta a la de- 
mostración de la defraudación imputada, tenia vez que 110 es- 
tando ella de acuerdo con la disposición citada, la Aduana ha 
debido advertir la ausencia de esos extremos y no imprimir- 
le el trámite correspondiente. Kstamos pues, frente a un caso 
m que por no haberse llenado -los extremos referidos no puede 
inculparse falsa denuncia o m¡i infestación, tendiente a d.e- 
íraudar los intereses fiscales. 

4." Dudosa habría aparecido la situación legal de la casa 
denunciada, si no hubiera t raido a los autos la demostración 
categórica y concluyeme a que llega el informe de la Aduana 
ile esta ciudad que obra a fojas 76 vuelta, concordante en uh 
iodo con el de fojas 50 y 51. Aíli se espresa con toda preci- 
sión que la existencia de trigo almacenada, perteneciente a 
Sanday y Cía., al dia 31 de julio de 1919 era de 20.753 bolsas 
con 1.729.500 kilos del mismo cereal, ¿Cómo es posible, ante 
la claridad de informes semejantes, provenientes de una re- 
partición tan autorizada para ello como la Aduana del puerto, 
pretender (pie la casa Sanday y Cía. haya cometido da defrau- 
dación que se le imputa? Si el dia 31 de julio de 1919 se pa-* 
gnron derechos (ver fs. 7 », por 1.593.941 kilos de trigo, y por 



9Í14 



FALLOS DE LA COITE SUPREMA 



los aludido» informes de fojas 50, 51 y 70 vta., se establece 
que üt exi a pericia real, ese mi mi 10 día era de 1.729.500 kilos, ¿cu- 
filo puede sostenerse <|itc Sanday y Cía. ha exportado una can- 
idad de\creal, que en la fecha de alionar los derechos no te- 
nia almacenada? Es indudable que la imputación hecha a ¡a 
ca*a Sandav y Cia., no resulta comprobada en autos, y |xir c! 
contrario, ta prueba acumulada la pone a cubierto de tales car- 
gos. I\n nada puede influir el hecho de que el cereal, |wr el 
(pie se pagaron [os derechos en julio de 1919, haya sido ex- 
portado en 25 de noviembre <lei mismo año, si se tiene en cuen- 
ta la disposición del art. 558 de las ordenanzas de Aduana y 
(pie el boleto caduca, como se ha dicho, a los dos años. 

Por todo ello, y definit¡va.i»ente juzgando, fallo: absol- 
viendo de culpa y cargo en esta causa a Sanday y Compañía. 
Xnti fírmese y cumplida, archívese. 

Clodomiro Zpyolía. 



SENTENCIA BE LA CÁMARA FEDERAL 

I 

U FUta. Junio ti de 1*3 

Y Vistos: 

Por los fundamentos de la sentencia apelada; y conside- 
rando, además, respecto a lo alegado eji esta instancia: 

One con arregló a la ley ríe 19 de enero de iqiM (núme- 
ro io.,?4<)i, los avalúos para el pago de Vs derechos de expol- 
iación se fijan tnensualnicnU' por la corporación que allí se 
crea: y los derechos se liquidan con arreglo al aforo vigente 
en la fecha en que fué expedido el respectivo boleto de em- 
barque o permiso de depósito (IrtSi 2." y $."), 

Qtje et permiso de dcjxVsito de fojas 7 fue librad* 1 pur la 
contaduría de la Aduana de La Plata en 31 de junio de 1919. 
y en él se podía depositar 1.593.241 de trigo embolsado. 



DE JUSTICIA PE LA NACIÓN 



335 



Que los ínfprmes <le fojas 50 vta. y 76 vta. demuestra» lim- 
en esa fecha existía dejxjsitada mayor cantidad de trigo «pie 
Ja declarada O.7J9.500 kilos 1. lo que basta a desautorizar la 
denuncia. 

* 

Por tanto, se confirma la sentencia de fojas 87 y devuél- 
vase. — José Marcó (en desidencia |. — R. Cuido Lazvllr — 
Antonio L. Marcenara. 



DICTAMEN DEL SEÑOR rROCURADOR GENERAL 

_ ' Butnoi Alr», Acostó 21 de Iftí» 

Suprema Corte; 

El Meló de dc]>ósíto X." 6. ex[iedido por ta Aduana de 
La Plata y que corre agregado a fs. 7 de estos autos, se pre- 
sentó, se despachó y se liquidó el día 31 de julio de 1919. se- 
gún así se desprende de sus .propias atestaciones*. 

Mediante el referido boleto N." 6 de fs. 7, que contiene ta- 
dos los requisitos exigidos por oi apartado segundo del art. 
5,* de la ley N. n 10.349, los señores Sanday y Cía. solicita- 
ron y obtuvieron de la Aduana de Ka Plata el correspondien- 
te permiso ¡»ara depositar en el Gran Dock la cantidad dé 
f - 593 -941 kilos de trigo, liquidándose por esta cantidad los 
derechos de exportación respetivos, con arrezo al aforo vi- 
gente en la fecha de ex|iedición del boleto, tal como lo marida 
q] art. 3." de la ley X.* 10.349 antes citada. 

Los informes producidos a fs. 50 v. y fs. 76 v. ]>or la 
Aduana de La Plata establecen que en 30 de julio de 1910 los 
señores Sanday y Compañía teniau almacenados en los clepó. 
sitos fiscales de] <>uerto de La Plata 1,634.500 kilos trigo, 
cantidad que aumentó el día 31 a 1.72»;. 500 küos, de suerte 
que la cantidad por la que se solicitó, se expidió y se liquido 
el Imleto X." 6 de fs. 7 habia sido realmente girada 'mr ios 
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señores Sanday y Compañía a Jos depósitos fiscales de la 
Aduana de La Piala en la fecha de la expedición de dicho 
Inilett». 

No aparece, pues, con ocasión de la oj>eración de depo- 
rto para la exportación de la cantidad de trigo a que se reite- 
re el lio'.cto X.° que corre agregado a fs. 7. la compróla- 
iim de ningún hecho de omisión, falla de requisito ni falsa 
declaración imputable a ios señores Sanday y Comiiañía, que 
llaga a éstos pasibles de las sanciones establecidas en los ar- 
t ¡culos 1025 y to2íí de las ordenanzas de Aduana. 

Por lo demás es de notar que el certificado de fs. 6 t ex- 
pedido por la Aduana de I«i Piala a solicitud de los señores 
Sanday y Compañía, ni es documento esencialmente prescrip- 
to por la !ey para la formalizaeión de la operación de depó- 
sito de que se trata, ni contiene tanteo manifestación adua- 
nera a gima -de 'los interesados susceptible de baccrles in- 
currir cu responsabilidades penales de las determinadas en las 
ordenanzas, aparte «le" que díclio certificado sólo ha podido 
referirse a la existencia de trigo en deposito al 29 de julio de 
i'iio. en tanto que el permiso de depósito N." 6 de fs. 7 lia 
podido comprender la existencia "total depositada basta el día 
de l;i expedición del Isleto, o sea e! $l del mismo mes de ju- 
lio de ryit>. 

Por tanto, y de acuerdo con sus fundamentos, soy de opi- 
nión que corresponde se sirva V . R. confirmar la sentencia 
apelada fie fs. 101 que, a su vez, es confirmatoria licúa de fs. 
87 por la ipte se absuelve de culpa y cargo en esta causa a 
Sanday y Compañía. 



Horacio R. Larreta. 



r>K justicia nr: i.a wuh'in 
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Buenos ftirn, Junio ¡i de 1075 

Y Vistos : 

La presente causa seríela por el Ministerio Fiscal confín 
Sanday y Compañía (sociedad anónima exportadora ) , sobre 
defraudación a la renta aduanera venida en apelación contra 
sentencia de la Cámara Federal uc La Plata. 

Y Considerando: 

Que la base de la denuncia formulada por e! acusador 
particular y mantenida por el Procurador Fiscal, consiste en 
afirmar que Sanday ry Compañía habían alunado derechos de 
exportación de acuerdo con el aforo en vigor para el mes de 
julio de !<jio, sobre una cantidad Sé trigo que no tenían alma- 
cenado en la fecha de la expedición del respectivo boleto de 
depósito, 

(Jue entretanto la prueba iraida a los autos constituida 
por la solicitud de fojas 5. e informes de fojas 76 vuelta, 50 
y 51 demuestra de un mudo coiuluyentc que el día en que se 
alionaron los derechos de exportación Í31 de julio de ojio) 
.jnir un millón, quinientos noventa y trejp 1 11 a 3 novecientos cua- 
renta y un kilos de trigo, la suciedad Sanday y Compañía 
tenia almacenados en los depósitos fiscales de la Aduana un 
millón setecientos veintinueve mil quinientos kilos del mismo 
cereal . 

(Jue en estas condiciones, es de evidencia, que no puede 
imputarse a la demandarla ninguna falta de requisito ni falsa 
declaración que lo haga pasible de las sanciones establecidas 
|n>r las ordenanzas de Aduana. 

En su mérito, fie conformidad con lo pedido por el señor 
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Procurador General y los f mu lamentos concordantes de !a 
sentencia apelada se le confirma. Xotifíimese iv devuélvanse . 

A. Bermejo — J. Ficueroa Al- 
corta, — Ramón Méndez. — 
RopERTO Retetto. — M. Lau- 

REXCENA. 



Ihm Federico l'ril<nru contra ta Prom^la de Salta, por ,« 
bro de pesos. 

Sumario : Transcurrido el plazo señalado por el articulo 40_>,í 
del Código Civil para el caso <le ausencia, o sea, el más 
favorable para el acreedor, sin (jite se haya invocado ní pro- 
bado la existencia de un liecho ocurrido en los últimos 
veinte años anteriores a la demanda que hubiera inte- 
rrumpido legalmente el curso de 'la prescripción, ni ale- 
gado causal afilia de suspensión, corrcsitonde declarar 
[■rescripta Ja acción peraólial |*ir cobro de jwsos deduci- 
da cu el caso. 

Caso: Lo explica el siguiente: 

FALLO DK LA CORTE SUPREMA 

Buenoi Aire*, Junio IT de IBM 

Vistos : 

Los seguidos por don Federico LMburu contra la pro 
viiuia de Salta. por cobro de pesos» de los tjue resulta ¡ 

Oue a fojas 55 se presenta el señor Uriburu con los dócil- 
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memos que acompaña, en t ablando demanda por cobro de la 
suma de un millón ochocientos mil pesos moneda nacional, que 
según expresa le adeud.'i ta provincia citada, provenientes del 
capital e intereses de un empréstito hecho a *a provincia, en 
el año 1831. por el abuelo del recurrente, don Vicente Uri- 
huru. en sociedad con otras personas. 

Que el gobierno de Salía, en el año 1831. apremiado por 
la necesidad de la administración y las guerras civiles, fué 
autorizado por la Cámara de Representantes de 'la Provincia, 
por ley de 26 de febrero, para contratar un empréstito inter- 
no en dinero y en especies, y previa licitación, por decreto de 
15 de marzo del mismo año, aprobado por la legislatura pro- 
vincia!, el t6, se aceptó la propuesta que presentaron las per- 
sonas que se indican, entre las que figura don Vicente Uribu» 
ni. ratificándose la ojicración por decreto de 18 de marzo. 

(¿ue el importe total del empréstito, alcanzó a la suma 
de catorce mil cien pesos en metálico y en pago del mismo, el 
Gobierno autorizó a los prestamistas para percibir durante dos 
años los derechos de introducción de los aguardientes de San 
Juan y La Rioja. — percepción que pudo hacerse efectiva, a 
pesar de que los acreedores cumplieron con las prestaciones, 
porque en virtud de la guerra civil en que se encontraban las 
provincias argentinas declaró libre, medíante una convención, 
la introducción de alcoholes. 

Que en el año 1834 a varios de los prestamistas se les 
abonó el importe de sus créditos, pero a pesar del tiempo 
transcurrido, aún no se canceló el crédito de don Vicente Uri- 
buru . 

<Jue en repetidas ocasiones y por expedientes adminis- 
trativos ha sido reconocido el crédito que se reclama, median, 
do asimismo una resolución de la Legislatura Provincial de 
fecha 13 de febrero de 1882, ordenando se esperase a que por 
una ley se mandase pagar toda la deuda atrasada, reconoci- 
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«liento que hizo con posterioridad el Poder Kjecutivo el ió 
de agosto de 

Que la reducción del capital prestado, según las leyes de 
conversión, alcanza a la suma de pesos cinco mil cuatrocien- 
tos noventa y dos ; jiero en virtud de la acumulación de los in- 
terese* forma la cantidad que actualmente reclama, aplicán- 
dose al ti] kj de los misinos el 0,11c cobra el l'anco de la Nación 
en sus descuentos, a pesar de ser mayor la tasa en la época 
en que fué contraída la deuda; corresjKiudiendo asimismo la 
capitalización de los intereses por cuanto se trata de una tien- 
da de carácter publico, reconocida en repetidas ocasiones, de- 
vengándose intereses no sólo del principal sino también de los 
intereses anuales, que nunca fueron alomados. 

(Jue a mérito de los reconocimientos tic que se ha hecho 
mención, emanados de los poderes públicos de la provincia de 
Salta, y de las recia litaciones interpuestas en diversas épocas, 
el crédito no está prescripto a pesar del tiempo transcurrido, 
encontrándose pendiente un proyecto de ley en la Legislatura 
pur el cual se acuerda e! pago de ¡la deuda ; pero como ella no 
se sanciona, al Poder Ejecutivo de la Provincia corresponde 
arbitrar los medios necesarios para sufragar la deuda. 

Que, en virtud de lo expuesto, pide que teniéndosele por 
presentado y por parte, se condene a la provincia de Salta al 
pago del crédito reclamado más los intereses capitalizados al 
siete por ciento. 

Acreditada la jurisdicción Originaria de la Corte t fojas 
u* vta.) se corrió traslado de la presente demanda a la pro- 
vincia de Salta, la que la evacuó por medio de su represen- 
tante, exponiendo: 

<Jue niega la exactitud de las operaciones de que se ha 
valido el actor para obtener la suma demandada, y afirma 
qiil el cómputo y capitalización de intereses que efectúa es 
ilícito. 
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n»c sin reconocer la legitimidad del derecho materia de 
la acción, ¡a obligación de la provincia de Salta y el derecho 
que pudiese tener e! actor para accionar judicialmente en vir- 
tud de ese crédito, sostiene que este se encuentra prescripu>. 

One aún admitiendo que Ta obligación originaria fue>e 
todavía exigible. no habría devengado intereses sino desde la 
fecha de esta demanda, si el actor tuviese personería para en- 
tablarla. 

CJue en todo caso si se hubieren devengado, ellos esta- 
rían proscriptos. Solicita, en consecuencia, el rechazo de la 
demanda, con costas. 

Recibida la causa a prueba y substanciada por todos sus 
trámites, se -llamaron los autos para definitiva por resolución 
de í cijas 1014 vta. ; y 

Considerando: 

Que habiendo opuesto la provincia demandada la excep- 
ción de prescripción, corresponde examinar con preferencia 
dicha defensa en atención a su carácter de perentoria (Fallos 
lomo 96, páginas 2^3 y 2Ó0 y tomo joo, página 5 y 31, entre 
otros) . 

Que tratándose de una acción ¡icrsonal que no se en- 
cuentra sometida a disposiciones especiales en materia de 
prescripción, ésta, se rige por el principio general establecido 
en el artículo 4023 del Código Civil que fija en diez y veinte 
años, respectivamente, el término para la extinción del dere- 
cho personal, según sea entre presente o entre ausentes, 

ue 110 habiéndose invocado ni probado la existencia de 
un hecho ocurrido en los últimos años anteriores a Ja presen- 
tación de la demanda que hubiere interrumpido legalmente el 
curso de la prescripción, ni tampoco alegado causal alguna 
de sus|>cnsión de ta misma, resulta con evidencia que dicha 
prescripción se ha Operado, ya que habría transcurrido el pía- 
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zo señalado por la disposieiim legal recordada para el casi» de 
ausencia, o sea el más iavoraUe jara e! acreedor. 

Q«e. j>or lo demás, tampoco se ha acreditado el título i> 
derecho del demandante para hacer valer las acciones que ha- 
hrian corres]Kiiulido al mutuante dmi \"ieente Uribuni. 

Por ello: se absuelve a la provincia de Salta de ta de- 
manda que le ha promtividn don Federico l"ribum, sin cos- 
tas. Xotiiinuese y repuesto el papel, archívese. 

A. Bermejo — J. Figueroa al- 
cokta. — Ramón Méndez. — 
RomíRTo Repetto. — M. Lau- 

REN'CENA. 



ihm Claudio Horras contra el Ferrocarril Autentino del Nor- 
te, por devolución de fletes y fago de daños y perjuicios. 

Sumario; i.'* No procede el recurso extraordinario del articu- 
la 14, ¡ey 4K contra una sentencia basada en fundamentos 
de hecho y de derecho común, suficientes por si solos 
para sustentarla. 

2* Para la procedencia del recurso extraordinario, es 
indispensable que alguna de las cuestiones federales enu- 
meradas en el articulo 14 de la lev 4R haya sido plantea- 
da mi el pleito, o sea, en circunstancias tales que el tri- 
bunal de última instancia haya podido pronunciarse sobre 
ella. < Kn el caso, se hizo mención ¡nir primera vez del 
articulo 2*5 del Decreto Reglamentario de la ley de FF. 
CC. número ¿87^, a! inteqionerse el expresado recurso ) . 



Caso: Le explica el siguiente: 
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TALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Y VistOS Bumwi Aire», junio 17 de 1925 

Kl recurso extraordinario interpuesto y concedido con- 
tra sentencia de la Cámara Federal de Ablación de Córdob:i 
en el juicio devolución de fletes y daños y perjuicios seguido 
por don Claudio Borras contra el Ferrocarril Argentino del 
Norte. 

Y Considerando: 

Qhq la sentencia materia del recurso para fundar el recha- 
zo de !a acción lia expresado que "el actor recibió la carga en- 
comendada ail ferrocarril ,y alwnó el flete convenido sin hacer 
protesta alguna, lo que importaba liquidar definitivamente con 
aquélla las cuentas relativas a ese transporte, como también re- 
nunciar a la acción fundada en el artículo i88 del Código de 
Comercio toda vez que no es drible repetir lo pagado en virtud 
de una deuda no exigible judicialmente, según lo dispone e! 
artículo 791 del Código Civil". 

(Jne tales fundamentos de hecho y de derecho común. si*n 
suficiente por sí solos para sustentar el fallo, y no pueden ser- 
revisados por esta Corte en el recurso extraordinario de acuer- 
do con lo reiteradamente resuelto. 

Que cal»c observar, a mayor abundamiento, que la cues- 
tión federal no habia sido ojxjrtunaiuente planteada en los au- 
tos. Es cierto que en el escrito de demanda se invocaron por 
el recurrente los arliculos 222 y 222 A del Keglamento Genera! 
de Ferrocarriles, pero ello con el exclusivo fin de dejar es- 
tablecido que la carga habia demorado más del doble del tiern» 
po autorizado por aquéllos. Y Sobré este antecedente de he- 
eltn urda ha decidido el fallo apelado. 
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Ouc. futre tanto, en el escrito intefponiend0 el recurso 
extraordinario se hace inunción \n>r primera ve/, dentro del 
pleito, del artículo 225 dej Decreto deí Poder Kjecutivo regla- 
mentario de la ley número ¿87,1 sosteniéudnse qué la decisión 
irtqjorta declarar la invalidez de aquél cuando se trata de car- 
ta-, de j Kirie no prot estadas. 

Une. entre las condiciones impuestas pjüt hi ley y reco- 
nocidas por la jurisprudencia, para la procedencia del reeur- 
iO extraordinario, ha dicho esta Corte, es indis|)Cnsable que 
alguna de las cuestiones federales enumeradas en el articulo 
14 de la ley 4H h:>ya sido planteada en el pleito, o sea, en cir- 
cunstancias tales que el tribunal local de última instancia ha- 
ya podido pronunciarse sobre ella. { Ka líos tomo 1 página 
■II 1. requisito que, cotilo queda ptintualizfldo, no concurre en el 
caso de autos. 

(£n mérito de estas consideraciones, se declara no haber 1 
ugar al recurso concedido. Noli Tupiese v devuélvanse, repo- 
iréudose el papel en el tribuna] de origen. 

A. Bermejo — J. Fi cuero a Al- 
corta. — Ramón MéxdEz. 
Roiierto Repetto. — M. Lau- 

REN'CENA. 



Fertomrrn Central Artjeutino contra la Muttitipatidtui de Vi- 
cente López, por devolución de una stiwa de dinero. 

Sumaría : i." Procede el recurso extraordinario del articulo 14 
de la ley 4H, nuitra una sentencia denegatoria de los dere- 
chos, privilegios y exenciones de carácter federal hechos 
valer en el juicio, y fundado en el artículo 8." de ia ley 
5.11.;. ,í. de la ley £¿62 y íjrs|p^istc1ones de la 111411 un o í&5¡$f. 
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3" La exención de impuestos acordada jior la ley nú- 
mero 5315 nu comprende ¡as tasas correspondientes a ser- 
vicios municipales, como sun los de alumbrado y limpieza. 

3¿° La ley número 10.Ó57 no es interpretativa de la nú- 
mero 5315. 

4/ La ley 6062 sobre fusión de los FF. Central Ar- 
gentino y Hítenos Aires y Rosario no ha modificado la si- 
tuación de «as empresas en materia de exención de im- 
puestos creada |)or Ja ley 5315. 

Cuso : Lo explican Lis siguientes piezas; 



ACUKBDU DE VA CÁMARA 2.» m AP&.ACIONEs 

Kn Ta ciudad de La Plata, a to de abril de 1923 reunidos 
en acuerdo ordinario los señores Jueces de la Kxma. Cámara 
Segunda de Apelación, doctor Néstor X. Fernández, y Raúl 
Aristegui para pronunciar sentencia en los autos caratulados 
"Ferrocarril Central Argentino contra la Municipalidad de Vi- 
ecnte López, devolución de dinero", se procedió a practicar 
la insaculación prescripta por los arts. 173 de la Constitución 
de la Provincia y 300 del C. de Procs. r resultando oue debia 
votar en primer término el Dr. Aristegui . 

La Kxma. Cámara resolvió admitir la excusación de! J ucz 
del tribunal. Dr. Kmilin Molina Carranza, art. 397 C. de 
Procs. y planteó las siguientes cuestiones: 

i." ¿La empresa demandante está exonerarla de pagar !as 
contribuciones de alumbrado y limpieza que le exigió la Muni- 
cipalidad de Vicente López por la vía ejecutiva, en virtud de 
la concesión otorgada por la provincia en febrero 25 fie 1862 : 
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j.* ¿Y por el decreto emanado del Poder Ejecutivo pro- 
vincial de enero u de 1889? 

X* ¿\¿í exención t|tie alega la actora está consagrada por 
!;t ley nacional \." 5&i$? 

4/ .; Y por el art. y." fiel contrato que. celebró con el P. E, 
Nacional en 9 de enero de 1909? 

5.* La ley nacional N\" 10.657 es aclaratoria de la citada 
el) la cuestión 

«».' „:Es aplicable en el caso Ta expresada ley nacional N," 
10.057? 

-,' ,; IX-tw juzgarse que en virtud de lo t|UC dispone la alu- 
dida ley 1 0,657. las contribuciones cuya restitución )«rsigue 
el F. C. C. A. le lian sido indebidamente exigidas jmr el mu- 
nicipio demandado? 

&íi ,; F\s procedente la demanda en cuanto se refiere a ía 
repetición de las sumas pagadas en concepto de contribuciones 
por alumbrado y limpieza y sus multas? 

<>.* ¿La es en lo que respecta a la restitución de las can- 
lidades. alomadas en concepto de costas de la ejecución que ba 
dado origen al presente litigio: 

to/ ,;Ouó pronunciamiento corresponde dictar sobre lo 
principal ? 

ti." ¿Cuál respecto de los intereses demandados? 
rj." ,; Quién del*; i>agar las costas? 

— 

A la primera cuestión el señor Jmjz doctor Aristegur. <j i j • » : 

Desde el mo llento en que la empresa actora se acogió a 
las premiaciones de la ley nacional 5315. cesan todas las frati- 
quii-ia' que por disposiciones anteriores pudieran correspon- 
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'dt*rle, en cuanto fueran incompatibles con aqucll.15, según 
expresamente lo establece el art, 3." de la ley nacional 6062 apro- 
batoria de la fusión entre los ferrocarriles Central Argentino 
y Buenos Aires y Rosario. 

La exoneración de impuestos cuestionada, es materia que 
legisla expresamente el art. 8." de !a ley primeramente citada, 
y de consiguiente, la empresa ferroviaria carece de derecho 
para- invocar privilegios que le habrían conferido con anterio- 
ridad las autoridades. 

Por ello c invocando el precedente sentado por la Supre- 
ma Corte Nacional cu el fallo que se registra en la publicación 
"Jurisprudencia Argentina", t. I. página 344, voto negativa- 
mente. 

El señor Juez doctor Fernández, dijo : 

Coincidente en un todo con la opinión emitida por el se- 
ñor Juez que me precede, que es la misma que he sostenido en 
d i versos casos análogos fallados por este Tribunal, emito mi 
voto en el presente por la negativa en la cuestión planteada. 

A la segunda cuestión el señor Juez doctor Aristegui, dijo: 
Las consideraciones legales que aduje al tratar la cuestión 
anterior sonden un todo api ¡cables a la presente, por lo que 
las reproduzco para fundar mi voto que emito en sentido ne- 
gativo. 

El señor juez doctor Fernández, dijo: 

Por análogas consideraciones a las expresadas preceden- 
temente, voto también por la negativa. 

A la tercera cuestión el señor Juez doctor Aristegui. dij«;: 

Kl extremo que constituye la materia de la presente cues- 
tión ha sido objeto de brillantes debates ¡y meditadas decisio- 
nes, que jHjedc decirse sin incurrir en exageración lian agota- 
do su estudio. 

Er| más alto Tribunal del paíSj último intérprete de las le- 
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yes en nuestro SÍStftTM« de gobierno, se ha pronunciado rei- 
teradamente acerca del alcance que delie atribuirse al art. 8." 
le ta lev 5315. reafirmando en cada caso su concqrto de que 
la exención de impuestos que consagra en favor de las empre- 
sas ferrocarrileras, no comprende las tasas correspondientes a 
los -servio ius municipales de alumbrado y limpieza. 

No fié de insistir sobre las diferencias que existen entre las " 
lasas y los impuestos propiamente dichos, (pie se encuentran 
perfectamente caracterizados por la ciencia f inane Eera ya que 
•u> manuales más elementales los expresan con toda preci- 
sión. He de decir tan solo, que como bien lo hizo resaltar un 
Juez de Ta Capital al pronunciar sentencia en un caso análogo. 
-1 se tiene en cuenta el lugar preferente que ocupan las tasas 
en los presupuestos nuinicqwies, cuyos cálculos de recursos se 
forman en su máxima parte de ellos, y lo difundida que es la 
clasificación y distinción entre la tasa y el impuesto, no se ex- 
plica cómo, si la mente del articulo 8'.* de ta ley 5315 hubiera 
siílo exonerar a las empresas ferroviarias también de las ta- 
sas no lo baya expresado con la claridad que. la naturaleza es- 
pecifica en tales recursos lo requería, siquiera fuera en rela- 
ción a las municipalidades, máxime teniendo presente la no- 
loria preparación científica de los legisladores qrtt concurrie- 
ron a su sanción ( fallo de! Juez doctor Repello, de abril t* de 
1915 in iv "Municipalidad dé la Capital "versus" Ferrocarril 
ddSud"). 

Si alguna duda cupiera, ella queda disipada si se observa 
que a! discutirse la ley >*u la Cámara de Diputados, el doctor 
Caries, miembro informante de la comisión que la habia des- 
pachado, a una aclaración solicitada por el dipiuadci Pera, en 
el sentido de sal»er si al con sigilarse la expresión "impuestos 
municipales" se entendía alumbrado, pavimentos, aguasf co- 
ntentes, etc.. y si éstos debían ser [Migados por las empresas 
contestó : 

"I.ti que se ha consignado en el art. 2." son tus impuestos 
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de b Constitución, aquellos qqe tienen que ser llagados por to- 
dos y también por los ferrocarriles si no fuesen eximidos por 
la -ley. I)c alii entonces que los servicios de carácter comunal 
que beneficiasen a los ferrocarriles particulares tendrían que 
patrios". (Diario de Sesiones, de 1907, págs. 1209 y sigs) . 

Tales antecedentes ,y los que la Suprema Corte Nacional 
ha enunciado minuciosamente en sus reiterados fallos, son en 
mi opinión convincentes, y no alcanzan a ser desvirtuados por 
la argumentación que contiene la erudita sentencia del de pri- 
mera instancia, no obstante el esfuerzo realizado por et distin- 
guido magistrado que la suscribe, digno a pesar de ello de ser 
elogiado, por muchos conceptos. 

Kn mérito de las breves consideraciones expuestas, con- 
cordantes con las aducidas por la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación en los fallos que se registran en los tomos 113, pá- 
gina 165; 114, pág. 298: 11 5- '74: pág. 260; 122, 
pág. 100 y 132. y 123. págs. 201, 313. 347 y 422 y por este mis- 
mo Tribunal en las causas Nos. 16.247. 21.2Ó4 y otras, cuyos 
argumentos reproduzco en obsequio a la brevedad, voto por la 
negativa. 

K1 señor Juez doctor Fernández, por los mismos funda- 
mentos votó en igual sentido. 

A la cuarta cuestión el señor Juez doctor Aristeguí. dijo : 

Et art. y." del contrato celebrado entre la empresa actora 
v el Poder Kjccutivo Nacional, cuya copia autenticada obra a 
fs. 29, no hace sínó reproducir el precepto contenido en el ar- 
tículo H." de la ley 5315. Kn tal virtud, dada la decisión re- 
carda al tratar la cuestión precedente y por los mismos funda- 
mentos entonces aducidos, emito mi voto en sentido negativo. 

El señor Juez doctor Fernández por los mismos funda- 
mentos votó en igual sentido. 

A la quinta cuestión el señor Juez doctor Ariste^ui dijo: 

La ley 10.65; contiene dispjsiciones que modifican esen- 
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pálmente alguno» preceptos de Ja k-y 5315. de donde se infie- 
re con evidencia que no puede atribuírsele el carácter de acla- 
rativa como lo KStíene la a clora. 

La segunda de estas leyes, ha dicho la Suprema Corte 
Nacional, consigna solamente una regla general . La primera, 
ül mismo tt£mpO une extiende el alcance de la exención a con- 
ir ¡luiciones no especificadas en la lev anterior. lo restringe por 
medio de excepciones y subordina éstas al cumplimiento de de- 
terminada» formalidades. Kn una palabra, agrega, la ley 10.657, 
lejos de proponerse aclarar el concepto de la exención de im- 
puestos coa-agrado ]*>r la ley 5315 ¡o modifica sensiblemen- 
te, dando soluciones a las cuales rio habría podido llegarse ja- 
más por la tola interpretación del texto de la !ey anterior (sen- 
tencia dictada en mayo 2 de nt2i " Jurisprudencia Argentina", 
tomo (>:, \Kig. 374 ) . 

X<> puede por tanto juzgarse (pie la expresada ley 10.657 
tinga ¡Kvr finalidad aclarar o interpretar las disposiciones de 
la X.* 5315. en los término* del art. 4." riel Gkl. Civil, y en 
consecuencia, voto j>or la negativa. 

1*11 -eñor Juez doctor Fernández i*»r lo> mismos funda- 
mento?, votó en igual sentido. 

A Ta -exta cuestión el señor Jtte* doctor Aristegtti, dijo: 

Las tasas cuyo cobro Obtuvo ejecutivamente la parte de- 
mandada, se devengaron durante los afir** 1*/ 1 5 y n>tO. según 
lo reconoce la actora en su demanda de fs, 3: y la loy 10.057 
se sancioné i-n agosto 13 de nii'i- De consiguiente, si se ajili- 
casen los preceptos de ésta en el caso .«('■ judke. se violaría 
el terminante principio míe consagra el art. 3,' del C'ód, Civil, 
puesto míe según se ha decidido .anteriormente, esta ley no es 
simplemente aclaratoria de la X ■ 5315. Kn su mérito voto 
por la negativa. 

Ivl señor Juez doctor Fernández. ¡n-r lo* mismos funda- 
mentos votó i-ii igual sentido. 
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A <la séptima cuestión el señor Juez doctor Aristeguí, dijo: 

Kn atención a lo resuelto al tratar las dos cuestiones an- 
teriores, y por las mismas razones que se tuvieron en cuenta 
para decidirlas, voto negativamente. 

Kl señor Juez doctor Fernández, por los mismos funda- 
mentos votó en igual sentido. 

A la octava cuestión el señor Juez dpc jr Aristeguí, dijo: 

Voto por la negativa, puesto que dada la solución recaída 
en tas cuestiones planteadas, no puede juzgarse que el pago 
efectuado por la actora cumpliendo la sentencia recaída en el 
juicio ejecutivo, tenga el carácter tle indebido, y no procede en 
consecuencia su repetición, arts. 499, 792 y concón!, del Cód. 
Civil y su doctrina, 

VA señor Juez doctor Fernández, por los mismos funda- 
mentos votó en igual sentido. 

A la novena cuestión el señor Juez doctor Aristeguí, dijo: 

Resuelto como lia sido eme el pago exigido en la ejecución 
[o fué en virtud de un derecho legítimo del municipio deman- 
dado, éste no tiene obligación de devolver las sumas percibi- 
das -por concepto de costas devengadas en ese juicio ejecuti- 
vo, que son de exclusiva propiedad, arts. 71 y 541 del Cód. de 
l'rocds.. 499 y concordantes del Cód. Civil. Voto en ta] vir- 
tud por la negativa. 

Ivl señor Juez doctor Fernández, por los mismos funda- 
mentos votó en igual sentido, 

A la décima cuestión el señor Juez doctor Aristegui dijo: 

Revocar la sentencia aj telada de fs. 56 y rechazar la de- 
manda sobre repetición instaurada a fs. 3> fundamentos de la* 
cuestiones precedentes. Así lo votó. 

VA señor Juez doctor Fernández, por los mismos funda- 
mentos votó en igual sentido. 
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A la décima primera cuestión el señor Juez doctor Aris- 
tegiií, dijo: 

No procediendo la demanda cu lo principal, tampoco pro- 
cedí" en io necesario, como son los intereses — arg. del art. 519 
Cód. Civil. — Voto cu consecuencia por que se rechace tam- 
bién en este pimío la acción promovida, revocándose asimismo 
él fallí» recurrido en cuanto manda pngar intereses. 

El señor Juez doctor Fernández, por los mismos funda- 
mentos votó en igual sentido. 

A la décima segunda cuestión el señor Juez doctor Aris- 
icgui dijo: 

Las de primera instancia el actor vencido, art. 71 Cód. 
de Procedí, y en Jo míe atañe a las de segunda instancia, deben 
abonarse en el orden ocasionado art. 311 del misino código. 
Así lo votó. 

lvl señor Juez doctor Fernández, por los mismos funda- 
mentos, votó en igual sentido. 

Oui lo que terminó el acto [(miando los señores Jueces. — 
PórnáMcá. — Aristcgm, 



SKNTKSCIA 

Lr Pltta. Abril 10 de H«!3. 

Y Vistos: Considerando: 

ijue en el precedente acuerdo ha quedado establecido: 

t." tjue la empresa demandante no esta exonerada del pa- 
go de las contribuciones de aluminado y limpieza que le exi 
gió la Municipalidad de Vicente López ejecutivamente, en vir- 
tud de la concesión otorgada por la provincia en febrero 25 
de i8í»j. ni en virtud del decreto emanado del Poder Ejecutivo 
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Provincia! de éríéro n de iK.S<>. leyes nacionales Nos. 6062 y 
5315, art. 8.", 

2," Que la ley nacional 5315, ni el art. 9." del contrato ce- 
lebrado por ta adora con el P. E, Nacional en 9 de enero de 
(909, no consagran la exención alegada por dicha parte. Dia- 
rio de Sesiones de la Cámara de Diputado» de la Nación 1907, 
|ág. 1209 y siguientes. Suprema Corte ríe Justicia de. la Na- 
ción, Tomos 113. pág ií>5 ; 114, pág. 298; 115, pág. 174; Tío, 
pág. 260; 122. págs. 100 y 132, y tomo 123, pgs. joi : 313. 
347 y 422: causas de este Tribunal NV 16,247. 21 &4 > t,lras - 
Pallo del Juez de la Capital doctor Kepet'o de abril f> de tgig 
tu la causa "Municipalidad de la Cnpil.il contra Ferrocarril 
del Sud". 

3" Que la ley nacional N.° 10.657 no es aclaratoria de la 
citada 5315. 

4. Que en él cuso de autos no es aplicable la ¡ley nacional 
\\" io.í.57, ¡«. 3' d«l Cúd. Civil. 

5. " (jne la neción instaurada no procede asi en li> defe- 
rente a las sumas pagadas en concepto de contribuciones por 
alumbrado y limpieza y sus multas, como respecto dé l<> alio- 
nado en concepto de costas de la ejecución origen de esta li- 
tis, fundamentos de los considerandos auler lores y arts. 4f», 
792 y su doctrina del Cód. Civil, 71 y 541 ®Kt tic IWeds. 

6. * Que las costas de primera instancia del mi imponerse 
al actor¿ art. 71 Cód. de Proecds., y Jas dé Menuda instancia 
por su orden, art. 311 Cód. Proecds. 

Por ello y demás fundamentos consignados en el prece- 
dente acuerdo se revoca la sentencia en recurso de fs. 5Í1 y *c 
rechaza en todas sus partes la acción instaurada en el piv 
senté juicio: las costas de primera instancia se imputen a la 
actora vencida, a CÜ?p efecto se fijan en qüíniéfttflá peso, el 
honorario del doctor Cubero y en duscientos los derecho» di- 
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Pereda; las de segunda instancia se satisfarán jxjr su orden. 
\ otifiuue.se y devuélvase previa reposición del sellado en la 
Darte que corresponde a la actora. art, 72 Código de procedi- 
mientos. — Xistor iV. Pernáridas, — Raúl Arista/ni. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Rumo* Air**. Junio IT de 1925 

Y Vistos- 

Los seguidos jior el Ferrocarril Central Argentino contra 
lil Municipalidad de Vicente López, por devolución de la suma 
di- nueve tnil municnlos setenta y seis, jwsos moneda nacional, 
venidos en apelación de sentencia, dictada por ta Cámara Se- 
cunda de Apelación en lo Civil de 1.a Mata. 

Y Considerando : 

Une siendo la sentencia contraria a !ns derechos, priviíe 
gios y exenciones de carácter federal <¡ue se lian lieclio valer 
en ei juicio, el recurso extraordinario interpuesto para atite es- 
ta Corte lia sido l>ien concedido conforme a In dispuesto por el 
artículo 14 inciso 3." de la ley númern 4R y a Ib reiteradamen- 
te resuelto. 

Que el presente recurso extraordinario su finida en tpie la 
-t-uteucia lia desconocido I:l exención de i.npucstns muuicipa- 
1* > de alumbrado y limpie/.t alegada por el recurrente apoyán- 

l">e en el articulo .S. 1 " de la ley $31$. en el articulo y de la ley 
nacional numero y en las disposiciones de la ley número 

10 ^57 invocada como interpretativa de la primera. 

Que la declaración formulada ten ta sentencia dé tute ta 
neión de impuestos acordada por el articulo H" de la ley mi 
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mero 5315 tío comprende las tasas correspondientes a 'los ser- 
vicios de alumbrado y limpieza, se ajusta a lo resuelto por esta 
Corte que ha establecido con la amplitud requerida en nume- 
rosos casos los fundamentos de tal interpretación. Fallos tu- 
mo 134, página 57 y los allí citados. 

Que esta Corte al examinar por primera vez los térmirw- 
de la ley 10.057 relacionándolos con la número 5315, lia esta- 
blecido que aquella no es interpretativa «le ésta sino que ]x>r ej 
contrario la modifica sensiblemente "dando soluciones a las cua- 
les no habría podido llegarse jamás por la sola interpretación 
ile la \w 5315" (Fallos tomo 134, página 57). Y esa conclu- 
sión a la cual- también llega la sentencia dé la Cámara Segunda 
de Apelaciones, en lo Civil de La Plata conduce a declarar 
«jite "no siendo la 10.657 una ley interpretativa «qüe deba apli- 
carse a los casos anteriores (joc no estuvieran definitivamente 
cobrados con anterioridad a la sanción de dicha ley, el recu- 
juzgados y tratándose en el sub lite de impuestos devengados y 
rrente no ha podido invocarla como fundamentó dé la exen- 
ción alegada". Fallos tomo 1.34. pág. 57. 

Ouc respecto a la exención fundada en el articulo 3," de 
la ley X." 6oíV¿ invoca la recurrente como antecedente de ju- 
risprudencia la sentencia pronunciada por esta Oírte en el jui- 
cio segwitío por ella contra el Gobierno Nacional de fecha 27 
de septiembre de 10,22 por la cual' se declaró que "al resolver 
el Tribunal "a qüó" que la recurrente mi puede hacer valer la 
exención de impuestos acordada a su antecesora la Compañía 
*de Fe r rocarr ¡Tes *d e líüenos Aires y San Fernando, lia contra 
liado lo dispuesto en el artículo 3.° de la ley nacional níii!er<> 
íK>r>2". 

One la inaplicabilidad al caso actual de lo resulto 1*11* e-- 
ta Corte en aquella oportunidad es visible, tí 11 el juicio a qtu- 
] ni so fin el pronunciamiento citado se trataba de la re|>etictóii 
de impuestos de contribución territorial correspondientes al in- 
muebiti en que se halla edificada la estación Retiro por él tiéni* 
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po transcurrido desde el 30 de abril de IQ06 hasta el ¿ de 
octubre de i'jo?» es decir, hasta la fecha en que la empresa se 
acogió a la ley 5,115. Kl casn stih ¡ndice, en cambio, se relíe- 
le a la re]n;tidón de impuestos municipal os de alumbrado y 
limpieza correspondientes al período comprendido entre el mes 
de enero de Mil 5 y julio de i»iií». esto es, a una época en que 
la adora >e habia \a accedo a '& ley N\" 53 Éjj y carecía de de- 
recho para invocar * >n> • en el caso anterior, las exenciones y 
franquicias en materia de impuesto, establecidas en su favor 
[>ur las leyes de concesi m . 

( Jue, asi lo ha estableeido esta l'orte 1 palios tomo 127. pá- 
gina t&) considerando enario) al resolver que la ley nq62 so- 
bre fusión de los ferrocarriles Centra! Argentino y Buenos 
Aires y líosurío 110 ha mollificado la situación de las empre- 
sas en materia de exención de impuestos, porque Ja ¿ey 5^15 
uní formó él régimen fiscal im|iositivo a «pie los ferrocarriles 
estaban sometidos antes de la sanción de esa ley y el acogi- 
miento a bis beneficios que ella Consagra importa la opción 
prevista en su artículo ti), con la expresa manifestación de vo- 
luntad legalmente requerida 1 Faltos tomo 122, página too) des- 
pués de lo cua' quedaron sin efecto i¡*so jitre las franquicias 
(|Ue hubieran podido estar en vigencia en rJ momento de la 
unción y de cohsignieníté la ley óo6j Uo hahria podido otor- 
gar lo que ya no exisiia por expresa disposición de la ley 
53.13 a cuyo régimen Sé aeogieron voluntariamente las empre- 
sas , 

IW tales funda nenio» y ¡os concordantes de la senten- 
cia apelada se la ednfmna con costas en la parte que ha po- 
dido >er materia del recurso. Xotitiqiiesc y repuesto que sean 
ios, sellos, devuélvanse , 

* A. Iji'kmejo — J. Imcuekoa Al- 

corta. — Ramón* Méndez. — 
ROufittTO Kl-'t'l'TTO. — M. I.M-- 
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I'raviucia de Hite non Aire* contra la Compañía Generé de /-V 
rrocqrriles é$ la provincia de Hítenos Aires, sobre cobro 
de pesos y daños y perjuicios. 

Sumario: t* De IpB pleitos sujetos al fuero originario de la 
Corte Suprema, hay <|tto exceptuar, entre otros, los caso* 
cu quiT voluntariamente se prorroga la jurisdicción pro- 
vincial o en que se lia establecido jxir pacto expreso una 
jurisdicción especial. (En el caso hahia un contrato entre 
tas partes, cuyo artículo 13 establece: "Cualquier cuestión 
que pueda suscitarse acerca de ja interpretación de este 
contrato será sometida a la decisión exclusiva de arbitros 
arbitradores elegidos de común acuerdo uno por cada par- 
te, los que en caso de discordia designarán un tercero que 
la dirima en definitiva") . 

2" Íai jurisdicción originaria y exclusiva que le está 
atribuida a la Corte Suprema por el articulo 101 de la 
Constitución Nacional, en la^ causas entre una provincia y 
vecinos de otra, si bien es improrrogable a los tribunales 
inferiores de la Nación, en el orden federal, no excluye la 
jurisdicción provincial o arbitral, si por ella optaron las 
partes expresa o tácitamente. 

.1." J,a circunstancia de haberse conferido en el caso, 
traslado de la demanda, no importa decidir con carácter de- 
finitivo sobre la competencia, admitida sólo en cuanto hu- 
biera lugar por derecho. 

Cusa: U» explica el siguiente: 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 
, , Bueno» Aires, Junio H> de 1»24 

Y Vistos: 

Los seguidos por el representante de la Provincia de Muf- 
lios Aires contra la Compañía General de Ferrocarriles en la 
Provincia de Buenos Aires, por cobro de pesos provenientes de 
daños y perjuicios, de los que resulta: 

Que a fojas 9 y con los documentos precedentemente agre- 
gados, el representante de la expresada Provincia entabla de- 
manda contra la referida Compañía General de Ferrocarriles 
por la suma de tres mil ciento sesenta y siete ]»esos, cincuen- 
ta y seis centavos moneda nacional, a lo que más resulte, en 
concepto de daños y perjuicios que esta última ha ocasionado 
a la empresa del Ferrocarril a Meridiano V, — que forma ¡jar- 
le integrante de la administración provincial, — por el acci 
ilente que ocurrió el 4 de marzo de 1918 en el cruce de las do- 
lineas férreas, cerca de Ja Estación Etcheverry, accidente que 
se produjo porque un tren de la Ominan ia demandada embis- 
tió a otro de Meridiano V. a pesar de estar ma reacio peligrr. 
en las señales del cruce correspondientes a la Compañía Ge- 
neral, resultando destruidos varios wagones del ferrocarril de 
la provincia, 

Que mediante las diligencias sumariales que se practica- 
ron oportunamente, se comprobó que en el cruce donde el ac- 
cidente tuvo lugar existían ncho semáforos, cuatro de cada 
vía. siendo imposible poner a via libre los semáforos de una 
linea sin que estén a peligro los de la otra, y en el caso de la 
demanda el convoy de Meridiano V fué embestido por el de la 
Compañía General estando los semáforos del primero a vía 
libre y los de la segunda a pcJigro. circunstancia que demues- 
tra ta imprudencia con que avanzó el tren de la Compañía G< 
neral, produciendo el accidente. 
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<¿ue la demandada se ha opuesto al pago de la suma que 
-v reclama, fundándose en la existencia de un convenio que 
establece que los trenes de ambas empresas del>cn obtener una 
Meta del señalador antes de pasar por el cruce, olvidando que 
este convenio tuvo su razón de ser en el hecho único de que 
no había señales cuando se ce'ebró, y quedó sin efectos hace 
varios años, cuando se instalaron los semáforo?. 

Que la competencia dt* esta Corte para conocer en el sub 
Índice procede de que según el contrato de 29 de abril de uj\2 
el dominio de la demandada es en esta Capital, y en tal caso son 
de aplicación los artículos too y 101 de la Constitución. 7." de 
la ley 27. l/, inciso I." de la ley 48, y 2* de la ley 4055. 

Que funda la demanda en determinados artículos que cita 
del Código Civil, y deriva la responsabilidad de la demandada 
de lo que establecen dichas disposiciones legales y del contrato 
de referencia, pidiendo se condene a la Compañia General al 
pago de ]a suma indicada, 'los intereses «y cosías del juicio, que 
amplía a fojas í8 para solicitar que en el caso de que la con- 
¡r:q»arte invoque el artículo 13 del contrato, se ta condene a 
i-onstituir el tribunal arbitral respectivo y a fijar las bases del 
Luido con arreglo a derecho. 

( lite conferido traslado di' la demandu v su ampliación 
1 ft»j.:r. 17 y 19), el representante de la Compañia Genera! de 
bVrrf carriles en la Provincia de Buenos Aires, contesta a fo- 
jas 26, exponiendo: Que la icspmsabilidad que la Provincia 
de Hucnos Aires pretende hacer recaer sobre la Compañía de- 
mandada, corresponde exclusivamente a la actora, porque no 
dio cumplimiento a las obligaciones impuestas por el convenio 
de 2<) de abril de^9i2. 

Oue según el articulo u." del contrato aludido, los trenes 
del Meridiano V debían detenerse al llegar al cruce, y 110 pa- 
sarían dé este sin tener en cada caso la señal correspondien- 
lu del semáforo respectivo y un lxdeto entregado por el seña- 
lero de servicio, imponiendo al Meridiano V, en caso de dttjjh 
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sión de estas obligaciones, la responsabilidad exclusiva de los 
claños y perjuicios que se ocasionaran. 

(Jue de las dus obligaciones qué establece el citado irtjcu- 
lo, esto es, <!a de ¡as señales ilel Semáforo y la del boleto, el 
Meridiano V. sólo observó una en el caso sub judia', pues omi- 
tió la relativa al l>o!elo que no le fué entregado: y si bien se 
pretende atenuar las responsabilidades consiguientes afirman- 
do que la exigencia del l«»lelo sólo tuvo su razón dé ser cuan 
do d contrato se celebró entonces no existían señales, se oh- 
serva que tal afirmación es falsa, pues el artículo fí." exige 
para el cruce las señales del semáforo y el boleto, lo que prue- 
ba que las señales existían cuando el contrato se celebró. 

Que en consecuencia, habiéndose omitido por el Mcridia- 
no V. uno de los reqüisit(»s del articulo invocado, y estando 
en pleno vigor el contrato rcíerido, i;i omisión de !a citarla for- 
malidad impone al actor la obligación del resarcimiento «le los 
perjuicios cjuc el accidente haya causado a la Compañía Gene- 
ral, a la que no hay derecho, por lo tanto, para exigirle la in- 
demnizaciÓri de los perjuicios que se demandan, consideracio- 
nes en cuyo mérito se pide el rechazo dé la acción deducida con 
costas. 

(Jue recibida la causa a prueba i fojas &), se produjo ta 
qué expresa el Certificado de toja* í>-, y se presentaron b>s 
alegatos de fojas 8¿ y 8o y se llamó auto> pata <le fruitiva a 
fojas 8*. 

Y Considerando: 

One de los términos generales de la di-manda y de ta £011- 
t estación, este es, de las condiciones en que ha quedado tra- 
bada !a litis CQlltestatio, resulta que las responsabilidades que 
se atribuyen reciprocamente las partes en litigio, derivan di- 
recta y expresamente, de sus relaciones contractuales, de tai 
manera que para decidir si es o no procedente la acción Inter 
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rada, se requiere establecer si el accidente se produjo por in- 
observnncta de las obligaciones del demandado o jK>r omisión 
dé fas del actor, y a ese respecto es imprescindible el examen y 
la interpretación del contrato de 2ij de abril de H)i2, acredita- 
do a fojas 50, especialmente !a cláusula fi." del mismo, i n vo- 
lada en distinto sentido por áríibos litigantes. 

(Jue aún en el supuesto de que fuera posible la determina- 
ción de las responsabilidades del caso por la sola aplicación de 
la> disposiciones legales fie (|ite se hace tiéritó en la demanda 
y sin tomar en consideración el contrato, tal prescindencia no 
procedería en el sith jitéice, porque, como queda diebo, el eon- 
iratrj es la base de la acción y de la defensa y a las relaciones 
contractuales se refieren no sóln las actuaciones de iniciación 
del pleito ( fojas ir. iS y 2ft), sino también las de prueba (fo- 
jas 5») de autos y fofas 3 del expediente letra A NV loó. agre 
fíkdó), y al contenido de la convención aludida se concretan 
igualmente en lo fundamental, los alegatos de amitos conten- 
dores sobre el inéritp de la prueba producida ( fojas 83 y W» 
del expediente prÍTicipal ) . 

Que en estas condiciones y estando en pleno vigor el con* 
vertió de referencia, él es de estricta aplicación en todas sus 
partes al caso de autos, y por consiguiente, sin expresa deroga- 
ción previa, no ha podido prescindí rsc <Ie una de sus cláusulas 
principales y de primordial importancia, la que determina la 
jurisdicción a que las partes lian sometido todas las cuestione;* 
posibles sobre interpretación de dicho contrato. 

Que, en efecto, el artículo 13 de ese convenio establecí-: 
"Cualquier cuestión que pueda suscitarse acerca de la inter- 
pretación de este contrato será sometida a la decisión exclusi- 
va de arbitros arbitradores elegidos de común acuerdo uno 
por cada; parte, los que en caso de discordia designarán un ter- 
cero que la dirima en definitiva". 

(Jue según se advierte, dados los antecedentes qué prece- 
den, el demandante y demandado, a quienes correspondía sin 
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duda alguna ¡nr razón de los preceptos legales invocad.., c) 
fuero originario ( Constitución artículo ioi, Ley 48, artículo 
i." t inciso 1"; Ley 4055, articulo 2."). se han apañado tic dielio 
filero, pactando la jurisdicción arbitral para el régimen de sus 
relaciones cíe derecho jior la convención citada : y esa jurisdic- 
ción es|)ecial subsiste en el caso con exclusión de cualquiera 
<»tra. no sólo porque con ese carácter de exclusividad se ha 
convenido, sino también jorque se trata de la interpretación 
tlel contrato, y porque nada obsta legalmente a que las pane- 
renuncien al privilegio del fuero originario a que tenían de 
recho . 

Qiie en efecto, y como este tribunal lo tiene definido cu 
reiteradas decisiones, de los pleitos sujetos a! fuero originario 
de la Corte, hay (pie exceptuar, entre 01 rus, los casos en que 
voluntariamente se prorroga la jurisdicción provincial o en 
que se ha establecido por páeto expreso una jurisdicción espe- 
cial i Fallos tomo 14, página 44M ; y fijando la interpretación 
•le la patje final del citado artículo ¡Oí tle la Constitución, ha 
declarado que la jurisdicción originaria y exclusiva que le está 
atribuida i>or el artículo 101 de la Constitución Nacional, éú 
las causas entre una Provincia y vecinos de otra, si bien es im- 
prorrogable a los Nbuháles inferiores de la Nación, en el or- 
den federal, tro excluye la jurisdicción proyincial o arbitral, si 
|M>r ella Optaren las partes, expresa o tácitamente (Fallos tomo 
tjo, págma <>7 ; lomo 104, página 333 ; tomo 1 io. página 35 en- 
tre otros) . 

One en la hipótesis de que las paites hubieses desistida 
de la jurisdicción arbitral pactada jara ocurrir al fuero de es- 
ta Corte se observa desde luego que tal desistimiento uu apa- 
rece expresado en autos en forma alguna, y que en todo caso 
habría carecido de eficacia legal, por cuanto a la represen- 
tación de la parte actora no !e han sido «inferidas las facul- 
tades necesarias a tal efecto 1 \ case instrumentos de poder de 
fojas 14 y 19) . 
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Que por lo demás Ja circunstancia de i|ue en estos autos 
§f haya conferido traslado de la demanda, no importa decidir 
con capkter definitivo sobre la competencia, admitida sólo en 
cuanto hubiere lugar por derecho (Fallos to.wo 7, página 373; 
tomo 140. página 34, considerando final). 

Por estos fundamentos se declara qué la presente causa tío 
corresponde a la jurisdicción originaria de esta Corte, sin es- 
|K-cial condenación en costas atenta la naturaleza de la cu?.-- 
tión resuelta. Xotifíqnese y repuesto el papel archívese. 

A. Bermejo. — J. Figueroa Al- 
corta. — Ramón Méndez. — 
Roberto Repetto. — M. Lau- 

RENCENA. 



Houco Hipotecario NuehuiU contra 00 Pedro y lisio Tan- 
credi Vimenati, sobre reivindicación, 

Sumario', l." Procede eí recurso extraordinario del artículo 141 
ley 48, contra una decisión de última instancia deuegato 
ría de un derecho invocado como conferido por la ley or- 
gánica del Banco Hipotecario Nacional (Artículo 71, in- 
ciso 3." de la ley 8172) . 

2." El flanco Hipotecario Nacional sólo puede usar de 
la prerrogativa conferida por el articulo 71, inciso 3." de la 
ley 8172. cuando el deudor hipotecario se encuentra en 
mora de más de noventa días respecto at pago de los ser- 
vicios del préstamo convenido en el contrato respectivo. 
(Es esa mora la que autoriza al acreedor a disponer por 
si la venta de la propiedad afectada, en remate público y 
sin forma de juicio (Artículos 45 y 48 de la ley orgánica !. 
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3. " Subsistiendo la hipoteca y habiendo mora, ya de 
parte del deodor originario del préstamo o de cua^uiera 
de los sucesivos adquirenu> del inmueble, sobreviene Ta si- 
litación de venta de la propiedad, aún cuando el Banco ya 
hubiese ejercitadi» el derecho «le vender, y renace por con- 
siguiente, la facultad de! acreedor para demandar a tu? 
detentado*-* de la cosa gravada. 

4. " La facultad de convenir Ta rescisión de los contra- 
tos de venta cuando hubiere imposibilidad de efectuar la 
tradición del inmueble vendido, se encuentra involucrada 
en los poderes qué para Vender en caso de mora, las pro- 
piedades hipotecadas, y para celebrar irán naciones, confie- 
ren al Manco Hipotecario los artículos 5S y 71 inciso 3.* 
de su ley Orgánica. 

5. " Atento lo dispuesto en el articulo fío de la ley 

no es dudosa la aplicación al caso de autos, de hs dispo- 
siciones de la misma, aun cuando se trata de un presta 
mo liipotecario acordado con anterioridad a la lecha de 
dicha sanción legislativa. 

rasa: Lo explican las piezas siguientes: 

SENTENCIA DEL SEÑOR JUEZ FEDERA!. 

RoMrío, Octubre 1) de 

Vistos: 

lisio* autos seguidos por el Manen Hipotecario N'acional 
contra Pedio y Kzio Tancredi Vi mercal i. sobre rein vindica- 
ción, resulta: 

En treinta de de diciembre de mi! ochocientos ochenta y 
nueve, los señores Antonio Barraco y Jorge Alfredo Pcrkius, 
gravaron con hipoteca a favor del Banco Hipotecario Xacioual 
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un inmueble situado liada el Oésté de esta ciudad (linrriu San 
PrancÍsqaitO)i compuesto de ciento setenta y tres metros veinte 
centímetros de trente al Norte («ir doscientos eineiieuta y mu - 
ve metros ochenta ceMÍmetvos de fondo y lindando al N"rU- 
COn los hereileros de Pinero, al Stid con los de Roldan, al Éste 
con don Juan José Beftégas y al Oeste con don ftjpstíri Arrotea 
i escritura pública <te fs> f* 8), 

Corno l«»s deudores no atendieran debidamente el servicio 
de didia deuda, el Maneo, ejercitando los derechos que le acor- 
daba su ley dígániea, sacó el inmueble a reíate, residíanlo 
compradores los señores Juan Corsi, Salvador Ri*zotto y Esta- 
nislao Rizzotto, a quienes les fué escriturada con fecha nueve 
fie marzo de mil novecientos siete, por el misino Hanoi según 
escritura otorgada ante el escribano Alzóla Zabalela ! fs. 1041. 
Empero al ir a darse posesión a los compradores, resulto que 
parte del predio estaba poseído |Kir terceros; y entonces acor- 
dóse rescindir la venta l escritura de 31 de julio de 11)07. fs. 
\>> a sin que los señores liarraco y Perkíns tuviesen 

intervención personal en esas dos escrituras, pues actuó el llano i 
a nombre de dos como queda dicho. 

Pocos meses después (marzo 5, de hk)S l el mismo Banco 
Hipotecario Nacional, a fin de obtener la posesión de la parte 
del inmueble ocupada poT terceros, entabló acción reivindicato- 
ria contra los sucesores de Edmundo Xapp, reputándolos po- 
seedores;); con fecha 10 de mayo de 1917. perdió definitiva- 
mente este primer litigio, por haber- incurrí'!., en el error de 
confundir al lindero de la izquierda con e! de la derecha y ubi- 
cado mal, en consecuencia, los títulos del bien materia de la 
hipoteca (véase plano de fs. i).. 

Así las cosas y accionando siempre a nombre de sus deu- 
dores Barraco y Perkins. conforme a lo dispuesto en los arts. 
11 o/í del Código Civil y 71. ¡nc. ¿" de la ley H172. el Banco 
inicia en 27 de diciembre p|nlo. la actual demanda rci vindica- 
toria dirigiéndola ahora contra don PedroYimercati. Pide se 
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ntidene a éste a desocupar e'. terreno, con costas, devolución de 
frutos y ¡»ago de daños y perjuicios i ís. 48 a 50). Acompa- 
ña al efecto los respectivos títulos tic propiedad, especifican- 
tío que la fracción materia del litigio mide ciento nueve ire- 
tros sesenta centímetros de frente (»r doscientos cincuenta y 
nueve metros con ochenta centímetros de fondo (perímetro 
comprendido entre las letras L, T. J. K, del plano de fs. 11, 

Previas algunas citaciones de evicción contestan ja de- 
manda Pedro y Kzio Tancredi Viinercati (por haber sido ad- 
judicado a amlios dicho inmueble, en el juicio síttesono de du- 
na Orina Rodríguez de Vimercath . Solicitan se le rechace, 
ion costas, a mérito de las siguientes razones (fs. 85 a i>ü . 

a 1 VA Banco no puede accionar yn a nombre de los se- 
ñores Barraco y Perkins. porque dejó de ser su representan- 
Te legal a partir del momento en que vendió el inmueble a los 
señores Riautotto y Coral (marzo de 10071. habiendo carecido 
'ire^jo de poder bastante para rescindir dicha venta. 

b) Kn todo caso se habría operado la prescri|*.\ón de diez, 
veinte y aun treinta anos, como consecuencia del justo título 
de la larguísima {^sión de Ins demandados y sus antece- 
sores. t 

Abierta la causa a prueki 1 fs. <>i >, se lian aportado como 
elementos de criterio los que obran de fs. iv? a 12ÍÍ, y además 
'a-* constancias de] juicio anterior "Rauco Hipotecario Nacio- 
nal v. sucesores de Kdniundn N'epp. reivindicación": Con pos- 
terioridad las partes presentaron sus respetivos alegatos ( fs. 
130 a 1$$), y previa la diligencia decretada para mejor pro- 
veer o>n fecha t." del corriente mes. quedo el juicio en estado 
de sentencia, 

Y Considerando que: 

Primero: No se tta hecho cuestión ¡mr el aeior acerca de 
la presentación de Ezio Tancretü Viniercati en el carácter de 
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demandado, debiendo entenderse que acepta proseguir cmni'.i 
él y contra. Pedro Yinicrcati la acción <pic al principio dedujo 
sólo contra este último. 

Segundo: Corres¡)onde resolver negativamente la GUestiósi 
de si el Banco puede o no conceptuarse todavía representante 
lega! de los señores Marracó y IVrkins. Los arts. tto/> del Có- 
digo Civil y 71, inc. 3* de la ley Si~j, invocados por ía se- 
tora para sostener lo contrario, dicen asi: 

"Los acreedores pueden ejercer todus los derechos } ac- 
"' ciones de su deudor con excepción de los que sean inheren- 
" les a su persona. 

"Estando en situación de venta una propiedad hipotecada. 
" el Banco t¡ucda facultado... para representar al deudor en 
cualquier juicio que pueda promovérsele contra la propitv 
" dad, o jiara iniciarlo contra terceros detentadores. . .". 

Ambos artículos, susceptibles de aplicarse mientras el in- 
mueble hipotecado estaba en "situación de venta" y pertenecía 
a los señores Pcrkins y Barraco, dejaron de ser aplicables a 
jiartir de ta venta hecha hecha i>or el mismo Banco a RÍ/?otm 
y Corsi, en marzo de 1907 (fs, 164). 

Léese en ¡a respectiva escritura el |>árrafo siguiente: 

"La agencia del Raneo desiste y aparta a tos propietario* 
' señores Jorge Alfredo Pcrkins y Antonio Barraco de 1 *>* 
" derechos de dominio y posesión que tenían a la propiedad 
"' vendida, la que tr.'íspasa a los compradores para que dispon - 
"■ gan de ella a su voluntad, a cuyo efecto les ha dado la po-c- 
" sión material respectiva..." Y a continuación, los compra 
dores Rizzotto y Corsi, se hacen cargo del saldo de la Hipote- 
ca que gravaba el predio, substituyendo asi a Perkins y Ba- 
rraco en su carácter de deudores del Banco. 

Por lo que hace al predio materia del litigio, resulta en- 
tonces evidente que una vez firmada la escritura, el Banco per- 
dió el derecho de accionar contra terceros a nombre de Per- 
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kin- y Barraca, puesto que no podia considerar ya a éstos ni 
como propietarios suyos respecto de la tracción vendida. Aunque 
Io> compradores hubiesen exigido la entrega de diera fracción 
líbire de todo ocupante, el Banco ha estaba en la obligación de 
Atender e] reclamo, ni de salir a juicio por los vendedores 
1 Vrkins y Barraco, ni de responder por la evieeión o en otra 
forma. Intervino en la venta como simple mandatario y su 
mandato cesó junto con la causa que lo motivara tart. 10/10. 
Cód. Civil». 

Habiendo dejado pues, de representar a Terkins y Barra- 
co en 9 de marzo de 1*107. el Banco careció dé facultades pa- 
ra coiwniir varios meses más tarde, a nombre de aquéllos y 
-ni ¡HhTcr especial al efecto. Ja rescisión de ta venia hecha a 
RntiOttO y Cursi, máxime cuando tal rescisión <égniftc;d»a vol- 
ver a colocar a I Vrkins y Barraco en ]a sil nación anterior de 
deudores hipotecarios, haciendo revivir en su contra una lu- 
imteca de la que ya se habían liberado parcialmente. 

Si m.' admitiera que el Banco tuvo y tiene el derecho de 
ilt l.ii -m eíectn en cualquier momento, y ]>or su sola autori- 
d i l. los actos que normalmente dan fin a su gestión de man- 
datario, ocurriría que ni lo.s deudores primitivos ni los terce- 
ro:-, podrían sal»er con exactitud en qué momento cesó el mait- 
ilato. " 

\ treinta y cinco años de distancia, se lo invoca todavía 
i- pino en ] lleno ejercicio; y aun tratándose de gestiones liti- 
giosal como ta actual quedaría siempre en pie ta |>nsibi;idad 
tic que un acuerdo entre las partes, posterior a la sentencia, 
dejando sin efecto todo o parte de lo actuado, hiciera revivir 
< t mandato fenecido. Xo parece razonable aceptarlo, ni tam- 
poco admitir que mientras los señores Perkins y Barraco adeu 
den algo al Banco, estén condenados a soportar las consecuen- 
cia-, "le los pleitos que éste haya deducido hasta aqni o vaya 
deduciendo en el futuro, titulo de representante de ellos. 

Tercero: AdenuK hay prueha suficiente de haberse ojh-- 
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rcttte la prescriixión a favor ríe los demandados. La escritura 
de compra venta de fs. 54, acredita que el 31 de enero de i&m- 

sea veintinueve años diez meües y veintisiete (Has antes ríe 
iniciarse esta acción reivindicatoría, Pedro Vimereaii adquirió 
ile Enrique Asíengo la fracción materia del liligio, halwéndose 
comprendido en la compra una casa de altos, dos galpones y 
un alambrado, construcciones todas que presuponían el ejer- 
cicio ile una posesión desde varios o muchos meses ;:ntes. En 
efecto ; ellas resultan iialier existido sobre el predio cuando tu 
adquirió Astengo en remate judicial, el 1) de febrero de i&j.i 

1 fs. i n> vta. I ; y no hace fn!ta otro dato para dar por cum- 
plida la prescriiK'ión rremtenaria, desde que la j^nsesión del ocu- 
pante actual» se entiende hal>er comenzado en la fecha de su 
titulo (art. 400.;. C id. Civil i, puede eni|ialtnarsela con ta del 
antecesor (art. 4005». y han de tenerse ambas por de buena fe 
mientras no se pruebe lo contrario taris. y 2^2). Apar- 
te de ello, figuran en autos las declaraciones de varios testigos 
■|tie confirman plenamente ¡a antigüedad de la posesión tran- 
quila y a título de dueños, invocada j*>r los demandados, por 
Astengo y por el antecesor de éste. 

Cuarto: Xo es aplicable la presunción del articulo 270^0 
dé! Código Civil, citado en el alegato del actor, porqiié en este 
caso la parte demandada presenta títulos de propiedad. 

(Juintn: F.n consecuencia, la acción reivindicatoría no pue- 
de prosperar. Falto: reelianzando. con costas, la demanda. 

Jiutu Alvares. 

SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL 

RoMlk», Diciembre 15 de 19W. 

Vistos: 

Las autos seguidos por el flanco H¡|x»tceario Nacional 
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entra Pedro y Hzio Taueredi Vimercaii sobre reivindicación ; y 
Considerando; en cuanto al recurso de nulidad: 

Qüe I:i sentencia recurrida o nTiii-ue decisión expresa, po- 
sitiva y precisa, sobre !a> cuestione» planteadas en la demanda 
iy contestación; Con expresión, igualmente clara, de k<s funda 
mentos de hecho y de derecho que ditcrmin.n su rlsotucion: 
de conformidad a lo dispuesto en el art. 13 de la ley nacional 
de enjuiciamiento, que se dice violado; por lo í|Ué se declara 
improcedente el recurso citado. 

Kn cuanto al de apelación : 

i." (Jue la sentencia dictada en el juicio seguido por el 
Banco Hipotecario Nacuma! contra los herederos Xapp. no tie- 
ne autoridad de cusa juzgada en el presente juicio míe versa 
vulire un terreno distinto y cotttra personas diferentes de las 
que en aquél aparecen demandadas; ]*>r lo que sus conclusio- 
nes, tamo en las cuestiones de hecho, como de derecho, no obli- 
gan a igual pronunciamiento del Tribunal en el sub jitdicc. 

j." Que según resulta de la escritura otorgada ]*>r el Hun- 
co actor, a los señores Salvador Rizzotto y Juan Corsi, en fe- 
cha 9 de marzo de UfoS, ante el escrilmiiu don Salvador Alzóla 
/abálela, el derecho de dominio que sobre el terreno en cues- 
tión, correspondía a Barraco y IVrkins. deudores del Ha neo. 
fué transferido por éste, en ejercicio de los derechos que le acor- 
daba el contrato de hipoteca respectivo y su ley orgánica, a ios 
expresados Rt/.zotto y Corsi. haciéndose constar en la misma 
escritura, h, ti térseles dado a los compradores a los efectos de 
esa transferencia, la jKisesióu material respectiva del inmue- 
ble vendido iver fs. 1IÍ7 vuelta». 

3,-" l> indudable que con esta transferencia hecha en las 
condiciones expresadas, terminó el dominio de Barraco y IVr 
Mn- sobre el terreno vendido, y, por ende, la personería del 
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Banco Hipotecario Nacional, vale decir, la representación que 
<ic ellos ejercía, en relación a! mismo, personería que. según 
at contrato y ta ley uránica del I lauco, no tiene otro objeto 
que la venta del inmueble Hipotecado, en delecto de pago' del 
préstamo, para cubrir su importe. 

4. " El Banco no puede ser considerado snbrogarario de los 
derechos de Marracó y Perkins sobre el ¡mnueb'e en cuestión, 
como se pretende, sitió representante de ellos a los efectos de ta 
venta, sectil reza ta escritura de refercuda. Pudo, sin duda, 
serlo. soHcitandb ta adjudicación de! terreno a su favor, en las 
condiciones de los art ¡cutos <x> de la ley número 817.» y $t) 
de la ley X." io.<>7Íi. y asumir en ta venia a Rizzotto y Corsi 
et carácter de vendedor direeu»: pero, et caso es que no lo ha 
liectio, v que lia obrado en representación de llarracn y l'cr- 
kins. cuyos derechos de dominio y posesión transfirió a los 
compradores, sin obligación alguna por su parte y sin adqui- 
rir jxir consiguiente ningún derecho. 

5. " Kn estas condicione?, la aplicahilidad de los artículos 
1SS4 y i<X>o de] Código Civil, según los que. el mandato espe- 
cial para ciertos actos de una naturaleza determinada, debe li- 
mitarse a los actos para los cuales lia sitio dado, y no puede 
eN tenderse a otros análogo?, aunque pudieran considerarse una 
consecuencia natural ríe los que el mandante ha encargado ha- 
cer, y cesa el mandato i»or el cu mplimiento dd negocio para 
que fué dado, es indiscutible ; debiendo considerarse fuera de 
las facultades conferidas al llanco. jkh- los ya mencionados deu- 
dores, Barraco y Perkins. la rescisión de la venta a Rizzotto 
y Corsi en base de la cual se ha promovido la demanda. 

(>." La disposición del art. 71. inc. ,V de la ley W 817.?. en 
que e] Manco funda su derecho para representar al deudor en 
aquella rescisión y promover el presente juicio, como lo dice 
expresamente el artículo de referencia en su primera parte, a 
las propiedades en situación de venta, resjxrcto fie las que 110 
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se tía Gtunpliifo aun él objeto del mandato, en tanto ipie tu ti 
suh judicc se trata de una prnpicdao ya enajenada, respectu til- 
ia que el mandato se lia cumplido : situación que contempla él 
art/72 ríe la misma ley, el que no acuerda a' Banco fas facul- 
ia<les que se pretenden. 

I'nr estas coiisíderaCÍtinc>, no siendo necesario pronunciar 
se sobre las condiciones de la posesión del demandando, atéñto 
U> que resulta de las conclusiones precedentes ■■; y i»or los fui) 1 
incnlos concordantes de la sentencia recurrida de í>. 1711 a 
17,1, en cuanto a la falta de acción en el Banco actor para pro 
trtdver cd presente juicio, *e la confirma, con costas. —José M. 
fierro I según su voto ¡. - — tittís V-. Caneóles. — Curtos Al, 
Avita. 

Vola del señor Vácél PréstHeüté doctor Fierro 

Vistos; los autos seguidos por el Hanco Ilijtoteeario Xa 
eional cotí ira IVdro Viniercati y Kzio Tancredi Viniercati por 
reivindicación : 

Considerando: filtre el astintn de nulidad: 

I." Oue la sentencia de f-. 170 se lia pronunciado categó- 
ricamente de conformidad al ari. 13 de la ley 50, en forma 
expresa, positiva y precisa sobre la acción reivindicatoría de- 
ducida (Sup, Curte: t 7.x, pág. 407, t. K>. págs. 2S9 y ,^7 : 
t. ÍV. pág. 78: y t. <>i, pág. 31 ¿K desestimándola, con costas. 
l«ir falta dé personería del actor y |>or haber los demandado* 
adquirido el intfiuéblé aludido por prescripción : sin que fuera 
necesario entrar laminen a considerar los demás argumentos 
aducidos por la parte, según !a constante jurisprudencia al 
respecto I Sup, Curte: t (*\ pág. 41 8; |. ^4, ¡rág. 149: y t. 
¡>ág, 33'») : y sin viciarla de nulidad el haber aducido otros 
erróneamente i Sup. Corle: 1 78. pág. 164». por lo que no pro- 
cede dicho ¿«curso de nulidad, comu se declara. 
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Y éh cuánto al de apelación : 

2" Los actos jurídicos ;i que se refiere la escritura de 
fs. 3. de 30 de diciembre de i Sí^>. de constitución de hipote- 
ca rlet inmueble <lemandado, en mayor extensión, por los se- 
ñores 1 Vrkiiis y Barraco, a favor del Banco actor; el de ven- 
ta de! misma de <) de marzo de 1907 ffs. 164 a 168 ), |>or el 
Banco referido, ¡inte el escribano señor Alzóla Xabaleta, a 
nombre de éstos a favor de los señores Kizzottn y Corsi: y el 
ile sn rescisión por ante el mismo escribano en 30 de julio si- 
guiente, corno se expresa a fs. 49 de la demanda, tuvieron lu- 
gar durame la vigencia de la lev la creación del Banco Hipo- 
tecario, v " 1804, y con mucha anterioridad a la ampliatoria 
X." 3172. del 2 de septiembre de k>h, cuyas disposiciones ho 
|>uedcn retrotraerse para aplicarlas a aquéllos, de acuerdo al 
precepto del art. 3.* Cúd. Civil. 

3. " La referida venta del Banco actor a los señores Kiz- 
zotto y Gofsi fué correcta, de conformiilad a la expresa auto- 
rfzación acordada a fs. 7 de la escritura del 30 de diciembre 
de i88i>; más no también la de rescisión del ,30 de julio de 
11*07, ]x>r cuanto su celebración no estalla comprendida en la 
autorización mencionada, ni en partí- alguna, siendo tal acto 
nulo por lo expresamente dispuesto en los arts. 1161 >y 1884 
Cód. Civi!, de cpic nadie puede contratar ;i hombre de un ter- 
cero, sin estar autorizado por él o sin tener por la -ley su re- 
presentación, siendo de ningún valor el acto así celebrado, a 
menos que el tercero lo ratificase, lo (pie 110 ha ocurrido por 
parte de l'erkins y Barraco; debiendo el mandato especial (í*. 
7) limitarse n los actos para los cuales ha sido dado, sin |>"dcr 
extenderlo a otro sanálogos, aunque pudieran considerarse co- 
mo su consecuencia natural, que no era el caso. 

4. " La ley 81 72 mencionada, inaplicable en la oportunidad 
de las escrituras recordadas en el considerando 2." anterior, 
como queda dicho, tampoco autorizaba al Banco, según se pre- 
tende por su parte; para representar a sus deudores rescin- 
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diendo particularmente la venta realizada a que alude ta es- 
ertiura de fs. x(k\. a lf«8: pues las facultades <|iic su art, 71 ci- 
tado, ine. 3/ expresa, alusivas a la época en que rl inmueble 
hipotecado se halle "en situación do venta", excluyendo asi ¡*W 
hechos posteriores a ésta, re f ¡érense tan s.VJo ;i su representa- 
ción en ¡os juicios que puedan promoverse contra la propie- 
dad i» que deban ser iniciados contra terceros (!etenta<lores, no 
a actos jurídicos fuera de juicio: y verificada la venia conclu- 
ye su representación. Xa puede con fundirse la supuesta fa- 
cultad rescisorta del linneo actor con la representación de sus 
deudores acontada, en general, por el art. 1 196 Cód. Civil. 
Ksta CS para ejercer tos derechos y deducir fas actuaciones, que 
Ies competan : pero para lo prñrcro, a más de delwr previamen- 
te ser declarado en juicio, había de serle a ta vez reconocida, 
en igua! forma, la personería respectiva: mientras que la res- 
cisión pactada no fué el ejercicio de acción alguna, de una de- 
manda, sitió un acto jurídico particular, fuera de juicio. 
V ii" habiendo IVrkins y Marracó, como se dijera, ratificado 
de rescisión del 30 de jutio de HJ07. ante el escribano Alzóla 
Zabatefa, eauvian éstos del pretendido derecho que el Banco 
les atribuyera |>ara acetona r por ellos contra los demandados. 
Careció, pues, de personería y de acción en el sitfr lile. Igual- 
mente de titulo para reivindicar, condición esencial en e! caso 
1 art<. ¿758 y JjKij a -?J< >-> Cóil. Civih, pues es nula la cscri- 
:11ra rescisoria recordada, 110 hay otro que pueda invocar o ha- 
ya invocado, Cor ial circunstancia es de aplicación el art. 2.V\í 
Cód. Civil, lo que excusa la necesidad de estudiar el titulo de 
fs. 54 :i 60 y a 74- como el argumento de la prescripción 
adquisitiva. 

I'or tanto y consideraciones concordantes de la senten- 
cia de fs. 170 a 173. del 15 de octubre próximo pasado, se le 
confirma, con costas. 

fosé M. Fierro. 
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Ru«noi Aírri, junio lí< de I9S3. 

Vistos y Considerando: 

jgue la procedencia del recursu extraordinario es inciics- 
tioftafeií en el caso con arreglo a] artículo 14, ¡iicisó y de la 
ley número 4S, como quiera que tí recurrente lia fundado 
su personería ]«*ra promover la présenle acción rcivindtcato 
ria en disposiciones de la ley orgánica del Banco Hipotecan. < 
Nacional y la decisión de última instancia lia sido contraria 
al derecho flete se hacia valer co:i*o acordado \ior dicha lev 
de carácter federal. 

Que en cuanto a] fondo, es del caso recordar en forma 
sucinta los antecedentes del litigio. Kl mencionado I Janeo 11 i - 
potrearlo s;:\V> a la venta un inmueble <le propiedad de sus deu- 
dores Antonio Barraco y Jorge Alfredo iVrkiiis. resultando 
adquí rente en la subasta don Salvador R'izzotto y don Juan 
Corsi |»or el precio de trece mil quinientos pesos. Aprohado él 
reñíate por el directorio de la institución acreedora, se otor- 
gó a favor de los compradores la rorrcs|>ondiente escritura pñ 
Mica ; t>cro la venta fué rescindida ijoco tiempo después en vir- 
tud de convenio celehrado por el Banco con los recordados ad- 
judicaiarios. a causa de que una gran parle de terreno se ha- 
llalla ocupado por terceros, lo que ini|>edía efectuar la tradi- 
ción de la cosa vendida. En tales condiciones, el representante 
del Banco Hipotecario promovió la corresjKmdiente acción 
real de reivindicación contra los detentadores de parte del in- 
mueble hi|>otceado. invocando a ese fin y como fundamento de 
su jjcrsotieria la disposición del artículo 71 inciso 3." de la ley 
número 8172, que !o faculta " para representar al deudor en 
cualquier juicio que pueda promovérsele contra la propriedad 
o para iniciarlo contra terceros detentadores. .. " Los doman- 
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dados lian sostenido a su vez que el Maneo nu |>neiU- invocar 
la recordada disposición de sn lev orgánica por tratarse de tina 
sanción legislativa de fecha posterior a la ce'ebraeión del con- 
trato hipotecario y i»orque. aderas, la facultad conferida por 
aquel precepto le¡jal sólo puede ejercitar-e mientras e" bien 
hipotecado se encuentra en situación de venta, requisito que 
no concurre en el presente caso, toda vez que el Manco ven- 
dió él inmueble de sus deudores y lio lia podido rescindir la 
kenia jxir no hallarse investirlo de los poderes indispensables 
para ello. Kn las dos instancias ordinarias <le| p'eito la de- 
rtianda ha sido rechazada, lasándose el pronunciamiento en la 
consideración precedentemente apuntada «le que la facultad de 
promover acciones sólo existe mientras la propiedad se encuen- 
tra en situación de venta, y cesa por ei insipiente, una ve?, que 
eJ Banco ha hecho uso del derecho de vender. 

(>ue la primera parte de la proposición que se sustenta en 
el fallo recurrido, resulta incuestionable en presencia del con- 
texto del articulo 71 de la ley número 8172. cuyo primer apar- 
tado establece que: "listando en situación de venta una propie- 
dad hipotecada i-] Manco queda facultado... etc.". De consi- 
guiente, el Manco sólo puede usar de dicha prerrogativa cuan 
do el deudor hipotecario se encuentra en mora de más de no- 
venta dias respecto al pago de los servicios del préstamo con- 
venido» en d contrato respectivo, pues es esa mora la que au- 
toriza al acreedor ¡J dí.s|»mer por si la venta de la propiedad 
atécenla en remate publico y sin fornja de juicio < artículos 45 
y 58 de la lev orgánica). 

(Jue. en cambio, al conclusión de qué una vez enajenado 
j»or el Manco el bien hqnitecado desaparece el derecho de ac- 
eioiiar contra los tercetos detenedores, no puede ser acepta - 
tai la en absoluto, sinó subordinándola a la situación de la hi- 
hipoteca y a] pago de los servicios. Si la venta de la propie- 
dad hubiere dtido por resultado In cancelación del gravamen 
hipotecario, habría desaparecí) lo por completo el interés de! 
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] Sanco con relación al inmueble y ¡>ur ]o Canto, la causa o ra 
feón de la facultad dé promover las demandas de que se traía. 
Análoga solución correspondcria en c] caso de que el com- 
prador bubiere satisfecho con puntualidad los servicios de la 
hipoteca, pues, comii se ha dicho preceden! emente, la facultad 
de iniciar tales acciones depende de la existencia de mora de 
parte del deudor en el pago de dichos servicios. Tero sul>- 
sistiendo la hipoteca y habiendo mora, ya sea de parte del deu- 
dor originario del préstamo o de cualquiera de los sucesivos 
adquirentcs del inmueble, sobrevierte la situación de venta de 
la propiedad, aun ruando el llano» ya hubiese ejercitado el 
derecho de vender, y renace para demandar a los déte madores 
de la cosa gravada. FA hecho de que el Banco haya vendido el 
bien hipotecado no obsta, pues, a que en el futuro se produzca 
tu icva ¡nenie la situación de venta o sea la mora del deudor que 
habilite a aquél para los efectos determinados en el articulo 71 
de la ley número 817.», 

Hite aplicadas estas normas al caso especial de autos, re- 
sulta evidente la personeria del Banco 1 lipoleeario Xacional. 
para demandar a los terceros que .se encuentren en las con- 
diciones que contempla el inciso 3." del articulo precedentemen- 
te citado, ya sea que el Banco haya tenido o no ¡Midercs sufi 
cíenles para rescindir el contrato de venta celebrado con los 
señores Rizzotio y Corsi. desde que no se ha desconocido que 
en el momento de entablarse la demanda subsistía la hipoteca 
y se hallaba demorado e; pago de los servicios del préstamo en 
la medida necesaria para colocar la propiedad en situación de 
venta con arreglo a los artículos 45 y 58 de la ley orgánica. 

(Jue. por ]<i demás, el hecho reconocido por lodos las jwr- 
tes que intervienen en el pleito, de que el inmueble de que se 
trata se hallaba jioscídn por terceros en el momento de ser 
vendido jwir el Banco, constituyó un impedí .ttnto legal insu- 
perable para la trasmisión del dominio a los compradores Riz- 
rotto y Corsi y. por lo tanto, el actor ha podido invocar en 
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el presente juicio la representación de sus deudores iíarraeo y 
Perkins aún en el supuesto de tu» hal»er tenido poderes sufi- 
cientes para rescindir el contrato de venta celebrado con los 
primeros. 

Ouc a mayor abundamiento procedí- agregar que la facul- 
tad de convenir la rescisión de los contratos ele venia en cei- 
,ns como el que ha sido discutido en estos autos, o sea. cuan- 
do hubiere imposibilidad de efectuar la tradición del inmue- 
ble Vendido, se encuentra involucrad;! en los poderes ipte. para 
vender en taso de mora las propiedades y jKira celebrar tran- 
dicciones, confieren af Banco Hipotecario los articulo* 5S v 71 
■tic s í 3. de su ley orgánica. Li extensión de dichos poderes 
■iflic apreciarse con arreglo a los fines une se h.in tenido en 
vista al otorgarlos y esos fines son. sin ninguna duda, obtener 
la enajenación y traspaso efectivos de la propiedad que el deu- 
dor téntá sobre él inmueble afectado con la hipoteca, salvando 
nulas las dificultades que se opusieren a dicho proposito. Den- 
tro de esos objetivos se encuentra, necesariamente, la obUga- 
> ion del mandatario de evitar toda enajenación que como la 
■oncertada con Rízzotto y Corsi, 110 pudiera tener una finali- 
dad práctica y, jtor lo tanto, en caso de haberla concertado por 
ignorancia del verdadero estado de la pose si ni del inmueble. 
!,i autorización jwra dejar sin efecto ]ior via de transacción un 
contrato que sólo podría crear nievas obligaciones personales 
y dar luga? a litigios y rcs|Hnisabilidades para el .uandanle, 
es decir, a soluciono que en ningún momento pudieron entrar 
en los fines del mandato, 

(Jm\ finalmente, no es dudosa la apltcabilidad al presente 
caso de las disposiciones de ta ley S17.Í. aun cuando se trate 
le un préstamo hij otecario acordado con anterioridad a la fe 
Iiíi de dicha sanción legislativa, atento tu dispuesto en el ar- 
menio So de la misma. 

Tin su mérito, se revoca la sentencia apelada, declarándose 
pie el Manco Hipotecarín NTaciona! lia podido ejercitar la fa- 
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cuitad acordada j>or el articulo 71 inciso 3." de la ley 81 ~2, 
Xoti fiqucse y devuélvanse a los efectos de la primera parte 
del artículo iO de la ley X." 4S. debiendo repbners* el paj>e! 
que corresponda en el Juzgado de origen. 

A. Bermejo — J. Figuehoa Al- 
corta. — Ramón Méndez. — 
Roberto Refetto — M. Lau- 
kkxcen.v 



Don Rttfael V. Fcrrv contra Don Pedro Cabrera, sobre reco- 
nocimiento de firma. 

Sumario: t." No constituye caso contencioso p litigio judicial 
en que proceda un proüunciaiiucnto. (Articulo 2, ley 27 > 
aquel, en el que, como el de autos, sólo constan la deman- 
da, tas sentencias de primera y segunda instancia y las 
respectivas apelaciones, ordinaria y extraordinaria, sin que 
en ninguna circunstancia aparezca notificado el deman- 
dado ni «pie se haya hecho parte en alguna forma. 

2." La igualdad exigida por el articulo if» de la Cons- 
titución nr> puede decirse violada por las leyes locales que 
establecen una contribución igual para lodos los contribu- 
yentes que se hallen en idénticas condiciones. 

Caso: Lo explica el siguiente. 
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FALLO f>E LA CORTÉ SUPREMA 
i 

Bueno I Alrc«. Junio ni ds IK."> 

Y Vistos. Considerando: 

Que el examen de las actuaciones precedentes demuestra 
que se han omitido en ella formalidades substancíales para la 
constitución de un juicio o contienda judicial, pues solo cons- 
tan en autos !a demanda, las sentencias de primera y segunda 
instancia y las respectivas apelaciones, (mimaría y extraordi- 
naria, fin que en ninguna circunstancia aparezca notificado el 
demandado, ni que so haya hecho parte en alguna forma. 

One en estas condiciones, es evidente que el stii* jtutke no 
constituye un caso contencioso o litigio judicial, y en conse- 
cuencia, toda división a sil respecto por este tribunal implica- 
ría un pronunciamiento de oficio, legalmente improcedente 
W' _»-, articulo ¿ . 

Que ello no obstante, y a mayor abundamiento, atentos 
los móviles de la demanda y del recurso concedido, se hace 
cortstar; que está Corte tiene fijado en numerosos fallos la ¡n- 
terpreiación y alcance del articulo id de la Constitución en lo 
relativo a la cláusula invocad; 1 , estableciendo que esa garantía 
no e> otra cosa que el derecho a que no se establezcan exeep- 
cíones y privilegios que excluyan a unos de lo que se concede a 
otro- en iguale- circunstancias, de donde se sigue forzosamen- 
te, que h verdadera igualdad consiste en aplicar a los casos 
ocurrentes la ley >egún las diferencias constitutivas de el'a, y 
i[ut* cualquier otra inteligencia o aeejx-ión de este derecho es 
contraria a su propia naturaleza y al interés social. I ,n igtiat 
tlad exigió 1 ;! por el articulo i«> de ta Constitución, no puede, 
pues, decirse violada ]H>r tas leyes locales que establecen una 
Contribución igual para todos los contribuyentes que se hallen 
i*n idénticas condiciones t Palios tomo 95, página 327: tomo 
página 106; tomo 124. página 122: entre otros). 
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Kn mérito de los antecedentes y circunstancias a rjnc se 
refieren los dos primeros considerandos, se declara no haber 
lugar al recurso, Xotifiquesc y repuesto el papel devuélvanse 
a>! tribunal de procedencia . 

A. Bermejo — J. Fic.ueroa Al- 
corta- — Ramón* Mi-sntíz. — 
Rojierto RepeTTo. — ít; Lau- 
cena. 



Ministerio Fiscal contra J)nn Martin Miragiio, sobre defrau- 
dación. 

Sumario: t' \a ley número í)í>44 no con (¡ene precepto algu- 
no especial y propio relativo al tiempo en que se opera la 
presan] jeión de las inultas impuestas a sus infractores. 

2. " Rs improcedente el recurso extraordinario del ar- 
ticulo 14. !*-•>> 48, contra una resolución de una Cámara Fe- 
deral (pte declara proscripta una acción penal emergente 
del hecho de haberse vendido los efectos prendados, fun- 
dado en haberse aplicado el Código Penal en lugar del 
Código Civil. 

3. ? Las referencias a una lev federal en términos gene- 
rales o las invocaciones explícitas o implícitas a disposi- 
ciones ríe la misma, no bastan para autorizar el recurso 
extraordinario, el que debe ser fundado dt;mdo preceptos 
expresos de la ley con aplicación al caso controvertido. 

Caja: Lo explican las pie7as siguientes: 
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PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bu* no* Afret. Junio lit de \92i 

Y Vistos: 

El recurso extraordinario interpuesto y concedido contra 
la sentencia de la Cámara Federal <le Ablaciones «le U Pla- 
ta en el juicio qué i«»r defraudación te sigue el Fisco Nacional 
a don Marlin Miraglio. 

Y Considerando: 

<Jur basado el i¥Ctti?sp e#íaofdmaíid en el artículo 14, 
inciso y de la ley nú re ni 48 y articulo ft." de la ley núniero 
4 n 55< procede examinar si. Como lo sostiene el recurrente se 
'ta cuestionado en el pleito las disposiciones de los artículos 25 
y .id de la lev número <»*i|4. hiendo la decisión de la Cámara 
Federal contraria al derecho fundado cu ellos. 

' Jue el pronunciamiento materia del recurso se ha limitado 
a declarar prese r 'pía la acción prual emergente del hecho de 
hai^r vendido Miraglio los efectos prendados por él contrato 
que corre agregado a fojas 1 del expediente acompañado. 

<jue la lev número <if»44, no contiene precepto alguno es- 
pccial y propio relativo al liempo i|ue se opera la preseri|K¡ón 
penal, y Siendo así. no es po-ílile admitir ipie !a decisión re- 
caída en ej caso st@a contraria al derecho fundado en la expre- 
sóla ley. Y la verdad de esta conclusión aparece manifiesta si 
k- < ihserva que el propio recurrente objeta el pronunciamiento 
110 |Kir haln-r dejado de considerar o interpretar en su contra 
mía disposición de la ley nacional citada, sino ¡>or haber apli- 
cado disposiciones equivocadas del Código Penal. 

Que de acuerdo con lo prescripto en la primera parte del 
articulo 15. de la ley número -í< s . Ta jurisprudencia uniforme 
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(le esta Corte, lia establecido míe las referencias a una ley fe- 
dera] en términos generales o las invocaciones explícitas o im- 
plícitas a distinciones de la misma, no bastan para autorizar 
el recurso extraordinario el eme del* ser fundado, citando pre- 
ceptos de la ley, con aplicación al caso controvertido (Fallos 
tomo 113, página $19). 

En «mérito de estas consideraciones se declara improceden- 
te el recurso interpuesto. Noti fúmese y devuélvanse al tribu- 
nal respectivo. 

A. Bermejo — J. Figueroa Al- 
corta. — Ramón Méndez. 

Roiiiíkto RhpETTO. — M. Lai - 

R EN CENA. 



f)oit Manuel 11. Coniú contra Dún Cirios A triles Monasterio, 
sobre n hñnd iVnr ión . 

Snttuwo; No procede el recurso extraordinario del articulo 14. 
ley 48. en un casi» en que. en ninguno de tos fundamentos 
dé la sentencia recurrida, está comprendida cuestión al- 
guna de carácter federal, ¡y se refieren a punios de beclio 
v de prueba ofrecidos y resuellos por interpretación y 
aplicación de preccjnns de derecbo común. 

Caso: Lo explica el siguiente: 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aiiet. Junio -t de lv: 

Y Vistos: 

F.l recurso extraordinario interpuesto y concedirip contra 
■•euteucia de la Cámara Federal de CVnloba, en el juicio segui- 
do |«ir don Lucas A. de Oímos en representación del señor 
Manuel K. Cornú contra don Carlos Xúíiejt Monasterio, sobre 
reivindicación; 

Y Considerando: 

Que iMérpUesíos por el actor los recursos de apelación, de 
nulidad y de queja por denegada justicia, se le lia concedido 
síiIo el primero Con carácter de extraordinario «pie es el que 
está en consecuencia, llamada a resolver esta Corte, pites de 
la denegatoria de I"'* «'iros dos no se lia deducido recurso al- 
guna. 

Que fundada la apelación extraordinaria de ipie se trata. 
Éfi que son de aplicación al caso de autos !os incisos 2." y y 
del articulo 14 de ía ley 4M y fV de la ley 4055. por cuanto 
-egun >e afirma, el falto recurrido se pronuncia en las eondi 
c ¡ontts de tos preceptos lógales invocados. .sobre ta inteligen- 
cia del articulo 7." de la Constituctóh y articulo 4," de la Ie> 
)_L procede examinar la sentencia referida en cada uno de sus 
fundamentos y especialmente en lo relativo al que lia dado lia- 
se, a juicio del recurrente, a la procedencia de til apelación in- 
tentada. 

(Jue dichos funda rento- consisten: ai Kn qué la senten- 
cia de primera instancia demuestra que el mandatario señor 
Kcriiard" I'. Iturraspe interpret a fielmente la voluntad ite SUS 
.naiidante- al ubicar y enajenar c.i tas condiciones <pie lo 1ii¡"' 
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e! Ibté número cero, materia de la /íííj. y obró, en consecueu- 
lia. de conformidad al mandato; b> Kn que se lia dejado tam- 
bién establecido atae, en lodo caso, los comuneros han ratifi- 
cado los actos de su división y denominación necesario* en el 
lote quince por su exceso <lc superficie; de ubicación, venia, 
escrituración, entrega del inmueble y rccilio del precio, ratifi- 
cación efectuada al presentarse las cuentas en el juicio de men- 
sura, división y venta de los terrenos de la Merced de Arras 
eaeta, asi como al consentir la aprobación judicial de ta pla- 
ñí Ka de distribución del saldo proveniente de la venta en re- 
ñíale jmblico del lote número cero, esto es, al no observar las 
cuentas de sus representantes en el juicio, ni recurrir del auto 
aprobatorio de las mismas ; e> en que esta ratificación impor-* 
ta que se consideró desde entonces comí) lote quince al redu- 
cido en área y afectado en sus colindancias por las enajena- 
ciones del mandatario, efecto jurídico producido exactamente 
como. si los poderes |iara tales actos hubiesen sido otorgados 
previamente por los comuneros en cuyo nombre e interés se 
efectuaron las enajenaciones y fueron aprobadas en el juicio 
de división y venta de sus tierras; di Kn que se lia acredita 
do asimismo que los señores Vázquez, cansantes mediatos e 
inmediatos fiel actor tuvieron intervención directa en e! juicio 
de división de condominio de la Merced de Arrascaeta de que 
deriva e! titulo del vendedor del demandado, anterior al del 
actor; de manera que cuando éste adquirió el tote quince, ya se 
encontraba reducido dicho lote a la superficie de cuatro leguas, 
reducción determinada por los actos de los vendedores .• de 
sus antecesores en aune! juicio, respecto del cual debe consi- 
derarle al rein vindicante como si el misino bubiese intervenido. 

( me según se advierte, en ninguno de estos fundamentos 
está comprendida cuestión alguna de carácter federal de que 
pudiera derivarse la procédéttcia del recurso extraordinario; 
se refieren a puntos de becbo y de prueba apreciado* y resuel- 
tns |K>r interpretación y aplicación de preceptos de derecho co 
ínúu. 
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I.a substanciación de ta instancia extraordinaria en esta?; 
condiciones, importaría contrariar disposiciones expresas de la 
ley (artículo 15. ley número 48 K y tina jurisprudencia tan rei- 
1 erada y constante míe permite emitir la referencia concreta 
a los cavíos de la misma especie registrados con profusión en 
los anales de esta Corte. 

Une eMo mi obstante* y si bieti los antecedentes rclaciona- 
dos tienen |M>r si mismo eficacia legal bastante para establecer 
la in>ubsistencia del recurso interpuesto, procede afirmar, 
igualmente, esta conclusión refiriéndola al considerando final 
de la sentencia dónde lia encontrado aparente asidero la ai*- 
#lacú>n extraordinaria ipie se examina. Dice dicho consideran- 
do: íjue no habiéndose puesto en cuestión la jurisdicción de 
los tribunales provinciales que entendieron en el juicio de di- 
visión de condominio de la Merced de Arraseaeta. ante 'los 
fiiaVs se rrantíenen como válidos los actos y resoluciones con- 
cernientes al mandato y liqui dación de las cuentas, la justi- 
cia federal no iMKlria con motivo de esta demanda, cuyo fun- 
damento lu'isico consiste en su|Kiner ilegales los actos jurídi- 
cos realizados en ejecución de dicho mandato, anular directa 
«. indirectamente los procedimientos y resoluciones de la jus- 
ticia local en asunto de SÜ indiscutida competencia, de acuer- 
do con lo dispuesto en el articulo 7." de la Constitución y 4." 
dp (a ley 44. 

Qtie dados los términos y el significado del considerando 
transcripto es fácilmente perceptible la inconsistenciat de ta 
argumentación con <pte se pretende establecer que tales decla- 
raciones de ta sentencia han creado una situación legal o ju- 
rídica comprendida en algún" de los casos que pueden dar lu- 
gar ni reaiíso extraordinario. Se observa, en efecto, en primer 
termino, que el recurrente no ha promovido en circunstancia 
alguna de ;i filis la cuestión federal a i|ue se acoge, y el tri- 
bunal apelado al referirse a él la. lo hace en forma subjuntiva 
" condicional, no para decidir sobre I" que está resuelto por 
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las actuaciones misaras tic Ja cansa, ni para eludir su pronun- 
ciamiento, puesto que falla al pleito, sino a fin de acentuar la 
argumesu ación anterior con un antecedente de hecho y de de- 
recho que considera legalmente fundado. ]>ero que no decide 
por sí solo* el caso, definido y resuelto con plena eficacia por 
la apreciación de los hechos y la aplicación del derecho común 
;i que se refieren los considerando precedentes. 

(Jue ]n>r lo demás y si huhiera de prescindirse de las con- 
sideraciones y circunstancias (pie se dejan consignadas, para 
que fueran de aplicación al caso de autos los incisos 2:' y 3." 
del articulo 14, ley número 48, habría sido necesaria cpie la 
validez de las decisiones de la justicia provincial se huhiesi- 
cuestionado como repugnante a la Constitución, tratados o le- 
yes del Congreso, y la sentencia fuese favorable a la autori- 
dad de provincia; *> que dicha sentencia fuese contraria a la 
valide?, del titulo o derecho que. siendo materia del litigio, el 
nctur hubiese fundado en la inteligencia de alguna cláusula de 
la Constitución, tratado o ley del Congreso, y está de mani- 
fiesto fpte estos requisitos o condiciones faltan en general en 
el sub juciiee, pues ya queda dicho que tales cuestiones no han 
sido debatidas ni aún planteadas en el pleito. 

Por eslos. fundamentos se declara nial concedido el recur- 
so. Xotiftque.se iy repuesto el papel, devuélvanse al tribunal de 
procedencia. 

A. Bermejo — J. Figueroa Al- 
corta. — Ramón Méndez. 
UomíKTO kl-PUTTo. — M. I.m> 
KIÍXCKNA. 
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ütíwíia Vicenta. Bac'ujalttpo de Dnlmlde y otros, contra ta Pro- 
vincia de Hítenos . tires, por cobro de pesos; sobre facul- 
tad para sustituir el mandato. « 

Snmarh: Las disposiciones del Gódjg i Civü relativas al man- 
dato sólo son aplicables a las procuraciones judiciales en 
todo lo que no se Oponga a las del Ctkligo de Procedi- 
mientos, f Articulo 1870. inciso 6/ del Código Civil t. 

c aso : Lo txplka el siguiente : 
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Buenoi Afrci. Junio 24 dt 1625 

Autos y Vistos: 

One según la prnpia manifestación del recurrente, lo (|iic 
adea;ás resulta del poder fie fojas U. el a |* Aerado don Sli- 
gucl Luis Morales, carece ik* facultad para sustituir el man- 
•lato que le lia sido conferido; 

(Jue siendo ello asi, id articulo 1^4 del Código Civil, no 
i'» aplicable al caso de autos, desde «pie está en pugna con pre- 
ceptos del Código de Procedimientos, |>or cuanto las disposi- 
ciones fie aquel, relativas al mandato, sólo soa aplicables a las 
procuraciones judicKLcs. en todo lo c|ue no se oponga a las 
del Código de Procedimientos ( Articulo 1S70. inciso o.° del 
Código Civil). 

(Jue esta Corte, eu el fallo registrado en el tomo 107, pá- 
gina 45.Í. ha declarado "-que la lev o» T¡t. v. Partida 3,', apli- 
cable supletoriamente a las procuraciones judiciales, con arre- 
glo al ar/ticujo ,í74 de la Vy nacional de procedimientos mo- 
dificada por la ley mimen. $01, ha hecho notar las diíeren- 
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" cía.- entre él personen) para |>leito¡i y 'los oíros que son hé- 
" dios para recabar o fazer otras cosas fuera de juizio". dis- 
" poniendo que el primero no puede poner "tro en su lugar, 
" fuera de las circunstancias que expresa, a menos que le fue- 
" se otorgado el ixxterio en la carta de personería". 

por ello no ha lugar a la revocatoria solicitada y eslesc a 
I,. resuelto a fs. 24. Rei*'»ngase el itapcl. 

A. BERMEJO — J. FlCUEROA AL- 

corta- — Ramón Méndez. — 
Roukkto Uei'iítto. — M- 
rknckna. 



NM& Hl auto de fs. --4. dáeíá así: 

Buenoi Aírei. julio 15 de 1«S 

ÑO apareciendo la de escritura de fs, I2 t facultad de ; 
muir el poder, hágase saber al peticionante que debe llenanr 
requisitos exigidos por el articulo 15 de la ley N." 50, 

lilIRMKjo. 



Doña Dolores Fcntfautcc de Frrreyra y otros contra la Knr 
presa del Ferroearrii Central ArycnHno. sobre danos y 
perjuicios. 

mW$P' ^ disposición del inciso 8." del artículo 5." de la 
ley 3873. sobre FF. CC Nacionales se refiere a "barre- 
raV' o ' 'guarda ganada", y los ferrocarriles están obli- 
gados a emplear los medios indicados de protección, con 
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arreglu a las necedidades del tráfico; en consecuencia, en- 
rres¡M>nde el rectupío de una demanda contra una empre- 
sa ferroviaria, por daños y perjuicios, en un caso etl que, 
si bien el accidente se produjo en un lugar t-n que no exis- 
tían barreras, ellas no eran necesarias, debido a las con- 
diciones topográficas del terreno, según la afirmación di* 
la Dirección de Ferrocarriles no contradicha t-n autos j>or 
prueba alguna tendiente a demostrar que la frecuencia del 
tráfico reclamaba la instalación de barreras. (Véase ios 
sumarios de los fallos citados!. 

Caso: Lo explican tas piezas siguientes: 



SENTENCIA DEL SEÑOR JUEZ FEDERAL 

La Piala. Mayo 30 de IK3. 

V Vistos : 

Kste juicio seguido por Maria de los Dolores Fernández 
de Ferreyra. en ejercicio de !a patria potestad, representando :i 
su hijo, menor de edad. Francisco Aniceto Ferreyra y Fernán- 
dez, contra la empresa del Ferrocarril Central Argentino, por 
daños y |Krju icios, resulta: 

Primero: Que con fecha 25 de noviembre de uj&2 enta- 
bla la demanda el señor abogado Kan ion IWI. con jioder es- 
pecial de ia actora, Otorgado en leg.vl forma, basado en los si- 
mientes hecho- j consideraciones de derecho; a» (Jue el ti de 
t'iKTu de ose año a las ocho más o menos su nombrado hijo 
menor de edad, de diescisiele años, en circunstancia qué atra- 
vesaba el paso a nivel lado Sud de la estación Ingeniero Maseh- 
\\iu. del citado ferrocarril, fué arrollado por la> máquina j^j. 
que hacia maniobras y que en ese inulto que es el kilómetro 4<k 
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palos 8 y <) de la vía ni Rosario, existen tres vías: b'l Que el 
menor accidentado venia en dirección TCste-(>es;e y a! llegar a 
nna de esas vías se produjo el accidente, nía reliando la loco- 
motora a ve>.idad anormal, en dirección Norte-Stid. para 
enganchar vagones al tren 140. que estaUa en otra via; c> CJue 
el menor fué arrastrado unos diez metros, recibiendo contu- 
siones v heridas en todo el cuerno que fueron curadas en 
pane en el hospital IWano de la Capital Federal ; cH Que 
del asilainiento en dicho hospital, surgieron complicaciones, en- 
tre -uras dos escaras a la altura del horde superior de los ilia- 
o>>. >|ue aún supuran y además lia1>er sufrido perturbaciones 
en algunos centros nerviosos, que lo lian dejado con trastornos 
maníales y con desarreglos de la vida vegetativa: el Que- es 
inexacto como lo pretende la empresa que el accidente se pro- 
dujera por imprudencia del menor lesionado, por lo que des 
omoee todo lo actuado en el expediente administrativo de la 
Dirección Ceneral de Ferrocarriles, núes él ocurrió por negli- 
gencia de la empresa al 110 colocar barreras en dicho punto, 
violando los incisos 5." y 8," del art. 5.- de !a ley 2873 y que 
esa violación la hace pasible de los danos causados en razón 
de íós aris, 1109 y 1112 del Cód. Civil: f) Que la empresa 
debe pa^ar los daños producidos y los i>crjuicios emergentes, 
teniendo en cuenta (pie el ¡nenor ganaba cincuenta pesos men- 
suales en la carnicería donde trabajaba, y que el accidente lo 
ha dejado inutilizado para el trabajo, por lo que pide se le 
pague una indemnización correspondiente a treinta años, que 
calcula podrá vivir contado desde el día del accidente, pues 
nució el cuatro de diciembre de np; y puede afirmarse que 
el término medio cíe una vida son cuarenta y siete anos, aho- 
ra bien 30 años tienen 360 meses, y a razón de cincuenta pe- 
sos por mes; resulta la suma de dieciocho mil pesos moneda 
nacion:i]; y es esa !a indemnización que exige, comprendien- 
do en ello" los daños ya que aún no ha terminado (le curarse. 
Además solicita que a los cincuenta pesos mensuales que debió 
ganar, si no se hubiere producido el accidente, se agreguen 
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otros cincuenta ¡tesos más. durante !us seis meses posteares 
al hecho, gastados en pemefoi médicos, viajes a Buenos Ai- 
res y gestiones ¡¡ara iniciar esla demanda: termina manifes- 
tando que también debe pagar la empresa los gastos en las ac- 
tuaciones efectuadas ante el Juzgado del doctor Aramhurii, pa- 
ra obtener la venia correspondiente y la suspensión de la pa- 
tria pdtcifád a su esposo; pide. pues, en definitiva, dieciocho 
mil setecientos pesos moneda nacional como indemnización, n 
cuyo pago debe ser ctíndenada la empresa demandada, eon in- 
tereses y costas. 

Segundo. Que declarada la competencia del infrascripm 
por tratarse de un juicio jtor danos y perjuicios provenientes 
de un accidente ferroviario, con >tieia fiscal, se dió la debida 
intervención al señor Defensor de incapaces v se corrió el 
traslado de ¡a demanda, que fue contestado por el señor pro- 
curador Santiago Kossi. apoderado general de la empresa de- 
mandada, expresando que es exacto que el mcin» r Aniceto I'Y 
rrcyra sufrió el accidente relatado, pero que el mismo se pro- 
dujo por imprudencia de la víctima. t¡ ue no aceptó la medida 
precaucional de situarse fuera del paso a nivel y esperar que el 
tren pasara, pues lejos de proceder así se introdujo en el paso 
a nivel parándose sobre ¡ :i v í ;i descendente, sin fijarse que la 
locomotora 2& se aproximaba y estaba ya cerca. íjtie el mu 
quin isla hizo sonar rc|>elidas veces eJ silbato, peni el menor, 
confundiendo probablemente aquel con el de la máquina del 
tren i.í, sobre el cual concentro atención, no salió de 

h vi.,, siendo entonces arrullado |*>r la máquina, que 11*» pudó 
ht parada a tiempo, siendo Kerrcyra arrastrado como diez me- 
tros, y despedido a un costado, sufriendo cpntltsibnes en el 
cuerpo; que lo> sumarios policial y administrativo que se le 
vaníartm cpli motivo del accidenté, asi |n demuestran j rjtíe 
rechaza la afirmación contraria de fjtíe son inexactas lás cons- 
tancias ele tm W®0X» termina nefando la gravedad que 
atribuye la demanda a las lesiones, pues el menor curó poto 
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tiempo después reanudando sus <ictipaeioiies Rituales, siendo 
inexacto que haya quedado incapacitado para el trabajé, |X>r 
lo (¡lie pide el rechazo, con cortas, de la demanda. 

Tercero. Abierta la causa a prueba se produce la certifi- 
cada a fojas 5X vta.. alegan ambas partes sobre su mérito, sin 
hacerlo el Defensnr de Incapaces y queda el juicio en estado 
de fallarse. 

Y Considerando: 

1." Que dada la forma como se lia trabado la litis es ló- 
gico, ante todo,, resolver como cuestión previa, si el acciden- 
te se produjo por culpa exclusiva de la víctima y recién en el 
caso de eme esa cuestión se solucione negativamente entrar a 
considerar la importancia de las lesiones y de los perjuicios y el 
monto de la indemnización. 

ái* Que ante lo declarado por el menor Fcrrcyra, a fs. 4 
vta., en la causa número 9.885 tramitada por ante este J 112- 
gado y secretaría J. Fonrouge. con motivo del accidente, es 
forzoso llegar a la conclusión de que todo lo ocurrido se delie 
a una imprudencia grave de la victima que dice cruzaba la vi a 
el día 1 1 de enero de 192.1, como a las ocho horas, por el paso 
a nivel que existe próximo a la estación Ingeniero Maschwitz. 
a -la altura del kilómetro 47, cuando se apercibió de la proximi- 
dad de un tren de pasajenis que marchaba de Buenos Aires 
a! Rosario, y a fin de jionersc a salvo se corrió hacia la playa 
«le la estación y se ]>aró esperando pasara el tren, pero no se 
dió cuenta que estaba de pie en el centro de otra vía en la cual 
estaba haciendo maniobras una máquina, la que lo arrolló, sin 
que se diera cuenta, produciéndole las lesiones ijue presenta. 

3." Que esta clara e indudable sincera declaración, resuelve 
por sí sola la primera cuestión planteada, de un modo des- 
favorable ajas pretensiones de la («irte actor». En efecto; no 
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es moral ni justo qüé de la propia imprudencia y del olvido 
de tas pi^ttctones más elementales pueda nadie hacer tur|ír 
una fuente de reclamación y de indenmización, -cuantío le uní 
rre algún mal. íjtii' estuvo únicamente en sus manos evitar, nli- 
servando una discreta vigilancia ; además, al pararse el menor 
Ferrt'i-ra siifire la vía. Cornelia una contravención grave a !u> 
reblan ten tus ferrov ¡arios. 

VA accidenta, pues, no .se produjo por la falta fie barreras, 
ni por ninguna otra causa ¡iripíáfile á la empresa demandada, 
se produjo, única y exclusivamente, \*>r culpa gfgve de ta vte- 
tima qtic *e eoíacó voluntario. M i irreflexión, en el sitio de 
mayor peligro para esperar el paso de lín tren, y aun admi- 
tiendo que eí maquinista no diera silbato, para prevenirle, por- 
que no tuviera tiempo para hacerlo, dado que no es raciona! 
Mi|H>ncr ipie nadie se sitúe en las vías a esperar el paso de un 
tren . 

Pero agríllese a 1n dicho, que el ma(|uinista y un testigo 
afirman que se dieron varios silbatos de prevención a Fcrrey- 
ra, sin re -id ta do, ],, que parece probable que ocurriera, no 
1 «lisiante que el testimonio de] maquinista es interesado, y Se 
evideuei.-i aún más la grave hupmdeneb con que procedió el 
menor lesionado, razón por lo que se sobreseyó definitivamen- 
te ta causa mencionada, seguida contra el maquinista César 
Mazzoni , 

4.' íjiw la parte aetora. couipreudiendo, sin duda, toda T¡ 
importancia de estos antecedentes, les niega valor probatorio 
respecto de su jarte, j>or no halarse ratificado ias declaracio- 
nes (.'ti este juicio, pero olvida que las actas sumariales levan- 
tadas por ta autoridad judicial, tienen toda .n autoridad que le 
da la ley y que son instrumentos públicos ( Oxl, Civil, art, 970. 
inc. 4.* y Gód. de I'tos, Criminales, art. 1X4), ¡jorque los fun- 
cionarios policiales que autorizados j>or la lev levantan suma- 
rios, ejercen funciones judiciales importantes y las actas que 
levantan tienen carácter fehaciente. 
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y One no obstante lo dicho el inf rescripto cree justo no 
aplicar las costas a la parte vencida porqué es verosímil que 
el x.enor Fcrreyra relatara a su madre el accidente en una 
furnia que la convenciera de que existían mol i vos ]»ara liti- 
gar con taitón probable ]«>r lo, menos. 

Por estas consideraciones, fallo: rechazando l;i demanda, 
sin costas, las que si- pagarán por el orden causado. Notiíi- 
< píese, rugí st resé, remugase el sellado y archívese ei expe- 
diente. 

Clodomiro 7.avalki. 



SENTENCIA PE LA CÁMARA FEDERAL 

La Pinta. AfMto 31 d« IK8. 

Y vistos; 

Estos autos traídos por ambas partes en apelaciún de ta 
amencia de fs. 81 : 

Y Considerando: 

Qtic la demanda hace derivar :a responsabilidad de la com- 
pañía en el accidente de auto*, de su omisión de colocar ba- 
rreras y destacar un guardavía en el lugar del accidente. No 
niega que el menor Ferreyia, una vez en ¡a zona de latvia al 
niravesar el paso a nivel, haya podido distraerse .y concentrar 
toda su atención en un tren míe llegaba. s;n reparar en una 
máquina en maniobras que avánzala en sentido opuesto y que 
1.. derribó; porque en tal supuesto "el menor accidentado no 
hubiera podido atravesar las vías y es]>erar en una' dé ellas e! 
paso del tren trece, si el paso a nivel hubiera estado cerrado 
con barreras'' (alegato del actor, fs. f$ ; y de ahí que su prue- 
ba haya sido dirigida esclusiva reme a dejar constatada a fal- 
la de tales resguardos. 
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Que esta Cámara ha eMahlecido reiteradamente el alcance 
de la obligan. -n que la ley nacional tío ferrocarriles imp'iie 
a las empresas ferroviarias en su articulo 5." incidís 5.* > S. . 
declarando que m> es obligatoria la colocación de barrera- \ el 
establecimiento de un guardavía en todos tos jkimis a nivel, >i- 
no en aquellos une la Dirección de Ferrocarriles baya se^alailu 

en loa que la densidad de la poWaeiort " la i n; ensillad del 
trafico hagan notoriamente necesarias tales medulas de segu- 
ridad, bastando en los demás puntos que se coloquen !o> - 
rato- que impiden el acceso de ganados a la zona de la vía 

1 véase entre títros, él fallo de fecÜá 2 junio uno. causa Culia 
ti c|. P. C. C. A. l . 

ÍJue en el caso de autos la Dirección de Ferrocarriles ha 
informado a fojas 57 que "en el lugar del accidente no existen 
barren», las une actualmente no son necesarias debido a las 
condiciones rop* .gráficas de! terreno'*. 

Que el actor tío lia demostrado, ni lo ha alegado, «pie las 
barreras eran indispensables en el lugar del accidente pára la 
^ugurídad pública: y la* constancias de autos, de que el señor 
Juez (i tfiío hace mérito, demuestran i|ue el accidente se pnxlu 
jo jK ir imprudencia de la victima. 

IVr estos fundamentos y concordantes ile la sentencia 
ajelada, se confirma en Unías sus partes, N'otifiqucsc y de- 
vuélvase. - Jiw Marcó. — R. Cuido Lavalh. Antonia L, 
Xtitrcxuttro. 



Y Vistos 



FAIJ.O DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Afrts, Junio H út IflW 



© presente juicio seguido por don Francisco Aniceto Pe- 
ne vra contra !a empresa del Ferrocarril Central Argcnthir,. 
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sobre daños y perjuicios, venido a esta Curie por recurso ex- 
'traordinaHo contra sentencia de la Cámara Federal de La Plata. 

Y Considerando: 

Que la única cuestión a resolver en el préseme juicio, cíe 
adíenlo con lo dispuesto por el a&L. 15 de la ley 4B, > lo re- 
suelto por esta Corte en casos análogos, es la de establecer si 
la interpretación (pie lia hecho ta Cámara Federal de La I 'ta- 
ta al inciso 8," del artículo 5." de la ley N." 2873. es ta que co- 
rresponde en derecho. 

* 

Que el referido Tribunal en su semencia de fs. 101 lia 
declarado: "mu* no es obligatoria ia colocación de barreras y 
el establecimiento de un guardavía en todos los pasos a n¡- 
"' ve), sitió en aquellos que la Dirección de Ferrocarriles les 
" baya indicado o en luí míe la intensidad fie la población ti ¡a 
" del tráfico, hagan necesarias tales medidas de seguridad". 

Que esta Corte at fijar el alcance de texto legal citado. lia 
establecido que "el se refiere a "barreras" n "guarda ganados 1 ". 
" y la tu lerpret ación más razonable en presencia del texto h- 
gal y de los propósitos que la informan es !a de que tos fe- 
" rrocarriles deberán emplear los medios indicados de prn- 
" lección con arreglo a las necesidades del tráfico local. La 
" instalación de liarreras con el correspondiente guarda per» 
" manetile en los lugares apartados y de escaso tráfico no ten- 
" dría otro resultado que el de encarecer la explotación ferro- 
" viaria en pcrjuíéío directo del público". 

"(Jue el legislador ha querido que la medida del cuidado 
" y diligencia impuestos a las empresas ferroviarias en el cru- 
" zamieulo de tos pasos a nivel fuera proporcionado al i>e!i- 
•■ gro que el mismo ofrecía según las circunstancias del caso, 
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al disponer que establecería barreras o guarda ganados en 
lodos los puntos en que los ferrocarriles cáfeasen los cami- 
nos o élites públicas a nivel y que estas barreras fletarán 
cerrarse a 5a aproximación de cicla tren, abriéndose des- 
pués que haya pasado para dejar exjtedito el tráficu (art. 5." 
" ine, 8* lev N." .-87.1 «. La jnríspriideiie|a de tas Cortes ame- 
ricana* respecto a ta vigilancia de las empresas en los pasos 
a nivel, lia establecido en síntesis, que esa vigilancia y ctti- 
dádo debe ser mayor, en (os cruzamientos dentro de un een 
tro pobhdO o ciudad que en la carpaña. de tal manera que 
" lo que debe considerarse razonable y prudente dependa de 
las circunstancias de cada caso, Dentro de una ciudad o don- 
de el tráfico es grande una vigilancia razonable requeriría 
el uso de liandera.s. portadas o barreras para prevenir acci- 
dentes : ¡x«nj esas medidas no serian requeridas en la cam- 
paña donde no transitaran \mr el paso a nivel. sitié pocas 
personas durante el día en que serian su f i: ¡entes los toques 
de campana y silbatos reglamentarios 1144 l". S., 408 v 
4-'Oi. i Fallos de esta Corte, tomo 142, págs. 185 v j¿H) im . 

Qlie en el caso sub jttdkc, la Dirección Cenera] de Ferro- 
carriles lia informado < fs. 57), que no existen en realidad ba- 
rreras en el lugar dóríde <K*urrió el accidente, pero que actual- 
mente 110 son necesarias, debido a las condicione» tn|>ográfi- 
cas del terreno, afirmación que no ba sido contradicha en au- 
tos por prueba alguna tendiente a demostrar que la freeuen- 
nn del tráfico en el lugar reclamaba Ií» instalación de barreras. 

Une las decisiones de esta Corte de que hace mérito la 
f^rte actora, en su escrito de fs. 119. rio constituyen antece- 
dentes susceptibles de ser invocados en d caso actual, porque 
en todas ellas se ha tratado de accidentes producidos en lugares 
de mucho tránsito o en centros poblados o en sus inmediacio- 
nes, situación que im es la del mtb ¡tic. 

J'or estos fundamentos y los de la semencia apelada que 
hace suyos los de la primera, se le confirma en la parte que 
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ha sido malcría del recurso, Xciiifíijucse y devuélvate, n- 
|wn ¡endose el sellado en el Juzgado de origen. 

A. DF.RMK.IO — J. FlGUEROA Av 
CORTA. — RaMÓST MÉNDK; 

RoiníRTo Rrpktto, — M. I.u - 
rkxckna. 



Don Jmw Pedro Ornato en oídos con ci Raneo iUpoleamo A" ti 
ciontil sobre cobro petos. Recurso tle lu cho. 

Sumario; l.* El recurso de <|iieja por apelación denegada de- 
lie ser presentado dentro del lér'm'no de tres dia- fijado 
]>or el articulo 231 de la ley 30. 

2." No procede el recurso extraordinario del articulo 14. 
ley 48. en un caso en <|tie el recurrente no fundó sti dere- 
cho en disposiciones de las leyes especiales, números S17J 
y 10676 que rigen al Banco Hipotecario Nacional, sino en 
las del Código Civil relativas al derecho rea] de hipoteca:, 
v la decisión de última instancia fué contraria a esc de- 
recho apoyado en preceptos de derecho común y favorable, 
por lo tanto, a los privilegios tjue el mencionado Banco hi- 
zo valer en mérito de lo dispuesto en las leyes fie carácter 
federal í|US reglamentan su organización y sus operaeio- 
ncs. 

Caso: Lo explican las siguientes piezas: 
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DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENEUAJL. 

Bueno Airee. Noviembre tí de IBM 

Suprema Corte: 

IH- acuerdo ora la providencia de fojas 77 y ñuta di- fs. 
tp3> el presente recurso de queja ante Y. K., lia sido presen- 
tad» turra del terminó de trt-s días que acuerda el articulo 231 
di- la ley sobre procedimientos federales numero 50. Así lo 
hene resuelto V. K. uniformemente. 

Kn efecto ja Cámara Federal fie Apelación de la Capital 
ha dad» por notificad» ;d recurrente, con fecha ¿4 de septiem- 
bre «le! corriente año. de la resolución denegatoria de) recurso. 

Y no entra en las atribuciones de esta Corle revisar ta! 
interpretación dada a la ley procesal por el tribunal apelado. 

opino, p'-r tanto* cine la queja es improcedente, 

Horacio R. Loneta. 



IAt.1.0 in-; coktK SUPREMA 

Ráenos Aires, junio 26 de UTO 

Autos ) Vistos: 

Por las consideraciones de que hace mérito el Señor Pro- 
curador General ; no siendo la providencia denegatoria del 
recurso de las que corresponde notificar en el domicilio de las 
parte» litigando en arreglo ;i lo dispuesto en el inciso 4," de 
Ja lev nttmero 3649; y teniendo en cuenta además: 

t ■" Que pata la procedencia del recurso extraordinario 
autorizado por el articulo 14, inciso 3.* de la ley número 48 
tío basta (jue en pleito se haya tratado de la interpretación de 
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leyes federales, sino qiié es indispensable que se tia¡ya cuestio- 
nado la inteligencia ele alguna cláusula de la Constitución, de 
un tratado o ley del Congreso y que la decisión sea contra la 
validez tlcl titulo, derecho, privilegio o exención que si* funda 
en dicha cláusula, ley i> tratado y sea materia del litigio, 

2, " Que en el sub Hr? el recurrente no lia fundado su de- 
recho eri ¡as disposiciones de las leyes federales Si j2 y 106-6 
«¡ne rigen al K:iiicn Hipotecario Nacional, sino en las del Có- 
digo Civil relativas al derecho real dé hipoteca, especialmente 
cu el artículo 3936, siendo la decisión de última instancia con- 
traria a ese derecho apoyado en preceptos de derecho común y 
favorable por lo tanto a los privilegios que el mencionado Han- 
k<i hizo valer a mérito de lo dispuesto en las leyes de carécter 
federal (pie reglamentan >u organización y sus operaciones. 

3. " Que en tales condicione* i«l recurso extraordinario es 
hnproeedciiie en virtud de loque istabli-cc el articulo 15 de la ley 
número 48. 

Por ello se declara no haher lugar a la queja deducida. 
Notifiquese y repuesto el papel arehivese, devolviéndose los 
autos remitidos por via de informe, mn testimonio de la prc- 
-ente resolución y de] dictamen del señor Procurador General. 

A. BERMEJO — J. FlGUEROA At.- 

cdrta. — Ramón Méndf.2 — 
ItonKRTÓ RiírKrro. — M. Lau- 
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Estado Argcutím contra ti Frigorífico IV Uso*, sobre ¿xpru 
fiUteíóh. 

Stumrio: Xu habiéndose opuesto |>or las partes observación 
alguna í^uc im ligue la ¡procedencia de su modificación, eo- 
rrespnnde la aprobación de estimaciones periciales deriva 
das de consideraciones y antecedentes debidamente fun- 
dados y aceptados en sus dos términos de precio e indem- 
nización en las dos instancias del juicio. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

SENTENCIA DtX SEÑOR JUEZ FEDERAL 

Lj Piara Stpticmbrt 17 dt 1K3. 

Y Vistos: 

Este juicio seguido jxir el Kstado Argentino contra el Fri 
gorjfjco Wilson de la Argentina, sobre expropiación de una 
fracción de tierra compuesta de una superficie de 5493-23 me- 
tros cuadrados situada en Avellaneda y destinada a las ot»^ 
dé ensanche del Riachuelo, y 

Considerando : 

t.' Oue no habiéndose objetado el derecho del actor para 
deducir esta acción que funda cu la lev i)ijí>, la decisión del 
Juzgado se limita a fijar el precio venal de la tierra y perjui- 
cios emergentes, ya que no existe acuerdo entre las partes ¿al 
respecto. 

2" Que los partios nombrados por las partes para ilustrar 
al Juzgado acerca de aquellos tópicos, se han expedido de con- 
formidad a ÍS, y 45¿ estimando el valor de la tierra en la 
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cantidad de veinte peso» tn\m |>or cada metro cuadrado, pre- 
cio que concuerda con el fijado al terreno lindero expropiado 
al Ferrocarril Midland de lineóos Aires, por lo qué, concep- 
túa el infrascripto que no exigiendo en el presente caso mo- 
tivo alguno para alterar aquel precio, delie aceptarse como se 
hace, así como también la indemnización de todo perjuicio es- 
timada en $ 33.466.40 trijfii por los peritos, en atención a los 
fundamentos expresados por éstos en su dictamen de fs. 45. 

Por tanto, fijase en la suma de pesos í 43.322 m|n. el va- 
lor de la tierra expropiada e indemnización de todo perjuicio, 
la que deberá consignarse en el Hanco de la Nación Argentina 
a la orden del J uzgado y como perteneciente al juicio, dentro 
de diez días de ejecutoriada la presente y las costas del juicio, 
consistente en el honorario de los peritos y sellos de actuación, 
con arreglo a la constante jurisprudencia al respecto. Consig- 
nada la suma dése la posesión del bien oficiándose al Juez de 
Paz respectivo, y otórguese la escritura traslativa de dominio 
por ante el escribano que proponga el actor. Notifíquese en el 
original v cumplido archívese. 

C. Zavaíía. 



SEMENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL DE APELACIÓN 

La Plati, Diciembre 10 de iSíí 

Visto el recurso t raido por el Señor Procurador Fiscal, y 

Considerando : 

Que el precio fijado por el señor Juez 11 quo a la tierra 
a expropiarse (pesos veinte el metro cuadrado) es inferior al 
que este tribunal fijó a un terreno lindero en 11 de julio del 
año en curso, en el juicio seguido por el Fisco Nacional con- 
tra la Compañía del Ferrocarril Midland sobre expropiación. 
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Por ello, no hallando mérito para modificar la sentencia 
recurrida en sentido desfavorable a la expropiada. se la con- 
firma. Devuelvan. — A\ Cuido KavaUc, — Jos¿ Mvrcó. — 
Antonia !.. Marcenara, 



PALLO pi; i.\ CORTK Sl'l'REMA 



Bueno* Airea, luislo 2t¡ de IW5 

Y Viste»; 

E*os seguidos j>i»r el Pisco Nacional contra el É^goíífico 
WHson de la Argentina, venidos en ablación de sentencia dé 
h Cámara Federal de I,a Plata. 

Y Considerando: 

jQlie el Oohicrno de la pación esti.n'i el valor de los terre- 
nos a expropiarse, que forman tina superficie de cinco mil 
cuatrocientos noventa y tres metros con veintiocho centíme- 
tros cuadrados, en la suma de noventa y ocho mi! pchoeientüs 
setenta y nueve pesos, cuatro centavos moneda legal, precio 
que no aceptó la parte demandada asignándole el fie veinticin- 
co pesos nacionales el metro cuadrado, o sea la suma de ciento 
treinta y Siete mil trescientos treinta y dos pesos moneda le- 
gal, cantidad a la cual delña agregarse los |wrjtticios que le 
ocasionaría la modificación de las dependencias que tiene allí 
instaladas, y que avalúa en cincuenta mil pesos nacionales. 

Que Jos peritos nominados ]wv las partes en la audiencia 
a que se refiere el acta de fojas 33, esti ran de común acuerdo 
el valor de la fracción a expropiarse en ciento nueve mil ocho- 
cientos sesenta y cinco pesos sesenta centavos moneda nacional, 
es decir a veinte pesos el metro cuadrado; y el monto de los 
perjuicios en la Cantidad de treinta y tres mil cuatrocientos se- 
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senla y seis pesos cuarenta centavos 'moneda nacional, lo que 
forma un total de ciento cuarenta y tres mil trescientos treinta 
y dos pesos moneda legal. ( Informe de fojas 38 y ampliación 
de fojas 45) . 

Ottc estas estimaciones periciales, derivadas de considera- 
ciones y antecedentes debidamente fundados, se lian aceptado 
en sus dos términos de precio e indemnización en las dos ins- 
tancias del juicio, sin que se les haya opuesto j>or Jas partea 
observación alguna que indique la procedencia de una modifi- 
cación al respecto. 

En su mérito y por los fundamentos de la sentencia ape- 
lada, se la confirma, con costas (Artículo 18, ley número 189 h 
Notifíquese y devuélvase al tribunal de procedencia. 

A, Bt-RMÉJO — J. FlGÜÉROA AL- 

corta- — Ramón* MÉNDBÍ. — 
ROMiRTo RiíPKTTO. — M. Lau- 
RKXCKN'A. 



Señores Albaca Hitos, contra cf ¡lauca Hipotecaria Nacional, 
sobre cumplimiento de contrato. 

Sumario; i. n La apelación extraordinaria que autoriza el ar- 
ticulo 14 de la ley 48, procede contra una sentencia dene- 
gatoria del privilegio invoca* lo durante el pleito por el 
Banco Hqjotccario Nacional, apoyado en el artículo 64 de 
su ley orgánica número 8172, 

2." La facultad acordada al Banco Hipotecario Nacio- 
nal por el artículo 64 de su ley orgánica, sólo tiene apli- 
cación en el caso de que el otorgamiento de la escritura no 
se haya verificado por culpa del comprador. (Esa excep 
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ctonal prerrogativa no es incompatible ton el derecho o 
acción que recíprocamente puede hacer valer el compra- 
dor a fin tic obtener la rescisión del contrato de venta, sin 
responsabilidad jara él. citando el cumplimiento de la obli- 
gación se haya hecho imposible por causas que no le son 
imputables, y, en genera], en todos aquellos casos en ínu- 
las leves comunes la autorizan a reclamar esa solución*. 

3." Kn la ley especial del Banco Hipotecario Nacional, 
nunterO no existe disposición formal alguna, que la 

declare exento de las responsabilidades emergentes de las 
acciones resci-orias precedentemente mencionadas. (Se 
trataba de l.i arción de evicción y saneamiento y de demo- 
ra en la escrituración, extrañas a las limitaciones de la res- 
ponsabilidad del Banco, establecidas por la disposición in- 
vocada de la referida 'ey orgánica). 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA D1ÍL SEÑOR JUEZ FEDERAL 

Tucumie r Diciembre 12 de ISíi 

Y Yisio>: estos autos de los que resulta: 

A f>. ~. se presenta don Honorio Molina en representa- 
ción de los señores Albaca Unos, diciendo: Que entabla demrtn- 
la contra el Haun» Hipotecario Nacional en mérito de los he- 
chos siguientes i consta -de los dos boletos de compra-venta que 
acompaña, que el 26 de octubre de it)i6. los señores Albaca 
linos, adquirieron en remate público del Uanco Hqiotecario 
Nacional, tos dos inmuebles cuya ubicación y linderos detalla, 
;>or las sum;.s de |x-s<>s siete mil quinientos y pesos veintinue- 
ve mil doscientos haciéndose cargo el comprador de las hipo- 
uva* que gravan esas propiedades a favnr del Banco mencio- 
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nado y reducidas respectivamente a peso.-; cinco mil quinientos 
sesenta y «no con 816 milésimo?; mln. y pesos veinte mil se- 
tenta y nueve con 097 milésimos mln. 

Que sus mandantes han cumplid» todas sus obligaciones 
habiendo abonado al Banco por concepto de precio, comisio- 
nes, servicins, etc., la suma de de doce mil quinientos catorce 
pesos con 087 milésimos ni ¡11. el 18 de enero de 1917. Que 
pedida 'a posesión de los inmuebles comprados, el Banco Hi- 
potecario comisionó al escribano para que la diera el 23 de 
enero de 1917, en cuya circunstancia los señores Alliaca Hnos, 
se nejjaroii a recibir esa posesión en vista de que tas casas ven- 
didas no se cncontraljan en tas mismas condiciones que tuvie- 
ron cuando se efectuó el remate, faltando bienes y accesorios dt 
consideración que habían sido extraídos después de la venia, 
por lo que exigieron les fueran entregadas tal como estuvie- 
ron durante el remate. 

Knumera las cosas que faltaban y :itfref;a f P»e el Banco 
constató la verdad de la reclamación y. no obstante tlejó pa- 
sar los sesenta días a que se refiere el ¡irt. 6/' de Ins boletos 
de compra venta sin hacer nada para dar la posesión a sus 
mandantes, quienes le comunicaron que en uso de las faculta- 
des que acuerda esa cláusula ó.", daban ]ior rescindido el con- 
trato y exigían la devolución del precio consignado, sus inte- 
reses y daños y perjuicios. Que por toda contestación reci- 
bieron del Banco una nota haciéndoles saber que rescindía la 
venta con las indemnizaciones de] caso, las que deberán ha- 
cerse efectivas con los fondos entregados por Albaca Hnos, 

QH£_ft! l iatlC0 8P puede reicner el precio consignado, por 
que el ;üT"7r"-eHado, impone la obligación de devolverlo y. 
además, porque a lo sumcTictKkuL derecho a exigirlo en 4a for- 
ma ordinaria. — _____ 

Que por lo tanto el Banco Hipotecario Nacional a[jio 
entregar los inmuebles en el estado en que se hallaban el día 
del contrato, ha infringido la disjKJsición del ari 1408 del Córí. 
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Civil, por lo que pide que st'u condenado n devolver a los se- 
ñores Albaca Unos, la suma de dote mil quinientos catorce 
pesos con 087 milésimos m|n.. con inris sin intereses a estilo 
le 1 ¡anco; al pago de los daños y perjuicios irrogados y que se 
irroguen en el futuro a sus mandantes y ;il de 'as costas del 
Inicio. 

Corrido traslado |o evacúa a fs. 31 don José Ponda! por 
-■¡ Banco Hipotecario Nacional exponiendo: (Jue sostiene en 
primer término que el actor carece de acción para promover 
inicio al Hunco, en sn carácter propio, por cuanto éste al pro- 
ceder a la enajenación eii remate de tos inmuebles <¡ue le son 
afectados en Hipoteca por sus deudores, lo hace en represen 
¡ación de éstos y en ejercicio de mándalo irrevocable que le 
confieren los respectivos contratos de préstamo y los arts. 71 
> 7-' de t.i ley W K172 que rige sn funcionamiento . Qüe en 
este caso la venia de las propiedades a que se refiere el actor, 
lia sido efectuada en subasta por el deudor del préstamo res- 
pectivo señor Manuel Maletín, dueño exclusivo de los innuie- 
'ile- afectado-, coum k> consta a Albaca linos, y es por cuen- 
ta del señor Maletín qué el I Janeo ha realizado ti remate que 
es la causa de la cuestión promovida, percibiendo para servir 
d préstame» respectivo la suma cuya devolución se demanda. 

Que habiendo obrado el Raneo en representación legal del 
señor Maletín, no ota personalmente obligado con Albaca 
linos., puesto que hasta la ley común asi lo prescribe claramen- 
te en el art. vi¿o del C. Civil. \o existiendo, por lo tanto nin- 
guna vinculación jurídica correlativa a una obligación perso- 
nal de parle de! línneo Hipotecario respecto de Albaca Unos,, 
estos carecen en absoluto de acción para iniciarle este juicio. 
Opone en consecuencia, la excepción perentoria de falta de ac- 
ción y pírle que haciendo lugar a la misma se rechace la de- 
manda instaurada, 

Que para el supuesto caso que no prosperase la excepción 
«puesta, agrega que aunque se considerase al lia neo como par- 
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te en los contratos de venta a que se refiere la demanda, és- 
ta es improcedente por estar en desacuerdo con las cláusulas 
de los mismos, con los principios elemcnia!es <|ue rigen las obli- 
gaciones convencionales en materia civil, y con la realidad de 
los hechos mu- la sociedad actor» falsea a su capricho. 

Que el Raneo no ha faltado a dichos contratos sínó la 
demandante, quien sin motivo ]rgal se lia negado íl recibir los 
inmuebles crni lo cercado, plantado y c'avado romo rezan los 
boletos de venta y a elevar éstos a escritura pública, haciéndo- 
se por lo tanto pasible de las responsabilidades contenidas en el 
art. y." de los misinos, en cuyo mérito el lianco ha ejercitado 
su facultad de declarar rescindidos los contratos. Que ningu- 
na dificultad existía para que el Banco pudiera hacer la tradi- 
ción tan pronto como Albaca Unos, depositó e! saldo del pre- 
cio de compra y lo solicitó en el acto mismo o sea el 18 de ene- 
ro de 1917, no habiendo antes interpelado al flanco por las su- 
puestas desmejoras descriptas en la demanda y haciendo sin 
observación la oblación del saldo. 

Que además el Flaneo no estaba obligado wotn propr'w a 
conservar las cosas en el estado en que se hallaban a la época 
de! remate, pues, el contrato de compra venta de inmuebles sólo 
se formaliza como obligación de dar a cargo del vendedor, con 
las responsabilidades consiguientes desde el momento en que 
se celebra por escritura pública (art. ti 84 inciso 1.". C. CiviH. 
antes de tal oportunidad el boleto tan solo importa para las 
partes una obligación ríe hacer, conforme el art, 1185 del có- 
digo citado. Que por lo tanto, aún aceptando que las desme- 
joras mencionadas, cuya existencia desconoce, se hubieran pro- 
ducido después del remate, no lian podido autorizar a la con- 
traria para negarse a la tradición que solicitara y (pie el Ban- 
co pudo dar. Que. en consecuencia, éste por su sola autoridad 
y en ejercicio de la facultad que le confiere el art. 7/* ya ci- 
tado, rescindió el contrato por culpa y bajo la responsabilidad 
de Albaca Unos. Termina solicitando no se baga lugar a la de- 
manda, con costas. 



UO FALLOS DK LA OIRTE S.i;i*REM \ 

Abierta la c¡ usa a |>ruetM|, se produjo ja que expresa eJ 
¡traficado de fs, 126 y ta de fs. i-'S y. habiendo alegado las 
;iarics n fs. i.to y 147. se llamaron aritos pía séntenéfei a fo- 
jas 153 

Y Considerando: 

1 . One rechaíáda definitivamente la excepción de falla de 
icción Opuesta por él Rano» 1 lijtoteearii. fíaeiotia!, correspon- 
dé pronunciarse sobre las demás eucsiiunes planteadas por la 

'litis contestación". 

1 nú- seguri 1h. apresan las partes, v] ri,mate i[c bs c:,Sii * 
.íbjeto de este litigio se realizó, como se dice en la demanda. 

una vez aproado aqttél por el directorio del Raneo, los se- 
ñores Albaca Unos, pagaron el precio correspondiente Mídan- 
lo asi concluirlo el contrato de compra venta, cava rescisión 
ihnia piden los actores. 

< hie ésta se funda en que pedida la iiosesiún, los actores 
éc relujaron luego a recibirla en vista del estado de las casas 
adidas .«'vas condiciones no oran las mismas que tuvieron 
.1 ,lia del remate por faltarles los accesorios qüé se enumeran 
, fs. 7 y one él Banco se négó a reponer. 

tjue siendo el Banco mandatario del deudor a los efectos 
Ir la" venta- del bien hipotecado, podria haber responsabilidad 
por su parte si en el cumplimiento del mandato hubiera pro- 
cedido t<m culpa o negligencia, colocándose dentro de lo 
puesto por el art. 1 109 del C. Civil. 

Que el demandado desconoce la existencia de las desme- 
^iras b falla 'le accesorios en cuestión y en todo caso que se 
hayán producido después fie verificado e'. remate, como asimis- 
mo el derecho que invoca la contraria para negarse a la tra~ 
lición . Que jiara justificar su afirmación los actores han pro- 
ducido las cartas, el informe del perito del Rauco y el acta de 
: , diligencia de posesión qué en copia corren a fs. 39 y ÉigjuÍén> 
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tes. Cun las primeras de techa 13 y 17 (Je enero tic ujij, los 
señores Albaca linos., solicitaron de! señor gerente del Bancu 
la posesión de las propiedades compradas la que se intentó dar. 
negándose aquéllos a recibirla ¡>or las razones que expusieron 
ante el escribano Gauna y que constan cu el acta que corre 
en copia a fs. 90, o sea por el mal estado en que se bailaban. 
<|ite las hacía inhabitables. 

(Juc ordenado un informe acerca de ese pretendido nial 
estado, el perito de] Banco lo evacuó en la forma que consta a 
fs. 40 vta., comprobando que faltaban puertas, vidrios y otros 
accesorios, aunque sin expresar categóricamente desde cuándo 
existían esas desmejoras. Que análoga comprobación hizo el 
Juzgado en la inspección ocular efectuada el 25 de febrero de 
h>i8. que si bien lo fué mucho tiempo después del remate, de- 
jó establecido que en realidad las casas na se encontraban en 
perfecto estado; que algunos accesorios habian sido arranca- 
dos y que. el techo de zinc que antes cubría el de azotea había 
desaparecido. 

Que respecto de la testimonial rendida el proveyentc acep- 
ta la tacha de los testigos de los actores, encontrando justas 
las causales de interés y amistad en que la funda el Banco, lín 
cuanto a las declaraciones de ?os del demandado, no indican 
con la claridad y precisión necesarias que el estado de las ca- 
sas hubiese permanecido invariable o sea que no hubiese su- 
frido cambios en la época en que se pretendió dar la posesión, 
con respecto al dia del remate. Es por eso que el suscripto no 
los asigna valor decisivo alguno. 

(Jue corresponde, entonces, analizando las constancias de 
autos, completar la probanza que emerge del informe pericia! 
citado y de la vista ocular, con la que se demuestra que Alba- 
ca linos, tuvieron la voluntad de cumplir sus obligaciones al 
solicitar reiteradamente la posesión, como lo hicieron, y admi- 
tir que es verdad que los inmuebles sufrieron alteraciones en el 
intervalo expresado, p»r cuanto se negaron después a recibir di- 
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olía posesión : si im fuera, cst.iri;inu>> en presencia de una 
contradicción invxp'icable. Qilé dado 61 mandato irrevocable 
■un que obra y las facultades que Ir confiere la ley. el Banco, 
.«uno todo vendedor, está obligado a conservar l;i cosa ven- 
lula tal conio se hallaba el día «leí contrata y a entregarla li- 
bre «le toda ]Misesic'ni y con todo* sus accesorios, con arreglo a 
lo establecido por los arts. 140S y 140*1 del C. C. 

Que en el presente caso el demandado no lia observado 
dichas disposiciones leudes, debiendo atribuirse exclusivamen- 
te a >u negligencia la sustracción de accesorios y las desmejo- 
ras de que se lia hecho mérito. Que en tales condiciones es evi- 
dente que el Banco 110 ptldo a su arbitrio declarar rescindid" 
el contrato de compra venta, aplicando lisa y llanamente e 1 . 
:irt. "." del respectivo lióle to (fs. 5 y 6). y que el derecho a pc- 
dir la rescisión le corresponde en el sitfr jmikc a la parle con- 
nariff, por haber cumplido las obligaciones qué le ineuxbían. 
Que el Banco recibió de los compradores la suma correspon- 
diente al precio «te tos inmuebles; en consecuencia, debe devol- 
verse con sus intereses declarándose míe no tiene título alguno 
fiara retenerla. 

I'or estos fundamentos, fallo: haciendo lugar a la deman- 
la. debiendo el Banco Hipotecado Nacional, devolver a los 
señores Mitaca Hitos, la suma de S i-2.514.0K7. doce mil qui- 
nientos catorce pesos con 0K7 milésimos moneda nacional que 
ia recibido conn» precio de los inmuebles de que se tr«ita^ con 
ns intereses devengados a estilo de Banco desde la fecha de 
'.\ interposición de la demanda. Con costas. 

Ü baldo Brnci. 
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SENTENCIA IMi LA CÁMARA l'EDIftAL 

Córdoba. Mario 21 de WZ. 

Vistos: 

Ivl recurso de apelación interpuesto por el representante 
del Banco Hipotecario Nacional, cniiira la sentencia de fcclia 
i2 de diciembre de! afo u/2i ( corriente a fü, 254. dictada por 
el señor Juez Federal de Tuenmáii, en la cansa sobre cumpli- 
miento de contrato seguida contra el mencionado Banco por 
los señores Albaca HrtOs., y en la que se ha resuello: hacer lu- 
Mf a la demanda, debiendo el Banco Hipotecario Nacional de- 
volver a los señores Albaca Hnos.. Ja suma de S 12.514087. 
( doce mil quinientos catorce pesos con ochenta y siete milési- 
mos moneda nacional >. que ha recibido como precio de los 
inmuebles de que se trata, con los intereses devengados a esti- 
lo de! Banco desde la fecha de la inlcn>osicióii de la demanda. 
Con costas, y dejar a salvo al demandan le la acción por daños 
y perjuicios que creyere le compete. 

Por sus fundamentos, se confirma la sentencia apelada, 
con costas. — L. J. Possc. & I'ossc. — Lisardo AWí- 

¡fn Safavia. 



I'\r.l.«. m: \.\ lOlíTI- Sfl'WÍMA 

Bueno* Aire*. Jimio de !!«:■ 

Vistos y Considerando: 

Que habiéndose pronunciado el Tribunal a qiw en contra 
del privilegio que el Banco Hijj^écatio Nacional bahía invo- 
cado durante el pleito, apoyado en el arlicu!» 64 de su ley or- 
gánica (número 817-í > . ta apelación extraordinaria para ante 
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esta C>rte es pn medente con arreglo a los términos expresos del 
articulo 14. inciso 3." de 1n ley níimcrn 48 y artículo ó." de la 



(Jtio el privilegio o derecho de que lin hecho mérito el re- 
currente en tan instancias ordinarias del litigio es el fie de- 
clarar por su propia autoridad rescindidos los contratos de ven- 
ta que hubiese celebrado en el curso de la ejecución de los bie- 
nes de su* deudores, con la> indemnizaciones correspondientes, 
cuando e] comprador rió concurra a otorgar la respectiva escri- 
tura pública en el término estipulado. , 

Que esta excepcional prerrogativa acordada al estableci- 
miento de propiedad de la Nación no es incompatible con el de- 
recho o acción (pie reciprocamente pueda hacer valer el com- 
prador a fin de obtener la rescisión del contrato de venta sin 
responsabilidad para él. cuando el cumplimiento de la obliga- 
ción se haya hecho imposible por causas míe no le son impu- 
tables y. en general, en todos aquel ios casos en que las leyes 
comunes lo autorizan a reclamar esa solución, desde que dado 
el contexto y espíritu de la disposición legal cuestionada, la 
facultad aconh'da al Banco Hipotecario Nacional sMo puede 
tener aplicación en el caso de que el otorgamiento de ta es 
entura no se haya verificado |*>r culpa del comprador. 

Que el Banco Hipotecario Nacional, en su carácter de 
persona de derecho, se encuentra Mimetido^a la.s disposinoue> 



de las leyes generales en cuanto no hayan sido modificadas 
por la legislación especial dictada para regir sus operaciones. 

tjue, por consiguiente, para que el Banco se hallase exen- 
to de las acciones rescisorias precedentemente mencionadas, se- 
ria menester una disposición formal que así lo declarase. lisa 
disposición rio existe en la ley especial de la institución a pe 
sar de las múltiples y privilegiadas concesiones de que se le 
ha hecho objeto en las sucesivas reformas de su carta orgáni- 
ca, pues, como se ha dicho por esta Corte a fojas 245 de los 
presente* autos "110 hay en las leve» orgánicas del Banco más 
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" Imitaciones n su rt?^j h h i seiÍ jí tí rlneJ que las tjvte establece el 

" art. **4 de la icy número Si jj, que son extrañas al objeto 

" de la acción que se ejercita en el juicio, pues se refieren a 

" la cvteción y saneamiento y a la demora en la eseritu ración '*. 

Por ello; porque la interpretación de las cláusulas del con* 
trato celebrado por el I lauco y las conclusiones relativas a los 
derechos invocados pot las punes no pueden ser revisados en 
el recurso de puro derecho federal interpuesto y concedido, se 
confirma la sentencia apelada, en manto ha Siitd materia de 
dicho recurso. Notifiquen y devuélvanse. 

A. Bekm.ejo — J. Ficueroa Al- 
corta. — RoiiKRTn Reprtto. 

M. LaüRUNCEN \ 

i .¡i 

— — ■ - ■ . 

Municipalidad de ta Capital contra Francisco Delyado, j>or in- 
fracción a la Ordenanza de <i de n<>vietul>rc de 1919. 

Sumario, 1' No importa el desconocimiento del derecho de 
propiedad garantizado por el articulo 17 de la Constitu- 
ción Nacional, la declaración de hallarse pfescripta la ac- 
ción para instaurar una querella, 

5." No se halla comprometido el principio de la inviola- 
bilidad fie la defensa, en un caso en que el recurrente fué 
oído y ejerció sus derechos en juicio, no sólo al entablar 
la querella sino también en ocasión de substanciarse la ex- 
cepción relativa a la prescripción de la multa, cuya decla- 
ración, basada en preceptos del Código Penal, comprome- 
te, a juicio del recurrente, esa garantía constitucional. 

3.* No pugna cun el artículo 67, inciso 11 de la Cons- 
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lilucii'm Nacional una sentencia de !a justicia ordinaria de 
la Capital que aplica el articulo 62, inciso 7° de! Códi- 
go Penal. ($1 Congreso ejerce legislación exclusiva den- 
tro de la Capital Federal por imperio constitucional (ar- 
tículo <>j, inciso 27). y se llalla facultado, por consiguiente, 
para estatuir sobré faltas y contravenciones). 

Cojo: Lo explica el siguiente: 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA (O 

* Bueno» Air», Junio de 11*21 

Y Vistos. Considerando: 

Qne en la querella deducida por b Municipalidad de la 
Capital contra don Francisco Delgado por infracción a la 01- 
derianza de ej eJx; noviembre de rgjg, la justicia correccional en 
ambas instancias declaró pi escripia Ja acción aplicando al caso 
el articulo <tí¡; inciso 7." del Código Penal. 

■j 

Oue el representante de la Municipalidad lia sostenido 
dentro de! litigio (pie la sentencia uno arribara a esa conclu- 
sión violaría en detrimento de los derechos de su mandante las 
garantías de los artículos 17 y 18 de la Constitución y además 
que si ja mencionada disposición del Código Penal se aplicara 
en la forma que lo lia sido seria inconstitucional pues el Con- 
greso de la Nación al ejercitar la facilitad de dictar el Códi- 
go Penal que le confiero el articulo 67, inciso 11 de la Consti- 
tución no se encuentra au torteado para legislar sobre faltas tv 
contravenciones. 

Que en cuanto al desconocimiento ,U> las garantías consa- 



11} En la mlama lecha ■« dictó idéntica resolución en la cima seguida por la Muni- 
cipalidad de a Capiial contra Ramón Marín por igual causa, y en la» aefuida* 
contra I.enjt Wentf, por infracción a la ordenan» dt i¡ de Diciembre de IÜI9 i 
"mira Santiago jaca, por infracción al articulo 115 del CM«o Municipal 
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gradas por los artículos 17 y iS de la Constitución visible 
que ellas 110 guardan como lo requiere el artículo 15 de 3a ley 
48 y reiteradamente lo ha resucito esta Corte, relación direc- 
ta con la cuestión planteada en el proceso, \'n puede, en efec- 
to, sostenerse, que se haya desconocido el derecho de propiedad 
¡inr haberse declarado proscripta la acción para instaurar una 
querella, sea porque el producido de las multas correspondien- 
tes a las infracciones de ¡as ordenanzas sólo revestirían el ca- 
rácter de un bien municipal después de hecha efectiva la con- 
dena en el patrimonio de los particulares, sea porque la deci- 
sión que declara operada la prescripción es cabalmente la sen- 
tencia fundada cu la ley exigida por el artículo 17 de la Cons- 
titución. 

Que con referencia a la afirmación de que el hecho de ha- 
berse aplicado un precepto del Código Penal para declarar pres- 
cripta la multa compromete el principio de la inviolabilidad de 
la defensa, hasta observar para demostrar la falta de toda re- 
lación entre la cuestión resuelta y la garantía invocada que Ja 
Municipalidad ha sido oída y ha ejercitado sus derechos en 
juicio no solo al entablar la querella sino también en ocasión 
de substanciarse la excepción relativa a la prescripción. Si co- 
mo se afirma la recurrente quedara coartada en sus derechos 
para perseguir el cobre de las inultas en virtud de la senten- 
cia recaída en el proceso, ello seria un simple efecto de la co- 
sa juzgada y no del desconocimiento de la inviolabilidad de hi 
defensa . 

Que el recurso extraordinario tampoco seria admisible a 
mérito de la tercera cuestión propuesta. Aduce la Municipa- 
lidad fundándolo que la legislación sobre faltas y contravencio- 
nes se halla excluida del Código Penal y que por consiguien- 
te la sentencia de la justicia ordinaria de la Capital que aplica 
el articulo 62, inciso 7* de aquel cuerpo de leyes pugna con tí 
artículo 67, inciso ti de la Constitución. Sin examinar en el 
presentó caso la cuestión de saber cuál es la verdadera exten- 
sión de la delegación hecha en el Congrso por el recordado 
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inciso al atribuirá la facultad de dictar un Código Penal ¡rara 
toda Tíi Nación o en otros términos si '.a materia propia «le ese 
Código puede eo-rprender los delitos y la* faltas o ha de re- 
ferirse exclusivamente a Ins primeros, es lo cierto que tío ha- 
llándose la Municipalidad del distrito federal en el caso de los 
Gobiernos de provincia i artículos 5, 104 .y 105 1 de la Cons- 
titución), el argumento esgrimido para fundar ¡a ineonslitu- 
nonalidad del precepto del Código Penal seria en todo su- 
puesto ineficaz dentro de la Capital de la Nación donde el 
Congreso ejerce legislación exclusiva |«r imperio constitucio- 
nal, (articulo íip, incisu 27 J y se halla facultado, por consi- 
guiente, ¡«ra estatuir sobre faltas y contravenciones. 

Que en tstas condiciones el punto debatirlo por la sentcn 
cja de la Cámara de Apelaciones en lo Criminal de la Capital 
<jneda reducido a la mera interpretación de un precepto de de- 
recho común ajeno a! recurso extraordinario de acuerdo con 
lo dispuesto l«r h última parte del articulo 15 de la ley nú- 
mero 4S. 

En su mérito y de acuerdo con lo dictaminado y pedido 
pGT el Señor Procurador General, se declara no haber lugar al 
recurso interpuesto Nnt i fúmese y repuesto el ¡rape! dcvuél- 
van se 

A. BERMEJO — J. FlCUEKQA Al.- 

corta — Roberto Repetto 
M I,At m:.vcENA. 
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Sociedad Anónima Comercial Ganadera ■Dorado'*, contra don 
Francisco Méndez Gousahvs. por división de condominio. 
Contienda de competencia. 

Sumaria ; £# demanda por cesación de condominio, correspon- 
de al juez del lugar que, a la ves de ser aquel en que fue 
celebrado el contrato por el que se constituyó el condo- 
minio, es el domicilio de los demandados y el punto don- 
de se halla el inmueble común. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



AUTO DEL SEÑOR JUEZ EX LO CIVIL 

Rotulo. Noviembre tí d« 19U. 

Y Vistos: 

Para resolver sobre la oposición formulada al diligencia - 
miento del presente exhorto remitida por el señor Juez de i ' 
Instancia en lo Civil de la Capital Federal : 

Y considerando : 

I. Que, como se desprende de los términos del exharto 
librado, por ante el Juzgado del Señor Magistrado exhortante 
se tramita, iniciado por uno de los condominos, un ju-cio so- 
bre división de condominio de un inmueble situado en esa 
ciudad . 

II, Que revistiendo el carácter de una acción real la ini- 
ciada por la Sociedad Anónima Comercial y Ganadera " li- 
rado", el único Juez competente para entender en ella, es el 
del lugar donde el bien se encuentra situado (Art. 8 del Cód 
de Procedimientos). 
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111. Que, |>or lo demás, la competencia eñti* tribunales 
de distinta jurisdicción territorial, por ló mismo que afecta al 
orden público, na es facultativa de las |>artes. 

Por estas consideraciones, las concordantes del escrito de 
fs. jo y siguientes y atenta la conformidad fiscal, declaro: One 
el dfljgenciamiento del exhorto que motiva. la oposición de los 
demandados, invade la jurisdicción privativa de los tribuna- 
les de esta provincia y, en consecuencia, resuelvo retenerlo, con- 
forme a lo dispuesto i>or el articulo 141 del C. de Procedi- 
mientos, Copíese, hágase saber al señor Magistrado exhortan- 
te y notiÍHpiese. 

Carlos Anu tjito Afsém. 

■\11te mi: Cttidon Méndez. 



DICTAMEN D(X SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

_ „ Buenos Aire». Mayo IB d* IHSS 

buprema Corte: 

Se discute en la presente contienda dé competencia traba- 
da entre el Juez de i." Instancia en lo Civil de la Cápíta] tle la 
Nación y el de igual clase de % ciudad de Rosario, ante que ju- 
risdicción debe entablarse la demanda sobre división de con- 
dominio de un inmueble que está ubicado en esta última ciu- 
dad y que ha sido pedida en Buenos Aires por un copropietario. 

Ivos condórrtinos domiciliados en Rosario, se lian opuesto 
a que la división se practique ante los Tribuna*!» de la Capi- 
tal Federal sosteniendo la competencia a ese olijcto. del htrz 
dentro de cUya íurisdiecióil se encuentra el inmueble "de re- 
ferencia . 

l& cue-tión qué motiva esta contienda lia sido ya reMit-lia 
por la Corte Suprema en favor de la competencia del Juez del 
lugar donde está situado el ittmnelile y míe es a la vez el del 
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domicilio clcl condomino demandado tS. C. X. tomo 63, \ki- 

gfna 437) • 

Opiiiu por tanto, que corresponde dirimirla en favor ríe la 
competencia del Juez del Rosario, 

Horacio !i. Loneta. 



Buenos Af r«»„ Junio '.tí de IMS 

Autos y Vistos: 

Los de contienda de competencia entre un Juez de t,* Ju>- 
lancia en lo Civil de esta Capital y otro de igual dase de la 
ciudad de Rosario tle Santa Fe para conocer en el juicio de di- 
visión de condominio promovido por la Sociedad Anónima "Do- 
rado" contra el señor F. Méndez Gonzálvez y otros copropie- 
tarios de un terreno denominado "(Ju'nta I,e llroc"', ubicado 
al Sttd Oeste de la ciudad de Rosario. 

Y Considerando: 

íjue intentada la acción de división de t|iie se trata ante 
el juez en lo Civil de esta Capital y librado exhorto al de Ro- 
sario a fin de <|iic fuesen notificados los condominos señores 
Oí tone, éstos se opusieron al diliífcnnamiento del oficio, sos- 
teniendo por medio de sus representantes señores Gueglio, que 
el J uez exhortante carecía de competencia en el caso, por tra- 
tarse del ejercicio de una acción real sobre un inmueble situa- 
do en la jurisdicción territorial del juez exhortado, quien asi lo 
resolvió dictando el auto correspondiente; v manteniendo por 
su parte el Juez de ¡a Capital la procedencia de su intervención, 
por considerar que el juicio se ha instaurado sobre la base de 
tina acción persona!, quedó asi trabruln la presente contienda 
de competencia . 
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(¿tic los antecedentes relacionados y las constancias de los 
auto», especialmente la* dé) expediente de la demanda, acre- 
ditan (jtte el contrato de compra-venta ]>or el qué se constituyó 
el condominio, fué celebrado en la ciudad de Rosario, que en 
dicha ciudad está ubicado el inmueble .sobre que recae la ac- 
ción de división intentada, y que en la misma ciudad tienen 
su domicilio las condominos demandados que impugnan la ju- 
risdicción de! Juez de la Capital, 

Oue estos factores son los que determinan y carac! erizan 
el caso sobre que versa la cuestión planteada, y «le ellos es for- 
zoso deducir, — sea cual fuere la naturaleza que doctrinaría 
mente se atribuya a la acción de división de condominio, — lim- 
es al Juez de Rosario a quien compete la jurisdicción en el 
suh lité. Le cprreS|)onden;i, en efecto, supuesto el carácter per- 
sonal de la acción por razón del lugar del contrato y del do- 
micilio de los demandados, principio este último que no pue- 
de modificarse ]>or la circunstancia de que aquellos condomi- 
nos sean minoría respecto de los de la Capital, argumento que. 
por lo demás no aparece corroborado por las constancias de 
autos; y le correspondería si la acción fuese real, por ser el Juez 
del lugar en donde está situada la cosa litigosa (Código dt 
IWed i intentos de la Capital, articulo 4,°; Fallos tomo ifi, pá- 
gina 344: tomo 63. página 43": tomo 124, página 195, entre 
otros). 

Oue a las precedentes consideraciones de orden legal que 
determinan la competencia por las circunstancias concordan- 
tes de! domicilio y fiel lugar del contrato y del inmueble, pro- 
cede agregar que estos mismos antecedentes atitnrizan la con- 
vicción fundada de que ía división que se demanda, — sea cual 
fuere ta forma que al efecto se adopte, . — ba de realizarse en 
condiciones más favorables para los intereses en litigio, si se 
practica en la sede misma del inmueble en condominio. 

Por estos fundamentos y los concordantes del dictamen 
de! Señor Procurador General, se declara que el Juez comjie- 
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úeme para conocer en el presente juicio de división de condomi- 
nio, es e'. Juez en lo C\v] de Rósarfej a quien se remitirán los 
autos, avisándose al Juez de la Capital, en la í orina de estilo. 
Repóngase el papel 

A. Bermejo — J. Figueroa Al- 
corta. — Ramón Méndez. — 
Roiierto Repetto. — M. I-AU- 

RENCENA. 



NOTAS 

En la causa seguida i>or el Ministerio de Obias Wiblicas 
contra tos Señores VValdemar y Óscar Kaftan. sohre expropia- 
ción, la Corte Suprema con Éeeftij i " de junio de 1925, con- 
firmó la sentencia pronunciada por la Cámara Federal de Ape- 
lación de U IVata. la i|iie confirmó, a su ve/, por sus funda- 
mentos, la pronunciada por el Juez Utrado del Territorio Na- 
cional del Rio Xeg™ que hizo lugar a la expropiación decla- 
rando transferidos a favor de la Nación las fracciones de te-, 
rreno de propiedad de los demandados, partes de las chacras 
números 253 y 26 1 de ta Colonia General Roca 'leí expresado 
territorio, con una superficie de 2$ hectáreas. 8,003.35 me- 
tros cuadiT.dos, previo pago de ta suma de diez y siete mil dos- 
cientos cuarenta v nueve pesos, con ochenta y seis rentivos 
moneda nacional. "deducida la de dos mil tres cientos ochema 
ya depositada en concepto tot:il de indemnización. Las costas 
; , cargo de '.a Nación, según lo dispuesto en el articulo 18 de la 
ley número 18 j. 

1-n ciñen del mismo no se hizo luga, a la queja deducida 
;m,r (ton Juan B. FerrciS en autos con don J"rgc Kspada, 80- 
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bre consignación, por resultar tle la propia exposición del re- 
currente, i¡tiu? «leí auto confirmatorio del Juez dé I J az, no se 
bató| interpuesto, contra el mismo, recurso alguno que huljiuru 
sido denegado, por lo que no era el caso de zurrir en queja 
ante h Corte Suprema, atento tos términos del articulo _'¿<i de 
la 1^7 Nacional de Procedimientos. 



Kn ocho de: mismo si- deetítró improcedente la tpieja tU- 
ducitla por don Antonio RtiÜÉ Gutiérrez en autos ion jos se- 
ñores llraeli y Cía., sobre cobro de pesos, en razón dé que el 
recurso interpuesto m> era ei precito por el articulo 14 de la 
ley número 4**. aparecía tampoco comprendido, c l caso ma- 
teria del litigio, eti ninguno de los enumerados en el articulo 
3 * de la ley 4055. 



Con fecha diez la Corte Suprema de conformidad con lo 
dictaminado por ef Señor Tro. tirador General declaró ¡mpro 
eedente la queja deducida por don Tcopísio Gbczzi en autos 
•con el Banco KI Hogar Argentino, sobre rescisión de contra- 
to, en razón de que el punto decidido por la sentencia, consis- 
tente en declarar de «pie de las pruebas acompañadas a los 
autos, no surgía ta demostración de que dos de los eedentes del 
demandado revistieran la calidad de extranjeros, a los efectos 
del articulo fj de ia lev número 4.S, era meramente una cuestión 
fie hecho y de prueba, ajena por consiguiente al recurso ex- 
traordinario de acuerdo con lo dispuesto en el articulo 14. de 
la mencionada ley 48 y lo reiteradamente resuelto. 



Kn doce del nwsmo ho se bizo lugar a la queja deducida 
por Carlos T. Segni en la causa incoada en su contra por di**- 
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paro de armas, pur desprenderse de los recaudos acompaña - 
dos y de la propia exposición del recurrente, que el caso ha- 
bía sido resuello por interpretación y aplicación de disposicio- 
nes legales de carácter procesal, cuya inteligencia determinada 
jKir los tribunales locales no es revisihle por la vía de! recurso 
ex tr; ordinario, de acuerdo con lo i|iie prescribe el art, 15 de 
la ley número 48 y con lo reiteradamente resuelto por el tri- 
hünaL 



lín la misma fccliá no se hizo lugar a la queja deducida 
gtor dnn Santos Lambruschíni en autos con don Kmilio M. 
Ili^liani. sobre desalojamiento/, en razón de que de lo expues- 
to por el recurrente se desprendia: Que no se habla interpues- 
to para ante la CWte Suprema, recurso alguno que le hubie- 
se sido denegado: que él apelante fui oído en dos instancias 
de la causa, con lo que aparecían llenados los requisitos esen- 
ciales de la defensa en juicio y. además, porque la decisión 
del Juez de primera instancia, se habia limitado a declarar im- 
procedente la apelación llevada ante el mismo, aplicando fun- 
damentos de carácter procesal que no pueden *er revisado» 
por el tribunal. 



Kn la misma fecha fué reformada por la Corle Suprema 
la sentencia pronunciada pnr la Cá rara Federal (le Apelación' 
del Paraná, la que confirmó, n su vez, la dictada por el Juez 
Letrado del Territorio Na*ional de Misiones, que, condenó al 
procesado Francisco Cubitta, a sufrir la [lena de catorce afros 
de prisión como autor del dc'ito de bomicidio perpetrado en 
la persona de Luis Molina, el dia 28 de octubre de U)2$. en 
puerto "Kldorado'\ jurisdicción del expresado territorio, im- 
piiniéuclob' la tic doce años de la misma pena, accesorias lega- 
les y costas, en razón de que, según las constancias de autos, el 
procesado no procedió con premeditación, alevosía ni ensa- 
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ñamientd al hacer contra la victima el disparo de revólver que 
lo hirió mprtalmente, sin que tamB&ca puchera señalarse otra 
circunstancia agravante del «Iflito ■ constando, además, de au- 
tos, que el procesado se encontraüa en un estado de embria- 
guez relativa, (pie sin anular pnr completo su voluntad, pudo 
producir una perturbación momentánea. .1 sás menos intensa, 
en sus facultades nientales. impidiéndole reflexionar sobre la 
• gravedad del hecho que ejecutaba. 



Con fecha diese y nueve se declaro improcedente la queja 
deducida ]*>r tl6n \nge| lirondo en autos con don Atilio Mar- 
cene, sobre desalojamiento, en razón de que la garantía cons- 
titucional de la inviolabilidad de la defensa en juicio invocada 
por el recurrente. 110 podía decirse desconocida cuando el li 
t ¡gante había sido nido y pudo ejercitar su-, medios de defen 
sa dentro del juicio. 



En la misma fecha se declaró improcedente, la queja de- 
ducida por doña Ernestina Méndez de García l'Vrnándüz, en 
autos con don Victoriano Reda!, sobre consignación de alqui- 
leres, por resultar de las propias manifestaciones de la recu- 
rrente, que las sentencias de primera y segunda instancia se 
habían fundado en las leyes 11.231 y J 1.157. esto es, en dis- 
posteiones ile derecho común ajenas al recurso extraordinario, 
dé acuerdo con lo dispuesto por la 3* parle del artículo 15 de 
la ley 4S y, además, porque no basta una simple invocación de 
haberse vulnerado l¡i Constitución para hacer procedente el re- 
CUrsO, piles es necesario que se determine cuáles son las cláu- 
sulas desconocidas y que medie una relación directa entre éllns 
y las cuestiones planteadas en la causa. 



lili JUSTICIA íiK (,A NACIÓN 



En -a misma fecha no se híap lugar □ la queja de- 
ducida por Juan K. Santos, procesado por él delito de 
legiones, pojr ito aparecer que se huliicni planteado, om 
anterioridad a la sentencia de última instancia dentro de 
la jurisdicción local. Alguna de las cuestiones fedérale* 
qrié pudieran autorizar el recurso extraordinario para an- 
te la Curie Suprema; con arreglo a lo dispuesto por el ar- 
ticulo 14 de la lev 48; agregándose, además, que el punto de 
saber si los jueces están autorizados para otorgar o negar la 
libertad condicional sejún el juicio que les merezca la |>erso- 
nn'.idad moral del delincuente, es una cuestión de mera inter- 
pretación del artículo 26 del Código Penal, y por consiguiente 
extraña al recurso extraordinario de acuerdo crin lo dispuesto 
por el articulo 15 de la Citada ley 48. 



Kn !a misiva fecha se declaró tmpn^edente ta queja de- 
ducida por don Antonio Iturrtxa Kspíua en autos con la Cajn 
Internacional Mutua de Pensiones, por consignación de alqui- 
leres, en razón de «pie e! recurrente al interponer el recurso ex- 
ponía: ni que el pleito a que se referia se basaba cn*la ley 
de alquileres: b) que lo discutido en el juicio consistía en sa- 
ber si hay o nó contrato de locación, y ambos fundanienUis son 
extraños al recurso extraordinario, b*-1 primero, porque sien- 
do de derecho común las leyes de alquileres, las sentencias que 
versen sobre su interpretación y aplicación se há'ísñ expresa 
mente excluidas de aquel remedio excepcional por ja última 
parte del articulo 15 de la ley 48 y, el segundo, porque sea mu- 
se trate de l:i interpretación de las cláusulas de un contrato de 
Ideación ti sólo de la apreciación de hechos vinculados a aquél, 
la cuestión serta asimismo de derecho común o de prueba, y 
por consiguiente, fuera del alcance del recurso extraordinario. 
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Kn vcinikuatru de! mismo se declaró improcedente la 
queja dediieidá por dona Catalina Gaiílegou de J.oustalct en 
autos con don Juan Seotti, Mibre desalojo, por no aparecer que 
se hubiera desconocido ningún pritieipio consagrado en la lev 
funcknieniál. 



Dim Mtunn-1 María González contra la I'nniitdu tic Bunio* 
Ains, por cumplimiento tic contrato. 

Sumen»; Las personas jurídicas, cuino tas de existencia vím- 
Me 4pK' obran por medio de mandatarios, están habilitadas 
y son, en general, las qUe están llamadas a serlo, para tic- 
fpir eficacia a los actos de sus representantes cuando ésto* 
se hubieran extralimitado al ejercitar sus poderes — Ar- 
licu'os 33, 30, 1870 y Hj^i y correlativos del Código Civil. 
CE! actor desconocía la facultad de ¡a provincia para «lie 
tar un decreto mediante el cual se anulaba y se dejaba 
sin efecto un contrato de arrendamiento celebrado con el 
Director de la Rambla de Mar del Plata). 

Oá&if i Lo expKca el siguiente: 



FALLO LA CUTI- Sl'l'KKMA 

Buenos Afre», julio l* de 1921 

X VtsfQS : 

Los seguidos por don Manuel María González Contra la 
1'roviiici» de Buenos Aires, sobre cumplimiento de contrato, 
de los que resulta: 

One a fojas i> y con los documentos precedentemente agre 
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gados, se presenta dóri Luis María fíonzáiez erj representación 
del actor, exponiendo : 

Que sii mandante contrató con el Director de la Ramilla 
de M^ar del Plata, en nombre este último del Poder Kjecuiiv» 
de la Provincia de Hílenos Aires, en virtud del decreto de fecha 
g de abril de 1920, el arrendamiento de un local sito en la men- 
cionada Rambla, señalado con el número 121 del p'.ano ofi- 
cial ]*\r el término de cinco años a contar desde el i ." de ma- 
jo de 1922, 

Que el nieiuionndo contrato fué aprobado por el Poder 
Kjeaiiivo de la Provincia mencionada, por resolución recaída 
en el expediente número 2552, añt> 1920, del Ministerio de 
Hacienda, cuya copia acompaña. 

Que a pesar de ello, el mismo Poder Ejecutivo de pro- 
pia autoridad y sin tener en cuenta tos derechos que le acuer- 
da el referido contrato, lo declaró sin valor por decreto del 25 
de julio de 192! . 

Que este decreto es nulo y así lo ha deparado la Su| «re- 
ma Orne de la Provincia de Buenos Aires, en un caso aná- 
logo, promovido administrativamente por don Eduardo Borde- 
nave, estableciendo que uno de los contratantes no bu podido 
per se, anular el convenio celebrado, arrogándose facultades 
que sólo competen al poder judicial, concluyendo- dicho tribu* 
nal. por dec'ararse incompetente para entender en el asunto, 
por ser éste de orden civil y estar regido por disposiciones de 
derecho común. 

Que fundando sus derechos en las disposiciones de los ar- 
ticútós 1197, riC)$ I5"4. '5«5 y concordantes del Código Ci- 
vil, pide se condene a la provincia a respetar y cumplir el con- 
trato de locación, dejándose a salvo sus derechos para recia 
mar la indemnización de daños y perjuicios que pueda haber- 
le causado con el desconocimiento de los derechos que le co- 
rresponden por dicho contrato, con costas. 
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Que acreditada «ti cuanto lia lugar "a jurisdicción origina 
ría de esta Corte, se corre traslado de la demanda a la Pro- 
vincia de Buenos Airo, la qué contesta a foj:is 24. por inter- 
medio de su representante, manifestando: 

Que el contrato que invoca el aci"r, conjuntamente con 
otros, fueron declarados nulos pnr decreto del 25 de Julio de 
1021. según lo>. fundamento* que el i'ismn contiene, v espe 
ciatmentc por haberse omitido el requisito de la licitación pú- 
blica, indispensable, según la ley de contabilidad y porque el ar- 
tículo 1502 de] Código Civil, establece que lns arrendamiento- 
de bienes de la provincia deben ser juzgados por las disposi- 
ciones del derecho ¿ ; dministrativo : y en mérito de Jo expuesto, 
"ilícita el rechazo de la demanda, coa cusías. 

Que abierta la causa a prueba f fojas 29, y vencido el ter- 
mino, fojas ,12. >e pusieron los autus para alegar y agregados 
los alégalos de las partes a fojas ¿4 y jfí; se ¡íamo amo-; para 
definitiva a fojas ¿8. 

Y Considerando ; 

Que en el sub j artife lía sido desconocida la facultad que 
se atribuye la provincia demandada a dictar el decreto de fe- 
cha 25 de julio de 1*121. mediante el cual se anula y se deja 
sin efeelo un contrato de arrendamiento celebrado entre el ac- 
ior y el Director de la Rambla de Mar del Plata, como repre- 
sentante del Poder I'jeeutivo de la Provincia demandada (Con- 
trato de tojas l a ¿ 1 . 

1 

Qiie en i\ Boletín Oficial corriente a fojas ó, presentado 
!"ir el demandante al iniciar la acción. encuentra inserto 
el referido decreto, del que resulta, que al celebrarse e! con- 
trato Sí, omitieron disposiciones expresas de la lev de conta- 
bilidad tales CM.ro la de! articulo 54 que establece como reqiii- 
-ito previo ;l] arrendamiento de los bienes de la provincia, ja 
licitación pública. 
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(Jiu- la provincia dctnanda<b al proceder en h forrua ex- 
presada, si* funda, además, en lo que disponen los artículos 30 
y 1502 del Código Civil. 

Oue calie observar acerca de la cuestión planteada, esto es. 
qué la provincia no ha podido anidar por decreto el convenio 
celebrado con anterioridad por intermedio del Director de 'a 
Rambla dé Mar del Plata, que es doctrina consagrada por la 
jurisprudencia de esta Corle que las personas jurídicas como 
lrs de existencia visible que obrad por medio de mandatarios 
están habilitadas y son en general. las que están llamadas a 
scr'o, para negar eficacia a los actos de sus representantes 
cuando éstos se hubieran extralimitado al ejercitar sus pode- 
res, en cuyo caso es de evidencia, que 110 impugnan un acto 
propio (Artículos 33, 36, líí;o. ipgi y condal i vos del Códi- 
go Civil: Fallos tomo nó, página 303; tomo 07. página m: tu- 
mo 135. página 347: tomo 137. página 383$. 

Que dados estos antecedentes no es posible dudar de la 
facultad del C.obierno de la Provincia de Buenos Aires de dic- 
tar el decreto i ;r pugnado, como es innegable <|tie al actor en 
rrespoitdia acreditar por su parte, rpie en el contrato ele refe- 
rencia fueron observados todos los preceptos 'erales que apa- 
recen omitidos y que constituyen requisitos qué no ha ponido 
ignorar el demandante pues tal ignorancia no le habría servi- 
do de excusa, siendo forzoso concluir por consiguiente, que su 
situación jurídica debió apreciarse con los caracteres de íle- 
gatidad ipie la afectaban, y (pie 110 es derivación del decreto 
limitado a reconocerla, sino de la omisión, entre otras, dé la 
formalidad substancial de la ley mencionada. 

Por estos fundamentos 110 se hace Jugar a la demanda de 
luja.*. 9, las costas por su orden atenta la naturaleza de la cues 
tión resuelta. Xotifhpu-se y repuesto el papé] archívese. 

A. Bermejo — J. Figueroa Al- 
corta. — Ramón Méndez. — 
Roberto Repetto — M. I-.\u- 

RKXCENA. 
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listado Anjviiiino emita Doña Elcihi Tmh't y Doña floro C. 
de Ttuler t sobre cx^mpmiSH. 

Sumar',»: Corresponde !;i continuación de una, sentencia sobre 
expropiación que fija una indemnización aceptada coum 
justa ¡11 ir las dcmamladas y que no excedí- a la detemii- 
nada jH>r los peritos propuestos por una y otra parte. 

Cojo: explican las piezas siguientes: 



si:.vTi:xct.\ pki, señor jl'Kz n:in;H.\i. 

U Piala, Mayo S» d* 1923, 

liste juicio seguido por el Fisco Nacional contra doña Kle- 
n.i Tuñer y dofta M ¡fj. (le Tuñer. sobre expr opíacifjtt . 

Resulta : 

t.' Que el señor l'n -curador Fiscal en representación del 
acínr, entabla esta acción i»>r expropiación de la "Casa del 
Acuerdo de San Nicolás", declarada de uiilid.id pública por 
fa lev ro#¡$. 

2? Que convocadas la*, partes al juicio verbal que deter- 
inina el art. 6." de la ley T89, se realizó éste a fs. ¿>j, ofreeien- 
do el actor la simia de pesos trece mil ochocientos sesenta y 
cinco eun ochenta y nueve cenia vos m'n, por precio e indem- 
nización, cantidad que no aceptaron las demandabas, que exi- 
jían pesos cincuenta mil por lo que se procedió a la designa- 
ción de peritos que se ex pedieron a fojas 44 y 48, y 
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Considerando ; 

I 'rimero : (Jue la única cuestión u resolver por el Juzga- 
do es la relativa al precio venal del bien expropiado y perjui- 
cios emergentes, ya que no se hace ninguna ntra observación 
sobre el derecho <|ue .se ejercita. 

Segundo: Que jmr lo que respecta al precio de la casa, 
los peritos convienen en que él se ajusta a la apreciación he- 
cha administrativamente, parque se trata de una casa vieja 
que tlata su construcción de un siglo aproximadamente ; pero, 
en lo que no están de acuerdo es en la indemnización que con- 
siste en el valor histórico del edificio, pues mientras un |»cri- 
to estima éste en pesos veinticinco mil. el otro lo aprecia en 
pepos cincuenta mil. comprendiendo en éste el valor del edifi 
ció y terreno. 

Tercero; Que !a ley nacional X." t&} sobre expropiación, 
dispone en su artículo ift. que "la indemnización dclwrá com- 
prender todos los gravámenes o perjuicios que sean consecuen- 
cia forzosa de la expropiación, tales como el valor del terre- 
no t > edificio, plantaciones, depreciación por fraccionamiento, ex- 
plotaciones, etc. no debiendo, sin embargo, tomarse en con- 
sideración las ventajas o ganancias hi])oiéiicas'\ Ka indemni- 
zación que se demanda ¿puede considerarse comprendida en 
esta enunciación? Ks evidente que el bien (pie se expropia lio 
Sufre fraccionamiento, n¡ su explotación ocasiona perjuicio, 
desde que está destinado a casa habitación, alquilada a particu- 
lares, cuyas rentas perciben en la actualidad las propietarias y 
continuarán cobrando aquellas en el interés o nueva explota- 
ción que quieran dar a la indemnización que se les entregue 
como consecuencia de la expropiación, (pie substituirá a aque- 
lla. Luego, en el orden normal y ordinario de las cosas, la ex- 
propiación (pie se demanda, no ocasiona perjuicios legales que 
indemnizar de acuerdo con la disposición legal citada; pero, lo 
que las demandadas reclaman es la relativa a la conservación 
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de la casa, es decir, el "valor histórico" de la misma y es¡ pre- 
eisamente, este valor histórico él que ha dado lugar a la ley 
que declara de utilidad púbüca la casa en <|UC se discutió y ¡fir- 
mó el acuerdo de San Nicolás, el Ji de niayn de 1852. que echó 
las bases de ta unidad nacional. Siendo esto así, cabe pregun- 
tar. ;a quién pertenece esta gloria, a las propietarias del bien 
o al país? ¿pueden las glorias nacionales pertenecer a particu- 
lares? Indudablemente, rio, Pero si esto es verd.nl. no lo es. 
menos qué en manos de las propietarias ha estado él poder y 
facultad dé haber desnaturalizado et edificio, ya destruyendo- 
!o o modificándolo, para destinarlo A oíros usos que le liubieran 
dado mayor utilidad y, si así hubiese sido, la Xacíón no habría 
tenido la oportunidad de conservar una casa histórica, que en- 
señará a la posteridad el lugar en qué nuestros antepasados 
sellaron la unión y concordia de ti utas las provincias argenti- 
nas, Y es a este titulo que el infrascripto considera qtte debe 
indemnizarse a las propietarias equitativamente, como se hizo 
en e! caso de la expropiación de la casa del General Mitre, 

Cuarto: Que sentada asi esta premisa y teniendo en cuen- 
ta la disposición del articulo ¡7 que establece que la indemnt 
«ación no excederá, cu ningún caso, a la demanda del intere- 
sado y constando en el cxjiedientc administrativo. ( fs. ]í*0. que 
tas propietarias fijan en jhísos treinta y cinco mil. la inde iuii- 
zación total, considera e! infrascripto equitativo fijar eti esa 
-unta el valor venal del bien expropiarlo y la indemnización a 
que se ha hecho referencia en el considerando anterior. 

POr las consideraciones expuestas, fallo: haciendo lugar 
a la expropiación demandada y fijando el precio e indemniza- 
ción en la suma de treinta y cinco mil pesos moneda nacional 
\ tas costas def juicio, consistentes en el honorario de los pe- 
ritos y sellos de actuación cotí arreglo a la constante jurispru- 
dencia al respecto. Proponga el actor el escribano que ha de 
autorizar la escritura traslativa de dominio, notiíiquese en el 
original y, cu oportunidad .archívese. 

c. '/aivíjiío. 
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SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL, DE APELACION 

U PUt>. AgOlto 6 de 1*23 

Vistos : 

!W sus fundamentos se confirma con costas la sentencia 
apelada de fojas 51, Devuélvanse. — *os¿ Marcó. — fi. Gui- 
do LavaUe. — Antonio L. Mtrrccnaro. 
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Bticnoi Alia, julio 1= de 1925 

Vistos y Considerando: 

Que la Única cuestión planteada en esta causa y traída a 
la decisión fie ésta Corte es la relativa al monto de la indem- 
nización . 

Que como consta n fojas f« la Cámara Federal de Avia- 
ción de La Ptáta lia confirmado por sus fundamentos la sen- 
tencia de fojas 51 <jue fija en treinta y cinco mil pesos mo- 
neda nacional c! importe de la indemnización correspondiente 
a las propiciarías de la casa situada en la ciudad de San Ni- 
colas, Provincia de Rueños Aires, en donde se discutió y fir- 
mó él Acuerdo de San Nicolás el 31 de mayo de 1852, decla- 
rada de utilidad pública por ley número 10778. 

Qne esa sentencia no ha sido ajelada por las propietarias 
y el Ministerio Público que recurrió ríe ella no ha aducido en 
esta instancia fundamento alguno une pudiera desvirtuarla. 

Que esa indemnización aceptada como justa por las deman- 
dadas de expropiación es igual a la reclamada por ellas en el 
expediente administrativo como se hace constar en el 4." con- 
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aderando de ís. 52 y no excede a las determinada:, por los pe- 
ritos propuestos jKjr una y otra parte a fojas 44 y 48. 

[*or ello y fundamentos de la sentencia apelada de fojas 
60 en su referencia a los de Ja de fojas 51. se la confirma con 
las costas del juicio consistentes en et honcirario de los perito> 
y sellos de actuación . Notifique se y devuélvase. 

As Bermejo — J. Ficueroa Al- 
corta, — Ramón- Méndez. 

ROHERTO REl'ETTO. — M. Lau- 
RENCENA. 



